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Acuerdo  disponiendo  las  honras  postumas  para  el  Ministro  Doctor 

Don  Saturnino  M,  Laspiur. 


En  Buenos  Aires,  á  los  veinte  y  seis  dias  del  mes  de  Agosto  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  reunidos  estraordinariamente  en 
la  Sala  de  Acuerdos,  el  Sr.  Presidente  y  Ministros  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  Nacional,  Doctores  D.  José  B.  Gorostiaga,  D.  José 
Domínguez,  D.  Uladislao  Frias  y  D.  Federico  Ihargúren,  dijeron: 
Que  habiendo  tenido  lu^^ar  la  muerte  del  Sr.  Ministro  de  la  Su- 
prema Corte,  Dr.  D.  Saturnino  M.  Laspiur  y  debiendo  honrar  la 
memoria  de  este  Majistrado  que  tan  importantes  servicios  ha  pres- 
tado á  la  República,  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  debian  acor- 
dar y  acordaban  se  diera  noticia  oficial  de  tan  lamentable  aconte- 
cimiento al  Señor  Presidente  de  la  República,  para  que  se  sirva  de- 
cretar las  medidas  que  estime  convenientes  al  efecto  de  honrar  la 
memoria  del  ilustre  finado;  se  asista  por  la  Suprema  Corte  y  se  in- 
vite á  asistir  «í  las  Cámaras  de  Apelaciones  de  la  Capital,  Jueces  de 
Sección  y  de  1*  Instancia  de  la  Capital,  Procurador  y  Agentes  Fis- 
cales, Defensor  de  incapaces  y  Asesores  de  menores  de  la  Capital, 
en  coches  enlutados,  á  la  inhumación  del  cadáver;  que  se  pase  una 
carta  de  pésame  á  la  familia  del  Dr.  D.  Saturnino  M.  Laspiur,  siguí- 
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ficándole  el  profundo  sentimiento  que  ha  causado  y  causa  á  los 
Miembros  de  la  Suprema  Corte,  la  pérdida  de  tan  digno  y  recto 
ciudadano;  debiendo  al  mismo  tiempo  procurar  los  medios  para  ob- 
tener un  retrato  de  aquel,  para  colocarlo  en  la  sala  de  Acuerdos 
del  Tribunal. 

Todo  lo  cual  dispusieron  y  ordenaron,  mandando  se  rejistrase  en 
el  libro  de  Acuerdos  y  se  publicase,  firmando  ante  mi: 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS. — FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 

Antonio  Tarnassi, 

Secretario. 


Acuerdo  nombrando  Suplentes  y  Fiscales  ad  hoc,  para  el  año  1886 

En  Buenos  Aires,  á  los  tres  dias  del  mes  de  Diciembre  del  año 
mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  reunidos  en  su  Sala  de  Acuerdos, 
el  Sr.  Presidente  y  Ministros  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Na- 
cional, Doctores  D.  José  B.  Gorostiaga,  D.  José  Domínguez,  D.  üla- 
dislao  Frias,  y  D.  Federico  Ibargúren,  con  el  objeto  de  formar  la 
lista  de  Abogados  que  con  arreglo  á  la  ley  de  24  de  Setiembre  de 
1878,  deben  suplir  en  el  ano  de  188G  á  los  Jueces  Federales  de  Sec- 
ción legalmente  impedidos  ó  recusados  y  ejercer  las  funciones 
de  Fiscales  ad  hoc,  acordaron  la  formación  de  las  siguientes  listas: 

Para  la  Capital:  Doctores  D.  Juan  M.  Terrero,  D.  Carlos  Saave- 
dra  Zavaleta,  D.  José  Maria  Rosa,  D.  Norberto  Quirno  Costa,  D.  Án- 
gel Casares,  D.  José  A.  Terry,  D.  Emilio  Lamarca,  D.  Lucio  V.  Ló- 
pez,- D.  Julián  Balbin  y  D.  Joaquín  CuUen. 


/ 
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Vara  Buenos  Aires:  Doctores  D.  Hugo  A.  Bunge,  D.  Juan  Raices, 
D.  Emilio  Cabral,  D.  Leandro  AIem,  D.  Tomás  Sarmiento,  D.  Anto- 
nio Obligado,  D.  Antonio  Bermejo,  D.  Wenceslao  Escalante,  Don 
Enrique  Quintana  y  D.  José  M.  Zapiola. 

Para  Santa  Fé:  Doctores  D.  Eugenio  Pérez,  D.  Severo  González, 
D.  Nicanor  G.  del  Solar,  D.  Pedro  N.  Arias,  D.  Gualberlo  Escalera  y 
Zuviria,  D.  Pedro  Rueda,  D.  Joaquin  Lejarza,  D.  Gabriel  Carrasco, 
D.  Pedro  A.  Sánchez  y  D.  Calisto  Lazaga. 

Para  Entre-Rios:  Doctores  D.  Miguel  P.  Malarín,  D.  Manuel  Be- 
retervide,  D.  Leónidas  Echagüe,  D.  Mariano  Leiva..  D.  Misael  Her- 
nandez,  D.  José  Maria  Sola,  D.  Emilio  Villarruel^  D.  Gregorio  T.  de 
la  Fuente,  D.  José  M.  Comaleras  y  D.  Honorio  Q.  y  González. 

Para  la  sección  de  Corrientes:  Doctores  D.  José  M.  Guastavino, 
D.  Juan  E.  Torrent,  D.  Lisandro  Segovia,  D.  Juan  Valenzuela,  Don 
Juan  M.  Rivera,  D.  Pedro  T.  Sánchez,  D.  Pedro  R.  Fernandez, 
D.  Fermin  E.  Alsina  y  I).  Augusto  Billinghurst. 

Para  la  sección  de  Córdoba:  Doctores  D.  Santiago  Cáceres,  Don 
Juan  M.  Garro,  D.  Teodomiro  Paez,  D.  Nicolás  Berrotaran,  D.  Sa- 
lustiano  Torres,  D.  Rafael  Moyano,  D.  Marcelino  A.  Amuchastegui, 
D.  José  M.  Ruiz,  D.  Nicolás  Peñaloza  y  D.  Pablo  J.  Rodríguez. 

Para  la  sección  de  Santiago  del  Estero:  Doctores  D.  Benjamín  Zava- 
lía,  D.  Martin  A.  Herrera,  D.  Benjamin  Palacios,  D.  Manuel  Argara- 
ñas,  D.  José  Pomares,  D.  Napoleón  Taboada^  D.  Belisario  Saravia  y 
Sres.  D.  Antonio  Sufeoni,  D.  Pablo  Lugones  y  D.  Rafael  Barbosa. 

Para  la  sección  de  Tucuman:  Doctores  D.  Próspero  Garcia,  Don 
Luis  Araoz,  D.  Agustín  de  la  Vega,  D.  Ángel  Pereyra,  D.  Ángel  Pa- 
dilla, D.  Juan  M.  Teran,  D.  Napoleón  M.  Vera,  D.  José  A.  Olmos, 
D.  Javier  Frias  y  D.  Patricio  Zavalia. 

Para  la  sección  de  Salta:  Doctores  D.  José  M.  Solé,  D.  Juan  de 
la  C.  Tamayo,  D.  Pedro  L  López,  D.  Aniceto  Latorre,  D.  Medardo 
Zapana,  D.  Dario  Arias,  D.  Daniel  Goitia,  D.  Flavio  Arias,  D.  Eliseo 
T.  Outes  y  D.  Damián  Torino. 
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Para  la  sección  de  Jujuy:  Doctor  D.  Pablo  Carrillo,  Sres.  D.  Plá- 
cido S.  de  Bustamante,  D.  Segundo  Linares,  D.  Mariano  de  T.  Pinto, 
D.  Benjamin  Villafane,  D.  Delfín  S.  de  Bustamante,  D.  Teodosio 
Carrizo,  D.  Sergio  I.  Alvarado,  D.  Delfin  Sánchez  y  D.  Cosme  Orias. 

Para  la  sección  de  Catamarca:  Doctores  D.  Salvador  de  la  Co- 
lina, D.  Guillermo  Leguizamon,  D.  Guillermo  Correa,  D.  Amadeo 
Oviedo  y  Sres.  D.  Vicente  Bascoy,  D.  Segundo  I.  Acuila,  D.  Fidel 
Barrionuevo  y  D.  José  M.  Figueroa. 

Para  la  sección  de  la  Rioja:  Doctores  D.  José  A.  Arguello,  Don 
Guillermo  San  Román,  D.  Manuel  I.  Pazos,  D.  Eustaurófilo  Nieto  y 
D.  Florentino  de  la  Colina. 

Para  la  sección  de  San  Juan:  Doctores  D.  Juan  C.  Albarracin, 
D.  Manuel  Garcia,  D.  Secundino  J.  Navarro  y  D.  Pedro  A.  Garro. 

Para  la  sección  de  Mendoza:  Doctores  D.  Ignacio  Bombal,  Don 
Isaac  Godoy,  I).  David  Orrego,  I).  José  R.  Olguin,  D.  Pedro  Serpez, 
D.  José  S.  Leal,  D.  Moisés  Lucero,  I).  Ricardo  T.  Ruiz,  D.  Matias  E. 
Godoy  y  D.  José  N.  Lencinas. 

Para  la  sección  de  San  Luis:  Doctores  D.  Adolfo  Igarzabal,  Don 
Mauricio  P.  Daract,  D.  Marcelino  Ojeda,  D.  Marcial  Gigena,  D.  Sa- 
muel Silva,  D.  Ramón  Correa,  í).  Ulises  R.  Lucero,  D.  Jacinto  S. 
Pérez,  D.  Juan  A  Barbeito  y  D.  Eleodoro  Lobos. 

Todo  lo  cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  registrase 
en  el  libro  de  Acuerdos,  se  publicase  y  se  comunicase  al  Poder  Eje- 
cutivo y  á  los  Sres.  Jueces  de  Sección,  respectivamente. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ÜLADISLAO  FRÍAS. —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 

Antonio  Tarnasú, 

Secretario. 
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Acuerdo  nombrando  Juez  de  Feria. 


En  Buenos  Aires,  á  los  tres  dias  del  mes  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cinco,  reunidos  en  su  Sala  de  Acuerdos,  el 
Sr.  Presidente  de  la  Suprema  Corlo  de  Justicia  Federal,  Dr.  I)  José 
B.  Gorostiaga  y  los  Sres.  Ministros,  Doctores  1).  José  Domínguez, 
D.  Uladislao  Frias  y  I).  Federico  Ibargúren,  con  el  objeto  de  nom- 
brar el  Juez  de  Feria,  con  arreglo  ai  artículo  4°  del  Reglamento, 
para  el  orden  interno  de  la  Suprema  Corle,  acordaron  nombrar  al 
Dr.  D.  Federico  Ibargúren,  y  que  actuase  como  Secretario  el  Dr.  Don 
Antonio  Tarnassi,  ordenando  se  rejistrase  en  el  libro  correspon- 
diente y  que  se  publicase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  — J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  FllIAS.  — FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 

Antonio  Tarnassi, 

Secretario. 


Acuerdo  nombrando  Conjueces,  para  el  atlo  1886. 

En  Buenos  Aires,  á  los  siete  dias  del  mes  de  Enero  del  año  mil 
ochocientos  ochenta  y  seis,  reunidos  en  su  Sala  de  Acuerdos,  el  Se- 
ñor Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional  Dr.  D.  José 
B.  Gorostiaga  y  los  Sres.  Ministros,  Doctores  D.  José  Domínguez, 
D.  Uladislao  Frias  y  D.  Federico  Ibargúren,  con  el  objeto  de  nom- 
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brar  Conjueces  para  el  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  en  cum- 
plimiento del  artículo  23  de  la  ley  de  Procedimientos,  acordaron  nom- 
brar á  los  Señores  Doctores  D.  Vicente  F.  López,  D.  Miguel  Estoves 
Sa^^uí,  D.  Luis  Saenz  Peña,  D.  Manuel  M.  Escalada,  D.  Victór  Martí- 
nez, D.  Eduardo  Carranza  Viamonte,  D.  Carlos  Tejedor,  D.  Ezequiel 
Pereira,  D.  Bernardo  de  Irigoyen,  D.  Manuel  Quintana,  D.  Ceferino 
Araujo,  D.  Manuel  Obarrio,  D.  Antonio  Malaver,  I).  Honorio  Martel, 
D.  Francisco  Alcobendas,  D.  Isaac  P.  Areco,  D.  Juan  J.  Romero,  Don 
Salvador  M.  del  Carril,  D.  Enrique  Martínez,  D.  Juan  S.  Fernandez, 
D.  Leopoldo  Basavilbaso,  D.  Bonifacio  Lastra,  D.  Aristóbulo  del 
Valle,  D.  Pedro  Goyena  y  D.  José  M.  Zuviria.  Todo  lo  cual  dispusie- 
ron y  mandaron,  ordenando  se  publicase  y  se  rejistrase  en  el  libro 
correspondiente,  firmando  ante  mi : 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ÜLADISLAO  frías. — FEDERICOIBAR- 
GÚREN. 

Antonio  Tarnam, 

Secretario. 
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D.  José  E.  Garzón,  contra  los  Sres.  Joulet  y  Arnujio,  por  cumpli- 
miento de  un  contrato;  sobre  incompetencia  y  litis-pendencia. 


Sumario.  —  1**  Es  válido  el  testimonio  del  socio,  que  no  lo  es  en 
el  negocio  en  que  declara. 

2°  Es  fuero  competente  y  preferido  al  del  domicilio  del  deman- 
dado, el  del  lugar  de  la  ejecución  del  contrato. 

3°  El  lugar  donde  debe  ejecutarse  el  contrato  es  el  que  resulta  de 
la  voluntad  espresa  ó  presunta  de  las  partes. 

4°  El  contrato  por  el  cual  se  dá  comisión  de  comprar  una  cosa  en 
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\m  punto,  para  ser  entregada  y  vendida  con  ventaja  en  otro,  se  cum- 
ple entre.^^ando  la  cosa  en  este  último  punto. 

5*^  No  procede  la  escepcion  de  litis-pendencia,  cuando  el  pleito 
pendiente  en  que  se  funda  no  puede  producir  escepcion  de  cosa  juz- 
gada en  el  que  se  promueve. 


Caso,  —  D.  Juan  E.  Garzón  espuso  que  habia  celebrado  un  con- 
trato con  los  Señores  Joulet  y  Arnujio  para  que  le  compraran  en  co- 
misión una  cantidad  de  maiz  de  cierta  calidad  en  Cañada  de  Gómez, 
para  que  se  le  entregaran  en  Córdoba,  donde  esperaba  venderlo  con 
ventaja;  y  los  demandó  por  daños  y  perjuicios  por  no  haber  cum- 
plido en  todas  sus  partes  con  dicho  contrato,  á  mas  de  la  devolución 
de  unas  bolsas  y  del  dinero  que  les  habia  entregado  de  mas,  previa 
rendición  de  cuentas. 

Arnujio  y  Joulet  opusieron:  1°  que  en  la  información  para  acre- 
ditar que  ellos  eran  estrangeros  y  Garzón  argentino  habia  decla- 
rado D.  Juan  Morra  que  era  socio  de  Garzón,  y  que  habia  perjurado 
diciendo  que  no  le  correspondían  las  generales  de  la  ley;  2*^  que  re- 
sidiendo en  Cañada  de  Gómez  debían  ser  demandados  ante  los  Tri- 
bunales del  Rosario;  3^,  que  ellos  habían  demandado  á  D.  Juan 
Morra  por  un  contrato  de  trigo,  y  este,  alegando  ser  socio  de  Gar- 
zón, les  habia  opuesto  como  tal  la  escepcion  de  competencia;  y  fun- 
daron en  estos  hechos  las  escepciones  de  incompetencia  y  litis-pen- 
dencia. 


Fallo  fiel  «luez  de  ^eeeioii 


Cóifloba,  Julio  5  de  1884, 

Vista  la  presente  articulación  fundada  en  la  insuficiencia  de  la 
sumaria  producida  para  establecer  (¡ue  el  caso  correspondía  á  la 
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jurisdicción  nacional;  en  la  incompetencia  del  Juzgado  por  la  ve* 
ciudad  de  los  demandados  y  diversa  nacionalidad  de  los  socios 
Morra  y  Garzón,  en  la  existencia  de  la  litis-pendencia  y  proroga- 
cion  de  la  jurisdicción  provincial;  y  considerando,  en  primer  lugar, 
por  lo  que  respecta  á  la  insuficiencia  de  la  sumaria,  que  ella  se 
hace  consistir  en  la  inhabilidad  del  testigo  Sr.  Morra  por  ser  socio 
del  demandante  Sr.  Garzón  y  haber  perjurado  además,  pues  al  de- 
clarar en  dicha  sumaria  ha  aseverado  que  no  le  comprendían  las 
generales  de  la  ley,  y  al  prestar  su  atestación  en  el  incidente  sobre 
embargo  preventivo,  ha  confesado  que  tenia  sociedad  con  el  citado 
Sr.  Garzón. 


I 


Que  acerca  de  esta  tacha  ó  inhabilidad  la  jurisprudencia  ha  per- 
manecido uniforme,  tomando  por  punto  de  partida  la  ley  21,  libro 
16,  Partida  3%  que  como  disposición  supletoria  forma  parte  de  la 
Ley  sobre  Procedimientos  Nacionales.  Artículo  374  déla  misma  ley. 
Y  no  obstante  que  la  disposición  citada  de  Partida  es  recordada  con 
frecuencia,  conviene  fijar  la  atención  en  las  siguientes  palabras: 
« Compañeros  seyendo  algunos  en  mercaderías  ó  en  otra  cosa,  se 
oviessen  pleito  en  juicio  sobre  aquella  cosa  en  que  han  compañía  non 
debe  ser  recebido  testimonio  del  uno  por  el  otro,  porque  la  ganancia  ó 
la  pérdida  de  tal  pleito  pertenece  á  cada  uno  de  ellos  en  parte,  Pero 
otro  pleito  qne  non  tampiese  comunalmente  á  todosy  bien  podria  testi- 
guar el  uno  por  el  otro  como  quier  que  fuesen  compañeros  ó  amigos^ . . . 
Caravantes,  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  Tomo  ?*,  N**  942;  3*.  Sagui, 
Tratado  Elemental,  N*"  492. 

Que  si  se  toma  en  cuenta  el  asunto  promovido  por  el  Sr.  Garzón 
para  la  conveniente  aplicación  para  la  disposición  y  doctrinas  cita- 
das, resulta  que  el  Sr.  Garzón  ha  entablado  su  demanda  esclusiva- 
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mente  por  sí  sobre  falta  de  Cumplimiento  á  un  contrato  para  la 
compra  de  maíz  en  Cañada  de  Gómez,  celebrado  cou  los  Sres.  Ar- 
nujío  y  Joulet;  que  las  carias  de  fojas  51  y  S^  presentadas  por  este 
señor  y  reconocidas  por  Garzón  patentizan  que  el  negocio  era  per- 
sonal de  éste,  sin  que  interviniese  otra  persona  alguna  en  calidad 
de  socio  ó  interesado;  que  esto  mismo  demuestran  los  conocimientos 
y  carta  de  foja  30,  reconocidos  por  Joulet,  puesto  que  dichos  cono- 
cimientos se  remiten  á  D.  José  E.  Garzón,  quien  recibe  á  nombre 
propio  el  maiz  remitido. 

El  Sr.  Morra,  entonces,  es  enteramente  estraño  á  este  negocio  de 
maiz  y  ha  podido  testificar  válidamente,  aún  cuando  fuese  socio  en 
otro  de  trigo,  que  era  enteramente  diverso  del  que  motiva  la  pre- 
sente cuestión.  Ha  podido,  pues,  con  razón  afirmar  que  no  le  com- 
prenden las  generales  de  la  ley;  desapareciendo  todo  motivo  legal 
para  tachar  de  insuficiente  la  sumaria  producida. 


II 


Que  en  cuanto  al  perjurio  que  se  atribuye  al  Sr.  Morra  por  haber 
espresado  en  otra  declaración  corriente  á  foja  6  que  era  socio  del 
Sr.  Garzón,  después  de  haber  afirmado  que  no  le  comprendían  las 
generales  de  la  ley  en  la  que  tenía  prestada  á  foja  2  vuelta,  se  es- 
plica  todo  satisfactoriamente  con  las  anunciaciones  consignadas. 
Morra,  en  efecto,  no  es  socio  en  la  compra  de  maiz,  como  queda  de- 
mostrado, y,  por  consiguiente,  no  le  comprenden  dichas  generales; 
pero  es  socio  en  otro  negocio  de  trigo,  que  nada  tiene  que  ver  con 
el  presente,  y  en  este  sentido  dijo  una  verdad,  pero  impertinente, 
porque  la  cuestión  en  que  declaraba  no  versaba  sobre  la  compra  de 
trigo,  sino  sobre  el  contrato  de  maiz.  Así,  pues,  no  existe  contradic- 
ción, mucho  menos,  perjuicio. 
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Para  este  degradante  delito  dehe  presuponerse  la  intención  crimi- 
nal, el  quebrantamiento  malicioso  de  este  vínculo  sagrado  que  co- 
loca al  hombreen  presencia  de  la  divinidad.  Mientras  tanto,  si  se 
recuerda,  que  la  declaración,  en  que  se  dice  cometido  el  perjurio, 
versaba  sobre  la  nacionalidad  de  demandante  y  demandados,  es 
decir,  sobre  hechos  de  notoriedad,  en  que  no  se  trataba  del  fondo 
déla  cuestión  ni  de  otro  interés  pecuniario,  no  puede  atribuirse  la 
perversidad,  la  malicia  de  aquel  acto  verdaderamente  infamante.  Y 
sobre  todo,  cuando  no  puede  descubrirse  el  intento,  el  propósito  que 
habría  en  un  crimen  semejante  y  muy  principalmente  eu  un  comer- 
ciante de  notoria  honradez  y  probidad  en  esta  ciudad  y  que  goza 
de  la  estimación  general. 

Además,  no  debe  omitirse  para  el  completo  esclarecimiento  del 
delito  que  se  imputa,  que  en  la  declaración  de  foja  2,  en  la  que  solo 
se  trataba  de  acreditar  la  diversa  nacionalidad,  no  se  le  detallaron 
las  generales  que  contiene  el  artículo  127,  como  informa  con  com- 
pleta exactitud  el  Sr.  Secretario;  y  aiíncuando  se  hubiesen  deta- 
llado conforme  á  dicho  artículo,  no  espresándose  en  él  literalmente 
el  impedimento  de  los  socios,  puede  sufrir  el  testigo  cualquier  error 
en  su  aplicación  al  caso  concreto;  y  este  error  ó  falta  en  la  aplica- 
ción de  la  ley,  no  podría  servir  de  suficiente  base  al  criterio  jurí- 
dico para  establecer  la  existencia  de  un  delito. 

Cuando  prestó  la  segunda  declaración  de  foja  6  en  el  delicado  in- 
cidente sobre  embargo  preventivo,  no  solo  se  leesplicaron  al  Señor 
Morra  las  generales  según  la  especificación  que  contiene  el  artículo 
127,  sino  que  se  le  interrogó  en  especial  si  era  socio  del  Sr.  Garzón, 
porque  en  una  audiencia  conciliadora  que  tuvo  lugar  antes  de  co- 
rrer el  traslado  de  la  demanda  al  Sr.  Joulet,  se  hizo  mención  de 
que  eran  socios  y  asi  lo  habia  oído  también  el  Juez  en  el  despacho 
mismo,  si  bien  en  conversaciones  particulares. 

No  se  descubre,  pues,  malicia  alguna  en  el  Sr.  Morra,  ni  ánimo  de 
ocultar  que  era  socio:  antes  bien,  se  nota  que  con  sinceridad  com- 
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pleta  anuncia  el  hecho,  sin  especificar,  como  debió  hacerlo,  que  era 
socio  en  el  negocio  de  trigo  y  nó  en  el  de  maíz  de  que  se  trataba; 
circunstancia  que  no  podia  olvidar  si  hubiese  tenido  algún  interés 
en  declarar  y  poner  su  atestación  á  cubierto  de  toda  tacha  ó  repro- 
che, y  que  por  otra  parte,  indujo  al  Juez  á  pensar  por  esa  falta  de 
esplicacion,  que  la  sociedad  versaba  sobre  la  negociación  que  moti- 
vaba la  cuestión. 


III 


Por  lo  que  respecta  á  la  incompetencia  del  Juzgado,  se  aduce  por 
los  demandados  que  su  vecindad  es  en  Cañada  de  Gómez,  como  lo 
tiene  confesado  el  demandante,  y  por  consiguiente,  ha  debido  inter- 
ponerse la  demanda  en  la  jurisdicción  de  Santa  Fé.  El  Sr.  Garzón  se 
opone  á  esta  escepcion,  fundándose  en  que  el  lugar  del  cumpli- 
miento del  contrato  es  esta  Ciudad. 

No  hay  duda  que  es  fuero  competente  y  privilejiado  sobre  el  del 
domicilio,  el  lugar  designado  para  la  ejecución  de  una  obligación 
(art.  747  y  1212,  C.  C;  Caravantes,  tomo  I*',  N^251;  Manresa,  tomo 
1^  págs.  12  y  13;  L.  9%  tit.  4^  lib.  13.  Digesto;  Ley  32,  tít.  2^,  P.  3*; 
la  sexta  y  glosas  166  y  167  á  dicha  ley;  Serie  1%  Tomo  9°,  página 
280,  Serie  2%  tomo  10,  pág.  296  y  tomo  4^  pág.  359,  Fallos  de  la 
Suprema  Corte.  Y  además,  la  vista  del  Sr.  Procurador  General  y  la 
resolución  aún  no  publicada,  de  24  de  Noviembre  último,  en  el 
asunto  promovido  por  D.  Manuel  y  D.  Eliseo  Rodríguez  contra  Don 
Esteban  Peirano)  y  por  lo  mismo,  es  forzoso  investigar  si  de  autos 
aparece  comprobado  un  hecho  tan  capital  y  decisivo. 

Antes,  empero,  conviene  notar  que  la  designación  del  lugar  del 
contrato  puede  ser  espresa  ó  presunta,  indicada  por  la  naturaleza  de 
la  obligación.  El  Articulo  1212,  Código  Civil;  Freytas,  articulo  1963, 
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inciso  2^;  Caravantes,  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  Números  225, 
289.  Es  preciso,  dice  este  Jurisconsulto,  inquirir  el  fuero  á  que  se 
han  sometido  las  partes  por  su  voluntad  presunta^  atendiendo  á  las 
<?ircuflstancias  que  motivan  y  proceden  al  contrato,  y  según  las  cuales 
-aparece  el  lugar  en  que  las  partes  han  querido  que  se  cumpliese  la 
obligación  por  la  intención  y  espectativa  que  revelan  de  las  mismas, 
y  que  implica  una  designación  tácita  del  lugar  del  cumplimiento^  y 
en  cotisecuenciay  la  solución  voluntaria  del  demandado  á  la  jurisdic- 
ción de  este  lugar.  Así,  cuando  se  celebra  un  contrato  debe  inves- 
tigarse cual  ha  sido  el  pensamiento  verosímil  de  las  partes,  relati- 
vamente á  su  ejecución. 

El  Dr.  Segovia,  en  la  nota  al  art.  747,  dice  también:  Nuestro  ar- 
ticulo no  es  precisamente  imperativo  y  absoluto,  pues  no  hace  sino 
interpretar  verosimilmente  la  intención  común  de  los  contrayentes; 
y  dada  la  variedad  y  complexidad  de  las  obligaciones,  tocaría  á  los 
Jueces  modificarlo,  cuando  la  naturaleza  del  pago,  la  calidad  ó  fin 
del  negocio  ú  otros  hechos,  demuestren  cuál  ha  sido  la  voluntad  de  las 
partes. 

Ahora  bien,  ¿podrá  inducirse  de  los  autos  cuál  es  el  pensamiento 
verosímil  de  los  interesados  relativamente  á  la  ejecución  del  con- 
trato? La  naturaleza,  calidad,  y  fin  del  negocio  ú  otros  hechos  y  cir- 
cunstancias que  precedieron  ó  acompañaron  al  contrato  podrán  de- 
mostrar la  voluntad  presunta  ó  sumisión  voluntaria  del  demandado 
á  la  jurisdicción  de  un  lugar  determinado? 

En  autos  no  parecen  otros  antecedentes  de  la  conveniencia  cele- 
brada que  las  cartas  que  corren  á  fojas  51  y  52  presentadas  por  los 
Sres.  Joulet  y  reconocidas  por  el  Sr.  Garzón.  En  la  primera,  dirijida 
desde  e^ta  ciudad,  se  autoriza  á  los  Sres.  Arnuzio  y  Joulet  para  que 
contraten  cuarenta  mil  arrobas  de  maiz  alprecio  y  condiciones  que 
allí  se  enuncian,  recomendándoles  Garzón  que  hagan  lo  posible  por 
conseguir  maíz  blanco,  por  ser  este  de  mayor  preferencia  en  esta 
ciudad,  lo  mismo  que  el  grano  chico. 

T.   ZIX  2 
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En  la  segunda,  teniendo  en  consideración  que  los  encargados  no 
han  comprado  mas  que  mil  ochocientas  fanegas  de  maiz,  los  auto- 
rizan para  que  paguen  dos  y  medio  por  arroba. 

En  las  posiciones  absueltas  á  foja  49,  se  interroga  al  Sr.  Joulet: 
«como  es  cierto  que  los  absol ventos  jamás  han  dicho  al  Sr.  Garzo» 
que  ocurriese  á  recibir  el  maiz  á  Cañada  de  Gómez  y  que  única- 
mente le  han  dado  aviso  de  la  remisión  que  hacían  para  que  lo  reci- 
biera en  la  estación  de  la  ciudad  de  Córdoba  y  contesta  lo  siguiente: 
que  es  cierto  que  no  han  dado  aviso  para  que  vaya  á  recibirle,  por- 
que el  mismo  Sr.  Garzón  les  tenia  encargado  que  después  de  desgra- 
nado se  lo  mandasen  en  las  mismas  bolsas  que  al  efecto  les  habia  re- 
mitido,  y  que  asi  se  practica  siendo  á  comisión;  agregando,  que  al 
matidarle  el  conocimiento  le  daban  aviso  por  carta  para  que  ocurriese 
á  recibir  el  maiz  a  la  estación, 

A  foja  30  se  registra  una  carta  diríjida  desde  Cañada  de  Gómez 
por  los  Sres.  Arnuzio  y  Joulet  á  I).  José  E.  Garzón  de  Córdoba,  en 
los  siguientes  términos:  «Remitimos  á  Vd.  adjunto  en  esta  conoci- 
miento de  dos  wagones  números  388  y  273  con  360  bolsas  maiz  ama- 
rillo lo  que  cargamos  en  su  cuenta». 

De  los  trece  conocimientos  presentados  y  judicialmente  reconoci- 
dos, lo  mismo  que  la  carta  mencionada,  aparece  que  el  maiz  se  ha 
despachado  y  remitido  por  los  demandados  desde  la  Estación  Ca- 
ñada de  Gómez  ó  Armstrong  á  la  Estación  de  Córdoba  y  que  el 
Sr.  Garzón  lo  ha  recibido  en  esta  Estación. 

No  hago  mérito  de  las  declaraciones  prestadas  por  los  Sres.  Loza 
y  Posse,  porque  se  hallan  en  diametral  oposición  sobre  la  costumbre 
ó  práctica  establecida  en  el  comercio  respecto  al  deber  de  un  comi- 
sionista del  Rosario  ó  Cañada  de  Gómez  para  con  un  acopiador  de 
granos  en  Córdoba;  y  siendo  personas  igualmente  peritas,  respeta- 
bles y  probos,  no  es  posible  establecer  preeminencia  alguna  de  la 
una  sobre  la  otra. 

Sin  otros  elementos,  pues,  que  los  mencionados,  tenemos  que  abor- 
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dar  la  cuestión  delicada  de  la  Competencia  del  Tribunal,  trayendo 
á  cuenta  la  naturaleza,  calidad  y  fin  del  negocio  para  inducir  el 
pensamiento  verosímil  de  los  contratantes,  su  voluntad  presunta  so- 
bre la  ejecución  del  contrato. 

Los  comisionistas  compraban  el  maiz  en  Cañada  de  Gómez  para 
su  comitente  que  estaba  en  Córdoba,  y  que  exijia  condiciones  espe- 
ciales sobre  el  color  y  tamaño  del  grano  con  relación  á  la  estima- 
ción que  se  hace  de  él  en  esta  ciudad.  El  fin  del  negocio,  pues,  es- 
taba revelado  á  los  comitentes:  se  quería  que  el  maiz  estuviese  en 
condiciones  para  poderlo  espender  con  ventaja  en  la  plaza  de  Cór- 
doba. Y  bien:  ¿cómo  debia  llegar  ese  maiz  á  Córdoba?  ¿Dónde  de- 
bía recibirlo  el  comitente  para  que  se  estinguiese  la  obligación  de 
los  comisionistas?  Si  era  en  Cañada  de  Gómez,  como  lo  afirma  Jou- 
let  debia  preceder  en  cada  remesa  el  aviso  correspondiente  para  su 
entrega  y  recibo;  pero  nunca  dio  este  aviso,  y  antes  al  contrario, 
confiesa  que  el  Sr.  Garzón  les  tenia  encargado  su  remisión  en  las 
mismas  bolsas  mandadas  al  efecto;  que  esta  es  la  práctica;  y  que 
al  remitirle  el  conocimiento,  le  daban  aviso  por  carta  para  que  ocu- 
rriese á  recibir  el  maiz  en  la  estación  de  esta  ciudad. 

Esta  confesión  del  Sr.  Joulet  se  halla  confirmada  por  el  hecho  que 
revelan  los  conocimientos  acompañados  y  la  carta  de  foja  30. 

El  maiz  se  despachaba  á  Córdoba  y  aquí  se  recibió  por  el  comi- 
tente. La  ejecución  tenia  lugar  en  esta  estación  y  no  puede  ponerse 
en  duda  el  pensamiento  verosímil,  la  intención  presunta  ó  sumisión 
voluntaria  de  los  comisionistas,  por  los  hechos,  circunstancias  y  de- 
más que  quedan  enunciados. 
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IV 


Demostrada  la  competencia  del  Juzgado  y  suficiencia  de  la  suma- 
ria producida,  llega  la  oportunidad  de  ocuparse  de  la  litis  penden- 
cia. Para  juzgar  de  la  procedencia  de  esta  escepciondel)e  recordarse 
los  principios  siguientes:  los  jurisconsultos  entienden  por  litis-pen- 
dencia la  existencia  previa  en  otro  Juzgado  de  un  pleito  pendiente 
todavía  ó  sin  resolverse  sobre  io  mismo  que  es  objeto  del  que  después 
se  ha  promovido;  ó  sea  por  razón  de  hallarse  radicada  la  causa  en 
otro  Tribunal  competente,  Manresa,  tomo  1^,  página  446;  tomo  2®, 
página  112.  Goyena,  Febrero  Reformado;  Tomo  4^  página  44;  Se- 
rie r\  Tomo  7^,  página  338;  Fallos  de  la  Suprema  Corte. 

Convienen  asimismo  los  autores  que  dicha  escepcion  solo  tiene 
lugar  en  concurrencia  de  los  litigios  sobre  el  mismo  objeto,  entre  las 
mismas  partes,  por  demandas  basadas  en  la  misma  causa,  Caravan- 
tes,  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  ^  007,  3*^;  S(^r¡e  2%  tomo  iP,  pági- 
na 3o;  tomo  11,  página  39.  Fallos  de  la  Suprema  Corte.  Escriclie, 
Dic.  palabras  acumulación,  litis  pendencia. 

Y  á  este  propósito,  tiene  declarado  la  Suprema  Corte  que  no  se 
llama  juicio  radicado  el  nuevo  juicio  en  que  se  litiga  la  misma  cosa, 
cuando  las  partes  son  distintas.  Serie  1*,  Tomo  o°,  página  305. 

Los  jurisconsultos  al  establecer  las  condiciones  indispensables 
para  que  se  verifique  la  escepcion,  precitada,  enuncian  con  claridad 
los  casos  en  que  no  tiene  lugar  la  litis-pendencia,  y  entre  estos  se 
enumera  el  siguiente:  cuando  los  juicios  son  de  diversa  naturaleza^ 
entre  un  pleito  ordinario,  por  ejemplo,  y  un  juicio  ejecutivo  ó  suma- 
rio, porque  sus  trámites  son  diferentes  y  no  pueden  igualarse:  en  tal 
caso,  agregan,  no  pueden  hallarse  en  el  mismo  estado  para  que  con- 
tinúen juntos.  Además,  el  fallo  pronunciado  en  el  ejecutivo,  no  puede 
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producir  la  excepción  de  cosa  jus^gada,  que  es  la  razón  principal  de  las 
acumulaciones,  Garavantes,  Tomo  1*^,  §  390,  3°;  Manresa,  Tomo  2**, 
página  457. 

Después  de  esta  esposicion  brevísima  de  ios  principios  que  pue- 
den ser  aplicables,  precisóos  mencionar  los  hechos  que  se  revelan 
en  autos  y  principalmente  en  el  escrito  de  fojas  H  y  12,  y  pliego  de 
posiciones  de  foja  50,  presentadas  por  el  Sr.  Joulet.  El  asunto  que 
sigue  en  el  Juzgado  de  Comercio  es  ejecutivo  contra  el  Sr.  Morra, 
por  tres  mil  y  tantos  pesos  procedentes  de  compra  de  trigo;  y  el  pre- 
sente, es  un  juicio  ordinario  promovido  por  el  Sr.  Garzón,  como  se 
ha  dicho  tantas  veces,  sobre  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato 
por  compra  de  maiz,  reclamando  de  los  señores  Arnuzio  y  Joulet 
daños  y  perjuicios  y  la  devolución  del  exceso  del  dinero  recibido. 

Resulta,  por  consiguiente,  que  por  la  diversa  naturaleza  de  los 
juicios,  no  puede  tener  lugar  la  excepción  propuesta;  y  que  basta  re- 
cordar las  elocuentísimas  razones  espuestas  por  los  autores  y  que 
acaban  de  consignarse,  para  llegar  á  la  mas  profunda  convicción 
sobre  la  improcedencia  déla  indicada  escepcion. 

En  la  suposición  que  no  obstase  la  diversa  naturaleza  de  los  jui- 
cios, tocaríamos  con  el  inconveniente  insuperable  de  que  las  perso- 
nas que  litigan  en  uno  y  otro  juicio,  son  diversas,  distinta  también 
la  cosa  y  la  causa  objeto  de  las  demandas;  de  manera  que  faltan  las 
condiciones  esenciales  para  que  pueda  verificarse  la  litis-pen- 
dencia. 

Y  en  efecto;  en  el  juicio  ejecutivo  demandan  Arnuzio  y  Joulet  al 
Sr.  Morra  y  en  el  Civil  ordinario,  demanda  Garzón  á  dichos  señores 
En  el  ejecutivo  se  cobran  tres  mil  y  tantos  pesos;  y  en  el  ordinario, 
daños  y  perjuicios  y  devolución  del  exceso  del  dinero  recibido. 

Bien  es  verdad  que  aparece  también  de  los  autos  y  escritos  cita- 
dos, que  Morra^  en  el  juicio  ejecutivo,  ha  opuesto  á  los  señores  Ar- 
nuzio y  Joulet  escepcion  de  compensación  de  los  tres  mil  y  mas  pe- 
sos que  se  le  cobran,  procedentes  de  la  negociación  de  trigo  con  lo 


22  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

que  á  su  juicio,  deben  los  ejecutantes  particularmente  á  D.  J.  E.  Gar- 
zón por  el  negocio  de  maiz.  Y  para  ello,  parece  fundarse  el  ejecu- 
tado en  que  la  deuda  que  le  cobran  no  es  personalmente  suya,  sino 
de  la  sociedad  Morra  y  Garzón,  cuya  sociedad  se  formó  para  la  com- 
pra de  trigo:  y  en  tal  caso,  puede  proponerse  la  compensación  con 
lo  que  los  ejecutantes  deben  particularmente  á  uno  de  los  so- 
cios. 

Los  señores  Arnuzio  y  Joulet  desconocen  la  existencia  de  tal  so- 
ciedad y  aseveran  que  ellos  solo  han  demandado  á  D.  Juan  Morra. 

Sea  lo  que  fuere  de  estas  referencias,  exista  ó  no  la  sociedad  que 
invoca  Morra  y  el  crédito  que  dice  existir  á  favor  de  Garzón,  la  es- 
cepcion  de  compensación  propuesta  en  el  juicio  ejecutivo,  ni  cambia 
la  naturaleza  diversa  de  los  dos  juicios,  ni  puede  hacer  que  las  per- 
sonas que  litigan  sean  las  mismas  é  idéntica  la  cosa  litigada  y  que 
la  sentencia  que  se  pronuncie  en  el  juicio  ejecutivo  haga  cosa  juz- 
gada en  el  ordinario  que  pende  ante  este  Trii)unal. 

Las  esplicaciones  precedentes  hacen  de  todo  punto  inútil  que  se 
trate  el  punto  referente  á  la  prorogacion  de  la  jurisdicción  provin- 
cial; puesto  que  la  causa  que  se  ventila  en  este  Juzgado  por  su  na- 
turaleza, personas,  objetos  y  efectos,  es  totalmente  diversa  de  la  que 
se  sigue  ante  aquella  jurisdicción. 

Otro  tanto  debe  decirse  de  la  incompetencia  alegada  en  razón  de 
la  diversa  nacionalidad  de  los  socios  Morra  y  Garzón,  porque,  como 
se  ha  repetido  tantas  veces,  esa  sociedad,  que  no  existe  en  concepto 
de  los  demandados,  se  ha  constituido  para  otra  negociación  muy  di- 
versa de  la  que  ha  dado  mérito  al  pleito  entablado  contra  los  seño- 
res Arnuzio  y  Joulet,  y  que  esclusivamenle  pertenece  á  D.  J.  E. 
Garzón. 

En  su  mérito  v  omitiendo  otras  consideraciones,  se  declara:  debi- 
damen te  justificado  que  el  caso  corresponde  á  la  jurisdicción  nacio- 
nal; y  que  este  Juzgado  es  competente  para  entender  en  la  demanda 
entablada;  no  haciendo  lugar  á  las  demás  escepciones  propuestas, 
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y  declaración  de  perjurio  que  se  solicitaba;  sin  especial  condena- 
ción: hágase  saber  con  el  original 

Rafael  García. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Enero  28  de  1885. 

Suprema  Corte: 

La  sentencia  del  Sr.  Juez  de  Sección  es  de  tai  manera  estensa  y 
elaborada,  que  dispensa  todo  comentario  al  objeto  de  esforzar  sus 
conclusiones. 

Del  prolijo  estudio  que  ella  hace  de  los  autos,  resulta  evidente 
que  el  lugar  del  cumplimiento  del  contrato,  era  la  ciudad  de  Cór- 
doba. 

Visible  y  naturalmente,  no  podría  ser  otro,  puesto  que  el  maiz  se 
compraba  para  aprovechar  el  mayor  valor  que  tenía  fuera  del  lugar 
de  su  producción. 

Queda  asimismo  perfectamente  evidenciado  que  entre  esta  cues- 
tión, por  compra  de  maiz,  y  la  otra,  por  compra  de  trigo,  en  que  se 
apoya  la  litispendencia,  hay  tanta  distancia  como  entre  el  trigo  y  el 
maiz. 

Me  limito,  por  tanto,  á  pedir  la  confirmación  de  la  sentencia  ape- 
lada. 

Eduardo  Costa, 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  2(3  de  1885. 

Vistos;  por  sus  fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y 

pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se 

confirma,  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  nueve.  Re- 
puestos los  sellos,  devuélvase. 

J.    B.   GOROSTIAGA.  —  J.  DOMINGIEZ.  — 

ÜLADISLAO   frías. — S.  M.  LASPÍUR. 

FEDERICO  IBARGLREN. 


c:ausa  XX 


D,  José  M.  Crespoy  contra  D.  Carlos  CastagnOj  por  escepcion  de 

litis-pendencia;  sobre  costas 

Sumario.  —  El  que  entabla  la  acción  petitoria,  durante  el  juicio 
posesorio,  en  que  es  demandado,  debe  ser  condenado  en  las  costas 
que  se  causen,  por  ser  la  demanda  contra  espresa  disposición  de  la 
ley. 
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Ccm. — Pendiente  el  juicio  posesorio  deducido  por  D.  Garlos  Cas- 
tagno,  sobre  posesión  de  un  campo,  D.  José  M.  Crespo  entabló  con- 
tra aquel  la  acción  de  reivindicación  del  mismo  campo. 

Castagno  opuso  la  escepcion  de  defecto  legal  en  la  demanda,  que 
no  fué  tomada  en  consideración,  y  la  litis-pendencia  por  el  juicio 
posesorio  pendiente. 


Fallo  del  «luez  de  Sección 


Paraná,  Agosto  14  de  1884. 

Y  vistos:  en  las  excepciones  de  litis-pendencia  y  defecto  legal  en 
la  forma  de  la  demanda,  propuesta  como  articulo  previo  por  el  apo- 
derado de  D.  Carlos  Castagno,  contra  la  demanda  de  reivindicación 
presentada  por  el  representante  de  í).  José  Maria  Crespo. 

Y  considerando:  que  la  primera  se  funda  en  que  existe  aun  pen- 
diente ante  la  Suprema  Corte  un  juicio  posesorio  seguido  por  Cas- 
tagno contra  Crespo,  sobre  el  mismo  campo  á  que  se  refiere  la  de- 
manda de  reivindicación; 

Que  estos  hechos  no  negados  por  el  actor,  se  confirman  con  el 
informe  del  Secretario,  de  f. . .; 

Que  establecido  el  juicio  posesorio,  el  petitorio  no  puede  tener 
lugar  antes  que  la  instancia  posesoria  haya  terminado,  según  lo  dis- 
pone terminantemente  el  artículo  2484,  Código  Civil; 

Que  esta  disposición  general  no  se  limita,  como  lo  pretende  el  de- 
mandante, á  solo  los  casos  en  que  el  actor  en  el  interdicto  lo  sea 
también  en  el  juicio  petitorio,  no  solo  porque  no  es  licito  hacer  dis- 
tinciones que  la  ley  no  ha  hecho,  sino  porque  milita  la  misma  razón 
para  impedir  la  acumulación  del  petitorio  al  posesorio  cuando  uno 
mismo  es  actor  en  ambos  juicios,  que  cuando  el  demandado  en  el 
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posesorio  es  demandante  en  el  petitorio,  pues  en  uno  y  otro  caso, 
mediando  cuestión  sobre  la  posesión,  es  necesario  decidir  previa- 
mente quién  es  el  que  posee; 

Que  esta  inteligencia  de  la  regla  establecida  por  el  articulo  2484, 
está  de  acuerdo  con  la  dada  por  la  Corte  de  Casación  de  Francia,  á 
igual  disposición,  contenida  en  el  Código  de  Procedimientos  de 
aquella  Nación,  de  donde  ha  sido  tomada  la  del  articulo  citado,  y 
con  la  opinión  de  varios  autores,  entre  otros,  Aubry  y  Rau,  pár- 
rafo 186,  letras  b  y  d^  citado  por  el  codificador  argentino; 

Oue  no  es  aceptable  la  razón  dada  por  el  demandante  para  soste- 
ner tal  limitación,  á  saber:  Que  el  verdadero  propietario  seria  gra- 
vemente perjudicado  en  su  derecho  cuando  un  intruso  le  promoviese 
juicio  posesorio  impidiéndole  por  este  medio  instaurar  el  de  propie- 
dad hasta  que  la  instancia  posesoria  terminase,  porque  si  el  propie- 
tario ejerce  la  posesión  durante  el  interdicto,  el  juicio  de  reivindi- 
cación promovido  por  este,  no  procedería,  ni  la  dilación  para 
instaurarlo  le  irrogaría  perjuicio;  si  por  el  contrario,  no  la  ejerce, 
el  perjuicio  que  pudiera  causarle  la  retardación  del  juicio  petitorio, 
solo  él  debe  imputársela  por  haber  recurrido  á  las  vías  de  hecho 
que  originaron  la  instancia  posesoria,  en  vez  de  deducir  oportuna- 
mente la  reivindicación; 

Que  tampoco  se  concluye  nada  en  contra  de  esta  interpretación 
de  la  disposición  del  articulo  2486  que  inhabilita  al  vencido  en  el 
juicio  posesorio  para  entrar  en  el  petitorio  antes  que  haya  satisfe- 
cho las  condenaciones  de  aquel.  Los  dos  artículos  resuelven  casos 
distintos;  el  2484  impide  la  acumulación  de  ambos  juicios  por  con- 
sideraciones deducidas  de  la  naturaleza  misma  de  la  acción  reivin- 
dicatoría, mientras  que  el  artículo  2486  supone  la  definitiva  termi- 
nación del  posesorio  y  prohibe  al  vencido  abrir  el  juicio  por  razo- 
nes de  justicia,  hasta  que  las  cosas  vuelvan  al  estado  anterior  á  tas 
violencias  ó  hechos  reprobados  que  causaron  la  perturbación  en  el 
derecho  del  poseedor.  Asi,  de  esta  prohibición  al  vencido  en  el  ín- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  27 

terdicto,  no  se  deduce  la  permisión  de  reivindicar  antes  del  fallo 
condenatorio. 

Por  estas  consideraciones  y  prescindiendo  de  la  excepción  de  de- 
fecto legal  en  la  forma  de  la  demanda,  por  no  ser  de  oportunidad 
considerarla,  resuelvo  no  haciendo  lugar,  por  ahora,  á  la  demanda 
presentada  por  D.  José  María  Crespo,  contra  D.  Carlos  Castagno, 
sobre  reivindicación  del  campo  comprendido  entre  los  arroyos  La- 
gunas Feliciano,  Estacas  y  linea  amojonada  del  campo  de  la  suce- 
sión Hayeroff.  Repónganse. 

M.  de  T.  Pintos. 

Castagno  apeló  de  la  sentencia  por  cuanto  no  condenaba  el  de- 
mandante en  las  costas. 


Fallo  de  la  Suprema  Cilorte 

Buenos  Aires,  Febrero  26  de  1885. 

Vistos:  siendo  la  demanda  interpuesta  contra  espresa  disposición 
de  la  ley,  se  declara  que  las  costas  del  incidente  son  á  cargo  del 
demandante.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS.— S.  M.   LASPIUR. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CIAUSA  XXI 


D,  Tristan  A,  Malbran,  contra  D.  Antonio  MarechaU  por  cobro 

de  pesos;  sobre  incompetencia 


Sumario, — El  estrangero  demandado  por  un  argentino  ante  los 
Tribunales  Federales,  no  tiene  derecho  para  declinar  la  jurisdicción 
de  estos. 


Caso. — D.  Tristan  A.  Malbran,  argentino,  demandó  por  cobro  de 
pesos  á  D.  Antonio  Marechal,  estrangero,  ame  el  Juez  de  Sección 
de  la  Capital. 

Marechal,  alegando  que  el  fuero  federal  habia  sido  establecido  á 
favor  del  estrangero,  y  diciendo  que  él  renunciaba  á  ese  favor,  de- 
clinó de  jurisdicción. 


Fallo  del  «Iiiez  de  Sección 


Buenos  Aires,  Agosto  9  de  1864. 

Vistos  y  considerando:  1°  Que  la  petición  formulada  en  el  escrito 
de  f.  24,  sin  contestar  el  traslado  de  la  demanda,  constituye  una 
verdadera  declinatoria  de  jurisdicción  basada  en  un  pretendido  pri- 
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vilegio  personal  del  demandado,  para  renunciar  á  ser  juzgado  por 
los  Jueces  designados  por  la  ley  en  las  demandas  en  que  sea  parte 
un  ciudadano  argentino  y  un  estranjero. 

¥  Que  en  el  presente  caso  no  se  trata  propiamente  de  renunciar 
voluntariamente  la  jurisdicción  creada  por  la  ley  para  tales  casos, 
lo  que  solo  puede  tener  lugar  cuando  el  estranjero  demandante 
ocurre  á  los  Tribunales  Ordinarios,  ó  cuando  siendo  demandado  ante 
estos  contesta,  sin  declinar  para  ante  sus  Jueces  naturales,  sino  de 
rechazar  la  de  estos  que  han  sido  buscados  por  el  demandante  ar- 
gentino, en  obedecimiento  de  una  ley  de  la  Nación; 

3^  Que  en  este  sentido,  la  pretensión  de  iMarechal  constituiriaun 
verdadero  privilegio  personal  que  felizmente  ninguna  ley  acuerda 
ni  á  argeminos  ni  á  estranjeros  porque  en  caso  do  existir,  aparte 
del  desorden  que  introduciria  en  el  orden  de  los  juicios,  dejando 
á  los  que  tienen  acciones  que  ejercitar  en  la  ignorancia  ó  duda  de 
saber  cuáles  son  sus  jueces  naturales,  vendria  á  colocar  k  estos  en 
condición  muy  superior  á  aquellos,  pues  como  lo  ha  establecido  la 
Suprema  Corte  en  uno  de  sus  fallos,  mientras  que  el  estranjero  que 
tuviere  necesidad  de  demandar  á  un  argentino  podría  interponer 
su  demanda  ante  cualquiera  de  las  dos  jurisdiccionás,  con  la  segu- 
ridad de  que  el  demandado  en  ningún  caso  podria  eludir  ni  retar- 
dar el  juicio,  el  argentino,  en  idéntico  caso,  no  podria  ocurrirá  uno 
ni  á  otro  sin  correr  el  peligro  de  una  articulación  dilatoria,  que- 
dando sometido^  por  consiguiente,  á  la  necesidad  de  pedir  previa- 
mente á  su  demandado  su  beneplácito  para  conocer  el  juez  ante 
quien  ha  de  demandarlo. 

4^  Que  encarada  la  cuestión  bajo  su  faz  puramente  jurídica,  la 
pretensión  de  Marechal  carece  completamente  de  fundamento,  por- 
que la  jurisdicción  de  los  Tribunales  federales  es  privativa  y  esclu- 
yente  de  toda  otra,  fuera  de  los  casos  esceptuados:  ahora  bien,  es- 
tando establecido  en  el  articulo  104  de  la  ley  de  15  de  Diciembre 
de  1881,  que  el  Juez  Federal  de  la  Capital  conozca  en  las  causas  en 
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que  sea  parte  un  argentino  y  un  esirangero  y  no  habiendo  ley  al- 
guna que  permita  al  estrangero  demandado  ante  su  juez  natural 
declinar  de  jurisdicción,  es  claro  que  el  caso  entonces  es  de  la  com- 
petencia esclusiva  de  los  Tribunales  Nacionales.  Y  finalmente,  que 
estas  son  las  doctrinas  que  la  Corte  Suprema  con  mas  acierto  y  en 
conformidad  á  la  Constitución  y  leyes,  ha  hecho  prevalecer  en  di- 
versas resoluciones  posteriores  al  fallo  citado  por  el  demandado; 
véase  2*  serie,  tomo  3*^,  pág.  7,  y  tomo  4°,  pág.  392. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  no  haciendo  lugar  á  lo  pedido  por 
Marechal  en  el  escrito  de  f.  24,  á  quien  condeno  al  pago  de  las  cos- 
tas causadas  en  este  incidente.  Repóngase  la  foja. 

Virgilio  M:  Tedin. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aires,  Febrero  26  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  de 
foja  treinta  y  tres  vuelta,  y  repuestos  ios  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 
FEDRIGO  IBARGÚRBN. 


-^•^ 
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c:ai  SA  XXII 


Contra  Guillermo  Sachs,  subdito  del  Imperio  Alemán;  sobre 

estradicion 


Sumario. — 1^  Los  eslrangeros  gozan  en  el  territorio  argentino  de 
garantías  especiales  de  libertad  y  seguridad,  y  de  todos  los  derechos 
civiles  del  ciudadano,  y,  como  este^  no  pueden  ser  penados  sin  jui- 
cio previo  fundado  en  ley  anterior  al  hecho  del  proceso. 

^  No  existiendo  tratado  internacional  ó  ley  especial  del  Con- 
greso, el  Gobierno  Argentino  no  puede  entregar  á  ninguna  persona 
que  se  encuentre  en  el  territorio  de  la  Nación,  por  acusación  de 
haber  cometido  un  crimen  ó  delito  en  país  estrangero,  y  haber  fu- 
gado de  su  patria  para  evttar  la  prisión  ó  la  pena  de  la  ley. 


Caso,— Se  comprende  leyendo  los  fallos  dictados  por  los  Tribuna- 
les Federales. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Abril  SO  de  188á. 

Y  vistos  estos  autos  sobre  estradicion,  solicitada  por  el  Sr.  Minis- 
tro de  Alemania,  del  subdito  alemán  Guillermo  Sachs,  contra  quien^ 
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según  se  desprende  de  los  documentos  justificativos,  acompañados  á 
la  requisición  de  la  extradición,  existe  pendiente  un  juicio  criminal 
en  Frankfort  sobre  el  Maine,  en  el  que  se  ha  librado  orden  de  pri- 
sión, con  fecha  doce  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres, 
por  quiebra  fraudulenta,  en  la  que  se  detallan  ochenta  y  seis  casos 
de  disposición,  en  perjuicio  de  los  acreedores  y  provecho  de  la  firma 
bancaria  Sachs  y  C^  que  la  componia  el  requerido  en  extradición 
Guillermo  Sachs,  en  comunidad  con  su  hermano  Alberto  Sachs,  de 
valores  comerciales,  depositados  para  ser  ne;rociados  en  venta  ó 
cambio  por  otros  valores,  y  catorce  casos,  en  los  que  á  mas,  se  ha 
empleado  fraude  para  inducir  á  los  tenedores  á  hacer  el  depósito 
en  la  espresada  firma  bancaria:  debidamente  examinados  los  docu- 
mentos justificativos  de  la  estradicion  solicitada,  oido  el  interesado 
para  verificar  la  identidad  de  su  persona,  que  resulta  constatada 
por  propia  confesión,  el  Procurador  Fiscal  y  la  defensa  de  su  abo- 
gado y  considerando: 

1^  Que  la  competencia  del  Juzgado  Nacional  resulta  justificada 
por  la  naturaleza  de  la  causa,  pues  tratándose  de  acordar  ó  negar 
la  estradicion  pedida  por  una  nación  estrangera,  no  puede  ponerse 
en  duda  que  es  á  la  Nación  á  quien  corresponde  decidir  un  punto 
regido  por  el  derecho  internacional,  que  puede  comprometer  las 
buenas  relaciones  de  la  República  y  que  siendo  un  asunto  judicial 
corresponde  á  los  Jueces  de  4a  Nación,  de  acuerde  á  los  artículos 
94  y  95  de  la  Constitución  Nacional; 

2*^  Que  no  obstante  que  la  ley  de  Procedimientos  no  comprenda 
esplicitamente  la  estradicion  entre  las  atribuciones  del  Juzgado,  y 
de  no  existir,  en  este  caso,  tratado  con  la  Nación  requirente,elcaso 
está  comprendido  entre  las  atribuciones  implícitas  que  se  derivan 
necesariamente  de  la  misión  conferida  al  Poder  Judicial  de  la  Na- 
ción, siendo  este  punto  una  cuestión  dilucidada  por  la  Corte  de  los 
Estados  Unidos  en  el  caso  de  llolmes,  según  lo  testifica  Story. 
(Cow/.  o/"  Latt's,§  628); 
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3°  Que  la  estradicion  puedo  acordarse  por  los  delitos  que  son 
considerados  tales  por  las  lo;^¡slaciones  de  los  países  civilizados,  y 
no  de  creación  especial  de  alguno  de  ellos,  siempre  que  revistan 
al^^una  gravedad;  nó  como  mera  cortesía,  sino  en  cumplimiento  de 
prescripciones  evidentes  del  derecho  de  gentes,  las  que  forman 
parte  de  la  legislación  interna  de  cada  país,  á  la  par  de  las  leyes 
escritas  para  su  régimen  muuicipal,  desde  que  no  es  posible  sus- 
traerse á  su  cumplimiento  sin  renunciar  á  las  positivas  ventajas 
que  corresponden  á  los  pueblos  que  ocupan  un  puesto  entre  las  na- 
ciones civilizadas; 

4°  Que  las  fuentes  del  derecho  de  gentes  no  se  encuentran  esclu- 
sivamente  en  los  tratados  vigentes,  sino  y  muy  especialmente,  en 
las  doctrinas  de  los  pu[)licistas  que  han  tratado  este  motivo  bajo  el 
punto  de  vista  filosófico  y  sus  opiniones  han  merecido  el  consenti- 
miento de  las  naciones; 

8^  Une  el  peso  de  autoridad,  sobre  esta  cuestión,  está  decidida- 
mente en  favor  de  la  obligación  de  concederse  la  estradicion,  aun 
en  ausencia  de  tratados  al  respecto,  en  todos  los  casos  en  que  no  se 
opone  alguna  otra  consideración  especial  de  las  que  constituyen  las 
escepciones  consagradas  por  el  mismo  derecho  de  gentes:  tal  es  la 
opinión  de  Kent,  manifestada  categóricamente  en  sus  Comentarios, 
tomo  1^,  §  36,  trayendo  en  su  apoyo  la  autoridad  de  ios  mas  distin- 
guidos publicistas  anteriores,  á  la  que  podria  agregarse  nuevas 
consideraciones  que  surgen  del  estado  actual  de  las  relaciones  de 
los  pueblos,  cada  dia  mas  estrechas,  de  la  solidaridad  de  los  inte- 
reses y  de  la  unidad  de  las  legislaciones,  que  requieren  mayor  am- 
plitud al  derecho  de  estradicion,  y  mas  aun,  si  se  tiene  en  cuenta 
las  facilidades  de  los  delincuentes  de  traspasar  los  límites  de  un 
estado,  aun  antes  de  haberse  podido  conocer  su  delito.  Esta  faz  del 
derecho  moderno,  con  relación  á  la  estradicion,  se  encuentra  lumi- 
nosamente espuesto  por  Billot,  Traite  de  Ve.rtvoditionx  J.  J.  Ilaus, 
Principes  de  Droit  Penal,  párrafo  937;  Aiidré  Weiss,  Etude  sur  les 
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conditíom  de  V extradiíion;  Dolorme,  Principes  Généraux  de  Droít 
international  en  matiere  criminelle;  y  Bernard,  Traite  Tliéorique  et 
practique  de  Vextradition; 

&^  Que  la  prescripción  de  la  acción,  aleirada  por  la  defensa,  no 
resulta  justificada  en  este  caso:  la  opinión  prevalente  á  este  res- 
pecto, es  que  debe  aplicarse  las  reglas  de  la  prescripción  del  país, 
donde  se  cometió  el  delito,  por  ser  las  únicas  aplicables  al  caso; 
pero  aun  aceptando  la  prescripción,  según  las  leyes  locales,  ten- 
driaraos  que  tratándose  de  quiebra  fraudulenta,  con  reiteración  en 
los  hechos  que  la  constituyen,  y  con  actos  retirados  de  fraude,  no 
correspondería  solamente  la  pena  estatuida  por  el  artículo  328, 
Código  Penal,  sino  que  habría  que  tenerse  en  cuenta  lo  dispuesto 
por  el  articulo  17o  para  su  elevación,  en  cuyo  caso,  y  siendo  esta 
mayor  que  la  prisión,  el  tiempo  de  la  prescripción  seria  también 
mayor  que  el  prevenido  en  el  artículo  102; 

T  0"6  aun  sin  la  agravación  incurrida  por  reiteración,  la  pena 
establecida  por  el  artículo  328  no  es  solamente  la  prisión,  sino  que 
lleva  ademas  la  de  inhabilitación  por  cinco  á  quince  años  de  volver 
á  ejercer  el  comercio,  por  cuyo  motivo  el  tiempo  señalado  para  la 
prescripción  es  mayor  que  el  señalado  en  el  artículo  192; 

8^  Que  de  los  antecedentes  que  suministran  los  documentos  jus- 
tificativos remitidos  por  el  Sr.  Ministro  de  Alemania,  resulta  que 
no  ha  podido  cumplirse  la  prescripción  alegada,  pues  el  procedi- 
miento criminal  contra  el  reclamado  Guillermo  Sachs,  principió 
con  la  iniciación  del  concurso  en  Mavo  veinte  v  cinco  de  mil  ocho- 
cientos  ochenta,  pocos  días  después  de  su  fuga,  ocurrida  en  veinte 
y  uno  del  mismo  raes:  fué  capturado  en  Santiago  de  Chile,  por  re- 
quisición en  este  mismo  juicio  en  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
ochenta,  consiguiendo  fugar  en  Febrero  diez  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  uno,  y  la  sentencia  contra  Alberto  Sachs,  en  el  mismo 
juicio,  y  como  coautor  del  misrao  delito  tuvo  lugar  en  Junio  veinte 
y  tres  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  y  últimamente,  la  orden  de 
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prisión,  con  que  se  ha  fundado  la  solicitud  do  estradicion,  lleva  la 
fecha  de  Noviembre  doce,  de  rail  ochocientos  ochenta  v  tres;  de  raa- 
ñera  que  el  mayor  intervalo  que  ha  transcurrido,  sin  que  esté  cons- 
tatado un  acto  de  procedimiento  que  interrumpa  toda  prescripción, 
es  el  de  un  aíto  y  cinco  meses,  tiempo  insuficiente  para  la  prescrip- 
ción alegada; 

9°  Que  la  falta  que  se  ale^^a  por  la  defensa,  de  la  calificación  de 
la  quiebra,  no  es  sustancial  en  este  caso,  por  cuanto,  si  bien  se  exije 
este  requisito  en  alguno  de  los  últimos  tratados  de  estradicion,  ce- 
lebrados por  la  República,  esto  solo  se  refiere  á  los  paises  que  han 
adoptado  el  principio  consagrado  en  el  artículo  1593  inciso  2^  de 
nuestro  Código  Comercial  en  cuanto  á  la  forma  de  iniciar  los  pro- 
cesos en  materia  de  quiebras  fraudulentas,  por  cnanto,  en  ellos,  la 
calificación  hecha  por  el  Tribunal  de  Comercio,  dá  apertura  al  jui- 
cio criminal,  con  presunciones  bastantes  para  proveer  la  prisión 
del  inculpado;  pero  no  siendo  este  el  caso  con  respecto  á  la  Alema- 
nia, donde,  como  del  mismo  procedimiento  adoptado  se  desprende, 
el  juicio  criminal  toma  sus  elementos  de  los  hechos  mismos,  sin  es- 
perar la  calificación  comercial,  debe  estarse  á  lo  que  se  observa  en 
todos  los  demás  juicios  criminales  en  los  que  el  auto  de  prisión  es 
el  que  los  caracteriza  debidamente  para  la  estradicion;  y 

10.  Que  es  un  principio  universalmente  aceptado,  que,  en  materia 
de  estradicion,  la  reciprocidad  es  la  base;  reciprocidad  que  no  está 
establecida,  con  respecto  á  la  Alemania,  por  no  existir  tratado  que 
la  consagre,  y  por  no  haber  sido  ofrecida  en  la  nota  del  Sr.  Minis- 
tro, al  solicitarla  en  este  caso,  corresponde  que  este  ofrecimiento 
sea  previo  á  la  entrega  del  reclamado. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  estableciendo  que  la  reclamación 
del  Sr.  Ministro  de  Alemania,  solicitando  la  estradicion  del  subdito 
alemán  Guillermo  Sachs  por  quiebra  fraudulenta  y  fraude:  invo- 
cando, á  falla  de  tratado  especial,  las  amistosas  relaciones  de  am- 
bos paises,  está  debidamente  fundada  en  principios  de  derecho  de 
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gentes;  y  que,  por  su  parte,  el  recisrmado  Sachs  no  ha  justificado  su 
defensa;  en  su  consecuencia,  concédese  laestradicion  pedida,  po- 
niéndose al  referido  Guillermo  Sachs  á  disposición  del  Ministerio  de 
Relaciones  Exteriores,  para  que  proceda  á  la  respectiva  entrega, 
previo  el  correspondiente  ofrecimiento  de  reciprocidad  por  parte 
del  Sr.  Ministro  requirente:  líbrese  al  efecto  el  oficio  con  trans- 
cripción de  esta  resolución;  hágase  saber  y  notifíquese  con  el  ori- 
ginal. 

Andrés  Ugarriza. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  24  de  18S4. 

Suprema  Corte: 

La  comunicación  del  Seiior  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  al 
Señor  Juez  de  Sección,  f.  31,  es  el  punto  de  partida  en  estas  volu- 
minosas actuaciones. 

Dice  el  Señor  Ministro,  que  habiendo  solicitado  el  Señor  Ministro 
de  Alemania  la  estradicíon  de  Guillermo  Sachs,  acusado  de  quiebra 
fraudulenta,  y  no  obstante  no  existir  tratado  de  estradicion,  cree 
un  acto  de  cortesía  concederla.  «En  este  concepto,  a/rre^^a  el  Señor 
Ministro,  y  si  V.  S.  encuentra  méritos  suficientes  en  los  documentos 
adjuntos,  dispondrá  lo  conveniente  para  que  aquel  individuo  sea  cap- 
turado por  la  Policia*. 

La  materia  de  estradicion,  nueva  en  la  larga  y  laboriosa  elucu- 
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bracion  del  derecho,  desconocida  con  generalidad,  aun  en  nuestros 
dias,  ofrece  rauclias  y  variadas  cuestiones,  acerca  de  las  que  no  hay 
todavía,  ni  reglas  fijas  entre  las  naciones,  ni  acuerdo  entre  los  mis- 
mos trámites. 

Antes  de  analizar,  si  bien  sea,  someramente,  aquellas  que  mas  se 
relacionan  con  el  presente  caso,  surje  una  que  importa  resolver  ante 
todo. 

¿La  nota  del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  ha  tenido 
por  objeto  pedir  al  Juzgado  acuerde  ó  niegue  la  estradicion? 

¿Fia  podido  el  señor  Ministro  conferir  tal  facultad  al  Juzgado,  si 
no  la  tenia  este  por  la  ley? 

A  estar  á  los  términos  de  su  misma  comunicación,  el  Señor  Mi- 
nistro cree,  que  si  el  crimen  es  de  los  que  consignan  nuestros  tra- 
tados de  estradicion  con  otras  naciones,  seria  un  acto  de  cortesía 
acordar  lo  que  solicita  el  Señor  Ministro  Alemán;  y  pide  al  Señor 
Juez,  que  encontrando  méritos  bastantes,  ordene  la  prisión. 

Como  se  vé,  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  entiende 
que  seria  un  acto  de  cortesía  acordar  la  estradicion,  y  se  limita  á 
pedir  la  prisión  simplemente. 

En  esta  intelijencia,  el  Señor  Juez  que  acuerda  la  estradicion,  vá 
mas  allá  de  lo  que  el  mismo  Ministro  habia  pedido.  Podrá  decirse, 
que,  considerando  el  Señor  Ministro  lle;rado  el  caso  de  la  cortesía, 
delega  en  el  Juzgado  la  facultad  de  dispensarla,  y  que  este  es  el  al- 
cance de  su  comunicación. 

La  defensa  del  detenido  observa,  con  razón,  que  no  está  en  la  ín- 
dole de  la  justicia  ejercitar  actos  de  cortesía,  siendo  su  misión  in- 
terpretar y  hacer  cumplir  las  leyes. 

Si  la  ley  no  autoriza  á  los  Jueces  á  conceder  la  estradicion,  no 
existiendo  tratado,  el  Poder  Ejecutivo  no  puede  conferirles  tal  atri- 
bución, ni  por  cortesía,  ni  de  ninguna  otra  manera.  Ahora  bien : 
que  tal  ley  no  existe  entre  nosotros,  está  fuera  do  discusión,  y  es 
entonces  evidente  que  cualquiera  que  sea  el  alcance  de  la  comu- 
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nicacion  del  Ministerio,  el  Juzgado  ha  ultrapasado  sus  atribuciones. 

Bastaria  lo  espuesto  para  desautorizar  su  sentencia.  Aduciré,  sin 
embargo,  y  aun  que  sea  por  via  de  ilustración,  algunas  breves  con- 
sideraciones mas. 

En  defecto  de  tratados  ;hay  lugar  á  la  estradicion?  ¿qué  autori- 
dad deberá  en  tal  caso  concederla,  y  en  qué  forma? 

1^  El  derecho  de  permitir  la  entrada  y  la  permanencia  de  es- 
tranjeros  en  el  territorio  de  una  nación,  es  inherente  á  su  sobera- 
nía. Los  tratados  v  las  relaciones  de  interés  v  de  comercio,  cada 
vez  mas  frecuentes  é  importantes  entre  los  pueblos  modernos,  pue- 
den modificar  el  ejercicio  de  esie  derecho,  pero  él  existe  en  abso- 
luto, y  no  puede  negarse  que  si  bien  una  Nación  no  puede,  sin  causa 
justificada,  impedir  la  entrada  ó  permanencia  á  ciudadanos  de  otras, 
sin  comprometer  sus  relaciones  amistosas,  bien  puede,  sin  reato  al- 
guno, no  admitir  ó  espulsar  aquellos  individuos  que  repute  peligro- 
sos ó  perjudiciales. 

En  los  tiempos  antiguos,  cuando  las  naciones  se  consideraban 
enemigas  entre  sí,  los  crímenes  cometidos  en  una,  pasaban  inaper- 
cibidos en  otra,  cuando  no  eran  un  título  de  honor.  Peregrino,  que- 
ría decir  tanto  como  hostil. 

La  atrocidad  do  las  penas,  la  crueldad  do  los  tiempos,  la  imper- 
fección y  barbarie  de  los  procedimientos  judiciales,  peores  muchas 
veces  que  las  mismas  penas,  esplican  y  escusan  la  ostensión  que  se 
dio  al  derecho  de  asilo  en  favor  de  los  que  se  refugiaban  en  territo- 
rio estraíio.  Apenas  uno  que  otro  caso  podría  citarse  de  que  una  na- 
ción hiciera  á  otra  la  entrega  de  algún  criminal  famoso. 

Kn  la  historia  sagrada,  se  recuerda  que  las  tribus  de  Israel,  re- 
claman de  la  de  Benjamín,  la  entrega  de  los  hombres  de  Gabán, 
acusados  de  un  asesinato;  Sansón  ha  sido  entregado  por  los  Israe- 
litas á  los  Filisteos. 

En  la  historia  de  la  Grecia,  los  Lacedemonios  declararon  la  guerra 
á  los  Mesenios,  ponjue  rechazaron  la  entrega  de  un  asesino;  en  la 


DE   JUSTICIA   NACIONAL  39 

de  Roma,  los  Galos  pidieron  la  entregado  losFabios  que  los  hablan 
atacado,  y  el  pueblo  Romano,  la  de  Aníbal. 

En  los  tiempos  modernos  todo  se  ha  modificado.  Las  relaciones 
frecuentes  entre  los  pueblos,  cuyas  distancias  ha  suprimido  la  cien- 
cia; el  perfeccionamiento  de  la  lejislacion  en  todos,  han  creado  in- 
tereses, derechos  y  obligaciones  diversas.  El  mismo  progreso,  faci- 
litando la  perpetración  de  los  crímenes  y  la  evasión  de  los  cri- 
minales, ha  hecho  sentir  á  las  naciones  la  necesidad  de  defenderse 
contra  lo  que  Routsen  llamaba  en  la  Tribuna  francesa  la  ubicuidad 
del  crimen. 

De  ahí  la  multiplicación  de  los  tratados,  cuya  iniciativa,  como 
otras  tantas,  corresponde  á  la  Francia.  No  hay  ya  Nación  que  no 
los  tenga,  ó  no  esté  dispuesta  á  celebrarlos,  siendo  digno  de  notar 
que  cada  nueva  estipulación  aumenta  el  número  de  los  crímenes  y 
delitos  que  autorizan  la  entrega.  En  este  camino,  en  un  porvenir 
no  muy  remoto,  observa  un  eminente  pensador,  se  habrá  realizado 
la  aspiración  de  Recaria.  «  La  persuacion,  dice  el  ilustrado  autor 
de  los  Delitos  y  las  Penas,  de  no  encontrar  sobre  la  tierra  lugar  al- 
guno en  que  el  crimen  pueda  quedar  impune,  seria  el  medio  mas  seguro 
de  prevenivlo. » 

Aun  mas,  no  falta  quienes  piensen  que  la  solidaridad,  cada  vez 
jnas estrecha  entre  las  naciones,  hará  innecesarios  estos  tratados, 
pues  que  bastarán  á  reemplazarlos  las  leyes  interna  de  cada  una. 

Resulta  de  esta  lijera  esposicion,  que  en  el  estado  actual  de  las 
relaciones  internacionales,  el  derecho  de  asilo  ha  dejado  de  existir, 
y  que  la  protección  que  una  nación  ofrece  á  los  que  habitan  su  suelo, 
nacionales  6  estranjeros,  que  hasta  cierto  punto  ha  venido  á  sus- 
tituirlo, se  debilita  dia  á  dia,  y  acabará  al  fin  por  desapare- 
cer. 

Resulta  asimismo,  que  si  una  nación  puede  entregar  los  crimina- 
les asilados  en  su  territorio,  en  virtud  de  una  estipulación  espresa, 
lo  puede  también,  aunque  tal  estipulación  no  exista;  eii  una  palabra, 
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que  la  facultad  de  acordar  la  estradicion,  es  inherente  á  la  sobera- 
nía y  anterior  á  los  tratados. 

Resulta,  por  i'iltirao,  que,  no  existiendo  tratados,  la  estradicion  de- 
jaria  de  ser  un  acto  de  soberanía  si  no  fuera  voluntario. 

Aparte  de  los  delitos  políticos,  fuera  de  discusión,  lodo  pueblo 
siente  una  gran  resistencia  á  entregar  á  otroá  aquellos  qué  han  ve- 
nido á  buscar  asilo  en  su  territorio,  en  la  creencia  de  que  no  serian 
entregados.  Solo  en  casos  excepcionales,  tratándose  de  crímenes 
atroces,  de  aquellos  que  afectan  y  conmueven  á  la  humanidad,  se 
hace  excepción  á  este  sentimiento  instintivo.  Son  por  demás  esca- 
sos los  ejemplos  en  los  últimos  cincuenta  años.  En  Í8G4,  el  Gobierno 
Español  reclamó  de  los  Estados  Unidos  la  entrega  de  Arguelles,  go- 
bernador de  un  distrito  de  Cuba,  que  habia  vendido  como  esclavos 
140  negros,  fraguando  papeles  para  hacerlos  pasar  por  muertos. 

A  pesar  de  no  existir  tratado,  el  Presidente  acordó  la  estradicion, 
no  sin  suscitar  una  gran  agitación  en  toda  la  nación  y  una  fuerte 
censura  en  el  congreso. 

Apoyado  en  este  precedente,  el  Gobierno  Español  ordenó  también, 
sin  tratados,  la  entrega  del  famoso  falsificador  de  billetes  del  Banco 
de  Inglaterra,  liedweck,  refugiado  en  Cuba. 

Como  se  ve,  se  trata  siempre  de  grandes  criminales. 

El  caso  del  Sr.  Sachs,  de  que  hace  mérito  el  Señor  Ministro  de 
Alemania,  puede  bien  decirse  que  es  sin  precedente. 

T  Llego  ahora  al  segundo  punto;  á  la  autoridad  que  haya  de  acor- 
dar la  estradicion,  y  en  qué  forma. 

Tres  son  los  sistemas  en  que  se  divide  la  práctica  de  las  nacio- 
nes: el  Francés,  el  Belga  y  el  Inglés,  que  siguen  también  los  Estados 
Unidos. 

En  el  primero,  la  acción  del  Poder  Ejecutivo  es  preponderante  y 
decisiva:  el  Presidente  ó  el  Rey  acuerda  ó  niega  la  entrega  admi- 
nistrativamente. En  el  segundo,  los  Tribunales  son  llamados  á  pro- 
nunciarse sobre  si  la  estradicion  solicitada  está  ó  nó  comprendida 
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en  los  tratados,  pero  su  decisión  no  obliga  al  Poder  Ejecutivo.  En 
el  sistema  inglés  y  americano,  el  rol  principal  incumbe  al  Poder  Ju- 
dicial. Los  Tribunales  declaran  si  hay,  ó  nó,  lugar  á  la  estradicion, 
y  el  Poder  administrativo  se  limita  á  cumplir  su  decisión. 

Entre  nosotros,  se  ha  seguido  visiblemente  este  último  sistema. 
t  En  vista  de  los  documentos,  dice  el  articulo  7  del  Tratado  con  Bo- 
livia,  los  respectivos  magistrados  tendrán  poder,  autoridad  y  jurisdic- 
ción para  en  virtud  de  la  requisición  que  al  efecto  se  les  haga^  espedir 
la  orden  formal  de  arresto  de  la  persona  reclamada,  á  fin  de  que  se 
la  haga  comparecer  ante  ellos  y  de  que  en  su  presencia  y  oyendo  sus 
descargos,  se  tomen  en  consideración  las  pruebas  de  criminalidad,  y 
^  de  esta  audiencia  resultase  que  dichas  pruebas  son  suficientes  para 
sostener  la  acusación,  el  Magistrado  que  hubiese  hecho  este  e,vámen 
será  obligado  á  manifestarlo  asi  á  la  correspondiente  autoridad  eje- 
cutiva, para  que  se  libre  la  orden  formal  de  entrega ». 

Aunque  esta  cláusula  no  existe  en  la  generalidad  de  los  tratados 
que  ha  celebrado  la  Nación,  es  la  regla  que  se  ha  seguido  en  los 
pocos  casos  ocurridos  en  nuestra  vida  constitucional.  Los  Tribunales 
han  sido  siempre  llamados  á  resolver  si  debia  ó  nó  acordarse  la  es- 
tradicion, y  la  autoridad  administrativa  se  ha  limitado  á  cumplir 
sus  resoluciones. 

Es  esto,  empero,  bajo  el  supuesto  de  que  existan  tratados.  En  su 
defecto,  la  justicia  no  tiene  rol,  ni  intervención  de  ningún  género. 
Acordar  ó  negar  la  estradicion  es,  como  se  ha  visto,  acto  de  sobe- 
ranía, cuya  representación  ante  las  naciones  estranjeras  corres- 
ponde al  Jefe  del  Estado.  Solo  él  puede  apreciar,  por  otra  parte, 
los  motivos  que  aconsejen  ejercitar  actos  de  cortesía,  del  dominio 
de  la  política. 

Al  terminar,  diré,  que  bajo  otro  punto  de  vista,  la  sentencia  del 
Señor  Juez  es  insostenible. 

No  es  exacto  que  la  opinión  de  los  tratadistas  sea  favorable  á  la 
estradicion  en  la  ausencia  de  tratados.  Los  que  mas  atención  han 
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prestado  á  esta  materia,  Billot,  Bernard,  Stieglils,  Clark,  Spear  Va- 
zetses,  se  inclinan  á  la  opinión  contraria. 

No  es  exacto,  tampoco  que  para  la  prescripción,  asi  de  la  acción 
para  acusar,  como  de  la  pena,  deba  atenderse  á  la  ley  de  la  nación 
reclamante. 

Los  autores  citados  y  nuestros  propios  tratados,  dicen  lo  con- 
trario. 

No  es  exacto,  por  último,  que  la  multiplicidad  de  los  actos  que  pre- 
ceden á  toda  quiebra  constituyen  la  reincidencia  en  el  delito,  mien- 
tras no  intervenida  una  nueva  quiebra. 

Termino  pidiendo  á  V.  E.  se  sirva  declarar  de  ningún  valor  la 
sentencia  del  Juzgado  de  Sección. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  Suprema  C4orte 


Buenos  Aii-es,  Febrero  2»»  de  lb85. 

Vistos  estos  autos  venidos  en  apelación  del  Juzgado  Federal  en  lo 
Criminal  de  la  (üapital,  sobre  estradicion  del  subdito  alemán  Guiller- 
mo Saclis,  y  de  los  cuales  resulta: 

Que  el  Señor  Ministro  Residente  del  Imperio  de  Alemania,  pidió 
en  veinte  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  al  Señor 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  República,  la  prisión  y  en- 
trega de  dicho  individuo,  que  se  encontraba  en  esta  ciudad,  por 
tener  un  proceso  pendiente  y  estar  acusado  en  Frankfort  sobre  el 
Maine,  de  los  delitos  de  quiebra  fraudulenta,  desfalco  y  fraude,  como 
socio  que  fué  de  la  Casa  Ranearía  «Sachs  y  Compañía )» ; 
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Que  á  esta  petición  se  acompañó,  en  forma  auténtica,  el  mandato 
de  prisión  espedido  por  Tribunal  competente,  con  designación  pre- 
cisa de  los  delitos  que  la  motivaron,  una  copia  del  texto  de  las  leyes 
penales  aplicables  al  caso,  y  la  filiación,  cartas,  y  retratos  de  la  per- 
sona reclamada,  para  justificar  su  identidad; 

Que  los  motivos  invocados  en  apoyo  de  esta  demanda,  son  las 
amistosas  relaciones  del  Gobierno  de  la  República  con  el  Gobierno 
Alemán,  la  gravedad  del  delito  cometido,  y  los  principios  general- 
mente reconocidos  del  Derecho  de  Gentes ; 

Que  en  veintiuno  de  Enero  del  mismo  año,  el  Señor  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  remitió  dicha  requisición  con  los  documentos 
adjuntos  al  Juez  Federal  de  esta  Sección,  manifestándole  que  creia 
que  si  el  crimen  cometido  era  de  los  que  consignan  los  tratados  de 
estradicion  que  la  República  ha  celebrado  con  otras  naciones,  seria 
un  acto  de  cortesía  acceder  á  la  entrega  del  individuo  reclamado;  y 
que  en  ese  concepto  le  pedia,  que  si  encontraba  mérito  suficiente  en 
los  documentos  acompañados,  ordenara  desde  luego  su  captura  por 
la  Policía; 

Que  Don  Guillerno  Sachs  fué  arrestado,  y  la  causa  se  ha  sustan- 
ciado en  primera  y  segunda  instancia,  con  su  audiencia,  asistido  de 
un  Defensor  letrado,  y  con  la  intervención  del  Agente  Fiscal  y  Pro- 
curador General  de  la  Nación. 

Dados  estos  antecedentes,  y  considerando: 

Que  no  existe  tratado  alguno  de  estradicion  de  criminales,  entre 
la  República  Argentina  y  el  Imperio  de  Alemania; 

Que  no  hay  ley  alguna  del  Congreso,  que  autorice  al  Gobierno 
Argentino,  para  hacer  dicha  estradicion,  por  mera  cortesía,  ni  con 
cargo  de  reciprocidad; 

Que  el  proyecto  de  ley  que  en  mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  san- 
cionó la  Cámara  de  Diputados,  autorizando  al  Gobierno  de  la  Repú- 
blica para  entregar  á  los  Gobiernos  estranjeros,  con  condición  de 
reciprocidad,  á  todo  individuo  perseguido,  acusado  ó  condenado  por 
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los  Tribunales  de  la  Justicia  requirente,  siempre  qne  se  trate  de  un 
crimen  ó  delito  de  los  que  se  indican  en  ese  proyecto  y  de  confor- 
midad á  las  reglasen  él  establecidas,  no  ha  sido  discutido  ni  apro- 
bado hasta  hoy  por  la  Cámara  de  Senadores,  y  no  ha  sido,  por  con- 
siguiente, promulgado  como  ley; 

Que  según  la  opinión  mas  generalmente  adoptada  en  la  práctica, 
y  sostenida  por  distinguidos  jurisconsultos,  como  Lor,  Coke,  Klúber, 
Martens,  Mittermayer,  Wheaton,  Massé,  Billot  y  otros,  el  Derecho 
de  Gentes  no  obliga  á  un  Estado  soberano  á  entregar  por  demanda 
de  un  Gobierno  estranjero,  á  individuos  que  habitan  en  su  territo- 
rio, y  son  acusados  de  crímenes  ó  delitos  cometidos  en  otro  país; 
y  que  esta  obligación  es  solo  el  resultado  de  tratados  internacio- 
nales; 

Que  la  Constitución  Argentina,  acuerda  á  los  estranjeros  en  el 
territorio  de  la  Nación,  garantías  especiales  de  libertad  y  seguridad. 
Que  gozando  todos  los  derechos  civiles  del  ciudadano,  y  no  pueden 
ser  penados  sin  juicio  previo  fundado  en  ley  anterior  al  hecho  del 
proceso ; 

Que  siendo  este  el  derecho  público  argentino,  y  en  ausencia  de 
un  tratado  internacional  ó  de  una  ley  especial  del  Congreso,  no 
puede  el  Gobierno  Argentino  entregar  á  ninguna  persona  que  se 
encuentre  en  el  territorio  de  la  Nación,  por  acusación  de  haber  co- 
metido un  crimen  ó  delito  en  país  estranjero,  ó  de  haber  fugado  de 
su  patria  y  condenádose  á  destierro,  para  evitar  la  prisión  ó  la 
pena  de  la  ley; 

Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad  con  la  petición  del  Se- 
ñor Procurador  General,  la  Corte  resuelve  revocar  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  ciento  veinte  y  nueve,  y  declarar  que  ni  el  Presidente 
de  la  República,  ni  los  Tribunales  de  la  Nación,  están  autorizados 
para  ordenar  la  entrega  del  subdito  alemán  Don  Guillermo  Sachs, 
refugiado  ó  establecido  en  esta  Capital. 

Dispone,  en  consecuencia,  que  dicha  persona  sea  puesta  en  líber- 
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tad;  que  se  comunique  por  oficio  esta  resolución  al  señor  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  y  que  se  devuelvan  los  autos  al  Juzgado 
de  su  procedencia. 
Notifíquese  con  el  original. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  — J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  FRÍAS. — S.  M.  LAS- 
PIUR.  — FEDERICO  IBARGÚREN. 


«lAUSA    XXIll 


D.  Constantino  Grand,  contra  la  Municipalidad  de  la  Capital;  sobre 

expropiación 


Sumario.  —  Sacado  el  juicio  de  expropiación  del  conocimiento  de 
los  Tribunales,  por  acuerdo  de  los  interesados,  para  fijar  el  valor 
de  la  indemnización  por  medio  de  peritos  en  via  administrativa,  no 
procede  el  reclamo  sobre  aumento  de  dicho  valor,  una  vez  fijado 
por  la  mayoría  de  los  peritos. 


Caso.  —  Después  de  haber  ocurrido  ante  el  Juez  Federal  de  la  Ca- 
pital el  Intendente  de  la  Municipalidad  y  D.  Constantino  Grand, 
para  proceder  al  juicio  de  espropiacion  de  unos  terrenos  situados 
entre  el  matadero  público  y  las  calles  Caseros  y  Arena  de  propiedad 
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de  Grana,  se  presentó  un  arreglo  por  el  cual  los  interesados  halúan 
convenido  en  fijar  administrativamente  el  valor  de  la  indemniza- 
ción, por  medio  de  peritos,  pidiendo  se  aí^regara  á  los  autos,  y  se 
suspendieran  los  procedimientos. 

La  mayoría  de  los  peritos  avaluó  el  terreno  en  50  cts.  m/n  el  me- 
tro cuadrado;  y  Grand,  alegando  que  este  precio  era  inferior  del 
que  le  hablan  pagado  en  compra  particular,  reclamó  de  la  avalua- 
ción pericial. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1884. 

Considerando:  Que  según  se  deduce  del  documento  que  en  copia 
corre  á  foja  18,  los  interesados,  por  mutuo  acuerdo,  sacaron  este 
juicio  del  conocimiento  delJuzgado,  para  proceder  á  la  expropiación 
administrativamente:  Que  por  la  cláusula  primera  del  referido 
acuerdo,  convinieron  someter  á  peritos  la  estimación  del  valor  del 
terreno  á  expropiar,  estableciéndose  en  la  cláusula  segunda,  que 
una  vez  verificada  la  estimación,  se  otorgará  la  correspondiente  es- 
critura de  venta:  Que  dados  los  antecedentes  espuestos,  no  cabe 
duda  que  la  mente  délos  interesados,  ha  sido  apartarse  de  los  pro- 
cedimientos establecidos  por  la  ley  nacional,  de  13  de  Setiembre  de 
180C,  para  constituir  un  verdadero  tribunal  de  peritos  arbitradores 
defecto  de  fijar  el  valor  de  la  expropiación,  y  cuya  misión  ha  termi- 
nado  definitivamente  con  la  fijación  por  mayoría  de  ese  valor:  Que 
la  petición  deducida  en  el  precedente  escrito,  no  constituye  ninguno 
de  los  recursos  permitidos  por  la  ley  contra  esa  clase  de  resolucio- 
nes, ni  es  un  trámite  del  cual  pueda  venirse  conforme  á  las  pres- 
cripciones de  la  ley  antes  citadas,  ni  ha  sido  convenido  como  re- 
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curso  para  el  caso  en  que  algunos  de  los  interesados  no  se  confor- 
masen con  la  avaluación  pericial  hecha  por  sus  propios  arbitros. 
Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  lo  que  se  solicita. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Falli>  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  2ct  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  treinta  y  una,  y  repuestos  los  sellos  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTTAGA. — ULADISLAO  FRÍAS 
— S.  M.  LASPIUR — FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 


CAUSA   XXIV 


D.  Raimundo  Reguera;  contra  D,  Manuel  M.  deFontes;  sobre  cobro  de 

costas 


Sumario,  —  El  procurador  no  está  obligado  á  pagar  las  costas  de 
la  parte  contraria,  en  que  hubiese  sido  condenado  su  principal. 
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Caso.  —  Lo  esplica  el 


Fallo  del  Juez  Federal 


Paraná,  Junio  26  de  1884. 

Y  vistos:  D.  Raimundo  J.  Reguera,  demanda  á  D.  Manuel  M.  de 
Fontes,  como  apoderado  de  D.  David  Taveila,  en  el  juicio  de  reivin- 
dicación de  ganados  de  propiedad  del  primero,  el  pajLro  de  las  costas 
en  que  fué  condenada  la  parte  de  Taveila  en  diclio  juicio,  con  los  in- 
tereses corrientes  desde  la  fecha  de  la  demanda. 

El  demandado  contesta  que  la  sentencia  en  que  se  funda  la  de- 
manda establece,  que  las  costas  del  juicio  serán  pagadas  con  los  bie- 
nes de  Taveila,  lo  cual  importa  exonerar  á  su  procurador  de  la  obli- 
gación de  satisfacerlas  con  sus  propios  bienes. 

Que  siendo  Taveila  ó  su  sucesión  y  él  como  procurador,  los  únicos 
á  quienes  podria  afectar  la  condenación  en  costas,  y  habiendo  Re- 
guera iniciado  con  anterioridad  juicio  de  apremio  contra  los  liere- 
deros  del  primero,  sobre  cumplimiento  de  la  sentencia,  no  solo  en 
cuanto  al  objeto  principal  del  pleito,  sino  también  en  cuanto  á  las 
costas,  tal  procedimiento  contra  su  mandante  lo  habia  revelado  por 
completo  á  él  de  la  misma  obligación. 

Que  el  actor  no  habia  modificado  esta  demanda  para  quedar  habi- 
litado á  dirigirse  contra  él,  ni  podia  hacerlo,  por  tratarse  de  un  jui- 
cio de  apremio;  que  la  demanda  modificada  se  referia  á  un  juicio 
completamente  estraíio. 

Y  considerando:  i°  Que  el  procurador  ó  apoderado,  por  el  hecho 
de  aceptar  el  poder  para  una  gestión  judicial,  contrae  para  con  el 
colitigante  la  obligación  de  pagar  todas  las  costas  del  juicio  en  que 
fuese  condenada  la  parte  que  representa,  fallo,  tomo  5°,  serie  2*, 
pág.  341. 
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2^  Que  de  los  autos  seguidos  por  Reguera  contra  Tavella,  sobre 
reivindicación  de  haciendas,  resulta  queD.  Manuel  M.  de  Fontes,  si- 
guió dicho  juicio  hasta  su  terminación,  como  apoderado  de  Tavella, 
en  el  cual  éste  resultó  condenado  por  sentencia  ejecutoriada  al  pago 
de  todas  las  costas;  que  por  consiguiente,  el  demandado  está  obligado 
al  pago  de  ellas,  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  establecida. 

Que  esta  obligación  no  ha  sido  estinguida  ni  siquiera  modificada 
por  la  declaración  hecha  en  el  fallo  citado,  de  que  los  bienes  de  Ta- 
vella quedan  comprometidos  al  pago  de  todas  las  costas  del  juicio,  como 
lo  pretende  la  parte  demandada;  pues  tal  declaración  no  solo  no 
exonera  de  responsabilidad  al  procurador,  desde  que  no  lo  absuelve 
espresamenle,  sino  que  ella  importa  precisamente  la  constitución  de 
la  obligación  á  cargo  del  demandante  de  Fontes,  de  pagar  las  cos- 
tas del  juicio,  de  la  cual  nace  la  de  éste. 

Que  siendo  esta  obligación  sohdaria,  el  acreedor  ha  podido  diri- 
gir su  acción  cor.tra  todos  los  deudores  juntamente  ó  contra  cual- 
quiera de  ellos,  y  caso  de  resultar  insolvente  el  reconvenido,  puede 
reclamar  la  totalidad  del  crédito  contra  los  demás  deudores,  arti- 
culo 705,  Código  Civil. 

Que  aun  suponiendo  que  pendiente  el  juicio  contra  uno  de  los  deu- 
dores solidarios  no  pudiese  iniciarse  gestión  contra  otro,  del  espe- 
diente sobre  reivindicación  de  ganados,  seguido  por  Reguera  con- 
Jtra  Tavella,  en  que  Fontes  apoya  su  escepcion,  resulta  de  fojas  621 
á  023  del  tercer  cuerpo,  que  Tavella,  perseguido  por  el  pago  de  las 
costas  del  referido  juicio,  es  insolvente,  pues  ni  presenta  bienes  al 
embargo,  porque  dice  no  tenerlos,  ni  aparece  que  el  ejecutante  le 
haya  denunciado  bien  alguno,  sobre  el  cual  pueda  proseguirse  la 
ejecución;  que  por  tanto,  de  acuerdo  con  el  artículo  citado,  ha  po- 
dido demandar  legalmente  á  Fontes,  como  codeudor  solidario  de 
Tavella. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  á  los  fallos  y  dispo- 
siciones citadas,  definitivamente  juzgando,  declaro:  que  1).  iManuel 
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M.  de  Fontes,  está  obligado  á  pagar  á  D.  Raimundo  F.  Reguera,  las 
costas  en  que  fué  condenado  su  comitente  D.  David  Tavella,  en  el 
juicio  de  reivindicación  de  ganados;  las  que  serán  liquidadas,  te- 
niendo como  base,  en  cuanto  á  los  honorarios  de  Abogado  y  Pro- 
curador, la  regulación  practicada  á  foja  34o,  con  mas  los  intereses 
que  cobra  el  Banco  Nacional,  desde  la  fecha  de  la  demanda,  de- 
biendo pagarse  las  de  este  juicio  en  el  orden  en  que  hayan  sido  cau- 
sadas. Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

M.  de  T.  Pintos, 


Fall<»  de  la  Ü^iipreina  (^ortc 

Buenos  Aires,  Marzo  7  de  1885. 

Vistos  y  considerando: 

Primero.  — Que  ni  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  ni  las  le- 
yes generales  imponen  al  procurador  la  obligación  de  pagar  las  cos- 
tas de  la  parte  contraria,  en  que  hubiese  sido  condenado  su  prin- 
cipal. 

Segundo. — Que  por  el  contrario,  siendo  la  condenación  en  costas, 
una  parte  de  la  sentencia,  y  debiendo  ésta  ejecutarse  en  los  bienes 
del  poderdante,  según  lo  dispone  expresamente  la  ley  veinte  y  siete, 
título  quinto,  partida  tercera,  se  deduce  claramente  de  estas  dispo- 
siciones que  el  apoderado  no  puede  ser  demandado  por  el  pago  de 
ellas. 

Tercero. — (Jue  la  responsabilidad  do  éste  respecto  de  las  costas, 
se  limita  á  las  causadas  á  su  instancia,  esto  es,  á  las  que  se  causen 
por  la  parte  que  defiende  en  el  juicio  en  que  hubiese  aceptado  y  pre- 
sentado poder;  pues  no  pudiendo  exigir  de  su  poderdante  por  viade 
expensas  sino  las  cantidades  necesarias  para  la  ejecución  del  man- 
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dato,  no  seria  justo  hacerlo  responsable  también  por  los  gastos  he- 
chos en  el  pleito  por  la  parte  contraría  que  litiga. 

Cuarto,  —  Que,  siendo  esto  así,  y  no  habiéndose  introducido  por 
la  Ley  de  Procedimientos  escepcíon  alguna  á  los  principios  genera- 
les que  rijen  el  mandato,  la  demanda  interpuesta  contra  el  manda- 
tario por  el  cumplimiento  de  la  sentencia  en  la  parte  relativa  á  sus 
costas,  en  que  ha  sido  condenado  el  mandante,  es  contraria  á  lo 
dispuesto  por  los  artículos  mil  novecientos  treinta  y  mil  novecien- 
tos cuarenta  y  seis  del  Código  Civil. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  H 
vuelta,  y  se  absuelve,  en  su  consecuencia,  al  demandado  de  la  de- 
manda. Notifíquese  con  el  original,  y  satisfechas  las  costas,  según 
se  hubiesen  causados,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO  FRÍAS. — FEDERICO 
IBARGÚREN. 
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CAUSA    XX\' 


D.  Felipe  Correa,  contra  D.  Federico  Mallmami;  sobre  indemnización 

de  daños  y  perjuicios 


Sumario, — No  procede  la  acción  de  danos  y  perjuicios,  por  los  pro- 
cedentes de  la  insolvencia  de  su  deudor,  contra  el  tercero  que  no 
resulta  responsable  de  esa  insolvencia. 


Caw, — D.  Manuel  J.  Mallmann,  residente  en  Mendoza,  compró  en 
3  de  Julio  de  J873,  á  D.  Luis  Lavoisier,  el  molino  Colon  y  el  dia  4,  él 
y  Lavoisier,  hicieron  saber  al  comercio  por  los  periódicos  que  había 
comprado  el  molino,  y  que  quedaba  al  frente  de  él  Lavoisier  con 
poder  bastante. 

El  Banco  González,  acreedor  de  D.  Manuel  J.  Mallmann,  por  2Í.223 
ps.  bol,  15  centavos,  y  el  Banco  de  Mendoza  acreedor  por  14.000  ps. 
bol.,  lo  ejecutaron  y  embarazaron  el  molino. 

D.  Máximo  Speken,  con  poder  de  D.  Federico  Mallmann,  alegó  el 
dominio  de  éste  sobre  el  molino,  acompañando  una  escritura,  de  8 
de  Abril  de  187i,  en  la  que  D.  Manuel  J.  Mallman  declaraba  que  la 
compra  del  molino  la  habia  hecho  para  1).  Federico  Mallmann. 
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El  resultado  de  la  tercería  fué,  que  el  título  de  I).  Federico  Mall- 
mann,  quedó  revocado  hasta  el  importe  del  crédito  ejecutado. 

D.  Federico  Mallniann  dedujo  entonces  tercería  de  mejor  derecho, 
por  el  precio  de  48,000  S  bol.,  que  había  dado  para  la  compra  del 
molino,  y  su  tercería  fué  admitida,  quedando  insoluto  el  crédito 
referido. 

D.  Felipe  Correa,  cesionario  de  González  y  C*,  ale«^ó  que  D.  Fede- 
rico Mallmann  era  cómplice  y  responsable  de  los  actos  por  los  que 
D.  Manuel  J.  Mallmann  apareciendo  dueño  del  molino  había  obte- 
nido de  los  Bancos  las  sumas  que  les  debía;  que  la  declaración  de 
8  de  Abril  de  1874  había  sido  obtenida  por  su  influencia  sobre  el 
deudor  que  era  su  sobrino,  y  se  habían  sustituido  los  libros  del  mo- 
lino llevados  á  nombre  de  éste  con  otros  á  nombre  de  I).  Federico 
Mallmann;  y  fundado  en  estos  hechos  demandó  á  éste  para  que 
fuera  condenado  á  indemnizarle  los  perjuicios  que  se  le  habían  cau- 
sado, y  que  consistían  en  la  suma  de  24,223  $  bol.  15  centavos,  sus 
intereses,  y  en  los  gastos  sufridos  en  el  juicio  ejecutivo  contra  el 
deudor,  y  en  las  dos  tercerías. 

Este  asunto,  iniciado  ante  el  Juez  Federal  de  Mendoza,  fué  avo- 
cado por  el  de  Huenos  Aires,  á  instancia  de  Mallmann. 

Correa  modificó  su  demanda,  limitándola  al  cobro  de  la  suma  de 
24,223  $  bol.  lo  centavos  é  intereses. 

Mallmann  negó  toda  culpa  y  responsabilidad  por  su  parte,  y  pidió 
el  rechazo  de  la  acción. 


l'^allf»  del  «lucz  de  Secreioii 


Buenos  Aires,  Junio  11  de  1884. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  demanda  de  D.  Felipe  Correa, 
contra  D.  Federico  Mallmann,  por  resarcimiento  de  daños  y  perjui- 
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cios  que  pretende  liaberle  irrogado  por  ilegales  manejos  de  este 
último,  los  que  produjeron  la  insolvencia  de  D.Manuel  J.  Mallmann, 
deudor  de  Correa,  por  cuenta  propia  y  como  cesionario  del  Banco 
Daniel  González  y  C*. 

Considerando:  1^  Que  los  hechos  en  que  se  funda  la  demanda, 
con  los  relacionados  en  la  solicitud  de  f.  4,  presentada  ante  el  Juez 
de  Letras  de  Mendoza,  modificada  en  su  escrito  de  f.  55  desistiendo 
de  su  demanda  por  lo  que  respeta  á  los  gastos  en  las  dos  tercenas 
y  juicio  ejecutivo  y  cons^istentes  en  que  D.  Federico  Mallmann,  abu- 
sando de  su  influencia,  soi)re  su  sobrino  D.  Manuel  J.  Mallmann,  y 
por  intermedio  de  su  apoderado  en  Mendoza,  D.  Máximo  Spekeen, 
obtuvo  de  este  último,  en  perjuicio  de  sus  acreedores,  declaraciones 
de  pertenecer  al  primero  el  molino  Colon,  comprado  en  nombre 
propio  á  D.  Luis  Lavoisier,  habiéndose  anunciado  este  acto  en  pu- 
blicaciones dirigidas  al  comercio  de  Mendoza,  y  en  que  por  estos 
mismos  medios  se  habia  apoderado  de  las  existencias  del  molino, 
detalladas  en  el  mismo  escrito,  cuyo  importe  total  es  de  sesenta  y 
dos  mil  setecientos  cuarenta  pesos  bolivianos,  sustituyendo  al  efecto 
los  libros  llevados  por  I).  Manuel  J.  Mallmann,  en  su  propio  nombre, 
por  otros,  en  los  que  las  operaciones  del  molino  se  asentaban  á 
nombre  de  I).  Federico  Mallmann; 

2^  Que  contestada  la  demanda  á  f.  123,  los  demandados  niegan 
los  hechos  fundamentales  de  la  demanda,  recayendo,  en  consecuen- 
cia sobre  el  actor  la  prueba  de  su  acción; 

3^  Que  recibida  la  causa  á  prueba  sobre  los  puntos  consignados 
en  el  auto  de  fs.  i28,  la  producida  por  la  demanda  consiste  en  los 
testimonios  corrientes  de  fs.  Í3G  á  184  tomados  de  las  piezas  de  los 
espedientes  tramitados  en  Mendoza  á  consecuencia  de  las  ejecucio- 
nes seguidas  contra  D.  Manuel  J.  Mallmann; 

4^  Que  prescindiendo,  por  no  ser  necesario  en  este  caso,  del  va- 
lor legal  de  la  prueba  producida,  por  cuanto  toda  ella  se  reduce  á 
estrados  tomados  do  espedientes  seguidos  ante  los  tribunales  de 
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Mendoza,  constantes  de  testimonios  que  no  han  sido  espedidos  por 
orden  de  este  Juzgado  y  sohre  los  que  no  es  posible  formar  un  jui- 
cio completo,  no  teniéndose  á  la  vista  los  demás  precedentes  de  los 
autos  á  que  pertenecen  y  aceptándose  como  concluyenles  sobre  los 
hechos  á  que  se  refieren,  resulta  siempre  que  el  demandante  no  ha 
probado  ninguno  de  los  puntos  fundamentales  de  su  demanda  y  que 
fueron  seíialados  en  el  auto  de  fs.  128; 

5^  Que  por  el  contrario,  de  los  mismos  extractos  acompañados 
resulta  evidenciado  que,  si  bien  las  declaraciones  de  las  escrituras 
do  Diciembre  29  de  1873,  Abril  1  y  8  de  1874,  dirigidas  á  invalidar 
las  de  Junio  3  de  1873,  fueron  revocadas  por  las  sentencias  de  1^ 
y  2^  Instancia,  cuya  parte  dispositiva  corre  en  testimonio  á  fs.  5 
vuelta,  hasta  el  alcance  del  crédito  porque  ejecutaba  D.  Daniel 
González,  apareciendo  de  estos  precedentes  que  se  juzgaron  conce- 
didos en  fraude  de  los  acreedores  de  D.  Manuel  J.  Mallmann,  resulta 
también  que  con  posterioridad  y  á  consecuencia  de  una  tercería  do 
mejor  derecho,  se  declaró  por  la  superior  resolución  de  fs.  183,  re- 
vocatoria de  la  de  1^  Instancia,  de  f.  180,  que  1).  Federico  Mallmann 
tenia  preferencia  sobre  el  crédito  de  los  señores  González,  no  solo 
por  los  cuarenta  y  ocho  mil  pesos  que  dio  para  la  compra  del  mo- 
lino Colon,  sino  también  sobre  el  valor  de  las  mejoras  necesarias 
realizadas  en  dicho  establecimiento  y  en  la  parte  cuyo  dominio  se 
le  revocó,  con  derecho  de  retención  del  molino  hasta  que  sea  pa- 
gado del  precio  de  dichas  mejoras;  lo  que  indudablemente  establece 
un  título  á  favor  de  D.  Federico  Mallmann  de  retención  sobre  el  mo- 
lino y  existencias,' en  contradicción  con  las  aseveraciones  de  la  de- 
manda, en  que  se  dice  se  habia  apropiado  de  ellos  sin  titulo  alguno; 

6**  Que  aun  suponiendo  lo  que  no  está  probado  en  la  prueba  pro- 
ducida, que  las  instrucciones  comunicadas  por  D.  Federico  Mall- 
mann á  su  apoderado  en  Mendoza,  D.  Máximo  Speken,  respecto  á 
las  escrituras  revocadas,  fueron  dirigidas  á  defraudar  á  los  acree- 
dores de  D.  Manuel  J.  Mallmann,  siempre  resultaría  que  el  fraude 


{{6  FALLOS   DE   LA  SUPREMA    CORTE 

intentado  no  produjo,  por  la  revocación  de  esas  escrituras,  el  per- 
juicio á  los  acreedores  que  se  tuvo  en  vista,  pues  la  retención  de 
D.  Federico  Mallmann  no  deriva  de  las  escrituras  revocadas,  sino 
de  una  sentencia  que  lo  declara  acreedor  de  mejor  derecho;  es  de- 
cir, de  un  título  legitimo  no  afectado  por  el  fraude; 

T  Que  el  mismo  hecho  alegado  por  el  actor,  de  encontrarse,  al 
tiempo  de  hacerse  cargo  del  molino  D.  Máximo  Speken,  como  re- 
presentante de  D.  Federico  Mallman,  las  existencias  detalladas,  y 
de  que  se  hubiera  apoderado  de  ellas  el  citado  Speken,  no  resulta 
comprobada  de  ninguno  de  los  precedentes  de  autos,  siendo  de  no- 
tar que  con  respecto  á  las  dos  partidas  mas  importantes,  la  refe- 
rente á  la  tropa  de  carros  y  al  depósito  en  las  bodegas  de  ocho  mil 
fanegas  de  trigo,  son  contradictorios  los  procedentes  de  los  testi- 
monios agregados,  como  resulta  de  las  posiciones  absueltas  por 
D.  Manuel  J.  Mallmann  f.  154  vuelta,  declaración  de  Juan  Bernalli, 
fs.  160,  y  Luis  Lavoissier,  fs.  ICl  vuelta,  no  encontrándose  mención 
ninguna  respecto  á  las  demás  partidas  de  la  cuenta  de  fs.  4?,  y 

8^  Que  resultando  de  los  precedentes  establecidos,  que  no  hay 
hecho  imputable  á  I).  Federico  Mallmann,  que  haya  producido  la 
insolvencia  de  D.  Manuel  J.  Mallmann  y  ocasionado  perjuicio  al  de- 
mandante, D.  Felipe  Correa,  como  acreedor  del  segundo,  no  es  pro- 
cedente, de  acuerdo  á  los  artíeulos  1067  y  1068  Código  Civil,  la  in- 
demnización que  reclama. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  resolviendo  que  D.  Felipe  Correa 
no  ha  probado  su  acción  entablada  contra  T).  Federico  Mallmann, 
por  indemnización  de  daños  y  perjuicios  irrogados  por  manejos 
fraudulentos  que  han  dado  por  resultado  la  insolvencia  de  D.  Manuel 
José  Mallmann,  deudor  de  Correa:  en  su  consecuencia,  declárase  á 
aquel,  libre  de  la  demanda  entablada  y  á  cargo  de  Correa  las  costas 
del  juicio. — Repónganse  los  sellos  y  hágase  saber,  notificándose  con 
el  original. 

Andrés  Vgarriza. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  10  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  so  confirma,  eon  costas,  la  senten- 
cia apelada  de  foja  doscientas  veinte  y  siete,  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 
—  FEDERICO  IBARGÜREN. 
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CAUSA  XXVI 


Criminal  por  falsificación  de  documentos;  sobre  devolución  en  caw  de 

sobreseimiento 


Sumario,  —  No  debe  devolverse  al  interesado  los  documentos  fal- 
sificados, por  haberse  sobreseído  en  el  proceso  de  falsificación,  por 
razón  de  no  resultar  el  autor  de  ella. 


Caso,  —  En  el  año  de  187S  se  presentaron  al  Gobierno  Nacional, 
por  D.  Pablo  Griera,  unos  recibos  de  caballos  y  muías,  entregadas 
en  1874  al  General  I).  Julio  A.  Roca,  entonces  Coronel;  de  los  que  dos 
resultaron  adulterados  en  la  cantidad 

El  proceso  quedó  paralizado  desde  Noviembre  de  1875,  basta  que 
ocurrió  á  ponerlo  en  movimiento,  en  Agosto  de  1883,  el  interesado 
D.  Pablo  Griera. 

El  Procurador  fiscal  opinó,  que  aunque  estaba  probado  el  delito  y 
liabia  graves  presunciones  contra  Griera,  como  autor  de  él,  no  exis- 
tiendo pruebas  completas,  debía  sobreseerse  en  la  causa. 

Por  auto  de  3  de  Mayo  de  1884,  el  Juez  Federal  ordenó  el  sobre- 
seimiento. 

Griera  pidió  la  devolución  de  los  documentos  adulterados, 
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Fallo  del  «luez  Federal 

Buenos  Aires,  Julio  2o  de  1884. 

Como  se  pide,  dejándose  constancia  en  autos, 

Ugarriza. 

El  Procurador  fiscal  apeló. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Febrero  28  de  1885. 

Suprema  Corte: 

Después  de  diez  años  sin  que  esta  causa  haya  adelantado  un  paso, 
la  esperanza  de  que  adelante  en  lo  sucesivo  es  tan  precaria,  que 
no  puede  alimentarse  por  un  momento.  Ademas,  habría  lugar  á  po> 
ner  en  duda  si  no  ha  sido  proscripta  la  acción  para  acusar  ó  casti- 
gar el  delito. 

En  este  sentido,  la  apelación  del  Procurador  Fiscal  es  infundada. 

Creo,  sin  embargo,  que  tiene  razón  en  cuanto  al  temor  de  que  se 
ocurra  al  Gobierno  con  estos  recibos  para  obtener  por  sorpresa  un 
segundo  pago.  Esto  se  podría  evitar,  si  al  reformar  V.  E.  la  senten- 
cia, ordenara  al  Señor  Juez  remitiera  directamente  los  recibos  en 
cuestión  al  Gobierno,  con  una  esplicacion  suscinta  de  las  razones 
que  han  obstado  al  esclarecimiento  de  los  hechos. 

Eduardo  Costa, 


Falle»  de  la  Suprema  Corle 

Buenos  Aires,  Marzo  10  de  1885. 

Vistos:  importando  el  sobreseimiento  de  foja  ciento  cincuenta  y 
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una  vuelta,  dejar  esta  causa  abierta,  para  prose^^uirla  cuando  se 
presenten  pruebas  sol/re  quien  sea  el  autor  de  la  falsificación  de  los 
documentos,  de  fojas  cuarenta  y  uno  y  cuarenta  y  dos,  se  revoca  el 
auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  cuatro,  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPIUR. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 


CAUSA    XXVII 


El  Fisco  Nacional,  contra  Don  Juan  B,  Gagliolo;  sobre  contrabando 


Sumario.  —  Habilitado  un  local  con  conocimiento  del  propietario 
para  depósito  de  mercaderías  que  deben  el  impuesto  de  Aduana,  y 
probada  la  estraccion  de  estas  sin  permiso  y  sin  pagar  derechos 
con  el  conocimiento  é  intervención  del  mismo  propietario,  este  debe 
ser  penado  con  multa  de  un  valor  igual  al  de  las  mercaderías  es- 
traidas. 
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Cfl«o.— La  Barraca  de  D.  Juan  B.  Gagliolo,  sita  en  Barracas,  fué 
habilitada  á  pedido  de  Arnaud  y  Autié  arrendatarios  de  parte  de 
ella,  para  depósito  de  tejas,  á  su  consignación. 

En  20  de  Octubre  de  1874,  con  el  buque  « Maria  Augusta »  vinie- 
ron 49,472  tejas,  que  fueron  depositadas  allí,  y  resultaron  en  seguida 
haber  sido  estraidas  sin  permiso,  y  sin  pagar  derechos. 

El  procurador  fiscal  acusó  á  Arnaud  y  Autié  y  á  Gagliolo,  por  de- 
lito de  contrabando,  y  por  hallarse  ausentes  los  primeros,  pidió  se 
impusiera  al  segundo  una  multa  igual  al  valor  de  las  mercancías, 
con  arreglo  á  los  artículos  959  y  961  de  las  Ordenanzas  de  Aduana. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Abril  19  de  1884. 

Y  vistos  estos  autos,  remitidos  por  la  Administración  de  Aduana, 
en  cumplimieuto  del  articulo  1034  de  las  Ordenanzas,  contra  D.  Juan 
B.  Gagliolo,  por  defraudación  d«  los  derechos  de  Aduana,  por  haber 
desaparecido,  sin  haberse  efectuado  operación  alguna  al  respecto  y 
sin  haberse  pagado  los  correspondientesderechos,  cuarenta  y  nueve 
mil  cuatrocientos  setenta  y  dos  tejas  consignadas  á  los  señores 
S.  S.  Arnaud  y  Autié  y  depositadas  en  la  Barraca  del  señor  Ga- 
gliolo; y 

Considerando:  1**  Que  este  último  aduce  en  su  defensa  que  las 
tejas  en  cuestión  no  fueron  depositadas  á  su  cargo  sino  al  de  los 
consignatarios  Arnaud  y  Autié,  quienes  eran  sus  arrendatarios  de 
la  parte  de  la  Barraca  que  ocupaban  con  sus  mercaderías,  por  lo 
que  las  dilijencias  para  el  despacho  en  la  Aduana  se  hacía  directa- 
mente por  los  mismos,  sin  su  intervención  ni  conocimiento,  agre- 
gando, que  él  no  había  solicitado  ni  autorizado  á  nadie  para  pedir 
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á  SU  nombre  se  habilitase  su  Barraca  como  depósito  fiscal,  ni  ha  te- 
nido nunca  este  carácter,  por  no  haberse  llenado  á  su  respecto  los 
requisitos  del  artículo  270  de  las  Ordenanzas; 

2^  Que  de  la  dilijencia  de  foja  veinte  y  ocho  vuelta  resulta,  que 
á  solicitud  de  los  señores  S.  8.  Arnaud  y  Autié,  quedó  habilitada  la 
Barraca  de  A;íuirre,  de  propiedad  del  señor  Ga;(liolo,  para  que  aque- 
líos  pudiesen  depositar  tejas  de  Marsella,  quedando  su  inspección  á 
cargo  del  Resguardo; 

3^  Que  esta  habilitación  está  autorizada  por  el  artículo  269  de 
las  Ordenanzas,  no  siendo  aceptada  la  escepcion  alegada  eo  la  de- 
fensa, de  la  falta  de  las  dos  llaves,  prevenidas  en  el  articulo  si- 
guiente; pues  tratándose  de  un  espacio  abierto  y  en  el  que  además 
de  las  tejas  existían  otros  artículos  del  comercio  de  Gagliolo,  no 
podía  hacerse  uso  de  las  llaves;  y  en  este  caso,  la  intervención  del 
Resguardo,  que  ninguna  otra  significa  que  su  vigilancia  inmediata, 
hace  las  veces  de  las  llaves  en  poder  de  la  Aduana; 

4**  Que  la  intervención  de  Gagliolo  en  las  operaciones  de  descarga 
de  los  señores  S.  S.  Arnaud  y  Autié,  resulta  comprobada  del  hecho 
aseverado  por  el  mismo  en  su  declaración  de  fojas  catorce,  de  que 
las  papeletas  se  espedían  por  duplicado,  á  fin  de  que  uno  de  los 
ejemplares  sirviese  para  despacharse  en  el  Resguardo  y  que  era 
costumbre  que  un  empleado  de  Aduana  presenciase  las  descargas, 
cuando  era  de  artículos  de  alguna  importancia. 

5**  Que  esta  misma  intervención  resulta  comprobada,  hasta  la 
evidencia,  del  tenor  de  las  papeletas  corrientes,  de  f.  12  á  f.  26,  re- 
conocidas por  Gagliolo  como  procedentes  de  su  establecimiento,  en 
las  que  se  consigna  el  nombre  del  buque  de  donde  procede  la  des- 
carga, indicación  que  hubiera  sido  inútil,  si  solo  se  tratase  del  re- 
cibo de  la  mercadería,  é  imposible  de  hacerse  si  la  casa  Gagliolo  no 
estuviese  en  conocimiento  del  origen  de  la  operación  y  do  los  propó- 
sitos á  que  debía  servir  este  recibo  para  con  la  Aduana,  y 

6*^  Que  comprobííndoso  por  estos  antecedentes  que  los  señores 
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S.  S.  Arnaud  y  Autié  no  eran  solo  arrendatarios  de  Gagliolo  de  un 
local  determinado  en  su  barraca,  sino  que  toda  ella  estaba  bajo  el 
cuidado  y  vigilancia  del  locador,  es  evidente  que  su  responsabilidad 
en  este  caso  es  ineludible,  ya  sea  que  se  le  considere  como  deposi- 
tario á  la  vez  de  la  Aduana  y  de  los  seílores  S.  S.  Arnaud  y  Autié, 
ó  como  interventor  y  prestador  de  auxilio  para  la  sustracción  veri- 
ficada por  estos  últimos. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  con  los  artículos  959,  961  y 
1026  de  las  Ordenanzas,  y  en  conformidad  á  las  conclusiones  de  la 
Vista  del  Procurador  Fiscal,  se  condena  á  D.  Juan  B.  Gagliolo  al 
pago  del  valor  de  las  cuarenta  y  nueve  mil  cuatrocientas  setenta  y 
dos  tejas  sustraídas,  el  que  será  fijado  por  tasación  de  la  Aduana, 
según  tarifa;  y  al  de  las  costas  del  juicio.  En  su  consecuencia,  remí- 
tase este  espediente,  previa  reposición  de  sellos,  al  Administrador 
de  Rentas  y  hágase  saber,  notificándose  con  el  original. 

Andrés  Ugarriza. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Junio  15  de  1884. 

Suprema  Corte: 

En  otro  espediente  contra  las  mismas  personas  y  por  la  misma 
causa,  dije  á  V.  E.  lo  siguiente,  que  ahora  reproduzco: 

No  siendo  posible  recibir  en  los  almacenes  fiscales  ciertos  artícu- 
los de  gran  volumen  y  escaso  valor,— carbón  de  piedra,  madera,  sal, 
baldosas,  etc.,  etc.,  las  Ordenanzas  de  Aduana  autorizan  su  depó- 
sito en  almacenes  particulares,— artículo  269. 

Los  interesados  buscan  estos  almacenes  ó  depósitos  y  los  propo- 
nen al  Administrador,  en  cuya  discreción  está  aceptarlos,  si  ofrecen 
las  condiciones  de  seguridad  requeridas.  Esto  supone  un  procedí- 
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míenlo  escrito,  de  que  debe  quedar  constancia,  naturalmente, — ar- 
tículo 201. 

Las  condiciones  requeridas  son:  qm  sean  bien  seguros  y  del  mejor 
modo  posible  acondicioiíados,  en  edificios  que  no  tengan  comunicación 
interior  con  otros  de  particulares,  —  artículo  300;  que  tengan  dos 
llaves,  de  las  que  una  guardará  la  Aduana,— artículo  270. 

En  el  depósito  de  las  tejas,  de  cuya  desaparición  se  responsabi- 
liza á  los  señores  Gagliolo  ¿se  han  llenado  estas  condiciones?  Es 
esta  la  cuestión  á  resolver.  Todo  induce  á  creer  que  nó^  puesto  que, 
en  vez  de  presentarse  la  constancia  escrita,  se  pretende  probar  el 
depósito  por  deducciones  mas  ó  menos  fundadas.  Ni  se  hace  mérito 
tampoco  de  las  dos  llaves,  ni  de  una  siquiera. 

No  obstante  esto,  mediando  hechos  alegados  y  negados  por  una  y 
otra  parte,  pienso  que  el  señor  Juez  no  ha  podido  prescindir  de  re- 
cibir la  causa  á  prueba. 

Pido,  en  consecuencia  y  á  este  objeto,  la  revocación  de  la  senten- 
cia apelada. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Stupreiua  C^orle  (}) 

Buenos  Aires,  Marzo  10  de  1885. 

Vistos  y  considerando:  Que  el  acusado  tenía  pleno  conocimiento 
desde  el  principio  del  depósito,  de  las  condiciones  en  que  se  reci- 
bían las  lejas  en  su  establecimiento,  ya  por  los  recibos  que  daba  al 


(*)  En  la  misma  fecha  se  dictaron  dos  fallos  iguales  contra  el  mismo 
D.  Juan  B.  Gagliolo,  confirmando  la  sentencia  del  Juez  Federal  de  19  de 
Abril  de  1884,  con  la  diferencia  de  que  las  mercaderías  estraidas  consistían 
en  un  caso,  en  7,445  tejas  introducidas  en  BO  de  Setiembre  de  1872  por  el 
vapor  « Maputeo »  y  en  el  otro  en  3,b73  tejas  introducidas  por  el  buque 
<  Valparaíso »  en  24  de  Octubre  de  1874. 
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Resguardo  por  cada  lancha  que  en  él  las  descargaba,  ya  por  los 
despachos  para  la  eslraccion  de  ellas,  los- cuales  iban  por  conducto 
del  mismo  establecimiento  se^un  el  informe  del  Resguardo  de 
foja  dos; 

Que  esto  se  deduce  también  de  su  contestación  a  la' acusación 
fiscal,  en  la  cual  espone  que  él  y  Arnaud  y  Autié,  se  servían  indis- 
tintamente, para  las  operaciones  de  descarga,  de  los  dependientes 
de  unos  y  otros,  de  cuyos  hechos  son  responsables,  y  del  informe 
citado  del  Resguardo  y  del  de  foja  veinte  y  siete  vuelta  de  la  misma 
oficina,  según  los  que  se  recibían  las  tejas  en  su  barraca,  á  depó- 
sito, en  virtud  de  órdenes  superiores,  puestas  en  las  mismas  pape- 
letas de  la  Aduana,  ¡iradas  á  la  consignación  de  dichos  Arnaud  y 
Autié; 

Que  si  bien  del  informe  de  foja  sesenta  y  tres  de  la  referida  ofi- 
cina, resulta  que  en  las  mercaderías  que  adeudan  derechos  y  se 
descargan  en  barracas  no  habilitadas  para  depósito  en  las  condi- 
ciones del  artículo  doscientos  setenta  de  las  Ordenanzas  de  Aduana, 
el  Resguardo  suele  exijir  del  barraquero  recibo  en  que  esprese 
quedar  responsable  de  las  mercaderías  y  hacerse  la  entrega  de 
cuenta  de  la  Aduana;  en  el  presente  caso,  según  se  ha  espuesto,  no 
hay  duda  alguna  de  que  los  recibos  de  fojas  diez  y  nueve  á  veinte 
y  seis  proceden  del  depósito  de  las  tejas  por  cuenta  de  aquella  ad- 
ministración pública,  en  la  barraca  y  con  conocimiento  del  acusado, 
sin  que,  por  lo  tanto,  pueda  eximirse  de  la  responsabilidad  que  la 
ley  le  impone; 

Que,  por  último,  no  es  menester  recibir  este  asunto  á  prueba,  jus- 
tificados como  están  por  documentos  de  Aduana,  presentados  por 
las  partes  en  su  defensa,  todos  los  hechos  necesarios  para  poderlo 
decidir  con  suficiente  conocimiento  de  causa,  y  no  pudiendo  apro- 
vechar al  acusado  los  demás  que  de  otra  manera  pudiera  acreditar, 
según  el  artículo  mil  cincuenta  y  ocho  de  dichas  Ordenanzas; 

Por  estos  fundamentos. y  los  de  la  sentencia  apelada  de  foja  cua- 

T.    XIX  5 
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renta  y  uno,  coníírmase  esta,  con  costas,  y  satisfechas  las  de  la  ins- 
tancia, devuélvanse.  Notifiqnese  con  el  original. 

J.  DOMÍNGUEZ.  — ULADISLAO   FRÍAS. — S.  M. 
LASPIUR.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 


CAUSA   XXVIII 


D,  José  Catoni,  contra  PortaUs  Fréres  y  Carbonnier;  sobre  cobro  de 

lanchaje  y  estadías 


Sumario.  —  1°  El  contrato  de  transporte  en  lanchas,  y  la  obliga- 
ción de  pagar  estadías  por  la  demora,  no  es  necesario  que  se  prue- 
ben con  contrato  escrito. 

2^  En  caso  de  diver^^encia  sobre  el  quantum  del  precio  convenido 
y  del  importe  de  las  estadías,  debe  estarse  á  la  tarifa  y  á  las  prác- 
ticas del  puerto;  y  resultando  que  el  (jue  se  cobra  es  menos  del  que 
establecen  estas,  debe  mandarse  pagar. 


Caso.  —  Lo  esplica  el 
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Fallo  del  «luez  Fedei'al 


Buenos  Aires,  Junio  7  de  1882. 

Vistos  estos  autos,  de  los  que  resulta:  que  á  foja  tres,  se  presentó 
al  Juzgado  D.  Tomás  Pauleti,  en  representación  de  D.  José  Catoni, 
esponiendo:  qne  los  señores  Portalis  Fréres  yCarbonniereran  deu- 
dores á  su  representado  de  la  suraa  de  veinte  y  nueve  mil  setenta  y 
cuatro  pesos  moneda  corriente,  proveniente  de  lanchaje  y  estadías 
en  la  forma  que  instruye  la  cuenta  de  foja  dos,  y  que  habiéndose 
negado  estos,  sin  justa  causa  á  verificar  su  pago,  no  obstante  de  ser 
los  precios  que  se  cobran  por  lanchaje  los  convenidos  con  Portalis 
Fréres,  y  menores  que  los  usuales,  y  por  la  demora,  una  cuarta 
parte  menos  de  lo  que  correspondería  á  la  capacidad  de  las  lanchas, 
se  veía  en  el  caso  de  entablar  formal  demanda  contra  los  deudores, 
por  la  suma  antes  espresada. 

Que  admitida  la  demanda  y  corrido  traslado  de  ella,  contestaron 
Portalis  Fréres  y  Carbonnier,  á  foja  seis,  que  la  cuenta  presentada 
era  del  todo  inexacta,  por  cuyo  motivo  no  la  podiau  aceptar;  qneel 
precio  convenido  con  Catoni,  por  lanchaje,  era  de  cincuenta  y  cinco 
pesos  por  millar  de  baldosas,  sin  descuento,  y  á  entregarse  en  Ba- 
rracas al  Norte,  frente  á  la  fábrica  de  negro  dnimal,  de  propiedad 
de  ellos:  que  le  desconocían  el  derecho  á  cobrarle  estadías  en  vista 
del  tiempo  empleado  en  la  descarga,  que  no  podía  ser  menor,  dados 
los  inconvenientes  quo  se  tocaron  y  no  podía  ignorar  Catoni,  por 
razón  de  su  oficio;  que  por  consiguiente,  lo  ¡único  que  tenían 
derecho  á  cobrarle  era  el  lanchaje,  á  razón  de  cincuenta  y  cinco 
pesos  por  millar,  el  cual  nunca  se  habían  rehusado  á  abonar,  te- 
niéndolo á  su  disposición  desde  el  dia  en  que  les  presentó  su  cuenta. 
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Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba  por  auto  de  íoja  ocho  vuelta, 
á  efecto  de  que  se  justifique: 

1°  Cuál  es  el  precio  que  ordinariamente  se  paga  por  la  descarga 
de  cada  millar  de  baldosas. 

Cuáles  son  Jas  causas  ocasionales  de  la  demora  en  la  descarga; 
habiéndose  producido  por  el  actor  los  documentos  de  foja  once,  á 
foja  diez  y  seis,  la  tarifa  de  foja  veinte  y  una,  el  informe  del  Res- 
guardo, foja  treinta  vuelta,  las  declaraciones  de  los  testigos,  Carlos 
Rubio,  foja  cuarenta  vuelta,  Francisco  Bossio,  foja  cuarenta  y  una, 
Maximiliano  Hefuer,  foja  cuarenta  y  dos  vuelta  y  José  Ortelui,  foja 
cuarenta  y  cuatro,  al  tenor  del  interrogatorio  de  foja  cuareta  y  po- 
siciones de  foja  cuarenta  y  dos;  y  por  parte  de  los  demandados,  las 
declaraciones  de  Santiago  Lambruschini,  foja  treinta  y  seis,  Manuel 
Langra,  foja  cuarenta  y  cinco  vuelta,  Juan  Alonso,  foja  cuarenta  y 
siete  vuelta  Garlos  Attwell,  foja  cuarenta  y  nueve  vuelta,  Pedro 
Christophersen,  íoja  cincuenta  y  tres,  y  Ángel  Gardella,  foja  cin- 
cuenta y  nueve  vuelta,  al  tenor  de  los  respectivos  interrogatorios, 
informe  de  la  Capitanía  del  Puerto,  foja  cincuenta  y  tres  vuelta  y 
posiciones  de  foja  sesenta  y  nueve,  absueltas  porCatoni. 

Y  considerando:  Primero,  Que  con  arreglo  al  principio  consig- 
nado en  la  ley  1%  titulo  14,  partida  3*,  correspondía  al  señor  Catoni 
la  prueba  de  todos  los  hechos  articulados  en  apoyo  de  su  demanda, 
que  hubiesen  sido  contestados  por  los  demandados. 

Segundo.  Que  en  su  mismo  escrito  de  demanda  y  al  absolver  la 
tercera  posición  del  pliego  de  íoja  sesenta  y  nueve,  ha  reconocido  y 
confesado  Catoni  que  convinieron  con  Portalis  Frieres  en  el  precio 
por  el  cual  debian  verificar  la  descaga  de  las  cien  mil  baldosas  ve- 
nidas á  consignación  de  dichos  señores  en  el  vapor  «Pacifique»,  de 
modo,  pues,  que  ha  debido  probar  que  ese  convenio  se  redujo  á  que 
se  le  pagaría  el  precio  de  la  tarifa  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete,  que  pretende  cobrar,  ú  otro  distinto  del  que  sostienen  los  de- 
mandados. 
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Tercero,  Que  tal  prueba  no  se  ha  producido  por, el  demandante, 
ni  ha  intentado  probar  nada  al  respecto,  debiendo  observarse  que 
el  hecho  mismo  ya  confesado  de  que  hubo  un  convenio  acerca  del 
precio  por  el  cual  verificaria  la  descarga,  escluye  hasta  cierto  punto 
la  idea  de  que  se  hubiesen  remitido  al  precio  de  tarifa,  pues  para 
esto,  no  habia  necesidad  de  convención. 

Cuarto.  Que  los  demandados  han  demostrado  por  la  declaración 
de  Christophersen,  que  en  gestiones  privadas  practicadas  para  arre- 
glar este  asunto,  Catoni  aceptó  el  precio  de  cincuenta  y  cinco  pesos 
por  millar. 

Quinto.  Que  concurren  á  confirmar  su  afirmación  de  que  el  precio 
convenido  fué  este,  y  no  el  de  la  tarifa  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete,  la  declaración  del  lanchero  Ángel  üardella,  que  dice  no  le  fué 
aceptado  el  precio  de  sesenta  pesos  por  millar  que  él  pidió  á  Porta- 
lis  Freres;  y  la  de  Lambruschini,  que  dice  verificó  la  descarga  de 
igual  cantidad  de  baldosas,  para  los  mismos  señores,  á  cincuenta 
pesos  el  millar,  no  siendo  presumible  que  en  tales  condiciones  y  no 
estando  aquellos  obligados  á  aceptar  al  lanchero  Catoni,  según  el 
mismo  y  el  agente  del  vapor  lo  confiesan,  que  lo  hubiesen  preferido 
por  un  precio  mayor  ó  sin  determinación  de  precio  y  á  las  resultas 
de  una  tarifa  que  tiene  mas  de  quince  anos  de  confeccionada,  cuando 
probablemente  no  había  la  concurrencia  de  lancheros  que  hoy  se 
nota. 

Sexto.  Que  las  citadas  declaraciones,  estudiadas  con  arreglo  al 
precepto  del  articulo  124  de  la  Ley  Nacional  de  Enjuiciamiento, 
constituyen  otras  tantas  presunciones  (Ley  32,  tít.  IG,  part.  3*^),  que 
por  su  importancia  y  calidad  de  las  personas  y  las  circunstancias 
especiales  del  caso,  vienen  á  formar  prueba  plena  y  concluyente  so- 
bre el  punto  que  motiva  la  disidencia  (inciso  2^,  art.  166,  Código  de 
Comercio). 

Séptimo.  Que  tampoco  se  ha  justificado  por  el  actor  estipulación 
alguna  respecto  á  estadías  ó  demora  en  la  descarga  y  mucho  menos 
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que  los  demandados  hubiesen  consentido  en  pasar  ai  respecto  por 
las  enunciaciones  de  la  tarifa  de  lanchajes  de  1867,  siendo  de  ad- 
vertir que  este  es  un  punto  que  debe  ser  espresamente  consignado 
en  la  carta  de  porte  (inciso  5*^,  articulo  H87,  Código  de  Comercio). 

Octavo.  Que  desde  luego  no  aparece  imputable  á  los  señores  Por- 
talis  Fréres,  demora  alguna  para  recibir  la  carga:  habiendo,  por  el 
contrario,  justificado  ellos  que  no  ha  podido  hacerse  la  descarga  en 
un  tiempo  mas  corto  del  que  se  ha  empleado.  Resulta,  en  efecto,  de 
las  declaraciones  antes  mencionadas,  que  todas  las  lanchas  de  Ca- 
toni  llegaron  juntas  al  punto  donde  debian  verificar  la  descarga,  no 
pudiendo  este  ser  otro  que  enfrente  del  establecimiento  ó  fábrica  de 
los  demandados;  y  que  no  había  muelle  para  que  pudieran  verificar 
la  descarga  todos  al  mismo  tiempo,  cuyas  contingencias  ha  debido 
prever  el  lanchero  al  ajustar  el  flete,  ya  soa  para  fijar  éste,  ó  para 
salvarlas  por  pactos  espresos  determinando  las  obligaciones  de  los 
consignatarios  para  tales  casos. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  del  escrito  de  foja  setenta 
y  nueve,  fallo  declarando:  que  los  señores  Portalis  Fréres  y  Carbon- 
nier,  solo  están  obligados  á  pagar  el  flete  de  cien  mil  baldosas,  á 
razón  de  cincuenta  y  cinco  pesos  moneda  corriente  el  millar,  no  ha- 
ciéndose luuMr  á  lo  demás  que  contiene  la  demanda  de  foja  tres, 
sobre  lo  cual  absuelvo  á  aquellos,  é  impongo  perpetuo  silencio  al 
actor  1).  José  Catoni.  Satisfechas  las  costas  en  el  orden  causado,  y 
repuestos  los  sellos,  archívese  el  espediente.  Notifíquese  con  el  ori- 
ginal. 

Virgilio  M.  Tedin, 
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Fallo  de  la  Suprema  Clorte 


Buenos  Aires,  Marzo  12  de  1885. 

Vistos  y  Considerando: 

Que  sin  embargo  de  estar  de  acuerdo  el  demandante  y  los  deman- 
dados en  que  se  convino  el  precio  que  el  primero  debia  cobrar,  por 
la  descarga  y  acarreo  de  las  cien  mil  baldosas  de  piso,  venidas  en  el 
vapor  «Pacifique»  á  consignación  de  los  últimos,  obligándose  á  en- 
tregarlas en  Barracas  al  Norte,  frente  al  depósito  de  negro  animal, 
de  los  demandados,  después  de  practicado  el  lancbaje  resultan  dis- 
conformes sobre  el  quantum  de  dicho  precio. 

Que  no  habiéndose  exigido  mutuamente  carta  de  pórtelos  contra- 
tantes, como  pudieron  hacerlo,  y  no  siendo  obligatorio  hacer  cons- 
tar por  escrito  el  contrato,  cuando  se  trata  del  transporte  en  lanchas 
ó  balleneras  (artículos  ciento  sesenta  y  cinco  y  ciento  noventa  del 
Código  de  Comercio),  en  caso  de  divergencia  sobre  el  quantum  del 
precio  convenido  como  en  aquel  en  que  no  se  hubiese  convenido 
precio  alguno,  no  pudiendo  probarse  de  otro  modo,  los  contratantes 
están  en  el  deber  de  someterse  al  de  tarifa,  y  á  las  prácticas  del 
puerto,  como  lo  ha  establecido  ya  esta  Corte  en  diferentes  fallos  (se- 
rie segunda,  tomo  segundo,  página  cincuenta  y  seis,  y  serie  segunda, 
tomo  cuarto,  página  cuatrocientos  treinta  y  nueve);  porque  no  hay 
equidad  en  que  después  de  practicado  el  lanchaje  se  pague  por  el 
precio  que  una  sola  de  las  partes  pretenda. 

Que  de  conformidad  con  estos  precedentes,  el  Juez  a  quo  abrió  la 
causa  á  prueba  sobre  los  siguientes  puntos:  Primero.  «¿Cuál  es  el 
precio  que  ordinariamente  se  paga  por  cada  millar  de  baldosas  de 
piso? »  y  Segundo.  « ¿De  qué  causa  ha  provenido  la  demora  en  la  des- 
carga de  las  enunciadas  baldosas? » 
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Que  respecto  del  primer  punto,  el  demandante  ha  comprobado, 
con  el  testimonio  uniforme  de  los  lancheros  D.  Carlos  Rubio,  á  foja 
cuarenta,  I).  Francisco  Bossio,  á  foja  cuarenta  y  uno,  y  D.  José  Or- 
telli,  á  foja  cuarenta  y  cuatro,  que  el  precio  que  ordinariamente  se 
paga  por  lanchaje,  es  el  que  señala  la  tarifa  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  siete^  con  una  rebaja  de  un  veinte  por  ciento. 

Que  los  demandados  han  presentado,  por  su  parle,  sobre  el  mis- 
mo punto,  el  testimonio  de  1).  Santiago  Lambruschini,  de  fojas  treinta 
y  seis  á  treinta  y  nueve,  quien  se  limita  á  declarar  que  él  acarreó 
para  los  demandados,  el  millar  de  baldosas  por  cincuenta  pesos  mo- 
neda corriente,  y  el  de  I).  Xw^él  Gardella,  de  fojas  sesenta  á  sesenta 
y  cinco,  quien  dice  haber  cobrado  sesenta  pesos  moneda  corriente 
por  el  millar  de  baldosas  á  los  demandados  y  que  éstos  no  acepta- 
ron: testimonios  ambos  que  no  recaen  sobre  el  punto  sometido  á 
prueba  y  consentido,  que  era  ¿cuál  es  el  precio  que  ordinariamente 
es  de  práctica  pagar  por  el  millar  de  baldosas? 

Que  tampoco  es  de  importancia  alguna  el  testimonio  de  D.  Pedro 
Christophersen,  á  foja  cincuenta  y  dos,  presentado  por  los  demanda- 
dos, porque  no  dice  este  testigo,  como  se  pretende,  (¡ue  en  la  confe- 
rencia que  tuvo  con  el  demandante  para  buscar  un  arreglo,  á  solici- 
tud de  los  primeros,  ésto  cobrase  solo  cincuenta  y  cinco  pesos  mo- 
neda corriente  por  el  millar  de  baldosas,  sino  que  le  contestó:  que 
por  via  de  transacción  aceptarla  el  precio  de  cincuenta  y  cinco  pe- 
sos moneda  corriente  por  el  millar  de  baldosas,  siempre  que  se  le 
pagase  lanchaje  doble,  por  causa  de  las  demoras  ó  estadias,  al  mis- 
mo precio;  es  decir,  siempre  que  se  le  pagase  ciento  diez  pesos  mo- 
neda corriente  por  el  millar  de  baldosas,  como  indeninizacion  de 
flete  y  estadias;  lo  que  es  muy  distinto,  y  por  eso  no  le  fué  aceptado 
por  los  demandados. 

Y  considerando,  en  cuanto  al  cobro  de  estadias,  que  ellas  no  son 
masque  el  resarcimiento  de  los  perjuicios  que  sufre  el  laucherocon 
la  demora  que  indebidamente  se  le  ha  hecho  soportar,  en  el  mante- 
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nimiento  y  salarios  de  la  tripulación,  y  dejando  de  ganar  lo  que  hu- 
biera podido  en  otra  parte  con  la  lancha. 

Que  para  deber  las  estadías,  no  es  necesario  estipular  que  se  pa- 
garan cuando  se  causen,  como  no  es  necesario  pactar  la  indemni- 
zación de  perjuicios  para  deberlas  cuando  se  produzcan;  porque  es 
una  regla  de  legislación  universal,  que  todo  daño  causado  á  otro 
por  culpa  íi  omisión,  debe  ser  indemnizado. 

Que  no  es  tampoco  de  aplicación  oportuna  al  caso  el  inciso  quinto 
del  artículo  mil  ochenta  y  seis  del  Código  de  Comercio,  invocado  por 
el  Juez  a  quo  para  demostrar  que  el  presente  contrato  ha  debido  pro- 
barse por  escrito,  con  el  instrumento  denominado  póliza  de  fleía- 
mento,  porque  dicho  artículo  se  refiere  al  arrendamiento  de  buques 
que  reciben  carga  en  un  puerto  para  entregar  en  otro,  mientras 
que  en  el  caso  actual  se  trata  del  transporte  ó  acarreo  de  efectos 
comerciales,  en  lanchas,  balleneras  ó  falúas,  y  dentro  del  mismo 
puerto,  el  cual  está  regido  especialmente  por  los  artículos  ciento 
sesenta  y  cinco  y  ciento  noventa  del  espresado  Código,  como  antes 
se  dijo. 

Que  el  demandante  ha  acreditado,  con  la  tarifa  de  foja  veintiuna, 
cuál  es  el  valor  de  las  estadías,  como  asimismo,  que  ellas  se  com- 
putan después  de  dos  días;  con  el  informe  del  Administrador  de 
Rentas  de  foja  treinta  y  una,  los  días  en  que  sus  lanchas  cargaron 
las  baldosas  del  vapor  « Pacifique )» ;  y  con  los  recibos  reconocidos 
por  la  contraparte  de  f.  il  á  IG  el  dia  en  que  cada  una  de  ellas  des- 
cargó frente  al  establecimiento  de  los  demandados;  quedando  así 
justificadas  las  estadías  odias  de  demora  indebida,  que  cobra  en  su 
cuenta  de  foja  dos. 

Que  aunque  los  demandados  alegan  en  su  defensa  no  haber  te- 
nido muelle  para  practicar  la  descarga,  sino  de  una  en  una  lancha, 
comprobando  este  hecho  con  testigos,  tal  defensa  es  inadmisible, 
desde  que  los  lancheros  venían  á  entregar  la  carga  en  su  estableci- 
miento, y  por  consiguiente,  era  deber  de  los  demandados  disponer 
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lo  necesario,  y  estar  preparados  para  recibirla;  mucho  mas,  cuando 
está  probado,  con  el  testimonio  de  los  mismos  testigos  de  los  de- 
mandados, que  en  Barracas  al  Norte,  la  descarga  puede  hacerse 
por  cualquier  parte,  fuera  dtl  muelle,  y  en  andanas  de  tres  y  cuatro 
barcos. 

Por  último,  el  demandante  ha  comprobado,  con  la  tarifa  de  foja 
veintiuna,  que  las  estadías  y  lanchaje  que  cobra  en  su  cuenta  de  foja 
dos,  son  menores  que  el  precio  que  la  tarifa  les  señala,  dejando  así 
demostrado  que  el  precio  que  demanda,  es  el  que  sostiene  haber 
convenido  con  los  demandados. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  una,  y  se  declara  á  los  demandados  en  el  deber  de  abonar  la 
cuenta  de  foja  dos.  Satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. Notifiquese  con  el  original. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  — J.  DOMINGUEZ.— 
ULADISLAO  frías.  —  S.  M.    LASPll'R. 
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CAUSA 


Don  Heraldo  Eckell,  contra  la  Empresa  del  Ferro-Carril  del  Sud,  por 

cobro  de  mlvataje;  sobre  competencia 

Sumario.  —  El  conocimiento  de  los  casos  de  salvamento  simultá- 
neo de  buque  y  carga,  corresponde  á  un  mismo  Juez,  y  reconocida 
la  competencia  de  éste  respecto  del  buque,  no  puede  serle  negada 
respecto  del  salvamento  de  la  carga. 


Caso.  —  Lo  es  plica  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Agosto  16  de  1885. 

Vistos:  El  ferro-carril  del  Sud,  demandado  porH.  Eckel,  sobre  sal- 
vataje,  deduce  articulo  de  incompetencia,  fundado  en  que  tratándose 
de  un  contrato  hecho  en  la  Capital,  y  siendo  el  domicilio  del  deman- 
dado ese  mismo,  mi  Juzgado  es  incompetente,  pues  no  ejerce  juris- 
dicción en  dicha  Capital;  Eckell,  contestando,  dice  que  él  no  ha  de- 
mandado ni  el  cumplimiento  ni  la  ejecueion  de  ningún  contrato, 
sino  simplemente  el  salvataje  hecho  por  el  del  cargamento,  conjun- 
tamente con  el  buque  y  que  el  siniestro  que  lo  motivó  ocurrió  en  las 
costas  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  por  tanto,  en  la  Sección 
Federal  de  mi  jurisdicción;  y  considerando: 
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1^  Que  según  la  letra  de  la  demanda,  no  solo  no  se  reclama  el 
contrato  aludido  por  el  ferro-carril,  sino  que  espresamenle  se  de- 
clara que  no  se  le  opone  tal  contrato,  porque  no  le  puede  ohligar; 
espresando  que  se  le  demanda  el  salvataje  en  el  precio  que  pide  ó 
por  lo  que  lasasen  peritos;  no  habiendo,  por  tanto^  demanda  por 
ninguna  clase  de  contrato. 

2°  Que  esta  demanda,  como  se  vó  por  su  propio  exordio,  se  ha  he- 
cho como  un  incidente  ó  parte  del  espediente  de  salvataje  del  buque, 
ya  concluido;  y  en  cuyo  juicio  intervino  el  ferro-carril,  según  el  acta 
preliminar  y  después  llamándose  consignatario  del  dicho  buque,  sin 
protestar  ni  desconocer  en  lo  mínimo  esta  jurisdicción,  y  al  contra- 
rio, aceptándola  de  hecho. 

3*^  Que  es  de  estricto  derecho,  que  todas  las  consecuencias  de  un 
siniestro  marítimo,  sea  choque,  varamiento  ó  lo  que  fuese,  corres- 
ponde privativamente  á  la  jurisdicción  del  Juez  de  la  Sección  en 
cuyos  aguas  ocurre  el  heclio,  y  asi  se  halla  resuelto  por  la  Suprema 
Corte  en  el  caso  que  cita  Eckell,  de  las  Mensajerías  Fluviales  con  Don 
Santiago  Cánepa. 

4°  Que  en  este  caso,  como  en  el  de  Cánepa,  la  jurisdicción  se  pro- 
duce por  razón  del  lugar  en  que  ocurrió  el  siniestro. 

5°  Que  el  juicio  principal  de  salvataje  del  buque,  se  hizo,  como 
debía  ser,  ante  mi  Juzgado,  y  es  inadmisible  que  el  salvataje  de  su 
cargamento  pudiera  llevarse  á  otra  jurisdicción,  dividiendo  una 
misma  materia,  y  produciéndose  asi  la  incontinencia  de  una  misma 
causa. 

Por  estas  consideraciones,  lo  dispuesto  en  el  inciso  10  del  artículo 
2^,  ley  de  jurisdicción  y  competencia,  y  sentencia  de  la  Suprema 
Corte  invocada,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  escepcion  do  incompe- 
tencia, con  costas  al  ferro-carril,  y  conteste  éste  la  demanda,  en  el 
término  legal  flágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin, 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  9  de  1884. 

Suprema  Corte: 

Ei  lugar  del  salvataje  determina,  á  mi  juicio  en  este  caso,  la  juris- 
dicción; tanto  mas,  cuanto  que  la  demanda  no  tiene  por  fundamento 
contrato  alguno,  sino  ei  hecho  mismo. 

De  la  misma  esposicion  del  apoderado  del  ferro-carril  delSud,  se 
desprende  que,  si  algún  contrato,  ó  algún  convenio  existió,  fué  con 
el  Capitán,  por  el  biique,  y  nó  coü  los  consignatarios,  por  la  carga. 
Aun  dada  la  existencia  del  contrato,  él  no  obligaría  á  la  empresa 
del  ferro-carril  y  no  podria  surtir  jurisdicción.  El  buque  y  la  carga, 
dice  el  representante  de  la  empresa,  pertenecían  á  diversas  personas, 
de  las  que,  unas  no  están  ligadas  por  los  actos  de  las  otras.  Perfec- 
tamente; y  es  por  esta  misma  razón,  que  no  puede  ta  empresa  am- 
pararse de  un  contrato  que  no  celebró  y  no  la  obliga. 

En  cuanto  al  domicilio,  diré  que,  cuando  el  fuero  es  determinado 
por  la  razón  de  la  materia,  es  de  todo  punto  escluyente  con  respecto 
á  las  jurisdicciones  locales;  y  á  lo  sumo,  de  importancia  secunda- 
ria, entre  jurisdicciones  del  mismo  origen.  La  competencia  que 
determina  el  lugary  es  á  todas  luces  preferente. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aires,  Marzo  14  de  1885. 

Vistos^'  Considerando  que  según  diversas  disposiciones  del  Código 
do  Comercio,  el  conocimiento  de  los  casos  de  salvamento  simulta- 
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neo  de  buque  y  car^^a,  es  de  la  competencia  de  un  mismo  Juez,  sin 
tener  en  cuenta  el  domicilio  particular  de  cada  uno  de  los  intere- 
sados, que  pueden  ser  en  crecido  número;  que  en  el  caso  actual,  el 
ferro-carril  del  Sud,  no  solo  ha  reconocido  la  jurisdicción  del  Juez 
de  Sección  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  en  su  carácter  de  con- 
signatario del  buque,  sino  que,  citado  al  juicio  verbal  de  foja  once^ 
como  dueño  de  la  carga,  compareció  llanamente;  y  aunque  hizo  re- 
servas en  cuanto  al  fondo  de  la  reclamación  del  demandante,  nada 
observó  respecto  de  la  jurisdicción  del  Juez.  Forestes  fundamentos 
y  los  concordantes  del  auto  apelado,  se  confirma,  coa  costas.  Re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
— S.  M.  LASPIUR. 


CAUSA  XXX 


Varios  comerciantes  estranjeros,  contra  /).  Samnel  Palacios  y  Com- 
pañía, por  inconstitucionalidad  de  nn  decreto  reglamentando  una 
ley  de  impuestos;  sobre  incompetencia. 

Sumario.  —  i*^  Corresponde  al  fuero  federal,  toda  demanda  por 
causa  civil  que  un  estranjero  inicie  contra  un  ciudadano  argentino. 
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aunque  existan  ciudadanos  argentinos  que  tengan  ei  mismo  interés 
que  el  estranjero,  y  la  resolución  que  recaiga  en  la  demanda  puede 
aprovecharles  por  implicancia. 

¥  Por  mas  inmediato  que  sea  el  interés  que  una  Provincia  tenga 
en  uRa  causa,  si  ella  no  es  parte  directa  en  el  juicio,  no  procede  la 
jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte. 


Ca$o,  —  La  ley  de  12  de  Octubre  de  1883,  de  la  Provincia  de  Cór- 
doba, creó  un  impuesto  al  consumo  de  las  bebidas  alcohólicas. 

El  Poder  Ejecutivo  re:^Mamentó  dicha  ley,  con  decreto  de  20  de 
Diciembre  de  1883,  sometiendo  á  los  comerciantes  al  deber  de  ex- 
hibir sus  libros,  y  conminando  penas  en  caso  de  resistencia. 

Varios  comerciantes,  nacionales  y  estranjeros,  dieron  poder  á  Don 
Abraham  Silveyra,  para  que  interpusiera  demanda  contra  D.  Sa- 
muel Palacios  y  C*,  arjrentinos,  rematadores  del  impuesto  mencio- 
nado, al  efecto  de  que,  previa  declaración  de  inconstitucionalidad 
del  decreto  reglamentario,  se  ordenara  á  estos  que  se  abstuviesen 
de  exijirles  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  les  imponia  el 
decreto. 

Silveyra,  asumiendo  la  personería  de  los  comerciantes  estranjeros, 
entabló  la  demanda  contra  los  rematadores. 

Estos  opusieron  la  escepcion  de  incompetencia,  que  resolvió  el 
siguiente 

Fallo  del  «luez  Federal 


Córdoba,  Febrero  IH  de  IjvvI. 

\  ista  la  articulación  promovida  por  los  Señores  Samuel  Palacios 
y  (?,  sobre  declinatoria  de  jurisdicción,  en  la  demanda  interpuesta 
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contra  ellos,  por  el  Dr.  Abraham  Silveyra,  en  representación  délos 
Señores  D.  Luis  Olcese,  D.  Adelíno  Bonaconza,  D.  Pascual  Cairo,  y 
D.  Abondio  Boncoroni,  eslranjeros  y  comerciantes  de  esta  plaza, 
para  que  se  declare  en  definitiva  inconstitucional  el  decreto  espe- 
dido por  el  Poder  ejecutivo  con  fecha  20  de  Diciembre  último,  re- 
glamentando el  impuesto  sobre  bebidas  alcohólicas  ó  fermentadas, 
y  se  ordene  á  los  demandados  se  abstengan  en  lo  sucesivo  de  exijir 
á  sus  instituyentes  el  cumplimiento  de  dicho  decreto,  con  los  daños 
causados,  perjuicios  y  costas  del  juicio. 

Sustanciada  dicha  articulación,  los  demandantes  v  el  Señor  Pro- 
curador  Fiscal  se  oponen  á  la  declinatoria,  sosteniendo  la  jurisdic- 
ción del  Tribunal. 

En  esta  virtud  y  considerando:  1^  Que  al  intentar  la  demanda,  se 
ha  espuesto  que  el  asunto  correspondia  á  la  jurisdicción  del  Juzgado 
Seccional,  por  razón  de  las  personas,  y  en  su  mérito,  se  ofreció  y 
produjo  la  correspondiente  información  para  acreditar  la  diversa  na- 
cionalidad de  los  demandantes  y  demandados.  Que  resultando 
aquella  justificada,  se  dio  por  bastante,  ó  sin  perjuicio,  la  informa- 
ción producida;  2^  que  apenas  merece  mencionarse  que  nuestra 
Constitución,  en  su  articulo  100,  tomado  de  la  Norte-Americana, 
artículo  3°,  Sección  2*,  y  nuestra  ley  sobre  jurisdicción  y  competen- 
cia, artículo  2*^,  inciso  2^,  adoptando  lo  dispuesto  en  la  ley  Judicia- 
ria  de  los  Estados  Unidos  de  1789,  atribuyen  al  fuero  federal  las 
causas  en  que  sean  partes  un  ciudadano  y  un  estranjero;  y  la  Su- 
prema Corte  de  la  Nación,  en  la  aplicación  de  este  principio,  ha  ob- 
servado una  rigurosa  uniformidad.  Tomo  8^,  Serie  1*,  pág.  156. 
Tomo  9°,  pág.  350.  Tomo  11,  Serie  2*,  pág.  393.  Tomo  14,  pági- 
na 731. 

3°  Que  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  en  este  gé- 
nero de  causas,  es  privativa  escluyendoá  los  Juzgados  de  Provincia, 
con  las  limitaciones  contenidas  en  el  artículo  12  de  la  ley  sobre  ju- 
risdicción y  competencia;  siendo  también  á  este  respecto  constante 
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é  uniforme  la  jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema  Corte.  Tomo 
r,  Serie  2*,  pág.  134.  Tomo  8^,  pá¿r.  lí)4.  Tomo  ÍT,  pá<r.  64. 

4°  Que  para  investigar  el  alcance  y  trascendencia,  no  solo  social 
sino  internacional,  del  fuero  federal,  creado  para  las  causas  entre 
ciudadanos  y  eslranjeros,  es  conveniente  recordar,  aunque  muy  so- 
meramente, los  motivos  tan  poderosos  que  indujeron  á  ios  autores 
de  la  Constitución  Americana  á  la  adopción  de  un  principio  que 
atrajo  á  los  Estados  Unidos  la  consideración  y  confianza  de  las  na- 
ciones, y  que  son  los  mismos  que  determinaron  á  los  Constituyentes 
ó  Legisladores  Argentinos  para  reproducir  aquel  principio. 

El  «Federalista»,  dice  Story  en  el  libro  3°  pág.  161,  traducción 
de  Cantilo,  ha  justificado  esta  disposición  en  términos  breves,  pero 
írremlibles.  Y  en  efecto,  en  el  número 80 del  «Federalista»  se  regis- 
tra la  esposicion  de  Alejandro  Hamilton,  á  que  se  refiere  Story,  y 
que  transcribe  en  estos  términos:  «La  paz  del  todo  no  debe  dejarse 
á  disposición  de  una  parte.  La  Unión  será  indudablemente  respon- 
sable hacia  las  potencias  estranjeras  por  la  conducta  de  sus  miem- 
bros, y  la  responsabilidad  por  un  perjuicio  del)e  estar  acompañada 
de  la  facultad  de  impedirle.  Como  la  denegación  de  Justicia  ó  su 
depravación  por  las  sentencias  de  las  Cortes,  son  con  razón  coloca- 
das entre  las  cansas  justas  de  guerra^  sigúese  de  ahí  que  el  Poder  Ju 
dkial  de  la  Nación  debe  tener  competencia  en  todas  tas  causas  en  que 
están  interesados  ciudadanos  de  otros  países.  A'o  menos  esencial  es  esto 
para  la  conservación  de  la  fé  pública  que  para  garantía  de  la  pública 
tranquilidad.,, 

«Son  tantas  las  controversias  en  que  son  partes  estranjeros,  que 
envuelven  cuestiones  nacionales,  que  es  lo  mas  seguro  y  conveniente 
rejerir  á  los  Tribunales  Nacionales  todas  aquellas  que  á  ellas  les 
conciernan. 

«Aplicando  estas  consideraciones,  puede  observarse,  dice  Story, 
en  las  páginas  162  y  163,  que  es  de  gran  importancia  nacional  pro- 
mover el  crédito  público  como  el  crédito  privado  en  nuestras  rela- 

T    XIX  *» 
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dones  comerciales  con  las  potencias  éstranjeras  y  sus  subditos. 
Nada  puede  ser  mas  benéfico  á  este  respecto,  que  el  crear  un  Tribu- 
nal imparcíal  al  cual  puedan  acudir  en  todas  las  ocasiones  en  que  sea 
necesario  determinar  ó  hacer  efectivos  sus  derechos.  Ademas,  no  es 
del  todo  indiferente  que  el  derecho  que  ha  de  aplicarse  en  casos  es- 
tranjeros  es  á  menudo  muy  distinto  del  simple  Código  Municipal  de 
un  Estado;  ó  de  la  mas  amplia  consideración  de  los  derechos  y  de- 
beres internacionales,  en  un  caso  de  conflicto  entre  las  leyes  és- 
tranjeras y  las  internas.  Y  puede  justamente  presumirse  que  los 
Tribunales  Nacionales,  por  la  naturaleza  de  sus  funciones  ordina- 
rias, se  pondrán  mas  al  cabo  de  los  principios  generales  que  rigen 
los  asuntos  de  esta  naturaleza,  que  las  otras  Cortes,  aunque  ilus- 
tradas, que  jamás  son  llamadas  á  decidirlos k 

El  mismo  Story,  en  una  nota,  sobre  las  palabras  subrayadas,  dice: 
^Es  notorio  que  esta  jurisdicción  ha  sido  muy  satisfactoria  para  las 
naciones  éstranjeras  y  sus  subditos.  Ni  han  sido  enteramente  imagi- 
narios los  peligros  de  las  preocupaciones  d^  los  Estados  y  de  su  apego 
álos  intereses  locales  en  perjuicio  de  los  estranjeros...  Elliot's  «De- 
bates». Tomo  3^  Números  142,  143,  144,  282  y  283. 

La  Suprema  Corte,  en  la  causa  ciento  cincuenta  y  dos,  tomo  14 
de  la  Serie  2%  al  fundar  la  trascendental  decisión  que  ella  contiene, 
cita,  á  fojas  730  y  731,  la  notable  opinión  del  Presidente  de  la  Corte 
Suprema  Norte-Americana  Mr.  Jay,  en  el  célebre  caso  de  Chisholm 
contra  el  Estado  de  Georgia;  quien  en  nombre  del  Tribunal,  y  en 
los  términos  mas  precisos  y  elocuentes  consignó  los  fundamentos 
que  acaban  de  esponerse,  para  sostener  la  necesidad  de  la  jurisdic- 
ción nacional  por  razón  de  las  personas,  y  que  no  fué  creada  capri- 
chosamente y  sin  motivos. 

5^  Que  esta  creación  importantísima,  que  responde  á  los  mas 
altos  propósitos  de  la  paz  pública,  evitando  reclamaciones  y  con- 
flictos internacionales,  al  mismo  tiempo  que  afianza  el  crédito  pú- 
blico y  privado  en  las  relaciones  de  comercio  con  las  potencias  es- 
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tranjeras  y  sns  habitantes,  no  puede  desaparecer,  sino  en  los  casos 
de  excepción  espresamente  estal)lecidos  en  la  misma  Constitución 
Nacional,  y  leyes  de  la  materia,  sobre  jurisdicción  y  competencia 
de  los  Tribunales  Federales,  y,  examinados  esos  casos,  no  se  en- 
cuentra ninííuno  que  pueda  ser  aplicable  á  la  presente  cues- 
tión. 

6**  Que  examinada  también  atentamente  la  Jurisprudencia  con- 
sagrada por  la  Corte  Suprema  en  los  casos  en  que,  como  el  presente, 
se  ataca  como  repugnante  á  la  Constitución  General,  una  ley,  de- 
creto ó  acto  administrativo  de  los  Poderes  Públicos  de  una  Provin- 
cia; lejos  de  hacer  cesar  al  fuero  federal  por  razón  de  las  personas 
y  declarar  la  competencia  esclusiva  de  los  Tribunales  locales,  con- 
firma la  existencia  de  aquel  principio,  verdaderamente  fecundo  en 
resultados  sociales  y  económicos. 

En  las  causas  veinte  y  dos  y  veinte  y  tres,  tomo  1°,  Serie  2*,  lle- 
vados en  apelación  ante  la  Suprema  Corte,  por  el  Banco  de  Londres 
y  Rio  de  la  Plata,  del  Rosario  de  Santa  Fé,  alegando  la  inconstitu- 
cionalídad  de  una  ley  sancionada  en  esta  Provincia,  fijando  el  tipo 
de  la  moneda  boliviana,  la  Suprema  Corte,  entre  otras  declaracio- 
nes importantes  para  trazar  la  verdadera  línea  entre  ambas  juris- 
dicciones, hizo  la  siguiente:  «Cuarto,  que  la  objeción  de  inconstitu- 
cionalidad,  hecha  por  el  demandado  á  la  referida  ley,  no  basta  para 
privar  á  los  Tribunales  de  esa  Provincia,  de  la  jurisdicción  que  les 
compete  para  conocer  y  decidir  en  causas  rejidas  por  leyes  provin- 
ciales y  seguidas  entre  vecinos  de  la  Provincia  misma,  porque  son 
también  ejecutores  de  la  Constitución,  y  en  su  carácter  la  pueden  ó 
deben  interpretar  como  la  entiendan,  quedando  a  salvo  el  recur- 
so etc.,  etc.» 

T  Que  de  este  fallo  se  desprenden  consecuencias  importantes 
que  colocan  á  cada  jurisdicción  en  su  respectiva  esfera  de  acción, 
impidiendo  la  absorción  que  de  otra  manera  resultaría  para  los 
Tribunales  de  la  Provincia  rS  de  la  Nación.  La  sola  objeción  de  in- 


84  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

constitucionalidad,  en  general,  se^un  los  fallos  citados,  cuando  la 
Constitución  viene  á  ser  de  indirecta  aplicación,  no  basta  para  pri- 
var á  los  Tribunales  locales  del  conocimiento  de  una  causa,  si  ella 
versa  entre  vecinm  de  la  misma  Provincia,  es  decir,  entre  Argenti- 
nos domiciliados  ahí;  pero  si  se  suscita  el  pleito  entre  Argentinos, 
vecinos  de  distintas  Provincias,  ó  entre  Argentinos  ó  estranjeros, 
entonces  surte  el  fuero  federal. 

Así,  pues,  los  Tribunales  de  la  Nación  ó  de  las  Provincias  serán 
ó  nó  competentes,  en  los  casos  de  que  se  trata,  por  razón  de  las 
personas,  y  no  de  la  materia,  otra  cosa  sucedería,  si  versare  la 
controversia  sobre  cosas  especialmente  rejidas  por  la  Constitución 
Nacional,  leyes  del  Congreso  y  tratados  con  naciones  estranjeras, 
porque  semejantes  causas  corresponden  á  los  Juzgados  Federales, 
por  razón  de  la  materia,  con  esclusion  de  los  de  la  Provincia.  Ar- 
ticulo 2,  incisos  1  y  2  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863.  -Fallos 
22  y  23  citados,  y  80.  tomo  7^  Serie  ^^ 

8^  Que  la  misma  jurisprudencia  que  acaba  do  esponerse  en  el  0^ 
considerando,  ha  sido  confirmada  posteriormente  en  el  tomo  G^ 
Serie  2%  pág.  310,  con  motivo  de  un  artículo  de  competencia  pro- 
movido por  I).  Tomás  Mernes,  contra  D.  Juan  Manuel  Febre,  para 
que  se  inhibiese  el  Juez  del  Paraná;  pues  se  trataba  de  la  inconsti- 
tucionalidad  de  una  lev  sancionada  en  la  Provincia  de  Entre  Ríos, 
en  cuya  cansa  declaró  el  Juez  Seccional:  que  la  inconstitucionalidad 
alegada  de  la  referida  ley,  no  era  bastante  para  privar  á  los  Tribu- 
nales de  Provincia  de  la  jurisdicción  que  les  competía  para  conocer 
y  decidir  en  causas  rejidas  por  leyes  provinciales  y  entre  vecinos  de 
la  misma  Provincia. 

El  Señor  Procurador  General,  á  quien  se  dio  vista,  en  grado  de 
apelación,  pidió  la  confirmación  del  auto  esponiendo:  que  siendo 
tanto  el  demandante  como  el  demandado,  vecinos  de  la  Provincia 
de  Entre  Rios,  el  Juez  Nacional  no  tenia  jurisdicción  para  conocer 
del  pleito...  y  que  la  ley  atacada  do  inconstitucionalidad,  no  debía 
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trastornar  las  reglas  de  la  jurisdicción.  La  Suprema  Corte  confirmó 
el  auto  apelado. 

Con  posterioridad,  en  la  Causa  108,  tomo  H,  Serie  2^  el  Señor 
Juez  Seccional  de  Santa  Fé,  funda  en  la  resolución  que  acaba  de 
citarse  la  conclusión  contenida  en  el  considerando  8*^  de  su  fallo 
para  sostener  su  jurisdicción  por  razón  de  las  personas,  y  no  obs- 
tante la  inconstitucionalidad  que  se  ale^^aba  sobre  el  impuesto  ci- 
tado. El  Señor  Procurador  General  y  la  Suprema  Corte  confirman 
el  auto,  porque  es  evidente,  dicen,  que  por  razón  de  las  personas 
corresponde  el  conocimiento  de  la  causa  á  los  Tribunales  Nacio- 
nales. 

Que  se  hacia  innecesario  abundar  en  otros  precedentes  para  dejar 
constatada  la  exactitud  de  las  consecuencias  contenidas  en  el  7^ 
considerando,  es  decir,  que  la  objeción  de  inconstitucionalidad,  en 
^reneral  (y  no  de  un  punto  especialmente  regido),  contra  una  ley,  de- 
creto ó  acto  administrativo  de  los  Poderes  de  Provincia,  no  atri- 
buye por  razón  déla  materia,  jurisdicción  á  los  Tribunales  Naciona- 
les, ni  excluye  á  los  de  Provincia  del  conocimiento  de  causas  seme- 
jantes, pero  que,  por  razón  de  las  personas,  deben  corresponder  á 
una  ú  otra  jurisdicción. 

9.  Que  esta  jurisprudencia  no  sufre  variación  alguna,  porque  las 
leyes  ó  decretos  provinciales  que  se  atacan  como  repugnantes  á  la 
Constitución,  versan  sobre  impuestos  locales,  pues  si  afectan  algún 
punto  especialmente  regido,  pevteuecisi  el  caso  ratius  materias  al  co- 
nocimiento de  los  Tribunales  Federales;  y  si  por  el  contrario,  la 
Constitución  viniere  á  ser  de  indirecta  aplicación,  correspondería, 
según  lo  establecido,  á  uno  ú  otro  fuero,  teniendo  en  vista  la  cali- 
dad respectiva  de  las  personas.  Tomo  H,  Serie  2%  pág.  133.  Tomo 
8^,  Serie  1*,  pág.  ISG.  Fallos  de  la  Suprema  Corte, 

Es  de  notarse  que  en  la  primera  causa  que  acaba  de  citarse  en- 
tre un  extranjero  y  un  Argentino,  se  trataba  de  la  devolución  de 
impuestos  cobrados,  y  cuya  constitucionalidadse  atacaba,  declaran- 
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Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia,  en  cuanto  impone  á  Jos  comercian- 
tes mayoristas,  obligaciones  de  !iacer,y  les  somete  al  deber  de  exhi- 
bir sus  libros,  bajo  las  conminaciones  que  contiene  el  mismo. 

12  Que  hasta  aquí  se  ha  tratado  di^l  fuero  Nacional  y  Provincial 
para  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  níspectivos;  pero,  como  se  ha 

insinuado  en  la  declinatoria,  ó  insistido  con  mavor  claridad,  en  el 
informe  in  roce,  que  en  caso  do  corresponder  el  asunto  al  fuero  Fe- 
deral, seria  la  Suprema  Corte,  y  no  el  Juzgado  de  Sección,  á  quien 
corresponderia  su  conocimiento,  conviene  agre¿car  brevemente  al- 
gunas consideraciones  sobre  el  nuevo  giro  del  debate. 

La  Provincia,  se  dice,  es  la  verdadera  interesada  en  la  causa  $Hb 
jiidice,  porque  recaerían  sobre  ella  sus  consecuencias.  La  ley  de  im- 
puestos, el  reglamento  y  los  medios  de  ejecución  administrativa, 
emanan  Je  las  autoridades  de  la  Provincia,  y  los  rematadores  no 
bacen  más  que  ajustarse á  las  disposiciones  sancionadas,  y  usando 
los  medios  establecidos. 

El  articulo  101  de  la  Constitución  v  el  inciso  1**  del  articulo  1^  de 
la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1803,  atribuye  jurisdicción  originaria 
y  esclusiva  á  la  Suprema  Corte,  en  el  caso  en  que  una  Provincia  sea 
parte.  Ahora  bien:  ¿La  Provincia  es  parte  en  el  pleito  iniciado?  ^ó 
él  versa  entre  particulares,  es  decir,  entre  extranjeros  y  argen- 
tinos? 

Los  mas  eminentes  jurisconsultos  en  la  ciencia  del  Dereclio  Cons- 
titucional, apoyados  en  luminosas  decisiones  de  las  Cortes  y  Supremo 
Tribunal  Americano,  han  llegado  á  una  completa  uniformidad  sobre 
la  cuestión  enunciada,  consagrándola  también  terminantemente  la 
jurisprudencia  de  nuestra  Suprema  Corte  Nacional. 

Los  jurisconsultos  esponen  que  un  Estado,  en  el  sentido  de  la 
Constitución,  solamente  es  parte  cuando  aparece  como  tal  en  los  autos, 
y  demanda  ó  es  demandado  en  su  capacidad  política.  No  es  bastante 
(¡ue  pueda  tener  algún  interés  en  una  causa  entre  otras  personas,  ó 
que  sus  derechos,  sus  facultades,  sus  pririlegios,  entren  en  ella  inci 
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dentahnente  en  cuestión.  Debe  figurar  como  demandante  ó  deman- 
dado, de  manera  que  la  sentencia  le  sea  obligatoria,  como  en  las  cau- 
sas ordinarias  lo  non  sobre  las  partes  litigantes.  La  controversia  se 
suscitó  en  ios  primeros  tiempos  del  Gobierno  de  la  Cnion  Ameri- 
cana, en  una  causa  entre  individuos  particulares,  una  de  cuyas  par- 
les sostenía  que  se  disputaba  estaba  en  Connecticut,  y  la  otra  que 
en  New-York,  y  la  Corte  declaró,  que  ninguno  de  los  dos  Estados  po- 
dia  ser  considerado  como  parte  en  el  juicio.  La  cuestión  se  ha  repro- 
ducido mas  tarde,  en  casos  más  ó  menos  análogos,  y  la  doctrina  fir- 
memente establecida  boy,  es:  que  un  Estado  no  es  paríe,  la  tierra  en 
el  sentido  de  la  Constituciones/  no  figura  como  tal  en  los  autos,  ya 
como  demandante,  ya  como  demandado. 

No  es  suficiente,  agregan,  que  tengan  un  interés  en  la  causa,  ó 
que  las  partes  sean  demandadas  ante  las  Cortes,  como  ajentes  del 
Estado,  que  hacen  reclamaciones  en  su  nombre,  Story.  Comentario^ 
libro  3^  pág.  142  y  143.  Kent.  Tomo  1^  Serie  16,  números  350 
V  331. 

Que  entre  tantos  casos  resueltos  en  el  mismo  sentido,  merece  men- 
cionarse la  demanda  entablada  por  el  Banco  de  Estados  Unidos, 
contra  Osborne  y  otros  empleados  del  Estado  de  Ohio,  que  ejecu- 
tando una  ley  de  este  Estado  exigieron  del  Banco  la  contribución 
de  cien  mil  pesos.  Se  pretendía  que  la  demanda  era  contra  el  Es- 
tado, por  el  interés  directo  é  inmediato,  que  le  afectaba,  aunque  no 
aparecía  en  autos;  y  la  resolución  fué  favoralJe  al  Banco,  declarán- 
dose, que  el  Estado  de  Oliio  no  era  parte,  y  condenando  á  los  em- 
pleados á  la  devolución  del  impuesto  cobrado.  (Story,  pág.  citada,  y 
nota  en  que  se  registra  la  admirable  esposicion  del  Presidente  Mars- 
cball,  en  dicha  causa). 

Que  las  decisiones  de  la  Suprema  Corle  Argentina  no  se  han  des- 
viado de  esta  sana  jurisprudencia,  y  aun  en  el  caso  de  estar  obligada 
una  Provincia  por  la  eviccion,  se  ha  declarado  que  ño  era  parle,  ín- 
terin no  apareciese  nominalniente  en  los  autos,  en  el  carácter  de 
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demandante  ó  demandada.  Tomo  8*^,  serie  l^  pá¿r.  156.  T.  7^,  páií. 
403,  T.  r,  pág.  74. 

Que  en  cuanto  al  carácter  de  cesionarios  que  han  invocado  los  re- 
matadores, para  acojerse,  sin  duda,  al  fuero  que  or¡¿rinariamente  le 
correspondia  á  la  Provincia  de  Córdoba,  que  es  la  ceden  te,  bastaria 
tener  en  consideración  lo  siguiente:  El  señor  Procurador  General, 
en  la  causa  lo2,  tomo  14,  serie  2%  ha  dicho  con  sobrada  razón:  <<que 
el  privilegio  meramente  personal  de  ocurrir  á  la  Justicia  Federal, 
no  puede  trasmitirse  en  virtud  de  la  cesión»  y  la  Suprema  Corte, 
fallando  esta  c«iusa,  en  que  trata  de  un  modo  especial  de  la  cesión, 
para  aplicar  el  artículo  8**  de  la  Ley  de  Jurisdicción,  llega  á  estas 
conclusiones: 

r^  Las  causas  entre  un  estranjero  y  un  ciudadano,  ó  entre  un  ve- 
cino de  la  Provincia  en  que  se  promueve  el  juicio,  y  un  vecino  de  esta 
Provincia,  corresponden  á  la  jurisdicción  nacional. 

2**  Pero  si  el  derecho  cuestionado  no  pertenece  originariamente, 
sino  por  cesión  al  que  lo  reclama,  para  que  se  surta  el  fuero  nacio- 
nal, es  necesario:  primero,  que  el  cesionario  personalmente  se  halle 
en  las  condiciones  necesarias  de  nacionalidad  ó  vecindad  con  res- 
pecto á  la  otra  parte;  segundo,  que  el  ceden  te  se  halle  en  las  mis- 
mas condiciones,  de  modo  que  él  mismo  hubiera  podido  promover  el 
juicio. 

3^  Las  cuestiones  entre  estranjeros  ó  entre  vecinos  de  una  misma 
Provincia,  son  siempre  estrailas  á  la  jurisdicción  nacional,  aun 
cuando  el  derecho  cuestionado  pertenezca  al  que  lo  reclama,  por  C6- 
sion  de  otra  persona  que  hubiera  podido  ocurrir  á  dicha  jurisdicción.  ^ 

Que  es  inútil  abundar  en  otras  consideraciones  para  patentizar 
que  el  fuero  que  corresponde  á  la  Provincia,  es  intrasmisible  y  qne 
los  simples  parliculares,  aun  cuando  hayan  comprado  el  derecho  á 
percibir  un  impuesto,  no  se  identifican  con  el  Estado  respecto  al 
fuero,  de  manera  que  deban  demandar  y  ser  demandados  ante  la 
Suprema  Corte,  lo  mismo  que  podría  hacer  la  Provincia. 
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En  virlud  délos  fundamentos  espuesios  y  de  conformidad  á  lo  pe- 
dido por  el  Procurador  Fiscal,  declaro:  que  este  Juzgado  es  compe- 
tente para  entender  en  la  presente  causa,  debiendo  evacuarse  el 
traslado  pendiente,  sin  especial  condenación.  Xotifíquese  con  el  ori- 
ginal y  repónganse  los  sellos. 

Rafael  Garda. 


VISTA  DKL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Marzo  4  de  18S5. 

Suprema  Corte: 

Los  fundamentos  de  la  sentencia  recurrida  son  de  toda  exactitud. 

La  competencia  del  Juzgado  es  indiscutible  por  razón  de  las  per- 
sonas, ya  que  no  lo  fuera  por  razón  de  la  materia. 

El  señor  Juez  observa,  muy  justamente,  que  solo  son  parte  en  el 
juicio,  á  los  efectos  del  fuero,  los  que  en  él  aparecen  como  deman- 
dantes ó  demandados.  La  acción  que  se  ejerce  á  nombre  de  los  es- 
tranjeros  cuya  representación  asume  el  procurador  Silveyra,  uo  es 
solidaria  con  la  de  los  ciudadanos  argentinos  que  otorgaron  conjun- 
tamente con  aquellos  el  poder  de  foja  12.  La  resolución  que  en  este 
juicio  recayera,  no  aprovechará,  sino  indirectamente  y  por  impli- 
cancia, á  los  que  no  son  parte  en  él  y  mediante  un  nuevo  juicio,  si 
á  ello  hubiere  lugar,  lo  que  no  es  de  esperarse,  sin  embargo. 

Muy  oportunamente  observa  también  el  señor  Juez  que  la  preten- 
sión de  declinar  la  jurisdicción  del  Juzgado  en  la  originaria  de  esta 
Corte,  es  contraria  á  la  jurisprudencia  establecida  por  V.  E.  en  nu- 
merosas decisiones.  Es  hoy,  en  efecto,  doctrina  vulgar,  que,  por  mas 
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inmediato  que  sea  el  interés  que  una  Provincia  tenga  en  una  causa, 
solo  es  de  esta  jurisdicción  originaria  cuando  en  el  juicio  ella  apa- 
rece directamente  como  demandante  ó  demandado. 

La  sentencia  recurrida  abunda  en  consideraciones  tan  estensas  y 
prolijas,  que  creo  escusado  detenerme  en  esforzarlas  y  me  limito  á 
pedir  su  confirmación. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprenia  Corte 


Buenos  Aires,  Marzo  17  de  1885. 

Por  SUS  fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido 
por  el  señor  Procurador  General,  en  su  precedente  vista,  se  con- 
firma, con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  una,  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOUOSTIAGa. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULAÜISLAO  FRÍAS. 
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tlAUi^A    XXXI 


D,  Mariano  Lalli  y  D.  Julián  MondaluniSy  contra  D,  Samuel  Palacion 
yC^,  por  devolución  de  pago  indebido;  sobre  incompetencia,  defecto 
legal  en  la  demanda  y  falta  de  personería. 


Sumario. — P  Corresponde  al  fuero  federal,  por  razón  de  mate- 
ria, la  causa  sobre  inconstitucionalidad  de  un  impuesto  creado  por 
leyes  provinciales. 

?*  A  los  efectos  del  fuero  solo  se  consideran  parte  en  el  juicio  las 
personas  cuya  representación  asume  el  apoderado,  prescindiendo  de 
las  otras  que  lian  intervenido  en  el  otorgamiento  del  poder. 

3*^  No  procede  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte  por 

el  interés  que  en  una  causa  tenga  una  Provincia,  si  esta  no  es 

parte  directa  en  el  juicio. 
4^  No  tiene  defecto  la  demanda  en  que  se  determina  la  petición, 

se  numeran  los  hechos  y  se  formula  una  acción  precisa. 

5**  La  falta  do  derecho  en  el  demandante  no  autoriza  la  escep- 
cion  dilatoria  de  falta  de  personería. 

6°  El  poder  para  pedir  se  declare  inconstitucional  una  ley  de  im- 
puesto, comprende  la  facultad  de  pedir  la  devolución  de  lo  pagado 
por  esa  causa. 


94  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Caso. — Varios  comerciantes,  nacionales  y  estranjeros,  dieron  po- 
der á  D.  Abrahara  Silveyra,  para  pedir  la  declaración  de  inconsti- 
tucionalidad  del  impuesto  sobre  belúdas  alcohólicas  creado  por  la 
ley  de  la  Provincia  de  Córdoba  de  12  de  Octubre  de  1883,  y  regla- 
mentado por  decreto  de  20  de  Diciembre  del  mismo  ano. 

D.  Abraham  Silveyra,  asumiendo  la  personería  de  dos  de  los  po- 
derdantes, 1).  Mariano  Lalli  y  D.  Julián  Mondalunis,  estranjeros,  y 
ale>(ando  que  hablan  sido  obli^^ados  á  pagar  dicho  impuesto,  de- 
mandó á  los  rematadores  de  éste,  D.  Manuel  Palacios  y  C%  argenti- 
nos, para  que,  previa  declaración  de  inconstilucionalidad  de  la  ley 
y  decreto  citado,  se  les  condenara  á  devolver  lo  cobrado,  con  inte- 
reses V  costas. 

Los  demandados  opusieron  las  escepciones  que  resolvió  el  si- 
guiente 


Fallo  del  •luez  Federal 


Córdoba,  Abril  3  de  1884. 

V'istas  las  diversas  escepciones  deducidas  por  los  Seíiores  «Sa- 
muel Palacios  y  C*s  argentinos,  en  la  demanda  intentada  por  el 
Dr.  D.  Abraham  Silveyra,  en  representación  de  los  Señores  Mariano 
Lalli  y  Julián  Mandalunis,  estranjeros,  para  que  se  declare  en  defi- 
nitiva inconstitucional  é  injusta  la  percepción  del  impuesto  estable- 
cido por  ley  de  12  de  Octubre  de  1883,  ordenándose  la  devolución 
de  lo  cobrado,  y  que  se  abstengan  los  rematadores  en  lo  sucesivo 
de  exigirlo. 

Sustanciadas  las  articulaciones  indicadas,  el  apoderado  de  los 
demandantes  solicita  no  se  haga  lugar  á  ellas,  con  costas,  y  el 
Sr.  Procurador  Fiscal,  por  lo  que  respecta  á  la  competencia  del  Tri- 
bunal, pide  sea  desestimada  la  declinatoria  de  jurisdicción,  por 
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cuanto  el  asunto  versa  sobre  la  inconstitucionalidad  del  impuesto 
cobrado;  y  el  caso  so  halla,  por  consiguiente,  esclusivamento  sujeto 
á  la  Justicia  Nacional. 


Las  escepciones  deducidas  son  de  diversa  naturaleza.  La  una  versa 
sobre  defecto  le;?al  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  ósea,  falta 
de  esplicacion  y  claridad  en  la  parle  petitoria;  las  otras,  sobre  falta 
de  personería  en  los  demandantes  y  en  su  procurador,  y  por  último, 
la  incompetencia  del  Juzgado. 

Esta  escepcion  que  se  encuentra  en  último  lugar,  es  la  que  debe 
ser  tratada  antes  que  las  otras  con  arreglo  al  articulo  83  de  la  ley 
de  Procedimientos,  pues  si  el  Juez  se  declara  competente,  resolverá 
al  mismo  tiempo  sobre  las  demás  estepciones  ditatorias  y  si,  por  el  con- 
trario, resultase  incompetente,  se  abstendría  de  toda  declaración 
respecto  de  las  otras  escepciones  deducidas. 

Es  forzoso,  pues,  investigar  ante  todo  la  competencia  ó  incompe- 
tencia del  Tribunal  y  examinar  para  ello  cuidadosamente  el  objeto 
y  alcance  de  la  demanda. 

A  foja  1*  vuelta  de  este  escrito  se  espresa,  que  lo  que  se  propone 
demostrar,  es:  que  el  articulo  1^  de  la  ley  sobre  impuesto  á  las  be- 
bidas, interpretado  como  lo  ba  sido  por  los  decretos  reglamentarios, 
es  riolatorio  del  articulo  10  de  la  Constitución  Nacional,  y  el  2**,  lo 
es  del  articulo  14,  En  el  cuerpo  del  escrito  se  trata  con  detención  de 
los  tópicos  propuestos,  y  en  la  primera  foja  y  en  su  conclusión,  se 
solicita  que  se  declare  inconstitucional  é  injusta  la  percepción  ó  cobro 
del  impuesto  enunciado,  hecho  á  los  demandantes,  ordenándose  á 
los  rematadores  la  devolución  de  lo  cobrado  y  de  lo  que  perciban 
en  adelante,  y  que  se  abstengan  en  lo  sucesivo  de  cobrar  la  indi- 
cada contribución. 
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En  un  otrosí  del  escrito  de  demanda,  se  espone:  que  la  causa 
corresponde  al  Juzgado  Seccional,  por  razón  de  la  materia,  pero 
que  conviene  á  los  interesados  justificar  también  que  surte  el  fuero 
federal  por  razón  de  las  personas,  y  al  efecto,  se  ofreció  y  produjo  la 
correspondiente  información,  que  se  tuvo  por  bastante  y  sin  perjui- 
cio, para  acreditar  que  el  caso  correspondía  á  la  jurisdicción  na- 
cional. 


II 


Bajo  un  doble  punto  de  vista,  pues  se  pretende  que  el  Juzgado  es 
competente:  1^  por  la  materia;  2^,  por  razón  de  las  personas.  Por 
lo  que  liace  á  la  materia,  es  un  principio  constitucional,  incontro- 
vertible, consignado  en  el  artículo  100  de  la  Constitución  Argen- 
tina, tomado  del  articulo  Bisección  2%  de  la  de  los  Estados  Unidos, 
que  el  conocimiento  y  decisión  de  todas  las  causas  que  versen  sobre 
puntos  regidos  por  la  Constitución,  corresponde  á  la  Corte  Suprema 
y  á  los  tribunales  inferiores  de  la  Nación.  Principio  que  reprodujo  la 
ley  sobre  jurisdicción  y  competencia,  en  el  artículo  2*^,  inciso  1**,  es- 
tableciendo que  los  Jueces  de  Sección  conocerán  de  las  causas  espe- 
cialmente regidas  por  la  Constitución  Nacional. 

La  Suprema  Corte  ha  interpretado  y  sostenido  el  principio  enun- 
ciado, en  toda  su  amplitud  y  trascendencia. 

En  la  causa  72,  tomo  1^  serie  1%  de  la  Colección  de  los  Fallos,  se 
afirma,  con  verdadero  magisterio,  que,  «según  el  artículo  iOO,  todas 
las  causas  que  versan  sobre  puntos  rejidos  por  la  Constitución,  son 
de  la  competencia  de  la  Corte  Suprema  y  de  los  Tribunales  inferio- 
res de  la  Nación;  disposición  que  abraza  la  universalidad  de  las 
cu  usas  de  esta  naturaleza,  sin  ninguna  escepcionx. 

La  Suprema  Corte,  en  este  fallo  de  los  mas  luminosos,  marcaba 
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las  palabras  todas  las  causas,  para  hacer  comprender  sii  designio;  y 
para  acentuar  todavía  mas  su  propósito,  agregaba,  que  dicha  dis- 
posición constitucional  abrazaba  la  universalidad  de  las  causas  de 
esta  naturaleza,  sin  ninguna  escepcion. 

La  jurisprudencia  que  así  se  establecía  en  la  primera  época  en 
que  funcionaba  aquel  alto  poder,  ha  continuado  inalterable,  y  se  hace 
innecesario  recordar  innumerables  fallos  que  reproducen  el  mismo 
principio.  Mencionaré,  sin  embargo,  los  que  se  encuentran  en  el 
lomo  9°,  serie  1*  causa  60;  y  tomo  12,  pág.  498,  de  la  2'*  serie. 

En  esta  última  causa,  es  demandada  la  Provincia  de  Entre-Ríos 
sobre  devolución  de  cantidades  percibidas  indebidamente  por  sus 
autoridades,  en  virtud  de  una  ley  inconstitucional,  y  se  declaró  por 
la  Suprema  Corte  que  la  resolución  de  la  cuestión  dependía  de  la  in- 
teligencia y  aplicación  de  una  cláusula  constitucional ,  y  que  corres- 
pondía ¡.or  tanto  á  la  Jurisdicción  Nacional,  por  la  naturaleza  del 
asunto  é  independientemente  de  la  vecindad  ó  nacionalidad  de  los  liti- 
gantes; que  si  las  cuestiones  de  este  género  eran,  en  general^  de  la 
competencia  de  los  Jueces  de  Sección  cuando  era  parte  una  Provincia^ 
como  en  el  caso  en  cuestión  de  que  se  trataba^  su  conocimiento  corres- 
pondía originariamente  á  la  Corte  Suprema. 

El  Sr.  Procurador  Fiscal,  dictaminando  en  esta  causa,  habia  dicho: 
La  competencia  del  Tribunal  en  el  presente  caso  es  notoria  por  la 
simple  razón  de  la  materia,  aun  cotí  prescindencia  de  las  personas, 
pues  se  trata  de  un  punto  especialmente  regido  por  la  Constitución. 

En  la  otra  causa  69,  del  tomo  9^  1"^  serie,  ya  citada,  se  declara 
que  los  Tribunales  Nacionales  son  competentes  toda  vez  que  se  trata 
de  derechos  impuestos  contra  la  Constitución  Nacional  por  los  auto- 
ridades encargadas  de  legislar  sobre  esa  materia  en  las  Provincias. 
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III 


La  doctrina  enseñada  por  los  comentadores  mas  respetables  de 
ia  Constitución  Americana,  acaba  por  arrojar  nna  vivísima  luz  sobre 
la  jurisdicción  atrilmida  á  los  Tribunales  de  la  Nación  en  todos  los 
casos  que  emanan  de  la  Constitución,  ó  son  especialmente  regidos 
por  ella.  La  conveniencia  de  semejante  jurisdicción,  dicen,  « se 
apoya  en  la  sencilla  consideración  do  que  siempre  debe  baber  al- 
guna re^da  constitucional  para  bacer  efectivas  las  disposiciones  cons- 
titucionales. ¿Qué  importarían,  por  ejemplo,  las  restricciones  sobre 
la  autoridad  de  las  legislaturas  de  los  Estados,  sin  algún  modo  cons- 
titucional de  bacer  efectiva  su  observancia?  Por  la  Constitución 
probibese  á  los  Estados  el  bacer  diversas  cosas,  algunas  de  las  cuales 
son  incompatibles  con  los  intereses  de  la  Union,  otras  con  su  paz  y 
seguridad,  otras  con  los  principios  de  buen  gobierno.  La  imposición 
de  derechos  sobre  artículos  importados,  la  declaración  de  guerra  y  la 
emisión  de  papel  moneda,  son  ejemplos  de  cada  clase.  Ningún  bom- 
bre  de  buen  sentido  ba  de  creer,  agregan,  que  semejantes  prohibi- 
ciones serian  escrupulosamente  observadas,  sin  alguna  facultad  efec- 
tiva en  el  Gobierno  que  contuviese  ó  corrigiese  sus  infracciones.  La 
facultad  debe  ser. . . .  una  autoridad  en  las  Cortes  Nacionales  para 
desvirtuar  aquellas  leyes  que  estén  manifiestamente  en  contradic- 
ción con  la  Constitución» Story,  Lib.  3^;  Comentarios pág.  191  y 

192,  traducción  de  Cantilo.  Kent,  tomo  ^^  Sección  15,  n°  392. 

Este  célebre  comentador,  en  la  parte  citada,  consigna  estas  elo- 
cuentes palabras,  á  propósito  del  caos  que  se  produciría,  si  los  Tri- 
bunales de  la  Nación  careciesen  de  la  jurisdicción  de  que  se  trata. 
«Para  precaver  tanto  daño  y  ruina,  dice,  la  Constitución  de  los  Es- 
lados  Unidos,  del  modo  mas  sabioy  claro,  confirió  al  Departamento 
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Judicial  la  facultad  de  interpretar  la  Constitución  y  las  leyes  en 
todos  los  casos  y  precaverlas  de  toda  violación,  tenga  de  donde  viniere, 
en  cuanto  las  decisiones  judiciales  puede  preservarlas». 

De  cuanto  queda  enunciado  resulta,  tan  esencial  como  incontro- 
vertible, la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  en  todas  las 
causas  que  versan  sobre  puntos  re^^idos  por  la  Constitución  y  por 
consiguiente,  cuando  la  decisión  del  caso  depende  de  la  inteligencia  y 
aplicación  de  una  cláusula  constitucional,  ó  se  trata  de  impuestos 
creados  por  las  Provincias  que  se  dicen  repugnantes  á  la  Constitución. 

Kn  todos  estos  casos,  como  espresa  con  mucho  acierto  la  Suprema 
Corte  en  el  fallo  citado  del  tomo  12,  serie  2",  corresponde  su  conoci- 
miento á  los  Jupces  de  Sección,  sin  perjuicio  de  los  casos  de  escep- 
cion  atribuidos  originariamente  á  su  decisión,  como  cuando  un  Es- 
tado es  parte.  Tal  decisión  es  la  espresion  terminante  del  artículo 
2^  inciso  1°  de  la  ley  de  Jurisdicción  y  competencia,  y  surje  es- 
pontáneamente de  los  artículos  100  y  101  de  la  Constitución. 


IV 


Ahora  bien,  y  antes  de  descender  al  caso  sub  judiee  ¿cuáles  son 
las  causas  especialmente  regidas  ó  que  versan  sobre  puntos  regidos 
por  la  Constitución^ 

Siendo  esto  tan  obvio  y  relacionándose  con  principios  elementa- 
les, me  concretaré  á  esponer  sucintamente  la  doctrina  de  los  juris- 
consultos. —  Tucker,  en  sus  Comentarios,  dice:  « (jue  estando  enu- 
meradas todas  las  facultades  concedidas  al  Gobierno  Federal,  ó 
prohibidas  á  los  Estados,  los  casos  que  emanan  de  la  Constitución 
pueden  ser  aquellos  que  emanan  de  facultades  delegadas  en  el  Go- 
bierno Federal  ó  prohibidas  á  los  de  los  diversos  Estadosy>. 

Para  patentizar  su  doctrina,  enumera  varios  casos  y  agrega,  po- 
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drian  enumerarse  muchos  otros  que  caerían  bajo  dicha  cláusula; 
«Como  si  á  un  ciudadano  de  un  Estado  se  le  negasen  ios  privilegios 
de  ciudadano  en  otro. ...  si  un  Estado  acuñase  moneda  y  la  decla- 
rase promesa  legal  en  pago  de  deudas,  la  validez  de  dicha  promesa, 
si  se  hacia,  caería  dentro  del  sentido  de  esta  cláusula.  Asi  también, 
s¿  un  Estado,  sin  el  consentimiento  del  Congreso  estableciese  cualquier 
derecho  sobre  efectos  importados,  la  cuestión  sobre  la  validez  de  ese 
actOy  si  fuese  disputada,  entrarla  en  el  sentido  de  esta  clásula  y  no 
de  ninguna  otra » . . .  —  Tacker,  Comentarios  418,  419.  —  2  Elliots 
«  Debates»  380,  383,  390,  400,  418,  419.  Madison  en  Virginia  Reso- 
ílutions  and  Reports». 

Con  mayor  espresion,  si  se  quiere,  pero  en  la  mas  completa  con- 
formidad, dice  Story,  en  la  parte*  antes  citada  página  93:  «  Casos 
que  emanan  de  la  Constitución  en  contraposición  de  aquellos  que 
emanan  de  las  leyes  de  los  Estados  Unidos,  son  los  que  emanan  de 
las  facultades  conferidas,  de  los  privilegios  concedidos^  de  derechos 
reclamados  de  protección  garantida,  ó  de  prohibiciones  contenidas 
en  la  misma  Constitución  j» Enumera  también  los  casos  ya  enu- 
merados por  Tucker  y  algunos  otros,  para  patentizar  la  doctrina 
espuesta. 


V 


Examinado  ya  el  sentido  jurídico  de  la  cláusula  constitucional 
respecto  á  las  causas  que  deben  considerarse  especialmente  regidas, 
observemos  si  en  la  cuestión  promovida  hay,  en  efecto,  un  caso  re- 
gido por  la  Constitución.  Los  demandantes  alegan  que  la  ley  del  12 
de  Octubre  que  sanciona  el  impuesto  sobre  las  bebidas,  interpretada 
como  ha  sido  por  los  decretos  reglamentarios  del  Poder  Ejecutivo, 
es  contraria  á  los  artículos  10  y  14  de  la  Constitución. 
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Se  fundan  para  ello,  en  que  por  el  artículo  1*^  de  dicha  ley,  se 
grava  la  circulación  de  los  productos  cuando  por  el  artículo  10  de 
la  Constitución  es  libre  de  derechos  la  circulación  de  los  efectos  de 
producción  ó  fabricación  nacional,  así  como  la  de  los  géneros  y  mer- 
cancías de  todas  clases  despachadas  en  las  aduanas  exteriores. 

Se  trata,  pues,  de  la  inteligencia  y  aplicación  de  una  cláusula  cons- 
tiiucionaly  de  una  protección  garantida,  de  profnbiciones  contenidas 
en  el  artículo  108  de  la  Constitución. 

En  concepto  de  los  demandantes,  el  remate  que  se  ha  hecho  del 
impuesto  sobre  las  bebidas,  importa  un  privilegio  acordado  á  los  re- 
matadores para  comerciar  en  el  ramo  indicado,  un  monopolio,  una 
especie  de  estanco  que  pugna  directamente  con  el  artículo  14  de  la 
Constitución,  que  garante  el  derecho  de  comerciar,  de  trabajar  y  de 
ejercer  toda  industria  licita. 

Estas  enunciaciones  tienen  por  único  objeto,  demostrar  que  se 
trata  de  un  caso  regido  por  la  Constitución,  y  de  ninguna  manera, 
anticipar  opinión  alguna  sobre  la  justicia  que  pueda  entrañar  seme- 
jante demanda.  La  jurisdicción,  pues,  del  Juzgado  es  incontroversi- 
ble  ratione  materiw. 

Innecesario  seria,  después  de  este  resultado  á  que  hemos  llegado, 
ocuparse  de  la  competencia  pcyr  razón  de  las  personas;  empero,  como 
los  demandantes  aducen  también  la  diversa  nacionalidad  para  aco- 
jerse  al  fuero  federal,  no  debo  prescindir  por  completo  de  este  punto. 

Ella,  sin  embargo,  ha  sido  tratada  con  detención  en  el  auto  pro- 
nunciado eil  diez  y  ocho  de  Febrero  último,  en  la  causa  promovida 
por  el  mismo  Dr.  Silveyra,  en  representación  de  varios  comercian- 
tes, contra  los  señores  rematadores  ««Palacios  y  C*^)»,cuyo  espediente 
ha  sido  elevado  á  la  Suprema  Corte  por  la  apelación  interpuesta. 
En  tal  virtud,  carecería  de  objeto  la  repetición  de  los  principios  y 
doctrinas  espuestos  en  aquella  ocasión;  debiendo  por  lo  mismo  limi- 
tarme, á  darlos  por  reproducidos,  declarando  ahora  como  antes,  que 
este  Tribunal  es  también  competente  por  razón  de  las  personas. 


102  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


VI 


Ha  llegado  la  oporluoidad  de  mencionar  las  objeciones  aducidas 
para  desconocer  la  jurisdicción  del  Tribunal.  En  primer  lugar,  se 
observa,  que  la  ley  en  cuestión  solo  grava  el  consumo,  y  por  consi- 
guiente, es  notoria  su  conslitucionalidad,  correspondiendo  al  Juz- 
gado declarar  su  incompetencia. 

La  resolución  que  se  pide  sobre  si  ^rava  el  consumo  ó  la  circula' 
don;  si  la  ley  es  ó  no  constitucional,  que  es  la  base  y  fundamento 
de  la  cuestión,  importará  fallar  el  pleito  sin  observar  tramitación 
alguna,  ni  aun  las  mas  esenciales;  y  semejante  procedimiento  será 
inconcebible  y  radicalmente  nulo. 

En  segundo  lugar,  se  observa,  que  en  la  hipótesis  de  que  la  regla- 
mentación de  la  ley  fuese  contraria  á  la  Constitución,  por  abusos  ó 
errores  cometidos,  los  Tribunales  Nacionales  carecen  de  jurisdicción 
para  conocer  en  causas  semejantes,  pues  los  avances  y  aun  las  arbi- 
trariedades ejecutadas  por  los  Podycs  administrativos  de  la  Pro- 
vincia, son  judiciables  ante  los  propios  Tribunales.  Inútil  es  recor- 
dar la  jurisprudencia  ya  consignada,  sometiendo  á  los  Tribunales  de 
la  Nación  todos  los  casos  que  emanan  de  la  Constitución,  sean  leyes 
ó  decretos,  con  los  cuales  se  violan  las  garantías,  facultades  ó  privi- 
legios acordados  ó  prohibiciones  contenidas  en  aquel  Código.  Story, 
en  las  notables  palabras  que  antes  so  transcribieron,  decia,  que  ia 
Justicia  Nacional  tiene  la  misión  importantísima  de  preservar  la 
Constitución,  y  las  leyes  de  toda  violación,  venga  de  donde  viniere 
el  ataque. 

El  seflor  Procurador  General,  al  espedir  su  dictamen  en  las  causas 
14  y  24,  tomo  8^,  serie  2^  reconoce  que  los  Estados  deben  hacer 
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cumplir  sus  propias  leyes,  pero  agrega,  que  la  Justicia  Nacional  lia 
sido  creada  para  revisar  esas  leyes,  toda  vez  que  en  su  aplicación  á 
personas  ó  cosas  violasen  la  Constitución  General,  las  leyes  ó  tratados 
de  la  Nación.  Poco  importa,  por  consiguiente,  que  las  violaciones  de 
garantías  ó  prohibiciones,  procedan  de  actos  administrativos,  y  que 
hayan  lomado  su  origen  en  errores  ó  avances  cometidos  por  autori- 
dades de  Provincia. 

Los  Fallos  de  la  Suprema  Corte  que  se  invocan  á  este  propósito, 
no  favorecen  la  intención  de  los  demandados.  En  la  causa  09,  tomo 
9^  serie  'l^ya  recordada,  se  declara  terminantemente  la  competen- 
cia de  los  Tribunales  Nacionales,  toda  vez  que  se  trata  de  derecho» 
impuestos  contra  la  Constitución  por  las  autoridades  encargadas  de 
legislar  sobre  esa  materia  en  las  Provincias,  si  bien  en  cuanto  á  los 
avances  ó  abusos  cometidos  por  empleados  ó  corporaciones  de  di- 
chas Provincias  en  sus  actos  administrativos,  debe  ocurrirse  á  sus 
superiores:  La  doctrina  de  esta  última,  en  contraposición  á  la  ante- 
rior, debe  naturalmente  entenderse,  cuando  en  dichos  actos  admi- 
nistrativos no  se  violase  la  Constitución  Nacional,  leyes  y  tratados 
ó  como  se  espresa  en  la  causa  iS,  tomo  7^  serie  1%  citada  también 
por  los  demandados,  mientras  solo  perjudiquen  los  actos  referidos  á 
individuos  ó  intereses  locales.  Además,  en  la  causa  o6,  tomo  10,  2*  se- 
rie, invocada  al  mismo  propósito,  establece  el  Juez  de  Sección,  que 
la  justicia  nacional  es  á  todas  luces  competentes,  para  conocer  en 
todo  asunto  referente  á  una  ley  de  Provincia,  que  contrarié  un  prin- 
cipio cualquiera  constitucional  ó  ley  del  Congreso  ó  tratado  con  las 
demás  naciones. 

En  consecuencia,  todo  acto  refractario  de  la  Constitución,  aun 
cuando  proceda  de  autoridades  ó  empleados  provinciales  siempre 
que  constituya  un  caso  regido  por  la  Constitución,  cae  bajo  la  juris- 
dicción de  los  Tribunales  Nacionales.  En  tercer  lugar,  se  espone, 
que  son  varios  los  poderdantes,  ya  nacionales,  ya  estranjeros,  que 
han  otorgado  mandato  al  Dr.  Silveyra,  habiéndose  elegido  dos  de 


104  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

los  Últimos  con  el  espreso  desi'i^nio  de  hacer  entrar  el  caso  en  la 
Jurisdicción  Federal;  y  que  mientras  tanto,  á  todos  los  mandantes, 
afectarán  los  resultados  del  juicio.  Se  enuncia  aun  que  los  Tribuna- 
les Nacionales  no  pueden  estorbar  la  percepción  da  los  impuestos 
Provinciales,  que  ellos,  (los  demandados)  son  cesionarios  de  la  Pro- 
vincia; y  finalmente,  que  son  incompetentes  los  Tribunales  de  la 
Nación  para  entender  en  el  cobro  de  contribuciones  provinciales. 

Diré  brevemente  á  estas  observaciones:  el  Juez,  á  los  objetos  del 
fuero,  solo  dede  considerar  á  las  partes  litigantes,  á  los  que  apare- 
cen en  autos  como  demandantes  ó  demandados;  y  es  solo  á  estos  que 
afecta  la  sentencia.  Los  demás  que  hayan  conferido  idéntico  man- 
dato, aun  cuando  sea  en  el  mismo  acto,  pero  que  no  litiguen,  son 
enteramente  estraños  al  juicio  y  á  la  resolución  que  en  él  recaiga. 

En  cuanto  á  la  cesión  de  los  derechos  de  la  Provincia  y  al  cobro 
de  impuestos  que  se  invocan,  se  ha  dicho  lo  suficiente  en  la  senten- 
cia recordada  de  fecha  18  de  Febrero  último,  considerandos  10°  v 
12°  y  se  hace  inútil  abundar  al  respecto  en  otras  consideraciones; 
debiendo  notarse  que  no  se  trata  al  presente  del  cobro  de  impues- 
tos, sino  de  la  inconstitucionalidad  de  la  ley  de  su  creación.  Tam- 
poco se  pretende  que  el  Juzgado  de  Sección  estorbe  su  percepción, 
ínterin  no  se  declare  inconstitucional  dicha  ley,  por  los  Tribunales 
competentes. 


VII 


Después  de  haber  analizado  las  objeciones  referidas,  y  de  haber 
dejado  establecida  la  competencia  de  este  Juzi/ado,  corresponde  exa- 
minar las  demás  escepciones  dilatorias  que  se  ha  deducido. 
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La  primera  versa,  como  ya  se  dijo,  sobre  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  la  demanda,  ó  sea  falta  de  esplicacíon  y  claridad  en  el 
objeto  de  la  demanda.  La  Suprema  Corte  ha  decidido,  en  el  tomoo*^, 
serie  1%  pág.  181,  que  para  que  una  demanda  sea  desechada  como 
oscura,  es  necesario  que  no  formule  acción  alguna,  ni  tenga  petición 
determinada:  y  en  el  tomo  12,  pág.  208,  que  no  hay  defecto  legal  en 
la  demanda  cuando  contiene  la  enunciación  de  los  hechos  y  la  peti- 
ción precisa. 

Ahora  bien,  según  lo  que  dejo  enunciado,  la  demanda  en  todo  su 
contesto,  al  principio  y  al  fin  de  ella,  revela  de  una  manera  inequí- 
voca que  se  dirije  á  pedir  se  declare  inconstitucional  el  impuesto 
sobre  las  bebidas,  ó  su  percepción,  porque  grava  la  circulación  y 
viene  á  crear  un  privilegio,  algo  como  un  estanco  en  favor  de  los  re- 
matadores; y  en  su  mérito,  se  solicita  la  devolución  de  lo  pagado  y 
de  lo  que  en  lo  sucesivo  se  pagare  á  los  rematadores  por  razón  de 
dicho  impuesto,  etc.  El  Sr.  Procurador  Fiscal  ha  comprendido,  desde 
el  primer  momento,  que  de  esto  se  trataba  y  analizando  con  calma 
y  sin  preocupación  alguna  la  demanda  interpuesta,  ha  notado  que 
hay  petición  determinada,  se  enumeran  los  hechos  y  se  formula  una 
acción  precisa.  Luego  no  hay  deíecíOj  ni  oscuridad  en  el  modo  de 
proponerla. 

La  segunda  escepcion  es  sobre  falta  de  personería  en  los  deman- 
dantes, pues  que,  se  dice,  el  impuesto  es  pagado  por  el  consumidor, 
y  los  comerciantes  no  hacen  mas  que  anticiparlo.  Analicémosla.' 

Esta  escepcion  tiene  lugar  cuando  el  actor  carece  de  capacidad 
legal  (serie  2*,  tomo  1**,  pág.  34,  Fa//os):  ó  como  se  espresan  los 
jurisconsultos,  cuando  carece  de  sano  juicio,  es  menor  de  edad,  ó  no 
tiene  administración  de  sus  bienes,  ó  es  mujercasada,^íc.,é»ío:  (Es- 
toves Saguí.  Tratado  elemental,  n°  208  y  siguientes.  Castro,  Prác- 
tica Forense,  n"*  9  á  13 ). 

En  los  motivos  que  se  indican  para  fundar  la  escepcion  mencio- 
nada, no  se  encuentra  causa  alguna  de  las  referidas  que  consti- 

T.  XIX  b 
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tuya  su  incapacidad  á  los  demandantes.  La  observación  de  que  los 
comerciantes  no  pagan  el  impuesto  sino  el  consumidor,  no  es  ni 
puede  estimarse  jamás  como  escepcion  dilatoria;  y  su  dilucidación 
corresponde  á  lo  principal  del  asunto  en  la  estación  conveniente. 
Serie  2%  tomo  lo,  págs.  9,  80  y  86. 

La  tercera  escepcion  consiste  en  la  falta  de  personería  del  Dr.  Sil- 
veyra,  para  pedir  la  devolución  del  impuesto;  pues  los  poderes  con- 
feridos no  lo  autorizan  al  efecto;  y  el  mandato  especial  para  ciertos 
actos  de  una  naturaleza  determinada,  debe  limitarse  á  los  actos 
para  los  cuales  ha  sido  dado,  y  no  puede  estenderse  á  otros  actos 
análogos,  aunque  estos  pudieran  considerarse  como  consecuencia 
natural  de  los  que  el  mandante  ha  encargado  hacer. 

Desde  luego  eliminaremos  al  S.  Lallí  de  esta  controversia,  porque 
la  ratificación  que  ha  hecho  del  escrito  de  demanda  en  términos  es- 
plícitos,  cubre  y  subsana  cualquier  deficiencia  del  poder.  La  cues- 
tión, pues,  solo  presenta  términos  hábiles  respecto  al  Sr.  Mandalu- 
nis,  porque  en  el  instrumento  de  poder  dice  que  lo  confiere,  para 
que  se  obliga,  en  el  juicio  correspondiente  á  la  nulidad  de  la  ley  y 
decreto  reglamentario;  y  de  aquí  deducen  los  demandados  que  el 
Dr.  Silveyra  carece  de  personería  para  solicitar  la  devolución  del 
impuesto  celebrado;  puesto  que  esto  importaría  estenderlo  á  actos 
análogos. 

Para  esplicar,  aunque  brevemente,  el  verdadero  sentido  en  nues- 
tro articulo,  mencionemos  la  doctrina  de  los  Sres.  Aubry  y  Rau  en 
el  §  412  cerca  del  fin,  de  donde  sib  ha  copiado  á  la  letra  dicho  ar- 
tículo, citándolo,  ademas,  el  codificador  como  única  concordancia. 
Los  autores  citados,  después  de  las  palabras  que  forman  el  articulo, 
continúan  en  estos  términos:  asi,  <el  poder  de  transigir  no  dá  el  de 
comprometer,y  el  poder  do  vender  no  importa  de  hipotecar.  Así  tam- 
bién, el  poder  de  vender  un  inmueble,  no  confiere,  en  general,  el 
de  recibir  el  precio». 

«Sin  embargo,  prosiguen,  el  poder  de  concluir  un  negocio  deter- 
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minado,  autoriza  al  mandalario  á  practicar  todos  los  actos  jurídicos, 
que  según  la  naturaleza  de  este  negocio  se  encuentran  virtualmente 
comprendidos,  como  medios  de  ejecución  ó  como  consecuencias  ne- 
cesarias del  mandato».  Dnranton,  tomo  12,  n^  51,  Zaciiarii»,  §  413, 
y  nota  7%  Pothier  De  las  Obligaciones,  n°  477.  Larombiere».  De  las 
Obligaciones,  tomo  3^,  pág.  88,  n**  6.» 

El  Dr  Segovia,  en  la  nota  29  al  artículo  16,  le  dá  la  misma  é  idén- 
tica interpretación  que  los  autores  mencionados,  copiando  sus  pa- 
labras. 

Esta  interpretación  no  se  halla  en  contradicción  con  el  texto,  por- 
que en  este  se  liabla  de  actos  análogos  que  pudieran  considerarse 
como  consecuencia  natural,  y  en  la  limitación  de  los  jurisconsultos 
citados,  tratábase  de  los  actos  jurídicos  virtualmente  comprendidos^ 
según  la  naturaleza  del  negocio  y  como  consecuencia  necesarias  del 
mandato. 

Esto  es  de  buen  sentido  y  concuerda  también  con  los  artículos  13, 
9  V  37  «Del  mandato» . 

Si  descendemos  á  la  aplicación  del  poder  otorgado  por  Mandalu- 
nis,  resulta  que  no  se  ha  dado  para  un  acto  especial,  como  transi- 
gir, comprometer  en  arbitros,  hipotecar,  etc.,  sino  para  entablar  un 
pleito  á  objeto  de  hacer  anular  la  precitada  ley  y  su  reglamenta- 
ción; mas,  en  la  suposición  que  así  fuese,  trátase  de  actos  virtual- 
mente comprendidos,  de  consecuencias  necesarias,  de  medios  de 
ejecución;  pues  no  puede  presumirse  racionalmente  y  antes  bien  lo 
prohibe  la  ley,  que  se  intente  un  pleito  para  la  mera  declaración  de 
nulidad,  reservándose  seguir  otro,  terminado  el  primero,  para  la 
devolución  de  lo  pagado  por  el  impuesto.  Esta  es  una  inducción  ó 
consecuencia  necesaria  que  se  liga  intimamente  con  la  demanda 
sobre  inconstitucionalidad  de  la  ley  de  impuestos  precitada  y  por 
consiguiente,  resulta  virtualmente  implícita  en  el  poder. 

En  virtud  de  los  fundamentos  espuestos  y  de  conformidad  á  lo 
pedido  por  el  Sr.  Procurador  Fiscal,  declaro:  que  este  Juzgado  es 
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competente  para  entender  en  la  presente  causa;  no  haciéndose  lu- 
gar á  las  demás  excepciones  dilatorias  interpuestas,  con  costas.  No- 
lifíquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 


Rafael  Garda, 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR   GENERAL 


Buenos  Aii-es,  Marzo  2  de  1885. 

Suprema  Corte : 

Poco  ó  nada  podría  agregar  á  la  elaborada  y  estensisima  senten- 
cia recurrida.  El  Señor  Juez  de  Sección  ha  examinado  los  puntos  de- 
batidos, bajo  todos  sus  aspectos  y  puede  bien  decirse,  ha  agotado  la 
materia,  que  por  otra  parte,  no  ofrecia  mayor  dificultad. 

La  competencia  del  Juzgado  es  notoria  é  indiscutible,  asi  por 
razón  de  la  materia,  como  por  razón  de  las  personas. 

Por  razón  de  la  materia,  porque  nada  afecta  mas  directamente 
los  intereses  generales  de  la  Nación,  ni  está  mas  especialmente  re- 
gido por  la  Constitución  y  las  leyes  del  Congreso,  que  la  materia  de 
impuestos. 

El  Señor  Juez  observa,  con  sobrada  razón,  en  cuanto  á  las  perso- 
nas, que  solo  son  parte  en  el  juicio,  á  los  efectos  del  fuero,  los  que 
aparecen  en  autos  como  demandantes  ó  demandados.  Es  indudable 
que  la  declaración  de  inconstitucionalidad  aprovechará  á  los  argen- 
tinos que  otorgaron  el  poder  de  foja  3,  conjuntamente  con  los  es- 
trangeros,  á  cuyo  nombre  se  sigue  la  acción;  pero  nó  en  virtud  de 
la  solidaridad  que  emana  del  poder,  sino  en  la  forma  que  aprove- 
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charia  á  nacionales  y  estrangeros  interesados  en  no  pagar  el  im- 
puesto que  se  ataca  como  repugnante  á  la  Constitución. 

Con  doble  razón  rechaza,  por  otra  parte,  el  Juzgado  la  doctrina 
en  cuya  virtud  pretende  el  demandado  se  dirija  la  acción  contra  la 
Provincia  de  Córdoba.  V.  E.  ha  declarado,  en  repetidas  ocasiones, 
que  una  Provincia  solo  es  parte,  cuando  directamente  aparece  en  el 
juicio,  como  demandante  ó  demandado,  por  mas  inmediato  que  sea 
el  interés  que  en  la  causa  pueda  tener. 

Escusando  consideraciones  aducidas  ya  por  el  Juzgado,  termino 

pidiendo  la  confirmación  de  su  sentencia. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  Suprema  Cilorte 

Buenos  Aires,  Marzo  17  de  1885. 

Por  SUS  fundamentos,  y  de  conformidad  por  lo  espuesto  y  pedido 
por  el  Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se  confirma, 
con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  cinco;  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvase. 

J.    B.   GOROSTIAGA.  —  ü  LADISLAO   FRÍAS.  — 
S.  M.  LASPIUR.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
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C.AUíSA   XXXll 


El  Banco  Nacional,  en  recurso  contra  la  sentencia  de  graduación^ 
dictada  en  el  concurso  de  D.  Melchor  G.  Rom, 


Sumario. — 1**  Puesta  en  cuestión  la  inteligencia  de  la  ley  de  crea- 
ción del  Banco  Nacional,  que  es  ley  del  Congreso,  de  la  resolución 
dada  en  contra  del  derecho  pretendido  por  este  por  el  Tribunal  Su- 
perior de  la  Capital,  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte. 

2°  El  Banco  Nacional  no  puede  estar  en  el  mismo  grado  que  el 
de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  si  el  crédito  de  este  es  anterior  en 
fecha. 


Caso.  —El  Banco  Nacional,  con  créditos  posteriores  en  fecha  álos 
del  Banco  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  pretendió  ser  colocado 
en  la  sentencia  de  graduación  del  concurso  de  D.  Melchor  G.  Rom, 
en  el  mismo  grado  de  aquel. 

Los  Tribunales  de  la  Capital  no  hicieron  lugar  a  su  pretensión,  y 
el  Banco  Nacional  apeló  para  ante  la  Corte  Suprema. 


Fallo  de  la  Suprema  Cilorte 


Buenos  Aires,  Marzo  17  de  1885. 

Resultando  que  en  apoyo  del  privilegio  que  pretende  tener  el  Banco 
Nacional,  ha  invocado  la  ley  de  su  creación,  que  es  una  ley  del  Con- 
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greso;  que  con  este  motivo  se  ha  puesto  en  cuestión  ante  los  Tribu- 
nales de  la  Capital  la  verdadera  inteligencia  de  dicha  ley,  y  la  de- 
cisión ha  sido  contra  el  derecho  pretendido  por  el  Banco:  se  declara 
haber  lugar  al  recurso  interpuesto,  de  conformidad  con  el  inciso 
tercero,  artículo  catorce  de  la  ley  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres, 
sobre  jurisdicción  y  competencia.  Y  considerando,  en  cuanto  al  fondo 
del  recurso,  que  la  Cámara  de  lo  Civil  de  la  Capital  ha  interpretado 
correctamente  la  ley  de  creación  del  Banco,  al  negar  á  este  estable- 
cimiento el  privilegio  que  pretendía,  por  no  hallarse  en  las  mismas 
condiciones  que  el  Banco  de  la  Provincia,  se  confirma,  por  sus  fun- 
damentos, la  sentencia  apelada  y  devuélvanse,  previa  reposición  de 
sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS.— S.  M.  LASPIUR. 


H2  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


CAUSA  XXXlll 


D.  Teófilo  Meyer  y  C\  contra  D.  Andrés  Mieli;  sobre  falsificación 

de  marcas  de  fábrica. 


Sumario.  —  No  son  sujetos  á  pena  los  espendedores  de  mercade- 
rías con  marca  falsificada,  que  indican  de  quien  las  hubieron,  y  con- 
tra los  cuales  no  se  prueba  el  dolo  ó  la  complicidad  para  favorecer 
la  falsificación. 


Caso.  —  Lo  esplica  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  10  de  1S84. 

Vistos  estos  autos  para  dictar  sentencia  definitiva  y  resultando: 
1^  Que  en  lo  de  Octubre  del  año  próximo  pasado,  se  presentaron 
al  Juzgado  los  Sres.  Teófilo  Meyer  y  C*,  en  su  calidad  de  únicos 
agentes  déla  Compañía  General  de  Agricultura  de  las  viñas  del  alto 
Douro,  esponiendo:  que  en  el  almacén  de  D.  Andrés  Mieli,  se  es- 
pendia  al  público  un  vino  con  marca  falsificada,  de  la  propiedad  de 
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la  Compañía  que  representan;  que  la  fasíficacion  están  audaz,  que 
como  puede  verse  en  el  diario  que  adjuntan,  los  vendedores  anun- 
cian ¿rl  público  la  venta  de  vinos  de  Oporto,  con  la  marca  mencio- 
nada y  á  precios  reducidos,  causando  con  esto  un  perjuicio  graví- 
simo, cuyas  consecuencias  difícil  es  prever;  que  acompañan  un 
certificado  de  la  oficina  de  Marcas  de  Comercio  de  la  República, 
para  acreditar  la  propiedad  de  sus  representados  y  una  botella  del 
vino  que  se  espende  con  la  marca  fasificada,  con  su  etiqueta  corres- 
pondiente, por  la  que  se  puede  notar  la  insignificante  diferencia  que 
hay  entro  las  dos  marcas;  que  los  falsificadores  no  han  omitido  si- 
quiera el  detalle  de  tomar  el  nombre  de  Teófilo  Meyer  y  C*,  como 
únicos  agentes  de  la  Compañía  nombrada;  que  en  vista  de  lo  es- 
puesto, piden  contra  el  falsificador  se  le  condene  á  las  penas  esta- 
blecidas en  el  artículo  28,  incisos  1°  y  4^  de  la  ley  de  la  mate- 
ria. 

2^  Que  á  foja  19,  D.  Andrés  Mieli,  evacuando  el  traslado  de  la  de- 
manda espone,  que  por  toda  contestación  á  los  cargos  que  trata  de 
hacerle  el  actor,  como  supuesto  falsificador  de  los  vinos  que  espende 
como  representante  de  la  casa  que  menciona,  acompaña  la  cuenta 
y  recibo  de  la  casa  Sres.  Brunengo  y  compañía,  por  la  que  resulta 
que  ellos  son  los  que  venden  el  vino  á  que  hace  referencia  el  deman- 
dante; que  para  mayor  abundamiento  debe  agregar  que  el  día  en 
que  tuvo  lugar  el  embargo  decretado  por  el  Juzgado,  estando  pre- 
sente en  este  acto  un  dependiente  de  la  casa  de  los  señores  Meyer 
y  C'\  para  probar  que  él  compraba  dicho  vino  á  los  señores  J.  Bru- 
nengo y  C*,  y  que  por  lo  tanto  no  era  falsificador,  como  se  le  lla- 
maba, mandó  á  un  peón  con  una  orden  para  aquellos  señores  á  fin 
de  que  le  remitieran  una  docena  de  botellas  del  vino  en  cuestión, 
como  en  efecto  lo  hicieron  y  fué  presenciado  por  todas  las  personas 
presentes  en  el  acto  del  embargo;  que  en  virtud  de  lo  que  deja  ma- 
nifestado, pide  al  Juzgado  considere  sin  ningún  efecto  la  demanda 
que  se  le  promueve  y  disponga  en  consecuencia  cese  su  interven- 
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cion,  dejando  á  salvo  la  acción  de  daños  y  perjuicios  que  ejercitará 
contra  quien  corresponda. 

3*^  One  el  Juzgado  resolvió  recibir  la  causa  á  prueba,  estable- 
ciéndose por  el  auto  de  foja  23,  que  ella  versase  sobre  si  el  deman- 
dado D.  Andrés  Mieli,  sabia  al  poner  en  venta  el  vino  de  Oporto, 
que  la  marca  no  era  legítima. 

4^  Oue  la  prueba  producida  por  el  actor,  consiste  en  la  presenta- 
ción de  tres  diarios,  «La  Nación»,  el  «Buenos  Aires  Herald»  y  «Deuts- 
che Zeitung»,  en  los  que  se  han  insertado  avisos  por  los  señores 
Teófilo  Meyer  y  C%  advirtiendo  al  público  que  se  lleva  á  efecto  una 
falsificación  en  grande  escala  de  los  vinos  de  la  Real  Compañía  de 
Oporto;  y  en  un  informe  espedido  á  su  solicitud  por  la  Cámara  de 
Comercio,  en  el  que  se  espresa  que  los  señores  Teófilo  Meyer  y  C*, 
son  los  únicos  espendedores  del  vino  Oporto  á  que  antes  se  ha  he- 
cho referencia,  y  que  este  es  notoriamente  conocido  en  el  comercio 
en  su  clase  y  precio;  y 

Considerando:  1*^  Que  en  conformidad  á  lo  que  prescribe  la  ley  l^ 
título  14,  parte  3%  y  de  acuerdo  á  lo  establecido  en  el  auto  de 
prueba,  el  actor  ha  debido  justificar  que  el  demandado  D.  Andrés 
Mieli,  ha  puesto  en  venta  en  su  almacén  el  vino  de  Oporto,  sabiendo 
que  la  marca  era  falsificada  y  no  la  legítima,  de  que  el  primero  es 
agente. 

^  Que  si  bien  el  Código  Penal,  artículo  91,  admite  la  prueba  de 
presunciones,  tratándose  de  un  hecho  que  constituye  delito  y  que 
puede  dar  lugar  hasta  la  imposición  de  pena  corporal  ó  aflictiva, 
dichas  presunciones  deben  ser  precisas  y  concordantes,  de  tal  ma- 
nera que  lleven  la  convicción  al  espíritu  con  la  misma  fuerza  y  cla- 
ridad que  la  prueba  directa.  Ley  26,  título  1**,  partida  7*. 

3^  Que  la  prueba  producida  por  Meyer  está  muy  distante  de  re- 
vestir esas  condiciones,  pues  solo  consiste  en  la  presentación  de 
tres  diarios  en  que  se  insertan  avisos  que  puede  ser  muy  bien  que 
no  se  hayan  leido,  y  en  el  informe  de  la  Cámara  de  Comercio,  en 
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que  se  expresa  que  Meyer  es  el  único  espendedor,  lo  que  tampoco 
implica  que  los  vinos  no  puedan  ser  comprados  por  personas  que  á 
su  vez  revendan  ese  artículo. 

4°  Que  según  resulta  de  la  propia  exposición  del  actor  en  su  es- 
crito de  demanda  y  como  efectivamente  es,  la  semejanza  entre  la 
marca  que  llevan  las  botellas  embar;,^adas  á  Mieli,  con  la  que  apa- 
rece en  las  que  espenden  los  señores  Teófilo  Meyer  y  C^  es  casi 
completa;  circunstancia  que  ha  podido  inducir  en  error  á  Mieli,  y 
establece  por  consiguiente,  una  presunción  favorable  para  él. 

5^  Que  de  la  letra  del  artículo  31,  de  la  Ley  de  Marcas,  y  del  espí- 
ritu de  los  demás  artículos  que  le  son  correlativos,  se  desprende  evi- 
dentemente que  en  el  caso  de  acusación  á  los  espendedores,  debe 
comprobarse  que  estos  han  procedido  dolosamente  ó  sea  con  conoci- 
miento de  la  falsificación,  favoreciéndola  de  esta  manera  como  cóm- 
plices, y  en  ningún  caso  se  presume  que  este  conocimiento  se  ha 
tenido,  á  no  ser  que  de  las  circunstancias  que  rodean  el  hecho,  re- 
sulte con  claridad,  siendo  también  esta  la  jurisprudencia  consagrada 
por  la  Suprema  Corte,  en  su  fallo  con  motivo  del  juicio  seguido  por 
Lanmann  yKemp  contra  D.  Miguel  Puiggarl. 

ff*  Que  D.  Andrés  Mieli,  en  el  acto  de  tener  conocimiento  de  la 
demanda  que  le  era  promovida,  indicó,  en  conformidad  al  artículo 
31  ya  citado,  la  persona  que  le  habia  vendido  la  mercadería,  ha- 
biendo comprobado  también  este  estremo  con  la  presentación  de  la 
factura,  corriente  á  foja  47,  acerca  de  cuya  autenticidad,  el  actor 
nada  ha  objetado. 

7°  Que  con  posterioridad  á  la  demanda  presentada  contra  D.  An- 
drés Mieli,  los  señores  Meyer  y  C*  dedujeron  sus  acciones  contra  los 
señores  J.  Bru ñengo  y  C*,  indicados  por  el  demandado  como  vende- 
dores del  vino  de  Oporto,  de  lo  que  se  sigue,  á  pesar  de  no  espre- 
sarse en  el  escrito  de  la  demanda  entablada  contra  J.  Brnnengo,  que 
fué  en  consecuencia  de  las  noticias  que  dio  Mieli,  acerca  del  nombre 
y  dirección  de  los  vendedores,  que  los  señores  Meyer  iniciaron  el 
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juicio  contra  éstos,  pues  no  seria  razonable  suponer  que  si  ei  actor 
hubiese  sabido  con  anterioridad  á  esa  indicación  quienes  eran  ios 
vendedores,  no  hubiera  instaurado  primeramente  el  juicio  contra 
los  que,  en  su  concepto,  eran  ios  autores  principales  del  delito,  antes 
de  promoverlo  contra  los  que  consideraba  cómplices. 

8°  Que  la  personalidad  de  los  señores  Meyer  y  C^  como  únicos 
agentes  de  la  Compañía  de  Agricultura  de  las  viñas  del  Alto  Douro, 
está  comprobada  por  el  certificado  que  consta  al  dorso  del  docu- 
mento corriente  á  foja  4,  espedido  por  un  oficial  público,  como  es  el 
encargado  do  la  Oficina  Nacional  de  Patentes  de  Invención,  y  siendo 
D.  Carlos  Guillermo  Hansen,  socio  y  representante  de  la  razón  so- 
cial «Teófilo  Meyer  y  C*»,  como  consta  en  el  certificado  corriente  á 
foja  51,  ha  tenido  las  facultades  necesarias  para  conferir  en  este  ca- 
rácter el  poder  á  que  el  mismo  certificado  hace  referencia,  por  cuya 
razón  la  nulidad  que  se  invoca  en  la  última  parte  del  escrito  de  foja 
64,  no  es  en  manera  alguna  fundada. 

Por  estas  razones,  fallo:  absolviendo  á  D.  Andrés  Mieli,  de  la  de- 
manda que  le  ha  sido  promovida  por  los  señores  D.  Teófilo  Meyer 
y  C^,  por  falsificación  de  la  marca  de  comercio  de  la  Compañía  Ge- 
neral de  Agricultura  de  las  viñas  del  Alto  Douro,  de  que  son  estos 
agentes;  y  declaro  que  las  costas  del  juicio  corresponden  á  estos  úl- 
timos. Hágase  saber  notificándose  con  el  original  y  repónganse  los 
sellos. 

Andrés  Vgarriza, 
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Fallo  «le  la  Supreiua  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  21  de  1885. 

V^istos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas^  el  auto 
apelado  de  foja  ochenta  y  una.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.   B.  GOROSTIAGA.  — J.    DOMÍNGUEZ.— 
ULADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.  LASPIUR.— 
FEDERICO  IRARGÚREN. 


c:ausa  XXXIV 


D,  Enrique  Üurand,  contra  D.  José  E.  Casco;  sobre  cobro  de  pesos 


Sumario.  —  1°  Reconocida  como  suya  la  firma  puesta  al  pié  de 
vales  por  una  suma  de  dinero,  el  firmante  tiene  que  pagar  su  im- 
porte. 

y  Si  para  eximirse  del  pai^^o  opone  que  aquellos  son  sin  causa,  ó 
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que  le  han  sido  sustraídos,  á  él  corresponde  probar  estas  escep- 
cienes. 


Caso.  —  Lo  esplica  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Corrientes,  Junio  80  de  1884. 

Y  vistos:  D.  Enrique  Durand,  demandó  á  D.  José  K.  Casco  por  la 
cantidad  de  quinientos  veinte  y  un  pesos  y  cincuenta  centavos  nacio- 
nales que  dice  le  adeuda  según  resulta  de  los  tres  vales  firmados  por 
el  demandado,  que  presenta  y  pide  se  le  condene  al  pago,  con  mas 
los  intereses  y  costas.  Corrido  traslado  de  la  demanda,  el  deman- 
dado le  contestó  pidiendo  ser  rechazada  con  costas,  daños  y  perjui- 
cios, por  constituir  ella  una  temeridad.  Que  Durand  le  adeudaba, 
desde  Noviembre  28  de  1881,  doscientos  pesos  fuertes,  habiéndole 
exijido  recien  al  retirarse  de  la  Administración  de  Correos,  el  do- 
cumento que  presenta,  cuyo  pagaré  dejó  con  otros  á  D.  Desiderio 
Onieva  al  retirarse  de  esta  Ciudad,  dando  aviso  oportunamente  al 
deudor  Durand,  quien  no  hizo  observación  alguna.  Que  los  vales 
ciegos  que  presenta  el  demandante,  no  han  sido  otorgados  por  el 
esponente  á  favor  de  aquel,  ni  de  nadie,  y  que  tales  vales  le  han 
sido  sustraídos  por  un  abuso  de  confianza,  ó  por  otro  modo,  y  obran 
indebidamente  en  poder  de  Durand.  Que  la  sustracción  ha  sido  mujr 
posible  porque  mientras  fué  administrador  el  esponente,  vivia  con 
su  familia  en  la  misma  casa  que  ocupaba  la  Administración  de  Co- 
rreos; y  Durand  permanecía  en  la  oficina  seis  ó  siete  horas  diarias 
y  había  ganado  completamente  su  confianza;  que  cuando  se  retiró 
de  la  Administración  dejó  en  la  oficina  un  escritorio  de  su  propiedad, 
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que  llevó  recien  como  al  mes,  y  que  el  Sr.  Conrado  Romero  halló  en 
los  cajones  de  su  escritorio  dos  vales  mas  que  mostró  á  varias  per- 
sonas. Que  acostumbraba  usar  de  vales  ciegos  para  sus  negocios 
particulares  y  para  el  pago  de  sueldos  de  empleados,  que  muchas 
veces  hizo  de  su  bolsillo  particular,  y  una  vez  cumplidos  en  su  ol)- 
jeto,  muchas  veces  no  los  destruía  y  los  conservaba  como  apuntes 
para  sus  cuentas;  y  fué  así  que  se  encontraron  en  su  escritorio  los 
vales  á  que  se  ha  referido.  Que  comisionó  al  Sr.  Miranda  para  co- 
brar un  pagaré  á  D.  Sebastian  Durand,  y  como  el  Sr.  Bolla  iba  á 
abonar  por  Durand,  el  demandante  trató  de  negociar  con  aquel  los 
vales,  pero  Bolla  no  quiso  óomprárselos,  limitándose  á  decirle  que 
si  los  vales  fuesen  pagos  por  el  esponente,  seria  la  oportunidad 
de  arreglar  el  negocio.  Que  sabedor  el  esponente  de  las  pretensio- 
nes del  demandante,  procuró  tener  una  entrevista  con  aquel,  pero 
no  pudo  conseguirlo  porque  no  asistía  al  Café  donde  solía  frecuen- 
tar y  evitaba  de  todos  modos  encontrarse  con  el  esponente.  Que  del 
documento  firmado  por  Bolla,  que  acompaña,  aparece  que  éste  ha- 
bía formado  la  convicción  de  que  los  vales  en  cuestión  eran  de  nin- 
gún valor.  Que  el  esponente  consideró  terminado  este  asunto,  y  se 
limitó  á  publicar  el  aviso  que  se  registra  en  el  periódico  « Las  Ca- 
denas», que  acompaña.  El  demandado  entra  luego  á  examinar  y 
discutir  el  estado  pecuniario  actual  del  demandante,  su  conducta 
anterior  y  el  crédito  que  goza  en  la  sociedad,  comparándolos  con  el 
crédito,  procederes  y  estado  de  fortuna  del  esponente,  manifestando 
que  estas  son  presunciones  que  obran  á  su  favor,  así  como  el  haber 
firmado  el  pagaré  de  fecha  13  de  Junio,  sin  decir  nada  de  los  vales, 
y  que  en  la  demanda  nada  se  dice  del  pagaré.  Concluye  ofreciendo 

« 

justificar  los  estremos  de  su  contestación  y  el  juramento  supletorio 
que  está  dispuesto  á  prestar  en  caso  necesario,  y  pide  que  la  demanda 
sea  rechazada  con  costas,  daños  y  perjuicios,  reservándose  la  acción 
criminal  que  le  compele. 
Corrido  traslado  de  la  compensación  hipotética  alegada  por  el  de- 
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mandado,  aquel  confiesa  que  firmó  á  favor  de  ésle  el  pagaré  que  le 
cobra,  y  que  debe  descontarse  de  su  crédito,  y  discute  ampliamente 
las  aseveraciones  hechas  por  aquel  para  desvirtuar  su  demanda;  te- 
niendo presente  las  pruebas  producidas  por  ambas  partes  y  los  ale- 
gatos de  bien  probado. 

Y  considerando:  1^  Que  los  vales  firmados  por  D.  José  E.  Casco, 
en  que  Durand  funda  su  demanda,  son  documentos  privados  que 
hacen  plena  prueba,  cuando,  como  en  este  caso,  los  reconoce  como 
suyos  el  que  los  otorgó,  aunque  no  espresen  la  causa  de  la  deuda  ni 
el  nombre  del  acreedor  á  cuyo  favor  se  otorgaron,  como  se  deduce 
de  lo  que  prescriben  los  artículos  500, 1007,  1020  y  1028  del  Código 
Civil; 

2^  Que  el  demandado,  para  desvirtuar  esta  prueba,  ha  deducido 
la  escepcion  de  que  tales  vales  le  han  sido  sustraídos  y  obran  inde- 
bidamente en  poder  del  demandante,  aduciendo  en  apoyo  de  su 
afirmación  una  serie  de  hechos  y  circunstancias  que  unidas  vienen, 
á  su  juicio,  á  probar  su  escepcion;  y  recibida  la  causa  á  prueba,  el 
demandado  no  ha  probado  los  hechos  ale.^ados,  ó  si  ha  probado  al- 
gunos de  ellos,  son  inconducentes  al  objeto  que  se  propuso;  mientras 
que  el  demandante  ha  justificado  los  hechos  alegados  por  su  parte, 
confirmando  así  la  prueba  que  resulta  de  los  vales  reconocidos  y 
destruyendo  las  afirmaciones  del  demandado; 

3°  Que  del  hecho  de  que  D.  Conrado  Homero  encontrase  en  el  es- 
critorio de  Casco,  que  permaneció  en  la  Oficina  del  Corceo,  como  un 
mes  después  de  la  salida  de  aquel,  no  se  sigue  que  Durand  le  haya 
sustraído  los  que  le  cobra,  pues  no  dicen  los  testigos  que  los  vales 
fueron  encontrados  en  el  acto  de  trasladar  el  escritorio,  sino  cuando 
éste  quedó  á  cargo  de  Romero  para  ser  vendido  y  después  de  ha- 
berse  embarcado  Casco.  Mas  fuerte,  es  sin  duda,  la  presunción  que 
resulta  á  favor  de  Durand,  porque  si  él  hubiese  sustraído  los  vales 
que  presenta,  cuando  quedó  el  escritorio  en  el  Correo,  habia  también 
llevado  los  que  encontró  Romero,  desde  que  estaban  en  un  cajón 
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sin  llave;  aparte  de  que  está  justificado  plenamente  que  Durand 
tenia  en  su  poder  vales  firmados  por  Casco,  mucho  tiempo  antes  de 
la  salida  de  este  del  Correo,  por  las  declaraciones  de  D.  Francisco 
Bolla,  foja  92,  Dr.  D.  Pedro  T.  Sánchez,  foja  9o,  D.  Eudoro  J.  Mar- 
tínez, foja  112  vuelta,  y  D.  Feliciano  Garay,  foja  121,  y  si  bien  los 
testigos  no  dicen  que  los  vales  que  cobra  Durand  son  los  mismos 
que  vieron  en  su  poder  ó  de  que  les  habló  éste,  antes  de  la  salida  de 
Casco  del  Correo,  esta  presunción  es  demasiado  fuerte  y  demuestra 
que  Durand  no  ha  podido  sustraer  los  vales  del  escritorio  que  dejó 
Casco  en  el  Correo,  al  retirarse; 

4°  Que  según  el  artículo  500  del  Código  Civil,  aunque  la  causa  no 
esté  espresada  en  la  obligación,  se  presume  que  existe,  á  menos  que 
el  deudor  pruebe  lo  contrario.  Correspondía,  pues,  á  Casco  demos- 
trar que  la  obligación  que  espresan  los  vales  es  sin  causa,  y  para 
intentarlo  ha  alegado  que  Durand  le  firmó  un  pagaré  en  papel  se- 
llado sin  hacer  mención  en  él  de  los  vales;  pero  Durand,  por  su 
parte,  ha  destruido  la  presunción  que  se  alega,  haciendo  notar  que 
solo  uno  de  los  vales  es  de  fecha  anterior  al  documento  que  él  firmó, 
que  si  está  en  papel  sellado  fué  porque  él  presentó  el  sello  en  que 
debió  redactarse  y  que  fué  escrito  y  redactado  por  el  mismo  Casco, 
ademas,  ha  justificado  con  la  declaración  de  los  empleados  Aguirre 
y  Segovia,  fojas  96  á  104,  que  Casco  pedia  constantemente  dinero 
al  empleado  Aguirre,  encargado  de  la  venta  de  timbres,  dando  va- 
les, y  que  lo  mismo  lo  hacia  con  el  Contador  Durand.  Este  sistema 
podía  ser  una  falta  por  parte  de  los  empleados  que  proporcionaban 
el  dinero  al  Administrador,  y  mayor  aun  la  de  éste  en  disponer 
del  dinero  del  Correo  para  sus  gastos  particulares,  pero  indudable- 
mente Casco  debía  abonar  el  dinero  al  empleado  que  se  lo  propor- 
cionaba, á  fin  de  que  éste  pudiese  rendir  cuenta  y  entregar  en  efec- 
tivo los  valores  que  tenia  á  su  cargo.  Se  comprende  que  rindiendo 
Aguirre  la  cuenta  de  los  timbres  al  mismo  Administrador  ó  al  Con- 
tador, estos,  de  común  acuerdo,  aceptasen  como  efectivo  los  vales 
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firmados  por  el  Administrador,  quedando  así  desligado  con  Aguirre; 
mas  el  Contador  Durand,  que  tenia  en  la  caja  que  manejaba  esos 
vales  ú  otros  dados  por  Casco  y  que  debia  rendir  cuenta  á  la  Aduana 
entregando  dinero  efectivo  y  no  vales,  debia  oxijir  de  Casco  el  pago 
de  ellos,  devolviéndoselos  cuando  esto  sucediese,  ó  abonar  de  su 
bolsillo  manteniéndolos  en  su  poder  para  exijir  su  pago  á  su  tiempo, 
y  es  lógico  suponer  que  hallándose  los  vales  en  poder  de  Durand, 
éste  abonó  á  la  Aduana  su  importe  en  los  épocas  fijadas  para  rendir 
su  cuenta,  siendo  por  lo  tanto  Casco  deudor  de  ellos  á  Durand.  Este 
no  ha  afirmado  que  el  dinero  que  sacó  á  Bolla  en  préstamo  fué  pre- 
cisamente para  pagar  los  vales  que  cobra,  dos  de  los  cuales  son  de 
fecha  posterior,  sino  que  en  cierta  ocasión  tuvo  que  sacar  dinero 
para  abonar  á  la  Aduana  lo  que  Casco  habia  sacado  de  la  caja,  de- 
jando vales,  lo  que  demuestra  que  de  tiempo  en  tiempo  arreglaban 
cuentas  entre  sí,  y  no  seria  posible  averiguar  las  cantidades  que  pi- 
dió Casco  y  las  reintegró  á  su  tiempo,  recobrando  sus  vales;  y  esto 
mismo  demuestra  que  los  vales  que  cobra  Durand  no  le  han  sido 
aun  abonados  por  Casco; 

3°  üue  tampoco  ha  demostrado  Casco  las  demás  circunstancias 
que. ha  aducido  como  presunciones  que  obran  á  favor  de  sus  preten- 
siones, como  la  de  ser  Durand  desacreditado  por  estar  recargada 
de  deudas  que  no  puede  abonar  por  su  pobreza,  siendo  muy  pe- 
queño su  sueldo;  pues'de  las  pruebas  intentadas  á  este  respecto, 
resulta  que  si  adeuda  algunas  pequeñas  cantidades  y  es  fiador  por 
sus  parientes,  sus  acreedores  tienen  buen  concepto  de  él,  y  creen 
que  les  ha  de  abonar  lo  que  puede  deberles,  siendo,  por  otra  parte, 
completamente  inconducentes  estas  circunstancias  para  destruir  la 
fuerza  de  los  documentos  firmados  por  Casco,  especialmente  cuando 
éste  nada  ha  probado  en  apoyo  de  su  afirmación  de  que  le  han  sido 
sustraídos  por  abuso  de  confianza; 

6^  Que  por  lo  que  respecta  £Í  la  conducta  de  Casco,  como  Admi- 
nistrador de  Correos,  resulta  de  las  declaraciones  de  los  empleados 
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Aguirre  y  Se;?ovia,  que  (iquel  no  anonaba  su  sueldo  íntegro  á  varios 
empleados  del  Correo,  resultando  de  ellas  indicios  de  que  ha  come- 
tido el  delito  penado  por  el  artículo  90  de  la  Ley  Penal  Nacional,  y 
siendo  este  juicio  puramente  civil,  corresponde  que  se  saque  copia 
de  esas  declaraciones  y  se  agre/uen  al  espediente  criminal  que  se 
sigue  por  denuncia  hecha  por  Durand  contra  Casco»  y  que  se  halla  en 
vista  al  Fiscal,  á  fin  de  resolver  oportunamente,  con  audiencia  de 
éste,  lo  que  corresponde; 

7°  Que  el  pagaré  que  cobra  Casco  á  Durand,  no  espresa  la  causa 
de  la  deuda  y  fué  sin  plazo,  como  se  vé  por  el  recibo  de  foja  13,  ha- 
biéndole agregado  el  plazo  el  mismo  Casco  sin  consentimiento  de 
Durand  según  éste  lo  ha  manifestado,  y  sin  que  resulte  prueba  en 
contrario;  pero  si  esto  constituye  un  delito,  sería  de  jurisdicción 
provincial,  por  tratarse  de  la  alteración  de  un  documento  privado; 

8^  Que  en  cuanto  á  las  costas  de  este  juicio,  debe  abonarlas  la 
parte  de  Casco,  con  escepcion  del  escrito  en  que  se  contesta  el 
traslado  que  se  corrió  á  Durand  de  su  escepcion  de  compensación, 
pues  éste  reconoció  en  el  acto  lo  que  le  cobraba  Casco  y  si  el  juicio 
siguió  adelante,  fué  en  atención  á  las  escepciones  que  dedujo  éste, 
alegando  que  los  vales  le  habían  sido  sustraídos  y  que  la  deuda  que 
consta  de  los  vales  no  tenía  causa,  cuyas  escepciones  no  han  sido 
probadas  en  la  estación  oportuna,  ni  directamente  ni  por  presun- 
ciones, mientras  que  el  demandante  ha  probado  suficientemente  lo 
contrario,  como  se  ha  demostrado  en  el  3^  y  4^  considerando. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo  y  declaro: 
que  D.  José  E.  Casco  debe  abonar  á  D.  Enrique  Durand,.  dentro  de 
diez  dias,  la  cantidad  que  espresan  los  vales  de  fojas  1",  2*  y  3%  de- 
duciendo de  ellos  doscientos  pesos  fuertes  ó  su  equivalente  en  mo- 
neda nacional,  con  mas  los  intereses  de  lo  que  resulte,  conforme  á 
lo  (|ue  cobra  el  Banco  Nacional,  desde  el  dia  de  la  demanda,  con 
costas,  en  las  que  no  se  incluirá  el  valor  del  escrito  de  foja  41  y  si- 
guiente que  no  debe  abonar  Casco.  Agregúese  copia  de  las  declara- 
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clones  de  ios  empleados  Aguirre  y  Segovia,  fojas  96  á  104,  al  espe- 
diente sobre  denuncia  de  varios  delitos,  hecha  por  D.  Enrique 
Durand,  contra  D.  José  E.  Casco,  que  se  halla  en  vista  Fiscal,  deján- 
dose á  salvo  los  derechos  de  Durand  para  deducir  ante  quien  corres- 
ponda las  acciones  que  pueden  competirle  por  la  alteración  del 
documento  de  foja  12,  que  dice  haber  sido  hecha  sin  su  consenti- 
miento. Hágase  efectiva  la  multa  aplicada  á  Casco  por  auto  de  fecha 
22  de  Febrero  último,  foja  6  vuelta,  y  cuyo  pago  quedó  en  suspenso 
hasta  la  resolución  definitiva  de  esta  causa,  según  el  auto  de  28  de 
Marzo,  foja  38  vuelta. 
Notifiquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

Carlos  Luna. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 


Buenos  Aires,  Marzo  21  de  1885. 

Vistos;  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  doscientos  doce.  Repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMLNGUEZ.— 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 
FEDERICO  IBARGLREN. 
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CAUSA  XXXV 


Doña  Saturnina  Ruiz  M.  de  Mamherto,  contra  la  Empresa  del  Ferro- 
carril de  Buenos  Aires  al  Rosario,  por  espropiacion;  sobre  ape- 
lación. 


Sumario. — En  los  juicios  de  espropiacion,  la  apelación  procede 
solo  en  relación. 


Caso.  —  Lo  esplica  el 


Fallo  de  la  Suprema  Corle 

Buenos  Aires,  Marzo  21  de  188o. 

Disponiendo  el  artículo  seis  de  la  ley  de  irece  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  seis,  que  en  los  juicios  de  espropiacion  se 
proceda  verbal  y  sumariamente,  se  declara  que  la  apelación  conce- 
dida á  la  parte  de  D.  Antonio  E.  Martínez,  procede  solo  en  relación. 
En  consecuencia,  pasen  los  autos  al  Relator,  y  devuélvase  á  dicha 
parte^  el  escrito  de  espresron  de  agravios  que  ha  presentado. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
U LADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CIALÍSA   XXXVI 


Storni  hermanos,  contra  el  Capitán  del  buque  ^ Barca  do  Lago^,  por 
daños  y  perjuicios;  sobre  nombramiento  de  Juez  Federal  ad  hoc. 


Sumario, — En  los  casos  de  impedimento  del  Juez  Federal  de  una 
Sección,  debe  pasar  el  conocimiento  de  las  causas  á  cada  uno  de  los 
abogados  incluidos  en  la  nómina  hecha  por  la  Suprema  Corte,  según 
el  orden  en  que  se  hallan  nombrados,  debiendo  completarse  el  turno 
antes  de  volver  á  pasar  al  primero  de  la  lista. 


Caso, — En  los  autos  de  los  señores  Storni,  contra  el  Capitán  de  la 
«Barca  do  Lago»,elJuez  Federal  del  Rosario,  hallándose  impedido, 
ordenó  pasara  el  conocimiento  de  la  causa  al  Dr.  D.  Gabriel  Ca- 
rrasco, noveno  de  la  lista  de  abogados  nombrados  por  la  Suprema 
Corte,  con  arreglo  á  la  ley  de  24  de  Setiembre  de  1878,  y  á  quien 
correspondía,  según  el  turno  observado  en  las  demás  causas  en  que 
habia  habido  impedimento  del  Juez  Federal. 

Storni  hermanos,  sostuvieron,  que  toda  vez  que  el  Juez  Federal 
se  hallase  impedido,  el  conocimiento  de  la  causa  correspondía  al 
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abogado  nombrado  como  primero  en  la  lista,  y  solo  en  caso  de  im- 
pedimento de  éste,  podria  pasarse  al  se^'-undo,  y  así  sucesivamente. 


Fallo  «leí  «fiiez  Federal  O 

Buenos  Aire:í,  Setiembi'e  7  de  1884. 

Visto  este  incidente  v  considerando: 

1^  Que  el  articulo  2^  de  la  Ley  de  24  de  Setiembre  de  1878, 
creando  las  suplencias  para  el  caso  de  impedimento  de  los  Jueces  y 
Fiscales  de  Sección,  dice  terminantemente  que  los  Jueces  deberán 
ser  suplidos  por  turno  por  los  Aboí?ados  que  reemplacen  al  Juez  ó 
Fiscal  titular. 

2°  Que  la  voz  turtio,  empleada  por  la  ley,  no  puede  tener  en  este 
caso  otro  significado  genuino,  que  el  de  que  todos  y  cada  uno  de 
aquellos  sean  nombrados  uno  cada  vez,  y  no  siempre  el  primero  de 
la  lista,  pues  tal  procedimiento  no  seria  en  turno, 

3P  Que  hay  tanta  mayor  razón  para  dar  á  la  ley  de  Setiembre 
esta  interpretación  y  no  otra,  cuanto  que  el  artículo  2^  de  la  misma 
dice,  que  aquellos  nombramientos  no  deberán  bajar  del  número  de 
tres  hasta  diez,  pluralidad  que  casi  no  tendría  objeto,  desde  que  solo 
debía  nombrarse,  en  todos  los  casos,  el  primero  de  una  nómina  de 
diez  abogados,  como  son  los  designados  todos  los  años  para  esta 
Sección  Federal. 

4^  Que  en  ese  turno  ó  distribución  general,  estos  autos  han  es- 
tado al  noveno  de  la  nómina  Dr.  D.  Gabriel  Carrasco,  á  quien  se  ha 
nombrado  Juez  ad  hoc  para  entender  en  ellos. 

5°  Que  por  otra  parte,  el  procedimiento  usado  por  el  Tribunal, 


(1)  i^ual  resolución,  confirmada  por  el  fallo  de  la  Suprema  Corte,  de  la 
misma  fecha,  recayó  en  la  causa  de  D.  José  Killy,  contra  Cattarena  y  Cas- 
ta^ino  del  Hosario. 
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nada  tiene  de  arbitrario,  desde  el  momento  que,  como  en  la  actua- 
lidad ha  sucedido,  la  distribución  de  espedientes  se  ha  efectuado 
por  orden  estricto  y  correlativo,  según  ellos  se  presentaban  al  des- 
pacho del  Juez,  sin  preferencia  de  ningún  género,  y  tal  cual  la 
suerte  los  hacia  llegar  á  la  mesa  del  Tribunal,  lo  que  dá  todavia,  si 
es  posible,  mayor  garantía  para  los  litigantes,  quienes  no  saben  de 
antemano,  como  en  otros  casos  sucede,  quien  es  el  Juez  destinado  á 
entender  en  sus  causas. 

6^  Que  no  obstante  todo  lo  anterior,  queda  aun  á  las  partes  el 
derecho  legítimo  y  siempre  viable,  de  recusar  al  Juez  ad  hoc  que  se 
nombre,  como  puede  recusarse  al  titular,  garantizándose  asi,  como 
en  cualquier  otro  caso  común,  la  administración  imparcial  y  recta 
de  la  justicia. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  muchos  que  pudierap  aducirse,  no 
se  hace  lugar  al  cambio  de  Juez  que  se  solicita,  concediéndose  en 
relación  la  apelación  interpuesta  para  ante  la  Suprema  Corte,  ele- 
vándose los  autos  y  emplazando  á  las  partes  por  el  término  legal. 
Notifíquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

E.  Escalera  Zubiria- 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  24  de  1885. 

Vistos:  por  los  fundamentos  del  auto  de  foja  ochenta  y  una,  se 
confirma,  con  costas,  el  apelado  de  foja  setenta  y  nueve.  Repuestos 
los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  ÜOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.  LASPIUR. 
—  FEDERICO  IBARGÍREN. 
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c:ausa  xxxi'ii 


D,  Antonim  Urraco,  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé,  por  reivindi- 
cación; sobre  recurso  de  revisión. 


Sumario,  —  1**  Es  la  parte  dispositiva  de  una  sentencia  la  que  cons- 
tituye el  fallo,  y  no  son  considerandos. 

^  Siendo  esta  arreglada  á  la  demanda,  y  siendo  ademas  inexacto 
que  en  los  considerandos  se  haya  establecido  lo  que  se  invoca  como 
fundamento  del  recurso  de  revisión,  este  debe  ser  rechazado  con 
costas. 


Caso.  —  Lo  esplica  el 


Fallo  tle  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  24  de  1885. 

Visto  el  recurso  de  revisión,  interpuesto  por  D.  Antonino  ürraco, 
de  la  sentencia  en  Primera  Instancia  de  esta  Corte,  de  foja  ciento 
treinta  y  seis,  por  pretender  que  ella  «ha  recaído  sobrecosas  no  pe- 
didas por  las  partes»,  que  es  uno  de  los  casos  en  que  el  articulo  dos- 
cientos cuarenta  y  uno  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos  auto- 
riza dicho  recurso: 

Considerando  que  el  recurrente  funda  su  pretensión  en  que,  « al 
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solicitar  la  reivindicación  del  campo,  materia  de  este  litis,  sostuvo 
que  el  Gobierno  de  Santa  Fé,  que  lo  habia  enagenado,  no  tenia  de- 
recho para  hacerlo;  que  al  contestar  la  demanda,  el  Gobierno  alegó 
la  validez  de  la  enagenacion,  y  que  el  fallo,  separándose  notoria- 
mente de  la  cuestión  ventilada,  ha  venido  á  establecer  que  los  dere- 
clws  de  í).  Pedro  Correa,  adquiridos  con  anterioridad  á  la  compra 
que  efectuó  al  Gobierno,  son  preferibles  á  los  que  invoca  ».  Escrito 
de  foja  ciento  cuarenta  y  cuatro,  entablando  el  recurso  de  revisión, 
párrafo  primero. 

Que  el  fallo  á  que  se  alude  es  el  siguiente:  «Por  estos  fundamentos, 
la  Corte  absuelve  de  la  presente  demanda  al  Gobierno  de  la  Provin- 
cia de  Santa  Fé,  con  especial  condenación  en  costas  ál  demandante. 
Satisfechas  estas,  etc.,  eto» 

Que  no  es  necesario  decir,  que  la  parte  dispositiva  de  una  senten- 
cia, es  la  que  constituye  por  sí  sola  el  fallo. 

Que  en  este  fallo,  como  se  ve,  nada  se  declara  sobre  derechos 
preferentes  de  D.  Pedro  Correa. 

Pero  no  es  solamente  eso,  sino  que  este  fallo  ha  recaído  rigorosa- 
mente sobre  lo  alegado  y  pedido  por  las  partes. 

En  efecto;  á  foja  veinte  y  seis  de  estos  autos,  ürraco  se  presenta 
ante  el  Juez  Nacional  de  Santa  Fé,  entablando  contra  Don  Pedro 
Correa,  demanda  de  reivindicación  de  un  campo  que  dice  ser  de  su 
propiedad,  y  que  Correa  está  detentando.  Acompaña,  como  compro- 
bantes de  su  título  de  propiedad,  una  sumaria  información  de  tes- 
tigos, y  unas  diligencias  seguidas  en  todas  instancias,  ante  los  Tri- 
bunales de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  solicitando  la  posesión  del 
campo  en  virtud  de  dicha  sumaria,  po.sesion  que  se  le  mandó  dar 
sin  perjuicio  de  tercero,  que  mejor  derecho  tuviese,  y  que  nunca 
lomó  efectivamente,  como  él  mismo  lo  declara  en  el  escrito  de  de- 
manda, porque  la  autoridad  inmediata,  encargada  de  ejecutar  la 
orden  ds  ponerlo  en  posesión  y  de  desalojar  á  Correa,  estaba  ligada  por 
amistad  y  otros  vínculos  con  éste^  y  no  le  dio  cumplimiento. 
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Conferido  traslado  de  la  demanda  á  Correa,  ésle,  sin  contestarla, 
acompaña  los  títulos  que  tiene  para  poseer,  en  nombre  del  Gobierno 
de  la  Provincia,  ó  por  derechos  derivados  de  éste,  y  pide  se  le  cite 
de  eviccion. 

Citado,  salió  al  juicio,  y  entonces  Urraco  reproduce  su  demanda 
contra  el  Gobierno,  modificándola. 

Es  en  este  juicio,  en  el  que  ha  recaído  la  sentencia,  cuya  revisión 
se  solicita. 

Las  partes  litigantes  han  sido,  Urraco  como  actor,  y  el  Gobierno 
de  Santa  Fé  como  demandado.  Lo  que  se  ha  pedido  ha,  sido,  por 
parte  de  Urraco  la  reivindicación  del  campo  enagenado  por  el  Go- 
bierno de  Santa  Fé  á  don  Pedro  Correa,  y  por  parte  del  Gobierno, 
que  se  desechara,  por  infundada,  la  pretensión  de  Urraco. 

La  sentencia,  después  de  los  largos  considerandos  que  contiene, 
apreciando  los  alegatos  del  actor  y  demandado,  al  absolver  la  de- 
manda al  Gobierno  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  y  condenar  en  las 
costas  del  juicio  á  Urraco,  ha  recaído  estrictamente  sobre  lo  alegado 
y  pedido  por  las  partes. 

Por  tanto,  no  habiendo  el  recurrente  justificado  la  causa  alegada 
para  interponer  el  recurso  de  revisión,  se  declara  no  haber  lugar  á 
él,  con  costas. 

Y  teniendo  en  consideración  que  D.  Antonto  Urraco  y  su  abogado, 

Don  V.  L  Fernandez,  han  faltado  al  respeto  debido  al  Tribunal,  en 

Jos  escritos  presentados  y  publicados  por  la  prensa,  antes  que  éste 

tuviese  conocimiento  de  ellos,  se  les  apercibe  seriamente  por  la 

grave  falta  en  que  han  incurrido. 

Repóng^anse  los  sellos,  notifíquese  con  el  original  y  archívese. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
— S.  M.  LASPIUR. 
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CAISA  -VXXVIll 


í).  José  Arregui,  contra  Ih  Ser  apio  Juárez  y  D.  Pascasio  Pardo; 

sobre  reivindicación  de  hacienda 


Sumario, — El  que  posee  de  buena  te  bienes  semovientes,  no  puede 
ser  demandado  por  acción  de  reivindicación,  no  siendo  aquellos 
perdidos  ó  robados;  ni  puede  intentar  esa  acción  el  que  está  obligado 
á  entregarlos  en  virtud  de  un  acto  ilicito. 


Caso,  —  Lo  esplican  los  fallos  siguientes: 


Fallo  del  «Iiiez  Federal 


Buenos  Aires,  Mayo  19  de  1884. 

Y  vistos  estos  autos,  seguidos  por  D.  Eliseo  Mafiay,  en  represen- 
tación de  D.  José  Arregui,  contra  D.  Pascasio  Pardo  y  D.  Serapio 
Juárez,  por  hurto  y  reivindicación  de  dos  mil  doscientas  ovejas 
que  le  tomaron  violentamente  de  su  establecimiento  en  el  Partido 
de  Raucb. 

Y  considerando:  l^  Que  de  lo  alegado  y  probado  resulta  que 
efectivamente  los  Sres.  Pardo  y  Juárez,  sacaron  del  establecimiento 
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de  D.  José  Arregui,  en  Rauch,  dos  mil  doscientas  cabezas  de  ganado 
lanar,  so  pretesto  de  que  esa  hacienda  les  había  sido  robada  y  con- 
traseñalada por  Arregui. 

^  Que  los  demandados  sostienen,  que  con  intervención  de  la 
autoridad,  hicieron  esa  estraccion,  á  lo  que  prestó  su  consentimiento 
D.  Martin  Arregui,  que  se  dice  encargado  por  su  hermano  D.  José, 
y  que  invocando  instrucciones  de  éste,  arregló  el  asunto  particular- 
mente, entregando  ese  número  de  ovejas  y  pagando  una  multa. 

3®  Que  á  pesar  de  tratarse  de  un  asunto  criminal,  cuyo  conoci- 
miento es  privativo  de  la  jurisdicción  del  Juez  de  Paz,  éste  no  tiene 
constancia  alguna  del  procedimiento,  según  el  informe  de  foja  107, 
no  obstante  haberse  ínflijido  una  pena,  para  lo  que  ha  debido  se- 
guirse un  procedimiento  regular  que  autorizara  la  existencia  del 
delito. 

4^  Que  los  demandados  no  han  probado,  como  han  debido  pro- 
bar en  forma  legal,  la  excepción  que  alegan,  habiendo  confesado, 
como  consta  de  autos,  que  los  tomaron;  tal  afirmación  y  en  seme- 
jantes términos,  los  coloca  en  la  obligación  de  justificar  los  estre- 
mos  de  su  defensa. 

o®  Que  si  bien  por  tales  razones  no  procede  la  demanda  de  hurto, 
la  acción  por  la  devolución  está  perfectamente  justificada  con  la 
confesión  de  haber  tomado  los  demandados  las  dos  mil  doscientas 
ovejas  reclamadas,  no  habiendo  probado  que  las  recibieron  legal- 
mente,  siguiéndose  el  procedimiento  del  caso,  y  cometiendo  con 
ello  un  verdadero  acto  de  despojo  prohibido  por  la  ley,  en  cuanto 
á  nadie  es  permitido  el  uso  de  la  fuerza  para  recuperar  lo  que  le 
corresponda  ( Fallos  de  la  Suprema  Corte,  serie  1*,  tomo  4^  pag.  372); 
ni  hacerse  justicia  por  sí  mismo,  en  lo  que  se  base  el  establecimiento 
del  Poder  Judicial. 

6^  Que  tampoco  se  ha  justificado  que  D.  Martin  Arregui  estuviese 
autorizado  para  proceder  á  nombre  de  su  hermano  D.  José,  y  á  mas, 
aparece  menor  de  edad»  como  consta  á  fojas  121  vuelta  y  211  vuelta. 
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lo  que  no  se  ha  contradicho;  ha  dehido  tener  titulo  suficiente  para 
obligar  á  su  hermano,  ó  por  lo  menos,  haber  ratificado  éste  el  pro- 
ceder de  aquel,  cosa  que  tampoco  se  ha  probado,  y  lejos  de  eso  el 
Arre-^^ui  niega  que  haya  hecho  la  entrega  y  agrega  que  se  hizo  la 
estraccion  contra  su  voluntad. 

T  Que  ya  se  tenga  en  cuenta  que  se  empleó  la  fuerza  ó  la  violen- 
cia, representada  por  los  Alcaldes  sin  titulo  ó  sentencia  de  Juez 
competente,  ó  bien,  que  tampoco  tenian  los  demandados  pacto  ó 
convención  alguna  legal  con  el  demandante  para  proceder  á  la  es- 
traccion de  las  ovejas;  estos  hechos  constituyen  un  verdadero  acto 
de  delito  civil  y  en  su  consecuencia  responsabiliza  á  sus  autores  á 
reparar  el  perjuicio  (artículo  1077,  Código  Civil),  que  en  este  caso 
seria  la  devolución  de  las  ovejas  estraidas,  con  más  los  frutos  natu- 
rales de  las  mismas,  desde  que  tuvo  lugar  la  sustracción  hasta  el 
momento  en  que  se  verifique  la  entrega  ó  su  valor  al  precio  en  el 
momento  que  se  ejecutorié  la  presente. 

Por  estas  consideraciones^  fallo:  Que  debo  condenar  y  condeno  á 
I).  Pascasio  Pardo  y  á  D.  Serapio  Juárez,  de  mancomunet  in  soHdumj 
á  la  devolución,  dentro  de  diez  dias  de  ejecutoriada  esta  sentencia, 
de  las  dos  mil  doscientas  ovejas,  con  sus  frutos  naturales,  desde  la 
sustracción  hasta  el  momento  del  pago,  ó  su  valor  al  precio  corriente 
de  esas  especies,  sin  especial  condenación  en  cosías,  Hágase  saber 
original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Alharracin, 


fe'^all<ft  de  I21  Suprema  l'.orle 


Buenos  Aires,  Marzo  28  de  1885. 

Y  vistos,  resulta:  Que  la  demanda  interpuesta  por  D.  José  Arre- 
gui,  contra  D.  Serapio  Juárez  y  0.  Pascasio  Pardo,  sobre  roivindi- 
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cacion  de  unas  ovejas,  se  funda  en  que  los  demandados  penetraron 
en  el  establecimiento  de  campo  del  demandante  y  se  apoderaron 
violentamente  de  dos  mil  doscientas  ovejas  de  su  propiedad,  lleván- 
dolas por  la  fuerza  á  su  estancia  respectiva. 

Que  los  demandados  nie;^^an  el  hecho  de  la  violencia,  y  sostienen 
que  les  fueron  robadas  algunas  haciendas  lanares,  y  habiéndolas 
encontrado  contraseñaladas  y  mezcladas  con  las  de  D.  José  Arregui, 
el  hermano  de  éste,  D.  Martin,  que  se  halfaba  en  el  establecimiento 
por  haber  aquel  fugado,  convino  en  entregarles  dos  mil  doscientas 
ovejas  al  corte,  en  pago  de  las  robadas,  renunciando  los  esponentes 
á  sus  acciones  civiles  y  criminales. 

Que  recibida  la  causa  á  prueba,  se  mandó  por  el  auto  de  foja  cua- 
renta y  dos,  comprobar  los  hechos  siguientes: 

Primero.  Si  las  ovejas  que  se  cobran  fueron  tomadas  por  los  de- 
mandados ó  entregadas  por  el  actor  ó  sus  representantes. 

Segundo.  Si  tuvo  lugar  el  convenio  ó  transacción  que  invocan  los 
demandados. 

Y  considerando:  Primero.  Que  de  autos  consta  que  las  ovejas  ro- 
badas á  Juárez  y  á  Pardo,  á  que  se  refiere  la  nota  del  Juez  de  Paz 
de  las  Flores,  de  foja  cincuenta,  fueron  encontradas  en  el  estableci- 
miento del  demandante,  habiendo  éste  sido  condenado  por  abigeato 
a  una  multa  de  quince  mil  pesos  moneda  corriente,  que  pagó  por 
autorización  suya,  su  hermano  D.  Martin  Arregui  (declaraciones  de 
fojas  treinta  y  tres,  treinta  y  cuatro  y  treinta  y  cinco;  certificado  de 
foja  ciento  seis  vuelta,  y  declaración  del  mismo  D.  Martin,  de  foja 
ciento  veinte  y  una  vuelta,  contestando  á  la  cuarta  pregunta  del  in- 
terrogatorio de  foja  ciento  veinte). 

Segundo.  Que  consta  igualmente,  que  el  citado  D.  Martin,  arregló 
el  asunto  con  los  demandados  con  intervención  de  la  autoridad  de 
Rauch,  entregando  las  dos  mil  doscientas  ovejas  en  compensación 
de  las  robadas,  siendo  por  consiguiente  inexacto  que  las  hubiesen 
tomado  por  violencia,  como  lo  sostiene  el  demandante  (convenio  de 
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foja  ciento  diez  y  nueve,  reconocido  á  foja  ciento  veinte  y  dos,  y 
declaraciones  de  fojas  treinta  y  tres,  treinta  y  cuatro  y  treinta  y 
cinco,  de  los  testigos  que  intervinieron  en  el  acto). 

Tercero.  Que  la  prueba  producida  por  el  actor,  para  desvanecer 
estos  hechos,  ninguna  importancia  tiene  en  juicio;  pues  á  la  séptima 
pregunta,  única  pertinente  del  interrogatorio  de  foja  cuarenta  y 
seis,  con  la  cual  se  propone  probar  el  hecho  de  la  violencia,  solo 
contestaron  afirmativamente  D.  Félix  Herrera,  foja  cincuenta  y 
cinco,  y  Don  Martin  Arregui,  hermano  del  demandante,  foja  doscien- 
tas doce.  Siendo  de  notarse  respecto  del  primero,  que  no  presenció 
el  hecho  sobre  que  depone,  según  lo  declara  á  foja  cincuenta  y 
cinco  vuelta,  ni  dá  razón  algunadesudicho,  y  respecto  del  segundo, 
que  fué  él  quien  celebró  el  arreglo  de  foja  ciento  diez  y  nueve,  y  él 
también  el  que  hizo  personalmente  la  entrega  de  las  ovejas  men- 
cionadas, según  él  mismo  lo  confiesa  á  foja  ciento  veinte  y  dos. 

Cuarto,  Que  siendo  esto  así,  y  hallándose;  por  consiguiente,  Don 
José  Arregui  obligado  á  restituir  á  Juárez  y  á  Pardo  las  ovejas  que 
le  fueron  robadas  y  que  se  encontraron  en  su  establecimiento,  la 
presunción  de  propiedad  en  que  funda  su  acción  reivindicatoría,  uo 
puede  ser  invocada  por  él,  según  lo  dispuesto  por  los  artículos  dos 
mil  cuatrocientos  doce  y  dos  mil  cuatrocientos  catorce  del  Código 
Civil. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
doscientos  trece,  y,  en  su  consecuencia,  se  absuelve  de  la  demanda 
á  los  demandados,  y  devuélvase,  previo  pago  de  costas  y  reposición 
de  sellos.  Notifíquese  con  el  original. 

J.  B.  GOROSTLVGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  — S.  M.  LASPIUll. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA  XXXIX 


ü.  Andrés  Xoya,  contra  I).  Florencio  Reina  y  I).  Salustiano  Qairóz; 

sobre  interdicto  de  amparo 


Sumario. — Para  que  procedan  los  interdictos  posesorios,  no  basta 
probar  el  derecho  de  poseer;  es  esencial  que  se  pruebe  el  hecho  de 
la  posesión. 

Caso. — Lo  esplican  los  siguientes  fallos: 


Fallo  del  «lucz  Federal 


Paraná,  Junio  D  de  ls84. 

Y  vistos:  El  interdicto  propuesto  por  I).  Andrés  Nova  (español), 
contra  D.  Salustiano  Medina  y  Quiróz  y  D.  Florencio  Reina  (argen- 
tinos), para  ser  mantenido  en  la  posesión  de  un  campo  ubicado  en 
el  Distrito  «ManantialesN  Departamento  de  La  Paz,  resulta: 

Que  en  18G0,  D.  Benito  Medina,  obtuvo  del  Excmo.  Gobierno  Na- 
cional, la  posesión  del  campo  en  cuestión,  sezun  consta  del  estracto 
del  titulo,  hecho  por  el  Departamento  Topográfico,  fojas  73  y  74. 

T.   XIX  10 
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•cion  de  manutención  contra  I).  Salustiano  Medina  y  Quiróz  y  Flo- 
rencio Reina,  que  ni  exhiben  titulo  propio  ni  son  verdaderos  posee- 
dores, sino  simples  tenedores  ó  detentores,  como  queda  demos- 
trado. 

Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con  las  disposiciones  ci- 
tadas, declaro  que  D.  Salustiano  Medina  y  Quiróz  y  D.  Florencio 
Reina,  perturban  á  D.  Andrés  Noya  en  la  posesión  del  campo  á  que 
se  refiere  la  escritura  de  venta  de  foja  7  de  estos  autos,  y  en  conse- 
cuencia, los  condeno  á  no  ejecutar  en  él  acto  alguno  de  posesión  en 
adelante,  y  á  dejarlo  en  estado  de  que  Noya  pueda  ejercerla  con  li- 
bertad en  toda  su  plenitud,  en  el  término  de  treinta  dias,  reserván- 
doles á  los  demandados  los  derechos  que  pudieran  tener  sobre  el 
campo  en  cuestión,  para  que  los  hagan  valer  en  la  forma  que  les 
conviniese;  con  costas,  en  las  que  no  debe  comprenderse  el  testi- 
monio últimamente  presentado  por  el  actor.  Hágase  saber  original 
y  repónganse. 

M.  de  T.  Pintos, 


Fallo  de  la  Suprema  l^ortc 

Buenos  Aires,  Marzo  28  de  1885. 

Visto  el  interdicto  de  retener  la  posesión  deducido  por  don  An- 
drés Noya,  contra  don  Florencio  Reina  y  don  Salustiano  Medina  y 
Quiróz. 

Y  considerando: 

Primero,  Que,  según  consta  del  título  cuyo  estracto  corre  á  foja 
setenta  y  tres,  el  campo  en  cuestión  fué  concedido  por  el  Superior 
Gobierno,  en  mil  ochocientos  sesenta,  á  I).  Benito  Medina,  que  lo 
poseyó  desde  esa  fecha,  sin  interrupción  alguna,  hasta  su  fallecí- 
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miento,  conlimiando  después  en  la  posesión  su  viuda  y  sus  here- 
deros. 

Segundo,  Que  este  hecho  se  halla  reconocido  y  confesado  por  el 
mismo  demandante;  pues  á  foja  treinta  de  su  esposícion  de  foja 
veinte  y  nueve  vuelta,  dice  que  primero  ocupó  el  campo,  que  motiva 
este  pleito,  como  arrendatario  de  dona  Florenciana  Qui.róz  de  Me- 
dina, viuda  de  D.  Benito  Medina,  y  después,  como  ocupante,  á  nom- 
bre del  Fisco,  por  haber  la  sucesión  de  aquel  dejado  de  pagar  los 
arrendamientos  al  Gobierno  y  hecho  abandono  de  sus  derechos. 

Tercero.  Que  á  foja  treinta  y  siete  vuelta,  afirma  el  demandado, 
sin  que  lo  haya  ne;?ado  el  demandante,  que  el  campo  que  este  ocu- 
paba como  arrendatario  de  la  viuda  de  Medina,  solo  tenia  de  os- 
tensión un  cuarto  de  legua,  lo  cual  resulta  confirmado  por  el  hecho 
de  hallarse  don  Salustiano  Medina  en  posesión,  desde  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  uno,  de  la  fracción  que  hoy  reclama  Noya,  como  com- 
prendida en  la  legua  que  después  le  fué  concedida  por  el  Gobierno 
en  mil  ochocientos  ochenta  y  tres;  pues  no  es  presumible  que  si 
aquel  hubiera  entrado  á  poseer  el  campo  que  ocupaba  Noya  como 
arrendatario,  hubiera  éste  guardado  silencio,  sin  hacer  gestión  al- 
guna, hasta  después  de  haber  obtenido  el  titulo  de  propiedad. 

Cuarto.  Que  de  estos  antecedentes  resulta,  que  el  demandante 
nunca  ha  estado  en  posesión  de  la  fracción  de  campo  ocupada  desde 
mil  ochocientos  ochenta  y  uno  por  el  demandado.  No  pudo  ocuparla 
como  arrendatario,  porque  dicha  posesión  se  hallaba  fuera  de  los 
limites  del  terreno  quo  le  fué  dado  en  arrendamiento.  Tampoco  ha 
podido  ocuparla  como  propietario,  porque  cuando  tuvo  el  título  de 
propiedad  por  una  legua  de  campo,  la  fracción  que  se  dice  compren- 
dida en  ella  estaba  ya  ocupada  por  í).  Salustiano  Medina,  según 
consta  de  las  diligencias  de  mensura  que  corren  en  el  espdiente  ad- 
ministrativo, á  que  se  refiere  el  Juez,  en  el  primer  considerando  de 
su  sentencia. 

Quinto.  Que  el  titulo  de  foja  siete,  de  que  se  hace  mérito  en  la  de- 
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manda,  no  puede  servir  de  base  para  fundar  el  interdicto;  porque 
él  solo  probaria  el  derecho  de  poseer,  y  esta  prueba,  ya  sea  que  se 
produzca  por  el  demandante  ó  por  el  demandado,  es  enteramente 
inútil  en  las  acciones  posesorias,  desde  que,  según  el  articulo  dos 
mil  cuatrocientos  setenta  y  dos  del  Código  Civil,  el  derecho  de  poseer 
nada  tiene  de  común  con  el  hecho  de  la  posesión. 

Sesto,  Que  por  lo  mismo,  el  demandado  no  necesita  probar  su 
calidad  de  heredero  de  D.  Benito  Medina  para  justificar  el  derecho 
con  que  posee.  Le  basta  el  hecho  de  poseer:  pues  en  su  calidad  de 
poseedor,  no  está  obligado  á  producir,  en  el  presente  juicio,  su  titulo 
á  la  posesión,  según  lo  establece  el  artículo  dos  mil  trescientos  se- 
senta y  tres  del  Código  citado. 

Séptimo.  Que  siendo  esto  así,  y  no  habiendo  el  demandante  pro- 
bado su  posesión  en  la  parte  de  campo  ocupada  por  Medina;  y  re- 
sultando, por  el  contrario,  que  la  posesión  de  éste  es  contraria  al 
titulo  que  aquel  obtuvo  del  Gobierno,  el  interdicto  deducido  para 
retener  la  posesión,  es  de  todo  punto  improcedente,  pues  no  reúne 
las  condiciones  exigidas  por  el  articulo  trescientos  veinte  y  siete  de 
la  ley  de  Procedimientos,  para  que  pueda  tener  lugar. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  no- 
venta y  siete,  y,  en  su  consecuencia,  se  absuelve  al  demandado  de 
la  demanda,  dejándose  á  salvo  los  derechos  que  pudiera  tener  el 
demandante  para  que  los  haga  valer  en  el  juicio  peritorio  correspon- 
diente, y  devuélvanse,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 
Notifíquese  con  el  original. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
ÜLADISLAO  FRIAS. — S.  M.  LASPIUR. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA    XL. 


D.  Carlos  S.  Jones j  capitán  del  tPatriotait,  contra  D.  Miguel  DoderOy 
capitán  del  ^Providcnza^y  y  otros;  sobre  cobro  de  salario j  por 
salvamento  del  buque  y  carga. 


Sumario,  —  1*^  Los  servicios  prestados  por  un  buque  á  otro,  que 
no  han  tenido  por  objeto  el  reponerlo  á  flote  y  conducirlo  á  buen 
puerto,  ni  salvarlo  ó  salvar  la  carga,  sino  simplemente  haber  acu- 
dido al  llamado  de  auxilio,  á  causa  de  varadura,  haber  estado  á  su 
disposición  por  cualquier  evento,  y  haber  ayudado  á  levar  el  ancla, 
no  pueden  clasificarse  como  servicios  de  asistencia  y  salvamento. 

^  La  ocupación  de  un  documento  sustancial  por  parle  del  actor, 
prueba  su  temeridad  y  le  somete  al  cargo  de  las  costas  procesales. 


Caso,  —  Lo  esplica  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Rosario,  Mayo  27  de  1884. 

Vistos  estos  autos,  seguidos  por  D.  Carlos  A.  Jones,  dueño  del 
pailebot  argentino  «Patriota»,  contra  los  Sres.  D.  Miguel  Dodero 
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y  demás  interesados  en  el  cargamento  del  «•  Providenza »,  por  ser- 
vicios prestados  con  motivo  de  la  varadura  que  sufrió  en  el  banco 
Orliz,  en  su  viaje  de  Montevideo  a  Buenos  Aires,  resulla  lo  si- 
guiente: 

El  capitán  Jones,  espone:  que  su  buque  fué  requerido  para  pres- 
tar auxilios  con  presteza  al  buque  italiano  «Providenza»,  queseen- 
contraba  varado,  y  en  inminente  peligro  en  el  banco  Ortiz;  que  en 
esta  virtud,  abandonó  la  descarga  del  buque  inglés,  que  en  este  mo- 
mento efectuaba,  para  ir  al  salvamento  del  buque  susodicho,  que 
comandaba  í).  Miguel  Dodero,  consiguiendo  con  gran  suerte,  el  hu- 
manitario propósito  que  tuvo  en  vista,  para  lo  cual  empleó  un  nú- 
mero estraordinario  de  brazos,  sin  cuyo  auxilio  el  buque  «  Provi- 
denza »  se  hubiera  perdido  irremediablemente,  y  con  él  todo  el 
cargamento  que  porteaba  para  esta  plaza,  habiendo  así  verificado 
un  verdadero  salvataje. 

Que  habiendo  el  capitán  del  buque  salvado,  rehusádose  á  remu- 
nerar á  su  salvador  el  inmenso  servicio  prestado  á  su  buque  y  carga, 
y  apreciando  moderadamente  el  valor  de  salvataje,  pedia  se  man- 
dase pagar  al  capitán  del  «  Providenza»  y  consignatarios  ó  dueños 
de  la  carga,  el  25  por  ciento  del  valor  de  ella  y  del  buque,  como 
también  el  precio  del  salario  de  asistencia  y  salvamento,  á  que  se 
refiere  el  artículo  1462,  del  Código  de  Comercio. 

La  parte  del  capitán  Dodero  y  demás  interesados  en  la  carga, 
responden: 

Que  siendo  completamente  inexactos  los  hechos  referidos  y  sin 
aplicación  las  disposiciones  legales  que  se  invocan  para  exijir  como 
compensación  del  supuesto  salvataje  la  enorme  suma  del  25  por 
ciento  sobre  el  valor  del  buque  y  de  la  carga,  debe  ser  rechazada, 
con  especial  condenación  en  costas,  tan  temeraria  pretensión. 

Que  el  actor  debió  limitarse  á  pedir  la  cantidad  prudente  y  equi- 
tativa á  que  es  acreedor  por  el  pequeño  servicio  prestado,  de  acuerdo 
con  el  convenio  que  espresa  el  documento  que  obra  en  su  poder,  á 
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lo  que  no  se  hubiesen  opuesto  ni  el  capitán,  ni  los  cargadores,  como 
lo  manifestaron  en  juicio  verbal,  á  fojas  7  vuelta  y  8. 

Que  la  narración  que  el  actor  hace  de  los  sucesos  que  tuvieron 
lugar  en  el  banco  Ortiz,  del  sábado  31  de  Marzo  al  Domingo  1^  de 
Abril,  es  completamente  inexacta;  pues  la  verídica  y  única  es  la 
que  indica  el  Libro  Diario  de  Navegación  del  buque  «Providenza», 
y  la  que  hace  al  respecto,  la  oficialidad  de  á  bordo,  que  comprueban 
que  no  ha  habido  tal  salvataje  y  que  el  servicio  prestado  por  el  pa- 
trón del  «Patriota»,  se  reduce  á  haber  estado  algunas  horas  an- 
clado á  cierta  distancia,  y  amarrado  para  mayor  seguridad  suya  y 
para  acudir  á  ofrecerse  al  «Providenza». 

Que  no  hubo  tal  salvataje,  ni  cosa  que  se  le  parezca,  lo  confirma 
el  mismo  documento  que  el  patrón  del  pailebot  exigió  y  aceptó  del 
capitán  del  «Providenza»  y  cuyo  contesto  literal  es  el  siguiente,  tra- 
ducido al  castellano:  «Yo,  el  abajo  firmado,  capitán  de  la  nave  go- 
leta italiana  «Providenzas  de  bandera  Italiana,  encontrándome 
varado  sobre  el  banco  Ortiz,  y  habiendo  llamado  al  pailebot,  con 
bandera  de  auxilio,  de  nombre  «Patriota»  de  bandera  <)riental,  á 
las  cuatro  p.  m.;  quedando  á  mi  disposición  para  todo  lo  que  pudiera 
suceder,  quedamos  convenidos  que  en  Buenos  Aires  será  apreciado 
por  peritos  el  valor  de  su  tiempo  perdido,  y  en  caso  que  el  buque  no 
pudiese  zafar,  se  harán  nuevos  arreglos». 

üue  este  documento  se  guardó  bien  el  capitán  Jones  de  presen- 
tarlo en  la  demanda. 

Que  ni  la  ley,  ni  la  opinión  de  los  autores  que  cita,  clasifican  ta- 
les hechos  de  salvataje,  ni  de  asistencia,  ni  por  tanto  pueden  auto- 
rizar las  desmedidas  pretensiones  de  la  parte  contraria. 

Abierta  la  causa  á  prueba,  por  parte  del  demandante,  se  ha  pro^ 
ducido  la  siguiente: 

Que  el  paraje  llamado  «Banco  Ortizs  es  en  estremo  peligroso 
para  los  buques,  y  en  él  se  han  perdido  muchas  embarcaciones,  aun 
sin  estar  encalladas;  y  que  seria  seguro  el  naufragio  de  unaembar- 


146  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

cacion  encallada  allí,  si  durante  esa  encalladura  sobreviniera  un 
temporal  (fojas  74  á  76).  ^ 

Además,  de  fojas  124  á  138,  presenta  la  prueba  recibida  en  Mon- 
tevideo, compuesta  de  la  declaración  simultánea  de  los  tripulantes 
del  «Patriota)»,  D.  Hermán  Larka,  Alejo  Pascual  y  Willams  Wiikens, 
que  declaran  que  sin  la  ayuda  de  la  tripulación  «Patriota»,  ú  otra 
fuerza,  habria  sido  imposible  librar  el  buque  de  la  varadura;  que  la 
tripulación  del  «Providenzaj»,  queria  abandonar  su  buque,  teniendo 
ya  sus  equipajes  prontos  para  embarcarlos,  cuando  el  «Patriota» 
llegó  á  su  auxilio.  Que  en  la  tarde  del  mismo  dia  31,  se  levantó  un 
fuerte  temporal  que  habría  hecho  pedazos  al  buque  sí  todavía  se  hu- 
biese encontrado  varado». 

El  Capitán  General  del  puerto  de  Montevideo,  á  foja  138,  informa: 
Que  el  1°  de  Abril  sobrevino  mal  tiempo,  poniendo  en  peligro  al  bu- 
que italiano  «Provídenza»,  varado  en  el  banco  Ortiz,  y  que  el  «Pa- 
triota» se  trasladó  á  él  para  prestarle  servicio  de  salvamento. 

Que  el  banco  Ortiz,  como  todos  los  bancos  del  Hio  de  la  Plata,  son 
peligrosos  para  la  navegación  cuando  sobrevienen  malos  tiempos, 
pues  con  fuertes  vientos  y  mar  agitado,  corren  riesgo  los  buques 
que  varan  en  dichos  barcos,  pudiéndose  perder,  como  ha  sucedido 
en  muchas  ocasiones. 

La  parte  del  «Provídenza»,  demandada,  presenta  como  prueba  la 
declaración  de  su  segundo  á  bordo,  Juan  Rossi,  del  contramaestre 
Nicolás  Barabino,  y  del  cocinero  Luis  Largiuzi,  corriente  á  foja  109, 
rXtUicado  posteriormente  de  fojas  112  á  lio,  cuya  traducción  corre 
á  f6ji^  168,  de  la  que  consta  que  varó  el  buque  en  el  banco  Ortiz; 
que  se  llamó  eo  auxilio  al  «Patriota»  el  dia  31  de  Marzo;  que  el 
«Patriota»  quedó  á  disposición  del«Providenza»,sin  hat)er  prestado 
níngnn  socorro  eficaz;  y  que  el  dia  siguiente,  solo  por  el  creci- 
miento de  las  aguas  y  las  maniobras  que  hizo  el  «Provídenza»,  se 
puso  á  flote,  sin  que  el  «Patriota»  hubiese  hecho  otro  servicio;  que 
cuando  llegaron  los  marineros  del  «Patriota»  les  ayudaron  á  levar 
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el  ancla,  embarcándose  en  seguida  porque  el  buque  había  tomado 
su  velocidad  natural;  con  todas  las  demás  especificaciones  que  con- 
tienen dichas  declaraciones  y  las  pre.«?untas  hechas  por  la  parte 
contraria. 

A  foja  i21,  presentan  también  la  traducción  de  los  asientos  délos 
dias  31  de  Marzo  y  1^  de  Abril  del  libro  de  á  bordo,  llevado  en  toda 
regia,  de  los  cuales  consta,  que  el  «Providenza»  varó  en  una  orilla 
del  banco  Ortiz,  que  llamó  en  su  auxilio  al  1Patriota^  á  las  cuatro 
p.  m.  del  31  de  Marzo;  que  quedó  á  disposición  del  «Providenza», 
por  lo  que  pudiera  suceder;  que  los  dos  principales  de  los  buques, 
convinieron  que  en  Buenos  Aires  seria  juzgado  por  medio  de  arbi- 
tros, el  importe  del  tiempo  que  perdiese  el  «Patriota»  J  que  en  caso 
que  el  «Providenza»  no  pudiese  salir  de  la  varadura,  seharian  nue- 
vos convenios;  que  el  1°  de  Abril  á  las  tres  de  la  mañana,  el  buque 
se  empezó  a  mover  y  se  desplegaron  todas  las  velas,  y  que  alas  cua- 
tro, poco  á  poco,  han  salido  afuera;  con  todos  los  demás  detalles 
contenidos  en  dichos  asientos. 

El  convenio  que  celebraron  y  que  suscribió  el  capitán  del  «Pro- 
videnza»,  corre  á  fojas 

Y  Considerando:  1^  Que  la  prueba  producida  por  la  parte  del 
capitán  Jones,  en  Montevideo,  en  los  dias  28  y  29  de  Diciembre 
de  1883  y  2  de  Enero  de  1884,  referente  á  los  testigos  Larka,  Pas- 
cual y  Williams  Wiikens,  y  el  informe  del  Capitán  General  del  puerto 
de  Montevideo,  es  ineficaz,  por  haberlo  sido  fuera  del  término  ordi- 
nario de  los  treinta  dias,  con  mas  los  correspondientes  á  la  distan- 
cia de  esta  á  aquella  ciudad,  según  se  patentiza  por  el  cómputo  de 
los  dias  hábiles,  deduciéndose  los  en  que  estuvo  suspensa  la  prueba. 
Y  pues,  la  parte  que  la  solicitó  no  pidió  término  estraordinarío, 
aceptando  espresamente  la  ineficacia  de  dicha  prueba,  'si  no  fuera 
producida  en  el  término  ordinario,  según  está  también  establecido 
por  el  auto  ejecutoriado  que  se  dictó  á  su  favor,  corriente  á  foja  69. 
A  que  se  agrega,  que  aun  cuando  hubiera  sido  en  término  hábil. 
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siempre  adolecería  de  las  diversas  y  notables  irregularidades  afec- 
tantes á  su  validez  legal  que  lia  enumerado  en  su  alegato  de  bien 
probado  la  parte  del  «Providenza» ;  añadiéndose  á  ellas  las  circuns- 
tancias de  que  los  testigos  que  han  prestado  esas  declaraciones, 
siendo  tripulantes  del  «Patriota»,  son  personalmente  interesados  en 
el  asunto,  por  el  contrato  que  tenian  celebrado  con  el  dueño  de 
ese  buque,  por  el  cual  dehian  recibir  un  tanto  por  cada  tonelada 
que  salvasen;  según  el  informe  del  Capitán  General  del  Puerto  de 
Montevideo,  á  foja  138,  espedido  á  solicitud  de  la  misma  parte.  Y 
pues  que  aun  cuando  ninguna  de  tales  circunstancias  ocurriesen, 
respecto  á  esas  pruebas,  quedarían  contrabalanceadas  y  vencidas 
por  las  producidas  por  la  parte  contraria,  que  era  demandada, 
siendo  como  tal  mejor  su  condición  según  derecho,  por  correspon- 
der al  demandante  la  prueba  bastante  de  los  hechos  en  que  se  funda 
su  demanda. 

2^  Que  eliminada  esa  prueba,  solo  queda  en  pié  la  producida  por 
la  parte  demandada^  constante  de  la  declaración  de  los  testigos 
Hossi,  Barbino  y  Largiusi,  que  aun  cuando  también  son  tripulantes 
del  «Providenza»,  no  se  hallan  personalmente  interesados,  como  lo 
estaban  los  testigos  contrarios  iguales  en  número.  A  que  se  agrega, 
que  sus  declaraciones  están  de  acuerdo  con  lo  sustancial  y  perti- 
nente al  caso,  con  ios  asientos  del  libro  de  á  bordo  de  los  dias  31 
de  Marzo  y  1*^  de  Abril  llevado  en  toda  forma,  donde  están  estable- 
cidos los  hechos  de  una  manera  que  manifiesta  la  verdad  de  la  opo- 
sición, por  cuanto  si  hubiera  habido  en  el  capitán  del  «Providenza» 
una  mente  preconcebida  en  sentido  contrario  á  los  intereses  del 
«Patriota*,  pudiera  haber  suprimido  en  ellos  la  relación  de  hechos 
que  la  misma  parte  de  Jones  los  cree  muy  favorables  á  su  derecho, 
invocándolos  como  tales. 

3^  Oiie  de  esas  pruebas  resulta,  que  cualquiera  que  hubiera  sido 
el  riesgo  que  sufrió  el  «Providenza»  en  su  varadura,  y  que  el  «Pa- 
triota» fué  llamado  en  su  auxilio  y  empleó  algún  tiempo,  quedando 
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á  sus  órdenes  desde  las  cuatro  del  dia  31  de  Marzo  hasta  muv  tem- 
prano  de  la  mañana  siguiente,  y  que  alirunos  marineros  ayudaron 
á  levantar  el  ancla  del  «Providenzas  lo  que  pudieron  tal  vez  hacer 
solos  los  marineros  del  <Patriota>,  no  puede,  en  ningún  sentido,  es- 
tablecerse que  ese  pequeño  servicio  haya  salvado  de  un  naufragio 
al  «Providenza,  que  se  puso  á  flote  por  si  mismo  y  solo  por  la  ele- 
vación de  las  aguas;  sin  que  tampoco  importe  cusa  alguna  al  caso, 
el  que  el  capitán  del  t  Providenza  »,  en  vista  del  peligro  en  que  lo 
ponia  la  varadura,  hubiese  preparado  para  cualquier  evento  una 
embarcación.  Viniendo  á  establecer  la  verdad  de  todos  estos  hechos, 
el  convenio  que  firmó  el  capitán  del  «  Providenza  »  y  aceptó  el  del 
« Patriota  s  corriente  á  foja. . . .  por  el  cual  se  comprometió  solo  á 
pagarle  á  juicio  de  arbitros,  el  tiempo  que  emplease  en  estar  á  sus 
órdeTies,  siendo  motivo  de  un  convenio  posterior,  que  nunca  se  hizo, 
cualquier  otro  servicio  de  salvataje  que  en  adelante  pudiera  pres- 
tarle; ofreciendo  una  pruel)a  de  que  tal  servicio  no  se  prestó,  el  que 
no  se  hiciera  el  convenio  que  se  estipuló  para  el  caso. 

4**  Que  según  todos  estos  antecedentes,  el  servicio  prestado  por  el 
«Patriota <(  al  «Providenza»,  no  puede  clasificarse  como  servicio  de 
asistencia  ó  de  salvamento,  según  el  tenor  y  clasificación  que  de 
ellos  hacen  los  artículos  1463  y  1404,  del  Código  de  Comercio;  pues 
según  el  primero,  el  salario  de  asistencia  procede  cuando  el  buque 
y  carga,  conjunta  ó  separadamente,  son  repuestos  en  alta  mar  ó 
conducidos  á  Inien  puerto.  Nada  de  lo  que  ha  sucedido  por  los  esfuer- 
zos del  tPatriota».  Debiéndose,  según  el  segundo,  los  salarios  de 
salvamento,  cuando  se  recuperan  ó  salvan  un  buque  ó  efectos  en- 
contrados sin  dirección  en  alta  mar  ó  en  las  playas  ó  costas,  y  demás 
que  espresa  el  artículo;  lo  que  tampoco  ha  efectuado  el  <  Patriota  s 
respecto  del  «Providenza»  y  su  carga.  Viniendo  en  tal  virtud  á  tra- 
tarse solo  de  un  servicio  de  carácter  especial,  que  debe  sin  duda  ser 
indemnizado  según  su  verdadera  importancia,  y  que  está  llamado 
á  satisfacer  el  que  lo  ha  recibido  y  para  cuya  satisfacción  debe  te- 
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nerse  en  cuenta,  sino  el  tenor  espreso,  el  espíritu  de  las  disposicio- 
nes con;^Tuentes  de  dichos  artículos  y  demás  del  Código  de  Comer- 
cio^ y  del  título  de  los  naurra.u:ios. 

Forestes  fundamentos;  no  haciéndose  hl:.^a^  k  la  demanda  en  los 
términos  y  estension  que  ha  sido  deducida: 

Pallo:  que  el  capitán  del  «Providenza»  está  ohlijL'ado  á  abonar  al 
dueño  del  «Patriota»,  en  el  término  de  diez  dios,  el  importe  de  los 
servicios  prestados  á  aquel  huque  durante  la  varadura  y  el  tiempo 
que  estuvo  á  sus  órdenes,  á  juicio  de  peritos,  de  conformidad  al  es- 
píritu filosófico  de  los  artículos  1462  y  relativos  del  Códi^^o  de  Co- 
mercio, y  de  lo  resuelto  en  el  falto  de  la  Suprema  Corle,  tomo  14, 
serie  2%  página  155. 

Feneíon  Zuhiria. 


Fallr»  dv  In  Suprema  < lorie 


Buenos  Aires,  Abril  7  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  ciento  setenta,  siendo  á  cargo  del  demandante  las  costas  de 
primera  y  segunda  instancia,  por  considerarse  temeraria  la  demanda 
interpuesta,  con  ocultación  del  documento  en  que  constaba  el  con- 
venio que  las  partes  celebraron  para  la  apreciación  del  servicio 


OE  JUSTICIA  NACIONAL  151 

prestado.  Devuélvase,  eo  consecuencia,  los  autos  al  Juz/ado  de  su 
procedencia,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  B.  G0R0STIA6A.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  —  S.  M.    LASPIUR. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 


<:ai;sa  xi^i 


D.  Leopoldo  Mancini,  contra  D.  Victorino  Maciel,  por  desalojo; 

sobre  competencia. 


Sumario— V^  La  demanda  por  desalojo  de  un  campo,  entablada  por 
el  comprador,  no  es  incidente,  ni  consecuencia  del  pleito  fenecido 
qoe  el  demandado  sostuvo  contra  el  causante,  sobre  nulidad  de  su 
titulo. 

2°  Siendo  estranjero  el  demandante,  y  argentino  el  demandado^ 
la  justicia  federal  es  competente  para  entender  en  la  demanda. 
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Caso.  —  Se  refiere  en  el 


Fallo  del  Juez  Federal 


Corrientes,  Abril  20  de  1884. 

Y  vistos:  resulta  de  estos  autos  lo  siguiente:  1^  Que  don  José 
Antonio  Virasoro,  pidió  y  obtuvo,  el  ano  cuarenta  y  nueve,  del  Go- 
bierno de  esta  Provincia,  la  propiedad  de  unos  campos  que  le  per- 
tenecían en  enfitéusis  y  de  unos  retazos  valdíos  contiguos  á  ellos, 
situados  en  el  paraje  denominado  Timboy,  Departamento  de  Curuzú- 
Guatiá,  cuyos  derechos  eníitéuticos  los  obtuvo  por  cesión  que  le 
hicieron  el  Coronel  de  Milicias  don  Vicente  Ramírez  v  D.  José  de 
Jesús  Maciel. 

^  (iue  habiendo  fallecido  D.  José  Virasoro,  su  viuda  doña  Elena 
González  de  Virasoro,  vendió  los  espresados  campos  á  los  hermanos 
legítimos  D.  José  María  y  D.  Juan  Antorio  Galarraga,  bajo  las  bases 
y  condiciones  que  se  espresan  en  la  escritura  de  foja  3o  y  siguien- 
tes, y  D.  Juan  Antonio  Galarraga  vendió,  el  año  73,  una  parte  del 
campo  á  Dona  Fortunata  Gauna  de  Reyna,  con  la  obligación  de 
pagar  parte  del  precio  á  plazos  y  bajo  la  condición  espresa  de  que 
no  podrán  hacerse  efectivas  las  obligaciones  mientras  Galarraga  no 
concluya  el  pleito  que  sostiene  con  D.  Victoriano  Maciel,  sobre  pro- 
piedad do  parte  del  campo  vendido,  siendo  asimismo  prevención 
espresa  que  debe  entregarlo  amojonado  y  mensurado  á  su  costa, 
debiendo  abonar  á  la  compradora  7000  $  por  cada  legua  si  per- 
diese dicho  pleito,  como  consta  de  la  escritura  de  foja  14  y  si- 
.guientes. 

3^  Que  D*^  Fortunata  Gauna  de  Reyna  vendió  parte  de  este  campo 
al  demandante  D.  Leopoldo  Mancini,  por  la  suma  de  14000  5»,  que 
confiesa  tener  recibidos  con  anterioridad,  y  declara  la  vendedora, 
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qne  aunque  D.  Victoriano  Maciel  ha  estado  ocupando  parte  del 
campo  vendido,  una  legua  poco  mas  ó  menos,  por  el  derecho  enfi- 
téutico  que  se  hallaba  en  litigio  con  D.  Juan  Antonio  Galarraga,  de 
quien  los  adquirió  el  otorgante;  pero  que  este  derecho  ha  terminado 
el  16  de  Abril  del  año  81,  por  ministerio  de  la  misma  ley  de  cníi- 
téusis,  entrando  la  vendedora  en  pleno  goce  de  la  (Propiedad.  Del 
espediente  pedido  ad  efeclum  videndi  y  remitido  por  el  Gobierno  de 
la  Provincia,  resulta  lo  que  sigue:  habiéndose  presentado  D.  Victo- 
riano Maciel,  heredero  de  D.  José  de  Jesús  Maciel,  ante  el  Juzgado 
de  Goya,  alegando  nulidad  de  la  cesión  que  hizo  éste  á  favor  de  don 
José  Antonio  Virasoro,  fundado  en  que  tal  cesión  se  hizo  por  la 
fuerza  y  el  temor,  se  siguieron  ante  dicho  Juzgado  algunas  drligen- 
cias  para  ratificación  de  varios  testigos  que  hablan  informado  en 
tal  sentido,  y  con  este  espediente  se  presentó  Maciel  al  Exrao.  Go- 
bierno de  la  Provincia,  denunciando  como  fiscal  el  campo  denomi- 
nado «Timboy»,  que  poseia  en  enfitéusis;  el  Gobierno  admitióla 
denuncia  y  practicada  la  mensura  y  mientras  se  tramitaba  el  espe- 
diente, se  presentó  D.  Martin  Zelaya,  apoderado  de  la  viuda  de  Vi- 
rasoro, pidiendo  se  respetase  su  propiedad  en  el  campo  denunciado 
que  le  pertenecía  por  merced  remuneratoria  que  le  hizo  í).  José  de 
Jesús  Maciel,  por  cuyo  motivo  el  Gobierno  remitió  el  espediente  al 
Juzgado  de  1^  Instancia  de  esta  Capital,  siguiéndose  un  largo  pleito 
sobre  la  nulidad  ó  rescisión  de  la  cesión  que  hizo  Maciel  á  favor  de 
D.  José  Antonio  Virasoro,  cuyo  pleito  se  inició  en  1864  y  se  falló  en 
i^  Instancia  en  Junio  8  de  1878,  absolviendo  de  la  instancia  al  de- 
mandado, y  en  segunda  instancia  en  Octubre  18  del  mismo  año  78, 
confirmando  la  sentencia  de  1*  Instancia. 

Y  considerando;  1°  Que  fallado  por  los  Tribunales  provinciales 
el  pleito  intentado  por  Maciel  contra  los  herederos  de  D  José  An- 
tonio Virasoro,  sobre  nulidad  de  la  cesión  que  hizo  D.  José  de  Jesús 
Maciel  á  éste  último,  corresponde  á  estos  mismos  Tribunales  cono- 
xaer  de  todas  las  incidencias  de  aquel;  y  siendo  el  juicio  para  adqui- 

T.  XIX  11 
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un  estranjero,  se  revoca,  por  estos  motivos  y  de  conformidad  con  lo 
espuesto  y  pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  en  su  prece- 
dente vista,  el  auto  apelado  de  foja  cien  y  se  declara  que  el  Juez  de 
Sección  es  competetente  para  conocer  en  este  asunto.  Devuélvanse, 
en  consecuencia,  los  autos,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOML\GL*EZ. 
— ULADISLAO  frías.— S.  M.  LAS- 

¡  PIUR. 


CAUSA  XL.II 


D.  Manuel  Cavia,  contra  1).  Juan  B.  Parodi  y  D.  Ángel  Bruzzo; 

sobre  reivindicación  y  pago  de  mejoran. 


Sumario,  —  1°  La  posesión  de  un  terreno  á  consecuencia  de  venta 
hecha  por  la  Municipalidad,  como  de  terreno  valdío,  con  los  trámi- 
tes legales,  debe  considerarse  como  posesión  de  buena  fé. 

2^  El  poseedor  de  buena  fé  tiene  derecho  para  que  se  le  indem- 
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nicen  las  mejoras  estimadas  por  peritos,  y  retener  el  terreno,  mien- 
tras se  le  abone  su  valor  por  el  propietario. 

3^  Los  frutos  percibidos  desde  la  notificación  de  la  demanda  de 
reivindicación,  pertenecen  al  propietario. 


Coso.— Resulta  del 


Fallo  del  «luez  Federal 


Con-ientes,  Julio  26  de  1888. 

Y  vistos:  Don  Carlos  N.  Rosselli,  apoderado  de  D.  Manuel  Cavia, 
se  presentó  entablando  formal  demanda  de  reivindicación  de  una 
suerte  de  chacra,  situada  en  los  ejidos  del  pueblo  de  Bella  Vista,  que 
lleva  el  X*^  378,  contra  sus  actuales  ocupantes  D.  Ángel  Bruzzo  y 
D.  Juan  B.  Parodi,  que  indebidamente  lo  ocupan.  Dijo,  que  esa  suerte 
de  chacra  le  corresponde  á  su  representado  por  donación  que  le  hizo 
la  viuda  de  D.  Francisco  Escobar,  habiéndola  obtenido  éste,  por 
compra  que  hizo  al  Gobierno  de  la  Provincia,  como  todo  consta 
de  los  títulos  que  en  debida  forma  presenta.  Los  demandados,  por 
medio  de  su  apoderado  D.  Vicente  A.  Barrios,  contestando  la  de- 
manda, dicen:  que  reconocen  que  la  propiedad  del  terreno  perte- 
nece al  demandante,  en  vista  de  los  títulos  que  presenta,  los  cuales 
son  mas  antiguos  que  los  de  ellos;  y  que  están  dispuestos  á  entregar 
el  terreno  en  cuestión;  pero  habiendo  sido  este  mejorado  conside- 
rablemente, puesto  que  siendo  un  terreno  inculto  y  de  un  valor  in- 
significante, lo  habían  convertido  en  una  hermosa  quinta,  se  les 
debía  abonar  previamente  las  mejoras  que  habian  hecho,  por  ser 
poseedores  de  buena  fé;  que  Bruzzo  denunció  y  compró  á  la  Muni- 
cipalidad de  Bella  Vista  ese  terreno,  como  valdío,  y  lo  cedió  des- 
pués á  Parodi,  según  consta  de  los  documentos  que  presenta;  que 
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tenían  derecho  á  retener  el  terreno  hasta  que  no  se  les  abonase  las 
mejoras  y  pedia  que  asi  lo  resolviese  el  Juzgado.  Corrido  traslado 
de  la  reconvención,  Rosselli  sostuvo,  que  eran  poseedores  de  mala 
fé  y  que  como  tales,  no  tenían  tal  derecho.  Abieria  á  prueba  la  causa 
sobre  si  los  demandados  poseían  de  buena  ó  mala  fé,  produjeron 
las  pruebas  que  o!)ran  en  autos,  y 

Considerando:  1^  Que  resulta  plenamente  justificado  por  las  es- 
crituras de  fojas  16  y  17,  que  la  Municipalidad  de  Bella  Vista  ven- 
dió, por  la  cantidad  de  ciento  veinte  y  cinco  pesos  fuertes,  el  terreno 
en  cuestión  á  D.  Ángel  Bruzzo,  y  éste  lo  cedió  á  D.  Juan  B.  Parodí, 
por  la  cantidad  que  le  había  costado;  y  además,  aparece  que  la  Mu- 
nicipalidad observó  todos  los  trámites  proscriptos  por  sus  ordenan- 
zas, hasta  otorgar  á  favor  del  demandante  el  título  correspondiente, 
como  consta  del  informe  tomado  de  los  libros  y  del  espediente  res- 
pectivo, espedido  por  el  Presidente  de  dicha  Corporación,  en  pre- 
sencia del  comisionado  de  Rosselli,  D.  Juan  A.  Grosso,  á  foja  57 
hasta  59; 

2^  Que  ante  estos  documentos,  no  puede  dudarse  de  que  el  actual 
posedor  es  de  buena  fé,  puesto  que  estando  abandonado  el  terreno 
y  no  habiendo  ocurrido  el  Sr.  Escobar,  dueño  del  mismo,  á  hacer 
rejistrar  su  título,  como  lo  prevenía  el  aviso  publicado  en  el  perió- 
dico la  «Esperanza»,  que  corre  á  foja  61  y  no  constando  que  lo  hu- 
biese ocupado  alguna  vez  ó  puesto  algún  trabajo,  había  razón  para 
que  fuese  considerado  como  propiedad  Municipal; 

3**  Que  el  no  haberse  publicado  la  denuncia  por  los  periódicos,  no 
hace  presumir  que  aquella  Corporación  y  el  comprador  procedieron 
de  mala  fé,  pues  consta  que  se  hizo  la  publicación  por  medio  de  car- 
teles que  se  fijaron  en  los  lugares  públicos,  como  lo  prescribe  la  or- 
denanza respectiva,  no  pudiendo  exijir  otra  cosa  el  propietario 
negligente  que  deja  abandonado  su  fundo  por  un  número  conside- 
rable de  años;  ni  tampoco  induce  mala  fé  el  haber  Bruzzo  otorgado 
el  título  de  propiedad  á  favor  de  Parodí  ante  el  Juez  de  Paz  y  dos 
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testigos,  como  lo  permite  la  ley;  y  si  no  han  sido  aun  reducidos  á 
escritura  pública,  pueden  serlo  cuando  se  quiera,  especialmente 
desde  que  el  vendedor  confiesa  que  vendió  y  hasta  ha  comparecido 
al  juicio  á  sostener  sus  derechos  y  los  del  comprador; 

4°  Que  según  lo  dispone  espresamente  el  articulo  78,  título  De  ¡a 
posesión,  el  poseedor  de  buena  fé  tiene  derecho  para  retener  la  cosa 
hasta  ser  pagado  de  los  gastos  necesarios  ó  útiles,  y  por  lo  tanto, 
habiendo  espuesto  los  demandados  que  han  hecho  mejoras  necesa- 
rias y  útiles  en  el  terreno  que  poseen,  no  puede  el  dueño  exijir  su 
entrega  hasta  que  no  pague  estos  gastos,  los  cuales  deben  ser  tasa- 
dos por  peritos,  que  los  determinarán  teniendo  presente  el  estado 
actual  de  la  finca,  pues  habiendo  sido  un  terreno  inculto  cuando  lo 
ocuparon  los  actuales  poseedores,  tienen  derecho  para  cobrar  esas 
mejoras,  con  arreglo  á  los  artículos  77,  título  De  la  posesión^  y  16, 
título  De  las  obligaciones  de  dar.  Código  Civil. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo  y  declaro, 
que  debo  declarar  como  declaro,  que  D.  Manuel  Cavia  es  dueño  del 
terreno  que  posee  con  buena  fé  D.  Juan  B.  Parodi  y  que  éste  está 
obligado  á  entregarlo  á  aquel  en  el  estado  en  que  se  halla,  previo 
pago  del  justo  valor  de  las  mejoras  necesarias  ó  útiles,  las  que  serán 
avaluadas  por  peritos  que  nombrarán  las  partes,  dentro  de  ocho 
días  desde  que  quede  ejecutoriada  esta  resolución,  dejando  á  salvo 
los  derechos  de  Gavia  para  cobrar  los  frutos  percibidos  desde  eidia 
de  la  notificación  de  la  demanda,  de  conformidad  al  articulo  83, 
título  De  la  posesión.  Código  Civil.  Hágase  saber  con  el  original  y  re- 
póngase. 

Carlos  Luna. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  9  de  1885. 

V'istos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  ciento  veinte  vuelta,  y  previa  reposición  de  sellos,  de- 
vuélvanse los  autos. 

J.  DOMÍNGUEZ.— ULADISLAO  frías. — 
S.  M.  LASPIUR.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 


CAUSA    XI.III 


Guiñazú  y  C*,  contra  el  Gerente  del  Ferro-Carril  Central  Norte, 

por  avenas;  sobre  competencia. 


Sumario. — Las  administraciones  de  Ferro-Carriles  Nacionales  son 
demandables  ante  la  justicia  federal  sin  necesidad  de  la  venia  previa 
del  Congreso. 
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Caso.  —  Los  Sres.  Guiñazii  y  G*  demandaron  al  Gerente  del  Ferro- 
Carril  Central  Norte  por  pago  de  averías  en  efectos  conducidos  por 
el  Ferro-Carril  á  la  ciudad  de  Tucuman. 

El  Gerente  opuso  escepcion  de  incompetencia,  fundándose  en  que 
siendo  Nacional  el  Ferro-Carril,  la  demanda  era  contra  la  Nación, 
y  esta  no  podía  ser  demandada  sin  previo  permiso  del  Congreso. 

Guiuazii  y  C%  y  el  Procurador  Fiscal,  á  quien  se  dio  vista  de  la 
escepcion,  dijeron  que  la  venia  del  Congreso  era  necesaria  cuando 
la  demandada  era  la  Nación;  pero  que  en  el  presente  caso,  la  Na- 
ción no  era  parte  en  el  juicio;  y  por  lo  tanto,  no  era  la  demandada; 
que  aunque  la  administración  del  Ferro-Carril  era  nacional,  y  la 
Nación  tenia  interés  en  la  demanda,  esto  no  bastaba  para  conside- 
rar á  la  Nación  como  parte  demandada,  único  caso  en  que  seria 
incompetente  la  Justicia  Nacional  sin  la  venia  previa  c^l  Congreso. 


Fallo  del  Jíuez  Federal 


Tucuman,  Julio  25  de  1884. 

Y  vistos:  estando  el  Juzgado  de  perfecta  conformidad  con  las 
doctrinas  emitidas  en  la  vista  fiscal;  y  siendo  consecuente  el  mismo 
con  la  resolución  recaida,  en  siete  de  Agosto  de  1883,  en  la  demanda 
interpuesta  por  Adolfo  G.  Posse  y  Hno.,  sobre  falta  de  mercaderías, 
en  la  que  el  Gerente  declinó  de  jurisdicción  por  iguales  razones  á 
las  que  ahora  alega,  este  Juzgado  se  declara  competente  en  la  pre- 
sente causa.  En  consecuencia,  el  demandado  conteste  derechamente 
la  demanda.  Hágase  saber  original. 

B.  Vallejo. 
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VISTA  DEL  SEIVOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Marzo  81  de  1885. 

Suprema  Corte: 

La  jurisprudencia  establecida  por  esta  Corle,  en  numerosas  deci- 
siones en  casos  de  igual  naturaleza,  es  tan  notoria,  que  no  permite 
discutir  con  seriedad  la  escepcion  opuesta  por  el  Gerente  del  Ferro- 
carril Central  Norte. 

Las  administraciones  de  Aduana;  los  gefes  de  reparticiones  nacio- 
nales, y  aún  empleados  de  menor  categoría,  han  sido,  y  son  deman- 
dados con  frecuencia  ante  los  Tribunales  Nacionales,  v  ante  ellos 
han  comparecido  y  han  respondido  de  los  actos  que  ejercian  en  su 
capacidad  administrativa,  sin  que  por  ello  la  Nación,  se  haya  consi- 
derado parte  en  la  demanda. 

Si  se  necesitara  demostrar  el  acierto  de  este  proceder,  bastaría 
fijar  por  un  momento  la  atención  en  el  presente  caso.  Exijír  la 
venia  previa  del  Congreso  para  responsabilizar  ala  administración 
de  un  Ferro-Carril,  por  la  pérdida  de  artículos  de  escaso  valor,  fuera 
librar  los  intereses  particulares  al  capricho  ó  prepotencia  de  sus  ad- 
ministradores. Los  Ferro-Carriles  de  la  Nación  caerían  en  el  mas 
grande  desprestigio,  y  su  misma  existencia  peligraría. 

Sírvase  V.  E.  confirmar  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  16  de  18S5. 

Vistos:  tratándose  en  el  presente  caso  de  la  aplicación  de  lo 
dispuesto  por  los  artículos  cincuenta  y  dos  y  cincuenta  y  tres  de  la 
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Ley  Nacional  de  diez  y  ocho  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  dos,  sobre  Ferro-Carriles  Nacionales,  se  confirma,  por  sus 
fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  pedido  por  el  Señor  Procura- 
dor General,  el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  seis;  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADiSLAO  FRÍAS. — S.  M.  LASPIÜR. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 


c:aijsa  xi.iv 


D.  Carlos  Leive,  capitán  de  la  barca  «  W,  Rohl »,  contra  M.  Forestar 

y  C^;  sobre  pago  de  sobreestadias 


Sumario.  —  1°  El  término  de  las  estadías  debe  contarse,  nó  desde 
el  dia  en  que  el  buque  dá  entrada  al  puerto,  sino  desde  él  en  que 
queda  espedito  para  principiar  las  operaciones  de  descarga,  á  menos 
que  se  pruebe  por  el  capitán  que  la  demora  en  quedar  espedito  es 
imputable  á  los  consignatarios  de  la  carga. 
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2°  En  el  cómputo  de  los  dias  hábiles,  deben  entrar  las  fracciones 
de  dias,  según  resulta  de  la  estadística  que  forma  la  Prefectura  ma- 
rítima, sin  otra  reducción. 

3°  De  los  dias  hábiles,  debe  descontarse  los  empleados  para  las- 
trar el  buque,  durante  los  cuales  se  suspenda  la  descarga  en  el  in- 
terés del  mismo. 


Caso.  —  Se  refiere  por  el 


Fallo  del  Jíuez  Federal 


Buenos  Aires,  Agosto  de  1884 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Carlos  Leive,  capitán  del  buque 
« W,  Rohl »,  contra  los  Sres.  Mateo  Forester  y  G%  por  cobro  de  so- 
breestadías : 

Resulta:  1^  Que  el  espresado  capitán  celebró  en  el  puerto,  con  los 
Setiores  Coy  y  hermanos,  un  contrato  de  fletamento,  en  virtud  del 
cual  trajo  á  la  consignación  de  los  demandados  un  cargamento  de 
carbón  de  piedra,  bajo  las  condiciones  establecidas  en  la  póliza  de 
fletamento,  entre  las  cuales  figura  la  de  que  él  seria  extraído  del 
buque  á  razón  de  treinta  y  cinco  toneladas  por  cada  día  de  tra- 
bajo, debiendo  pagarse  al  capitán  una  indemnización  de  cuatro  pe- 
niques por  tonelada  de  registro  por  cada  día  de  mas  que  fuere  rete- 
nido su  buque. 

2^  Que  fundándose  en  este  antecedente,  se  presentó  al  Juzgado 
el  capitán  Leive  (foja  11)  esponiendo  que  la  descarga  empezó  el  día 
5  de  Diciembre  de  1882  y  terminó  el  22  de  Enero  de  1883;  que  los 
veinte  y  un  dias  y  medio  que  tenían  los  consignatarios  para  descar- 
gar, según  la  póliza,  terminó  el  7  de  Enero,  de  donde  resulta  que  el 
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buque  fué  demorado  durante  quince  días,  corridos  los  cuales,  á 
razón  de  cuatro  peniques  sobre  setecientas  cincuenta  toneladas  que 
registra  el  buque,  hacen  tres  mil  peniques  ó  sea  ciento  ochenta  y 
siete  y  media  libras  esterlinas,  equivalentes  á  novecientos  quince 
pesos  fuertes,  por  cuya  suma,  con  sus  intereses  y  costas,  venia  áea- 
tablar  formal  demanda. 

3°  Que  M.  Forester  y  C*,  contestaron,  á  foja  35,  el  traslado  que 
les  fué  conferido  de  la  demanda,  alegando  que  ella  carecia  de  fun- 
damento, pues  se  hacia  la  cuen.ta  de  los  dias  de  descarga  de  un 
modo  completamente  arbitrario,  como  si  debiera  entenderse  por  dia 
hábil  tan  solo  el  que  no  fuera  feriado  y  nó  aquel  en  que  las  circuns- 
tancias del  rio  permita  la  descarga;  que  es  también  arbitraria  la 
base  que  se  toma  para  determinar  la  suma  que  se  cobra,  debiendo 
hacerse  el  cómputo  sobre  las  toneladas  de  registro  del  buque,  como 
lo  establece  el  contrato  de  fletamento  y  nó  sobre  las  toneladas  car- 
gadas, de  modo  que  el  actor  tendría  que  probar  cuál  es  el  verdadero 
registro  de  aquel,  con  el  correspondiente  documento  fehaciente;  que 
aparte  de  oslo,  la  demanda  es  ineficaz  porque  toda  la  responsabili- 
dad, por  haberse  empleado  en  la  descarga  un  término  mayor  que 
el  estipulado,  seria  á  cargo  esclusivo  del  capitán  demandante  que 
habla  originado  la  demora  por  su  voluntad,  pues  habiendo  encar- 
gado ellos  de  efectuar  dicha  operación  al  lanchero  Medina,  éste  fué 
obstado  á  ello  por  el  mismo  capitán,  que  le  impidió  estraer  la  carga 
en  los  términos  del  contrato,  bajo  protesto  de  falta  de  lastre,  ó  de 
no  poder  ser  estraida  la  carga  sin  perjuicio  del  buque  sino  cuando 
él  lo  declarara  oportuno. 

4^  Que  en  vista  de  lo  espuesto,  el  Juzgado  recibió  la  causa  á 
prueba,  fijando  los  puntos  á  justificarse,  en  el  auto  de  foja  43,  ha- 
biéndose producido  en  el  término  legal  la  que  indica  el  certificado 
de  foja  81. 

Y  considerando:  1^  Que  ambas  partes  están  conformes  en  cuanto 
á  las  cláusulas  del  contrato  de  fletamento,  bajo  las  cuales  ha  sido 
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traído  el  cargamento  á  que  se  refiere  el  capitán  Leive,  de  suerte 
que  son  ellas  la  primera  regla  qw  el  Juzgado  debe  aplicar;  porque 
constituyen  la  ley  á  la  cual  las  partes  han  entendido  someterse. 

2°  Que  el  informe  corriente  á  foja  84,  espedido  por  el  Adminis- 
trador de  ia  Aduana  en  esta  capital,  establece  que  si  bien  el  buque 
«Rhob  dio  entrada  en  este  puerto  el  dia  6  de  Diciembre  y  nó  el  S, 
como  lo  ha  sostenido  el  actor,  no  quedó  espedito  para  principiar 
sus  operaciones  de  descarga  sino  el  dia  9,  y  como  no  se  ha  demos- 
trado, por  ningún  género  de  prueba,  que  este  relardo  sea  imputable 
á  los  dueños  ó  consignatarios  de  la  carga,  los  dias  acordados  en  el 
contrato  de  fletamento  para  ejecutar  dicha  operación,  deben  contar- 
se desde  el  siguiente  á  la  fecha  en  que  legalmente  pudo  dar  prin- 
cipio á  ella. 

3^  Que  actor  y  demandado  están  conformes,  según  se  desprende 
de  la  pregunta  y  contestación  á  la  tercera  posición  del  pliego  de 
foja  49,  estableciéndolo  también  claramente  la  demanda,  en  que 
concluyó  el  22  de  Enero,  lo  que  impone  esa  fecha  como  término  ne- 
cesario para  la  computación  del  tiempo  empleado  en  la  descarga, 
á  los  efectos  de  este  juicio,  aunque  del  nf  ismo  informe  citado^  pa- 
rece desprenderse  que  concluyó  el  23,  dia  en  que  la  lancha  «Mune- 
glia»  se  retiró  del  costado  de  la  barca  con  el  último  resto  del 
carbón. 

4^  Que  según  cláusula  de  la  póliza  de  fletamento,  la  carga 
debia  ser  estraida  por  sus  consignatarios,  á  razón  de  treinta  y  cinco 
toneladas  por  cada  dia  de  trabajo,  y  como  aquella  se  componía  de 
setecientas  cuarenta  y  ocho  y  media  toneladas,  según  lo  comprueba 
el  conocimiento  original  agregado  á  foja  3,  resultan  concedidos 
veinte  y  uno  y  medio  días,  próximamente,  de  estadías  ó  dias  de 
plancha,  para  efectuar  dicha  operación,  los  que  contados  desde  el 
mes  de  Diciembre,  según  se  ha  establecido  mas  arriba,  terminaron 
el  dia  13  de  Enero,  no  tomándose  en  consideración  los  días  feriados 
ni  los  declarados  total  ó  parcialmente  inhábiles  para  el  trabajo  en 
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el  Puerlo  por  la  Prefectura  Marítima,  á  cuya  prolija  estadística  am- 
bas partes  se  han  sometido,  por  ser  la  repartición  Nacional  encar- 
gada de  fijar  este  punto. 

5^  Que  no  es  posible  en  los  precios  hacer  la  computación  de  las 
fracciones  de  días  hábiles  en  la  forma  que  pretenden  los  Sres.  Fo- 
rester  y  C%  esto  es,  no  contar  los  cuartos  de  día,  y  tomar  los  medio 
dias  por  cuartos  y  los  tres  cuartos  por  medio  dia,  porque  la  posibi- 
lidad ó  imposibilidad  de  aprovechar  el  todo  ó  parte  de  esas  fraccio- 
nes, depende  de  mil  circunstancias  que  se  hallan  fuera  del  alcance 
de  las  investi;;j^aciones  de  los  Jueces  y  hasta  del  control  misino  de 
los  interesados,  debiendo,  por  otra  parte,  observarse  que  ai  fijar  la 
Prefectura  Marítima  las  referidas  fracciones,  es  natural  que  haya 
temado  en  consideración  aquellas  que  inducen  á  los  demandados  á 
pretender  una  reducción,  fijar  el  medio  dia,  por  ejemplo,  no  astro- 
nómicamente, sino  con  relación  á  la  posibilidad  de  aprovechar  me- 
dio dia  de  trabajo  efectivo,  á  lo  que  se  agrega,  que  de  ningún  mqdo 
seria  justo  ni  equitativo  hacer  pesar  sobre  el  buque  mayor,  ademas 
de  las  consecuencias  del  mal  tiempo  que  obliga  á  los  lanchero^  á 
buscar  abrigo,  los  del  bueno  que  estos  emplean  en  atracar,  el  cual, 
con  igual  razón,  podrían  pretender  descontar  también  de  los  dias 
enteros,  por  cuyo  medio  se  baria  desprender  la  duración  de  las  es- 
tadías de  la  mayor  ó  menor  habilidad  y  aun  pereza  de  los  patrones 
de  lanchas. 

6^  Que  de  los  antecedentes  consignados  se  desprende  que  se  han 
invertido  nueve  dias  de  sobreestadías,  por  los  cuales,  los  señores 
Forester  y  C%  estarían  obligados  á  pagar  la  indemnización  estipu- 
lada en  el  contrato  de  fletamcnto,  de  cuatro  peniques  por  tonelada 
de  registro  del  buque,  sobre  las  setecientas  cincuenta  declaradas  y 
aceptadas  por  los  fletadores  como  el  tonelaje  auténtico,  lo  que  exi- 
me al  capitán  de  presentar  ningún  documento  para  acreditar  ese 
hecho,  puesto  que  la  convención  es  la  ley  que  rije  las  relaciones  ju- 
rídicas de  las  partes. 
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T  Que  de  los  nueve  dias  indicados,  forzoso  es  deducir  el  tiempo 
empleado  en  lastrar  el  buque,  durante  el  cual  se  suspendió  la  des- 
carga en  interés  de  él,  circunstancia  que  los  demandados  han  com- 
probado plenamente,  con  sujeción  á  la  ley  32,  título  16,  Partida  3^ 
por  las  declaraciones  del  patrón  de  una  de  las  lanchas  que  recibía 
la  carga  (foja  175  vuelta)  y  la  del  mismo  lanchero  que  le  hizo  el 
lastre  (foja  79)  ¡as  que  constituyen  prueba  jurídica,  con  la  especial 
circunstancia  de  que,  por  regla  general,  negado  el  hecho  por  la 
parte  á  quien  perjudica,  no  hay  otro  medio  de  comprobación. 

8*^  Que  aparte  de  lo  espuesto,  el  informe  del  perito  naval  de  la 
Prefectura  Marítima,  corriente  á  foja  39  vuelta,  establece,  que  en 
vista  de  las  condiciones  de  nuestra  rada,  los  buques  de  Ultramar 
están  obligados  á  mantener  á  su  J)ordo  un  peso  como  lastre  sufi- 
ciente para  la  seguridad  del  buque  á  causa  de  las  tormentas  y  vien- 
tos que  sobrevienen  inesperadamente,  por  cuya  razón,  los  buques 
/mwca  rf^scar^an  áp/fln  mc/o,  sin  embarcar  antes  una  porción  de 
lastre,  operación  que  rara  vez  permite  el  estado  del  rio  hacer  con- 
temporáneamente con  la  descarga,  lo  que  confirma  la  veracidad  de 
las  declaraciones  á  que  se  ha  hecho  referencia. 

9^  Que  ademas,  por  parte  del  capitán  Leive  ninguna  prueba  se 
ha  producido  para  demostrar  la  inexactitud  de  ese  hecho,  lo  que  le 
habría  sido  muy  fácil,  justificando  que  tenia  suficiente  lastre  á  bordo 
ó  que  lo  hizo  simultáneamente  con  la  descarga,  debiendo,  estimarse 
su  silencio  á  este  respecto  como  un  asentimiento  indudable,  el  he- 
cho afirmado  y  comprobado  por  los  demandados. 

10°  Que  tampoco  ha  demostrado  el  capitán  el  tiempo  que  empleó 
en  lastrar  su  buque,  prueba  que  á  él  le  incumbía  é  interesaba  pro- 
ducir para  neutralizar  los  efectos  de  la  escepción  alegada,  para  im- 
pedir el  curso  de  las  sobreestadías,  de  modo  que  es  forzoso  aceptar 
la  que  al  respecto  ha  producido  Forester  y  C^  con  tanta  mas  razón, 
cuanto  que  consiste  en  el  testimonio  del  mismo  lanchero  que  le  hizo 
el  lastre,  el  cual  declara  que  lo  estuvo  haciendo  desde  el  8  hasta  el 
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22  de  Enero,  de  donde  resulta,  que  el  tiempo  que  ha  corrido  de 
sobreostadias,  lo  ha  sido  esclusivamente  por  culpa  del  capitán  y  á 
beneficio  de  su  buque. 

11°  Que  sobre  este  punto  no  puede  quedar  duda  alguna,  pues 
tanto  el  patrón,  Marcenare,  como  el  lanchero  Medina,  están  contes- 
tes en  que  la  descarga  se  interrumpió  el  8  de  Enero,  quedando  á 
bordo  de  cien  á  ciento  treinta  toneladas  de  carbón,  las  que  descar- 
gadas tan  solo  á  razón  de  las  treinta  y  cinco  toneladas  que  fija  la 
póliza,  habrían  podido  ser  eslraidas  en  cuatro  ó  cinco  dias,  es  decir, 
antes  del  14  de  Enero,  ó  sea  dentro  de  los  21  y  medio  dias  acorda- 
dos para  la  descarga.  Por  estos  fundamentos,  fallo  absolviendo  á  los 
señores  Mateo  Forester  y  C*,  de  la  demanda  interpuesta  á  foja...  por 
el  capitán  D.  Carlos  Leive,  á  quien  impongo  perpetuo  silencio  y  con- 
deno al  pago  de  las  costas  del  juicio.  Notifiquese  original. 

Virgilio  M,  Tedin, 


Fallo  fie  la  Suprema  C^orte 


Buenos  Aires,  Abril  16  de  1885. 


Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  ciento  diez  y  siete.  Repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.    B.    GOROSTIAGA.  —  ULADISLAO   FRÍAS. 
—  S.  M.  LASPIUR.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 
T.  XIX  12 
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CAUSA  XI.V 


í),  Emilio  Comas  y  D,  Enrique  Munteis,  contra  í),  Teófilo  Rocha,  Ad- 
ministrador de  Rentas  Nacionales  en  Monte  Caseros;  sobre  desem- 
bargo de  mercadetias. 


Sumario.  —  La  manifestación  del  Sr.  Procurador  General  de  no 
adherirse  al  recurso  deducido  por  el  Procurador  Fiscal,  importa  un 
desistimiento  por  parte  del  Fisco. 


Caso, — Resulta  del  fallo  del  Juzgado  Federal  y  de  la  vista  del  se- 
ñor Procurador  General. 


Fallo  del  «lueaE  Federal 


Corrientes,  Junio  ft  de  1888. 

Y  vistos:  Considerando:  1°  Que  no  hay  otros  antecedentes  sobre 
la  causa  que  ha  motivado  el  embargo  de  las  casas  de  los  Sres.  Co- 
mas y  Munteis,  que  la  demanda  que  ellos  mismos  entablaron  contra 
el  Administrador  de  Monte  Caseros  por  daños  y  perjuicios  que  les 
habia  causado  el  embargo  que  decían  era  completamente  ilegal,. 
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cuya  demanda  fué  resuelta  por  auto  de  fecha  13  de  Febrero  del 
presente  año,  á  foja  56,  y  la  nota  que  diri<;ió  al  señor  Ministro  de 
Hacienda,  espresando  que  se  habia  remitido  al  Procurador  Fiscal, 
Dr.  Derqui,  el  espediente  sobre  contrabando  contra  los  espresados 
Comas  y  Munteis,  y  las  diligencias  que  se  están  practicando  para  en- 
contrarlo, sin  éxito  hasta  la  focha,  pues  el  Dr.  Derqui  no  lo  entregó 
al  Secretario  cuando  dejó  la  Fiscalía  y  no  ha  contestado  el  informe 
qne  este  Juzgado  le  pidió,  sobre  si  tenía  en  su  poder  el  referido  es- 
pediente, á  pesar  de  haberle  reiterado  el  mandato  judicial; 

2°  Que  no  hay,  por  lo  tanto,  razón  para  mantener  indefinida- 
mente el  embargo  que  se  ha  trabado,  ni  para  obligar  á  afianzar  á 
los  Sres.  Comas  y  Munteis,  pues  siendo  el  embargo  una  medida  pre- 
ventiva que  debe  estar  fundada  en  un  motivo  justo  que  conste  en 
los  autos,  no  puede  mantenerse  cuando  éstos  se  han  estraviado  y 
no  hay  probabilidades  de  que  serán  encontrados. 

Por  estos  fundamentos  y  los  del  escrito  del  apoderado  de  Comas 
y  Montéis,  en  la  parte  relativa,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  del 
auto  de  fecha  17  de  Mayo  de  este  año,  foja  66,  concediéndose  en  re- 
lación el  recurso  de  apelación  interpuesto,  de  conformidad  al  artí- 
culo 206  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos;  en  su  consecuencia, 
remítanse  los  autos  á  la  Suprema  Corte,  con  noticia  de  las  partes. 
Repóngase. 

Luna. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Octubre  2  de  1884. 

Suprema  Corte: 

Según  de  estos  antecedentes,  resulta:  en  Diciembre  de  1881  se 
trabó  embargo  en  una  casa  de  negocio  de  Comas  y  Munteis,  en  el 
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pueblo  de  La  Cruz,  Provincia  de  Corrientes,  á  pedido  del  Adminis- 
trador de  Rentas  Nacionales  de  Monte  Caseros;  y  á  resullas  de  un 
sumario,  por  contrabando,  que  contra  dichos  Comas  y  Munteis  se 
seguía. 

Resulta  también,  que  tal  sumario  se  ha  estraviado  y  que  poca  ó 
ninguna  probabilidad  hay  de  que  parezca. 

En  este  estado,  los  interesados  solicitan  el  desembargo  y  lo  de- 
creta el  Juez.  El  Procurador  Fiscal  pide  sea  bajo  fianza;  y  como  el 
Juzgado  insiste,  recurre  á  V.  E. 

Pienso  que  no  hay  razón  en  conservar  por  mas  de  dos  años  un 
embargo,  sobre  artículos  espuestos  á  deteriorarse,  sobre  todo. 

Si  en  tan  largo  tiempo  el  representante  de  los  intereses  fiscales 
no  ha  podido  terminar  el  juicio  de  contrabando,  que  debe  ser  breve 
y  sumario,  no  es  culpa  de  los  procesados.  Yes  mucho  menos  la  pér- 
dida del  sumario,  que  no  ha  debido  perderse,  sin  que  se  sepa  cómo 
y  por  quién. 

No  veo,  por  consiguiente,  la  razón  por  qué  para  levantar  un  em- 
bargo,  que  no  es  justo  continúe  por  más  tiempo,  haya  de  exijirse 
fianza  por  responsabilidades  que  no  se  determina,  ni  es  fácil  deter- 
minar después  de  perdido  el  sumario. 

No  puedo,  asi,  adherirme  al  recurso  deducido  por  el  señor  Procu- 
rador Fiscal. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  Suprema  C^ortc 

Buenos  Aires,  Abril  18  de  1885. 

Importando  el  precedente  dictamen  del  Sr.  Procurador  General, 
un  desistimiento  del  recurso  de  apelación  interpuesto,  devuélvanse 
los  autos  al  Juzgado  de  su  procedencia. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  — J.  DOMÍNGUEZ. 

S.  M.  LASPIUR. 
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En  disidencia,  por  ser  de  opinión  que  debe  confirmarse  la  sen- 
tencia apelada,  por  sus  fundamentos  y  en  conformidad  al  dictamen 
del  Señor  Procurador  General. 

ULADISLAO  frías. 


c:ai:sa  x.iai 


/>.  Pedro  J.  López,  contra  la  Empresa  del  Ferro-Carril  de  Buenos 
Aires  y  Rosario,  por  espropiacion;  sobre  pruebas  en  la  escepcion  de 
defecto  legal  de  la  demanda. 


Sumario,— V^  El  defecto  le.ural  en  el  modo  de  proponer  la  demanda, 
debe  resultar  de  la  demanda  misma,  y  nó  de  pruebas  estrailas  á 
ella. 

^  La  prueba  de  posiciones,  ofrecida  por  el  escepcionado  para 
combatir  la  escepcion,  es  impertinente. 

3^  En  los  juicios  de  espropiacion,  debe  precederse  sumariamente 
y  resolver  las  articulaciones  en  el  mismo  juicio  verbal  en  que  se 


originan. 
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Caso. — En  el  juicio  que  por  pago  de  espropiacion  entabló  D.  Pe- 
dro J.  López,  contra  la  Empresa  del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y 
Rosario,  en  el  juicio  verbal  que  se  decretó,  el  representante  del 
Ferro-Carril  opuso  la  escepcion  de  defecto  legal  en  la  demanda,  por 
no  precisar  la  cosa  espropiada  y  el  precio. 

El  representante  de  López,  pidió  que  el  gerente  de  la  Empresa 
absolviera  posiciones. 

El  Juez  dictó  auto  fijando  día  para  la  absolución. 

La  Empresa  pidió  revocatoria  y  apeló  in  sub$¿dium. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Marzo  9  de  1885. 

Y  vistos;  en  el  incidente  promovido  por  parte  del  representante 
del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario,  sobre  que  se  revoque  el 
auto  en  que  se  manda  absolver  posiciones  á  su  parte,  por  no  estar 
recibida  á  prueba  la  causa. 

Y  considerando:  1^  Que  según  los  términos  esplícitos  del  artículo 
108  de  la  ley  de  enjuiciamiento,  para  que  un  litigante  tenga  dere- 
cho á  exijir  posiciones  de  la  contraparte,  basta  que  la  demanda  haya 
sido  contestada  y  tratándose  de  posiciones  relativas  ó  articulacio- 
nes, debe  bastar,  por  lo  mismo  que  se  haya  contestado  el  traslado, 
como  se  contiene  en  el  acta  de  foja 

2°  Que  asi  ha  sido  declarado  el  artículo  mencionado,  por  fallo  de 
la  Suprema  Corte,  que  corre  á  la  página  377,  serie  2%  tomo  1^  de 
sus  fallos;  y  en  que  se  contiene,  que  no  es  necesario  qne  la  causase 
halle  recibida  á  prueba  para  que  un  litigante  tenga  derecho  á  pe- 
dir posiciones  á  su  contrario. 

3*^  Que  en  todo  caso,  siendo  personal  la  obligación  de  rendir  po- 
siciones, era  el  Sr.  Clarck  y  no  su  apoderado,  quien  podia  deducir 
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recurso  contra  el  auto  mencionado,  á  menos  de  autorización  ó  po^ 
der  especial  al  respecto. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  al  articulo  205  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  que  nie^a  todo  recurso  contra  el  auto  en  que 
se  confirma  ó  niega  una  revocatoria,  y  al  hecho  de  que  las  posicio- 
nes no  pueden  causar  gravamen  irreparable,  desde  que  el  Juez  puede 
y  debe  apreciar  en  la  sentencia  si  han  sido  ilegalmente  exigidas  y 
absneltas,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  revocatoria  y  apelación  so- 
licitadas, con  costas.  Notifíquese  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin, 

La  empresa  apeló  de  hecho;  y  pedido  informe,  primeramente,  y 
los  autos,  después  se  dictó  el 


Falle»  de  la  Suprciua  Clorlc 


Buenos  Aires,  Abril  18  de  1885. 

Vistos  en  el  acuerdo,  y  considerando:  Primero:  Que  la  escepcion 
opuesta  sobre  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  de 
expropiación,  por  haberse  omitido  la  designación  precisa  de  la  cosa 
expropiada  y  la  determinación  de  su  precio,  debe  resultar  de  la  de- 
manda misma,  y,  por  consiguiente,  la  prueba  de  posiciones  ofrecida 
por  el  demandante,  para  desvanecer  estos  hechos,  es  de  todo  punto 
impertinente;  pues  nunca  podrá  probarse  con  ella  que  no  se  ha  omi- 
tido lo  que  resulla  realmente  omitido  en  la  demanda. 

Segundo:  Que  el  Juez  a  quo  ha  debido  evitar  esta  articulación,  en 
el  mismo  juicio  verbal  en  que  tuvo  origen,  haciendo  que  el  deman- 
dante subsanase  las  omisiones  en  que  hubiese  incurrido  al  formular 
su  demanda,  ó  que  el  demandado,  en  caso  contrario,  la  contestase 
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derechamente,  removiendo  asi  todo  motivo  de  dilaciones  que  no 
tienen  un  fundamento  serio  y  que  desnaturalizan  el  procedimiento 
breve  y  sumario  que  debe  observarse  en  un  juicio  de  expropiación. 
Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado,  pronunciado 
en  el  acia  de  foja  diez,  y  devuélvanse  los  autos  al  inferior,  para  que, 
sin  mas  trámite,  resuelva  la  escepcíon  pendiente.  Repónganse  los 
sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ.— 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIÜR. 
FEDERICO  IBARGÚREN. 


CIAUSA    XL.V1I 


D,  Antonio  AlriCy  contra  D.  Dámaso  Aguilera;  sobre  reivindicación 

de  un  campo. 


Sumario, — 1°  En  la  confusión  de  límites,  la  acción  que  compete 
al  colindante,  para  recuperar  el  terreno  de  su  propiedad,  es  la  rei- 
vindica toria. 

2°  Contra  esta  acción,  no  puede  oponerse  la  escepcion  de  pres- 
cripción. 
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C(iso, — Se  comprende  leyendo  el 


Fallo  del  «lucz  Federal 


San  Luis,  Julio  21  de  1883. 

Y  vislos:  D.  Antonio  Alric  deduce  acción  reivindicaloria  contra 
D.  Dámaso  Aguilera,  por  una  fracción  de  terreno  ubicado  en  el  lu- 
gar denominado  «El  Durazno»,  segundo  departamento  de  esta  Pro- 
vincia. 

El  actor  funda  sus  derechos  al  mencionado  terreno,  en  la  compra 
del  mismo  hecha  á  Doña  Rosario  Vargas  de  Velasco,  según  la  es- 
critura pública  presentada  de  fojas  1  á  5;  y  acompaña,  además,  en 
apoyo  de  sus  pretensiones,  los  documentos  corrientes  de  fojas  6  á 
14  y  el  de  fojas  40  á  4i. 

Comunicada  en  traslado  la  enunciada  demanda  á  D.  Dámaso 
Aguilera,  éste  sostiene  sus  legítimos  derechos  de  propiedad  al  ter- 
reno demandado  y  presenta  como  títulos  de  su  dominio  en  él,  los 
documentos  corrientes  de  foja  22  y  los  agregados  en  copia,  de  fo- 
jas 83  á  90,  invocando,  además,  el  derecho  por  prescripción,  fun- 
dado en  una  posesión  de  mas  de  cuarenta  años. 

En  vista  de  ios  hechos  alegados  por  ambas  partes^  se  impuso  al 
actor  la  obligación  de  acreditar  que  el  terreno  demandado  se  halle 
comprendido  dentro  de  los  linderos  que  determinan  sus  títulos  de 
propiedad  y  cuál  sea  la  verdadera  ubicación  de  los  mismos,  y  al  de- 
mandado, la  escepcion  de  prescripción  opuesta  á  la  demanda,  fa- 
cultándoseles, además,  para  justificar  cuanto  creyesen  procedente 
á  sus  derechos. 

Y  considerando:  1°  Que  de  la  citada  escritura  de  fojas  1  á  6 
consta  la  venta  hecha  á  D.  Antonio  Alric,  en  fecha  15  de  Marzo  del 
año  próximo  pasado,  por  D.  Pedro  Velasco,  esposo  y  apoderado  de 
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la  espresada  Señora  Doña  Rosario  Vargas  de  Velasco,  de  la  Estan- 
cia denominada  lEl  Durazno)!,  ubicada  en  el  partido  del  mismo 
nombre,  bajo  los  límites  que  espresa  la  mensura  practicada,  en  2i 
de  Febrero  de  i872,  por  el  Agrimensor  D.  Alberto  Van  Kunovoski, 
siendo  la  ostensión  de  aquella  de  tres  y  media  cuadras,  según  las 
escrituras  adjuntas  á  fojas  10,  40  y  41,  la  primera,  otorgada  en  14 
de  Abril  del  año  i827,  por  D.  Pedro  Pablo,  D"  Justa  y  D*  Andrea 
Miranda  á  D.  José  Gregorio  Calderón,  de  una  y  media  cuadra  de 
terreno,  de  Sud  á  Norte,  lindante  por  el  Sud  con  terrenos  de  Don 
Justo  Aguilera,  por  el  Norte  con  Micaela  Miranda  y  de  Poniente  á 
Naciente,  hasta  la  cumbre  de  la  Sierra  Alta  y  la  pampa  del  Alto 
Grande;  y  la  otra,  fechada  en  20  de  Julio  del  año  1833,  otorgada 
por  D.  Vicente  Miranda  al  mismo  Sr.  Calderón,  de  un  terreno  de 
dos  cuadras,  situado  en  dicho  Partido,  lindante  por  el  Norte  con 
propiedad  de  D*  Victoria  Toula,  esposa  del  espresado  Calderón,  por 
el  Sud  con  compra  que  éste  hizo  á  las  mismas  compartes,  al  Norte 
hasta  la  Pampa  y  al  Poniente  á  las  cumbres  de  la  Sierra  Alta,  donde 
mejor  lindasen  dichas  tierras. 

2°  Que  de  los  documentos  referidos  queda,  en  consecuencia,  le- 
galmente  comprobado  el  derecho  de  propiedad  de  la  parte  de  Alric, 
en  la  ostensión  de  tres  y  media  cuadras  de  terreno,  de  Sud  á  Norte, 
por  el  correspondiente  de  Naciente  á  Poniente  en  el  lugar  ya  es- 
presado, mediante  la  enunciada  compra  hecha  á  la  Señora  Vargas 
de  Velasco,  habiéndose  también  comprobado  legalmente  la  calidad 
de  ésta  como  sucesora  legítima  en  dicho  terreno,  de  D*  Pascuala 
Calderón  de  Vargas,  según  la  hijuela  á  fojas  9  y  10. 

3^  Que  la  parte  de  Aguilera,  al  contestar  la  demanda,  alega  que 
el  terreno  reclamado  por  Alric,  lo  hubo  por  herencia  de  su  finado 
padre,  quien  lo  obtuvo  por  compra  hecha  á  D.  Vicente  Miranda, 
que  se  lo  vendió  en  nombre  de  su  esposa  D^  Estefanía  Garro. 

4°  Que  do  ninguno  de  los  documentos  presentados  por  Aguilera, 
aparece  acreditada  la  compra  del  enunciado  terreno  hecha  por  su 
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padre  á  D.  Vicente  Miranda,  como  él  lo  afirma,  ni  esla  se  ha  justi- 
ficado por  otro  medio  en  los  autos;  y  por  el  contrario,  se  ha  com- 
probado le.iíalraente,  según  queda  dicho,  que  él  fué  vendido  por  éste 
á  Calderón,  en  20.  de  Junio  de  1883,  como  lo  acredita  la  citada  es- 
critura de  fojas  40  á  41. 

5^  Que  respecto  al  documento  presentado  también  por  Aguilera, 
á  foja  22,  como  prueba  de  sus  derechos  de  propiedad  al  terreno 
demandado,  él  no  tiene  importancia  alguna  legal,  ni  bastaría,  en 
ningún  caso,  para  acreditar  el  dominio  que  éste  pretende  en  él; 
pues  que  dicho  documento,  á  pesar  del  carácter  que  quiere  dársele, 
no  importa,  en  manera  alguna,  un  titulo  legal  de  dominio,  y  solo 
puede  considerarse  como  una  manifestación  impertinente,  hecha 
sin  objeto  ante  Escribano  Público,  que  ningún  derecho  puede  crear 
á  su  favor,  mucho  menos,  para  destruir,  por  si  sola,  derechos  legal- 
mente  acreditados  por  un  documento  eslendido  en  perfecta  forma, 
como  lo  es  el  anteriormente  citado. 

6^  Que  por  lo  que  hace  al  documento  de  mensura,  que  obra  en 
los  autos  de  fojas  6  á  8,  si  bien  es  verdad  que  tampoco  tiene  impor- 
tancia alguna  como  título  suficiente  y  legal,  por  no  haberse  ella 
practicado  mediante  los  requisitos  prescritos  por  la  Ley,  tal  defecto 
no  aprovecharía,  en  manera  alguna,  á  la  parte  de  Aguilera,  en  el 
sentido  de  destruir  la  fuerza  de  los  documentos,  en  que  principal- 
mente se  fundan  los  derechos  de  Alric. 

7^  Que  respecto  á  la  partida  de  inventarios  y  tasación  délos  bie- 
nes de  I).  José  Justo  de  Aguilera  é  hijuelas  presentadas  en  copia  á 
fojas  80  y  81,  también  por  la  parte  de  Aguilera,  es  de  observarse, 
que  si  bien  por  estas  se  adjudican  á  D.  Dámaso  y  su  hermano  Don 
Felipe  Aguilera  una  cuadra  de  terreno  á  cada  uno,  en  el  citado  lu- 
gar «El  Duraznos  espresándose  en  las  mismas  las  propiedades  con 
que  lindan  por  el  Sud  y  limites  por  él  Naciente  y  Poniente,  no  consta 
que  los  terrenos  á  que  se  refieren  dichas  hijuelas,  sean  los  mismos 
que  reclama  Alric,  en  virtud  de  la  compra  antes  dicha. 


180  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

8*^  Que  por  otra  parte  y  aun  en  el  supuesto  de  que  los  terrenos 
espresados  en  dichos  documentos  fuesen  los  mismos  demandados 
por  Alric,  no  se  ha  comprobado  por  la  parte  de  Ai^uilera,  el  domi- 
nio ó  derecho  de  propiedad  á  ellos  por  un  documento  eficaz,  cual 
seria  el  de  la  compra  que  éste  invoca,  ó  por  otro  medio  legal  de 
prueba;  y  por  el  contrario,  estálegalmente  comprobada  la  compra 
hecha  por  Calderón  á  D.  Vicente  Miranda,  según  queda  dicho,  y  de 
quien,  según  Aguilera,  los  obtuvo  de  su  finado  padre  por  igual  tí- 
tulo. 

9°  Que  de  la  inspección  ocular  y  mensura  practicada  á  solicitud 
de  la  parte  de  Alric,  en  fecha  H  de  Noviembre  del  año  pasada,  re- 
sulta que  medidas  las  tres  y  media  cuadras  de  terreno  demandadas 
por  Alric,  tomando  como  punto  de  partida,  por  común  acuerdo  con 
Aguilera,  un  gran  mojón  de  piedras  que  se  dice  dividía  anterior- 
mente los  terrenos  de  la  estancia  de  «El  Durazno»,  son  los  última- 
mente comprados  á  los  espress^dos  Miranda,  quedan  libres  las  seis 
cuadras  tres  cuartos  de  terreno  que  Aguilar  dice  le  corresponden, 
por  la  citada  escritura  de  fojas  89  y  90,  tomándose  únicamente  de 
estension  de  treinta  á  cuarenta  varas. 

10.  Que  finalmente  y  por  lo  que  hace  á  la  escepcion  de  prescrip- 
ción, alegada  también  por  Aguilera,  como  fundamento  de  su  domi- 
nio y  propiedad  al  terreno  demandado,  si  bien  se  ha  justificado  por 
algunas  de  las  declaraciones  de  los  testigos  presentados,  que  éste 
ha  poseído  desde  hace  treinta  años,  mas  ó  menos,  la  estancia  de  su 
propiedad  y  antes  que  él  su  finado  padre  don  Justo  José  Aguilera, 
no  se  ha  consultado  cuáles  fuesen  los  limites  que  abarcase  esa  po- 
sesión, como  era  indispensable  para  fundar  en  ella  el  dominio  y 
propiedad  que  se  alega. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  omiten  resultantes  de  autos, 
fallo  definitivamente  declarando  de  legitima  propiedad  de  D.  Anto- 
nio Alric,  el  terreno  á  que  se  refiere  la  citada  escritura  pública  de 
fojas  1  á  5,  otorgada  por  D.  Pedro  Velasco,  en  representación  de  su 
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esposa  D*  Rosario  Vargas  de  Velasco;  debiendo  la  parte  de  Agui- 
lera hacer  entrega  á  aquel  á^l  terreno  que  ocupare  comprendido 
dentro  de  los  linderos  de  la  misma  y  sin  especial  condenación  en 
costas.  Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Juan  del  Campillo, 


Fallo  de  la  Suprema  (lorie 

Buenos  Aires,  Abril  18  de  1885. 

Vistos:  Y  considerando  que  en  el  documento  de  foja  ochenta,  pre- 
sentado por  el  demandado  como  titulo  de  su  propiedad  sobre  el  te- 
rreno en  cuestión,  el  cual  lleva  la  fecha  del  año  mil  ochocientos 
treinta  y  seis,  se  espresa  ser  lindero,  por  la  parte  del  Norte,  Don  José 
Gregorio  Calderón,  causante  del  demandante; 

Que  de  este  antecedente  resulta  que  los  causantes  del  demandante, 
eran  colindante,  con  los  del  demandado; 

Que  en  el  caso  actual  se  trata,  pues,  del  esclarecimiento  y  deter- 
minación de  límites  confundidos; 

Que  cuando  los  limites  de  los  terrenos  están  confundidos,  la  ac- 
ción competente  á  los  colindantes  es  la  acción  de  reivindicación,  que 
es  la  que  se  ha  entablado,  para  que  á  uno  de  ellos  se  le  restituya  el 
terreno  en  cuya  posesión  estuviese  el  otro  (articulo  dos  mil  sete- 
cientos cuarenta  y  siete,  del  «Condominio  de  confusión  de  límites», 
Código  Civil); 

Que  la  posesión,  además,  aún  de  buena  fé,  de  mayor  parte  de  te- 
rreno del  que  espresan  los  títulos,  no  aprovecha  al  colindante  que 
la  ha  tenido  y  no  puede,  por  consiguiente,  alegar  sobre  ella  la  pres- 
cripción (artículo  dos  mil  setecientos  cincuenta  y  uno,  del  capítulo 
antes  citado  del  Código  Civil). 
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Por  estos  fundamentos  y  loa  de  la  sentencia  apelada  de  foja  no- 
venta y  una,  se  confirma  ésta;  no  haciéndose  lugar  á  la  condena- 
ción en  las  costas  de  la  primera  instancia,  que  se  reclama,  por  ha- 
ber el  demandado  tenido  razón  para  defenderse  y  no  ser  temerario 
litigante. 

Repuestos  los  sellos,  devuélvanse.  Notifíquese  con  el  original. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  frías.  —  S.   M.  LASPIUR. 


CAUSA  XI.VIll 


Z).  Nicasio  Oroño,  contra  D.  José  R,  Aldao,por  rendición  de  cuentas; 

sobre  pruebas. 


Sumario,— El  reconocimiento  de  cartas  que  se  presenten  en  jui- 
cio después  del  término  probatorio,  no  puede  ser  admitido  sino  en 
forma  de  posiciones. 
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Caso.— En  la  demanda  que  por  rendición  de  cuentas  siguió  Don 
Nicasio  Oroño,  contra  D.  José  R.  Aldao,  ante  el  Juzgado  Federal  de 
Santa  Fe,  el  Sr.  Aldao,  que  dentro  del  término  pidió  el  reconoci- 
miento de  tres  cartas,  del  Sr.  Oroño,  y  de  su  contenido,  pidió  pasado 
él,  el  reconocimiento  de  otras  treinta  cartas  y  tres  telegramas. 


Fallo  del  Juex  Federal 


Rosario,  Setiembre  80  de  1884. 

Con  el  informe  del  actuario,  de  foja. . .  y  á  mérito  de  haber  sido 
presentadas  en  tiempo  las  tres  cartas  á  que  se  refiere  el  escrito  de 
foja  80,  líbrese  el  oficio  al  Señor  Juez  de  la  Capital,  para  el  recono- 
cimiento de  las  otras  treinta  cartas^  á  que  se  refiere  el  escrito  de 
foja  136,  por  cuanto  ellas  fueron  presentadas  fuera  del  término,  se- 
gún esta  misma  parte  lo  confiesa  y  no  habiéndose  llenado  la  forma- 
lidad del  juramento  de  llegar  recien  al  conocimiento  de  la  parte,  la 
existencia  de  dichos  documentos,  circunstancia  esencial,  exigida  por 
la  Suprema  Corte,  para  poder  ser  aceptadas  en  calidad  de  posicio- 
nes, según  lo  establecido  en  el  fallo  XXXV,  tomo  H,  segunda  serie, 
pág.  100,  que  so  invoca;  det)iéndose,  no  obstante,  reservar  en  Se- 
cretaria, las  cartas  mencionadas,  por  si  acaso  el  Juez,  en  uso  de  la 
facultad  que  le  conceden  los  artículos  16  y  102  de  la  ley  de  Proce- 
dimíentoSy  creyese  conducente  su  compulsa  y  agregación.  Repón- 
gase, 

Escalera. 
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Fall^>  de  la  Siipreina  C^orte 

Buenos»  Aires,  Abril  21  de  1885. 

Vistos:  No  pudiendo  admitirse,  sino  en  forma  de  posiciones,  el 
reconocimiento  de  las  cartas  presentadas  de  Don  Nicasio  Oroño, 
después  de  vencido  el  término  probatorio,  se  confirma,  por  este  mo- 
tivo, el  auto  apelado  de  foja  ciento  sesenta  y  una;  y  previa  reposi- 
ción de  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.  LASPIUR. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 


c:ausa  xi.ix 


I).  Ramón  Quiroga  y  I).  Alfredo  Demarchi,  contra  la  empresa  del 
Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario;  por  espropiacion;  sobre 
falta  de  personería  y  defecto  en  la  demanda. 

Sumario. — 1°  Presentándose  en  autos  los  poderes  cuya  falta  fué 
observada,  cesa  laescepcion  de  falta  de  personería  por  dicha  causa. 
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2°  La  no  presentación  de  títulos,  no  constituye  defecto  legal  en 
el  modo  de  proponer  la  demanda. 


Caso.— En  la  demanda  que  contra  la  empresa  del  Ferro-Carril  de 
Buenos  Aires  y  Rosario  interpuso,  á  nombre  de  I).  Juan  J.  iMuro, 
como  tutor  de  D.  Ramón  (juiroga  y  de  D.  Alfredo  Demarchi,  el  doc- 
tor D.  Gregorio  García  Vieira,  por  pago  de  una  espropiacion,  se  le 
opuso  la  escepcion  de  falta  de  personería,  por  no  haber  acompañado 
el  poder  de  uno  de  sus  representados,  y  de  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  la  demanda,  por  no  haber  presentado  los  títulos  del  te- 
rreno sobre  el  cual  recaía  la  espropiacion. 


Falle»  úv.l  «liiex  Fed€^i*al 


Buenos  Aires,  Knero  27  de  ISb"). 

Vistos:  en  el  juicio  de  espropiacion  seguido  por  el  l)r.  I).  Gregorio 
García  Vieira,  en  representación  de  1).  Alfredo  Demarchi  y  D.  Ra- 
món Ouiroga,  pupilo  de  D.  Juan  J.  Muro,  contra  la  empresa  del 
Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario,  en  que  se  alega  falta  de 
personalidad  en  el  demandante  y  defecto  legal  en  la  demanda. 

Y  considerando:  1°  Que  la  primera  de  estas  escepciones  se  funda 
en  que  no  se  acompaíió  con  la  demanda  la  copia  6  testimonio  de 
poder  del  Sr.  Demarchi,  y  aunque  no  se  negó  que  tuviese  ese  poder 
y  antes  por  el  contrario,  el  Secretario  hizo  presente  que  se  hallaba 
estendido  en  su  protocolo  y  ofreció  traerlo  á  la  vista,  con  lodo,  es 
indudable  que  en  atención  á  los  artículos  4^  y  "3^  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento Nacional  de  Setiembre  14  de  18()3,  el  I)r.  García  ha  de- 
bido acompañar  ese  testimonio  ó  copia  con  el  primer  escrito  de  la 

T.   XIX  18 
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demanda,  sin  lo  cual  no  podía  darle  curso  á  sus  pretensiones,  aun- 
que esto  no  baste  para  fundar  una  escepcion  dilatoria,  desde  que  no 
se  negaba  la  existencia  del  poder,  de  conformidad  al  artículo  72  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento,  ya  recordada; 

2*^  Que  á  foja  13  está  subsanado  este  defecto  presentándose  la  (!o- 
pia  del  poder,  la  que  no  ha  sido  observada  basta  la  fecba; 

3°  Que  el  defecto  legal  en  la  demanda  por  no  haberse  agregado 
los  títulos  de  propiedad  de  su  representado,  no  es  una  escepcion  di- 
latoria, como  lo  tiene  decidido  la  Suprema  Corte  interpretando  el 
artículo  10  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Nacional  citada,  en  la  sen- 
tencia pronunciada  en  la  página  1G2,  tomo  7^  y  113  del  tomoJ3, 
Serie  2%  de  sus  Fallos;  y  aunque  así  no  fuera,  en  el  articulólo 
mencionado,  la  mención  de  los  títulos  de  propiedad,  con  designación 
del  archivo  ú  oficina  pública,  sustituye  á  los  documentos  ó  escritu- 
ras y  según  consta  en  el  poder  de  foja  2,  el  nombramiento  del  señor 
Muro,  para  tutor,  y  en  los  autos  relativos  de  la  testamentaría,  debe 
constar  la  adjudicación  en  condominio  de  los  mencionados  campos 
que  se  pretende  espropiar. 

Por  estas  consideraciones,  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la  escepcion 
de  defecto  legal  en  la  demanda  y  que,  aunque  en  el  momento  en  quc^ 
se  alegó,  la  empresa  del  Ferro-Carril  pudo  negarse  válidamente  á 
contestar  la  demanda,  por  no  haberse  presentado  la  copia  del  po- 
der, este  defecto  se  halla  subsanado  con  la  presentación  posterior, 
no  observada,  y  en  su  consecuencia,  ordeno  que  comparezcan  las 
partes  al  juicio  verbal  decretado,  el  sábado  próximo,  á  la  una  de  la 
tarde.  Notifíquese  con  el  original  y  repóngase  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 
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C'"all«i  tío  la  Suprema  (¡or te* 

liuenos  Aires,  Abril  23  de  18S.\ 

Y  vistos:  resultando  coniprohada  la  personería  del  demandante, 
por  los  poderes  que  (torren  á  fojas  dos  y  trece,  y  no  siendo  proce- 
dente la  escepcion  sohre  deferlo  le/al  en  el  modo  de  proponer  la 
demanda,  por  cuanto  el  acompañarse  con  ella  los  documentos  en 
((ue  se  funda  no  se  halla  comprer.dido  entre  los  requisitos  que,  se- 
gún el  articulo  cincuenta  y  siete  de  la  Ley  de  Procedimientos,  de- 
ben observarse  en  el  modo  de  proponerla,  y  no  pudiendo  perjudicar 
al  espropiante  este  procedimiento  en  el  juicio  sumario  de  espropia- 
cion,  puesto  que  las  entregas  del  precio  no  pueden  hacerse  sino  en 
vista  de  los  títulos  que  acrediten  la  propiedad  del  que  se  dice  duerlo 
de  la  cosa  espropiada;  se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado,  de 
foja  diez  y  ocho  y  devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  B.  (lOUOSTIAGA.*— J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FIUAS. — S.  M.  LASPIUIl. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA    1. 


D,  Casimiro  Ferrer,  contra  la  emprem  del  Ferro-Carril  de  Buenos 
Aires  y  Rosario,  por  expropiación;  sobre  entrega  de  precio. 


Sumario.— El  expropiado  dehe  acredilar  su  propiedad  con  el  tí- 
tulo correspondiente,  antes  de  recibir  el  precio  de  la  expropiación. 


Caso.— En  la  expropiación  se>rnida  por  I).  Casimiro  Ferrer  con  la 
empresa  del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario,  se  fijó  el  pre- 
cio de  aquella  en  la  suma  de  5330  $  m/n. 

Ferrer  solicitó  el  pago  por  la  via  de  apremio,  y  la  empresa  depo- 
sitó la  suma,  pidiendo  no  so  entregara  antes  de  exhibirse  por  Fe- 
rrer y  examinarse  por  la  empresa  los  títulos  de  su  propiedad. 


Fallo  del  «liioz  Federal 


Buenos  Aires,  Enero  27  de  Ibbo. 


En  virtud  del  certificado  precedente,  se  le  tiene  por  parte  y  por 
constituido  su  domicilio  legal.  Al  tercer  punto,  como  se  pide;  al 
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cuarto  y  quinto,  no  ha  lui^^ar,  de  conformidad  al  artículo  314  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Nacional,  y  al  315  en  que  no  se  admiten  como 
escepciones  en  el  juicio  de  apremio  sino  las  allí  enumeradas,  entre 
las  que  no  se  encuentra  la  presente  y  que  deben  ale^^arse  y  pro- 
barse dentro  de^  término  de  tres  días.  Repóngase  el  sello,  con 
rostas. 

Isidoro  Albarracin, 


Fallo  de  la  Suprema  C^orte 

Buenos  Aires,  Abril  23  de  1885. 

Y  vistos:  habiéndose  consignado  el  precio  de  la  cosa  espropiada 
sin  alegarse  escepcion  alguna  en  el  procedimiento  por  apremio,  y 
siendo  obligación  del  que  se  dice  propietario  acreditar  su  propiedad 
con  el  título  correspondiente  antes  de  recibir  el  precio,  se  revoca  el 
auto  apelado  de  foja  quince  vuelta,  en  cuanto  no  hace  lugar  al 
cuarto  y  quinto  pedido  del  escrito  de  foja  trece,  debiendo,  en  su 
consecuencia,  el  demandante  exhibir  previamente  dicho  título,  per- 
maneciendo, entre  tanto,  en  depósito  el  precio  cuya  entrega  recla- 
ma, y  devuélvanse,  reponiéndose  los  sellos. 

J.  K.  «OKOSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPllH. 
FEDKRICO  IBARUÍUEN. 
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<:ai:sa  i.i 


í).  Juan  O.  Morse,  capitán  del  vapor  ^  Pingo »^  contra  D,  Juan  Ma- 
renco,  patrón  del  pailebot  «¡talo  Orientah,  por  nulidad  de  un  laudo; 
sobre  competencia. 


Sumario.  —  Corresponde  á  los  Jueces  de  Sección  el  conocimiento 
de  los  recursos  contra  los  laudos  arbitrales  dictados  en  asuntos  de 
su  competencia. 

Caso.  —  Resulta  del 


Fallo  ctol  «lucz  Federal 


Rosario,  Febrero  28  de  18SB. 

Visto  el  recurso  de  nulidad  entablado  ante  este  Tribunal  del  laudo 
arbitral  de  D.  Guillermo  Printzenskold  y  0.  Luis  Peñasco. 

Y  considerando:  1°  Que  el  Juez  de  Sección  es  incompetente  para 
conocer  de  ese  recurso,  aún  cuando  el  asunto  haya  tenido  su  origen 
en  su  fuero,  por  las  razones  si^^uientes: 

1^  Porque  nin^nina  ley  lo  ha  constituido  en  Tribunal  de  apela- 
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cion,  ni  por  consiguiente,  de  nulidad,  que  dehe  interponerse  con- 
juntamente con  aquella  en  causas  de  mayor  cuantía;  y  pues  solo  en 
las  de  menor  puede  deducirse  aisladamente,  como  lo  determinan 
los  artículos  234  y  238  de  la  Ley  de  Procedimientos  y  Fallo  de  la 
Suprema  Corte,  de  la  Serie  2*,  tomo  3*^,  pág.  304,  debiendo  además 
los  recursos,  en  cualquier  caso  y  de  cualquier  género  que  sean,  in- 
terpouerse  ante  el  mismo  Juez  ó  Tribunal  que  dictó  la  sentencia, 
para  ante  el  Superior. 

2"  Porque  desprendido  un  Juez  ordinario,  como  en  este  caso  el 
de  Sección,  de  un  asunto  pasado  á  arbitros,  lia  concluido  su  juris- 
dicción para  conocer  en  todo  lo  que  á  su  fondo  concierne,  quedando 
sus  atribuciones  limitadas  á  entender  de  las  recusaciones  que  se 
opongan  á  su  nombramiento  ó  intervención  en  el  juicio  arbitral,  y 
á  compelerlos  á  dictar  resolución  cuando  dilatan  voluntariamente 
el  pleito,  ó  dan  suficiente  fundamento  para  creer  que  se  proponen 
dejar  vencer  el  término  asignado,  sin  resolverlo:  Fallos  de  la  Su- 
prema Corte,  Serie  1^,  pág.  242;  y  Serie  1",  tomo  4^,  pág.  300. 

3*  Porque  además  de  estar  resuello  en  este  sentido,  es  tan  regu- 
lar que  asi  sea,  como  que  en  caso  contrario,  los  asuntos  librados  á 
arbitros  con  el  primordial  objeto  de  la  pronta  y  fácil  resolución, 
vendrían  á  prolongarse  más  que  los  ordinarios  confiriéndoles  tres 
instancias  en  vez  de  las  dos  que  aquellos  tienen,  desde  que  bay  re- 
curso para  ante  el  Superior  de  las  resoluciones  que  dicten  los  Jue- 
ces Seccionales:  contraviniéndose  asi  el  propósito  mas  manifiesto  y 
racional  de  las  leyes  que  disponen  librar  á  arbitros  cierto  género 
de  asuntos. 

Por  estos  fundamentos,  declarándose  incompetente  el  Juez,  no  ha 
lugar,  con  las  costas  del  incidente,  al  recurso  que  se  interpone,  de- 
biendo el  interponente  ocurrir  donde  crea  que  por  derecho  corres- 
ponda. Notifíguese  con  el  original  y  repóngase. 

Fenelon  Zuviria, 
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Fallo  úkt  la  Supi'eiiiR  C^ortc^ 

tiuenos  Aires,  Abril  23  de  1885. 

Vistos  y  considerando:  i}\\e  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos  no 
establécelos  trámites  que  deben  seguirse  en  el  juicio  arbitral,  y  se- 
gún el  articulo  trescientos  setenta  y  cuatro,  las  leyes  preexistentes 
sobre  procedimientos  judiciales  son  supletorias  de  dicha  ley,  en 
cuanto  no  se  opongan  á  sus  disposiciones. 

üue  es  doctrina  inconcusa,  fundada  en  aquellas  leyes  y  seguida 
por  la  Corle  en  muchos  de  sus  fallos,  que  en  las  causas  que  no  son 
de  su  exclusiva  competencia,  corresponde  á  los  Jueces  de  Sección, 
en  primera  instancia,  el  conocimiento  de  los  recursos  que  se  inter- 
pongan de  los  laudos  arbitrales;  sobre  asuntos  cuya  decisión  les 
competería,  si  no  hubieran  sido  sometidos  á  arbitraje. 

Que,  finalmente,  según  el  artículo  segundo,  inciso  octavo,  de  la 
ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales, 
dichos  Jueces  son  competentes  por  entender  en  primera  instancia 
en  las  causas  por  choques  y  averias  de  buques,  como  fué  la  que  se 
sometió  á  arbitros,  y  cuyo  laudo  ha  dado  origen  al  recurso  de  nuli- 
dad deducido  por  parte  del  capitán  Morse. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  cua- 
renta y  cuatro  vuelta,  y  se  declara  ser  competente  para  conocer  de 
esta  causa  el  Juez  de  Sección  de  la  Provincia  de  Santa  Fé.  En  su 
consecuencia,  devuélvansele  los  autos,  previa  reposición  de  sellos, 
para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

J.  B.  (iOUOSTIAGA. — I,  DOMÍNGUEZ. — 

« 

I  LADISLAO  FKIAS. — S.  M.  LASPll'U. 
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<:altsa  i.ii 


Criminal,  contra  Antonio  Mármol,  por  delito  de  falsedad  if  tentativa 

de  aprojnarion  de  dineros  públicos. 


Sumario,  —  El  reo  de  falsedad  y  tentativa  de  apropiación  de  di- 
neros públicos  tiene  la  pena  de  trabajos  forzados  de  uno  á  tres  años, 
y  multa  de  cien  á  mil  pesos. 


Casfí,  —  Se  refiere  por  el 


Fall<»  del  «liiez  I'^oderal 


Riuíiiort  Airt's,  Setiembre  13  ile  l.S^-í. 

Y  vistos  estos  autos  se^^uidos  contra  I).  Antonio  Mármol,  por  fal- 
sificación, de  los  cuales  resulta  lo  si^^uiente: 

r  Que  el  citado  Antonio  Mármol  se  pésenlo  á  la  Inspección  Ge- 
neral de  Armas,  con  el  poder  que  corr€  á  foja  primera,  suscrito  por 
Doña  Juana  P.  de  Mármol,  para  se^^uir,  en  representación  de  ésta, 
la  tramitación  de  un  espediente  que  se  hallaba  á  cobro  ante  el  Su- 
perior Gobierno,  por  las  pensiones  devengadas  que  se  le  adeu- 
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dahan  como  viuda  del  capilan  de  la  independencia,  Don  Manuel 
Mármol. 

2^  Qwii  habiendo  venido  en  conocimiento  de  la  Inspección  deque 
la  firma  de  la  Sra.  de  Mármol  era  falsa,  constituyó  en  prisión  á  Már- 
mol y  elevó  los  antecedentes  á  este  Juz?íado. 

3"  üue  instruido  el  correspondiente  sumario,  el  acusado  dijo, 
que  efectivamente  se  liahia  presentado  á  la  Inspección  de  Armas 
con  el  poder  citado,  el  cual  le  habia  sido  otorgado  por  la  Sra.  de 
Mármol,  siendo  de  puño  y  letra  de  ésta  la  firma  que  lo  suscribe, 
habiéndolo  firmado  en  presencia  del  esponente  y  á  indicación  del 
joven  Juan  Mármol,  de  cuya  letra  estaba  escrito  el  cuerpo  del  do- 
cumento. 

4^  Que  hecho  comparecer  á  la  Sra.  de  Mármol,  dijo  que  no  habia 
conferido  tal  poder  á  Antonio  Mármol,  que  la  firma  del  poder  no  es 
suya,  ni  la  letra  en  que  está  escrito  es  del  joven  Juan  Mármol,  de 
quien  no  habia  recibido  indicación  alguna,  pues  su  apoderada  para 
este  asunto  era  Doña  Marcelina  A.  de  Pereira,  la  cual  confirmó  esta 
referencia,  en  su  declaración  de  foja  once. 

5°  (jue  Juan  Mármol  declara  lo  mismo,  esto  es,  que  la  letra  del 
documento  no  le  pertenece,  ni  le  habia  indicado  que  lo  firmara  la 
Sra.  Mármol,  agregando  que  recien  tuvo  conocimiento  de  este  hecho 
cuando  fué  llamado  por  el  procesado  al  café  Chiavari,  en  donde  le 
confesó  que  habia  sido  descubierto,  y  que  el  declarante  podía  sal- 
varlo ratificando  lo  que  él  pensaba  decir,  de  ser  él  quien  habia 
estrito  tal  poder,  y  que  habia  visto  firmar  á  la  señora;  todo  lo 
cual  le  habia  vuelto  á  exijir  en  la  prisión,  en  presencia  de  Don 
Juan  Tagle  y  Don  Arturo  Etchichury,  quienes  declarando  á  foja 
veinte  v  dos  vuelta  v  veinte  y  cuatro,  confirman  esa  aseveración  y 
la  ratifican  en  los  careos  de  foja  veinte  y  cuatro  vuelta  y  veinte  y 
cinco  vuelta. 

0^  0"e  en  este  estado  se  ordenó,  por  el  auto  de  foja  treinta  que 
el  perito  en  caligrafía  Don  Enrique  Hoyo,  informara  si  la  firma  del 
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poder  de  foja  primera  que  dice  Juana  P.  de  Mármol  es  escrita  por  la 
misma  persona  que  suscribe  la  declaración  de  foja  nueve,  y  que  dice 
tamhien  Juana  P.  de  Mármol,de  cuyo  ¡nforme,evacuado  á  foja  treinta 
y  dos  y  por  las  razones  en  él  aducidas,  resulta  que  la  firma  del  do- 
cumento de  foja  primera  es  apócrifa. 

7^  (Jue  terminado  el  sumario  con  los  antecedentes  relacionados, 
se  pasó  la  causa  al  Procurador  Fiscal,  quien  entabló  la  acusación 
que  contiene  la  vista  de  foja  cuarenta  y  cinco,  pidiendo  para  el 
acusado  la  pena  de  tres  anos  de  trabajos  forzados,  con  arre«!:lo  á 
la  ley  penal  de  14  de  Setiembre  de  18(13  y  pa^^o  de  las  costas  del 
proceso. 

Y  considerando:  T  (Jue  de  los  antecedentes  referidos  resulta  ple- 
namente comprobado  que  Antonio  Mármol,  con  conocimiento  de  la 
falsedad  del  documento  de  foja  primera  lo  presentó  en  una  Oficina 
Nacional,  como  es  la  Inspección  de  Armas,  con  el  propósito  induda- 
ble de  ser  tenido  como  apoderado  de  Dona  Juana  P.  de  Mármol,  para 
por  ese  medio  obtener  en  su  provecbo  el  pago  de  crédito  reconocido 
á  favor  de  dicba  señora,  lo  que  constituye  el  delito  de  falsedad  defi- 
nido y  penado  por  el  artículo  65  de  la  Ley  Penal,  en  su  parle  corre- 
lativa al  inciso  se«rundo  del  artículo  anterior. 

2^  Que  resultando  justificado  este  becbo,  lo  ale¿j:ado  por  la  de- 
fensa de  no  ser  el  procesado  el  que  escribió  el  cuerpo  del  documento 
falso,  ni  lo  suscribió  con  la  firma,  que  ba  resultado  apócrifa;  en  sus 
declaraciones  y  de  las  conclusiones  del  informe  calijíráfico  de  foja 
treinta  y  dos,  en  nada  altera  la  naturaleza  del  deKto  de  falsedad, 
cuyo  elemento  constitutivo  consiste  en  la  presentación  dolosa  ante 
autoridades  nacionales  para  bacer  valer  un  documento  que  contenga 
alguna  de  las  enunciaciones  falsas  detalladas  en  el  articulo  64  de  la 
Ley  Penal,  Cbauveau  et  Hélie,  Théorie  du  Code  Penal,  N^  525. 

3^  Que  respecto  á  la  intención  y  móvil  de  Antonio  Mármol  á  la 
presentación  del  espresado  documento,  no  dejan  duda  alguna  las 
declaraciones  conformes  de  los  testigos,  Juan  Mármol,  foja  diez  y 
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seis,  José  A.  Tajóle,  foja  veinte  y  dos  vuelta,  y  Arturo  Etchichnry, 
foja  veinte  y  cuatro  vuelta,  la  falsedad  resultante  del  careo  y  do- 
mas dilijencias  del  proceso,  de  las  referencias  hechas  por  el  proce- 
sado, y  sobre  todo,  por  ser  éste  el  mas  directamente  interesado  en 
el  resultado  del  fraude  intentado,  como  que  el  documento  falso  es- 
taba consignado  á  su  favor,  y  aun  cuando  es  presumible,  por  no  ser 
el  autor  de  la  escritura,  que  ha  sido  auxiliado  por  un  cómplice  que 
la  indagatoria  no  ha  podido  descuiírir,  es  indiferente,  en  cuanto  á 
la  criminalidad  del  autor  de  la  falsedad,  que  lo  haya  escrito  de  sn 
propia  mano,  ó  que  lo  haya  hecho  escribir  por  otro  bajo  su  propia 
inspiración,  siendo  un  principio  reconocido  en  todas  las  lejislaciones 
el  de  que  so  considere  autor  principal  el  que  determine  en  otro  la 
intención  de  cometer  un  delito. 

4^  üue  si  bien  el  delito  de  falsedad  se  encuentra  consumado, 
según  la  definición  de  la  ley  en  los  artículos  citados,  por  los  actos 
espresados,  siendo  opinión  de  los  criminalistas  que  el  hecho  de  la 
defraudación,  que  se  ha  tenido  en  vista  al  ejecutar  la  falsedad,  no 
entra  en  los  elementos  constitutivos  de  este  delito,  no  es  posible 
dejar  de  tomar  en  cuenta  como  una  circunstancia  atenuante,  la  de 
haber  sido  descubierta  la  falsedad  antes  de  haberse  llevado  á  cabo 
la  defraudación  intentada,  pues,  si  bien  no  ha  dependido  esto,  sino 
de  causas  é  incidentes  ajenos  á  la  voluntad  del  procesado,  es  una 
teoría  generalmente  aceptada  por  los  criminalistas  modernos,  al 
frente  de  los  que  están  Rossi,  Haus,  Wittermarr,  Tenerbach,  Weber 
y  Hausi,  de  que  no  solamente  debe  atenderse  á  la  criminalidad  de  la 
intención  revelada  por  el  delito,  sino  también  al  mal  que  resulta  de 
él  para  la  sociedad  y  al  perjuicio  y  á  la  alarma  que  causa. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando  al  procesado  Antonio 
Mármol,  convicto  del  delito  de  falsedad  cometido,  presentando  el  po- 
der falso  de  foja  primera  á  la  Inspección  de  Armas,  para  ser  tenido 
como  apoderado  de  Doña  Juana  P.  de  Mármol  y  cobrar  en  su  nom- 
bre el  crédito  que  ésta  tenia  reconocido  á  su  favor,  y  de  acuerdo  ai 
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artículo  (m  de  la  Lev  Penal  v  en  atención  á  la  circunstancia  ate- 
niianle  de  no  haber  llevado  á  cabo,  aunque  por  circunstancias  é  in- 
cidentes ajenos  á  su  voluntad,  el  cobro  y  apropiamento  intentados 
del  importe  del  reclamo  de  la  señora  Juana  P.  de  Mármol,  se  le  con- 
dena á  un  año  de  trabajos  forzados,  que  cumplirá  donde  fuere  des- 
tinado, debiendo,  para  computarse,  tomarse  en  cuenta  lo  que  esce- 
diere de  seis  meses  de  detención  (art.  171  Código  Penal)  hasta  que 
fuere  ejecutoriada  esta  sentencia,  y  á  las  costas  del  proceso:  hágase 
saber,  repón^^anse  los  sellos  notificándose  con  el  original  y  comu- 
niqúese al  Poder  Ejecutivo  para  su  cumplimiento. 

Anáiríi  Vgarnza. 


VISTA  DEL  SENOli  PKÜCrUADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  1"  de  ISísó. 

Suprema  (Jarle: 

Si  el  hecho  de  no  haber  recibido  el  procesado  el  importe  de  las 
pensiones  que  se  presenta  á  cobrar  con  un  poder  falso,  es  una  cir- 
cunstancia atenuante,  hay  otras  consideraciones  que  dan  á  este  de- 
lito un  carácter  de  gravedad,  grave  y  odioso. 

Es  la  primera:  la  calidad  de  las  personas;  pobres  mujeres,  cuya 
i;rnorancia  y  desvalimiento  se  espióla  para  despojarlas  del  único  re- 
curso con  que  cuentan.  La  segunda:  la  perturbación  que  la  repeti- 
ción de  hechos  análogos  traería  á  la  administración;  y  por  último, 
los  gastos  que  vendrían  á  pesar  sobre  las  viudas  y  huérfanas  pen- 
sionistas, si,  desaparecida  la  confianza,  hubiera  de  exíjirselas  poder 
en  forma,  á  fin  de  alejar  el  peligro  de  sospechas  semejantes. 

Si  se  tiene  todo  esto  en  cuenta,  habría  mas  bien  razón  para  en- 
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contrar  benigna  la  sentencia  recurrida,  cuya  confirmación  me  limito 

á  pedir. 

Edwirdo  Costa. 


Fnll  »  tl<'  la  Sii|»r<Miia  ClorU"^ 

Buenos  Aires,  Abril  25  ííh  1ns5. 

Vistos:  Resultando  que  está  consumado  el  delito  de  falsedad,  y 
frustrado  el  de  apropiación  de  dineros  públicos,  que  por  medio  del 
primero  se  intentaba;  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  artí- 
culos sesenta  y  cinco  y  ochenta,  inciso  segundo,  de  la  ley  Penal  Na- 
cional, V  en  el  articulo  veinte,  inciso  tercero  del  Código  Penal,  se  con- 
dena  al  procesado  á  un  ano  de  trabajos  forzados,  con  el  descuento 
legal,  y  doscientos  pesos  de  multa,  con  las  costas  del  proceso,  mo- 
dificándose asi  la  sentencia  apelada.  Devuélvanse,  debiendo  repo- 
nerse los  sellos  en  primera  instancia. 

J.  DOMLNGrEZ.  —  L  LADISLAO  FRÍAS. 
S.  M.  LASPIl'R.  —  FEDERICO  IBAR- 
(UREN. 
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i:aina  i.iii 


ly^  Krvilia  Zavniia  de  Coret,  contra  I).  Antomo  Frayueiro;  sobre 

cobro  fie  peaoü. 


Sumario,  —  El  mandatario  responde  personalmente  de  lo  que  ha 
recihido  en  virtud  del  mandato  por  medio  desustitnto,  á  menos  que 
éste  haya  sido  aceptado  por  el  mandante. 


(Uiso, — Se  refiere  en  el 


Fallo  <l€*l  •lii«^z  Federal 


Buenos  Aires,  Julio  2  de  1884. 

Y  vistos  estos  autos,  seguidos  por  1).  Knrique  Amaya,  en  repre- 
sentación de  D*^  Ercilia  Z.  de  Coret,  contra  í).  Antonio  Fra^íueiro. 

Resulta:  1^  Que  la  Sra.  Za valía  de  Coret,  demanda  á  don  Anto- 
nio Frajrueiro,  su  mandatario,  por  los  billetes  de  Tesorería,  que  im- 
portan la  suma  de  mil  novecientos  noventa  pesos  con  ochenta  y 
nueve  centavos  fuertes,  que  á  su  nombre  recibió  del  Gobierno  de  la 
Nación  y  á  más  los  intereses  desde  que  los  recibió,  ó  en  su  defecto. 
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el  valor  y  el  de  los  intereses  correspondientes  á  dichos  títulos;  todo 
con  especial  condenación  en  costas.  Se  refiere  á  la  copia  ó  testimo- 
nio que  corre  á  foja  13,  espedido  por  la  Oficina  del  Crédito  Público 
de  la  Nación,  y  cuyo  espediente  respectivo  lleva  el  número  de  1452 
(foja  20). 

2°  Que  D.  Martin  F.  Haedo,  como  apoderado  de  D.  Antonio  Fra- 
gueiro,  contesta  la  demanda,  á  foja  48,  diciendo  que  lo  que  consta 
de  esos  testimonios  respecto  del  espediente  N^  1452,  por  cuyo  valor 
hace  cargos  la  demandante,  es  que  fué  endosado  por  aquella  á  su 
poderdante,  y  éste  á  otra  persona,  quien  aparece  recibiendo  los  va- 
lores mandados  pagar.  Que  es  cierto  que  entre  la  Sra.  Coret  y  su  re- 
presentado el  Sr.  Fragueiro,  han  mediado  ciertos  negocios  relativos 
á  la  realización  de  los  billetes  de  Tesorería  entregados,  al  pago  de 
gastos  por  cuenta  de  dicha  señora,  al  pago  de  una  fianza,  y  á  un 
préstamo,  según  consta  de  un  documento  en  poder  de  ella;  pero.que 
en  esos  negocios  su  representado  no  ha  ejercido  mandato  alguno. 

Y  considerando:  1^  (jue  se  demanda  por  el  cobro  de  la  cantidad 
de  los  billetes  de  Tesorería  obtenidos  por  13.  Antonio  Fragueiro,  en 
el  espediente  1452,  ó  valor  de  pesos  fuertes  ?«//  noverienlos  noventa 
con  ochenta  y  nueve  centavos;  que  no  solo  no  se  niega  en  la  contes- 
tación, lo  que  importa  una  confesión  implícita,  sino  que  se  acredita 
con  el  informe  de  la  Oficina  del  Crédito  Público  Nacional,  corriente 
á  foja  13,  en  que  se  vé  que  el  cobro  de  esa  cantidad  se  hizo  por  un 
sustituto,  mandatario  del  Sr.  Fragueiro; 

2^  Que  ya  sea  que  personal  ó  indirectamente,  el  Sr.  Fragueiro  hi- 
ciera ese  cobro  ó  lo  hiciera  hacer  por  el  sustituto,  está  obligado  á 
responder  á  la  demandante  de  la  devolución  de  lo  que  haya  recibido 
en  virtud  del  mandato,  con  la  única  limitación  de  que  el  sustituto 
haya  sido  aceptado  ó  conocido  por  el  poderdante;  hecho  que  no  ha 
sido  alegado  ni  invocado  en  la  presente  causa,  y  se  halla  en  contra- 
dicción con  lo  informado  por  la  Oficina  del  Crédito  Público  Nacio- 
nal, en  que  solo  se  trata  del  pago  y  nó  del  cobro. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  201 

Por  eslas  consideraciones,  y  de  conformidad  á  los  artículos  1909, 
1924  del  Código  Civil:  fallo,  condenando  á  D.  Antonio  Fraíarueiro,  al 
pago  dentro  de  diez  días,  después  de  ejecutoriada  esta  sentencia,  de 
la  suma  de  mil  novecientos  noventa  pesos  con  ochenta  y  nueve  cen- 
tavos fuertes,  ó  su  equivalente  en  moneda  nacional,  con  más  los  in- 
tereses á  estilo  de  Banco,  desde  la  demanda,  y  al  pago  de  todas  las 
costas.  Notifiquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin, 


Fallo  fie  la  Suprema  C^orte 

Buenos  Aires,  Abril  30  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  la  sentencia 
apelada  de  foja  cincuenta  y  dos,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  DOMINGÜEZ.  —  ULAÜISLAO  FRÍAS. 
S.  M  LASPIUR.  —  FRDERICO  IBAR- 
GÚREN. 


T.  XIX  14 
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i:ausa  i.iv 


D.  Belisario  Ahumada,  en  tercería,  contra  D.  Hizerio  Molina  y 
D.  Manuel  V,  Salas;  sobre  mejor  derecho. 


Sumario.— La  hipoteca  otorgada  á  favor  de  un  acreedor  en  fraude 
de  otro,  no  dá  á  aquel  mejor  derecho  para  ser  pagado  con  el  precio 
de  la  cosa  hipotecada,  antes  que  éste. 


Caso.— Se  esplica  por  el 


Fallo  del  «I uez  de  Sección 


Catamarca,  Noviembre  15  de  1884. 

Vistos  estos  autos,  seguidos  por  D.  Belisario  Ahumada,  sobre  ter- 
cería de  mejor  derecho,  para  ser  pagado  con  el  producto  de  los  hie- 
nes  raices  embargados  en  Villaprima,  á  I).  Manuel  V.  Salas,  con  mo- 
tivo del  juicio  ejecutivo  promovido  contra  éste,  por  el  Presbítero 
ü.  Kizerio  Molina,  cobrando  la  cantidad  de  pesos,  y 

Considerando:  1°  Que  el  tercer  opositor,  Ahumada,  funda  su  de- 
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recho  para  ser  preferido  en  el  pago  de  su  crédito  hipotecario  de 
fojas  1  á  3,  en  el  privilegio  que  como  á  tal  le  acuerda  la  ley;  preten- 
sión á  la  que  también  se  adhiere  la  parte  del  ejecutado.  (Escrito  de 
foja  4  y  foja  17  á  20); 

V  Que  el  apoderado  del  actor  ejecutante,  sin  desconocer  la  efec- 
tividad de  diclio  crédito,  le  opone,  sin  embargo,  la  escepcion  de  ha- 
berse constituido  la  hipoteca  que  lo  garante,  en  perjuicio  del  titulo 
ejecutivo  que  representa;  pidiendo,  en  consecuencia,  su  revocación 
en  el  interés  y  hasta  el  importe  del  mismo.  (Escrito  de  foja  11  á 
foja  16); 

3^  Que  para  que  el  actor  ejecutante  pueda  ejercer  tal  pretensión, 
os  preciso  según  derecho,  que  el  deudor  se  halle  en  estado  de  insol- 
vencia; que  el  perjuicio  de  aquél  resulte  del  acto  mismo  de  éste,  ó 
que  antes  ya  se  hallase  insolvente,  y  finalmente,  que  el  crédito,  en 
virtud  del  cual  se  intenta  la  revocación,  sea  de  una  fecha  anterior 
al  acto  del  deudor,  propendiendo  éste,  por  ese  medio,  á  la  defrau- 
dación de  sus  derechos;  y  que  el  tercero,  con  el  cual  hubiese  contra- 
tado á  titulo  oneroso,  haya  sido  cómplice  en  el  fraude.  (Artículos  961, 

962,  965  y  968  del  Código  Civil); 

4^  Que  el  estado  de  insolvencia  del  deudor,  se  presume  desde  que 
se  encuentra  fallido;  el  perjuicio  de  los  acreedores,  siempre  que  no 
puedan  ser  pagados  corrientemente  de  sus  créditos;  y  el  ánimo  de 
defraudar,  por  el  conocimiento  de  la  insolvencia  sobreviviente,  con 
motivo  de  tales  actos  jurídicos.  (Artículos  961  y  962,  incisos  1®  y  ?*, 

963,  968,  969,  Código  citado.  Escrich,  palabras  fallido  é  insolvencia); 
5^  Que  de  los  antecedentes  relativos  al  pleito  que  originó  esta  eje- 
cución, sus  incidentes  sobre  embargos  preventivos  y  demás  constan- 
cias de  autos,  resulta  que  el  tercerista  Ahumada,  como  apoderado 
que  ha  sido  en  todos  ellos  del  ejecutado  Salas,  debia  conocer  per- 
fectamente el  estado  de  insolvencia  á  que  éste  quedaría  reducido 
con  el  nuevo  crédito  á  su  favor,  puesto  que  todos  sus  bienes,  cuando 
mas  podrían  bastar  para  cubrir  los  del  Gobierno  de  la  Provincia  y 
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del  ejecutante,  con  sus  respectivos  intereses,  costas  aún  no  pagas  y 
demás  que  se  estaban  causando;  como  se  evidencia  por  la  compro- 
bación délos  diversos  fallos  en  ellos  recaídos,  con  las  diligencias  de 
embargos,  tasaciones  y  sentencia  y  actas  de  remate,  corrientes  á 
fojas  26, 3o,  41  vuelta,  52  y  54  y  de  fojas  03  á  66  del  expediente  prin- 
cipal; 

6°  Que  esto  no  obstante.  Salas  otorga  y  Ahumada  le  acepta  el 
nuevo  título  hipotecario  de  fojas  1  á  3,  pretendiendo  asi,  entre  am- 
bos, establecer  un  privilegio  á  favor  de  éste,  en  perjuicio  del  crédito 
cuyo  pago  ya  gestionaba  en  juicio  el  Sr.  Presbítero  Molina;  circuns- 
tancia que  unida  á  las  ante  mencionadas,  bastan  por  sí  solas  para 
establecer  la  presunción  jurídica  del  ánimo  por  parte  del  deudor, 
de  perjudicar  á  su  antedicho  acreedor,  y  de  la  complicidad  del  ter- 
cer opositor;  como  lo  ha  sostenido  y  demostrado  el  apoderado  Dr. 
Cisneros,  en  su  último  alegato  de  foja  32  á  foja  35;  aduciendo,  á  ma- 
yor abundamiento,  las  comprobaciones  resultantes  del  certificado 
de  foja  28  y  posiciones  de  foja  29.  (Artículos  968  y  969  del  mismo 
Código  Civil). 

Por  tanto,  y  de  conformidad  á  la  jurisprudencia  establecida  por 
la  Suprema  Corte,  en  la  causa  103,  página  220,  Tomo  2^,  Serie  pri- 
mera de  sus  Fallos,  se  declara  revocada  la  hipoteca  consignada  en  la 
antedicha  escritura  de  fojas  i  á  3,  en  el  interés  de  la  parte  del  ac- 
tor ejecutante,  Sr.  Presbítero  Molina,  y  hasta  el  importe  de  su  cré- 
dito, y  en  consecuencia,  tampoco  se  hace  lugar  á  la  tercería  de  me- 
jor derecho  contra  él  interpuesta  por  D.  Belisario  Ahumada,  sin 
especial  condenación  en  costas.  Hágase  saber  con  el  original,  re- 
pónganse los  sellos  y  posteriormente  devuélvanse  los  títulos  acom- 
pañados. 

Joaquín  Quiroga. 
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l'^allo  «le  la  Suprt^iua  ClorU^ 

Buenos  Aires,  Mayo  2  de  1S85. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  cincuenta  y  cuatro  vuelta;  repuestos  los  sellos  devuél- 
vanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRIAS. — 
S.  M.  LASPIUII.  —  FEDERICO  IBAR- 
GL'REN. 


I'.AUSA   I.V 


El  Finco  Xactonal,  contra  !).  Pedro  San  Germes;  whre  expropiación 


Sumario, — P  En  las  expropiaciones  por  causa  de  utilidad  pública, 
el  valor  de  los  hienes  del)e  re^mlarse  por  el  que  hubieran  tenido  si 
la  obra  no  hubiese  sido  ejecutada,  ni  autorizada. 
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2^  Las  costas  del  juicio,  consistentes  en  las  de  actuación  y  en  el 
honorario  de  los  peritos,  son  de  cav^o  de  la  parte  expropiante. 


Caso,~Esiá  referido  en  el  siguiente: 


Fallo  del  «liicz  de  Scecloii 


Santiago  del  Estero,  Octubre  3  de  1886. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  el  licenciado  Don  Rafael  Bar- 
boza,  en  su  carácter  de  mandatario  del  Poder  Ejecutivo  Nacional, 
contra  Don  Pedro  San  Germes,  sobre  expropiación  de  una  porción 
de  terreno  del  establecimiento  «Contrerass  de  propiedad  de  aquél, 
que  atraviesa  la  linea  férrea  que  3e  construye  desde  la  estación 
«Frias»  del  F.  C.  N.  C.  N.  hasta  esta  ciudad;  de  cuyo  examen,  re- 
sulta: 1*^  que  con  fecha  22  de  Abril  último,  se  presentó  el  referido 
Sr.  Barboza,  espresando  que  en  atención  á  que  la  linea  férrea  en 
construcción  desde  «Frías»  hasta  esta  ciudad,  atravesaba  el  esta- 
blecimiento  «Contreras^  de  propiedad  del  Sr.  Don  Pedro  San  Ger- 
mes, y  á  que  no  había  podido  ponerse  de  acuerdo  con  el  propietario 
acerca  del  precio  que  debia  abonarle  por  él,  pedia  se  le  convocara 
á  un  juicio  verbal,  y  proponía  al  Dr.  Napoleón  Tabeada  como  perito 
por  su  parte; 

2°  Que  el  Juzgado,  proveyendo  de  conformidad  con  lo  pedido,  fijó 
el  dia  23  del  mes  y  ano  citado,  para  que  tuviera  lugar  la  audiencia 
pedida,  la  que  verificóse  con  asistencia  de  ambas  partes; 

3°  Que  en  esa  audiencia  espuso  el  señor  San  Germes,  D.  Juan, 
quien  se  presentó  <?n  representación  de  su  hermano,  en  vista  del  tes- 
timonio de  poder  que  acompañaba,  que,  ante  todo,  deseaba  saber 
del  mandatario  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  si  la  dirección  de  las 
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obras  del  Ferro-Carril  en  construcción,  tomaría  á  su  cargo  la  cons- 
trucción de  las  alcantarillas,  pasos  á  nivel  y  cercados,  necesarios 
para  la  regularidad  del  riego  del  establecimiento,  facilidades  del 
transporte  y  seguridad  de  los  cercados.  El  mandatario  del  Poder 
Ejecutivo  manifestó  que  todas  esas  obras,  serian  hechas  por  la  Di- 
rección de  las  obras  del  Ferro-Carril.  Sentado  esto,  el  Sr.  San  Gor- 
mes^ dijo:  que  apreciaba  en  la  suma  de  $  %  1,123.35,  el  beneficio 
liquidó  que  deja  una  cuadra  de  caña,  haciendo  sus  cálculos  en  la 
forma  siguiente:  Una  cuadra  de  caña  produce  seiscientas  arrobas  de 
azúcar,  á  $ '%  2  la  arroba;  mas  (26)  veinte  y  seis  barriles  de  aguar- 
diente á  ocho  pesos  nacionales  el  barril.  Por  cultivo,  riego,  0,S7  na- 
cionales el  surco.  Por  pelada  de  la  caña  y  cortada  á  razón  de  0,20 
pesos  nacionales  el  surco.  Por  acarreo  al  trapiche  (distancia  de  ocho 
cuadras)  14,25.  Fabricación  de  azúcar  1,20  $  ")i,.  Aguardiente  diez 
(10).  Saldo  líquido  á  favor  1,123.35  $  %.  Agregó,  que  pedia  (2,000) 
dos  mil  pesos  nacionales  por  cuadra  superficial  de  terreno;  y  por 
los  perjuicios  que  se  ocasionaban  al  establecimiento,  la  suma  de 
veinte  mil  pesos  nacionales  (20,000  $  *%).  Haciendo  uso  de  la  pala- 
.bra,  el  mandatario  del  Poder  Fijecutivo  Nacional  espuso  á  su  vez, 
que  desde  luego,  creía  exagerados  los  precios  pedidos  por  el  Sr.  San 
Germes,  tanto  por  el  terreno  cuanto  por  los  daños  y  perjuicios.  En 
apoyo  de  su  aseveración,  dijo,  que  una  cuadra  de  caña  no  producía 
diez  mil  arrobas,  sino  solo  siete  mil,  dando  únicamente  un  4  ^/o  de 
azúcar  y  nó  un  6  %.  Corroborando  lo  dicho,  espuso  que  el  estable- 
cimiento de  Don  Napoleón  Tabeada  se  había  vendido,  en  1883,  en 
la  suma  de  30,000  $  '%,  componiéndose  de  44  cuadras  de  terreno 
desmontado,  teniendo  22  cuadras  de  caña.  El  del  Dr.  Félix  Gallego, 
se  vendió  al  precio  de  16,800  $  "vñ,  teniendo  diez  y  nueve  cuadras 
de  caña  y  diez  y  ocho  mas  desmontadas.  El  del  Dr.  Lusini,  que  se  ha- 
bía vendido  por  (50,000  $  %)  cincuenta  mil  nacionales,  compuesto 
de  ochenta  cuadras  desmontadas  y  treinta  y  ocho  cuadras  de  caña. 
4**  Que  para  valorizar  el  importe  de  una  cuadra,  hacía  el  siguiente 
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cálculo:  Por  desmonte,  ochenta  pesos  bolivianos;  arar,  surcar, 
50  $  bol;  semilla:  15,00;  canas  á  ocho  pesos  millar,  120$  bol.;  gas- 
tos de  cultivo  hasta  la  cosecha  (200)  doscientos  pesos  bolivianos. 
Para  acequias  regadoras  y  gastos  imprevistos  50  pesos  bolivianos; 
valor  de  una  cuadra  de  terreno  cerca  de  una  fábrica:  100  pesos 
fuertes.  Producido  de  una  cuadra:  7,000  arrobas  de  caña,  dando  un 

4  **/o,  280  arrobas  de  azúcar  á  3  $  =  840;  más  15  barriles  de  aguar- 
diente á  13,  =  195  $  bol;  Que  en  un  año  bueno,  cuando  se  saca  un 

5  °/o  de  a/AÍcar,  la  cuadra  dá  hasta  1,500  $  bol.  La  ganancia  es, 
pues,  de  un  36  hasta  un  98  ^/^  y  por  tanto,  en  cinco  años,  la  cuadra 
de  caña  produce  de  5J00  á  7,500  $.  Por  todos  los  fundamentos  adu- 
cidos, ofrece  la  suma  de  (1,100  $  m/n)  mil  y  cien  pesos  nacionales 
por  cuadra  de  caña,  incluso  los  daños  y  perjuicios; 

5°  Que  no  habiéndose  llegado  á  avenimiento  alguno  amigable,  el 
Sr.  San  Gormes,  á  indicaciones  del  Juez,  propuso  al  Dr.  Don  Martin 
A.  Herrera  como  perito  de  su  parte,  al  que  se  dio  por  aceptado.  El 
Sr.  San  Gormes  agregó,  que  exijía  se  le  expropiara  el  terreno  en  17 
metros  de  ancho,  además  del  ocupado  por  la  via; 

GP  Que  en  24  de  Abril  se  ordenó  á  los  peritos  se  espidieran  en  el 
término  de  quince  dias  y  por  escrito; 

7°  Que  con  fecha  10  de  Setiembre,  se  presentó  el  mandatario  del 
Poder  Ejecutivo,  espresando,  que  en  atención  á  no  haberse  espedido 
aún  los  peritos,  pedia  se  les  emplazara  fijándoles  un  término  para 
el  efecto; 

8°  Que  proveyéndose  de  conformidad,  el  Juzgado  les  fijó  el  tér- 
mino de  cinco  días  para  que  presentaran  su  dictamen; 

9^  Que  con  fecha  17  de  Setiembre,  presentaron  recien  su  informe 
pericial,  de  acuerdo  ambos  peritos  en  cuanto  al  precio  que  debe  pa- 
garse, por  el  terreno  á  expropiarse,  no  sucediendo  lo  mismo  res- 
pecto de  los  daños  y  perjuicios,  en  cuya  apreciación  disienten  como 
se  verá  mas  adelante,  y  adjuntando  un  plan  de  los  terrenos  á  ex- 
propiarse, formulado  por  el  ingeniero  Lacube; 
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10  Que  empiezan  los  peritos  por  hacer  presente  que  es  de  todo 
punto  imposible  hacer  una  apreciación  exacta  sobre  el  valor  del 
producto  de  una  cuadra  superficial  de  caña,  tanto  por  los  informes 
contradictorios  producidos  por  los  mismos  cañeros,  cuanto  porque 
aquel  producto  varia  en  atención  á  la  calidad  del  terreno  y  al  cui- 
dado que  se  dedique  al  cultivo.  Son  de  opinión  los  peritos  que  por 
precio  de  una  cuadra  de  terreno  inculto,  en  «Contreras»,  debe  abo- 
narse flOO  $  m/n)  cien  pesos  nacionales,  al  que  agregando  el  costo 
<lel  desmonte,  limpieza,  nivelación,  aradura  y  surquiada  del  terreno, 
de  modo  que  quede  preparado  para  recibir  la  semilla,  cuyo  costo  se 
aprecia,  como  término  medio,  en  la  suma  de  (200  $  m/n)  doscientos 
pesos  nacionales; 

11  Que  aprecian  también  en  dichos  (200$  m/n)  doscientos  pesos 
nacionales  la  semilla  puesta  al  costado  de  los  surcos,  plantación  y 
gastos  de  cultivo,  hasta  el  momento  de  la  cosecha 

12  Que  en  cuanto  al  producido  de  una  cuadra  de  caña,  según  las 
últimas  cosechas,  lo  aprecian  del  siguiente  modo:  (7,000)  siete  mil 
arrobas  de  caña,  con  un  cinco  por  ciento  de  azúcar,  hacen  350  arro- 
bas de  azúcar,  que  al  precio  de  1,7o  $  m/n  la  arroba,  dá  612,50  $ 
m/n:  quince  barriles  de  aguardiente  á  siete  pesos  nacionales  cada 
uno,  hacen  (105  $  m/n)  ciento  cinco  pesos  nacionales.  Sumando  es- 
tas cantidades  dan  (717.50)  setecientos  diez  y  siete  pesos  con  cin- 
cuenta centavos  nacionales,  de  la  que,  deduciéndose  un  (30  ^/o) 
treinta  por  ciento  por  gasto  de  elaboración,  dá  en  definitiva,  un 
producto  líquido  de  (498.75  S  m/n)  cuatrocientos  noventa  y  ocho 
pesos  con  setenta  y  cinco  centavos  nacionales.  En  resumen,  afirman 
los  peritos,  de  acuerdo,  que  una  cuadra  superficial  de  terreno  con 
caña,  incluso  todos  los  gastos  de  producción,  vale  la  suma  de 
(S  m/n  998,75)  novecientos  noventa  y  ocho  pesos  con  setenta  y  cinco 
centavos  nacionales; 

13  Que  en  apoyo  de  esta  opinión,  citan  las  ventas  de  los  estable- 
cimientos de  los  Sres.  Benjamin  Vieyra,  Francisco  Olivera,  Tomás 

T.  XIX  15 
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Valdiviezo  Cruyat,  haciendo  los  cálculos,  sobre  cuyos  precios  de 
venta  deducen,  que  en  la  primera,  la  cuadra  de  caña  se  vendió  á 
razón  de  $  m/n  928;  en  la  segunda,  á  $  m/n  1,113.33  y  en  la  tercera^ 
á  838  $  m/n  y  tomando  el  promedio  de  los  tres,  resulta  á  957.77, 
cada  uno; 

14  Que  la  superficie  á  expropiarse  es  una  faja  de  treinta  metros 
de  ancho,  por  mil  novecientos  seis  de  largo,  que  atraviesa  de  Sud  á 
Norte  el  cañaveral,  formando  una  superficie  de  ochenta  y  siete  mil 
ciento  ochenta  metros  cuadrados,  equivalentes  á  cinco  cuadras 
ciento  setenta  y  cinco  milésimas  de  otra,  que  á  razón  de  998,75  cen- 
tavos cada  una,  dá  un  valor  total  de  cinco  mil  ciento  sesenta  pesos 
con  siete  centavos  moneda  nacional; 

15  Que  en  orden  á  los  daños  y  perjuicios,  se  espiden,  en  des- 
acuerdo, los  peritos  como  se  dejó  ya  establecido,  pues  el  perito  nom- 
brado por  el  Sr.  Gormes  es  de  opinión  que  debe  pagarse  el  (7  %) 
siete  por  ciento  sobre  el  valor  del  establecimiento  agrícola,  com- 
puesto de  quinientas  cuadras  cultivadas;  trescientas  noventa  con 
caña  y  ciento  diez  con  alfalfa,  á  los  precios  establecidos,  y  el  perito 
nombrado  por  mandatario  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  oponía  que 
solo  debe  pagarse  un  (30  %)  treinta  por  ciento  sobre  el  valor  del  te- 
rreno que  se  expropia  de  la  caña  que  se  ha  destruido  á  uno  y  otro 
lado  de  la  vía  en  una  ostensión  de  cinco  metros; 

16  Que  para  mejor  proveer,  se  practicó  la  inspección  ocular  de! 
terreno  á  expropiarse; 

Y  considerando:  1°  Que  á  fin  de  hacer  una  apreciación  la  mas 
aproximada  posible  á  la  verdad,  respecto  al  monto  de  la  suma  que 
debe  pagarse  por  el  importe  del  terreno  y  de  los  daños  y  perjuicios, 
conviene  considerar  separadamente  los  distintos  factores  que  con-, 
curren  á  la  formación  de  aquella,  que  son:  1°  valor  del  terreno  in- 
culto; 2"  costos  de  producción;  3"  valor  del  producto  líquido  de  una 
cuadra  cuadrada,  y  4"  importe  de  los  daños  y  perjuicios; 

2^  Que  por  lo  que  respecta  al  terreno  en  estado  natural  ó  inculto,. 
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para  determinar  y  fijar  SU  valor,  hay  que  tener  presente  las  siguien- 
tes  circunstancias,  que  pueden  contribuir  á  apreciarlo  ó  depreciarlo: 
1^  su  ubicación,  con  relación  á  la  ciudad  y  á  un  ingenio;  ¥  su  re- 
gabilidad,  y  3^  el  precio  que  hubiera  alcanzado  á  valer,  sin  que  se 
hubiera  ejecutado,  ni  aun  autorizado,  la  obra  del  Ferro-Carril,  que 
lo  valoriza  (art.  15  de  la  ley  nacional  de  expropiación  de  bienes,  de 
13  de  Setiembre  de  1866); 

3^  Que  en  cuanto  á  su  ubicación,  es^  como  se  sube,  ventajoso, 
como  lo  constatan  de  acuerdo  ambos  peritos,  por  estar  próximos  á 
un  ingenio  y  también  por  distar  tan  solo  una  legua,  mas  ó  menos, 
de  la  ciudad; 

4^  Une  por  lo  que  respecta  á  su  regabilidad,  ella  está  constatada, 
pues  en  ellos  se  ha  plantado  caña,  con  el  mejor  éxito,  siendo,  según 
lo  espresan  de  acuerdo  ambos  peritos,  la  mejor  zona  del  estableci- 
miento, la  que  atraviesa  el  ferro-carril; 

5^  Que  en  orden  á  su  fertibilidad,  queda  ella  constatada  en  el 
precedente  considerando; 

6°  Que  colocándonos  dentro  de  la  norma  de  valorización,  fijada 
por  el  ya  citado  artículo  15  de  la  ley  de  expropiación  y  por  las  razo- 
nes consignadas  en  los  considerandos  que  anteceden,  puede  apre- 
ciarse prudencialmente  en  la  suma  de  ciento  veinte  y  cinco  pesos 
moneda  nacional  (i25  $  m/n)  el  importe  de  una  cuadra  superficial 
de  terreno,  suponiéndolo  en  estado  inculto  y  dada. la  ubicación  y 
demás  condiciones  especificadas; 

7^  Que  los  costos  de  producción,  incluyéndose  en  esto  los  gastos 
que  origine  el  desmonte,  nivelación,  aradura,  surqueada,  plantación 
y  cultivo,  pueden  calcularse  prudencialmente  en  la  cantidad  de  tres- 
cientos pesos  nacionales  ($  m/n  300); 

8°  Que  como  queda  dicho  antes,  para  obtener  el  valor  preciso  de 
lo  que  produce  una  cuadra  superficial  de  caña  de  azúcar,  hay  que 
tener  en  cuenta  diversas  circunstancias  que  pueden  h^cer  variar 
aquel  producto,  como  ser  la  feracidad  del  suelo,  el  mayor  ó  menor 
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cuidado  que  se  haya  consa^^^rado  al  cultivo,  el  acierto  en  los  proce- 
dimientos observados,  etc.;  pero  teniendo  en  vista  especialmente  la 
circunstancia  consignada  de  acuerdo  por  los  peritos  y  constatada 
por  la  inspección  ocular  practicada,  que  la  fracción  de  terreno  á  ex- 
propiarse, es,  por  su  calidad,  la  mejor  zona  del  establecimiento  á 
que  pertenece  (informe  pericial  foja  21);  podemos  calcular  en  la  si- 
guiente forma,  el  valor  ó  importe  total  de  una  cuadra  de  caña: 
(7.000)  siete  mil  arrobas  dando  un  5  %  de  azúcar,  hacen  330  arro- 
bas de  azúcar. 

Que  vendidas  á  2  $  m/n  la  arroba,  dan  la  suma  de  $  m/n  700 

15  barriles  de  aguardiente  á  2  $  m/n  cada  uno. .        »  120 

Mas  125  $  m/n  la  cuadra  de  terreno »  125 

Mas  300  $  m/n  por  gastos  de  producción »  300 

$  m/n  1.243 

Forman  un  total  de  mil  doscientos  cuarenta  y  cinco  pesos  naciona- 
les la  cuadra  de  caña; 

9*^  Que  no  debe,  en  manera  alguna,  sorprender  la  diferencia  re- 
sultante entre  el  precio  asignado  en  el  precedente  considerando  á 
una  cuadra  de  caña  y  los  que  apuntan  los  peritos  como  obtenidos  en 
las  ventas  de  los  establecimientos  de  los  señores  Vievra,  Olivera  v 
Valdiviezo  Cruyat,  pues  es  evidente  que  no  se  hallan  en  igualdad  de 
condiciones  estos  últimos  con  el  establecimiento  ^  Contreras  » : 
1^  porque  existe  la  razón  capital  deque  el  establecimiento  «Contre- 
ras» es  un  ingenio,  y  por  tanto,  sus  productos  no  tienen  que  causar 
los  gastos  de  traslación  y  acarreo  para  llevarlos  á  la  fábrica,  y 
2^  porque  el  establecimiento  •<  Contreras j»  está  mucho  más  próximo 
á  la  ciudad  que  el  de  los  señores  Vieyra  y  Valdiviezo;  esplicando  la 
diferencia,  en  cuanto  al  de  Olivera,  la  primera  causal  apuntada,  que 
también  las  esplica  respecto  de  los  otros; 

10  Que  es  preciso  ahora  investigar  si  existen  ó  si  se  causan  da- 
ños y  perjuicios,  y  en  caso  afirmativo,  constatar  sus  causas  produc- 
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tivas  y  su  importancia  relativa,  siendo  de  observarse  que  su  apre- 
ciación exacta  es  evidentemente  difícil,  por  su  propia  natura- 
leza; 

11  Que  no  se  puede  dudar  que  existen  los  danos  y  perjuicios,  pues 
la  simple  inspección  ocular  del  trayecto  que  recorre  la  línea  férrea 
en  el  establecimiento  de  que  se  trata,  los  revela  patentemente,  y 
ellos  provienen  de  las  siguientes  causas:  1°  del  fraccionamiento  del 
terreno  que  queda  dividido  por  el  terraplén  en  dos  secciones,  ambas 
cultivadas  con  caña;  ^  de  la  obstrucción  de  la  acequia  principal  del 
establecimiento  y  de  los  canales  de  regadío^  como  lo  constata  la 
inspección  del  terreno  y  el  plano  adjunto;  3^  de  la  dificultad  para 
la  comunicación  de  las  fracciones  en  que  queda  dividido  el  estable- 
cimiento, que  implica  mayor  gasto  para  el  transporte  de  la  caña  á 
la  fábrica;  4°  de  la  inse^'^uridad  en  que  queda  el  cultivo  con  el  trán- 
sito por  el  camino  público  que  se  establece  á  ambos  lados  de  la  via 
férrea;  y  5°  del  perjuicio  causado  en  el  cañaveral  por  los  trabajado- 
res de  la  linea  en  una  ostensión  de  cinco  metros  de  cada  costado; 

12  Que  la  división  producida  por  el  terraplén  y  la  consiguiente 
dificultad  en  los  trasportes  y  los  riegos,  se  salvan  mediante  los  pa- 
sos á  nivel  que  se  han  de  construir  por  la  Dirección  de  las  obras,  así 
como  por  medio  de  las  alcantarillas  cuya  construcción  toma  á  su 
cargo  la  misma  Dirección,  de  modo  que  el  riego  de  ambas  fraccio- 
nes del  establecimiento  pueda  efectuarse  según  las  exigencias  del 
cultivo; 

13.  Que  la  inseguridad  resultante  del  camino  público  que  se  es- 
tablece á  uno  y  otro  lado  de  la  via,  es,  relativamente,  de  poca  im- 
portancia, por  cuanto  la  Dirección  de  las  Obras,  manda  hacer  cer- 
cados de  alambre,  en  las  mejores  condiciones  de  seguridad; 

14.  Que  no  habiéndose  observado  nada  por  parte  del  mandatario 
del  Poder  Ejecutivo,  respecto  de  la  aseveración  hecha  por  los  peri- 
tos de  acuerdo,  relativa  á  la  destrucción  de  la  caña  en  una  estension 
de  cinco  metros  de  uno  y  otro  lado  de  la  via,  debe  considerársela 
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fundada  en  la  verdad  y  tenerse  en  ciienla  para  justipreciar  los  da- 
ños y  perjuicios; 

lo.  Que  es  preciso,  también,  antes  de  apreciar  el  cuanto  de  los 
daños  y  perjuicios  resolver  la  siguiente  cuestión,  que  es  materia  de 
divergencia  de  opiniones  entre  los  peritos:  ¿deben  los  daños  y  per- 
juicios, relacionarse  solo  con  el  valor  del  terreno  que  se  espropia,  ó 
con  el  de  todo  el  Establecimiento,  incluyendo  la  maquinaria? 

16.  Que  para  darle  una  solución  á  esta  cuestión,  hay,  ante  todo, 
qne  tener  en  vista  la  prescripción  del  articulo  16  de  la  ley  de 
expropiación  de  13  de  Setiembre  de  1866,  según  la  cual  solo  de- 
ben indemnizarse  los  daños  y  perjuicios  que  sean  consecuencia  for- 
zosa de  la  expropiación,  y  no  tomarse  en  consideración  las  ganan- 
cias hipotéticas; 

17.  Que  en  un  Establecimiento  como  el  de  «Contreras»,  debe  dis- 
tinguirse la  existencia  de  dos  industrias  distintas,  como  ser:  1^  la 
agrícola,  consistente  en  el  cultivo  de  la  caña,  y  2^  la  fabril  que  la 
elabora  transformándola  en  azúcar; 

18.  Que  es  evidente  que  los  perjuicios  que  ocasiona  la  linea  férrea 
se  hacen  sentir  de  una  manera  directa  sobre  el  agricultor,  pues 
éste  se  vé  obligado  á  enajenar  su  terreno,  ó  desviar  sus  canales  de 
irrigación,  ó  tener  que  soportar  la  consecuencia  de  estos  hechos, 
que  se  traducen  en  mayores  dificultades,  ó  por  lo  menos,  en  menos 
facilidades  para  los  trasportes  y  la  irrigación  de  sus  propiedades 
que  unidas  al  fraccionamiento,  producen,  sin  duda,  inconvenientes 
que  no  existirían  sin  que  la  atravesara  la  línea  férrea; 

19.  Que  en  cambio,  es  fácilmente  perceptible  que  los  beneficios 
que  traen  consigo  los  ferro-carriles,  refluyen  directamente  en  favor 
de  la  industria  fabril,  desde  que  asegura  el  trasporte  fácil,  cómodo, 
rápido  y  barato  de  sus  productos,  de  modo  á  colocarlos  en  sus  mer- 
cados consumidores,  que  es  cuanto  puede  aspirar  un  industrial; 

20  Que  es  cierto  que  existen  vínculos  estrechos  que  ligan  ambas 
industrias  en  el  mismo  Establecimiento,  pero  que  esto  no  destruye 
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la  verdad  consignada,  y  que  traduciéndose  los  efectos  del  ferro-carril 
sobre  cada  una  de  esas  dos  industrias,  en  influencia  ó  en  acción 
directa  sobre  la  otra,  no  es  dado  calcular  con  precisión  matemática, 
su  valor  respectivo  y  su  compensación  reciproca; 

21  Que  finalmente,  no  debe  perderse  de  vista  el  principio  de  que 
toda  expropiación  es  odiosa,  á  pesar  de  responder  á  la  satisfacción 
de  un  interés  público,  y  de  que,  en  consecuencia,  en  caso  de  duda, 
sobre  avalúos  de  cosas  y  daños  y  perjuicios,  debe  resolverse  en  sen- 
tido favorable  al  espropiado;  según  así  lo  ha  establecido  en  sus 
Fallos  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional.  (Serie  2*,  tomo  6*^, 
pág.  254).  Por  todas  estas  consideraciones  y  las  concordantes  del 
dictamen  de  los  peritos,  fallo  que  la  indemnización  de  la  propiedad 
y  los  daños  y  perjuicios,  deben  verificarse  en  la  forma  siguiente: 
Por  5,165  cuadras  cuadradas,  á  razón  de  pesos  m/n  1245  cada  una, 
pesos  m/n  6430  42  cts. 

Por  todos  los  daños  y  perjuicios,  el  30  °/o  sobre  la  suma  de  pesos 
6,430.42  cts.  m/n  1,929.12.  — Suma  total,— pesos,  8,359.54  centavos. 

Dando  asi  un  valor  total  de  ocho  mil  trescientos  cincuenta  y  nueve 
pesos  nacionales,  oro,  con  cincuenta  y  cuatro  centavos,  cuya  cantidad 
deberá  abonar  el  mandatario  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  al  pro- 
pietario Señor  San  Germes.  Hágase  saber  con  el  original  y  archí- 
vese este  espediente. 

P,  Olaecliea  y  Alcorta. 


Apelaron  del  fallo  anterior  el  representante  del  Gobierno  y  el  de 
San  Germes. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aii-es,  ^Noviembre  22  de  1884. 

Suprema  Corte: 

La  situación  en  que  me  encuentro  colocado  en  este  caso,  es  por 
demás  difícil.  Sin  conocimiento  de  la  localidad,  sin  antecedente 
alguno  acerca  de  sus  valores,  ¿cómo  apreciar  si  es  alta  ó  baja  la  es- 
timación del  Juzgado?  El  representante  del  Fisco  encuentra  que 
debe  reducirse;  y  para  el  propietario  está  muy  lejos  de  alcanzar  si- 
quiera á  la  mitad  de  lo  que  entiende  serle  debido. 

Sin  mas  elementos  para  formar  juicio,  debo  inclinarme  al  tér- 
mino medio  en  que  se  ha  colocado  el  Sr.  Juez,  en  su  elaborada  sen- 
tencia, cuyos  fundamentos  no  me  encuentro  habilitado  para  com- 
batir. Me  limito,  por  ello,  á  pedir  su  confirmación. 

Eduardo  Costa. 


El  representante  de  San  Germes  observó  que  sobre  lo  dispuesto 
por  el  artículo  15  de  la  ley  de  expropiaciones,  debia  prevalecer  la 
prescripción  del  artículo  2511  del  Código  Civil,  que  era  posterior; 
que  en  vez  de  encargar  la  construcción  de  las  obras  á  la  empresa 
del  Ferro-Carril,  debia  avaluarse  lo  que  podían  costar,  y  entregarse 
á  él  el  importe  para  mandarlas  construir. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Airea,  Diciembre  11  de  1884. 

Suprema  Corte: 
Las  consideraciones  aducidas  por  el  representante  de  San  Germes, 
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en  nada  modifican  el  juicio  que  tengo  ya  manifestado  á  V.  E.  Por  el 
contrario,  no  siendo  fundadas,  las  ratifico. 

No  es  exacto,  en  primer  lugar,  que  el  artículo  2511  del. Código 
Civil,  haya  modificado  las  prescripciones  de  la  ley  de  expropiación. 
El  fundamento  principal,  es  que  el  Código  Civil  es  posterior.  A  esto 
podría  objetarse,  que  el  Congreso,  en  todos  los  grandes  contratos 
que  ha  aprobado  después,  ha  considerado  en  todo  su  vigor  aquella 
ley,  que  vendría  asi  á  ser  la  última. 

El  valor  de  los  bienes  debe  regularse  por  el  que  hubieren  tenido  si 
la  obra  no  hubiere  sido  ejecutada  ni  aun  autorizada.  Es  esta  siempre 
la  regla,  en  teoría;  pues  es  bien  notorio  que,  en  la  práctica,  siendo 
odiosa  la  materia,  el  mayor  valor  consiguiente  á  la  obra,  es  un  ele- 
mento importante,  de  que  no  pueden  prescindir  nunca  ni  los  arbi- 
tros, ni  los  mismos  Jueces. 

No  es  exacta,  tampoco,  la  aplicación  que  se  hace  de  la  nota  del 
Codificador  al  artículo  2511  antes  citado. 

Las  cuadras  expropiadas  no  adquieren  un  aumento  de  valor 
inmediato  y  especial,  por  el  ferro-carril.  No  por  eso  producirán  mas 
ó  menos  caña,  que  es  lo  que  constituye  su  valor,  ni  el  azúcar  val- 
drá mas,  como  se  supone,  siendo  posible  que  valga  menos,  por  la 
mayor  facilidad  ofrecida  á  los  productos  similares  estranjeros, 
que  son  los  que  regulan  los  precios,  y  no  nuestra  escasa  producción 
nacional. 

El  Sr.  Juez  ha  tomado  por  norma  el  precio  á  que  se  han  ven- 
dido otros  terrenos  en  igualdad  de  condiciones,  y  el  Sr.  San  Gormes 
no  puede  pretender  mas  que  lo  que  se  haya  pagado  á  otros. 

En  cuanto  á  los  perjuicios,  el  principal  argumento  queda  destruido 
observando  que  el  establecimiento  tiene  mas  de  trescientas  cuadras 
plantadas  de  caña  y  solo  se  le  toman  cinco. 

La  pretensión  de  que  se  estime  en  dinero  los  trabajos  á  realizar 
para  pasos  á  nivel,  etc.,  y  se  entregue  su  importe  para  realizarlos 
el  propietario,  no  es,  por  último  atendible. 
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Estos  trabajos  se  relacionan  con  la  se¿ruridad  de  la  vía,  y  nadie 
mejor  puede  hacerlos  que  los  mismos  constructores.  Todo  lo  que  el 
Sr.  San  Germes  puede  exigir,  es  que  se  hagan,  y  debe  serle  indife- 
rente, sea  por  él,  ó  por  la  empresa. 

Pido,  á  mérito  de  lo  espuesto,  la  confirmación  de  la  sentencia  re- 
currida. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  «le  la  Suprema  ClorU; 

Buenos  Aires,  Mayo  5  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  veinte  y  nueve;  declarándose  que  las  costas  del  juicio,  son  á 
cargo  de  la  Dirección  del  Ferro-Carril,  de  conformidad  al  articulo 
diez  y  ocho  de  la  ley  de  espropiacion,  y  que  ellas  consisten  en  las  de 
actuación  y  en  los  honorarios  de  los  peritos.  Repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ. —  ULADISLAO  FRÍAS.— 
S.  M.  LASPIUR.  —  FEDERICO  IBAU- 
GÚREN. 
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CIAUSA    I.VI 


Jo^  Benci  y  C*,  contra  D,  Abel  del  Corro;  sobre  devolución  de  pago 

indebido. 


Sumario. — Es  indebido  el  pago  de  un  impuesto  declarado  incons- 
titucional por  fallo  de  la  Suprema  Corte.    . 


Ca$o, — Se  refiere  en  el 


Fallo  del  Juez  de  Sección 


Y  vistos,  resulta  lo  siguiente: 


HECHOS 

José  Benci  y  G*,  se  presentó  demandando  á  D.  Abel  del  Corro, 
disponiendo:  Que  habia  seguido  juicio  ante  esté  Juzgado  contra  Don 
Abrahan  Medina,  rematador  del  impuesto  sobre  importación  y  esta 
Provincia,  sobre  vinos  argentinos,  se  entiende,  por  el  artículo  no- 
veno de  la  ley  de  Patentes  de  la  Provincia,  para  que  se  declare  que 


1 
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no  estaba  obligado  á  pagar  dicho  impuesto  y  que  se  abstuviese  de 
cobrárselo; 

Que  a  pesar  de  su  resistencia  á  pagar  aquel  impuesto  y  á  pesar 
de  la  declaración  de  este  Juzgado  de  que  dicho  impuesto  era  incons- 
titucional y  de  que  no  estaba  obligado  Benci  y  C*  á  pagarlo,  del 
Corro,  rematador  del  mismo  impuesto,  le  habia  exijido  y  le  habia 
obligado  á  pagar,  ascendiendo  lo  pagado  á  la  cantidad  de  mil  no- 
vecientos ochenta  y  nueve  pesos  con  cuarenta  y  cinco  centavos  na- 
cionales, oro,  como  se  vé  por  los  documentos  presentados:  Que  en 
vista  de  lo  espueslo  y  de  acuerdo  con  lo  que  prescriben  los  artícu- 
los setecientos  noventa  y  dos  y  setecientos  noventa  y  cuatro,  Có- 
digo Civil,  entablada  demanda  contra  del  Corro,  á  fin  de  que  le  de- 
vuelvan las  sumas  indebidamente  pagadas,  con  sus  intereses  cor- 
respondientes; 

Que  fundaba  la  demanda  en  lo  espuesto  y  además  en  el  hecho  de 
ser  inconstitucional  el  impuesto  de  que  se  trata,  como  lo  habia  de- 
clarado este  Juzgado,  cuya  declaración  pedia  sea  reiterada  al  pre- 
sente. 

Contestando  del  Corro,  rechazó  la  demanda,  fundándose  para  ello 
en  las  siguientes  razones: 

I*'  Que  no  es  Benci  y  C^  quien  ha  pagado  el  impuesto,  que  es  el 
consumidor,  la  población  entera  de  la  Provincia,  quien  lo  ha  pa- 
gado, cuya  personería  asume  Benci  y  C%  para  pedir  la  repetición  de 
lo  pagado; 

2*^  Que  para  fundar  su  negativa  á  la  repetición  de  aquellos,  se 
apoya  en  la  doctrina  de  la  Suprema  Corte,  en  la  causa  CXXXV. 


DEKECHO 


Considerando:  1°  Que  la  razón  que  del  Corro  alega  para  negar 
á  Benci  y  C*^  personería  en  la  repetición  de  lo  pagado,  no  es  otra 
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cosa  que  la  esposicion  de  un  fenómeno  que  apunlan  las  primeras 
nociones  de  la  Economía  Política,  que  ninguna  autoridad  revisten 
en  cuestiones  de  derecho;  pues  que  en  estas  ultimas,  el  que  paga  es 
el  que  paga^  como  es  evidente  que  lo  ha  hecho  Benci  y  C*; 

¥  Que  el  demandado  no  ha  contradicho  ninguno  de  los  hechos 
espuestos  en  la  demanda,  lo  que  importa  haberlos  confesado; 

3°  Que  del  Corro  ha  aceptado  como  legales,  para  el  caso,  las  re- 
soluciones judiciales  que  en  seguida  se  tratarán; 

4^  Que  efectivamente,  según  resulta  del  espediente  traido  á  la 
vista,  este  Juzgado  en  veinte  de  Abril  de  1882,  en  causa  promovida 
por  Benci  y  G%  contra  D.  Abrahan  Medina,  declaró  inconstitucional 
el  impuesto  que  éste  cobraba  y  que  es  el  mismo  que  ha  percibido  el 
demandado  del  Corro,  como  rematador  de  él,  fallo  que  fué  confir- 
mado por  la  Suprema  Corte,  en  2  de  Octubre  de  1883; 

5^  Que  esta  gestión,  en  que  se  pone  en  tela  de  juicio  la  inconsti- 
tucionalidad  del  impuesto  de  que  se  trata  era  conocida  por  del 
Corro,  pues  que  fué  de  notoriedad  pública,  y  aun  se  publicó  por  la 
prensa  la  sentencia  de  este  Juzgado,  circunstancia  que  obsta  á  la 
buena  fé  con  que  procedia  del  Corro,  al  exijir  el  cobro  y  obligarlo  á 
ello  á  Benci  y  C*; 

6^  Que  en  este  caso,  es  de  ineludible  aplicación  lo  prescrito  en 
los  citados  artículos  del  Código  Civil,  y  aplicable,  además,  la  juris- 
prudencia sentada  por  la  Suprema  Corte,  en  el  fallo  de  que  se  ha 
hecho  referencia,  como  asimismo  lo  que  se  contiene  en  la  causa  LXIII, 
segunda  serie  de  los  fallos,  página  396. 

Por  estos  fundamentos,  declaro  que,  como  inconstitucional  el  ira- 
puesto  percibido  por  D.  Abel  del  Corro,  está  en  la  obligación  de  de- 
volverlo á  Benci  y  C^  y  le  ordeno  que  lo  devuelva  dentro  de  diez 
días,  hasta  la  suma  que  contienen  los  recibos  que  el  demandante 
ha  presentado,  con  sus  intereses  respectivos  desde  la  fecha  de  cada 
pago  en  aquellos  contenida,  tomando  por  tipo  el  interés  que  cobra 
el  Banco  Nacional.  Así  lo  resuelvo  definitivamente  en  mi  despacho. 
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en  Tucuman,  á  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cua- 
tro. Hágase  saber  original  y  repóngase  el  papel. 

Benigno  Vallejo. 


Fallo  de  la  Nuproiiia  Ciopte 

Buenos  Aii'es,  Mayo  7  d«  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  veinte  y  ocho.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA  —  J.    DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  frías. — FEDERICO  IBAR- 
GUREN. 


<:altsa  i. VII 


José  Benci  y  C^,  contra  ü.  Abrahan  Medina;  sobre  devolución  de  pago 

indebido. 


Sumario, — Es  indebido  el  pago  hecho  por  un  impuesto  declarado 
inconstitucional  por  la  Suprema  Corte. 
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Caso.  —  Lo  esplica  el 


Fallo  del  «f  uez  de*  Seecioii 


Tucuman,  Julio  31  de  1884. 

Y  vistos:  resulta  de  ellos,  lo  siguiente;  José  Benci  y  C*  se  presentó 
demandando  á  D.  Abrahan  Medina,  con  la  siguiente  esposición:Que 
en  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  se  habia  presentado 
ante  este  Juzgado  entablando  juicio  contra  el  dicho  Medina,  rema- 
tador del  impuesto  establecido  por  el  articulo  9"  de  la  Ley  Provin- 
cial de  Patentes,  y  pidiendo  se  declárase  inconstitucional  dicho  im- 
puesto, y  que  el  rematador  se  abstuviese  de  cobrárselo.  Que  en 
veinte  de  Abril  del  mismo  año,  se  falló  de  conformidad  á  la  de- 
manda por  este  Juzgado,  resolución  que  fué  confirmada  por  la  Su- 
prema Corle,  en  dos  de  Noviembre  de  1883.  Que  á  pesar  de  haber 
iniciado  dicho  juicio  y  de  resistirse  á  pagar  el  impuesto,  Medina  lo 
habia  exigido  y  obligado  á  su  pago,  como  consta  de  veinte  y  siete 
recibos  que  presenta  y  que  suman  mil  trescientos  setenta  y  un  pesos 
moneda  nacional  oro. 

En  consecuencia,  siendo  ilegal  el  pago,  como  que  se  hizo  en  vir- 
tud de  una  supuesta  obligación,  cuya  causa  es  contraria  á  la  ley, 
venía  á  repetir  lo  pagado  indebidamente,  conforme  á  los  artículos 
792  y  794  Código  Civil,  y  pedia  se  ordene  al  demandado  devolverle 
la  espresada  suma,  con  sus  correspondientes  intereses,  y  pagar  las 
costas  del  juicio. 

Medina,  al  contestar  la  demanda,  no  ha  contradicho  los  hechos 
espresados  en  ella  y  solo  dice  que  no  se  haga  lugar  á  la  demanda 
por  las  siguientes  consideraciones;  que  no  era  deudor  de  la  canti- 
dad cobrada,  porque  al  cobrar  al  demandante  lo  hacía  en  virtud  de 
una  ley,  en  lo  que  ejercitaba  una  industria,  como  comerciante;  que 
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consta  que  el  Fisco  aceptó  salir  á  la  eviccion  ea  casos  análogos  y 
que  ahora  se  niega,  él;  que  el  remate  del  impuesto  lo  hizo  en  acto 
público,  etc.,  etc.;  que  estaba  obligado  á  cumplir  las  leyes  de  la  Pro- 
vincia, y  que,  por  lo  tanto,  no  hay  en  este  caso  pago  indebido;  que 
esas  leyes  no  podian  dejar  de  cumplirse  hasta  que  el  fallo  de  este 
Juzgado  no  fuese  confirmado  por  la  Suprema  Corte,  y  que  desde  esa 
fecha  de  la  confirmación,  se  suspendió  el  cobro  por  resolución  del 
Gobierno. 

Agrega,  confirmando  lo  que  el  demandante  afirma,  que  Benci  y  C^ 
ha  sido  obligado,  á  pesar  de  la  demanda  de  inconstitucionalidadde 
este  lucro,  á  pagar  por  la  fuerza  pública  de  la  Policía  el  mencio- 
nado impuesto.  Finalmente,  dice  el  demandado  que  el  impuesto  pa- 
gado por  el  demandante  pertenece  al  público  nó  á  Benci  y  C%  por- 
que en  definitiva  es  á  aquel  el  que  por  el  consumo  paga  el  impuesto. 
Cita  á  su  propósito  la  Causa  135  de  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte. 

DERECHO 

Considerando:  I"*  Que  ai  no  haber  Medina  contradicho  los  hechos 
espuestos  en  la  demanda,  esto  importa  en  derecho  haberlos  aceptado 
como  verdaderos; 

T  Que  según  se  vé  por  el  espediente  traido  á  la  vista,  en  las  fe- 
chas que  cita  el  demandante,  este  Juzgado  declaró  inconstitucional 
el  impuesto  que  se  trata  de  repetir,  y  la  Suprema  Corto  confirmó 
este  fallo; 

3**  Que  según  lo  confiesa  el  demandado,  el  impuesto  se  cobró,  en- 
tablada ya  por  el  demandante  la  demanda  de  inconstitucionalidad; 
lo  que  es  una  circunstancia  que  arguye  poderosamente  contra  la 
buena  fó  del  que  tal  impuesto  cobraba,  y  mucho  mas  cuando  para 
ello  se  valia  de  la  fuerza  pública; 

4"  Que  dados  estos  antecedentes,  es  forzoso  deducir  y  el  Juzgado 
asi  lo  entiende,  que  el  cobro  de  que  se  trata  fué  indebido  y  como  tal 
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cae  bajo  la  prescripción  de  los  artículos  792  y  794  del  Código  Civil 
que  sanciona  su  repetición; 

5"*  Que  así  lo  entendió  la  Jurisprudencia  Nacional  al  espedirse  el 
fallo  de  la  Suprema  Corte,  en  la  Causa  LXIII,  2^  Serie,  página  296. 

Por  estos  fundamentos,  declaro  que  D.  Abrahan  Medina  está  obli- 
gado á  devolver  á  Benci  y  C*  y  le  ordeno  que  devuelva,  dentro  de 
diez  dias,  la  cantidad  que  espresan  los  recibos  por  él  presentados, 
con  sus  respectivos  intereses,  que  deberán  correr  desde  el  pago  par- 
cial de  cada  una  de  las  cantidades  que  en  ellos  se  contienen,  para  lo 
que  se  tomará  por  tipo  el  interés  que  cobra  el  Banco  Nacional,  el 
que  correrá  hasta  el  dia  del  ejecutivo  pago.  Hágase  saber  con  el  ori- 
ginal y  repónganse  los  sellos. 

Benigno  Vallejos, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  7  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  veinte  y  ocho  vuelta.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  frías.  —  FEDERICO 
IBARGÜREN. 


T.   XIX  l(i 
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CAUSA    LVIII 


D.  Juan  R.  Lascano,  contra  D,  Luis  María  Arzac  y  D*  Rosa  Gutié- 
rrez de  Arzac;  sobre  rescisión  de  contrato  y  daños  y  perjuicios. 


Sumario,— l^  Siendo  incierta  la  causa  que  motiva  la  demanda  de 
rescisión  de  un  contrato,  debe  esta  ser  rechazada. 

2^  La  falta  de  cumplimiento  de  una  obligación,  impone  el  de> 
ber  de  resarcir  los  perjuicios  que  por  dicha  falta  se  hayan  causado. 

3^  De  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte  pronunciados  en  grado  de 
apelación,  no  se  admite  el  recurso  de  revisión. 


Coso.— Se  refiere  en  el 


Fallo  del  «luez  Sección  (especial) 


Rosario,  Noviembre  24  de  1882. 

Y  vistos  los  presentes  autos  seguidos  entre  D.  JuanLascano  y  los 
esposos  Luis  María  Arzac  y  Doña  Rosa  Gutiérrez  de  Arzac,  resulta 
de  ellos  lo  siguiente:  En  Buenos  Aires,  á  16  de  Octubre  de  1874,. 
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Doña  Rosa  Gutiérrez  de  Arzac,  con  la  venia  de  su  esposo,  vendió  á 
D.  Juan  R.  Lascano  dos  quintas  de  su  propiedad,  situadas  en  el  Ro- 
sario, en  la  cantidad  de  32,000  $  fts.  que  confiesa  haber  recibido  con 
la  deducción  de  6285  $  fts.  con  10  cvs.  que  dejaba  en  poder  de  Las- 
cano  para  que  éste  abonara  igual  importe  de  una  hipoteca  que  á 
favor  del  Banco  Ar<^entino  reconocía  la  principal  de  ellas  (escritura 
de  foja  29). 

En  20  de  Febrero  de  1877,  el  Sr.  Lascano  se  presentó  al  Juzgado 
de  Provincia  pidiendo  rescisión  del  contrato  en  cuanto  á  la  principal 
de  esas  quintas,  en  virtud  de  que  habia  sido  engañado,  pues  que 
dicha  quinta  no  podia  ser  vendida  por  existir  una  prohibición  de 
enajenarla,  ordenada  por  los  Tribunales  de  Provincia,  á  consecuen- 
cia de  un  pleito  promovido  por  el  arquitecto  I).  Domingo  Molner,  á 
quien  los  esposos  Arzac  debían  una  suma  por  la  construcción  del 
edificio  que  existe  en  la  quinta  (escrito  de  foja  66)  y  anteriormente, 
el  10  de  Octubre  de  1876,  el  Sr.  Lascano,  preparando  su  acción  red- 
hibitoria  con  medidas  de  embargos  preventivos  que  solicitaba  del 
Juzgado,  declaraba  que  no  habia  satisfecho  el  importe  de  la  hipo- 
teca al  Banco  Argentino,  porque  habia  tenido  conocimiento  de  la 
prohibición  de  enagenar,  dictada  contra  los  esposos  Arzac,  y  del 
pleito  existente  contra  los  mismos,  pues  alegaba  « no  podia  aceptar 
la  obligación  de  pagar  el  crédito  hipotecario  del  Banco  Argentino, 
desde  que  el  arquitecto  Molner  podria  al  dia  siguiente  ejecutar  y 
vender  la  quinta  comprada»  (foja  18);  siendo  por  estos  fundamen- 
tos, que  pedia  la  rescisión  del  contrato  en  cuanto  á  la  principal  de 
las  quintas,  que  decia  ser  comprada  en  24,000  $  fts.  y  la  devolución 
de  17,714  $  fts.  con  90  cvs.,  cantidad  que  unida  á  la  de  628S  $  fts.  con 
10  cvs.,  importe  de  la  hipoteca,  que  declaraba  no  haber  satisfecho, 
formaba  el  total  de  los  24,000  $  fts.  de  la  compra  (foja  67).  Pasado 
el  juicio  á  conocimiento  de  la  justicia  federal,  por  estar  domicilia- 
dos los  actores  en  diversas  Provincias,  la  parte  de  Arzac  contestó 
diciendo:  que  la  prohibición  de  enagenar  las  quintas,  en  que  se  f un- 
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« 

daba  Lascano  para  pedir  la  rescisión  del  contrato,  solo  se  habia  dado 
doce  dias  después  de  la  venta,  y  que,  por  consecuencia,  no  tenia 
valor  ni  efecto  retroactivo  sobre  una  venta  anterior,  y  además,  que 
no  teniendo  Molner  acción  real  alguna  contra  las  quintas,  sino  per- 
sonal contra  los  esposos  Arzac,  en  nada  podia  obstar  la  existen^ 
cia  de  un  pleito  entre  ellos  para  la  venta  ejecutada  dos  años  antes 
(foja  110  vuelta). 

A  mas,  la  parle  de  Arzac,  pasando  de  acusada  á  demandante,  re- 
convenia  á  la  de  Lascano,  entablando  contra  él  formal  demanda, 
alegando:  Que  ejecutada  la  venta  de  dichas  dos  quintas  en  $  fts., 
32,000,  reconociendo  una  de  ellas  un  gravamen  hipotecario  á  favor 
del  Banco  Argentino,  valor  de  $  fts.  G285  10  cvs.,  convinieron  en  que 
Lascano  se  haría  cargo  del  pago  de  ese  crédito,  para  lo  cual  se  dejó 
en  su  poder  la  misma  suma  adeudada;  habiendo,  por  tanto,  pagado 
á  los  esposos  Arzac  el  remanente,  es  decir,  solo  2S,714$fts.  90 
CVS.  (foja  102);  pero  que  Lascano  no  solamente  no  habia  cumplido 
con  efectuar  ese  pago,  sino  que  habiendo  el  Banco  Argentino  ini- 
ciado juicio  ejecutivo  para  la  chancelación  de  su  crédito,  Lascano  se 
hizo  declarar  parte  en  el  juicio,  y  pidió  y  obtuvo  del  Juzgado  de  Pro- 
vincia que  se  rematara  otra  finca  de  Arzac  (que  estaba  hipotecada 
conjuntamente  con  la  quinta),  perjudicándolo,  pues  era  Lascano  y 
no  Arzac  quien  debia  efectuar  el  pago. 

A  este  perjuicio  decía  la  parte  de  Arzac  que  debia  agregarse  el 
importe  de  la  diferencia  entre  la  deuda  de  $  fts.  6285.10,  y  la  efec- 
tivamente abonada,  que  solo  era  de  40  °/o  á  causa  de  haberse  ejecu- 
tado el  pago  en  certificados  de  dicho  Banco  que  en  aquella  época 
tenian  el  60  ^/^  de  pérdida. 

Por  tales  fundamentos,  la  parte  de  Arzac  pedíase  rechazara  la 
demanda  y  se  condenara  á  Lascano  al  pago  de  500  onzas  de  oro  (es 
decir  8000  $  fts.  valor  del  terreno  vendido  para  la  chancelación  de 
la  hipoteca:  la  diferencia  entre  los  6285  $  fts.  10  cvs.,  y  la  cantidad 
efectivamente  abonada,  y  los  daños  y  perjuicios,  con  costas. 
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Abierta  esta  causa  á  prueba,  de  las  presentadas  por  parte  de 
Arzac,  resulta: 

1^  Oue  por  la  escritura  pública  de  foja  29,  y  por  los  escritos  de 
Lascano  de  fojas  17,  66,  278  y  otros,  está  probado  que  Doña  Rosa 
Gutiérrez  de  Arzac,  con  venia  de  su  esposo,  vendió  á  D.  Juan  R.  Las- 
cano,  en  Buenos  Aires  en  16  de  Octubre  de  1874,  las  dos  quintas  de 
la  referencia; 

2^  Que  por  los  mismos  documentos  consta  que  el  precio  de  venta 
fué  el  de  32,000  $fts.; 

3^  Que  la  quinta  mayor,  reconocía  un  gravamen  hipotecario  á  fa- 
vor del  Banco  Argentino,  importe  6285  $fts.  con  10  cvs.; 

Y  4^  Que  consta  por  ellos  que  D.  Juan  R.  Lascano  se  obligó  al 
pago  de  esa  deuda,  puntos  todos  en  que  están  competentemente  de 
acuerdo  las  partes,  además  de  la  existencia  de  tan  amplia  prueba. 
Y  considerando: 

1^  Que  sentados  estos  hechos,  la  resolución  de  este  largo  y  volu- 
minoso pleito  estaba  únicamente  en  el  conocimiento  de  si  habia  cum- 
plido ó  no  D.  Juan  R.  Lascano  con  la  obligación  que  se  impuso  de 
pagar  el  crédito  hipotecario,  ó  si  la  parte  de  Arzac,  vendió  ó  no  do- 
losamente la  mayor  de  las  quintas  por  existir  ó  no  una  prohibición 
de  enagenarlas  ó  una  acción  de  dominio  sobre  ella; 

2^  Que  de  los  escritos  de  Lascano,  de  fojas  17,  278  y  281,  resulta 
no  haber  efectuado  dicho  pago,  y  que  no  solamente  no  cumplió  ese 
compromiso,  sino  que  espresamentQ  pidió  se  dirijiera  la  ejecución 
contra  el  terreno  de  la  calle  del  Puerto; 

3^  Que  de  la  acta  de  remate  de  foja  285  vuelta,  resulta  que  el  cré- 
dito hipotecario  fué  chancelado  con  el  producto  de  la  venta  del  te- 
rreno de  Arzac  ya  mencionado,  que  ascendió  á  4000  $  bolivianos 
efectivos; 

4^  Que  las  declaraciones  de  D.  Francisco  de  Paula  Puig  (fojas  252 
y  53),  de  D.  Juan  M.  Ortiz  (foja  266)  y  de  D.  Calixto  González  ( foja 
268),  el  certificado  del  Sr.  D.  Federico  Somoza,  resulta  probado  que 
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el  pago  de  la  hipoteca  al  Banco  Argentino  se  efectuó  no  en  dinero 
efectivo  sino  en  certificados  de  dicho  Banco,  que  en  aquella  época  solo 
valían  el  40  ^/o  de  su  valor  escrito,  pero  que  el  Banco  recibió  y  es- 
taba obligado  á  recibir  por  su  valor  nominal; 

5^  Que  resultando  de  todo  esto  que  Lascano  no  cumplió  con  la 
obligación  que  se  impuso  de  pagar  esa  deuda,  es  necesario  examinar 
si  tuvo  ó  no  razón  legal  para  dejar  de  cumplirla,  y  de  autos  resulta, 
que  la  única  razón  alegada  por  Lascano  en  su  demanda,  es  la  de  que 
existia  contra  los  esposos  Arzac  una  prohibición  de  enagenar  la 
quinta  vendida  (foja  66  vuelta),  aunque  también  ha  hecho  mérito 
de  una  turbación  en  la  posesión  de  la  quinta  por  la  existencia  de 
una  demanda  del  constructor  Molner  contra  los  esposos  Arzac  (foja 
124  vuelta X  á  consecuencia  de  la  cual  afirmó  Lascano  que  Molner 
tenia  una  acción  de  dominio  sobre  dicha  quinta  (fojas  281  y 
82); 

6^  Que  de  la  escritura  de  foja  29  resulta  que  la  venta  á  Lascano 
fué  hecha  el  16  de  Octubre  de  1874  y  de  la  anotación  del  Escribano 
Paganini,  de  foja  26,  que  la  prohibición  de  vender  á  los  esposos 
Arzac  solo  se  dictó  el  28  de  Octubre  de  1874,  es  decir,  12  dias 
después  de  efectuada  la  venta,  lo  cual  destruye  por  completo  la 
falsa  afirmación  de  Lascano  de  que  se  le  habia  vendido  una  finca 
cuya  venta  estaba  prohibida,  única  causa  legal  en  que  apoyaba  su 
demanda; 

T  Que  de  los  escritos  de  Molner,  de  foja  272  y  diligencias  subsi- 
guientes (fojas  273  y  74),  consta  que  éste  se  pagó  de  la  deuda  de 
los  esposos  Arzac  con  el  importe  de  una  hacienda  de  estos,  hecho 
que  tuvo  lugar  en  el  año  1877,  es  decir,  tres  años  después  de  encon- 
trarse Lascano  en  quieta  y  pacifica  posesión  de  la  quinta; 

8^  Que  la  acción  de  dominio  ó  hipoteca  tácita  de  las  quintas  á 
favor  de  Molner,  nunca  ha  existido,  la  primera,  por  constar  de  los 
documentos  de  Molner,  de  foja  272,  que  solo  dirijió  una  acción 
personal  contra  los  esposos  Arzac,  v  la  segunda,  por  no  estar  pro- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  231 

bada  por  Lascano  ni  poderse  probar  jamás  por  ser  prohibido  por 
decreto  (C.  C,  Sec.  3%  tít.  XIV,  art.  8°); 

9^  Que  jamás  fué  Lascano  turbado  en  manera  alguna  en  la  quie- 
ta y  pacifica  posesión  de  la  quinta,  como  lo  prueban  los  escritos  de 
Molner  citados,  que  dirijíó  su  acción  sobre  otros  bienes  de  Arzac, 
pues  no  podia  dirijírla  contra  bienes  ágenos,  como  era  la  quinta 
vendida  dos  años  antes  de  que  el  fallo  arbitral  de  foja  272  le  diera 
acción  ejecutiva  contra  los  Arzac,  y  mas  que  todo  esto,  el  hecho 
notable  y  elocuente  de  haber  Lascano  hipotecado  esa  finca  en  Junio 
de  1876  y  vuéitola  á  hipotecar  en  Agosto  del  mismo  año,  como  lo 
prueba  la  anotación  á  la  escritura  de  foja  29; 

10  Que  probada  por  todo  lo  hasta  aquí  dicho,  la  injusticia  de  las 
pretensiones  de  Lascano  y  la  razón  y  justicia  que  asiste  á  la  parte 
de  los  esposos  Arzac,  es  necesario  determinar  si  la  demanda  de 
Lascano  es  solamente  injusta  ó  también  temeraria; 

11  Que  el  estudio  de  este  largo  y  difícil  asunto,  ofrece  la  amplia 
prueba  de  esa  temeridad  que  está  revelada  y  probada  por  un  cú- 
mulo de  hechos,  como  ser  los  siguientes:  1^  el  conocimiento  que 
tenia  Lascano  y  que  resulta  de  autos,  de  haberse  hecho  la  prohibi- 
ción de  enagenar  después  de  haber  comprado  la  quinta;  2^  la  false- 
dad en  haber  alegado  una  acción  de  dominio  á  favor  de  Molner;  3^ 
la  suposición  gratuita  de  hipoteca  tácita  á  favor  del  mismo;  4^  el 
hecho  de  no  haber  pagado  la  hipoteca  al  Banco  Argentino,  como 
debía  hacerlo;  5^  el  haber  hecho  vender,  para  pagar  esa  hipoteca, 
un  terreno  de  los  Arzac,  cuando  era  él  quien  debía  pagarla;  6°  la 
imputación  calumniosa  hecha  á  los  Arzac,  de  haber  pretendido  es- 
tafarlo en  la  venta  de  la  quinta,  cuando  es  precisamente  Lascano 
quien  ha  perjudicado  á  los  vendedores  haciéndoles  vender  otra  finca 
para  pagar  la  hipoteca  á  cuyo  pago  se  había  comprometido  Lascano, 
y  considerando: 

12  Que  para  el  fallo  justo  de  esta  causa,  en  cuanto  á  la  temeri- 
dad de  Lascano,  es  conveniente  tener  en  cuenta  las  diversas  circuns- 
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tancias  de  este  juicio,  que  aún  no  siendo  necesarias  como  prueba 
por  estar  sobradamente  probado  el  punto,  concurren  á  formar  el 
criterio  del  Juez; 

13  Que  llegada  la  causa  á  la  justicia  federal,  de  cuya  rectitud 
nada  bueno  podia  esperar  un  litigante  temerario,  toda  la  táctica  de 
Lascano  ha  estado  en  retardar  y  embrollar  el  asunto,  como  lo  prue- 
ban los  siguientes  hechos:  1^  la  recusación  infundada  del  Escribano 
Munuce  so  protesto  de  dependencias  de  Arzac,  llegando  hasta  impu- 
tarle calumniosamente  el  delito  de  haber  cerrado  las  puertas  á  un 
testigo,  siendo  así  que  dicho  testigo  no  había  concurrido,  y  otro 
presentado  había  declarado  en  contra  de  Lascano,  foja  141;  ¥  la 
recusación  infundada  del  Juez  Dr.  Zuviría,  bajo  el  falso  protesto  de 
odio  á  Lascano  y  familiaridad  con  Arzac,  que  hacia  cinco  años  es- 
taba ausente,  y  á  quien  Zuviría  solo  había  hablado  una  ó  dos  veces 
en  su  vida  (fojas  144  y  48),  recusación  para  la  cual  no  presentó  Las- 
cano  ni  siquiera  un  testigo;  3^  las  injuriosas  suposiciones  dirijidas 
contra  ese  Juez,  que  dieron  por  resultado  que  se  escusára  de  enten- 
der en  el  asunto,  pues  ya  no  podla^ lidiar  con  Lascano  (foja  148);  4^ 
la  apelación  injusta  del  auto  en  que  Zuviría  se  declaraba  competente 
y  no  recusado,  lo  mismo  que  al  Escribano  Munuce,  auto  confirmado 
por  la  Suprema  Corte  (foja  203),  en  cuanto  á  que  Zuviría  y  Munuce 
eran  legítimamente  Juez  y  Escribano;  5^  la  recusación  injusta  del 
Dr.  Escalera  y  Zuviría,  fundada  en  parentesco  con  el  Juez  antes  que 
éste  hubiese  sido  recusado  (foja  198);  6^  la  imputación  calumniosa 
hecha  al  actuario  en  esta  causa  D.  Calisto  Lassaga,  de  no  haber 
dado  cumplimiento  á  una  orden  del  Juzgado,  cuando  de  foja  377 
resulta  bajo  la  firma  de  Lascano  que  fué  notificado,  que  era  lo  que 
se  mandaba;  T  el  hecho  estraordinario  de  haber  pretendido  se  le 
declarara  pobre  de  solemnidad  para  litigar  en  papel  común,  cuando 
de  números  escritos  de  Lascano  (fojas  278,  82  y  otras)  y  de  la  cali- 
dad de  la  causa  consta  que  tiene  mayor  capital  que  el  señalado  por 
la  ley,  no  habiendo  presentado,  á  pesar  de  la  orden  de  este  Juzgado, 
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documento  ni  sentencia  alguna  que  lo  declare  pobre,  considerando: 

14  Que  no  solamente  resultan  no  probados  los  hechos  en  que  Las- 
cano  fundó  su  demanda,  sino  que  Arzac  ha  probado  lo  contrario,  y 
que  Lascano  no  intentó  producir  mas  prueba  que  la  remisión  de  los 
espedientes  seguidos  entre  Molner  y  Arzac,  y  entre  el  Banco  Argen- 
tino y  Arzac; 

15  Que  la  mayor  parte  de  los  documentos  pedidos  por  Lascano 
obran  en  autos,  fojas  248,  54  y  concordantes  de  la  referencia  á  fojas 
272  á  286,  habiendo  sido  presentados  por  Arzac  como  pruebas, 
siendo  invocados  en  el  mismo  carácter  por  Lascano; 

16  Que  negada  por  el  Juez  de  Provincia  la  remisión  de  los  autos, 
foja  292,  Lascano,  en  vez  de  tomar  las  copias  que  dicho  Juez  ofre- 
cía, se  negó  á  ello  entablando  un  recurso  dilatorio,  cuando  si  hubiera 
querido  probar  algo,  hubiera  sacado  las  copias,  hecho  que  prueba 
que  Lascano  no  quiso  presentar  una  prueba  que  sabia  resultaría  en 
su  contra,  puesto  que  se  trata  de  los  mismos  documentos  ya  men- 
cionados; 

17  Que  esa  falta  de  pruebas  y  táctica  de  alargar  indefinitiva- 
mente  el  pleito,  está  también  revelada  por  el  hecho  de  no  haber 
practicado  ni  nna  sola  gestión  en  el  espacio  de  casi  cuatro  meses, 
desde  que  se  pidieron  los  autos  al  Tribunal  de  la  Provincia,  foja 
368,  Julio  6  de  1882,  hasta  que  vencidos  todos  los  términos,  se  le 
mandó  alegar  de  bien  probado,  foja  378,  Octubre  27  de  1882; 

18  Que  concluidas  las  diligencias  practicadas  por  el  Juzgado  pi- 
diendo los  autos  que  Lascano  había  solicitado  dos  años  antes,  se  le 
dio  vista  de  ellos,  de  los  cuales  resultaron  no  encontrarse  esos  autos, 
y  Lascano  nada  pidió,  dejando  vencer  el  término,  y  perdiendo,  por 
consecuencia,  el  derecho  de  objetar  la  resolución  de  trámite  en  que 
se  le  mandaba  alegar  de  bien  probado; 

19  Que  el  precio  de  8000  $f  ts.  del  terreno  de  Arzac,  vendido  para 
pagar  la  hipoteca  al  Banco  Argentino,  está  confesado  por  Lascano 
(fojas  125  vuelta  y  282  vuelta); 
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Y  20  Que  estatuidos  los  hechos  solo  falta  determinar  lo  que  co- 
rresponde en 


DERECHO 


Cual  es  el  cumplimiento  de  la  obligación  de  Lascano  de  efectuar 
el  pago  á  que  se  comprometió,  ó  de  resarcir  los  daños  y  perjuicios 
ocasionados  por  su  falta  de  cumplimiento,  como  ha  sucedido. 

Por  tanto,  y  definitivamente  juzgando,  fallo  no  haciendo  lugar  á 

la  demanda,  y  condenando  á  D.  Juan  Ramón  Lascano  al  pago  de  los 

8000  $f  ts.,  importe  confesado  del  terreno  de  Arzac  que  se  vendió  por 

su  culpa;  al  pago  de  60  %  de  los  6288  $ftes.  con  10  cvs.,  importe  de 

la  deuda  que  se  comprometió  á  abonar  y  de  que  no  se  abonó  mas 

que  el  40  ^oí  y  al  pa^o  d©  los  daños  y  perjuicios,  que  tratándose  de 
dinero  solo  se  resuelve  en  el  pago  de  sus  intereses  que  se  contarán 

desde  el  dia  27  de  Agosto  de  1878,  en  que  fué  demandado,  con  es- 
pecial condenación  en  costas,  de  conformidad  á  lo  dispuesto  por  los 
artículos  U,  12,  14,  15,  17  y  18,  Tit.  l\  Sec.  l^  Lib.  2^.  Código 
Civil. 

Gabriel  Carrasco, 
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Fallo  de  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aires,  Mayo  7  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  y  no  habiendo  el  recurrente  fun- 
dado el  recurso  de  nulidad,  ni  resultando  ella  de  los  autos,  confír- 
mase^ con  costas,  la  sentencia  apelada  de  foja  trescientos  noventa 
y  cuatro,  y  satisfechas  las  de  la  instancia  y  previa  reposición  de  se- 
llos, devuélvanse  estos  autos  y  los  traídos  ad  effectum  videndi,  á  los 
Juzgados  de  su  procedencia. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.   DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS. — S.  M.  LASPIUR. 


Lascano  interpuso  recurso  de  revisión. 

« 

Buenos  Aires,  Mayo  28  de  1885. 

Habiendo  la  Suprema  Corte  conocido  en  esta  causa  por  apelación 
de  la  sentencia  del  Juez  de  Sección,  y  no  siendo  admisible  el  re- 
curso de  revisión  sino  en  los  asuntos  en  que  conoce  originaria  y  es- 
clusivamente,  según  lo  dispuesto  en  el  inciso  tercero  del  articulo 
séptimo  de  la  ley  de  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  dos,  y  por  el  articulo  doscientos  cuarenta  y  uno  de  la  ley  de 
Procedimientos,  se  declara  improcedente  el  recurso  interpuesto  por 
D.  Juan  Ramón  Lascano;  y  devuélvase  como  está  mandado,  previa 
reposición  de  sellos. 

J.   B.  GOROSTIAGA.  —  J.   DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS.  —  S.   M.   LASPIUR. 
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CAUSA    1.1X 


D.  Carlos  CasadOy  contra  la  empresa  del  gas  del  Rosario,  por  inter- 
dicto; sobre  condenación  en  costas. 


Sumario. — El  que  entabla  inlerdicto  por  una  turbación  que  se  re- 
fiere á  un  terreno  distinto  del  que  pretende  ser  de  su  propiedad,  es 
litigante  temerario,  y  responsable  de  las  costas,  daños  y  perjuicios. 


Caso. — Lo  refiere  el 


Fallo  del  Juez  F'ederal 


Bosario,  Junio  30  de  1884. 

Visto  el  interdicto  deducido,  resulta:  Que  D.  Carlos  Casado  de- 
nuncia el  empedrado  que  se  ha  principiado  á  hacer  por  la  empresa 
del  gas  en  una  zona  adyacente  á  la  fábrica  de  dicha  empresa,  su- 
poniendo ser  de  su  propiedad.  La  parte  de  la  empresa  se  opone, 
alegando  que  el  empedrado  lo  hace  en  calle  pública  y  por  autori- 
zación y  convenio  con  la  Municipalidad.  Ambas  partes  presentan 
los  documentos  y  planos  que  juzgan  proceder  á  su  derecho,  ale- 
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gando  lo  que  creen  convenirles.  Y  notando  el  Juzgado  por  esos  do- 
cumentos, diversos  planos,  y  vista  de  ojos  practicada,  que  existía 
notable  confusión  en  la  ubicación  que  atribulan  á  las  propiedades 
referentes  á  la  cuestión,  nombró  de  oficio  y  para  mejor  proveer,  un 
perito  competente  para  que  formase  un  plano  ó  croquis  que  diese  á 
los  terrenos  su  verdadera  posición,  según  el  mérito  de  autos  y  vista 
de  ojos  á  que  asistió  él  mismo;  en  cuya  virtud,  ha  presentado  un 
plano  en  que  se  ubican  esas  propiedades  y  las  adyacentes,  acompa- 
ñado de  un  vasto  informe,  detallando  todos  los  antecedentes  refe- 
rentes á  esos  terrenos,  y  esclareciendo  con  precisión  su  verdadera 
posición,  limites  y  rumbos. 

Y  considerando:  1^  Que  según  el  plano  é  informe  presentado  por 
el  agrimensor  Soriano,  resulta  que  el  terreno  en  que  ha  principiado 
á  construirse  el  empedrado,  no  es  justamente  el  que  corresponde  á 
D.  Carlos  Casado,  sino  el  inmediato,  que  aparece  pertenecer  á  Don 
Ignacio  Comas,  quien  ocupó  el  de  Casado  creyéndolo  suyo;  sin  que 
sea  del  caso  estudiar  el  mejor  derecho  que  Comas,  la  empresa  del 
gas  ó  la  Municipalidad,  tengan  sobre  ese  terreno,  bastando,  para 
resolver  el  interdicto  deducido,  saberse  que  no  ha  sido  propiedad  de 
Casado  cuado  éste  .dedujo  el  interdicto. 

2°  Que  si  bien  el  agrimensor  espresa,  al  final  de  su  informe,  que 
por  una  escritura  posterior  á  la  iniciación  de  este  juicio,  ha  adqui- 
rido Casado  derecho  á  ese  terreno  que  se  reputa  de  Comas,  según 
su  plano  é  informe;  el  Juzgado  no  puede  tener  en  cuenta  esa  escri- 
tura, por  cuanto,  como  de  fecha  posterior,  no  se  ha  presentado  en 
juicio;  debiendo  solo  resolver  el  caso  subjudice,  según  el  mérito  de 
los  autos  en  que  ella  no  figura. 

Por  estos  fundamentos:  se  declara  suspendida  la  prohibición  antes 
decretada  de  la  construcción  del  empedrado;  sin  especial  condena- 
ción en  costas,  por  no  haber  temeridad  en  la  demanda,  por  cuanto 
ha  existido  una  confusión  de  limites  que  inducía  á  ambas  partes  á 
una  errónea  apreciación  sobre-la  ubicación  verdadera  de  esas  pro- 
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piedades,  esclarecida  solo  por  la  operación  geodésica  mandada 
practicar  de  oficio;  y  porque^  habiendo  ocupado  D.  Ignacio  Comas 
el  terreno  de  Casado^  no  quedaba  otro  como  de  propiedad  de  éste 
que  el  ocupado  de  aquel  como  propio.  Hágase  saber  con  el  origi- 
ginal,  y  repónganse  los  sellos. 

Fenelon  Zuviria, 


Fallo  de  la  ISuprema  Corte 


Buenos  Aires,  Mayo  9  de  1885. 

Vistos  y  considerando:  Que  el  demandante  no  ha  tenido  razón 

para  litigar;  pues  el  terreno  á  que  se  refieren  sus  títulos,  según  el 

informe  y  plano  de  fojas  cincuenta  y  siete  y  setenta,  se  encuentra 
ubicado  en  otro  punto  distinto  del  ocupado  por  la  Empresa;  que  ha 

habido  negligencia  grave  por  su  parte  al  no  cerciorarse  de  la  ver- 
dadera ubicación  de  su  terreno  antes  de  promover  este  pleito,  y  no 
seria  justo  hacer  pesar  las  consecuencias  de  ella  sobre  la  empresa 
demandada. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  ne  foja  setenta  y  una, 
en  la  parte  apelada  y  se  declara  que  son  á  cargo  del  demandante 
las  costas  de  este  juicio  y  los  daños  y  perjuicios  del  demandado  jus- 
tificase haber  sufrido;  y  devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos. 
Notifíquese  con  el  original. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 

ULADISLAO  frías.  —  S.  M.   LASPIÜR 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 


-^••^- 
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C.AUSA  I^X 


/>.  Manuel  Z,  Giménez,  contra  ü,  Jacobo  Martin,  por  cumplimiento 

de  un  convenio;  sobre  nulidad. 


Sumario.  —  1°  El  Juez  Federal  puede  declararse  incompetente 

de  oficio  en  las  causas  que  no  le  corresponden,  y  anular  todo  lo 

obrado. 

2^  No  habiendo  el  demandado  declinado  de  jurisdicción,  no  debe 

condenarse  en  costas  al  demandante. 


Caso.  —  D.  Manuel  Z.  Giménez,  argentino,  demandó,  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato,  á  D.  Jacobo  Martin,  justificando,  por  me- 
dio de  testigos,  que  éste  era  extranjero,  y  pidió  una  medida  para 
con  el  Banco  Hipotecario,  relativa  al  cumplimiento  demandado,  que 
fué  concedida. 

Martin  contestó  la  demanda,  pero  al  contestarla  se  calificó  como 
ciudadano  por  naturalización. 

El  Juez  investigó  ex  oficio  este  hecho,  y  verificado  que  don  Jacobo 
Martin  habia  obtenido  realmente  carta  de  ciudadania  en  12  de 
Diciembre  de  1884,  anuló  todo  lo  obrado,  declarándose  incompe- 
tente. 
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Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Enero  22  de  1885. 

Resultando  del  informe  espedido  á  foja  14  por  el  Secretario  Mu- 
nita  y  de  la  propia  esposicion  del  demandado,  D.  Jacobo  Martin,  en 
su  contestación  á  la  demanda  corriente  á  foja  12,  que  es  argentino, 
no  obstante  haberse  manifestado  por  el  demandante  y  declarado  por 
los  testigos  que  era  estrangero;  que  de  los  antecedentes  de  este 
asunto  resulta  que  esta  última  circunstancia  fue  la  única  que  se  tuvo 
en  vista  para  establecer  la  competencia  del  Juzgado,  circunstancia 
que  queda  desvirtuada  en  mérito  del  informe  y  manifestación  del 
demandado,  á  que  ha  hecho  referencia. 

Por  estos  fundamentos  declárase  nulo  todo  lo  obrado  en  esta  causa 
atenta  falta  de  jurisdicción  del  Juzgado  para  conocer  en  ella,  con 
especial  condenación  en  las  costas  al  demándate. 

En  consecuencia,  libróse  oficio  al  Presidente  del  Banco  Hipoteca- 
rio previniéndole  que  queda  sin  efecto  lo  dispuesto  en  el  que  le  fué 
dirigido  con  fecha  6  de  Diciembre  del  año  pasado:  cumplida  que  sea 
esta  diligencia  y  repuestos  los  sellos,  archívese  este  espediente.  No- 
tifiquese  original. 

Andrés  Ugarriza. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Mayo  9  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
quince  vuelta,  con  escepcion  de  la  parte  en  que  condena  en  costas 
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al  demandante,  por  no  haber  el  demandado  declinado  de  jurisdic- 
ción. Devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO  frías.— S.  M.  LAS- 
PIUR.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 


c:ai;sa  lxi 


D.  Carlos  Camdo,  contra  la  empresa  del  gas  del  Rosario, 
por  interdicto;  sobre  recusación  y  apercibimiento 


Sumario.  —  1°  El  auto  desechando  la  recusación  por  no  ser  fun- 
dada en  causa  especificada  por  la  ley,  es  inapelable. 

2**  Es  deber  de  los  Jueces  corregir  las  faltas  de  respeto  contra  su 
dignidad,  y  hacer  guardar  en  los  juicios  la  moderación  y  el  decoro 
debido. 


Caso,  —  En  la  causa  de  D.  Carlos  Casado,  contra  la  empresa  del 
gas  del  Rosario,  sobre  interdicto,  después  de  elevados  los  autos,  se 
dieron  á  Casado  unas  copias  que  éste  hizo  publicar. 

T.  XIX  17 


242  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

La  empresa  se  quejó,  pidiendo  nulidad  y  apelación  del  aulo  que 
mandó  dar  las  copias; 

El  Juez,  después  del  informe  del  Escribano,  negó  los  recursos. 

La  empresa  pidió  remisión  de  estos  obrados  á  la  Suprema  Corte, 
y  el  Juez  mandó  informar  al  Secretario. 

Tanto  en  la  petición  de  la  empresa,  como  en  el  informe  del  Secre- 
tario, se  consignan  recriminaciones  personales. 

El  Juez  no  hizo  lugar  á  la  remisión  y  apercibió  al  Secretario  y  á 
la  empresa. 

Esta  reclamó  del  apercibimiento,  y  recusó  al  Juez,  por  haber  emi- 
tido opinión  sobre  la  exactitud  del  informe  del  Secretario. 


Fallo  del  «Inez  de  Sec€?ion 


Rosario,  Jalio  12  de  18S4. 

No  siendo  la  causal  alegada  en  el  primer  otrosí,  de  las  enumera- 
das en  el  articulo  43  de  la  Ley  de  Procedimientos,  no  há  lugar  á  la 
recusación  deducida,  con  costas,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 37  de  la  misma. 

Respecto  á  lo  pedido  en  lo  principal,  estése  á  lo  prevenido  en  once 
del  corriente,  por  cuanto  si  el  Secretario,  saliendo  de  la  esfera  á 
que  debió  circunscribir  su  informe,  se  espresó  ofensivamente  hacia 
el  ocurrente,  éste  provocó  esas  ofensas  clasificando  su  informe  con 
calificativos  que  son  los  mas  grandes  que  pueden  dirigirse  á  un  fun- 
cionario público,  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes:  faltas  por  las 
cuales  ambos  han  sido  apercibidos  en  justicia  por  el  Tribunal,  sin 
que  exista  razón  de  ningún  género  para  solo  apercibir  al  uno  y  no 
al  otro. 

Y  respecto  de  la  recusación  del  actuario,  no  obstante  que  el  Juez 
jamás  ha  notado  la  más  mínima  parcialidad,  ni  malevolencia  en  él, 
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contra  el  recurrente;  mas  como  aljirunas  palabras  de  su  informe,  á 
consecuencia  de  las  ofensas  recibidas,  manifiestan  una  ¿ndtsposi- 
cion  en  su  espiritu  que  puede  llamarse  desfavorable  al  recusante: 
declárase  impedido  para  continuar  actuando  en  esta  causa,  debiendo 
actuar  en  ella  el  Secretario  titular  del  Juz^rado,  I).  Lisandro  Paga- 
nini. Repónganse. 

Zaviiia, 


Fallo  úvi  la  Hupreiua  Corte 


Buenos  Aireas  Mayo  9  de  1885. 

Visto,  y  considerando  en  cuanto  á  la  apelación  concedida  á  foja 
veinte  y  nueve:  que  el  auto  recurrido  de  foja veintey  siete  desechando 
de  plano  la  recusación  del  Juez  a  qm  por  no  hallarse  comprendida 
la  causa  en  que  se  funda  entre  las  especificadas  en  el  articulo  cua- 
renta y  tres  de  la  ley  de  procedimientos,  hace  cosa  juzgada,  según 
lo  dispone  el  articulo  treinta  y  dos  de  la  misma  ley,  se  declara  im- 
procedente el  recurso  por  lo  que  respecta  á  la  primera  parte  del 
auto  mencionado. 

En  cuanto  á  la  segunda  parte  del  mismo,  que  ha  motivado  el  re- 
curso directo,  siendo  deber  de  los  Jueces  corregir  las  faltas  de  res- 
peto que  se  cometan  contra  su  dignidad  y  hacer  guardar  en  los  jui- 
cios la  moderación  y  el  decoro  debidos,  se  confirma  dicho  auto  en 
cuanto  deja  subsistente  el  apercibimiento  de  foja  veinte  y  dos,  de- 
biendo además  testarse  la  parte  del  informe  de  foja  diez  y  seis  vuelta, 
desde  el  párrafo  que  principia  con  las  palabras:  «Solamente  el  pru- 
rito y  deseo  del  Abogado»,  hasta  donde  concluye  el  párrafo  que 
principia  con  las  palabras:  «Primeramente  se  dedicó  á  zaherir  á 
V.  S.  etc.  K  porque  esta  parte  del  informe  no  es  pertinente  á  los  he- 
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chos  sobre  que  debe  recaer,  ni  es  una  legítima  defensa  tendente  á 
levantar  los  cargos  hechos  en  el  escrito  de  foja  catorce,  sino  un 
desahogo  personal  que  no  puede  consentirse  en  los  autos  sin  com- 
prometer los  respetos  que  se  deben  á  la  Administración  de  Justicia. 
Y  devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos.  Notifiquese  con  el  ori- 
ginal. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 


C.AUSA    I.XII 


D.  Agmtin  Nazarre,  contra  D.  Francisco  Abal,  por  cesación  de  con- 
dominio; sobre  competencia. 


Sumario, — El  juicio  para  fijación  de  límites  y  cesación  de  condo- 
minio es  un  juicio  do  deslinde;  y  no  pertenece  á  la  jurisdicción  fede- 
ral, sino  cuando  surja  la  contenciosa  siendo  las  partes  de  diversa 
nacionalidad  ó  vecindad. 
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Caso.— Se  refiere  en  el  fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Fallo  del  «I uez  de  Sección 


Baenos  Aires,  Marzo  4  de  1884. 

Y  vistos  nuevamente:  articulándose  en  el  escrito  de  foja  i%  la 
incompetencia  del  Juzgado  por  razón  de  litis  pendencia  entre  un 
Juzgado  de  Provincia,  promovido  en  una  petición  de  mensura;  y  te- 
niendo presente,  que  según  lo  ha  declarado  la  Suprema  Corte  en  la 
resolución  citada  en  el  escrito  de  foja  22,  la  petición  de  mensura  no 
importa  un  caso  contencioso,  mientras  que  lo  es,  cuando  por  las  di- 
lijencias  de  mensura  y  deslinde  practicadas  surje  oposición  de  algún 
colindante  á  dicha  operación,  por  lo  que  concurriendo  la  diversidad 
de  nacionalidad  ó  vecindad,  es  competente  la  justicia  ifhcional  para 
conocer.  Por  esto,  fallo:  no  haciendo  lugar,  con  costas,  á  la  escep- 
cion  opuesta  de  incompetencia  de  este  Juzgado,  por  razón  de  litis 
pendencia.  Corran  los  autos  según  su  estado;  hágase  saber  original 
y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Mayo  13  de  1884. 

Suprema  Corte: 

Don  A.  Nazarre,  se  presenta  al  Juzgado  de  Sección  deduciendo  lo 
que  él  llama  acción  ordinaria  de  cesación  y  división  de  condominio 
por  confusión  de  limites,  contra  D.  Francisco  Abal,  cuya  propiedad 
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linda  con  la  suya;  y  pide  se  obligue  al  demandado  á  desatar  el  con- 
dominio  por  medio  de  peritos  nombrados  por  ambas  partes. 

Háse  agregado  á  esta  demanda  el  espediente  de  mensura  iniciado 
ante  la  justicia  local  por  el  mismo  demandante,  para  llegar  al  mis- 
mo resultado.  Dice,  á  su  vez,  el  demandado,  haberse  practicado  á  su 
pedido  igual  oposición,  por  mandato  de  la  misma  autoridad  local. 

Tenemos,  pues,  que  hay  ya  dos  operaciones  de  mensura  practica- 
das para  hacer  cesar  el  condominio  y  la  confusión  de  limites,  objeto 
de  la  demanda  del  Sr.  Nazarre. 

Como  frecuentemente  sucede  en  estos  casos,  Abal  protestóla  men- 
sura practicada  por  Nazarre,  y  éste  la  practicada  por  Abal. 

En  esta  situación,  Nazarre  ocurre  al  Juez  de  Sección,  por  ser  es- 
tranjero,  Abal,  iniciando  la  menc'iondidsL  acción  ordinaria  d^  cesación 
de  condominio. 

El  deslinde  judicial,  dice  el  artículo  2754  del  Código  Civil,  s^  liará 
por  agrimemor  y  la  tramitación  del  juicio  será  la  que  prescriben  las 
leyes  de  Procedimientos, 

Como  el  resultado  de  la  acción  ordinaria  en*  cuestión  será  forzo- 
samente el  deslinde  judicial  y  este  ha  de  practicarse  con  arreglo  alo 
que  prescriben  las  leyes  de  Procedimientos,  las  de  cada  localidad,  bien 
entendido,  es  evidente  que  la  demanda  de  Nazarre  no  se  dirijo  á  otra 
cosa  que  á  iniciar  una  tercera  mensura,  bajo  los  auspicios  déla  jus- 
ticia de  la  Nación.  Que  esta  iniciativa  no  corresponde  á  ios  Tribu- 
nales Nacionales,  V.  E.  lo  ha  declarado  antes  de  ahora.  Bajo  este 
punto  de  vista,  el  Juzgado  de  Sección  carece  de  la  competencia  que 
se  atribuye  para  ordenar  una  operación  del  resorte  de  las  justicias 
locales. 

Cierto  es  que  de  esta  operación  puede  surjir  el  conflicto  entre  in- 
tereses sujetos  al  fuero  federal.  No  es  este,  empero,  el  caso.  Si  bien 
en  términos  velados,  la  acción  se  inicia  simplemente,  y  no  lo  oculta 
el  mismo  interesado,  en  busca  de  una  nueva  y  tercera  mensura.  No 
arranca  la  demanda  de  la  doble  protesta  en  las  mensuras  anterio- 
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res;  y  s¡  así  fuera,  y  asi  lo  considerará  V.  E.,  fuerza  será  traer  á  la 
vista  el  espediente  á  que  hace  referencia  Abal  á  foja  14;  para  poder 
apreciar  si  hay  ó  nó  al  respecto  juicio  radicado. 

Por  mi  parte,  no  lo  considero  necesario.  La  cuestión,  tal  cual  la 
presenta  la  demanda,  está  limitada  á  saber,  si,  no  constituyendo  un 
juicio  las  dilijencias  de  mensura,  la  circunstancia  de  haber  sido 
iniciado  ante  la  justicia  local,  obsta  á  iniciarlm  de  nuevo  ante  los 
Tribunales  de  la  Nación;  cuando  hay  contradicción  entre  los  inte- 
reses de  un  argentino  y  un  cstranjero,  por  ejemplo,  mi  opinión  es 
que  estos  juicios  deben  proseguirse,  no  iniciarse,  ante  la  justicia  de 
la  Nación. 

Pienso,  por  lo  espuesto,  que  debe  V.  E.  limitarse  á  no  prestar  su 
sanción  á  la  sentencia  recurrida. 

Y  si  juzgara  V.  E.  deber  considerar  si  hay  ó  nó  juicio  radicado, 
con  motivo  de  las  operaciones  ya  practicadas,  ha  de  servirse  orde- 
nar se  traiga  á  la  vista  el  espediente  mencionado  y  vuelvan  todas 
estas  actuaciones  á  mi  despacho. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  9  de  1885. 

Vistos  y  resultando:  Que  Don  Agustín  Nazarre,  argentino,  «dedu- 
ciendo acción  ordinaria  de  cesación  de  condominio,  ó  división  de 
condominio  por  confusión  de  límites»,  interpone  demanda  ante  el 
Juzgado  de  Sección  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  contra  Don 
Francisco  Aval,  estranjero,  á  fin  de  que  «se  le  obligue  á  la  fijación 
de  límites  positivos  para  desatar  el  condominio,  por  medio  de  peri- 
tos nombrados  por  las  partes».  (Escrito  de  (oja  primera  de  los  autos 
principales); 
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Que  según  el  prim^  otrosí  del  mismo  escrito  y  de  los  autos  agre- 
gados ad  effectum  videndi,  dicho  Nazarre,  poco  mas  de  dos  años 
antes,  solicitó  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  referida 
Provincia,  la  mensura  del  terreno,  objeto  de  la  demanda  espresada^ 
mensura  que  se  practicó  por  el  agrimensor  Don  José  A.  Palacio,  fué 
protestada  por  Aval  y  D.  Agustín  Cabrera,  y  pasada  al  Departa- 
mento de  Ingenieros,  dictaminó  este  que  no  la  consideraba  en  es- 
tado de  ser  aprobada; 

Que  presentada  á  dicho  Juzgado  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
proveyó  este:  «traslado  y  vista  al  ájente  fiscal»,  providencia  que  se 
notificó  á  éste  y  á  Nazarre,  en  cuyo  estado  se  pasó  la  causa  ad 
effectum  videndi  al  Juzgado  de  Sección; 

Que  el  demandado  Aval,  declina  de  jurisdicción  por  razón  de  la 
materia,  y  pide  se  ordene  al  demandante  continúe  su  acción  ante 
el  Juzgado  de  Provincia,  oponiendo  al  efecto  la  escepcion  de  litis 
pendencia,  y  manifestando  que  aceptó  la  jurisdicción  provincial  en 
dicha  causa  de  mensura,  no  obstante  su  calidad  de  estranjero,  y 
que,  á  su  vez,  solicitó  igual  operación,  que  solo  fué  protestada  por 
el  demandante; 

Que  éste  sostiene  la  jurisdicción  nacional,  esponiendo  que  según 
los  principios  establecidos  por  la  Corte  en  el  caso  de  Molina  con 
Navarro,  no  hay  litis  pendencia  por  solicitar  una  mensura  ante  un 
Juez  provincial,  porque  no  se  promueve  un  juicio,  sino  que  se  trata 
de  poner  en  claro  los  límites  de  una  propiedad,  con  intervención 
de  peritos  y  previa  citación  de  linderos  y  que  si  alguno  de  estos  pro- 
testa la  operación,  recien  entonces  hay  diferencia  entre  partes  y 
ha  llegado  el  momento  de  determinar  el  juez  que  ha  de  conocer  de 
ella,  por  lo  que,  al  amago  de  una  contienda,  á  que  podía  dar  lugar 
la  protesta  de  Aval,  ocurrió  ante  el  Juez  de  Sección,  porque  se  en- 
cuentra mas  garantido,  en  este  caso,  ante  él  que  ante  los  Jueces 
provinciales. 

Y  Considerando:  Que  con  arreglo  al  artículo  dos  mil  setecientos 
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cuarenta  y  seis  del  Código  Civil,  la  acción  intentada  por  Nazarre 
ante  el  Juzgado  de  Sección,  sin  embargo  de  los  términos  en  que 
está  concebida,  no  es  sino  la  de  deslinde,  la  misma  que  antes  de- 
dujo ante  el  Juzgado  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  puesto  que^ 
según  dicho  articulo,  pide:  «que  los  limites  confusos  se  investiguen 
y  demarquen»,  lo  que  solo  es  propio  de  la  acción  de  deslinde,  aun- 
que se  trate  de  hacer  desaparecer  el  condominio  que  se  reputa 
existente  entre  los  propietarios  de  terrenos,  cuyos  límites  están 
confundidos,  que  es  precisamente  el  caso  en  que  la  ley  dá  dicha 
acción; 

Que  el  juicio  de  deslinde  debe  iniciarse  ante  la  jurisdicción  local 
ó  provincial,  y  solo  cuando  hay  contención  entre  las  partes,  puede 
ocurrirse  ai  Juez  Nacional  de  Sección,  si  aquellas  son  de  diversa 
nacionalidad  ó  vecindad,  conforme  al  artículo  segundo,  inciso  se- 
gundo, de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales; 

Que,  según  resulla  de  lo  espuesto,  en  el  juicio  que  el  demandante 
promovió  ante  el  Juzgado  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  no  hay 
todavía  un  caso  contencioso,  pues  aquel  no  ha  solicitado  la  aproba- 
ción de  la  mensura,  y  si  bien  el  demandado  protestó  de  ella,  no 
existe,  como  dice  el  mismo  demandante,  sino  el  amago  de  una 
contienda,  que  no  es  suficiente  para  traer  la  causa  á  la  jurisdicción 
nacional. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad  á  lo  espuesto  y  pedido 
por  el  Señor  Procurador  General,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
treinta  y  seis,  y,  en  su  consecuencia,  previa  reposición  de  sellos, 
devuélvanse.  Notifíquese  con  el  original. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.  LASPIUR. 
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c:ai;sa  i. 


D.  José  C,  Soto,  contra  el  Banco  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires; 

sobre  infracción  de  la  ley  de  monedas. 


Sumario, — 1°  El  término  de  treinta  días  fijado  en  el  articulo  14 
de  la  ley  de  unidad  monetaria^  de  5  de  Noviembre  de  1881,  se  re- 
fiere á  la  emisión  y  no  á  la  circulación  de  billetes  menores  de  un 
peso  emitidos  antes  de  dicho  término. 

2"  La  publicación  á  que  se  refiere  el  artículo  io  de  dicha  ley,  es 
facultativa  y  no  imperativa. 

3*"  Todo  estatuto  penal  tiene  interpretación  restrictiva. 


Caso,  —  Lo  refiere  el 


.Fallo  del  «luez  Federal 

Buenos  Aires,  Abril  1«  de  1884. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  acusación  de  D.  José  C.  Soto 
contra  el  Banco  de  la  Provincia,  por  infracción  de  los  artículos  13 
y  14  de  la  ley  de  Unidad  Monetaria,  de  cinco  de  Noviembre  de  1881, 
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pidiendo  se  aplique  al  Banco  la  pena  de  multa  establecida  en  el  ar- 
ticulo dioz  y  seis  de  la  misma,  distribuyéndose  su  importe  de  cin- 
cuenta mil  pesos  fuertes,  por  mitad  entre  el  denunciante  y  el  fondo 
de  escuelas,  en  la  forma  prevista  para  los  casos  de  acusación 
popular. 

Y  considerando:  1°  Que  la  acusación  se  funda  en  que  el  Banco 
de  la  Provincia  no  habiendo  hecho  oportunamente  la  publicación 
llamando  á  la  conversión  prevenida  en  el  articulo  quince  de  la  ci- 
tada ley,  y  resultando  de  la  comparación  de  los  balances  publicados 
correspondientes  á  los  aiios  de  1881  y  1882,  y  que  este  ultimo  arroja 
una  cantidad  mayor  para  la  circulación  de  billetes  de  veinte  pesos 
de  la  antigua  moneda  de  Buenos  Aires  y  sus  inferiores,  es  evidente 
que  el  Banco  ha  hecho,  después  de  los  treinta  dias  fijados  por  el  ar- 
tículo 14,  emisiones  de  nuevos  billetes  por  fracción  de  un  peso,  in- 
curriendo, por  consiguiente,  en  la  pena,  cuya  aplicación  se  solicita, 
del  articulo  16  de  la  citada  Ley; 

2^  Que  la  defensa,  aceptando  los  hechos  aducidos  por  la  demanda, 
por  cuanto  ella  solamente  se  refiere  á  la  circulación  de  la  moneda 
de  Buenos  Aires,  agrega,  aduciendo  en  comprobación  los  antece- 
dentes consignados  en  el  apéndice  de  foja  15,  que  la  circulación  de 
la  moneda  fraccionaria,  tomándose  en  cuenta  la  emisión  en  moneda 
fuerte  y  papel  moneda,  ha  disminuido  después  de  la  promulgación 
de  la  ley  y  vencimiento  de  los  treinta  días  fijados  en  la  misma,  en- 
trando en  otras  consideraciones  tendentes  á  establecer  que  el  Banco 
de  la  Provincia  no  es  Banco  de  emisión,  por  lo  que  respecta  al  pa- 
pel moneda,  cuya  emisión  procede  directamente  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires  y  no  del  Banco; 

3^  Que  dados  estos  antecedentes  y  en  atención  á  que  el  único  he- 
cho aducido  por  la  defensa  resulta  de  documentos  oficiales  que  no 
admiten  otro  género  de  comprobación  que  la  autenticidad  de  los 
mismos,  resulta  que  la  cuestión  sub  judies  es  de  puro  derecho,  redu- 
cida á  determinar  si  los  hechos  consignados  en  la  acusación,  resul- 
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tantos  de  documentos  oficiales  debidamente  publicados  y  aceptados 
por  la  defensa,  importan  ó  no  la  infracción  que  se  denuncia  en  los 
artículos  13  y  14  de  la  ley  de  5  de  Noviembre  de  1881  y  si  procede 
en  este  caso  la  aplicación  de  la  pena  que  solicita; 

4^  Que  con  referencia  á  esta  cuestión,  es  un  principio  universal- 
mente  aceptado  en  la  jurisprudencia  criminal  que  el  estatuto  penal 
debe  ser  restrictivamente  interpretado,  no  comprendiéndose  en  él 
sino  lo  que  significan  sus  términos  y  abraza  estrictamente  su  sen- 
tido; y  refiriéndose  el  artículo  14  en  su  se<^unda  parte,  á  la  prohibi- 
ción de  emitir  nuevos  billetes,  no  es  lógico  suponer  quiera  compren- 
der también  el  acto  de  poner  en  circulación  los  viejos  billetes  que 
como  resultado  de  las  múltiples  operaciones  de  un  Banco  hayan  te- 
nido entrada  en  su  caja,  por  cuanto  esta  prohibición,  que  trabaría 
notablemente  las  transacciones  diarias  del  Banco,  no  ha  podido  en- 
trar en  los  propósitos  de  la  ley,  manifestados  claramente  en  la  mis- 
ma: establecer  la  unidad  monetaria  en  la  República;  no  en  treinta 
dias  sino  en  dos  años,  para  evitar  los  perjuicios  y  trastornos  consi- 
guientes á  una  medida  violenta; 

5°  Que  en  este  mismo  sentido  han  sido  comprendidas  por  el  Go- 
bierno  las  prescripciones  de  los  artículos  13  y  14,  lo  manifiesta  evi- 
dentemente el  tenor  de  la  nota  de  Febrero  27  del  año  próximo  pa- 
sado, trascrita  en  su  parte  sustancial,  por  la  acusación;  pues  en  la 
fecha  espresada,  es  decir,  mucho  después  de  vencidos  los  treinta 
dias  desde  la  promulgación  de  la  ley  de  Noviembre  5  de  1881  y  pró- 
ximo á  vencerse  el  término  de  dos  años,  el  Gobierno  no  habla  de 
términos  vencidos,  sino  «aproximándose  las  épocas  fijadas  en  la  ley 
de  moneda,  en  que  deben  cumplirse  algunas  de  sus  prescripciones, 
he  creído  de  mi  deber  llamar  la  atención  de  la  dirección  de  ese  es- 
tablecimiento sobre  lo  dispuesto  en  los  artículos  13  y  14  de  la  mis- 
ma ley»; 

6^  Que  esta  misma  interpretación  resulla  evidente  del  simple 
examen  del  contesto  del  articulo  14,  en  el  que  se  fija,  en  su  primera 
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parte,  el  plazo  de  dos  años  para  el  recojo  de  los  billetes  fracciona- 
rios y  en  su  segunda  parte,  el  de  30  dias,  para  prohibir  la  emisión 
de  nuevos  billetes  de  esta  clase;  lo  que  importa  establecer  que  du- 
rante dos  años  los  Bancos  pueden  seguir  usando  de  los  billetes,  pro- 
ducto de  emisiones  legales  anteriores  á  la  ley  ó  posteriores  dentro 
de  treinta  dias  siguientes,  sin  atender  para  ello  á  otra  cosa  que  á 
las  necesidades  de  su  giro,  quedando  á  la  discreción  de  cada  Banco 
hacer  el  retiro  de  los  billetes  fraccionarios  dentro  del  plazo  conce- 
dido, en  la  forma  que  lo  encuentre  mas  conveniente  á  sus  intereses 
supuesto  que  en  los  propósitos  de  la  ley  entra  el  no  causarles  mayor 
perjuicio; 

7^  Que  con  respecto  á  la  falta  de  publicacibn  requerida  por  el  ar- 
ticulo quince^  no  siendo  ella  prescrita  de  una  manera  imperativa, 
pues  evidentemente  se  desprende  de  sus  términos  que  solo  com- 
prende una  ventaja  en  favor  de  los  Bancos  que  por  medio  de  una 
publicación  durante  un  año  pueden  eludirla  acción  ejecutiva  de  los 
tenedores  de  sus  billetes  que  no  se  hubieren  presentado;  ventaja  á 
que  pueden  renunciar  sin  contrariar  los  propósitos  de  la  unidad 
monetaria,  derecho  que  por  solo  el  trascurso  del  tiempo  fijado  queda 
desmonetizada  la  emisión  que  no  estuviere  de  acuerdo  con  la 
ley; 

8**  0"e  la  sanción  establecida  por  el  artículo  16  solo  com- 
prende las  infracciones  contra  lo  provisto  en  los  artículos  13  y 
14. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  absolviendo  al  Banco  de  la  Provin- 
cia, de  la  demanda  entablada  contra  él,  por  D.  José  C.  Soto,  para  la 
imposición  de  la  multa  de  cincuenta  mil  pesos  fuertes,  á  distribuirse 
entre  el  demandante  y  el  fondo  de  escuelas,  por  infracción  á  los  ar- 
tículos 13  y  14  de  la  Ley  de  Unidad  Monetaria  de  Noviembre  5  de 
1881.  En  su  consecuencia,  declárase  al  citado  Banco  libre  de  todo 
cargo  por  la  enunciada  demanda,  siendo  las  costas  á  cargo  del  de- 
mandante Soto.  —  Hágase  saber  notificándose  con  el  original  á  las 
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partes  y  al  Consejo  de  Educación,  por  la  ¡nlervencion  que  se  ordenó 
darle  en  este  asunto,  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  ligan  iza. 


Fallo  de  la  Suprema  C:orte 

Buenos  Aires,  Mayo  12  de  18bo. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  treinta  y  seis,  menos  en  la  parte  que  condena  en  costas  al  actor 
en  atención  á  no  haber  habido  mala  fé  ni  temeridad  de  su  parte, 
por  las  diversas  interpretaciones  á  que  puede  dar  lugar  á  causa  de 
los  términos  en  que  está  concebida  la  ley  cuya  aplicación  ha  pedido. 
Repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías — FEDERICO  IBAR- 
(¡rREX. 
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c:ausa  i^xiv 


Drysdale  y  C%  contra  I),  Nicasio  Oroño;  por  cobro  ejecntiro  de  pesos. 


Sumario.—l^  El  argentino  demandado  por  un  estranjero,  ante  la 
justicia  federal,  no  puede  alegar  incompetencia  de  esta. 

2^  El  embargo  de  los  bienes  ejecutados,  decretado  en  otro  juicio, 
no  constituye  litis  pendencia. 


Caso. — Lo  refiere  el 


Fallo  del  «f  uez  Federal 


Buenos  Aires,  Noviembre  14  de  1884. 

Vistos,  estos  autos  ejecutivos,  seguidos  por  los  Sres.  Tomás  Drys- 
dale y  C%  contra  I).  Nicasio  Oroño,  por  cobro  de  mil  treinta  pesos 
moneda  nacional  oro,  que  espresa  el  pagaré  de  foja  2,  debidamente 
protestado. 

Y  considerando:  1°  Que  citado  de  remate  el  deudor,  con  fecha 
cinco  de  Noviembre,  ha  opuesto  en  tiempo  hábil  las  excepciones  de 
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lilis  pendencia  é  incompetencia  de  jurisdicción,  sobre  cuya  admisi- 
bilidad, el  Juzgado  está  llamado  á  pronunciarse. 

2^  Que  las  únicas  escepciones  admisibles,  contra  el  procedimiento 
ejecutivo,  fundado  en  titulo  legal,  son  las  qne  enumera  el  articulo  270 
de  la  ley  Nacional  de  Enjuiciamiento  de  14  de  Setiembre  de  1863, 
entre  las  que  no  figuran  las  opuestas  por  el  ejecutado. 

3^  Que  siendo  indispensable  para  la  validez  de  todo  juicio,  la  com- 
petencia jurisdiccional  del  Juez  que  va  á  conocer  de  él,  el  ejecutante 
comprobó  en  su  primer  escrito,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
articulo  2^  de  la  ley  antes  citada,  que  este  caso  caia  bajo  la  jurisdic- 
ción de  los  Tribunales  Federales,  por  la  diversa  nacionalidad  de  las 
partes,  sin  cuyo  requisito  su  demanda  no  podia  ser  admitida. 

4°  Que  sin  desconocer  Oroño  ese  hecho,  funda  la  incompetencia 
en  la  circunstancia  de  ser  él  ciudadano  argentino  y  demandado,  pre- 
tendiendo que  por  esta  razón,  estaba  el  actor  obligado  á  seguir  el 
fuero  común,  pero  la  ley  de  15  de  Diciembre  de  1885  y  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  al  declarar  que  corresponde  á  la  justicia  nacional 
las  causas  civiles,  en  que  sean  parte  un  ciudadano  argentino  y 
un  estranjero,  no  ha  hecho  distinción  alguna,  respecto  al  rol  de  las 
partes  en  el  juicio,  ni  cabe  hacerlo  desde  que  sea  actor  ó  deman- 
dado el  argentino,  subsisten  siempre  las  razones  determinantes  de 
la  ley. 

5°  Que  lo  único  que  puede  ocurrir  en  el  caso  de  ser  demandado 
un  ciudadano  argentino,  es  que  ocurriendo  el  estranjero  á  los  jue- 
ces comunes,  aquel  no  podria  declinar  de  jurisdicción,  lo  que  sin 
duda  ha  inducido  al  ejecutado  en  el  error  que  sirve  de  fundamento 
á  su  excepción. 

6®  Que  aunque  basta  el  no  figurar  la  de  litis  pendencia  entre  las 
excepciones  que  es  permitido  oponer  para  que  sea  rechazada;  puede 
agregarse,  que  el  hecho  en  que  se  funda  de  estar  los  bienes  ejecu- 
tados embargados  en  otro  juicio,  no  constituye  en  derecho  la  litis 
pendencia,  pudiondo  solo  autorizar  una  acción  de  tercería  por  quien 
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se  crea  con  derecho  á  ejercitarla,  pero  en  ningún  caso  ciertamente 
por  el  mismo  ejecutado. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  rechazando  las  escepciones  opuestas 
7  mandando  llevar  adelante  la  ejecución,  hacer  trance  y  remate  de 
los  bienes  embargados  y  con  su  p]:oducto,  integro  pago  á  los  ejecu- 
tantes del  capital,  intereses  y  costas  del  juicio,  entre  las  que  no  fi- 
guran las  opuestas  por  el  ejecutado.  Repóngase  el  sello,  notificán- 
dose original. 

Virgilio  Tedin, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Mayo  16  de  1885. 


Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  veinte  y  cuatro  vuelta,  y  repuestos  los  sellos,  de- 


vuélvanse. 


J.  B.  GOROSTIAGA. — ULADISLAO  FRÍAS. 
— S.  M.  LASPIÜR.— FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 


T.  XIX  18 
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€:au$$a  i.xv 


D.  Francisco  Ovejero,  contra  el  Dr,  D.  Manuel  /.  Navarro;  sobre  ¿nhi- 
bitoria  para  conocer  en  una  demanda  entablada  contra  él  por  da- 
ños y  perjuicios. 


Sumario.  —  La  demanda  contra  un  recaudador  de  Rentas  Nacio- 
nales, por  hechos  que  no  tienen  relación  con  la  percepción  de  la 
renta  y  el  servicio  público,  no  está  comprendida  en  la  disposición 
del  articulo  6  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdic- 
ción federal. 


Caso.  —  Don  Francisco  Ovejero,  recaudador  de  Rentas  Nacionales 
en  la  Provincia  de  Catamarca,  habiendo  sido  demandado  por  daños 
y  perjuicios  por  el  Dr.  D.  Manuel  J.  Navarro,  ante  el  Juez  de  Pro- 
vincia, pidió  al  Juez  Federal  avocase  á  si  la  causa,  espidiendo  inhi- 
bitoria contra  ti  Juez  Provincial,  fundándose  en  que  eran  de  compe- 
tencia federal  las  causas  en  que  la  Nación  ó  los  recaudadores  de  sus 
rentas  eran  parle. 

Del  informe  que  remitió  el  Juez  Provincial,  resultó  que  la  de- 
manda era  por  perjuicios  procedentes  de  trabajos  en  un  ciénago, 
cuyas  vertientes  contribuyen  á  formar  un  arroyo  de  propiedad  del 
Dr.  Navarro,  hechos  por  Ovejero,  para  utilizar  el  agua  y  labrar  una 
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parte  de  los  terrenos  que  había  arrendado  en  la  Ciénega  Redonda, 
donde  había  colocado  una  Receptoría  Nacional. 

El  Fiscal,  con  vista  de  este  informe,  dijo  que  la  causa  nótenla  re- 
lación con  Ovejero  en  su  carácter  de  Recaudador  de  Rentas  Nacio- 
nales, y  no  debía  hacerse  lugar  á  la  inhibitoria. 


Fallo  del  Juez  de  Sección 


Catamarca,  Agosto  9  de  1888. 

Vistos:  por  los  fundamentos  consignados  en  el  dictamen  fiscal 
que  antecede;  y  considerando,  además,  que  aunque  la  cuestión  alu- 
dida versase  sobre  actos  del  Receptor  de  Rentas,  en  representación 
del  Gobierno  Nacional,  tendría  que  arribarse  á  las  mismas  conclu- 
siones, según  la  jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema  Corte,  en 
casos  análogos,  como  lo  son,  entre  otras  causas,  las  29,  tomo  6^, 
pág.  5*  y  47,  tomo  T,  pág.  221,  serie  2*  de  sus  fallos.  Se  declara 
que  este  Juzgado  Seccional  es  incompetente  para  entender  en  el 
juicio  de  la  referencia  y  que,  en  consecuencia,  tampoco  debe  hacer 
lugar  á  la  inhibitoria  solicitada  por  la  parte  del  Receptor  Ovejero. 
Hágase  saber  con  el  original  y  oportunamente  diríjase  el  correspon- 
diente oficio  al  respectivo  Juzgado  Civil  de  la  Provincia. 

Joaquín  Quiroga. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Mayo  28  de  1884. 

Suprema  Corte: 

Según  resulta  del  informe  del  Juez  Civil  de  Catamarca,  á  foja  23, 
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la  demanda  que  sigue  el  Dr.  Don  M.  J.  Navarro,  contra  D.  Francisco 
Ovejero,  Receptor  de  Rentas  de  Tinogasta,  no  se  dirije  á  su  carácter 
de  tal  Receptor,  siná  á  su  personalidad  individual,  por  el  hecho  de 
haber  desviado  la  corriente  de  un  arroyo,  para  objetos  de  labranza, 
en  beneficio  propio,  y  perjuicio  del  demandante;  cosa  que  nada  ab- 
solutamente tiene  que  hacer  con  la  percepción  de  la  renta  y  el  ser- 
vicio público. 

No  es,  pues,  visiblemente,  el  caso  del  artículo  6^  de  la  ley  de  Se- 
tiembre, en  que  se  apoya  la  escepcion  de  incompetencia,  que  ha  de 
servirse  V.  E.  desestimar. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corie 

Buenos  Aires,  Mayo  19  de  1885. 

Vistos:  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Señor  Pro- 
curador General,  en  su  precedente  vista,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  veinte  y  siete.  Repuestos  los  sellos,  devuél- 
vase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 

ULADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.  LASPIÜR. 


-^•^ 
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c:a1jSa  i.xvi 


La  empresa  del  Ferro-Carril  del  Este  Argén  tino,  contra  el  Fisco  Na- 
cional, por  cobro  de  pesos;  sobre  incompetencia  y  nulidad. 


Sumario,— l^  Las  cuestiones  entre  el  Gobierno  Nacional  y  la  em- 
presa del  Ferro-Carril  del  Este  Ar^^entino,  deben  someterse  á  la  de- 
cisión de  arbitros. 

2^  Lo  obrado  ante  el  Juez  Federal,  debe  servir  á  los  arbitros  de 
antecedente  para  formar  su  juicio. 


Coso.— En  una  cuestión  de  la  Empresa  del  Ferro-Carril  del  Este 
Argentino,  con  el  Fisco  Nacional,  sobre  devolución  de  una  suma  de 
dinero  pagada  indebidamente,  después  de  tramitada  la  causa  y  pro- 
ducidas las  pruebas  ante  el  Juez  Federal,  se  dictó  el  siguiente 
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Fallo  del  Juez  de  Sección 


Paraná,  Julio  1**  de  1884. 

Resultando  por  el  artículo  20  del  contrato  celebrado  entre  el  Po- 
der Ejecutivo  Nacional  y  D.  Pablo  Montravel,  para  la  construcción 
del  Ferro-Carril  del  Este,  mandado  agregar  para  mejor  proveer, 
está  establecido,  en  cumplimiento  del  artículo  17  de  la  ley  de  5  de 
Octubre  de  1864,  que  las  cuestiones  que  hubiesen  entre  el  Gobierno 
y  la  Empresa,  serán  sometidas  á  la  decisión  de  arbitros;  que  la  Corte 
Suprema,  al  declarar  que  este  Juzgado  era  competente  para  cono- 
cer en  el  presente  juicio,  lo  hizo  sin  tomar  en  consideración,  tal  vez 
por  no  tener  conocimiento  que  por  el  contrato  estaba  convenido  la 
decisión  arbitral;  que  habiéndose  recibido  este  juicio  á  prueba  sin 
perjuicio  por  las  exíjencias  de  las  partes,  y  siendo  obligación  del 
Juez  desprenderse  del  conocimiento  de  una  causa  en  cualquier  es- 
tación que  aparezca  ser  incompetente  (articulo  de  la  Ley  de  Proce- 
dimientos), déjese  sin  efecto  lo  actuado  en  el  presente  juicio,  de- 
biendo comparecer  las  partes  en  la  audiencia  del  doce  del  corriente 
á  la  una  de  la  tarde,  á  nombrar  los  arbitros  que  hayan  de  resolver 
en  la  presente  cuestión. 

r.  Pinto$. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Diciembre  1"  de  1884. 

Suprema  Corte: 
Esta  causa  está   adicada  ante  ios  Tribunales  ordinarios,  con  el 
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asentimiento  de  una  y  otra  parte,  y  no  veo  razón,  ni  conveniencia, 
en  que  principie  de  nuevo,  después  de  tan  largas  y  costosas  trami- 
taciones. 

Es  cierto  que  en  cualquier  estado  de  la  causa  en  que  la  incompe- 
tencia aparezca,  puede  y  debe  la  justicia  federal  desprenderse  de  su 
conocimiento.  Pero  esto  se  entiende  tratándose  de  jurisdicciones 
que  se  escluyen  y  no  pueden  ser  propagadas.  Entre  dos  jueces  na- 
cionales, igualmente  competentes,  la  prevención  determina  el  fuero. 

En  el  presente  caso,  el  Juzgado  de  Sección  tiene  perfecta  juris- 
dicción por  razón  de  la  materia;  el  tribunal  arbitral,  previsto  en  el 
artículo  ¥  del  contrato,  la  tendría  también.  Pero  este  juicio  arbí- 
traly  es  un  privilegio  que  han  podido  renunciar  los  interesados, 
como  de  hecho  lo  han  renunciado,  al  ocurrir  á  la  justicia  ordinaria. 
El  juicio  ha  quedado  entonces  radicado  ante  ella,  y  ante  ella  debe 
concluir. 

Pido,  por  esto,  la  revocación  de  la  sentencia  apelada. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corle 


Buenos  Aires,  Mayo  19  de  1885. 

Vistos:  Habiéndose  celebrado  el  contrato  para  la  construcción  del 
Ferro-Carril  del  Este  Argentino,  en  virtud  de  la  Ley  de  cinco  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro,  por  cuyo  artículo  diez 
y  siete  se  dispone  «que  las  cuestiones  que  pudieran  suscitarse  entre 
el  gobierno  y  la  empresa  s^rán  sometidas  á  la  decisión  de  arbitros»; 
siendo  esta  una  cláusula  imperativa  de  la  ley^  y  una  condición  de 
la  autorización  por  ella  conferida,  á  la  cual  no  pueden  las  parles 
renunciar,  y  no  habiendo  razón  para  que  lo  obrado  ante  el  Juez  de 
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Sección  queda  absolutamente  anulado,  sino  que  los  arbitros  pueden 
y  deben  tenerlo  en  consideración,  y  servirles  de  elemento  para  for- 
mar su  juicio.  Por  estas  razones  y  sus  fundamentos,  se  confirma  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  cuarenta  y  seis  vuelta; y  repuestos  los 
sellos,  devuélvase. 

J.  B.    GOROSTIAGA. — ^J.  DOMINGÜEZ. 

ULADISLAO   FRÍAS.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN. 


-^••^t- 
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CAUSA  I.XVII 


El  Banco  Nacional,  contra  López  y  C^,  por  cobro  de  pesos;  sobre 
exención  del  uso  de  papel  sellado  en  sus  gestiones  judiciales 


Sumario.  —  El  Banco  Nacional,  no  está  exento  del  uso  de  papel 
sellado  en  sus  gestiones  judiciales. 


Caso, — El  Banco  Nacional  en  demanda  contra  López  y  C*  por  co- 
bro de  pesos,  presentó  su  primer  escrito  en  papel  simple. 

El  Secretario  le  puso  la  nota  de  «no  corresponde»,  y  se  dio  vista 
al  Procurador  Fiscal,  que  opinó  debia  ordenarse  la  reposición  de 
los  sellos. 


Fallo  del  JTuez  Federal 


Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1884. 

De  conformidad  con  la  precedente  vista  fiscal,  bagase  saber  al 
Procurador  del  Banco  Nacional,  reponga  los  sellos,  sin  cuyo  requi- 
sito no  se  dará  curso  á  la  precedente  solicitud.  Repóngase  el  sello. 

Albarracin, 

T.  XIX  19 
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El  Banco  Nacional  pidió  revocatoria  y  apeló  in  subsidium  del  fa- 
llo anterior. 

Auto  del  «luez  de  Seeoion 

Buenos  Aires,  Enero  17  de  1885. 

Vistos  en  el  incidente  sobre  exención  al  Banco  Nacional  del  uso 
del  papel  sellado  para  litigar,  y  considerando: 

1°  Que  si  bien  es  cierto  que  el  artículo  25  de  la  ley  de  creación 
del  Banco,  exime  á  éste  de  toda  contribución  ó  impuesto  sea  nacio- 
nal ó  provincial,  esta  exención  la  goza  únicamente  en  su  carácter 
de  establecimiento  bancario  y  para  sus  operaciones  y  negociacio- 
nes coino  tal; 

2^  Que  la  ley  de  sellos  de  la  Nación,  en  cuanto  establece  la  obli- 
gación de  usar  papel  sellado  para  la  tramitación  judicial,  es  una  ley 
general  que  no  rige  únicamente  para  los  Bancos,  sino  que  es  obli- 
gatoria para  toda  persona  que  ocurra  ante  los  Tribunales  en  de- 
manda de  sus  derechos,  y  en  este  caso  el  Banco  Nacional,  está  su- 
jeto como  un  litigante  cualquiera  á  las  disposiciones  de  la  expresada 
ley,  como  persona  jurídica; 

3^  Que  no  puede  oponerse  á  estas  conclusiones  la  seniencía  de  la 
Suprema  Corte,  corriente  en  la  página  341,  Tomo  9^,  serie  2*. —  P 
porque  allí  se  trata  de  sellos  provinciales,  negándose  á  las  Provin- 
cias facultades  para  imponerlos  sobre  una  institución  Nacional;  y 
2°,  particularmente,  porque  la  exoneración  del  sello  recae,  en  ese 
caso,  sobre  «operaciones  del  Banco»  en  su  calidad  de  tal. 

Por  estas  consideraciones  y  lífs  de  la  vista  precedente  del  Pro- 
curador Fiscal,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  que  se  solicita;  y  se 
concede  en  relación,  la  apelación  que  se  interpone,  debiendo  ele- 
varse los  autos  en  la  forma  dicha.  Hágase  saber  con  el  original  y 
repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracifi, 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Mayu  13  de  1885. 

Suprema  Corte: 

<EI  conjunto  de  alribucíones,  escepcíonesy  privilejíosdequegoza 
el  Banco  creado  por  la  ley  de  Noviembre  5  de  1872,  ha  dicho  V.  EL,  no 
responde  á  la  idea  de  un  establecimiento  particular,  sino  á  la  de  una 
institución  pública,  creada  exprofeso  para  fines  de  administración 
pública  y  prosperidad  general» . 

V.  E.  ha  declarado,  además,  que  lo  dispuesto  en  el  artículo  25  de 
la  ley  orgánica  del  banco,  eximiéndole  de  toda  contribución  ó  im- 
puesto, sea  nacional  ó  provincial,  es  una  consecuencia  de  los  fines 
y  principios  de  su  misma  institución. 

En  vista  de  declaraciones  tales,  la  sentencia  recurrida  es  insoste- 
nible. 

Sí  el  Banco  Nacional  debe  ser  considerado  á  la  altura  y  á  la  par 
de  una  institución  pública,  y  como  tal,  exonerado  de  toda  contribu- 
ción nacional  ó  provincial,  no  cabe  dudado  que  está  implícitamente 
eximido  del  uso  del  papel  sellado,  así  ante  los  Tribunales  de  la  Na- 
ción, como  los  de  Provincia. 

EDUARDO  COSTA. 


Fallo  de  la  ¡Suprema  Ccirte 


Buenos  Aires,  Mayo  23  de  1885. 


Vistos:  Por  sus  fundamentos,  y  estando  cspresamente  limitada  la 
cscepcion  del  pago  de  impuestos  de  sellos^  que  acuerda  al  Banco 
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Nacional  el  articulo  diez  y  seis  de  la  ley  de  su  creación,  de  cinco  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  á  los  billetes  del  Banco 
y  á  los  documentos  que  otorgue  ó  emita,  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  seis  vuelta;  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 

— üLADisLAO  frías  (cu  disiden- 
cia).—  S.  M.  LASPIUR.  —  FEDE- 
RICO IBARGÚREN. 


DISIDENCIA 


Buenos  Aires,  Mayo  23  de  1885. 

Mi  opinión  es  que  debe  revocarse  el  auto  apelado,  en  virtud  de  la 
disposición  del  articulo  veinte  y  cinco  de  la  ley  sobre  creación  del 
Banco  Nacional,  que  exime  á  este  y  sus  sucursales  de  toda  contri- 
bución ó  impuesto,  sea  nacional  ó  provincial,  disposición  que  corro- 
bora el  artículo  diez  y  seis  de  la  misma  ley;  á  lo  que  se  agrega  que 
el  banco,  como  la  Suprema  Corte  lo  ha  declarado,  es  una  institu- 
ción pública,  creada  por  fines  de  administración  pública  y  prospe- 
ridad nacional,  exenta  también,  por  lo  mismo  de  impuestos  nacio- 
nales ó  provinciales. 

ULADISLAO  frías. 
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CAUSA  L.XVIII 


Los  herederos  Linera  Melian^  contra  Bunge  y  C^,  por  reivindicación  de 
un  campo;  sobre  próroga  del  término  para  alegar  de  bien  probado. 


Sumario. — El  auto  negando  próroga  del  término,  para  alegar,  no 
es  apelable. 


Fallo  del  Juez  de  Sección 


Paraná,  Noviembre  5  de  1884. 

Siendo  ¡mprorogable  el  término  para  alegar  de  bien  probado,  á 
que  se  agrega,  que  el  pedimento  de  próroga  se  ha  hecho  fuera  de 
tiempo  y  por  una  causal  no  justificada:  no  ha  lugar.  Repóngase. 

r.  Pinto. 


Fallo  de  la  Suprema  (ilorle 

Buenos  Aires,  Mayo  80  de  1885. 

Vistos;  siendo  inapelable  el  auto  de  foja  cuatro,  con  arreglo  á  lo 
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dispuesto  por  el  artículo  doscientos  seis  de  la  ley  nacional  de  Proce- 
dimientos, se  declara  improcedente  el  recurso  interpuesto,  y  de- 
vuélvase, previa  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 
—  FEDRICO  IBARGÚREN. 


CAUSA  I.XIX 


El  Fisco  Nacional^  contra  Don  Robustiam  Vieyra;  sobre  espropiacion 


Sumario, — 1^  En  la  espropiacion  de  terrenos  de  alfalfa,  debe  te- 
nerse presente  para  la  avaluación,  la  ubicación,  regabilidad,  fer- 
tilidad y  montuosidad  del  terreno,  y  los  costos  del  cultivo. 

2*^  Respecto  de  los  perjuicios,  debe  tenerse  presente  el  fracciona- 
miento del  terreno,  la  dificultad  del  riego  y  de  la  comunicación 
entre  las  dos  fracciones,  y  el  cercado  que  se  destruye. 

3®  Cuando  el  Tribunal  fija  en  mayor  suma  de  la  ofrecida  por  el 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  271 

Fisco,  el  valor  de  la  espropiacion^  las  costas  de  actuación  y  los  ho- 
Horarios  de  los  peritos  son  de  cargo  de  la  Nación. 


Cam, — Está  referido  en  el 


Fallo  del  Juez  de  Sección 


Santiago  del  Estero,  Enero  13  de  1885. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  el  licenciado  D.  Rafael  Barboza, 
en  su  carácter  de  mandatario  del  Poder  Ejecutivo.  Nacional,  contra 
D.  Robustiano  Vieyra,  por  espropiacion  de  una  porción  de  terreno 
de  propiedad  de  éste  último,  que  atraviesa  la  linea  férrea  que  se  ha 
construido  desde  la  estación  «Frias»  del  F.  C.  N.  C.  N.  hasta  esta 
Ciudad,  de  cuyo  examen  resulta:  1^  Que  con  fecha  10  de  Junio  úl- 
timo, se  presentó  ante  este  Juzgado  el  referido  Barbosa,  iniciando 
el  juicio  de  espropiacion,  y  pidiendo  se  le  convocara  á  una  audien- 
cia verbal  con  el  propietario  Sr.  Vieyra,  la  que  tuvo  lugar  el  dia 
1^  de  Julio  próximo  pasado,  y  en  la  que  espuso  el  último,  que  pedia 
por  metro  cuadrado  de  terreno  alfalfado  y  con  caña,  veinte  centa- 
vos nacionales;  por  igual  superficie  de  terreno  sin  cultivo,  diez  cen- 
tavos nacionales;  el  mismo  precio,  por  el  terreno  inutilizado  que 
queda  al  Norte  de  la  vía;  cuatro  cuadras  de  alambrado  con  cinco 
hilos,  á  veinte  pesos  nacionales  la  cuadra;  diez  y  ocho  surcos  de 
caña  cortada  para  los  trabajos  del  terraplén,  á  doce  pesos  naciona- 
les el  surco;  cambio  de  las  hijuelas  regadoras,  cien  pesos  naciona- 
les ;  imperfección  del  terreno,  mil  pesos  nacionales ;  perjuicios  oca- 
sionados durante  el  trabajo  del  terraplén,  cincuenta  pesos  nacionales: 
2^  Que  el  mandatario  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  manifestó  á  su 
vez,  que  creia  exajerado  el  precio  pedido  por  el  propietario  Señor 
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Vieyra,  y  que  la  empresa  haría  de  su  cuenta  los  cercos,  hijuelas,  y 
ofrecía  de  su  parte,  dos  centavos  por  metro  de  terreno  alfalfado^ 
cuatro,  por  igual  superficie  con  caña:  dos,  por  metro  del  terreno 
inutilizado  que  queda  al  Norte  de  la  vía,  y  un  23  ^Iq,  por  daños  y 
perjuicios  sobre  el  valor  total  de  ellos,  á  los  precios  ya  espresados; 
3*^  Que  habiéndose  pedido  á  la  parte  de  Vieyra  que  designara  el  pe- 
rito de  ella,  espuso  qu8  no  tenia  instrucciones  de  su  poderdante,  ei 
Dr.  Alejandro  Vieyra,  sino  para  concurrir  á  la  audiencia  concilia- 
toria; 4°  Que  con  fecha  10  de  Julio,  pidió  el  mandatario  del  Poder 
Ejecutivo,  que  se  citara  por  exhorto  al  Doctor  Alejandro  Vieyra, 
de  Córdoba,  como  se  hizo  habiéndose  celebrado  una  segunda  au- 
diencia el  día  12  de  Setiembre,  en  la  que  espresó  el  Sr.  Robustiano 
Vieyra,  que  hacia  ascender  á  veinte  y  cinco  centavos  el  precio  del 
metro  cuadrado  de  terreno  con  caña,  y  ádoée  centavos  el  alfalfado, 
dejando  subsistente  su  primera  proposición  en  todo  lo  demás,  y 
proponía  como  perito  de  su  parte,  al  Dr.  Don  José  María  Gorosito; 
5°  Que  con  fecha  3  de  Noviembre,  presentó  su  dictamen  el  perito 
nombrado  por  el  mandatario  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  en  el 
que  dice  lo  siguiente:  Que  avalúa  la  cuadra  superficial  de  terreno 
á  razón  de  ($  m/n  230)  doscientos  cincuenta  pesos  nacionales; los 
gastos  de  cultivos  en  ($  m/n  40,  43)  mas  un  20  %  Po^  ®'  ^^^o  que 
se  causa,  de  modo  que  resulta  un  valor  total  de  trescientos  sesenta  y 
tres  pesos  siete  centavos  nacionales  por  precio  de  una  cuadra  super- 
ficial de  terreno  alfalfado;  el  terreno  inculto,  avalúa  á  razón  de 
($  m/n  300)  trescientos  pesos  nacionales  la  cuadra,  y  como  la  super- 
ficie total  que  se  toma  al  Sr.  Vieyra  es  de  hectáreas  1.2823,  con  al- 
falfa y  0,1267  sin  cultivo,  y  siendo  el  precio  ofrecido  á  razón  de 
(215  $  m/n  doscientos  quince  pesos  nacionales  por  hectárea  culti- 
vada y  $  m/n  175.50)  ciento  setenta  y  cinco  con  cincuenta  centavos 
nacionales  por  hectárea,  sin  cultivo,  arroja  la  suma  total  de  ($  m/n 
800,63),  quinientos  pesos  sesenta  y  tres  centavos  nacionales  oro, 
que  deben  abonarse  al  propietario  Sr.  Vieyra  por  todo  el  terreno 
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que  se  le  espropia;  &^  Que  con  fecha  10  de  Novieml)re  presentó  su 
dictamen  el  perito  del  Sr.  Víeyra,  en  el  qae  dice  que  avalúa  en  veinte 
y  cinco  centavos  nacionales  el  metro  cuadrado  de  terreno  cultivado 
con  caña  ó  alfalfa  y  en  doce  centavos  nacionales  el  metro  superfi- 
cial de  terreno  inculto;  que  avalúa  en  700  $  m/n  la  depreciación  que 
el  terreno  ha  sufrido  habiendo  sido  cortado  casi  diagonalmente  y 
que  siendo  pequeña  el  área  total  de  él,  se  ha  depreciado  mucho;  los 
cercos  de  alambre  que  hay  que  hacer  los  avalúa  en  20$  m/n  la 
cuadra,  siendo  ellos  de  cinco  hilos,  debiendo  hacerse  un  trayecto  de 
cuatro  cuadras;  que  han  sido  cortados  diez  y  ocho  surcos  de  caña 
para  los  trabajos  de  terraplén,  con  una  cuadra  de  longitud  que  ava- 
lúa en  (9  $  m/n)  nueve  pesos  nacionales  por  surco:  por  cambio  de 
dos  hijuelas  regadoras  obstruidas  por  el  terraplén,  cien  pesos  na- 
cionales; y  los  perjuicios  ocasionados  desde  el  principio  de  los  tra- 
bajos de  terraplén,  hasta  la  fecha,  que  consisten  en  daños  hechos 
por  los  caballos  de  los  empleados  y  los  trabajadores  en  la  caña  y 
alfalfa,  en  cien  pesos  nacionales;  7^  Que  llamados  autos,  se  pre- 
sentó al  propietario  Sr.  Vieyra,  esponiendo  que  eran  ^^andes  los 
perjuicios  que  esperimentaba,  debido  á  no  haberse  mandado  hacer 
por  el  mandatario  del  Poder  Ejecutivo,  los  cercos  y  demás  obras 
accesorias  para  que  no  sufriera  interrupción  la  marcha  del  estable- 
cimiento, de  cuyo  escrito  se  corrió  traslado  al  referido  funcionario, 
habiéndolo  contestado  éste  á  foja  34;  todo  lo  que  se  tendrá  en 
cuenta  al  fallarse  definitivamente  esta  causa;  8^  Que,  además^  se 
practicó  una  inspecion  ocular  del  terreno  á  expropiarse  según  consta 
á  foja  32; 

Y  considerando: 

1^  Que  para  fijar  la  suma  total  que  debe  abonarse  á  Vieyra,  con-  . 
viene  avaluar  separadamente:  1^  el  terreno;  2^  los  gastos  de  cul- 
tivo; y  3?  los  daños  y  perjuicios; 

2**  Que  para  apreciar  el  valor  del  primero,  es  necesario  tener  en 
vista  las  siguientes  circunstancias,  que  pueden  contribuir  á  darle 
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mayor  ó  menor  valor:  1^  su  ubicación  en  relación  á  esta  ciudad; 
2*  su  regabilidad:  3*^  su  fertilidad;  y  4*  su  montuosidad  ó  vice- 
versa; 

3^  Que  en  cuanto  á  la  primera  circunstancia,  debe  tenerse  en 
cuenta  que  el  terreno  está  situado  á  quince  cuadras  de  la  Plaza 
Principal; 

4^  Que  por  lo  que  respeta  á  si  es  ó  no  regable,  lo  es  evidentemente, 
según  lo  ha  contestado  la  inspección  ocular  practicada; 

5^  Que  su  fertilidad,  también  ha  podido  percibirse  en  el  mismo 
acto  de  la  vista  de  ojos; 

6"  Y  finalmente,  que  el  terreno  está  perfectamente  desmontado  y 
apto  para  recibir  cualquier  cultivo; 

7^  Que  en  atención  á  estas  razones,  puede  avaluarse  la  cuadra 
superficial  de  él,  á  razón  de  trescientos  pesos  nacionales  oro 
($m/n300); 

8^  Que  en  relación  á  los  costos  de  producción,  tratándose  de  la 
alfalfa,  los  fijamos,  como  en  el  caso  de  los  señores  Lecube  y  Vigné, 
en  la  cantidad  de  trescientos  pesos  nacionales; 

9^  Que  en  orden  á  los  daños  y  perjuicios  que  causa  la  vía  férrea 
al  Sr.  Vieyra,  ellos  provienen:  i^  del  fraccionamiento  del  terreno; 
V  de  la  dificultad  del  riego,  en  caso  que  no  se  le  espropiara  la  pe- 
queña zona  que  queda  al  Norte  de  la  via;  3^  de  la  dificultad  de  la 
ooiQunicacion  de  ambas  fracciones,  en  igual  hipótesis;  y  4^  de  la 
destrucción  de  los  cercados; 

Ift  Que  siendo  la  zona  que  queda  al  Norte  de  la  via,  de  muy  pe- 
queQi^  estension,  ella  no  puede  ser  utilizada  por  el  propietario,  y 
puede  mas  bien  servir  en  algo  para  la  vía  férrea,  debiendo,  en  con- 
secuencia, ser  espropiada,  en  cuyo  caso,  desaparecerían  los  perjui- 
cios que  hubieran  podido  resultar  del  fraccionamiento  y  consiguiente 
dificultad  para  transporte  y  riegos; 

11  Que  los  cercados,  serán  hechos  por  la  dirección  de  las  obras, 
costeando  todos  los  gastos  que  sü  construcción  ocasione; 
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12.  Que  por  tanto,  podemos  apreciar,  prudencialmente,  en  un  cin- 
cuenta por  ciento  (50  ^¡q)  los  perjuicios  resultantes  de  la  venta  for- 
zosa y  demás  causas  inherentes  á  la  expropiación,  dándonos  asi  el 
siguiente  resultado:  por  una  cuadra  de  terreno  alfalfado,  600  $  m/n 
y  un  50  7o  sobre  esa  suma  300  $  m/n,  que  hacen  un  total  de  900  $ 
m/n.  A  mas  de  esto,  se  agrega  diez  y  ocho  surcos  de  caña  á  nueve 
nacionales,  que  dan  ciento  sesenta  y  dos  pesos  (162$  m/n),  que 
agregados  á  los  novecientos  (900)  arrojan  la  suma  de  un  titi/^  8^- 
santa  y  dos  pesos  nacionales  (1062  $  m/n),  que  deberá  pagar  el  man- 
datario del  Poder  Ejecutivo  Nacional  al  Sr.  Robustiano  Vieyra,  como 
legítimo  representante  de  su  hijo,  el  doctor  D.  Alejandro  Vieyra;  y 
archívese  este  espediente.  Hágase  saber  con  el  original. 

P.  Olaechea  Alcorla, 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aires,  Mayo  30  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  treinta  y  ocho,  declarándose  que,  en  atención  á  haber  sido  fijada 
por  el  Juzgado  mayor  suma  de  la  ofrecida  por  el  representante  del 
Fisco,  son  de  cargo  de  la  Nación  las  costas  del  juicio,  de  conformi- 
dad con  el  articulo  diez  y  ocho  de  la  ley  de  trece  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  las  que  deben  limitarse  á  las  costas 
de  actuación  y  honorario  de  los  peritos.  Repuestos. los  sellos,  de- 
vuélvase. 

J.  DOxMlNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
— S.  M.  LASPIUR  —FEDERICO  IBAR- 
GÜREN. 


276  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


i 


c:ausa  lxx 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  Federal  de  Entre  Rios  y  el  de 
l^  instancia  en  lo  Civil  de  la  Concepción  del  Uruguay,  en  la  causa 
seguida  por  D,  Mariano  Unzué  contra  />.  Guillermo  Seekamp;  por 
daños  y  perjuicios. 


Sumario, — En  las  acciones  civiles  que  un  argentino  deduce  contra 
un  eslrangero,  ó  un  vecino  de  otra  Provincia,  ante  el  Juzgado  Fe- 
deral, es  éste  el  que  debe  conocer  en  ellas,  y  no  el  Juez  local  ante 
quien  el  demandado  entable  contienda  de  competencia. 


Caso. —  D.  Antonio  Fragueiro,  por  D.  Mariano  Unzué,  se  presentó 
al  Juzgado  de  Sección  demandando  á  D.  Guillermo  Seekamp,  Presi- 
dente de  la  Municipalidad  de  la  Concepción  del  Uruguay,  por  haber 
ordenado  el  arreo  de  hacienda  fina,  de  la  parte  de  su  estableci- 
miento «Potrero  de  San  Lorenzo»  que  está  dentro  del  municipio  del 
Uruguay,  y  haberse  negado  á  entregarla,  alegando  que  procedía  en 
cumplimiento  de  una  ley,  si  no  se  le  abonaba  un  peso  fuerte  de 
multa  por  cabeza,  mas  el  importe  del  pastoreo. 

Agregó,  que  esos  hechos  constituían  un  atropello  á  la  propiedad, 
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un  acto  ilícito  de  parte  del  demandado,  á  quien  nopodia  suponérsele 
la  intención  de  lucrar;  y  le  daban  la  acción  de  daños  y  perjuicios 
que  ejercitaba  contra  Seekamp  para  que  fuera  condenado  á  devol- 
ver la  hacienda  y  satisfacer  los  perjuicios  y  las  costas. 

El  fuero  federal  lo  acreditó  por  ser  ünzué  ciudadano  argentino 
y  vecino  de  la  Capital  déla  República,  y  Seekamp,  vecino  de  la  Con- 
cepción del  Uruguay. 

Se  dio  traslado  de  la  demanda,  y  fué  notificado  Seekamp  por  me- 
dio de  exhorto. 

La  parte  de  Seekamp  se  presentó  al  Juzgado  de  Sección  dedu- 
ciendo escepcion  de  incompetencia,  y  al  do  1^  Instancia  de  lo  Civil 
y  Comercial  de  la  Provincia  en  la  Concepción  del  Uruguay,  le  pidió 
que  se  declarara  competente  y  oficiara  al  de  Sección  para  que  se 
inhibiera  de  entender  en  el  asunto  y  remitiera  los  autos,  y  en  caso 
contrario  elevara  los  antecedentes  á  la  Suprema  Corte  Federal. 

La  incompetencia  del  Juez  de  Sección  la  parte  de  Seekamp  la 
fundó  en  la  naturaleza  de  la  acción  deducida,  pues  dijo  que,  aunque 
era  la  civil,  ésta  nacia  de  un  delito  que  se  imputaba  y  que  caia  bajo 
la  jurisdicción  local  (serie  1%  tomo  8,  pág.  18G,  Fallos  de  la  Suprema 
Corte  Federal);  que  siendo  Seekamp  cstrangero  (alemán),  según  la 
papeleta  que  acompañaba,  y  Unzué  argentino,  podia  optar  por  la 
Justicia  Federal  (serie  1%  t.  7,  pág.  69  S.  C.  F.);  que  la  parte  de  Un- 
zué no  habia  justificado  ser  vecino  de  la  Capital  de  la  República,  y 
que  aunque  lo  hubiera  justificado,  la  distinta  vecindad,  cuando  se 
tratadeunestranjero  y  un  ciudadano,  no  surte  la  jurisdicción  fede- 
ral (serie  2%  t.  7,  pág.  47i,  y  serie  1*,  t.  4  y  6,  pág.  336  y  335. 


El  Juez  provincial  dio  vista  al  Ministerio  Fiscal,  y  en  seguida 


dictó  el  siguiente: 
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AUTO  DEL  JUEZ  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Uruguay,  Diciembre  3  de  1884. 

Y  vistos;  la  escepcioii  de  competoocia  deducida  por  el  subdito 
alemán  D.  Guillermo  Seekamp,  en  el  juick)  que  por  daños  y  perjui- 
cios le  ha  promovido,  ante  el  Juez  de  Sección  d«.la  Provincia,  don 
Antonio  Fragueiro,  en  representación  de  D.  Mariano  ünzué;  y  con- 
siderando: 1^  Que  dada  la  naturaleza  de  la  acción  que  se  ventila,  el 
Juez  competente  para  conocer  de  ella  es  del  lugar  donde  se  ejecutó 
el  hecho,  pues  que  la  acción  civil  de  que  se  trata  es  una  consecuen- 
cia del  acto  ilícito  que  se  imputa  al  demandado. 

¥  Que  en  el  caso  mh  judice,  no  se  ha  cometido  acto  alguno  que 
importe  una  ofensa  á  la  soberania  y  soiruridad  de  la  Nación,  ni  in- 
fringidose  ley  alguna  de  la  misma,  que  es  lo  que  viene  á  dar  jurisdic- 
ción á  los  Jueces  de  Sección,  según  asi  terminantemente  lo  dispo- 
nen los  incisos  respectivos  del  artículo  3®  de  la  Ley  Nacional  de  14 
de  Setiembre  de  1863; 

3^  Que  en  los  juicios  en  que  un  estranjero  es  demandado  por  un 
argentino,  la  competencia  de  jurisdicción  depende  de  la  contesta- 
ción á  la  demanda,  por  cuanto  la  escepcion  creada  por  la  ley  es  en 
beneficio  de  aquel; 

4^  Que  respecto  á  la  vecindad  de  los  litigantes  en  distintas  pro- 
vincias y  de  que  habla  el  artículo  100  de  la  Constitución  Nacional  y 
ley  de  14  de  Setiembre  ya  citada,  se  refiere  esclusivamente  á  cuando 
aquellos  son  nacionales,  como  asi  lo  tiene  resuelto  la  Corte  Suprema 
de  la  República  en  sus  diferentes  fallos.  Por  estas  consideraciones, 
lo  solicitado  por  el  interesado  y  dictaminado  por  el  Agente  Fiscal, 
se  declara: 

Que  este  Juzgado  es  el  único  competente  para  conocer  en  el  juicio 
de  que  se  trata,  debiendo  librarse  el  oficio  correspondiente  al  señor 
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Juez  de  Sección  de  la  Provincia  con  las  inserciones  del  caso,  para 
que  so  inhiba  de  conocer  en  dicho  asunto  y  lo  remita  á  este  Tribu- 
nal, ó  en  caso  coiUrarío,  lo  comunique  oportunamente  para  elevarlo 
á  la  Suprema  Corte,  á  los  objetos  que  determina  la  ley  de  la  materia 
Hájürase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

M.  E.  Torres. 

Fallo  del  «luez  de  Seoeiou 

Oaraná,  Enero  27  de  1885. 

Y  vistos;  la  escepcion  de  declinatoria  de  jurisdicción  deducida  por 
el  representante  de  don  Guillermo  Seekamp,  como  artículo  previo, 
en  el  juicio  promovido  contra  él  por  don  Mariano  Unzué,  sobre  da- 
ños y  perjuicios  procedentes  de  la  traslación  de  una  cantidad  de  ga- 
nado; y  la  competencia  suscitada  por  eí  señor  Juez  de  l'^  Instancia 
del  Uruguay,  sobre  el  mismo  asunto. 

Y  considerando:  Que  aun  en  el  supuesto  de  que  el  hecho  que  dá 
origen  á  la  demanda  de  Unzué,  pudiese  considerarse  como  un  delito 
del  derecho  criminal,  la  acción  civil  creada  para  perseguir  el  pago 
de  los  danos  y  perjuicios  es  independiente  de  lo  Criminal  (Art.  1096, 
C.  Civil),  lo  cual  implica  que  la  jurisdicción  para  entender  en  el  jui- 
cio criminal  no  avoca  el  conocimiento  del  Civil  como  un  incidente 
suyo,  sino  que  debe  ser  resuelto  por  el  Juez  á  quien  competa  según 
la  naturaleza  de  la  causa  ó  la  calidad  de  las  personas,  con  las  limi- 
taciones establecidas  por  los  articules  llOi^  1102  y  1103,  C.  Civil,  en 
el  caso  en  que  la  acción  criminal  se  ejercite  antes  ó  pendiente  el 
pleito  Civil,  como  lo  tiene  resuelto  la  Suprema  Corte  en  casos  reite- 
rados, causas  Tomo  9^,  pág.  479,  y  Tomo  10,  pág.  335,  Serie  2"^,  pos- 
teriores al  fallo  citado  por  la  parte  de  Seekamp  y  que,  por  lo  tanto, 
hacen  jurisprudencia. 

Que  esto  establecido,  y  estando  constatado  en  autos, queden  Ma- 
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riano  Unzué  es  argentino  y  Seekamp  estranjero,  el  conocimiento  y 
decisión  del  juicio  sobre  daños  y  perjuicios  compete  á  este  Tribunal, 
según  el  artículo  ?*,  inciso  2°  de  la  Ley  sobre  jurisdicción  y  compe- 
tencia de  los  Juzgados  Federales.  Que  esta  conclusión  no  puede  ser 
modificada  por  la  elección  que  Seekamp,  estranjero  demandado, 
haga  de  la  jurisdicción  provincial,  pues,  tai  opción  no  está  autori- 
zada por  la  ley  ni  entra  en  su  espíritu,  porque  si  bien  el  argentino 
demandado  por  un  estranjero  ante  la  jurisdicción  provincial  no  puede 
declinar  de  ella,  por  ser  este  su  fuero  propio,  tampoco  el  estranjero, 
demandado  por  un  argentino  ante  la  justicia  Federal,  puede  hacerlo, 
porque  este  es  el  fuero  propio  del  demandado,  según  la  Constitu- 
ción; y  siendo  de  orden  público  las  disposiciones  que  reglan  la  ju- 
risdicción y  competencia  de  los  Tribunales,  no  pueden  ser  renuncia- 
das sino  en  los  casos  en  que  ellas  mismas  lo  permitan,  como  lo  ha 
declarado  la  Suprema  Corte,  fundada  en  estas  y  otras  consideracio- 
nes en  los  fallos  Tomo  3^  pág.  7,  y  Tomo  4°,  pág.  392,  Serie  2*,  que 
forman  una  jurisprudencia  contraria  á  la  doctrina  sentada  en  el  fallo 
citado  por  la  parte  de  Seekamp. 

Por  estas  consideraciones,  declaro  que  este  Tribunal  es  el  com- 
petente para  entender  y  decidir  en  esta  causa,  no  haciendo  lugar  á 
la  escepcion  propuesta  por  la  parte  de  Seekamp,  con  costas.  Y  elé- 
vense estos  autos  á  la  Suprema  Corte,  para  que  se  sirva  resolver  so- 
bre la  competencia  promovida  por  el  señor  Juez  de  1*  Instancia  del 
Uruguay,  á  quien  se  transcribirá  esta  resolución  invitándolo  para 
que  eleve  sus  actuaciones  al  Superior;  y  repóngase. 

M,  de  T.  Pinto, 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Marzo  13  de  1885. 

Suprema  Corte: 
Sírvase  V.  E.  confirmar  la  jurisdicción  del  Juzgado  Federal. 
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La  acción  deducida  por  don  Mariano  Unzué,  es  clara  y  visible- 
mente Civily  siendo  su  fundamento  un  acto  ilícito,  no  un  delito,  se- 
gún el  mismo  lo  declara. 

Bien  se  comprende  que  al  mandar  arrear  las  haciendas  del  señor 
Unzué  á  la  luz  del  medio  dia,  el  demandado,  Presidente  déla  Muni- 
cipalidad, á  titulo  de  la  autoridad  de  que  estaba  investido,  no  tenia 
por  objeto  apropiarse  para  si  tales  haciendas,  ni  lucrar  con  ellas, 
sino  ha<;er  cumplir  las  ordenanzas  de  la  Corporación  que  presidia. 
El  acto  podrá  ser  un  error,  un  abuso,  un  atropello,  en  una  palabra, 
un  hecho  ilícito,  pero  no  reviste,  en  manera  alguna  ninguno  de  los 
caracteres  del  hurto,  ó  del  delito. 

En  cuanto  á  la  facultad  que  el  Juez  Civil  atribuye  al  estranjero 
demandado  ante  la  justicia  federal,  para  acojerse  á  los  Tribunales 
de  Provincia,  la  jurisprudencia  establecida  por  esta  Corte  es  dema- 
siado notoria,  para  que  sea  necesario  recordarla. 

V.  E.  ha  declarado  en  repetidas  ocasiones  que  la  jurisdicción  de 
los  Tribunales  Nacionales  es  esclusiva  y  escluyente,  y  no  podría  de- 
jarse al  estranjero,  demandado  ante  ellos,  la  facultad  de  declinar 
su  competencia,  sin  reconocerle  un  privilegio  que  la  ley  no  le  con- 
cede, y  que  podría  servirle  de  protesto  para  eludir  ó  retardar  los 

juicios. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aires,  Mayo  30  de  1885. 

Vista  esta  contienda  de  competencia,  suscitada  entre  el  Juez  de 
primera  Instancia  de  la  Concepción  del  Uruguay,  y  el  de  la  Sección 
de  la  Provincia  de  Entre  Rios;  por  los  fundamentos  del  auto  de  foja 
sesenta  y  una,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  se- 

T.  XIX.  20. 
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ñor  Procurador  General,  en  la  vista  que  precede,  se  declara  que  el 
Juez  Federal  de  la  Sección  de  Entre  Ríos  es  el  competente  para  co- 
nocer en  la  causa  promovida  por  don  Mariano  Unzué  contra  don 
Guillermo  Seekamp,  sobre  daños  y  perjuicios.  Remítansele,  en  su 
consecuencia,  los  autos,  y  hágase  saber  por  oficio  al  Juez  de  primera 
Instancia  de  la  Concepción  del  Uruguay. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — ^J.  DOMÍNGUEZ.— 
ULADISLAO  FRÍAS. — S.  M.  LASPIÜR. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 


CIAUSA    I.XXI 


D*  Saturnina  Ruíz  Moreno  de  Mamherto,  contra  la  empresa  del 
Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario;  sobre  espropiacton. 


Swmano.— Cuando  la  avaluación  de  los  peritos  escede  de  la  suma 
exigida  por  el  espropiado,  debe  tomarse  como  justo  precio  el  pedido 
por  éste. 

Caso.— Resulta  del 
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Fallo  del  «Iiiez  de  Sección 


Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1885. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D*  Saturnina  Ruiz  Moreno  de 
Mamberto,  contra  la  empresa  del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y 
Rosario,  sobre  el  precio  del  terreno  que  ocupa  la  vía  del  Ferro- 
Carril  en  el  campo  de  su  propiedad,  en  San  Pedro. 

Y  considerando:  1°  Que  aunque  los  peritos  nombrados  para  la 
apreciación  y  justiprecio  del  valor  del  terreno  ocupado  y  daños  y 
perjuicios,  no  lian  estado  conformes  en  cuanto  á  las  partidas  de 
detalle,  lo  están,  sin  embargo,  en  cuanto  á  estimar,  por  cuadra  cua- 
drada del  terreno  de  la  Sra.  Mamberto,  esa  indemnización  y  precio, 
en  mil  cuatrocientos  treinta  y  cuatro  pesos  moneda  nacional,  no 
habiéndose  objetado  por  ninguna  de  las  partes  ese  dictamen  en  el 
término  judicial; 

2^  Que  las  diferencias  de  apreciación  de  los  peritos  en  mayoría, 
no  afectaría  á  la  conclusión  ante  dicha,  desde  que  se  tenga  en 
cuenta  que  esa  apreciación  escede  á  lo  que  se  ha  solicitado  por  la 
parte; 

3^  Que  aunque  los  peritos  hayan  estimado  la  indemnización  y 
precio  de  los  campos  espropiados  en  mayor  valor  de  lo  que  resulta 
de  lo  demandado,  el  Juez  tiene  que  tomar  como  justo  precio  lo  exi- 
jido  por  el  espropiado,  que  es  de  mil  doscientos  cincuenta  nacio- 
nales por  cuadra  cuadrada,  limitándose  á  fallar  asi  sobre  lo  soli- 
citado. 

Por  estas  consideraciones,  fallo,  de  conformidad  á  los  artículos  6 
y  16  de  la  ley  de  Espropiacion,  que  la  empresa  del  Ferro-Carril  de 
Buenos  Aires  y  Rosario,  debe  pagar  y  pague  á  D*  Saturnina  Ruiz 
Moreno  de  Mamberto,  dentro  de  diez  dias  de  ejecutoriada  la  pre- 
sente, la  suma  de  i250  pesos  nacionales  por  cada  cuadra  cuadrada 
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Ó  SUS  fracciones,  que  haya  ocupado  ú  ocupe  de  conformidad  á  esta 
demanda. 

Isidoro  Albarracin. 


Fall«»  de  la  Saprema  C^orte 

Buenos  Aires,  Junio  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  treinta  y  una  vuelta,  y  repuestos  los  sellos  de- 
vuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  — J.  DOMÍNGUEZ. 

ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPIUR. 
— FEDERICO  IBARGÜREN. 


c:ausa  i.xxii 


Offroy  y  C*,  contra  D.  José  Porttiguez,  por  cobro  de  pesos;  sobre 

prueba  ultramarina. 


Sumario,  —  El  demandante  tiene  derecho  para  producir  pruebas, 
y  obtener  el  término  estraordinario  para  las  que  oportunamente 
ofrece  producir  fuera  de  la  República. 
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Caso.  —  D.  Guillermo  Lippold,  por  los  señores  Offroy  y  C*,  de- 
mandó á  D.  José  Portuguez,  por  el  importe  de  una  carta  de  crédito 
que  dichos  señores  le  habían  dado  á  Portuguez  contra  la  casa  ban- 
caria  de  los  Sres.  Spada  y  Hamíni,  de  Roma,  cuyo  importe  había 
recibido  Portuguez,  sin  anticiparlo  ni  reembolsarlo. 

Dijo,  que  dicha  carta  de  crédito  la  habían  dado  Offroy  y  C%  á 
solicitud  de  los  Sres.  Mallman  y  C%  de  esta  plaza,  quienes  la  ha- 
bian  garantido. 

Que  Mallman  y  C%  habían  demandado  á  Portuguez,  pero  que  los 
Tribunales  de  esta  Capital  habían  declarado  que  la  acción  corres- 
pondía solamente  á  los  Sres.  Offroy  y  C*. 

Don  Gregorio  Conde,  por  D.  José  Portuguez,  contestando  la  de- 
manda, dijo  que  su  representado  no  había  tenido  relación  alguna 
con  los  Sres.  Offroy  y  C*,  que  sus  cuentas  y  sus  fondos  se  encontra- 
ban en  poder  de  los  Sres.  Mallman  y  C*,  que  eran  sus  banqueros,  y 
quienes,  proporcionándole  una  carta  de  crédito,  se  constituían  en 
el  deber  de  pagarla  con  los  fondos  que  tenían  en  su  poder. 

Que  los  Sres.  Spada  y  Hamini,  de  Roma,  antes  de  entregarle  los 
diez  mil  francos  de  la  carta  de  crédito,  le  hicieron  poner  á  su  re- 
presentado la  firma  en  un  giro  por  igual  cantidad  contra  sus  ban- 
queros de  París,  Mallman  y  C*,  quienes  lo  aceptaron  y  pagaron  en 
esta  plaza,  antes  que  Portuguez  recibiese  el  crédito  acordado. 

Que  en  el  juicio  á  que  se  refiere  la  demanda,  fué  absuelto  Portu- 
guez, en  última  instancia,  por  no  deber  la  suma  que  se  le  cobra, 
sin  hacerse  la  declaración  que  se  ha  mencionado  sobre  los  señores 
Offroy  y  C*,  y  que  opone,  además,  la  escepcion  de  pago. 

La  causa  se  abrió  á  prueba  para  que  se  justificaran  las  escepcio- 
nes  alegadas  por  el  demandado. 

El  procurador  Lippold,  dijo,  que  debiendo  producir  prueba  que 
tenía  que  dilijenciarse  en  Roma,  pedia  el  término  de  ciento  veinte 
días,  en  atención  á  la  distancia. 

Que  las  dilíjencias,  eran:  1°  Que  se  certifique  si  es  cierto  que 
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existe  en  el  archivo  de  Spada  y  Haminí  un  recibo  original,  cuya 
copia  ha  presentado,  por  el  cual  Portuguez  ha  confesado  haber  re- 
cibido, en  11  de  Diciembre  de  1878,  diez  mil  francos  oro,  por  orden 
de  Offroy  y  G^  en  carta  de  14  de  Noviembre  de  1878;  ¥  Que  se 
certifique  si  esa  suma  fué  cargada  por  Spada  y  Hamini  á  Offroy  y  G% 
en  sus  libros  que  se  hallan  sellados  y  rubricados  por  el  Tribunal  de 
Comercio  de  Roma;  3^  Que  se  certifique  si  el  importe  de  una  letra 
¡irada  por  Portuguez  contra  Mallman  y  C*,  en  3  de  Diciembre  de 
1878,  por  diez  mil  francos  oro,  fué  entregada  á  Portuguez,  según  la 
cuenta  de  caja  y  del  libro  diario  de  Spada  y  Hamini. 

Corrido  traslado  de  la  petición,  el  procurador  de  Portuguez  se 
opuso,  manifestando  que  el  demandante  no  tenia  pruebas  que  pro- 
ducir, y  que  eran  inútiles  las  diligencias  solicitadas^  porque  en  el 
espediente  á  que  se  habia  hecho  referencia  figuraban  las  diligen- 
cias solicitadas. 


Fallo  del  «f  uez  Federal 

Buenos  Aii'es,  Setiembre  26  de  1884. 

Vistos:  teniendo  en  consideración  que  el  auto  de  prueba  solo  im- 
pone al  demandado  la  obligación  de  probar  las  escepciones  opues- 
tas á  la  demanda,  no  ha  lugar  al  término  estraordinario  de  prueba 
solicitado  por  la  contraparte. 

Virgilio  Tedin, 

Fallo  de  la  $$upreiua  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  11  de  ISbo. 

Vistos:  Siendo  común  á  las  partes  el  término  probatorio,  y  de- 
biendo rendirse  fuera  de  la  República  la  prueba  que  oportunamente 
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ha  ofrecido  el  demandante,  bajo  los  requisitos  que  exíje  el  articulo 
noventa  y  cinco  de  la  ley  de  procedimientos,  se  revoca  el  auto  ape- 
lado de  foja  cincuenta  y  cuatro  vuelta;  y  se  devuelven  para  que  el 
Juez  de  Sección  conceda  el  término  que  considere  suficiente,  aten- 
dida la  distancia  y  facilidad  de  comunicaciones.  Repónganse  los 
sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS. — S.  M.  LASPIUR. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 


CAUSA  L.XXIII 


Campos  y  Valdez,  en  tercería  de  dominio,  contra  Don  Guillermo 
Treloar  y  Valdez  y  Larrahona;  sobre  desembargo  de  minas. 


Sumario, — 1^  Las  minas  con  sus  útiles  y  frutos,  deducidas  las  cos- 
tas, quedan  afectadas  al  pago  de  las  cantidades  suministradas  para 
su  beneficio. 

2^  El  tercero  á  quien  pasan  con  este  gravamen,  no  puede  pedir 
se  alce  el  embargo  trabado  en  la  ejecución  del  aviador  contra  el 


I 
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causante  de  aquel,  máxime  si  éste  lercero,  siendo  una  sociedad,  ha 
reconocido  en  el  contrato  social  la  existencia  del  crédito  que  ba  ípn- 
dado  la  ejecución. 

3^  El  embargo  de  minas,  que  no  causa  la  paralización  desús  tra- 
bajos, ó  que  la  causa  sin  culpa  del  ejecutante,  no  puede  dar  lugar  á 
reclamos. 


Caso, — Se  halla  esplicado  en  los  fallos  que  siguen: 


Fallo  del  «f  uez  de  Sección 


La  Bioja,  Abril  26  de  1884. 

Vista  la  demanda  entablada  por  el  representante  de  la  sociedad 
«Campos  y  Valdez»,  contra  Don  Guillermo  A.  Treloar,  sobre  tercería 
de  dominio  escluyente  en  los  metales,  ejes  minerales,  mina  Upulun- 
gos  y  el  establecimiento  de  fundición  «El  Progreso i,  embargados 
por  el  demandado,  en  el  juicio  ejecutivo  que  sigue  contra  la  sociedad 
«Valdez  y  Larrahona»,  por  cobro  de  pesos  y  de  lo  cual  resulta  que 
el  actor  funda  su  acción:  1^  En  que  los  bienes  embargados  son  de 
la  sociedad  «Campos  y  V^aldez»,  correspondiendo  esclusiv amenté  al 
socio  Campos  la  dirección  y  administración  de  los  bienes  de  la  so- 
ciedad que  ha  poseído  desde  fines  del  año  mil  ochocientos  ochenta 
y  uno;  2®  En  que  Treloar  no  ha  podido  proceder  al  embargo  y  se- 
cuestro de  los  bienes  que  estaban  en  posesión  de  dicha  sociedad, 
para  cobrarse  un  crédito  particular  de  uno  de  los  socios,  y  3^  en 
que  el  demandado  Treloar  es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios 
causados  á  la  espresada  sociedad,  por  ser  improcedente  é  ilegal  el 
embargo  de  sus  bienes. 

Que  el  representante  de  Don  Pedro  Valdez  se  adhiere  á  la  acción 
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deducida  por  el  representante  de  la  sociedad  « Campos  y  V^aldez  i, 
alegando  que  la  manifestación  de  bienes  que  hizo  su  poderdante 
para  el  embargo,  fué  para  que  se  llevase  la  ejecución  en  ellos,  en  la 
forma  que  determina  la  ordenanza  de  minería,  declinando  toda  res- 
ponsabilidad en  el  procedimiento  de  embargo  observado  por  el 
acreedor. 

Que  el  demandado  Treloar  se  escepciona,  alegando:  1°  Nulidad 
del  contrato  social  celebrado  entre  los  señores  Campos  y  Valdez;  ^ 
Prioridad  de  mejor  derecho  de  la  sociedad  «Valdez  y  Larrahona»  á 
los  bienes  embargados;  3^  Legalidad  del  embargo,  y  4^  irregulari- 
dad del  procedimiento  por  falta  de  audiencia  del  socio  Larrahona. 

Y  considerando,  en  cuanto  al  derecho:  1°  Que  de  la  escritura  pú- 
blica de  fojas  40  á  42  resulta  comprobado  que  en  el  mes  de  Octubre 
del  año  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  Don  Ricardo  Valdez  celebró 
con  Don  Pedro  Larrahona,  un  contrato  de  sociedad,  por  el  término 
de  diez  años,  para  la  esplotacion  de  las  minas  «Placilla»,  «Andueza», 
«Upulungos»  y  establecimiento  de  fundición  denominado  «El  Pro- 
greso», haciendo  el  primero  cesión  gratuita  y  remuneratoria  al  se- 
gundo de  la  cuarta  parte  de  las  minas,  de  cuya  dirección  en  su 
laboreo  quedó  encargado  como  socio  gerente  de  dicha  sociedad, 
obligándose  también  á  la  cuarta  parte  del  establecimiento  de  fun- 
dición, á  tasación  de  peritos,  el  cual  quedaba  bajo  la  administración 
de  Valdez;  2^  Que  asimismo  resulta  comprobado  que  ambos  socios 
se  obligaron  á  dirimir  sus  diferencias  por  arbitros  nombrados  de 
común  acuerdo;  3^  Que  la  escritura  pública  de  fojas  24  á  23,  apa- 
rece justificado,  que  en  el  mes  de  Julio  del  año  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  uno,  el  socio  Don  Ricardo  Valdez  celebró  con  Don  Julio 
Campos,  un  contrato  de  sociedad  para  la  esplotacion  de  la  mina 
«Upulungos»  y  el  establecimiento  de  fundicion««Ej  Progreso»,  encar- 
gándose esclusivamente  este  último  de  la  gerencia  y  administración 
de  la  sociedad;  4^  Que  importando  dicho  contrato  un  acto  jurídico 
revestido  bajo  las  formas  legales  para  su  validez,  y  celebrado  por 
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personas  capaces  (artículo  1160,  Código  Civil),  su  existencia  jurí- 
dica solo  podía  ser  declarada  ó  no  ineficaz,  en  cuanto  al  socio  La- 
rrahona  y  á  terceros  que  no  intervinieran  en  él,  por  los  medios  que 
las  leyes  acuerdan  para  tales  casos;  5*^  Que  no  se  ha  alegado  ni 
consta  en  estos  autos,  ni  de  los  del  juicio  ejecutivo  de  su  referencia, 
que  se  tienen  á  la  vista,  que  el  socio  Larrahona  liayb  deducido  ac- 
ción contra  Valdez,  sea  para  recobrar  la  posesión  de  la  mina  «üpu- 
lungos »  de  que  él  era  esclusivo  gerente  en  su  esplotacion,  y  cu- 
yos derechos  fueron  transferidos  á  Campos  por  el  segundo  con- 
trato, sea  para  reivindicar  el  derecho  de  propiedad  que  tenía  en  la 
enunciada  mina,  por  la  donación  de  parte  de  ella  que  Valdez  había 
hecho  á  Campos;  6°  Que  tampoco  se  ha  alegado  ni  probado  por  el 
acreedor  Treloar,  haber  deducido  acción  do  rescisión  de  dicho 
contrato  social  por  la  enajenación  que  Valdez  hizo  á  Campos,  de  la 
parte  de  la  mina  ftUpulungos»  y  establecimiento  «El  Progreso»,  en 
perjuicio  de  su  crédito,  ni  mucho  menos  ha  alegado  tener  derechos 
preexistentes  á  la  administración  de  dichas  propiedades  por  contra- 
tos celebrados  con  Valdez  y  Larrahona;  7°  Que  por  lo  tanto,  debiendo 
reputarse  con  existencia  legal  dicha  sociedad,  el  embargo  trabado 
en  todas  sus  existencias  y  el  secuestro  de  los  ejes  y  metales  exis- 
tentes en  canchas  y  en  el  establecimiento,  es  ilegal,  tanto  mas, 
cuanto  que  se  ha  verificado  después  de  la  espiración  del  término 
del  contrato  social  de  Valdez  y  Larrahona,  y  cuando  estaba  bajo 
la  gerencia  y  administración  esclusiva  de  un  tercero,  en  virtud  de 
un  nuevo  contrato  social,  artículos  1754  á  1757,  Código  Civil;  8**  Que 
la  escepcion  de  nulidad  deducida  por  Treloar  del  contrato  social 
«Campos  y  Valdez»  no  es  procedente,  desde  que  ella  no  ha  sido  pre- 
viamente declarada  por  resolución  judicial  en  los  casos  prescriptos 
en  los  artículos  961  á  969  del  Código  citado;  pues  la  falta  de  exis- 
tencia legal  de  un  acto  jurídico  solo  existe  cuando  la  ley  espresa- 
ménle  lo  declara  tal,  ó  ha  sido  anulada  por  resolución  judicial, 
según  las  disposiciones  de  los  artículos  1037  y  1046  del  Código 
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citado.  9^  Que  no  tienen  aplicación  al  caso  sub  judice  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  47, 50,  31  y  398,  Código  de  Comercio  en  que  el 
demandado  Treloar  funda  la  nulidad  por  defecto  de  forma  del  con- 
trato social;  por  cuanto,  tratándose  de  un  acto  regido  esclusíva- 
mente  por  una  legislación  especial,  que  difiere  esencialmente  á 
los  reglados  por  el  Código  de  Comercio,  no  es  necesario,  para  su 
eficacia,  la  inscripción  en  el  registro  público  de  Comercio  de 
dicho  acto;  requisito  que  tampoco  aparece  haber  sido  llenado  por 
la  sociedad  Valdez  y  Larrahona,  en  cuya  copia  de  la  escritura  no 
aparece  la  constancia  de  haberse  aquel  verificado.  ^0^  Que  la  dispo- 
sición del  art.  465  del  Código  de  Comercio  se  refiere  á  las  relacio- 
nes de  los  socios  entre  sí,  en  cuanto  al  término  de  duración  de  la 
sociedad:  acciones  que  solo  pueden  ejercitar  los  socios  y  que,  aun- 
que no  consta  de  autos  que  la  sociedad  «Valdez  y  Larrahona»  se 
haya  resuelto  antes  del  término  estipulado,  tampoco  consta  que  el 
socio  gerente,  Larrahona,  haya  ejercitado  acción  alguna  antes  ó  des- 
pués que  la  mina  «Upulungos»  y  el  establecimiento  de  fundición  pa- 
saron á  la  posesión  y  administración  del  gerente  de  la  nueva  socie- 
dad, Don  Julio  Campos;  resultando,  por  el  contrario,  de  la  esposi- 
cion  de  aquel,  de  foja  lli,  de  los  autos  ejecutivos  que,  al  ser  requerido 
de  pago  de  la  cantidad  adeudada  á  Treloar,  manifestó  que  Don  Ri- 
cardo Valdez,  que  se  hallaba  á  cargo  de  todos  los  bienes  do  la  socie- 
dad deudora,  es  quien  debe  responder  de  dicho  crédito.  H^  Que 
cualesquiera  que  sean  los  derechos  reales  ó  personales  transferidos 
por  Valdez  á  Campos  en  el  contrato  citado,  de  los  bienes  que  perte- 
necieron á  la  sociedad  Valdez  y  Larrahona,  solo  darían  acción  á  los 
socios  que  hubieran  tomado  participación  en  dichos  contratos;  mas, 
en  ningún  caso,  á  un  tercer  acreedor  de  una  de  las  sociedades  á 
quien  únicamente  compete  demandar  la  revocación  del  acto,  acre- 
ditando haberse  aquel  verificado  con  las  circunstancias  proscriptas 
en  el  artículo  962  del  Código  Civil.  I?*  Que  por  lo  espuesto,  resulta 
que,  tenga  ó  no  prioridad  de  derechos  la  sociedad  «Valdez  y  Larra- 
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hona»  en  parte  de  los  bienes  que  constituyen  la  sociedad*  Campos  y 
V'aldez»  ó  liaya  coexistencia  entre  ambas  sociedades,  ella  no  puede 
alegarse  por  un  tercero  sino  en  cuanto  se  hubiera  alegado  y  probado 
que  la  última  se  contrajo  en  fraude  de  su  crédito,  artículo  1743, 
Código  Civil.  13^  Que  el  privilegio  de  último  aviador,  acordado  por 
las  Ordenanzas  de  Minas  y  alegado  por  Treloar  como  procedencia  de 
su  crédito,  no  es  un  derecho  real  acordado  por  la  ley  sobre  los  bie- 
nes sociales,  sino  personal  para  ser  pagado  con  prelacion  á  todo  otro 
acreedor  de  la  misma  sociedad;  mas,  en  ningún  caso,  importa  una 
interdicción  judicial  para  los  socios,  de  disponer  libremente  de  esos 
bienes,  siempre  que  no  se  haya  demostrado  que  lo  verificaron  en 
fraude  del  acreedor  privilegiado,  para  el  solo  objeto  de  obtener  una 
revocación  del  acto.  14^  Que  délas  diligencias  de  foja  lli  áfoja  li6, 
del  juicio  ejecutivo,  aparece  comprobado  que,  requerido  Valdez  ai 
pago  del  crédito,  presentó  para  el  embargo,  haciendo  mérito  de  con- 
tratos-existentes, como  bienes  de  su  propiedad,  la  mina  «Upulungos» 
y  el  establecimiento  de  fundición,  para  que  los  esplotase  el  acreedor 
con  arreglo  á  las  ordenanzas  de  minas,  hasta  el  completo  pago  de  la 
deuda;  que  practicado  el  embargo,  se  nombró  depositario  sin  trabar 
ó  entorpecer  la  esplotacion  y  trabajo  que  se  hacia  en  ellos  por  el 
encargado  de  la  sociedad  «Campos  y  Valdez»;  y  finalmente,  que  á 
solicitud  del  ejecutante  Treolar,  se  embargó  los  ejes  y  minerales 
existentes  en  la  jnina  y  establecimiento  mencionado.  15^  Que  el  ar- 
ticulo doscientos  cincuenta  y  siete  de  la  ley  de  procedimientos  esta- 
tuye que,  no  designándose  los  bienes  en  que  se  ha  de  hacer  el  em- 
bargo, se  verificará  en  los  que  presente  el  deudor,  conformándose 
el  ejecutante;  y  que  por  lo  tanto,  el  embargo  trabado  en  la  mina 
«Upulungos»  y  el  establecimiento  de  fundición  se  ha  efectuado,  en 
cuanto  á  la  forma,  con  sujeción  estricta  á  la  disposición  citada. 
16^  Que  tampoco  se  ha  trabado  dicho  embargo  en  contravención  del 
articulo  23,  titulo  3°  de  las  Ordenanzas  de  Minas,  pues  consta  de  las 
diligencias  mencionadas,  que  no  se  ha  impedido  la  esplotacion  de 
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dichos  bienes  al  administrador  de  la  sociedad  <Campos  y  Valdez», 
habiéndose  nombrado  un  depositario  para  la  vigilancia  únicamente 
de  dichos  bienes;  hasta  tanto  que  se  verificase  la  entrega  de  ellos  al 
deudor  ó  acreedor  en  la  forma  que  determina  la  misma  ordenanza. 
17°  Que  por  lo  espuesto,  resulta  que  Treolar,  solo  es  responsable  de 
los  daños  y  perjuicios  que  se  hubiesen  irrogado  á  la  empresa  ^ Cam- 
pos y  Valdez»,  por  el  embargo  de  los  ejes  y  minerales  existentes  en 
canchas,  cuyo  secuestro  solicitó,  nombrándose  depositario  judicial 
de  ellos;  dejando  á  salvo  las  acciones  que  pudieran  competir  á  dicha 
sociedad  para  deducirlas  en  la  forma  y  contra  quien  corresponda, 
por  el  embargo  de  la  mina  y  establecimiento  mencionado.  18°  Que 
la  falta  de  audiencia  del  socio  Larrahona  en  este  juicio,  no  implica 
nulidad  para  las  personas  que  han  intervenido  en  él,  por  cuanto 
aquel,  no  habiendo  sido  demandado  por  la  parte  actora,  la  resolu- 
ción de  la  causa  no  puede  afectar,  ni  en  pro,  ni  en  contra,  los  dere- 
chos que  le  competan  como  socio  de  la  sociedad  «Valdez  y  Larra- 
hona». 19°  Que  la  disposición  del  artículo  301  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, no  es  imperativa,  desde  que  el  actor,  al  deducir  su  demanda 
de  tercería,  puede  renunciar,  esplicita  ó  implícitamente,  las  acciones 
que  pueda  intentar  contra  uno  de  los  intesesados  en  el  juicio  prin- 
cipal 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo  y  declaro: 
1°  Que  el  acreedor  Treolar,  de  la  sociedad  «Valdez  y  Larrahona», 
no  ha  probado  la  falta  de  existencia  legal  de  la  sociedad  «Campos  y 
Valdez)»,  por  falta  de  forma  instrumental  ó  falsa  causa  que  vicie  ó 
anule  el  acto  ¿pso  fado,  por  ministerio  de  la  ley;  2°  Que  el  embargo 
trabado  en  la  mina  de  «Upulungos»,  establecimiento  <E1  Progreso», 
ejes  y  metales,  aunque  se  han  observado  las  formalidades  que  pres- 
criben las  leyes  de  procedimientos  en  su  ejecución,  es  ilegal  en 
cuanto  viola  las  disposiciones  del  Código  Civil  al  haberse  verificado 
en  dichos  bienes;  3°  Que  el  demandado  Treloar  es  responsable  de  los 
daños  y  perjuicios  irrogados  á  la  sociedad  «Campos  y  Valdez»  por 
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el  embargo  de  los  ejes  y  minerales;  dejando  á  salvo  á  esta  para  re- 
petir en  la  forma  y  contra  quien  corresponda,  en  cuanto  al  que  se 
verificó  en  la  mina  y  establecimiento  de  fundición;  4°  Que  no  hay 
irregularidad  en  el  procedimiento  por  falta  de  participación  en  este 
juicio  de  Don  Pedro  Larrahona.  En  su  consecuencia,  levántese  el 
embargo  de  dichos  bienes,  librándose  al  Juzgado  de  Paz  de  Chile- 
cito  y  al  de  Famatina  las  órdenes  necesarias  para  su  entrega  al  ad- 
ministrador de  la  sociedad  «Campos  y  Valdez».  Notifíquese  con  el 

original. 

Mardoqmo  Molina. 


Fallo  de  la  l^iipreiua  4 ilorle 

Buenos  Aires,  .lunio  11  de  1885. 

Y  vistos:  De  los  autos  ejecutivos  traidos  ad  effectum  videndi  y  de 
los  de  tercena  promovidos  con  motivo  de  aquellos,  resulta  lo  si- 
guiente: 

Don  Ricardo  Valdez  celebró,  el  diez  v  seis  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos  setenta  y  dos,  con  Don  Pedro  Larrahona,  un  contrato  de  sa- 
ciedad por  diez  años  forzosos,  bajo  la  razón  social  de  «Valdez  y 
Larrahona»,  para  esplotar  las  minas  «Placilla»,  «Andueza»  y  «San 
Pedro»  (alias  üpulungos),  pertenecientes  al  primero,  y  benefician 
sus  metales  en  el  establecimiento  de  hornos  de  fundición  denomi- 
nado el  «Progreso»,  también  de  propiedad  de  Valdez,  que  cede  á 
favor  de  Larrahona,  en  propiedad  y  dominio  perpetuo,  la  cuarta 
parte  de  las  minas  espresadas,  y  la  cuarta  parte  de  las  canteras  de 
materias  refractarias,  que  posee  en  Paimaná,  debiendo,  á  su  vez, 
Larrahona  contribuir  á  la  cuarta  parte  de  los  gastos  que  se  hicieran 
en  la  esplotacion  de  dichas  minas  y  canteras  (foja  cuarenta  de  los 
autos  de  terceria). 
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La  sociedad  «Valdez  y  Larrahona»  celebró  con  Don  Guillermo  A. 
Treloar,  el  cinco  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  un 
contrato  sobre  habilitación  de  minas,  por  el  cual  éste  se  obligaba  á 
suministrar  los  fondos  que  en  él  se  determinan  para  atender  los  tra- 
bajos de  las  minas  mencionadas  y  del  establecimiento  de  fundición 
el  «Progreso». 

Se  estipuló  también:  que  si  al  término  de  la  habilitación,  V^aldez 
y  Larrahona  no  hubiesen  cubierto  el  valor  total  de  los  adelantos  y 
sus  intereses,  asi  como  el  saldo  de  las  cuentas  de  la  venta  de  ejes 
remitidos  conforme  á  su  contrato  anterior,  reconocerán  el  interés 
del  diez  y  ocho  por  ciento  anual  sobre  el  saldo,  y  Treloar  tendrá 
derecho  á  tomar  la  administración  de  las  minas  y  del  estableci- 
miento, para  pagarse  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  las  ordenanzas 
de  minería,  quedando  afectadas  las  propiedades  de  Valdez  y  Larra- 
hona al  pago  de  los  saldos  que  resultasen  en  su  contra  (artículos 
cuarto  y  séptimo  del  contrato  de  foja  cinco  vuelta  de  los  autos  eje- 
cutivos). 

Llegado  el  momento  de  la  liquidación  de  cuentas,  y  habiéndose 
suscitado  con  este  motivo  algunas  cuestiones,  fueron  estas  decididas 
por  arbitros,  en  el  mes  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta. 

En  Mayo  y  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  se  espidieron 
los  peritos  contadores  encargados  de  hacer  la  liquidación  con  arre- 
glo al  laudo  arbitral,  y  habiéndolo  hecho  en  disidencia,  en  cuanto 
al  monto  del  saldo  que  la  sociedad  de  Valdez  y  Larrahona  debia  pa- 
gar á  Don  Guillermo  Treloar,  el  Juez  Nacional  de  Sección,  por  sen- 
tencia de  treinta  dé  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  confir- 
mada por  la  Suprema  Corte,  lo  fijó  definitivamente  en  la  cantidad 
de  cincuenta  y  ocho  mil  doscientos  treinta  y  cinco  pesos  y  treinta  y 
ocho  centavos  fuertes  oro,  que  debía  pagar  á  Treloar  dicha  sociedad, 
en  el  término  de  treinta  dias  (foja  doce,  autos  ejecutivos). 

El  veinte  y  nueve  de  Julio  del  mismo  año  ochenta  y  uno,  Don  Ri- 
cardo Valdez  celebró  con  Don  Julio  Campos  un  contrato  de  sociedad 
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para  el  trabajo  de  esplotacion  de  la  mina  «üpulungos»)  y  del  esta- 
blecimiento de  fundición  de  metales  el  «Progreso»,  ambos  de  pro- 
piedad de  Valdez,  según  se  dice,  que  cede  á  Campos  la  cuarta  parte 
de  dicho  mineral  y  establecimiento,  los  cuales,  con  los  útiles  que 
figuran  en  el  inventario  y  los  fondos  que  la  sociedad  obtenga  en  el 
comercio  de  Buenos  Aires  para  la  marcha  y  jiro  de  la  negociación, 
forman  el  capital  social  (foja  catorce  de  los  autos  de  tercería). 

Por  la  cláusula  séptima  de  dicho  contrato,  se  estipula:  «  que  las 
>  utilidades  liquidas  del  negocio,  deducidos  gastos,  esplotacion,  fle- 
»  tes,  comisiones,  etc.,  serán  distribuidas  en  la  forma  siguiente:  una 
»  cuarta  parte  tomará  el  socio  Valdez,  y  la  otra  cuarta  parle  el  so- 
»  cío  Campos.  La  mitad  restante  se  reserva  y  destina  para  la  amor- 
'  tizacion  y  pago  de  los  créditos  pendientes  contra  la  empresa  de 
»  Don  Ricardo  Valdez,  ó  sea  de  sus  minas  y  establecimiento  de  fun- 
B  dicion  á  que  se  refiere  el  contrato:  créditos  que  han  sido  contrai- 
I»  dos  antes  del  presente  contrato  para  el  trabajo  de  las  minas,  y  es- 
*  tablecímiento  mencionado». 

En  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  se  libró,  á  solicitud 
de  Treloar,  mandamiento  de  apremio  contra  los  seííores  Valdez  y 
Larrahona  por  la  cantidad  á  que  hablan  sido  condenados  por  la  sen- 
tencia de  treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno. 

El  embargo  se  trabó  sobre  bienes  particulares  de  Valdez  y  sobre 
la  mitad,  solamente,  de  los  productos  de  las  minas  «Upulungos», 
«Placilla»  y  (fAndueza»  y  establecimiento  el  «Progreso»,  habiendo 
manifestado  Treloar,  en  el  acto  del  embargo,  según  consta  de  la 
diligencia  de  foja  sesenta  y  tres  vuelta  de  los  autos  ejecutivos,  que 
la  otra  mitad  de  productos,  que  dejasen  sin  embargar,  era  con  el 
objeto  de  que  no  se  paralizasen  los  trabajos,  y  nombró  como  inter- 
ventor á  Don  Federico  Silke. 

Rn  este  estado,  Valdez  y  Treloar  celebraron  la  transacción  de  foja 
sesenta  y  ocho  vuelta,  quedando,  en  su  consecuencia,  sin  efecto  las 
diligencias  practicadas  hasta  entonces  en  el  juicio  ejecutivo;  pero  no 
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« 

habiendo  Valde/  cumplido  lo  estipulado  en  aquella.  Treloar  inició 
nuevamente  el  procedimiento  de  apremio  (foja  ciento  cinco),  con 
cuyo  motivo  Valdez,  al  ser  requerido  con  el  correspondiente  man- 
damiento, expuso:  que  de  conformidad  con  los  contratos  de  que 
procedía  el  presente  juicio  y  de  acuerdo  con  las  Ordenanzas  de  Mi- 
nas, ofrecía  al  Sr.  Treloar  la  mina  «Upulungos»  y  el  establecimiento 
de  fundición  denominado  « Progreso»,  para  que  los  trabaje  y  se  reem* 
bolse  de  la  suma  que  le  debía,  lo  cual  fué  aceptado  por  aquel  (foja 
ciento  once  vuelta ),  haciéndose  constar  en  la  diligencia  de  foja 
ciento  doce  vuelta,  que  el  embargo  se  trababa  en  dichas  minas  y  es- 
tablecimiento sin  tocar  sus  mobiliarios  ni  otros  bienes  que  no  fuesen 
escUmvos,  como  inherentes  á  su  carácter,  ni  perjudicar  ni  entorpecer 
m  marclut  hasta  que  el  ejecutante  procediese  como  correspondió  á  su 
derecho. 

El  acreedor  denunció,  además,  los  metales  existentes  en  las  can- 
chas de  la  mina  «Upulungos»  y  del  establecimiento  el  «Progreso»,  y 
no  habiéndos»)  tomado  razón  sino  de  estas  últimas,  según  constado 
fojas  ciento  trece  vuelta  á  ciento  quince,  presentó  la  solicitud  de 
foja  ciento  veinte  y  dos,  esponiendo:  que  no  siendo  rematables  los 
bienes  ofrecidos  por  el  deudor,  la  oferta  de  ellas  y  su  aceptación 
solo  podía  tener  efecto  tomando  el  acreedor  ejecutante  la  adminis- 
tración de  las  minas  y  establecimiento  para  hacer  de  su  cuenta  la 
esplotacíon,  conforme  á  lo  dispuesto  por  los  artículos  veinte  y  tres 
y  veinte  y  cinco^  título  tercero;  de  las  Ordenanzas  de  Minas:  hacia 
notar,  también,  que  el  Juez  de  Paz  de  Chilecito  no  había  cumplido 
con  el  mandamiento  del  Juzgado;  pues  de  los  bienes  denunciados 
por  el  acreedor,  solo  había  embargado  los  metales  existentes  en  el 
'Progreso*,  y  no  los  de  las  canteras  de  la  mina  «üpulungos»,  y 
concluye  pidiendo: 

Primero,  Que  se  le  diese  la  administración  de  dichas  minas  y  es- 
tablecimiento, poniéndosele  en  la  posesión  formal  de  ellos  con  todos 
sus  enseres  y  demás  accesorios,  bajo  formal  inventario,  y  se  notifi- 

T.  XIX  21 
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case  á  los  ejecutados,  para  que  nombraran  por  su  parte  el  inter- 
ventor que  debia  fiscalizar  las  cuentas  de  la  administración  con  su- 
jeción á  las  Ordenanzas  de  Minas,  en  los  artículos  citados,  y 

Segundo.  Que  se  subsanasen  las  irregularidades  del  embargo, 
trabándose  también  en  los  metales  extraídos  y  existentes  en  las 
candías  de  la  mina  «Upulungos». 

.  El  Juez  no  hizo  lugar  á  lo  primero  y  proveyó  de  conformidad  á 
lo  segundo,  comisionando  al  efecto  al  Escribano  público,  don  Car- 
melo Valdez  (foja  ciento  veinte  y  seis),  y  por  escusacion  de  éste,  al 
Juez  de  Paz  del  distrito,  don  Belindes  Linares,  quien  al  practicar 
estas  nuevas  diligencias,  hace  constar,  á  foja  ciento  treinta  y  siete 
vuelta,  que  este  embargo  ha  sido  puramente  para  conocerse  el  peso 
de  los  metales,  subsanándose  así  las  deficiencias  en  que  se  había 
incurrido. 

Con  motivo  del  embargo  de  fojas  ciento  once  vuelta  á  ciento 
quince,  la  sociedad  Campos  y  Valdez  deduce  tercería  excluyente, 
alegando:  que  el  ejecutante  Treloar  solo  es  acreedor  de  don  Ri- 
cardo Valdez  y,  como  tal,  solo  ha  podido  embargar  l)iones  pertene- 
cientes á  éste;  que  los  embargados  pertenecen  u  la  sociedad  en  cuya 
posesión  se  encuentran,  y  no  siendo  esta  deudora,  el  embargo  de 
sus  bienes  es  manifiestamente  ilegal:  que  el  embargo,  por  otra  parte, 
es  contrario  á  lo  proscripto  por  las  Ordenanzas  de  Minería,  las  cua- 
les prohiben  que  aquel  se  trabe  en  las  minas,  permitiéndolo  sola- 
mente en  los  metales  y  demás  productos,  deducido  lo  necesario  para 
los  gastos  de  sus  esplotaciones;  mientras  que  en  el  presente  casóse 
han  embargado  las  minas  y  todos  los  metales  existentes;  y  concluye 
pidiendo  se  levante  dicho  embargo,  dejando  á  la  sociedad  en  la  po- 
sesión y  libre  administración  de  dichos  bienes,  sin  perjuicio  del  de- 
recho perfecto  que  les  asiste  para  repetir  contra  el  señor  Treloar, 
en  juicio  separado,  por  los  daños  y  perjuicios  causados  con  el  em- 
bargo referido. 

Y  considerando:  Primero.  Que  el  crédito  cuvo  cobro  ejecutivo  ha 
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dado  origen  á  la  tercería  deducida  por  la  sociedad  Campos  y  Val* 
dez^  procede  de  suministros  hechos  por  don  Guillermo  A.  Treloar  á 
la  sociedad  Valdez  y  Larrahona,  para  el  trabajo  de  sus  minas  Pía- 
cilla,  Andueza,  Upulungos  y  establecimiento  de  fundición  denomi* 
nado  Progreso,  según  consta  del  contrato  de  foja  cinco  vuelta  de 
los  autos  ejecutivos,  y  lo  reconoce  el  mismo  señor  Valdez,  en  la  di- 
ligencia de  foja  ciento  once  vuelta,  de  los  mismos,  y  en  la  cláusula 
séptima  del  contrato  de  sociedad  celebrado  con  don  Julio  Campos, 
corriente  á  foja  catorce  de  los  autos  de  tercería. 
'  Segundo,  Que  según  el  artículo  sesto,  título  quince  de  las  Orde- 
nanzas de  Minería,  las  minas  con  sus  utilidades  y  frutos,  deducidos 
los  costos  quedan  obligadas  al  pago  de  las  cantidades  suministra- 
das para  su  beneficio,  gozando  del  privilejio  de  protección  para  el 
pago  de  su  crédito  el  último  aviador  ó  habilitador,  sobre  todo, 
cuando,  como  en  el  presente  caso,  los  mineros  habilitados  han  afec- 
tado espresamente  sus  bienes  al  pago  de  los  sueldos  que  resultaren 
en  su  contra  (contrato  de  foja  cinco  vuelta,  de  los  autos  ejecutivos). 

Tercero.  Que  el  hecho  de  haber  don  Pedro  Larra hona  dejado  de 
pertenecer  á  la  sociedad  habilitada  «Valdez  y  Larrahona»  y  entrado 
en  lugar  de  aquel,  mediante  un  nuevo  contrato  social,  don  Julio 
Campos,  no  afecta  en  manera  alguna  los  derechos  y  privilegios  del 
señor  Treloar  en  su  calidad  de  habilitador;  pues  el  nuevo  contrato 
social,  respecto  del  cual  es  aquel  un  tercero,  no  puede  perjudicarle, 
ni  puede  invocarse  contra  él  para  privarle  de  sus  privilegios,  según 
lo  disponen  los  artículos  mil  ciento  noventa  y  cinco  y  mil  ciento  no- 
venta y  nueve  del  Código  Civil;  y  por  consiguiente,  las  minas  que 
estaban  obligadas  al  pago  de  su  crédito,  y  que  á  la  salida  del  socio 
Larrahona  continuaron  perteneciendo  al  socio  Valdez,  quien  nunca 
las  desertó,  entraron  á  constituir  los  fondos  de  la  nueva  sociedad, 
con  la  misma  obligación. 

Cuarto.  Que  la  misma  sociedad  de  Campos  y  Valdez  lo  ha  reco- 
nocido asi  en  el  contrato  social  de  foja  catorce;  pues  por  la  cláu- 
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sala  séplima  reserva  y  destina  para  la  amortización  y  pago  de  los 
créditos  pendientes  contra  la  empresa  de  don  Ricardo  Valdez,  ósea 
de  sus  minas  y  establecimiento  de  fundición,  el  cincuenta  por  ciento 
de  las  utilidades  que  produzcan,  constituyéndose  así  en  deudores 
del  ejecutante,  que  es  el  único  acreedor  cuyo  crédito  reúne  las  con- 
diciones que  en  dicho  contrato  se  reconocen. 

Quinto,  Que,  siendo  esto  así,  la  tercería  deducida  por  ella  para 
eludir  el  pago  del  crédito  de  Treloar,  es  de  todo  punto  improce- 
dente; 

1^  Porque  este  crédito  goza  de  privilegio,  y  las  minas  que  se  hallan 
en  poder  de  la  nueva  sociedad,  y  sus  productos,  deducidos  los  cos- 
tos, están  afectados  á  su  pago,  y  2^  Porque  la  misma  sociedad  ter- 
cerista de  Campos  y  Valdez  se  ha  obligado  á  pagarlo  con  el  producto 
de  las  mismas  minas,  no  siendo  ella,  por  consiguiente,  un  tercero 
extraño  á  dicho  crédito,  como  se  pretende  para  justificar  la  tercería. 

Sesto,  Que  en  cuanto  á  las  formas  del  embargo,  de  que  también  se 
queja  el  tercerista,  resulta  que  el  practicado  por  las  diligencias  de 
fojas  ciento  once  vuelta  á  fojas  ciento  quince  de  los  autos  ejecutivos, 
no  ha  podido  paralizar  ni  entorpecer  el  trabajo  de  aquellos;  pues 
ofrecidas  por  el  deudor  para  que  el  acreedor  las  trabajase  hasta  pa- 
garse de  su  crédito  con  arreglo  á  las  Ordenanzas  y  aceptado  por  éste 
dicha  oferta  se  hizo,  á  foja  ciento  doce  de  las  mismas  diligencias, 
la  siguiente  declaración:  que  el  embargo  ^  trababa  en  la  mna  sin 
tocar  sus  mobiliarios  ni  otros  bienes,  que  no  fuesen  exclusivos,  como 
inherentes  á  su  carácter,  ni  perjudicar,  ni  entorpecer  su  marcha, 
hasta  que  el  ejecutante  proceda  como  corresponde  á  su  derecho  em^ 
bargándose  solamente  los  metales  existentes  en  el  establecimiento 
de  fundición,  y  no  los  de  la  mina  Upulungos.  Y  en  cuanto  al  embar- 
go de  los  de  esta  mina,  practicado  anteriormente  desde  fojas  ciento 
treinta  y  cuatro  á  ciento  treinta  y  ocho  de  Jos  mismos  autos,  sede- 
clara  también  á  foja  ciento  treinta  y  siete  vuelta,  que  él  se  efectúa 
puramente  para  conocerse  el  peso  d£  dichos  metales:  siendo  de  notarse 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  301 

que  antes  de  practicarse  estas  últimas  diligencias,  Don  Guillermo  A. 
Treloar,  invocando  el  articulo  veintitrés,  titulo  tercero  de  las  Orde- 
nanzas de  Minería,  pidió  á  foja  ciento  veintidós  de  los  autos  ejecu- 
tivos, se  le  diera  la  administración  de  dicha  mina  y  establecimiento 
para  esplotarlo  de  su  cuenta,  con  intervención  del  deudor,  hasta 
cubrir  su  crédito,  y  el  Juez  a  quo  no  hizo  lugar  á  esta  solicitud,  ac- 
cediendo solamente  al  embargo  de  los  metales  existentes  en  las 
canteras  de  la  mina  Upulungos:  resultando  de  aquí  que  si  por  este 
embargo  se  paralizó,  contra  lo  que  las  Ordenanzas  disponen,  el  tra- 
bajo de  estas  minas,  no  puede  imputarse  este  hecho  al  ejecutante 
Treloar. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
sesenta  y  ocho,  y  se  declara,  en  su  consecuencia,  no  haber  lugar  á 
la  tercería  escluyente  deducida  por  la  sociedad  «Campos  y  Valdez». 
Notifíquese  con  el  original,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
S.  M  LASPIUR.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÜREN. 
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€:ausa  i. 


Don  José  M,  Torres,  en  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  Don  Juan 
Amusategui  contra  la  esposa  é  hijos  de  Don  Daniel  Funes,  por  de- 
sistimiento  de  compra;  sobre  apelación. 


Sumario. — 1^  Las  disposiciones  relativas  á  la  apelación  de  los  au- 
tos que  recaen  en  el  juicio  ejecutivo  no  son  aplicables  al  que  se 
dicte  sobre  la  compra  de  los  bienes  ejecutados,  hecho  por  un  ter- 
cero, ó  su  desistimiento. 

T  Si  este  auto  causa  gravamen  irreparable,  es  procedente  la  ape- 
lación que  de  él  se  interponga. 


Coso.— Don  José  M.  Torres,  compró  en  remate  ordenado  enjuicio 
ejecutivo  de  D.  Juan  Amusategui,  contra  los  Sres.  Funes,  los  bienes 
ejecutados. 

Se  aprobó  la  venta,  y  Torres  obló  el  precio. 

Después  de  esto,  alegando  el  peligo  de  reclamos  sobre  los  bienes 
comprados,  pidió  se  le  diera  por  desistido  de  la  compra. 

Auto  del  «luez  de  Sección 

San  Luis,  Mayo  9  de  1885. 

Y  vistos:  el  incidente  promovido  por  Don  José  María  Torres,  so- 
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bre  desistimiento  y  nulidad  de  la  compra  de  los  bienes  raices  á  que 
se  refiere  esta  ejecución  y  que  fueron  subastados  el  dia  quince  de 
Octubre  del  año  último,  fundándose  en  las  razones  que  espresa  en 
sus  escritos  de  fojas  83  y  88,  y  considerando: 

1°  Que  el  Sr.  de  la  Torre,  compró  los  inmuebles  en  cuestión,  sin 
establecer  condiciones  ni  cláusula  especial  alguna,  que  tampoco  pro^ 
puso  el  martiliero  en  el  acto  del  remate,  según  evidentemente  se 
deduce  de  la  acta  respectiva  y  de  su  propia  confesión  hecha  en  el 
primer  escrito  citado,  acatando  y  consintiendo  el  auto  aprobatorio 
de  fecha  6  de  Noviembre  del  año  anterior,  y  consignando,  en  su 
virtud,  el  precio  de  la  venta,  por  medio  de  un  cheque  girado  á  cargo 
del  Banco  Nacional  de  esta  ciudad,  que  entregó  el  mismo  dia  al  Se-' 
cretarío  del  Juzgado. 

¥  Que  perfeccionada  como  quedó  la  compra-venta,  con  la  oferta 
y  la  aceptación  incondicional  que  se  ha  indicado,  á  los  efectos  de 
poderse  exigir  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  respectivamente 
contraidas  por  los  contratantes,  mayor  eficacia  y  validez  le  dieron 
la  sanción  judicial  recaída  sobre  ella,  y  el  hecho  de  haber  el  com- 
prador satisfecho  la  principal  que  por  su  parte  le  correspondía,  cual 
era  la  de  oblar,  como  lo  hizo  sin  observación,  el  importe  de  la  cosa 
vendida. 

3*"  Que  admitiendo  que  la  venta  se  hubiera  celebrado,  á  satisfac- 
ción del  comprador,  el  pago  hecho  por  este,  sin  reserva  ninguna, 
importaría  su  declaración  tácita  y  legal  de  que  los  bienes  rematados 
le  agradaban,  y  habría  quedado  también  asi  irrevocablemente  con- 
cluido el  contrato. 

4^  Que  aun  cuando  resultase  menor  terreno  que  el  vendido,  tam- 
poco podía  el  comprador  demandar  la  resolución  de  la  venta,  sino 
en  el  caso  en  que  la  diferencia  entre  el  área  real  y  la  designada 
por  el  enajenante,  fuese  de  un  vigésimo  de  la  área  total  (art.  1345 
y  siguiente,  Código  Civil),  hecho  que  no  se  ha  alegado  determina- 
damente ni  justificado  por  el  recurrente,  quien  se  contrae  á  hacer 
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varias  aseveraciones,  de  origen  extrajudicial,  en  el  sentido  de  ha- 
bérsele vendido  una  propiedad  litijiosa,  tai  vez  imaginaria,  sóbrela 
cual  se  ventilan  acciones  reales  de  terceros,  etc.,  y  que,  por  lo  tanto, 
ha  existido  en  el  contrato  un  error  sustancial  que  autoriza  y  funda 
su  desistimiento,  cuyas  afirmaciones  se  encuentran  contradichas  y 
negadas  por  la  parte  ejecutada,  por  no  ser  exactas. 

5°  Que  de  aceptarse  el  presente  incidente,  de  la  manera  y  en  la 
oportunidad  que  se  ha  iniciado,  dentro  y  con  perjuicio  de  la  deman- 
da ejecutiva,  teniendo  aquel  por  objeto  una  contienda  de  derechos 
dudosos  sujetos  á  discusión,  y  encaminada  la  última  á  llevar  á  efecto 
una  disposición  esplicíta  de  la  ley,  el  resultado  de  acciones  ventila- 
das ya  y  definidas  por  el  fallo  judicial,  por  medio  de  un  procedi- 
miento sumario,  que  propiamente  no  es  un  juicio,  y  sí  mas  bien,  el 
modo  de  proceder  para  que  se  ejecuten  obligaciones  comprobadas 
por  títulos  eficaces  é  incontrovertibles,  se  llegaría  á  desnaturalizar 
la  índole  peculiar  de  la  vía  ejecutiva,  contra  el  precepto  terminante 
de  la  ley. 

6°  Que  sobre  todo,  habiéndose  aprobado  judicialmente  el  remate 
de  que  se  trata,  sin  que  las  partes  interesadas  en  él  hayan  deducido 
recurso  alguno  en  el  tiempo  y  forma  que  el  derecho  previene,  el 
auto  respectivo  quedó  plenamente  consentido  y  ejecutoriado. 

Por  esto,  y  de  conformidad  con  las  conclusiones  del  Ministerio  de 
Menores,  no  ha  lugar,  con  costas,  al  desistimiento  ni  á  la  nulidad 
que  pretende  el  comprador,  Sr.  de  la  Torre,  debiendo,  en  conse- 
cuencia, cumplirse  en  todas  sus  partes,  el  auto  referido  de  seis  de 
Noviembre  del  año  próximo  pasado.  Hágase  efectivo  el  cheque  por 
valor  de  7600  $  m/n  oro,  que  se  depositarán  en  el  Banco  Nacional 
á  la  orden  de  este  Juzgado.  Notifiquese  original  y  repónganse  los 
sellos. 

P.  £.  Miguez. 

Torres  apeló  de  este  anta 
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Fallo  del  «luez  de  Seceion 

San  Luis,  Mayo  18  de  1885. 

Disponiéndose  por  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos  que  solo 
son  apelables  en  el  juicio  ejecutivo  los  autos  que  se  declaren  tales 
por  la  misma  (articulo  300),  entre  los  cuales  ella  no  designa  el  que 
se  recurre,  y  no  estando,  por  otra  parte,  facultado  el  proveyente 
para  atribuirle  una  interpretación  ostensiva,  ni  de  otra  forma,  lo 
que  importaría  además  alterar  el  orden  regular  del  procedimiento, 
con  perjuicio  de  los  interesados,  siendo  como  es,  aquella  disposición 
clara  y  terminante:  no  ha  lugar  al  recurso  de  apelación  que  él 
intenta. 

P.  E.  Miguez, 

Torres  interpuso  recurso  de  hecho,  y  después  del  informe  del  Juez 
Federal,  se  dictó  el  siguiente: 


Fallo  de  la  íSupreiua  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  18  de  1885. 

Vistos  en  el  acuerdo.  No  siendo  aplicables  en  el  presente  caso 
las  disposiciones  legales  relativas  á  la  apelación  en  el  juicio  ejecu- 
tivo, y  considerando  que  el  auto  de  que  se  recurre  directamente  es 
de  los  que  causan  perjuicio  irreparable,  se  declara,  conforme  á  lo 
prescrito  por  el  articulo  doscientos  treinta  de  la  Ley  de  Procedi- 
miento, procedente  el  recurso  interpuesto,  en  su  consecuencia,  pí- 
dase los  autos  con  suspensión  de  procedimientos  y  emplazamiento 
de  las  partes. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO 
frías.  —  S.  M.  LASPIUR. — FEDERICO  IBARGÚREN. 


^ 
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c:auí$a  lxxv 


El  Fisco  Nacional,  contra  D.  N.  Pitoin,  por  omisión  en  un  manifiesto 
del  vapor  ^Equateur^^  sobre  incompetencia. 


Sumario.  —  1°  El  Juez  de  Sección  es  incompetente  para  conocer 
en  Primera  Instancia  de  las  infracciones  alas  Ordenanzas  de  Aduana, 
que  se  refieren  á  mercancías  que  se  hallan  bajo  la  jurisdicción  de  la 
Aduana. 

T  En  las  mercancías  conducidas  por  los  paquetes  á  vapor,  las 
mercaderías  son  sustituidas  por  la  responsabilidad  personal  de 
los  agentes  ó  armadores  del  buque,  y  mientras  esta  subsista  debe 
entenderse  que  las  mercancías  continúan  bajo  la  jurisdicción  de  la 
Aduana. 

Coso.— Se  comprende  leyendo  el 


Fallo  del  «lucz  Federal 


Buenos  Aires,  Agosto  18  de  1883. 


Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  Don  N.  Pitoin,  por  cobro  de 
la  suma  de  18,760  pesos  fuertes,  que  el  Procurador  Fiscal,  solicita 
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se  le  aplique  como  multa,  por  haber  omitido  en  el  manifiesto  gene- 
ral del  paquete  á  vapor  «Equateur»,  novecientos  cuarenta  y  siete 
bultos  de  carga,  en  bu  viaje  de  diez  de  Mayo  de  1876,  cuyos  autos 
han  sido  remitidos  por  la  Aduana,  sin  resolución  alguna,  para  ser 
juzgados  en  Primera  Instancia  por  este  Juzgado,  por  estar  las  mer- 
caderías fuera  de  la  jurisdicción  de  la  Aduana.  Considerando,  res- 
pecto á  la  escepcion  de  incompetencia  deducida  por  el  demandado, 
que  la  disposición  del  articulo  1034  de  las  Ordenanzas,  que  se  in- 
voca, no  es  aplicable  á  este  caso,  pues  tratándose  de  un  paquete  á 
vapor,  el  artículo  842  de  las  mismas,  al  constituir  á  los  armadores 
ó  agentes  personalmente  responsables  para  con  la  Aduana,  por  las 
diferencias  en  la  descarga,  impedirían  en  los  buques  de  vela  su  des- 
pacho y  salida,  sustituye  esta  responsabilidad  á  la  mercadería  misma, 
debiendo  por  consiguiente,  para  los  efectos  del  artículo  1034,  consi- 
derarse presente  ésta  mientras  hayan  armadores  ó  agentes,  contra 
quienes  pueda  hacerse  efectiva  la  responsabilidad.  Que  ios  privi- 
legios concedidos  para  favorecer  la  espedicion  de  los  paquetes  á  va- 
por en  el  capítulo  3^  de  las  Ordenanzas,  exigen  que  las  operaciones 
de  estos  no  puedan  revisarse  por  la  Aduana  sino  después  de  su  sa- 
lida, por  lo  que  las  infracciones  que  puedan  descubrirse  entonces 
no  han  pasado  desapercibidas  al  tiempo  del  despacho,  como  lo  exige 
el  articulo  1034  para  desprender  su  conocimiento  de  la  Aduana;  que 
no  pudiendo  llegar  á  su  conocimiento  las  infracciones  cometidas  en 
los  vapores  sino  después  de  su  salida  del  puerto,  cuando  las  merca^ 
derlas  han  salido  ya  de  su  jurisdicción,  sería  el  Juzgado  Nacional 
quien  conocería  de  todas  ellas  en  Primera  Instancia,  cuando 
del  artículo  1063  se  desprende  claramente,  que  solo  ha  querido 
atribuirle  jurisdicción  en  apelación  en  los  casos  de  imposición  de 
penas. 

Por  estos  fundamentos,  declárase  este  Juzgado  incompetente  para 
conocer  en  esta  causa  en  el  estado  en  que  le  ha  sido  remitida  por 
la  Aduana,  y  en  su  consecuencia,  devuélvansele  los  autos,  para 
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que  siga  conociendo  en  ellos  hasta  pronunciar  resolución,  otor- 
gando entonces  apelación  en  los  casos  que  ella  proceda.  Notifiquese 
original. 

Andrés  Ugarriza. 


VISTA  DEL  SEiVOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  15  de  1885. 

Suprema  Corte: 

La  escepcion  de  incompetencia  es  inoportuna,  y  no  fundada  tam- 
poco. Observaré,  ante  todo,  que  no  se  trata  en  este  caso  de  juris- 
dicciones que  se  escluyen,  sino  de  jueces  del  mismo  origen,  y  que 
se  dirijen  al  mismo  fin. 

La  escepcion  debió  oponerse  conjuntamente  con  la  que  ya  resol- 
vió V.  E.,  sobre  la  falta  de  las  copias,  y  no  después  de  seis  años. 
Bastarla  esto  solo  para  que  la  Aduana  no  pudiera  reasumir  una  ju- 
risdicción de  que  se  desprendió  ha  tan  largo  tiempo. 

Por  otra  parte,  la  ficción  en  que  reposa  la  escepcion  y  la  senten- 
cia, es  por  demás  violenta.  Después  de  siete  años  que  las  mercade- 
rías salieron  del  puerto,  y  cuando  ni  memoria  hay  de  ellas,  es  fuerte 
cosa  suponer  que  están  bajo  la  jurisdicción  de  la  Aduana,  porque 
hay  quien  responda  de  su  valor.  En  este  caso  están  todos,  pues, 
siempre  hay  tras  todo  artículo  algún  consignatario  ó  despachante 
responsable. 

Las  Ordenanzas  se  refieren  á  la  existencia  real  y  efectiva,  y  no  á 
meras  suposiciones. 

Mi  opinión  es,  que  debe  el  señor  Juez  continuar  sus  procedimien- 
tos, y  pido,  en  consecuencia,  la  revocación  de  la  sentencia. 

Eduardo  Costa, 
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Fallo  de  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aires,  Junio  IB  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  considerando  además,  que,  en  ca- 
sos análogos,  la  doctrina  seguida  constantemente  por  esta  Corte, 
sobre  el  punto  en  cuestión,  ha  sido  en  favor  de  la  competencia,  en 
Primera  Instancia,  de  la  Administración  de  Rentas  (causas,  tomo 
diez,  pajina  doscientos  sesenta  y  ocfio,  y  tomo  once,  pajinas  veinte 
y  cuatro  y  veinte  y  nueve,  segunda  serie  de  sus  Fallos);  y  que  la  es- 
cepcion  de  incompetencia  fué  interpuesta  dentro  del  término  para 
contestar  la  demanda^  que  se  señaló  por  la  providencia  de  foja 
treinta  y  siete  vuelta,  según  consta  del  cargo  de  foja  cuarenta  y 
nueve  vuelta,  en  el  escrito  de  foja  cuarenta  y  dos;  se  confirma  el 
auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  cuatro,  y  previa  reposición  de 
sellos,  devuélvanse. 

J.  B.   GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR 
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CAUSA  I.XXVl 


Don  Ricardo  Valdez,  contra  Don  Teodoro  Schróder;  sobre  cumplí"^ 

miento  de  una  transacción 


Samarlo.— Estando  conformes  las  parles  en  el  modo  de  cumplir 
lo  esiipulado,  por  medio  del  nombramiento  de  peritos,  asi  debe 
mandarse. 


Caso.— Se  comprende  leyendo  el 


Kallo  del  «luez  Federal 


Rioja,  Agosto  6  de  1884. 

Y  vistos:  los  autos  seguidos  por  Don  Ricardo  Valdez,  contra  Don 
Teodoro  Schróder,  sobre  cumplimiento  de  una  transacción  celebrada 
por  ante  el  escribano  público  de  la  2*  Sección  Judicial,  y  cuya  copia 
se  rejistra  de  foja  1"^  á  foja  6";  y  de  lo  que  resulta: 

1°  Que  Valdez  demanda  á  Schróder  la  devolución  de  unos  docu-^ 
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mentos  cancelados,  á  que  se  obligó  por  el  articulo  primero  del  ci- 
tado convenio,  y  al  pago  del  valor  de  catorce  cargas  de  metal  é  in- 
tereses vencidos,  que  debian  ser  estimadas  por  el  perito  nombrado 
en  el  articulo  tercero. 

2^  Que  el  demandado,  en  su  esposicion  de  foja  20,  reconoce  el 
derecho  de  Valdez  á  exijir  el  pago  de  los  metales  é  intereses,  que 
deben  ser  eslimadas  por  peritos  nombrados  por  las  partes;  la  obli- 
gación que  se  impuso  de  devolver  cancelados  al  actor  una  letra  y 
dos  recibos,  reconviniéndole  por  el  pago  de  cuatrocientos  cincuenta 
pesos  moneda  chirola,  é  interés  á  que  se  obligó  Valdez  por  el  ar- 
ticulo 2^  de  la  espresada  transacción,  y  las  costas  del  juicio. 

3^  Que  el  apoderado  de  Valdez,  niega  el  hecho  en  que  se  funda 
la  reconvención,  solicitando  sea  desestimada,  con  costas. 

Y  considerando,  en  derecho: 

1°  Que  el  documento  de  foja  1*  y  confesión  de  Schróder,  de 
foja  20,  resulta  plenamente  comprobada  la  obligación  por  parle  de 
éste  de  hacer  entrega  al  actor  de  los  recibos  y  una  letra  que  debe 
cancelarlos  en  la  forma  estipulada  en  el  articulo  1^  del  mencionado 
convenio. 

2^  Que  el  actor  no  ha  comprobado  que  existan  en  poder  de  Schró- 
der mayor  número  de  documentos  á  cancelarse,  procedentes  del 
contrato  de  foja  1%  que  los  que  éste  confiesa  en  su  esposicion  de 
foja  20. 

3^  Que  por  el  articulo  3^  de  la  escritura  publica  de  foja  1%  consta 
que  el  demandado  se  obligó  á  pagar  el  valor  de  catorce  cargas  de 
metal,  nombrando  con  su  acreedor  un  arbitro  que  debia  hacer  la 
estimación  de  ellas  en  un  breve  término,  y  sin  ulterior  recurso. 

4^  Que  demandado  por  Valdez  para  el  cumplimiento  de  dicha 
obligación,  en  defecto  de  que  el  arbitro  no  dio  cumplimiento  de  su 
cometido,  el  demandado  confiesa  la  existencia  de  la  obligación,  re- 
conociendo por  su  parte  el  deber  de  hacer  nuevo  nombramiento 
de  peíito,  para  que  fije  la  estimación  de  los  metales. 
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S^  Que  abíerla  ia  causa  á  prueba  sobre  el  valor  de  las  catorce 
cargas  de  metal,  el  actor  no  ha  comprobado  con  las  pruebas  de 
foja  36  vuelta,  fojas  53,  54  y  69  á  73;  su  acción  por  cuanto  la  con- 
fesión del  demandado,  de  ser  los  metales  adeudados  de  la  mina 
«Upulungoss  el  haber  sido  el  actor  condenado  en  otro  jnicio  á  pa- 
gar 600  pesos  bolivianos  por  cajón  de  metales  de  la  misma  mina 
de  50  quintales  peso  neto  el  cajón,  y  la  declaración  singular  del 
testigo  Francisco  Vallejo,  no  bastan  para  acreditar  el  justo  pre- 
cio de  una  cosa,  que  solo  puede  estimarse  por  la  prueba  pericial, 
según  el  peso  y  ley  en  oro,  plata  ó  cobre  que  contenian  dichos  me- 
tales. 

6^  Que  tratándose  de  un  contrato  condicional,  que  requiere  para 
su  perfección  la  estimación  que  haga  un  tercero  de  la  cosa  que  le 
sirve  de  causa,  es  aplicable  la  disposición  del  artículo  1350  del  Có- 
digo Civil,  en  cuanto  al  derecho  que  podrá  tener  el  actor  para  repe- 
tir la  entrega  de  aquella,  objeto  de  la  obligación. 

T  Que  de  las  declaraciones  de  fojas  33  vuelta  y  42,  y  del  docu- 
mento de  fojas  61  á  65,  resulta  plenamente  comprobado,  que  el  actor 
fué  condenado  á  abonar  á  Schróder,  en  el  término  de  diez  dias,  la 
suma  de  450  pesos  chirolas,  por  cuyo  valor  lo  ha  reconvenido,  fun- 
dado en  la  estipulación  del  artículo  2^  del  convenio  de  foja  l^ 

8^  Que  el  demandado  Valdez  no  ha  alegado,  ni  probado,  escep- 
cion  legal  que  haya  extinguido  dicha  obligación. 

9^  Que  en  cuanto  á  los  intereses  que  Schróder  cobra,  no  habiendo 
probado  que  Valdez  haya  incurrido  en  mora  antes  de  deducir  la 
presente  demanda,  y  no  estando  determinados  en  el  documento  que 
sirve  de  causa  á  la  obligación,  el  reconvenido  Valdez  solo  es  res- 
ponsable de  los  intereses  devengados  desde  la  fecha  de  la  recon- 
vención hasta  el  dia  en  que  se  verifique  el  pago  total  de  dicha  can- 
tidad; fijándose,  para  la  liquidación,  el  nueve  por  ciento  anual,  que 
cobra  el  Banco  Nacional,  sin  capitalización,  artículos 509, 622 y  623, 
Código  Civil. 
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Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo  y  declaro: 
1^  Que  Schróder  está  obligado  á  devolver  al  actor  ios  documentos 
y  letra  cancelados  á  que  se  refiere  el  escrito  de  foja  20,  en  la  fórmula 
estipulada  en  el  articulo  1^  del  convenio  de  foja  l^  cuya  entrega 
debe  verificarse  en  el  término  de  cinco  dias.  2^  Que  absuelvo  al 
espresado  Schróder  de  los  demás  cargos  de  la  demanda,  dejando  á 
salvo  á  Valdez  sus  acciones  para  recobrar  de  aquel  las  catorce  car- 
gas de  metal,  dotide  y  en  la  forma  que  corresponda,  y  3^  que  con- 
deno a  Valdez  á  pagar  á  Schróder,  en  el  término  de  diez  dias,  la 
suma  de  450  pesos  chirolas,  con  el  interés  de  nueve  por  ciento  anual, 
corridos  desde  el  dia  de  la  reconvención  hasta  la  fecha  del  pago. 
Sin  especial  condenación  en  costas.  Notifiquese  con  el  original. 

Mardoqueo  Molina. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 


Buenos  Aires,  Junio  IB  de  1885. 

Vistos:  atento  á  lo  convenido  por  las  partes  en  la  transacción 
de  foja  primera,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  setenta 
y  nueve  vuelta,  en  cuanto  condena  á  Don  Teodoro  Schróder  á  la 
devolución  de  los  documentos  y  letras  cancelados  que  se  espresan 
en  el  escrito  de  foja  veinte,  y  á  Don  Ricardo  Valdez,  al  pago  de  la 
cantidad  de  pesos,  que  resulta  por  saldo  á  su  cargo,  según  el  fallo 
ejecutoriado  de  foja  sesenta  y  una,  la  cual  es  de  quinientos  cin- 
cuenta y  tres  pesos  y  veinte  y  cinco  centavos,  y  no  de  cuatrocientos 
cincuenta  pesos  que  por  error  de  cálculo  se  determina. 

Y  considerando,  respecto  de  las  catorce  cargas  de  metal,  que  se- 
gún consta  en  los  escritos  de  demanda  y  contestación,  los  intere- 
sados están  conformes  en  el  nombramiento  de  un  nuevo  perito,  que 

T.  XIX  22 
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haga  la  avaluación  de  ellas,  se  revoca,  en  esta  parte,  dicha  senten- 
cia, y  se  ordena  que  los  litigantes  procedan  en  un  juicio  verbal,  al 
nombramiento  de  uno  ó  tres  peritos  que  tasen  dichos  metales,  de- 
biendo la  parte  de  Schroder  abonar  su  importe  á  Valdez,  luego  que 
esta  operación  sea  judicialmente  aprobada,  en  el  término  de  diez 
dias,  con  descuento  de  los  referidos  quinientos  cincuenta  y  tres  pesos 
y  veinticinco  centavos  y  sin  intereses  sobre  las  partidas  que  consti- 
tuyan el  haber  y  debe  de  la  cuenta,  por  haber  sido  intención  de  las 
partes,  en  la  transacción  celebrada,  que  la  liquidación  de  los  cargos 
recíprocos  se  hiciese  á  un  mismo  tiempo. 

Devuélvase,  en  consecuencia,  los  autos,  previa  reposición  de 
sellos. 

J.   B.    GOROSTIAGA  —  J.     DOMÍNGUEZ.  — 
S.  M.  LASPIUR. — FEDERICO  IBARGÜREN. 
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CAUíSA  I.XXVll 


D.  Juan  GrassOy  contra  los  Sres,  Rodríguez,  Abella  y  C%  por  cobro 

de  pesos;  sobre  falta  de  jurisdicción. 


Sumario.—  1**  La  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  para  co- 
nocer en  grado  de  apelación  en  asuntos  menores  de  doscientos  pe- 
sos fuertes. 

2^  El  recurso  de  revisión,  solo  procede  en  los  casos  de  jurisdic- 
ción originaria  de  la  Suprema  Corte. 


Fallo  del  «Inez  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  8  de  1884. 

Y  vistos,  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  Grasso,  contra  los  se- 
ñores Rodríguez,  Abella  y  C*,  por  cobro  de  la  suma  de  doscientos 
dos  pesos  moneda  nacional,  procedentes  de  suministros  hechos  al 
vapor  «General  Racedo». 

Resulta:  1^  Que  la  acción  deducida,  se  funda  en  que  hallándose 
el  demandante,  como  cocinero  á  bordo  de  dicho  vapor,  del  que  eran 
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armadores  los  demandados,  á  pedido  del  mayordomo  suministró  lo 
necesario  para  los  alimentos  de  la  tripulación  y  pasajeros,  con  la 
intervención  y  asentimiento  del  comisario  del  buque,  quien  le  en- 
tregó los  seis  vales,  acompañados  á  la  demanda,  con  el  conforme 
del  mayordomo,  para  que  le  fueran  abonados  por  los  armadores, 
en  la  misma  forma  que  se  habia  efectuado  en  otros  casos  aná- 
logos. 

^  Que  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal,  para  sustanciar  la 
causa  en  la  forma  proscripta  en  el  articulo  60  de  la  Ley  Nacional 
de  Enjuiciamiento,  contestaron  los  Srs.  Rodríguez,  Abolla  y  C*,  que 
ellos  nada  tenian  que  hacer  con  el  demandante,  con  quien  nada  ha- 
blan contratado,  ni  le  adeudaban  por  consiguiente  un  solo  peso; 
que  en  el  vapor  «General  Racedo»,  que  antes  les  perteneció,  tenian 
á  su  bordo,  segan  es  costumbre,  un  mayordomo,  á  quien  se  le  pa- 
gaba un  tanto  por  cada  pasagero  de  primera  clase  y  algo  menos  por 
tripulación  y  pasageros  de  segunda  clase,  siendo  de  su  cuenta  su- 
ministrarles la  alimentación  necesaria  en  cada  viaje;  que  el  último 
mayordomo  lo  fué  D.  Juan  Coechi  á  quien  le  pagaron  cuanto  se  le 
debia,  como  lo  acredita  el  recibo  exhibido  en  el  acto  por  saldo  de 
cuenta;  y  si  Coechi  ha  recibido  algunos  suministros  ó  préstamos  de 
Grasso,  la  casa  nada  tenia  que  hacer  con  los  reclamos  de  éste  contra 
aquel. 

3^  Que  recibida  la  causa  á  prueba  para  que  se  justifique  las  rela- 
ciones de  derecho  entre  Grasso  y  los  demandados,  en  que  funda  su 
acción,  se  ha  producido  dentro  del  término  legal,  la  que  corre  á 
fojas  treinta  y  cuatro  á  treinta  y  siete,  fojas  cuarenta  y  cuatro,  cin- 
cuenta y  cuatro,  y  sesenta  y  siete  á  sesenta  y  nueve. 

Y  considerando:  1°  Que  los  demandados  no  han  negado  categó- 
ricamente, como  lo  prescribe  el  articulo  86  de  la  ley  nacional  de 
enjuiciamiento,  que  el  actor  haya  suministrado  lo  necesario  para 
los  alimentos  de  la  tripulación  y  pasageros  del  vapor  «General  Ra- 
cedo»,  con  la  intervención  y  asentimiento  del  comisario,  de  modo 
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que  este  hecho  debe  estimarse  como  confesado  por  ellos,  en  confor- 
midad al  precepto  citado. 

T^  Que  ademas,  él  aparece  confirmado  por  el  mismo  capitán  del 
vapor,  D.  José  Folgueras,  quien  en  su  declaración  de  foja  67,  reco- 
noce y  confiesa,  que  á  causa  de  haberle  faltado  recursos  al  mayor- 
domo Coechi,  para  hacer  las  provisiones  del  buque  en  algunos  viajes, 
el  comisario,  por  orden  de  él,  autorizó  á  Grasso  para  hacer  las  obli- 
gaciones de  aquel,  y  por  la  declaración  del  segundo  comisario,  Don 
Adolfo  Folgueras,  foja  68,  quien  manifiesta  que  Coechi  dejó  de  pro- 
veer en  algunos  viajes,  conforme  á  su  contrato,  á  causa  de  un  dis- 
gusto con  Grasso  y  que  entonces  el  capitán  autorizó  á  éste  para 
continuar  proveyendo  en  su  lugar. 

3^  Que  si  bien  el  comisario,  entonces,  del  vapor,  D.  Leopoldo 
Diaz,  espresa  en  su  declaración  de  foja  37,  que  Grasso  no  tenia  au- 
torizacion  para  proveer,  ademas  que  ello  no  prueba  que  no  la  hu- 
biera dado  el  capitán,  ha  podido  muy  bien  el  testigo  referirse  á 
autorización  emanada  esclusiva  y  directamente  de  él;  pero  aun  en 
la  hipótesis  de  que  la  mente  hubiese  sido  negar  en  absoluto  toda 
autorización  oficial,  la  sana  critica  aconseja  dar  preferente  crédito 
al  dicho  del  capitán,  que  importa  crear  obligaciones,  que  al  del  co- 
misario que  las  niega,  cuando  por  otra  parte,  sus  mismos  actos  lo 
contradicen,  pues  aparecen  escritas  de  su  puño  y  letra  las  papeletas 
presentadas  por  Grasso,  habiéndoselas  entregado  él  mismo,  lo  que 
se  esplica  satisfactoriamente,  teniendo  presente  la  autorización  á 
que  se  refiere  el  capitán. 

4^  Que  esto  es  lo  bastante  para  establecer  las  relaciones  jurídicas 
entre  el  demandante  y  los  Sres.  Rodríguez  Abolla  y  C*  y  su  derecho 
para  exijirles  el  pago  de  las  provisiones  que  hubiese  hecho,  pues  el 
capitán  á  bordo  es  el  representante  legal  de  los  armadores,  pudiendo 
en.  tal  carácter,  no  solamente  contratar  las  provisiones,  sino  obligar 
á  los  que  las  tengan  á  suministrarlas,  según  el  artículo  1108  del  Có- 
digo de  Comercio,  y  las  obligaciones  que  contrae  para  el  aprovisio- 
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namiento  del  buque  recaen  sobre  ellos,  aua  en  casos  en  que  aquel 
pudiera  quedar  personalmente  obligado,  probándose  que  las  provi- 
siones han  sido  aplicadas  en  beneficio  del  buque,  circunstancia  que 
ha  sido  puesta  en  duda  en  el  caso  subjiuUce.  (Artículos  1105  y  1107). 

5^  Que  las  declaraciones  del  capitán  y  comisarios  del  «General 
Racedo»,  respecto  de  las  seis  papeletas  presentadas  por  el  actor,  de- 
muestran no  solamente  su  autenticidad  sino  que  están  en  la  misma 
forma  de  las  que  se  acostumbraba  estender  á  favor  de  Coechi,  para 
que  cobrara  su  importe  de  los  propietarios  del  buque,  no  habiéndose 
hecho  observación  alguna  en  cuanto  á  su  monto. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  condenando  á  los  Sres.  Rodríguez, 
Abolla  y  C\  al  pago  de  la  suma  de  doscientos  dos  pesos  moneda  na- 
cional (202  $  m/n)  con  sus  intereses,  según  la  tasa  del  Banco  de  la 
Provincia  y  las  costas  del  juicio. 

Virgilio  Tedin. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Junio  20  de  1885. 

Vistos:  siendo  el  valor  que  se  disputa  en  esta  causa,  menor  de 
doscientos  pesos  fuertes  de  principal,  se  declara  que  esta  Corte  ca- 
rece de  jurisdicion  para  conocer  del  recurso  interpuesto,  conforme 
á  lo  dispuesto  por  el  articulo  cuarto  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y 
competencia  de  los  Tribunales  Nacionales.  Devuélvanse,  en  conse- 
cuencia, los  autos,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 

ULADISLAO  frías.  —  S.  M.   LASPIUR, 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 
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Interpuesto  contra  el  fallo  que  precede,  el  recurso  de  revisión,  se 
dictó  el  siguiente: 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  O  unió  25  de  1885. 

Habiendo  venido  esta  causa  á  la  Suprema  Corte,  en  apelación  del 
Juzgado  de  Sección,  y  no  siendo  admisible  el  recurso  de  revisión 
sino  en  los  asuntos  en  que  conoce  originaria  y  esciusivamente,  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  inciso  tercero  del  articulo  séptimo  de  la  Ley 
de  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  y  por  el 
artículo  doscientos  cuarenta  y  uno  de  la  Ley  de  Procedimientos,  se 
declara  improcedente  el  recurso  interpuesto  por  los  Sres  Rodríguez, 
Abella  y  C%  y  devuélvase  como  está  mandado,  previa  reposición  de 
sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
— ÜLADISLAO  frías. — S.  M.  LASPICR. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 


\ 
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c:ausa  i.xxviii 


La  Compañía  *  Union  Telefónica  del  Rio  de  la  Platas,  contra  D.  Ho- 
racio Woodwell  y  D,  Juan  Trant,  por  cobro  de  mercancías;  sobre 
litiS'pendencia,  personería,  y  modo  de  proponer  la  demanda. 


Sumario.  —  1°  La  demanda  interpuesta  ante  Juez  cuya  incompe- 
tencia ha  alegado  el  demandado  y  reconoce  el  demandante,  no  pue- 
de fundar  la  escepcion  de  litis-pendencia,  contra  igual  demanda 
presentada  al  Juez  reconocido  por  ambas  partes  como  competente. 

2^  La  falta  de  derecho  para  accionar,  no  autoriza  la  escepcion 
de  falta  de  personería. 

3^  El  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  resulta 
solo  de  la  omisión  de  alguno  de  los  requisitos  indicados  por  el  ar- 
ticulo 57  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos. 


Caso,  —  Lo  refiere  el 


Fallo  del  «Iiiez  Federal 


Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1884. 

Vistos;  resulta:  1°  Que  la  «Union  Telefónica  del  Rio  de  la  Plata», 
representada  por  este  juicio  por  el  procurador  Bordieux,  se  presenta 
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coD  fecha  24  de  Enero  del  presente  año,  demandando  á  los  Sres.  D. 
Horacio  Woodwell  y  D.  Juan  Trant,  para  que  se  les  condene  solida- 
riamente á  la  entrega  del  conocimiento  correspondiente  al  carga- 
mento de  alambre  galvanizado  que  trajo  el  vapor  «StravoB  en  el 
mes  de  Octubre  de  1881  y  fué  recibido  por  D.  Walter  S.  Keyser, 
quien  se  lo  transfirió  á  Trant  y  éste  después  á  Woodwell,  en  garan- 
tía de  sumas  de  dinero. 

¥  Que  contra  esta  demanda  ha  opuesto  Woodwell,  en  el  escrito 
de  foja  14,  escepcion  de  litis-pendencia,  fundándose  en  que  esta 
misma  gestión,  con  las  mismas  palabras,  se  le  habia  promovido  ante 
el  Juez  ordinario  de  lo  Civil,  donde  dedujo  artículo  dilatorio  de  in- 
competencia, por  la  distinta  nacionalidad  de  las  partes,  no  habién- 
dosele hasta  ese  momento  notificado  resolución  alguna  fuera  de  la 
del  traslado,  ni  podido  dársele  por  notificado,  pues  no  se  habían  fi- 
jado días  para  comparecer. 

3^  Que  á  su  vez  Trant,  en  escrito  separado,  foja  18,  ha  deducido 
también  las  escepciones  dilatorias  de  falta  de  personería  en  la 
•Union  Telefónica»  y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda, fundando  la  primera  en  que,  según  la  Compañía  deman- 
dante, el  cargamento  era  de  la  «Union  Telefónica  del  Rio  déla 
Plata»,  no  habiendo  sin  embargo  presentado  el  poder  ó  título  para 
ejercer  acciones  de  esta  última;  y  la  segunda,  en  que  se  le  demanda 
conjuntamente  con  Woodwell,  con  quien  nada  tiene  de  común. 

4^  Que  ambas  escepciones  han  sido  contestadas  en  los  escritos  de 
foja  17  y  el  que  precede,  hallándose  actualmente  en  estado  de  ser 
resueltas  por  el  Juzgado. 

Y  considerando  en  cuanto  á  la  de  litis-pendencia: 

1°  Que  efectivamente  resulta  de  los  antecedentes  presentados  por 
el  Procurador  Bordieux,  que  este  mismo  juicio  fué  iniciado  en  el 
mes  de  Octubre  del  año  pasado,  ante  el  Sr.  Juez  de  lo  Civil  Dr.  Sauce, 
ante  quien  Trant  declinó  de  jurisdicción  en  virtud  de  su  calidad  de 
estrangero;  pero  resulta  también  que  esa  articulación  fué  resuelta 
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por  el  auto  de  foja  31,  de  fecha  19  de  Noviembre  del  mismo  año,  es 
decir,  dos  meses  antes  de  iniciarse  la  nueva  demanda. 

2^  Que  los  mismos  antecedentes  revelan  la  inexactitud  del  fun- 
damento alegado  por  Woodwell,  en  cuanto  afirma  no  habérsele  no- 
tificado otra  resolución  que  la  del  traslado  de  la  demanda,  y  que  no 
se  fijó  dia  para  comparecer  á  notificarse,  pues  en  la  misma  provi- 
dencia, en  la  que  se  le  confiere  ese  traslado  de  la  cual  se  le  dio  co- 
nocimiento dejándole  en  su  domicilio  una  cédula  igual  á  la  que 
corre  agregada  á  foja  6,  se  espresa  que  quedan  señalados,  al  indi- 
cado efecto,  los  dias  lunes  y  viernes,  y  consta  que  fué  notificado  por 
nota  en  la  fórmula  que  prescribe  el  articulo  32  de  la  ley  de  Proce- 
dimientos para  los  Tribunales  de  la  Capital,  de  las  providencias  de 
foja  11  vuelta,  19  vuelta  y  por  fin,  del  auto  de  foja  21,  que  no  está 
comprendido  en  ninguna  de  las  resoluciones  enunciadas  en  el  ar- 
ticulo 33,  pues  es  un  mero  auto  interlocutorío  que  está  muy  distante 
de  concluir  el  pleito. 

3^  Que  aun  en  el  supuesto  de  no  existir  tales  antecedentes,  ó  ad; 
mitiendo,  por  vía  de  hipótesis,  la  nulidad  de  la  notificación  del  auto 
referido,  no  seria  menos  infundada  é  insubsistente  la  articulación 
propuesta,  dada  la  naturaleza  de  la  escepcion  alegada  ante  el  Señor 
Juez  de  lo  Civil,  pues  esta  no  tenia  otro  propósito  que  obligar  al 
demandante  á  ocurrir  al  Juzgado  Federal,  que  el  demandado  con- 
sideraba como  competente,  y  que  lo  es  en  efecto;  lo  que  precisa- 
mente ha  venido  á  ser,  satisfaciendo  la  justa  exigencia  de  aquel,  de 
manera  que  ninguna  influencia  podrá  tener  cualquiera  resolución 
ulterior  de  aquel  Juez,  para  la  prosecución  de  la  causa  ante  el  que 
ambas  partes  aceptan  como  competente. 

4^  Que  ademas,  para  que  exista  jurídicamente  litis,  es  necesario, 
según  la  definen  los  autores,  que  haya  altercación  en  juicio,  y  no  la 
hay  sobre  el  fondo  de  la  cuestión  sino  después  de  la  contestación 
que  establece  entre  actor  y  demandado  relaciones  jurídicas  obliga- 
torias, entre  otras  la  de  proseguir  el  pleito  hasta  el  fallo  definitivo, 
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lo  que  justifica  la  escepcion  contra  un  nuevo  pleito;  ni  la  puede  ha- 
ber sobre  un  incidente  de  jurisdicción,  cuando  lejos  de  existir  alter- 
cación están  ambas  partes  perfectamente  de  acuerdo  en  reconocer 
la  competencia,  la  una  por  la  declinatoria  ante  el  Juez  incompe- 
tente y  la  otra  por  el  acuerdo  ante  el  competente. 

Considerando,  en  cuanto  á  la  escepcion  de  falta  de  personería. 

5^  Que  la  falta  de  personalidad  solo  puede  proponerse  contra  el 
mismo  demandante  cuando  este  carece  de  la  capacidad  legal  nece- 
saria para  ejercer  sus  derechos  civiles  y  comparecer  en  juicio,  sea 
por  sí  mismo  ó  por  medio  de  representante  (V.  Malaver,  Curso  de 
Procedimientos  Judiciales,  números  430  y  siguientes  y  626)  y  contra 
el  Procurador,  cuando  se  presenta  en  juicio  sin  poder  suficiente  al 
efecto. 

(T  Que  el  demandado  Trant  no  desconoce  la  existencia  de  la  per- 
sonalidad jurídica  denominada  «Union  Telefónica  del  Rio  de  la 
Plata  >,  ni  su  capacidad  civil  para  el  ejercicio  de  sus  derechos  en  el 
límite  de  los  fines  de  su  creación,  así  es  que,  bajo  este  punto  de 
vista,  la  escepcion  es  improcedente. 

7^  Que  estudiando  con  detención  los  fundamentos  en  que  se  apoya, 
se  vé  que  propiamente  la  escepcion  opuesta  se  dirige  á  desconocer 
el  titulo  en  virtud  del  cual  la  «Union  Telefónica»  se  cree  dueña  de 
las  mercaderías  representadas  por  el  conocimiento,  cuya  entrega 
demanda,  mas  que  á  desconocer  su  aptitud  legal  para  el  juicio,  lo 
que  constituye  una  escepcion  perentoria,  pues  afecta  al  fondo  de  la 
cuestión. 

8"  Que  la  Compañía  demandante,  ejercitando,  como  claramente  lo 
dice  en  su  demanda,  acciones  propias  y  no  en  representación  de  la 
«Compañía  Telefónica  del  Rio  de  la  Plata»,  no  tiene  necesidad  de 
exhibir  poder  ó  título  que  acredite  su  personería  á  nombre  de  esta, 
sino  únicamente  probar,  en  la  estación  oportuna  del  juicio  y  en  la 
forma  que  las  leyes  lo  establecen,  la  legítima  propiedad  sobre  los 
efectos  mencionados. 
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Considerando,  en  cuanto  al  delecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda: 

O""  Que  solo  se  considera  como  tal  para  justificar  la  escepcion,  la 
omisión  de  cualquiera  de  los  requisitos  enunciados  en  el  artículo  57 
de  la  Ley  Nacional  de  Enjuiciamiento,  según  lo  ha  establecido  en 
repetidos  casos  la  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte. 

10*"  Que  por  lo  demás,  es  de  todo  punto  insubsistente  é  infundada 
la  queja  del  demandado,  porque  se  le  haya  juntado  en  la  gestión 
iniciada  con  el  Sr.  Woodwell,  habiéndose  él  mismo  encargado  de 
dar  la  demostración  mas  concluyente,  de  que  ningún  obstáculo  ó  in- 
conveniente existe  para  el  ejercicio  de  sus  derechos  y  defensas  con 
tanta  ó  mayor  amplitud  de  lo  que  habría  podido  hacerlo  si  hubiese 
sido  demandado  él  solo. 

11^  Que  entre  tanto,  el  emplazamiento  conjunto  de  ambos  está 
ampliamente  justificado,  dado  el  interés  que  respectivamente  pre- 
tenden tener  sobre  el  cargamento  embargado,  no  solamente  por  su 
propia  conveniencia,  en  cuanto  que  simplifica  los  juicios  evitando 
nuevos  pleitos  en  los  que  el  mismo  Trant  puede  ser  citado  de  evic- 
cion  como  cedente  de  Woodwell  y  la  pérdida  de  tiempo  y  gastos 
consiguientes,  y  por  el  respeto  y  prestigio  de  la  administración  de 
Justicia,  para  evitar  sentencias  sucesivas  sobre  la  misma  causa,  que 
pudieran  llegar  hasta  ser  contradictorias;  sino  porque,  tratándose 
de  acciones  que  tienen  idéntica  causa  y  se  dirigen  al  mismo  propó- 
sito, que  es  la  liberación  del  cargamento  embargado,  es  precisa- 
mente el  caso  en  que  ios  prácticos  enseñan  que  debe  decretarse  la 
acumulación  de  las  demandas,  según  puede  verse  en  Caravantes, 
lomo  ^^  páginas  388  y  389. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  de  los  escritos  de  foja. . .  y 
.foja. . .  fallo  no  haciendo  lugar  á  las  escepciones  opuestas  por  Trant 
y  Woodwell,  á  quienes  condeno  en  las  costas  respectivamente  cau- 
sadas,debiendo  contestar  la  demanda  en  el  término  legal. 

Virgilio  Tedin. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Junio  23  de  1885. 


Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  veinte  y  siete,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
U LADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 
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c:aus$a  L.XX1X 


í).  Patricio  Tejo  y  Stewart  y  C*,  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia 

de  Entre  Rio^  sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  de  demandas 
contra  las  Provincias  por  deudas  anteriores  en  fecha  á  la  Constitu- 
ción Nacional. 


Caso. — D.  Patricio  Tejo  por  sí  y  por  los  Sres.  Stewart  y  C*,  acom- 
pañando unos  recibos  de  suministros  de  los  años  de  1838  á  1841, 
hechos  al  Gobierno  de  la  Provincia  de  Entre-Rios,  demandó  á  esta 
Provincia  por  la  suma  de  1690  pesos  fuertes  y  sus  intereses. 

Dijo  que  el  Gobierno  de  Entre  Ríos  sostenía  que  esa  deuda  era  de 
cargo  de  la  Nación,  y  que  el  Gobierno  Nacional  le  habia  devuelto 
sus  documentos,  por  no  estar  comprendidos  en  las  leyes  sobre  con- 
solidación de  la  deuda  de  la  Confederación. 


Falli>  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  23  de  1885. 

Vistos:  Siendo  jurisprudencia  establecida  por  esta  Suprema  Corte 
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en  diferentes  casos,  y  particularmente  en  la  causa  cincuenta  y  dos, 
tomo  quinto,  serie  primera  de  sus  Fallos,  que  ella  no  puede  conocer 
de  demandas  contra  las  Provincias  por  deudas  anteriores  á  la  Cons- 
titución Nacional;  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
señor  Procurador  General,  se  declara  incompetente  para  el  conoci- 
miento y  decisión  de  este  asunto.  Satisfechas,  en  consecuencia,  las 
costas  y  repuestos  los  sellos,  archívese. 

J,    B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 

ULADisLAO  frías  (ou  disideucia).— 

S.  M.  LASPIUR. 


DISIDENCIA 


Vistos  estos  autos,  seguidos  por  D.  Patricio  Tejo,  vecino  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  contra  la  Provincia  de  Entre  Ríos,  cobrán- 
dole la  cantidad  de  mil  seiscientos  noventa  pesos  fuertes  y  los  inte- 
reses correspondientes,  por  suministros  á  su  Gobierno  desde  mil 
ochocientos  treinta  y  ocho  á  mil  ochocientos  cuarenta  y  uno. 

Considerando,  en  cuanto  á  la  competencia  de  la  Corte,  que  nie- 
gan el  representante  de  la  Provincia  de  Entre  Ríos,  y  el  señor 
P.  J.; 

Que  ambos  se  fundan  para  ello  en  que  la  justicia  nacional  no  tiene 
facultad  para  juzgar  hechos,  actos  ó  contratos  anteriores  á  la  Cons- 
titución de  mil  ochocientos  cincuenta  y  tres,  que  le  dio  existencia, 
y  en  que  no  tiene  jurisdicción  para  compeler  á  los  Gobiernos  de 
Provincia  á  la  liquidación  y  pago  de  sus  deudas,  atribución  esclu- 
síva  de  sus  poderes  públicos; 

Que  estos  motivos  no  son  suficientes  para  desvirtuar  el  precepto 
de  la  Constitución,  claro  y  terminante,  de  que  corresponde  á  la 
Corte  Suprema,  el  conocimiento  y  decisión  de  las  causas  que  versen 
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entre  una  Provincia  y  los  vecinos  de  otra,  según  lo  establecen  los 
artículos  cien  y  ciento  uno; 

Que  esta  disposición  constitucional  y  la  ley  que  la  reglamenta, 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  nacionales,  no 
hacen  distinción  alguna  entre  causas  por  actos  anteriores  y  causas 
por  actos  posteriores  á  la  Constitución,  ni  escluyen  las  primeras, 
esplicita  ni  implícitamente,  de  la  regla  general  establecida,  de  que 
compete  á  la  Corte  Suprema  el  conocimiento  en  las  causas  entre 
una  Provincia  y  los  vecinos  de  otra;  y  es  doctrina  inconcusa  que  la 
jurisdicción  y  el  procedimiento  se  reglan  por  la  ley  existente  al 
tiempo  de  intentarse  la  acción; 

Que  la  Constitución  es  la  ley  fundamental  del  país,  ley  esencial- 
mente de  orden  público,  que  ha  organizado  la  Nación,  abrazando 
su  vida  entera,  y  ha  reemplazado  las  anteriores  instituciones  que 
la  rejian ; 

Que,  por  lo  mismo,  ella  es  necesariamente  retroactiva,  en  cuanto 
á  la  organización  y  atribuciones  de  los  poderes  públicos,  no  habiendo, 
como  no  hay,  sobre  la  materia  de  que  se  trata,  disposición  alguna 
en  contrario;  y  que,  á  no  ser  así,  quedaría  subsistente  para  todo  el 
pasado  el  antiguo  réjimen,  que  la  nueva  Constitución  tuvo  por  ob- 
jeto instituir; 

Que  de  consiguiente,  no  es  aplicable  á  la  Constitución  el  principio 
de  la  no  retroactividad  de  las  leyes,  que  rije  cuando  se  atacan  de- 
rechos adquiridos,  lo  que  no  sucede  en  el  presente  caso,  en  que  se 
trata  de  la  aplicación  de  la  ley  fundamental  de  la  República,  contra 
cuyas  prescripciones,  por  su  naturaleza,  nadie  puede  tener  derechos 
irrevocablemente  adquiridos; 

Que,  por  otra  parte,  son  manifiestos  los  graves  y  trascendentales 
inconvenientes  que  habría  en  dejar  á  la  jurisdicción  provincial,  exis- 
tiendo la  disposición  constitucional  antes  citada,  sobre  la  materia, 
la  decisión  de  las  causas  anteriores  á  la  Constitución,  entre  una 
Provincia  y  los  vecinos  de  otra,  y  por  consiguiente,  las  que  se  hallan 
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en  idéntico  caso,  entre  dos  ó  mas  Provincias,  v  entre  una  Provincia 
ó  sus  vecinos,  contra  un  Estado  ó  ciudadano  estranjero,  causas  todas 
que  por  su  naturaleza  y  por  la  Constitución  correspoden  á  la  juris- 
dicción federal; 

Que  de  reconocer  el  principio  de  que  las  Provincias  no  están  su- 
jetas, en  las  causas  espresadas,  á  la  jurisdicción  de  la  Corte  Suprema, 
seria  lógico  reconocer  iprualmente  su  exención  del  Congreso  y  del 
Poder  Ejecutivo  (en  cuanto  pueden  entender  en  ellas  según  la  na- 
turaleza de  sus  funciones),  y  en  todos  los  incidentes  y  las  emerjen- 
cias  que  en  las  mismas  pudieran  surjir,  que  podrían  llegar  hasta  la 
guerra  en  algunos  casos,  como  en  cuestiones  entre  dos  ó  mas  Pro- 
vincias, ó  entre  estas  y  un  Estado  estranjero,  lo  que  basta  enunciar 
para  deducir  que  es  absolutamente  inadmisible; 

Que  las  Provincias  nunca  han  sido  naciones  independientes,  y 
desde  que  existen,  han  reconocido  siempre  que  acatarían  la  ley  fun- 
damental que  dictase  el  Congreso  Constituyente  de  la  República, 
como  lo  han  verificado  y  estipularon  en  varios  pactos  entre  ellas, 
antes  de  la  sanción  de  la  Constitución; 

Y  en  fin,  que  tocante  á  la  razón  que  invoca,  dé  qiie  no  se  puede 
legalraente  compeler  á  los  Gobiernos  de  Provincia  á  la  liquidación 
y  el  pago  de  sus  deudas,  ella  no  tiene  fuerza  alguna,  desde  que  no 
os  ese  el  caso  en  cuestión,  pues  solo  se  trata  del  cobro  de  una  deuda 
aislada,  y  aunque  lo  fuera,  entonces  seria  una  causa  en  que  una 
Provincia  fuese  parte,  sujeta,  por  consiguiente,  á  la  jurisdicción 
originaria  y  esclusiva  de  la  Corte  Suprema,  con  arreglo  al  artículo 
ciento  uno  de  la  Constitución,  cuya  decisión,  cualquiera  que  fuese, 
se  ejecutaría  por  los  medios  que  las  leyes  prescriben. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  esta  Corte  es  competente 
para  conocer  de  la  presente  causa. 

Considerando,  eñ  cuanto  al  fondo  de  la  cuestión: 

Que  según  el  titulo  trece  déla  ley  de  diez  y  siete  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  cincuenta  y  tres,  la  Nación  tomó  á  su  cargo  las  deu- 

T.  XIX  23 
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das  procedentes  de  suplementos  ó  servicios  prestados  á  los  Gobier- 
nos de  Provincia  á  objetos  nacionales,  asi  como  de  secuestros,  de- 
fraudaciones, despojos  ó  perjuicios  hechos  por  autoridades  ó  fuerzas 
públicas,  desde  la  guerra  de  la  independencia  hasta  la  ¡nstalacioa 
de  las  administraciones  de  hacienda  y  crédito; 

Que  en  esta  parte  y  en  las  demás  que  no  ha  sido  derogada  dicha 
ley,  se  halla  vigente,  como  la  Corte  lo  ha  declarado  en  varios 
casos ; 

Y  que,  en  su  mérito,  es  necesario  tomar  en  consideración  las  de- 
más escepciones  opuestas  por  la  Provincia  demandada,  á  saber:  la 
prescripción  de  la  deuda,  y  en  caso  de  no  ser  admisible,  la  irres- 
ponsabilidad de  la  Provincia  por  las  exacciones  de  los  Gobiernos 
irregulares  en  las  épocas  de  anarquía  y  despotismo,  anteriores  á  la 
Constitución. 

Por  estos  fundamentos,  se  absuelve  á  la  Provincia  de  Entre  Ríos, 
de  la  referida  demanda,  contra  ella  interpuesta,  por  Don  Patricio 
Tejo,  sin  especial  condenación  en  costas;  y  satisfechas  estas  y 
repuesto  el  papel,  archívese,  devolviéndose  al  demandante,  si  lo  pi- 
diese, los  documentos  que  ha  presentado,  bajo  de  recibo  en  ios  autos. 

ÜLADisLAO  Frías. 
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€:AtISA  I.XXX 


/>.  Jo^é  A/.  (ioHzalez  Velez,  contra  la  Provincia  de  Entre  Rios;  por 

daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  La  Suprema  Corle  no  puede  conocer  de  demandas 
contra  las  Provincias  por  deudas  anteriores  á  la  Constitución  Na- 
cional. 


Caso. — D.  José  M.  González  Velez,  demandó  á  la  Provincia  de  En- 
tre Rios,  por  pa;xo  del  valor  de  efectos  que  le  fueron  embargados 
por  el  Gobierno  de  Entre  Rios,  el  año  de  1840. 


Fallo  de  la  Sapreina  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  25  de  1885. 

Vistos:  Siendo  jurisprudencia  establecida  por  esta  Suprema  Corte 
en  diferentes  casos,  y  particularmente  en  la  causa  cincuenta  y  dos, 
titulo  quinto,  serie  primera  de  sus  fallos,  que  ella  no  puede  conocer 
de  demandas  contra  las  Provincias  por  deudas  anteriores  á  la  Cons- 
titución Nacional;  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
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Señor  Procurador  General,  se  declara  incompetente  para  el  conoci- 
miento y  decisión  de  este  asunto.  Satisfechas,  en  consecuencia,  las 
costas  y  repuestos  los  sellos,  archívese. 

J.  B.  GOROSTÍAGA. — J.   DOMINGUEZ. 

S.  M.  LASPIUR. 


En  disidencia,  por  los  motivos  que  he  espuesto  en  la  causa  de  Don 
Patricio  Tejo,  contra  la  Provincia  de  Entre  Rios. 


ILADISLAO  FRIAS. 


c:ai:sa  lxx\i 


El  Fisco  Nacional;  contra  la  Sociedad  tThe  Argentino  Sugar  and 

Factories  Limited^»;  sobre  espropiacion. 


Sumario,  —  1°  En  el  avalúo  de  terrenos  sujetos  a  espropiacion, 
debe  tenerse  en  cuenta  su  calidad  y  el  valor  que  hubiesen  tenido  si 
no  se  hubiese  autorizado  la  obra  que  causa  la  expropiación. 
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2**  En  el  de  los  daños  y  perjuicios,  debe  considerarse  su  fraccio- 
namiento, la  desviación  de  los  canales  de  irrigación,  la  dificultad  de 
los  transportes,  y  el  valor  de  los  cercados  destruidos. 


Caso. — Lo  esplica  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Santiaffo,  Setiembre  25  de  1884. 

Autos  y  vistos:  estos  autos  iniciados  por  el  licenciado  don  Rafael 
Barboza,  como  mandatario  del  P.  E.  N.,  contra  don  Jaime  Vieyra  en 
su  carácter  de  Gerente  de  la  Sociedad  «The  ArgentineSugar  Estáte 
and  Factories  Limited»,  sobre  espropiacion  de  una  porción  de  te- 
rreno que  atraviesa  la  línea  férra  que  se  construye  desde  la  esta- 
ción Frias  del  F.  C.  N.  C.  N.  hasta  esta  ciudad;  de  cuyo  examen  re- 
sulta: Que  con  fecha  1*^  de  Mayo  último,  se  presentó  ante  este  Juzgado 
el  referido  Sr.  Barboza,  manifestando:  que  no  habiendo  podido  con- 
venir con  don  Jaime  Vieyra,  acerca  del  precio  que  debia  pagársele 
por  el  terreno  (jue  se  le  ocupaba,  y  por  los  daños  y  perjuicios  que  se 
ocasionan  á  dicha  sociedad,  pedia  se  les  convocara  á  un  juicio  ver- 
bal, y  proponia  á  D.  Napoleón  Tabeada,  como  perito  por  su  parte, 
para  el  caso  de  que  no  se  arribara  á  arreglo  alguno  en  el  juicio, 
foja  1*\  Que  proveyéndose  de  conformidad  por  el  Juzgado,  éste  or- 
denó se  verificara  el  juicio  pedido  fijando  para  el  efecto  el  día  tres 
de  Mayo,  foja  2*.  Que  el  juicio  tuvo  lugar  en  el  dia  indicado  y  á  ob- 
jeto de  hacer  constar,  por  escrito,  las  cantidades  en  que  respectiva- 
mente apreciaban  las  partes,  el  terreno  á  expropiarse,  haciendo  uso 
de  la  palabra  el  propietario  Sr.  Vieyra,  dijo:  que  por  cuadra  de  te- 
rreno montuoso  y  regable,  pedia  200  S  m/n,  que  por  los  perjuicios  en 
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esta  parte  pedia  5,000  $  m/n,  con  condición  de  hacerle  la  empresa 
las  alcantarillas  necesarias  para  el  riego  de  su  terreno;  que  habién- 
dole abierto  sus  potreros,  había  tenido  pérdidas  de  haciendas,  las 
que  incluia  en  la  suma  espresada  de  5,000  $  m/n.  Que  por  cuadra  de 
terreno  con  caña,  pedia  la  suma  de  4,000  $  m/n;— por  cuadra  de 
terreno  alfalfado  4,000  $  m/n.  Que  el  mandatario  del  P.  E.  N.,  es- 
puso á  su  vez:  que  consideraba  exagerado  el  precio  pedido  por  el 
Sr.  Vieyra  por  cuadra  de  terreno  montuoso,  ofreciendo  solo  50  S  m/n 
por  esa  superficie  de  terreno;  por  cuadra  de  terreno  alfalfado  ofre- 
cía 100  $  nacionales,  aumentando  en  valor  sus  terrenos  en  atención 
á  la  maquinaria  que  se  había  traído,  los  canales  de  irrigación  que 
se  habían  construido  y  los  gastos  considerables  que  hace  un  ingenio 
para  instalarse;  que  en  cuanto  á  los  cíen  patacones  que  ofrece  por 
la  cuadra  de  terreno  alfalfado,  solo  el  desmonte  cuesta  eso,  fuera 
del  trabajo  de  plantación  y  cercos  alambrados  que  ha  tenido  que 
rehacer;  que  su  establecimiento  ha  sido  vendido  por  600.000  $ra/n, 
y  puede  comprobar  que  en  maquinarias  y  edificios,  solo  tiene  inver- 
tidos 150.000  pesos  m/n  y  que  el  resto  de  la  suma  pagada  ha  sido 
por  el  terreno.  El  mandatario  del  P.  E.  N.,  espuso:  que  sí  el  estable- 
cimiento se  había  vendido  á  ese  precio,  era  porque  se  garantía  álos 
compradores  el  producto  del  establecimiento.  En  este  estado  del 
juicio,  el  Juez  espuso  que  no  habiéndose  llegado  á  arreglo  alguno 
amigable,  era  procedente  que  el  Sr.  Vieyra  designara  la  persona  que 
proponía  como  perito  de  su  parte;  haciéndolo  en  la  persona  del  Dr. 
D.  Belisario  Saravía  al  que  se  dio  por  aceptado;  foja  4  á  foja  7.  Que 
en  3  de  Mayo  se  ordenó  á  los  peritos  nombrados  se  espidieran  por 
escrito  en  el  término  de  15  días,  fojas  7  á  8;  Que  el  Sr.  Vieyra  pre- 
sentó el  plano  corriente  á  foja  11;  Que  en  fecha  13  de  Junio  se  es- 
pidió recien  el  perito  del  Sr.  Vieyra,  acompañando  el  documento  de 
protesta  que  corre  de  fojas  14  á  17;  Que  el  perito  Dr.  Saravía  llega 
a  estas  conclusiones,  foja  Üi:  que  por  cuadra  cuadrada  de  planta- 
ción de  caña  azúcar  se  manda  pagar  S  m/n  1,400;  por  cuadra  de 
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alfalfa  $  m/n  700;  por  cuadra  de  tierra  inculta  $  m/n  150;  por  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  $  m/n  12.000. 

En  apoyo  de  estas  conclusiones,  el  perito  Dr.  Saravia,  espone:  que 
las  tierras  á  espropiarse,  son  poco  mas  órnenos  veinte  cuadras  de 
largo  por  30  metros  de  ancho,  todo  de  terreno  inculto,  con  bosques 
pero  regable,  teniendo  ya  construido  el  cauce  de  irrigación  corres- 
pondiente; 5  cuadras  cuadradas  también  con  monte,  en  el  centro  de 
dicho  terreno,  destinadas  para  la  estación  Zanjón;  una  zona  como 
de  8  cuadras  de  largo,  por  30  metros  de  ancho,  por  entre  los  cer- 
cados de  plantaciones  de  caña  de  azúcar,  dividiendo  aquellos  día- 
gonalmente;  como  7  cuadras  de  largo  de  alfalfares,  por  30  metros 
de  ancho,  que  se  hallaban  divididos  en  potreros  de  á  dos  cuadras 
cuadradas;  que  los  perjuicios  provienen  de  las  causas  que  apunta  á 
fojas  19  y  20  de  los  autos;  y  fijando  las  bases  de  la  indemnización 
de  la  manera  siguiente:  Una  cuadra  de  plantación  de  caña  de  azú- 
car, da  8000  arrobas  de  caña,  que  rinden  un  5  V¿  %  de  azúcar  y 
1  %  de  aguardiente,  que  á  los  precios  que  se  espresan  á  continua- 
ción, dá  el  siguiente  resultado: 

440  arrobas  de  azúcar  á  $  %  2,00 880 

13  barriles  aguardiente  k$%  13,00 169 

1.049 

Deduciendo  el  gasto  de  cultivo  y  elaboración 149 

^  900 
V^alor  de  una  cuadra  de  tierra  cultivada  y  plantada 500 

Total 1.400 

Entra,  además,  el  perito  Dr.  Saravia,  en  otro  género  de  conside- 
raciones tendentes  á  patentizar  que  los  precios  por  él  aconsejados 
no  son  exagerados,  desde  que  hay  otros  propietarios  que  ofrecian 
en  una  cantidad  mucho  mayor,  iguales  superficies  de  terreno,  ha- 
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ciendo  notar  también  que  no  se  deben  apreciar  con  igual  medida 
los  terrenos  de  cualquier  establecimiento  de  caña  de  azúcar  con  los 
de  los  Ingenios,  sin  que,  por  tanto,  según  su  parecer,  puede  servir  de 
base  de  apreciación,  el  precio  pagado  por  otros  establecimientos 
vendidos.  Que  con  fecha  19  de  Junio  presentó  á  su  vez  el  perito 
Dr.  Tabeada  su  informe,  que  corre  de  fojas  5  á  34,  en  el  que,  des- 
pués de  estensas  consideraciones  tendentes  á  hacer  constar  las  di- 
versas fuentes  de  sus  informaciones,  llega  á  las  siguientes  conclu- 
siones: que  por  cuadra  de  terreno  montuoso,  debe  abonarse  S 
m/n  60;  que  por  cuadra  de  terreno  con  caña,  debe  abonar  954  S 
m/n;  que  por  cuadra  de  terreno  sembrada  de  alfalfa,  debe  abonarse 
la  cantidad.?  m/n  300;  y  por  fin,  un  30  7o  por  indemnización  de 
daños  y  perjuicios,  sobre  esos  valores,  respectivamente;  es  decir, 
por  cuadra  de  cana  $  m/n  1240  y  por  cuadra  de  alfalfa  $  m/n  390; 
que  para  fundar  su  apreciación  respecto  del  valor  que  asigna  á  una 
cuadra  de  caña,  hace  el  siguiente  cálculo: 

Una  cuadra  dá  6,500  arrobas  de  caña  y  el  4  X  de  azúcar  que  pro- 
duce, mas  i8  barriles  de  aguardiente;  suponiendo  que  el  azúcar  se 
venda  á  2  $  m/n  la  arroba  y  el  aguardiente  á  8  $  m/n  el  barril,  re- 
sultaría que  una  cuadra  de  caña  daría: 

260  arrobas  á  2  $  •% 520 

i8  barriles  á  8  $  »vñ 144 

Agregando  por  valor  del  terreno 90 

Agregando  por  valor  de  costas  de  producción 200 

S  ^\        954 
xMas  el  30  por  %  por  daños  y  perjuicios 286 

$  %       1240 

Y  considerando: 

1^  Que  para  determinar  la  cantidad  total  que  debe  abonarse  al 
Sr.  Vieyra,  se  hace  necesario  evaluar  por  separado:  T  el  terreno 
que  se  le  toma,  y  ^  el  importe  de  los  daños  y  perjuicios; 


k 
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2°  Que  para  verificar  lo  primero,  es  preciso  distinguir  entre  los 
terrenos  que  se  le  ocupan:  1°  los  que  son  montuosos;  íí°  los  que  están 
sembrados  de  alfalfa,  y  3^  los  plantados  con  caña; 

3**  Que  para  fijar  el  precio  que  deba  abonarse  por  estos  terrenos^ 
es  indispensable  ajustarse  á  la  norma  marcada  por  el  articulo  15  de 
la  Ley  Nacional  de  espropiacion,  de  i3  de  Setiembre  de  i 866, 
seirun  el  cual  el  valor  de  los  bienes,  debe  regularse  por  el  que 
hubiesen  tenido  si  la  obra  no  hubiese  sido  ejecutada  ni  aun  auto- 
rizada; 

4°  Que  en  cuanto  á  los  primeros,  es  decir,  á  los  terrenos  incultos, 
que  se  le  toman  para  la  estación  Zanjón,  dado  el  valor  que  costaron 
al  Sr.  Vieyra,  hace  cinco  años,  cuando  los  compró  al  Sr.  Tabeada, 
y  el  aumento  que  se  ha  operado  en  el  precio  de  la  propiedad  raíz, 
puede  apreciarse  prudencialmcntesu  valora  razón  de  $  ""n  7o; 

5^  Que  en  relación  <í  los  terrenos  que  están  sembrados  con  alfalfa, 
calculando  su  precio,  en  estado  inculto,  á  razón  de  73  $  m/n  la  cuadra 
superficial,  es  necesario  agreji^ar  á  esta  suma  los  gastos  de  produc- 
ción, esto  es,  los  provenientes  de  todos  los  actos  preparatorios  para 
la  producción,  como  ser:  el  desmonte,  arado,  sembrado,  valor  de  la 
semilla  empleada,  trabajo  para  cuidarla,  y  el  importe  de  la  pro- 
ducción de  una  cuadra  que  apreciamos  en  la  suma  de  S  m/n  300, 
dando  así  un  total  de  $  m/n  383  por  cuadra  superficial  de  terreno 
alfalfado; 

6^  Que  en  cuanto  á  la  de  caña,  hay  que  aumentar  al  precio  de 
S  m/n  93  por  valor  del  terreno,  el  de  8  300  en  que  apreciamos  los 
gastos  de  producción,  y  teniendo  en  vista,  por  lo  que  se  refiere  al 
valor  de  la  producción  de  una  cuadra  superficial  de  caña,  que  aquel 
varia,  por  razones  distintas,  provenientes  de  la  calidad  del  terreno, 
del  cuidado  que  se  le  dedique,  creemos  que  pueda  apreciarse  del  si- 
guiente modo,  el  valor  que  regularmente  puede  tener  el  producido 
de  una  cuadra  de  caña  en  regulares  condiciones,  de  terreno  y  cui- 
dado: 7,000  arrobas  de  caña,  dando  un  4  i/¿  por  ^  ^  de  azúcar  313 
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arrobas  á  razón  de  2  S  m/n  la  arroba  son  $  m/n 630 

Mas  15  barriles  de  aguardiente  á  10  $  ra/n  cada  uno. . .  150 

Mas  9o  $  m/n  por  valor  del  terreno 9o 

Mas  300  $  ra/n  por  gastos  de  producción 300 

$  m/n    \ .  175 
que  es  el  importe  total  de  una  cuadra  de  caña. 

T  Que  en  orden  á  los  daños  y  perjuicios  que  se  producen  por  el 
Ferro-Carril,  debe  tenerse  en  vista  que  ellos  provienen:  1°  Del  frac- 
cionamiento del  terreno,  que  en  este  caso  separa  una  gran  zona  de 
una  pequeña;  2°  de  la  desviación  de  los  canales  de  irrigación;  3^  de 
las  dificultades  de  trasporte;  4^  el  valor  de  los  cercados  destruidos 
por  las  obras; 

8*^  Que  el  terraplén  que  en  esta  propiedad  alcanza  en  algunos 
puntos  á  la  altura  de  1  metro  y  50,  forma  una  muralla  que  divide 
á  perpetuidad  la  propiedad,  haciendo  difícil  el  trasporte  de  la 
caña  plantada  ó  que  pueda  plantarse  en  el  lado  opuesto  de  la  fá- 
brica ; 

9**  Que  los  perjuicios  resultantes  del  terraplén  se  aminoran  por 
medio  de  los  pasos  á  nivel  que  se  construyen  en  los  distintos  pun- 
tos, de  acuerdo  entre  el  propietario  y  los  Directores  de  las  obras; 

10.  Que  los  inconvenientes  provenientes  de  la  desviación  de  los 
canales  de  irrigación  se  salvan  por  medio  de  las  alcantarillas  que 
van  á  construirse,  quedarán  paso  al  agua>  en  cantidad  bastante  para 
las  necesidades  ái\  la  irrigación ; 

11.  Que  en  lo  referente  á  los  cercados,  la  Dirección  de  las  obras 
proporciona  á  los  propietarios  todos  los  elementos  necesarios  para 
hacerlos  en  donde  requieran  para  la  seguridad  de  la  propiedad; 

12"  Que  es  preciso,  para  estimar  la  suma  en  que  se  valoran  los  per- 
juicios, no  perder  de  vista  la  prescripción  del  articulo  IG  de  la  ley  na- 
cional de  espropiacion  de  bienes,  de  fecha  13  de  Setiembre  de  18GG, 
que  dispone  que  la  indemnización  debe  comprender  todos  los  grava- 
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menes  y  perjuicios  que  sean  consecuencia  forzosa  de  la  espropiacion, 
tales  como  el  valor  del  terreno  ó  edificio,  plantaciones^  apreciación 
por  fraccionamiento,  esplotaciones,  no  debiendo,  sin  embargo,  to- 
marse en  consideración  las  ventajas  ó  ganancias  hipotéticas; 

i3**  Que  se  presenta  además  una  cuestión  previa  á  resolverse,  para 
apreciar  los  perjuicios  y  es  la  siguiente:  ¿deben  éstos  referirse  al  va- 
lor total  del  establecimiento,  comprendido  en  este  la  maquinaria  y  el 
cañaveral,  ó  solo  deben  relacionarse  con  el  importe  del  terreno  que  se 
espropia  ? 

14°  Que  para  resolver  este  punto,  hay  que  distinguir,  en  un  esta- 
blecimiento como  el  «Zanjón»,  la  existencia  de  dos  industrias  dife- 
rentes, cuales  son:  la  agrícola,  consistente  en  el  cultivo  de  la  caña,  y 
la  fabril,  que  la  elabora  convirtiéndola  en  azúcar.  Ahora  bien,  ¿los 
perjuicios  que  causa  el  Ferro-Carril  recaen  sobre  ambas  industrias  ó 
solo  sobre  una  de  ellas?  Puede  afirmarse  con  certidumbre,  que  los 
perjuicios  refluyen  directamente  sobre  la  industria  agrícola,  pues  es, 
en  verdad,  el  agricultor  el  que  se  ve  precisado  á  enagenar  su  ter- 
reno, á  desviar  sus  canales  de  riego;  mientras  que  el  fabricante  de 
azúcar  se  vé  directamente  beneficiado  por  el  poderoso  agente  de 
progreso,  como  es  el  Ferro-Carril,  que  le  proporciona  las  mayores 
facilidades  para  el  trasporte  desús  productos,  á  fin  de  llevarlos  á  sus 
mercados  consumidores. 

Bien,  es  cierto,  que  esas  dos  industrias  se  ligan  estrechamente,  de 
tal  modo,  que  los  efectos  que  sufre  la  una  se  traducen  en  acción  in- 
directa sobre  la  otra;  pero  la  razón  apuntada,  nos  decide  en  el  sen- 
tido de  que  los  perjuicios  solo  deben  referirse  al  terreno  que  se  es- 
propia  y  no  al  valor  total  del  establecimiento; 

15°  Que  esos  perjuicios  son  de  tal  naturaleza,  que  es  difícil  apre- 
ciarlos con  precisión  matemática; 

10*^  Que  es  justo  hacer  una  distinción  entre  los  terrenos  situados 
en  establecimientos  de  caña  que  tienen  maquinaria,  es  decir,  en  un 
ingenio,  y  los  que  están  situados  en  un  establecimiento  cañero  sin 
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maquinaria,  pues  es  evidente  que  los  primeros  tienen  mayor  valor, 
debido  á  las  facilidades  que  hay  para  el  trasporte  de  la  caña  á  la  fá- 
brica y  el  consi¿5^u¡ente  ahorro  de  los  gastos  que  se  hacen  en  la 
traslación  del  producto,  de  grandes  distancias; 

17"  Que  debe  tenerse  presente;  además,  que  la  dirección  de.  las 
obras  toma  á  su  cargo  la  construcción  de  los  pasos  á  nivel,  alcanta- 
rillas y  cercos  que  sean  precisos  para  el  buen  servicio; 

18"  Que  es  una  verdad  reconocida  por  lodos,  aquella  en  cuya  vir- 
tud se  reconoce  que  toda  espropiacion,  si  bien  sirve  el  interés  pú- 
blico, es  asimismo  odiosa  en  sí,  y  que,  en  consecuencia,  tratándose 
de  avalúos  de  propiedades  á  espropiarse  y  de  los  daños  y  perjuicios, 
en  caso  de  duda,  debe  resolverse  en  sentido  favorable  al  espropiado 
(Fallos  do  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  S.  2*,  T.  6,  pá- 
gina 234); 

19°  Que  para  mejor  proveer,  se  practicó  la  inspección  ocular  del 
terreno  á  expropiarse  y  se  pidió  al  mandatario  del  P.  E.  N.  especi- 
ficara la  superficie  total  del  terreno,  determinando  su  calidad,  resul- 
tando de  la  esposicion  de  f. . .,  que  se  toma:  de  caña  178  cuadras 
cuadradas,  de  alfalfa  106  cuadras  cuadradas,  y  de  terreno  montuoso 
1243  cuadras  cuadradas. 

Por  estas  consideraciones  y  las  concordantes  del  dictamen  pericial 
del  doctor  Tabeada,  fallo  que  el  terreno  espropiado  debe  abonarse 
en  la  forma  siguiente: 

Por  178  cuadras  cuadradas  do  caña  á  razón 
de  $  m/n  1.175 2.091  oO 

Por  10{>  cuadras  cuadradas  de  alfalfa  á 
383«m/n 408  10 

Por  1243  cuadras  cuadradas  de  terreno  mon- 
tuoso á  75  $  m/n 932  25 

3.431  83 
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Y  por  lodos  los  daños  y  perjuicios  que  se  cau- 
san, al  30  %  sobre  los  3.431  85  que  son 
S  m/n 1.0á9  55 

Total S  "7,1  4.461  40 

Üando  asi  por  resultado  la  $uma  total  de  cuatro  mil  cuatrocien- 
tos sesenta  y  un  pesos  con  cuarenta  centavos  nacionales  oro;  que 
debe  abonarse  al  señor  Vieyra  por  el  mandatario  del  Poder  Ejecu- 
tivo Nacional.  Hágase  saber  con  el  ori;^inal  y  archívese  este  espe- 
diente. 

P,  Olaechea  y  Alcor  la. 


Fallo  de  la  Suprema  C'^oric 

Buenos  Aires,  Junio  25  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  cuarenta  y  tres,  y  previa  reposición  de  sellos,  devuél- 
vase. 

J.  B.  ÜOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
I'LADISLAO  FRÍAS. — S.  M.  LASPIUR. 
—FEDERICO  IBARGÚREN. 
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€:ausa  i.xxxii 


El  Fisco  Nacional,  contra  D.  Emilio  Lacubé  y  D.  Hené  Vigné;  sobre 

expropiación. 


Síímario.— Cuando  el  Juzí^^ado  fija  á  favor  del  espropiado  mayor 
suma  de  la  ofrecida  por  el  representante  del  Fisco,  son  de  car;j:o  de 
la  Nación  las  cosías  de  actuación  y  los  honorarios  de  los  peritos. 


Caso, — Lo  esplica  el 


rallo  del  Juez  de  Seeeiou 


Santiago,  Octubre  20  de  1884. 

Y  vistos:  estos  autos  iniciados  por  D.  Rafael  Barboza,  como  man- 
datario del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  según  lo  constata  por  ios  do- 
cumentos corrientes  de  fojas  1  á  4,  contra  los  Sres.  Emilio  Lacubé  y 
Rene  Vignó,  sobre  espropiacion  de  una  porción  de  terreno  que  debe 
atravesar  la  línea  férrea  que  se  construye  desde  la  estación  «Frías» 
del  Ferro-Carril  Nacional  Central  Norte,  hasta  esta  ciudad,  de  cuyo 
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examen  resulta:  1^  Que  con  fecha  4  de  Marzo  pasado,  se  presentó 
el  referido  Sr.  Barhoza,  esponiendo:  que  debiendo  la  vía  férrea  que 
se  construye,  corlar  al  llegar  á  esta  ciudad  el  terreno  de  propiedad 
de  los  Sres.  Lacuhé  y  V'igné,  y  habiendo  conferenciado  con  ellos  á 
fio  de  acordarse  sobre  el  precio  del  terreno  necesario  para  la  obra, 
sin  arribar  á  arreglo  alguno  al  respecto,  pedia  al  Juzgado  ordenara 
á  los  mencionados  Sres.  Lacubé  y  Vigné,  nombraran,  en  el  término 
de  tercero  día,  el  perito  que  en  unión  con  el  Dr.  Nicolás  Leíva,  á 
quien  proponía  de  su  parte,  apreciaran  el  valor  del  terreno,  y  de 
los  daños  y  perjuicios;  pidiendo  además  que  se  nombrara  un  pro- 
curador fiscal  ad  hoc,  á  los  efectos  del  artículo  tíP  de  la  Ley  Nacio- 
nal de  13  de  Setiembre  de  1866; 

2^  Que  proveyéndose  de  conformidad  con  lo  solicitado,  se  ordenó 
á  los  Sres.  Lacubé  y  V'igné,  que  nombraran  perito  de  su  parte;  con- 
vocándose á  las  partes  á  un  juicio  verbal  previo  al  procedimiento 
de  los  peritos,  á  objeto  de  hacer  constatar  las  cantidades  en  que 
respectivamente  apreciaban  el  terreno  en  cuestión,  sus  propietarios 
y  el  mandatario  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  para  las  resultas  del 
juicio; 

3°  Que  celebrado  el  juicio  verbal  el  dia  7  de  Marzo,  los  propieta- 
rios pidieron  3000  pesos  m/n  por  cuadra  cuadrada  de  alfalfa  y  6000 
pesos  m/n  por  daños  y  perjuicios; 

4°  Que  el  representante  del  Gobierno  ofreció  la  suma  de  cuatro- 
cientos pesos  m/n  por  cuadra  cuadrada  de  alfalfa,  y  150  pesos  m/n 
por  daños  y  perjuicios; 

5^  Que  no  habiendo  arribado  á  arreglo  alguno  amigable,  el  Juz- 
gado decretó  con  fecha  7  de  Marzo,  que  se  hiciera  saber  á  los  pe- 
ritos que  debian  espedirse  á  la  brevedad  posible; 

6^  Que  demorando  en  espedirse  los  peritos,  se  pidió  por  el  man- 
datario del  Poder  Ejecutivo  se  les  fijara  término  para  que  lo  hicie- 
ran y  el  Juzgado  les  fijó  el  de  tercero  dia,  con  fecha  cuatro  de 
Abril; 
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7°  Que  liabiendo  renunciado  el  perito  nombrado  por  el  mandata- 
rio del  Poder  Ejecutivo,  Dr.  Leiva,  se  le  aceptó  la  renuncia  por  ha- 
berse propuesto  al  Dr.  Pedro  Rueda  para  reemplazarlo,  quien  aceptó 
el  cargo; 

8^  Que  con  fecha  1(5  de  Abril  se  espidieron  los  peritos  en  des- 
acuerdo, aconsejando  el  Dr.  Rueda  se  mandara  abonar  la  suma  de 
pesos  346  S  25  centavos  m/n,  por  valor  del  terreno  y  por  dailos  y 
perjuicios; 

9^  Que  el  perito  de  los  Sres.  Lacube  y  Vigné  aconsejó  que  se  pa- 
gara 20  centavos  m/n  por  metro  cuadrado  de  alfalfa  y  13  centavos 
nacionales  por  igual  superficie  de  viña,  valorando  los  daños  y  per- 
juicios en  seis  mil  pesos  m/n, 

10"  Que  con  la  misma  fecha  se  dio  vista  al  fiscal  ad  hoc,  quien 
espidiéndose,  con  fecha  19  de  Abril,  opinaba  se  mandara  pagar 
la  suma  de  730  pesos  ra/n  por  valor  del  terreno,  danos  y  perjui- 
cios ; 

11"  Que  no  habiéndose  espresado  por  el  mandatario  del  Poder 
Ejecutivo  cuál  era  la  superficie  total  del  terreno  á  espropiarse,  se 
ordenó  por  el  Juzgado,  en  19  de  Abril,  lo  verificara  así  el  manda- 
tario del  Poder  Ejecutivo  y  que  presentara  el  plano  de  la  traza  de 
la  linea,  á  efecto  de  conocer  la  altura  de  los  terraplenes,  y  la  ma- 
nera como  atravesará  el  terreno  la  línea  en  construcción;  orde- 
nando al  mismo  tiempo  una  inspección  ocular,  que  se  practicó  el 
dia  21  del  mismo  mes,  habiendo  presentado  los  propietarios  del 
terreno  el  plano  que  corre  á  foja  36; 

12°  Que  con  fecha  29  de  Abril  se  ordenó  se  ampliara  en  sus  fun- 
damentos el  dictamen  pericial  de  foja  26;  y  encontrándose  ausente 
el  que  lo  habia  espedido,  se  propuso  y  nombróse  sucesivamente, 
para  verificarlo,  á  los  Sres.  Mariano  Santillan,  quien  no  aceptó,  y 
Ramón  Iramain,  quien  aceptando  debía  espedirse  dentro  del  tér- 
mino de  tercero  dia; 

13^  Que  en  la  misma  fecha,  presentó  recien  el  mandatario  del 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  345 

Poder  Ejecutivo  los  datos  pedidos.  Que  en  30  de  Abril  se  pidió  auto- 
rización para  ocupar  el  terreno  con  arreglo  á  la  ley,  lo  que  se  pro- 
veyó de  conformidad; 

14''  Que  recien  con  fecha  5  de  Junio  se  espidió  el  perito  Iraroain, 
afirmando  se  debia  pagar  cinco  centavos  nacionales  por  metro  cua- 
drado de  terreno  alfalfado  y  1500  pesos  m/n  por  daños  y  perjuicios; 

15**  Que  para  mejor  proveer  se  ordenó  á  los  Sres.  Lacubó  y  Vigné 
presentaran  los  titules  de  propiedad  del  terreno  que  debia  espro- 
piárseles,  habiéndolo  hecho  recien  con  fecha  19  de  Setiembre  últi- 
mo, espresando  al  presentarlos,  que  el  mandatario  del  Poder  Eje- 
cutivo Nacional  habia  manifestado  en  autos  que  solo  se  tomarían 
quince  metros  de  terreno,  á  uno  y  otro  lado  de  la  vía,  y  sobre  esta 
base  se  hizo  el  depósito  en  el  Banco  Nacional,  del  valor  ofrecido, 
pero  que  resulta  hoy  que  se  ocupaba  una  ostensión  mucho  mayor 
que  la  indicada,  por  los  trabajos  que  han  tenido  que  hacerse,  como 
ser  bordes  de  seguridad  é  hijuelas  paralelas  á  la  via  férrea  que  han 
tenido  que  construirse  en  terreno  cultivado,  para  que  no  se  impida 
la  irrigación; 

{&"  Que  con  esa  misma  fecha  se  ordenó  tuviera  lugar  una  au- 
diencia con  el  objeto  de  ver  si  se  acordaban  las  partes  acerca  del 
ancho  del  terreno  que  debia  tomarse; 

17"  Que  de  esa  audiencia  resultó  la  necesidad  de  practicarse  una 
segunda  inspección  ocular,  decretada  á  foja  59,  la  que  verificada, 
según  consta  del  acta  de  foja  61,  dio  por  resultado  que  las  partes 
se  pusieran  de  acuerdo  respecto  del  término  que  era  necesario  ocu- 
párseles á  los  Sres.  Lacubé  y  Vigné,  siendo  de  una  anchura  de 
veinte  y  tres  metros  y  cuarenta  centímetros,  y  de  setecientos  catorce 
metros  de  longitud,  según  los  Sres.  Lacubé  y  Vigné; 

18*^  Que  el  mandatario  del  Poder  Ejecutivo  Nacional  no  pudo  es- 
presar, en  el  acto  de  la  inspección,  si  realmente  el  terreno  que  se 
espropiaba  tenia  714  metros  de  longitud,  prometiendo  hacerlo  tan 
luego  como  tuviera  los  datos  necesarios  para  ello; 

T.  XIX  24 
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'  19"  Que  con  focha  27  de  Setiembre  se  presentó  manifestando 
que  la  longitud  del  terreno  que  se  tomaba  á  los  Sres.  Lacubé  y  Vi«rné, 
era  solo  de  siete  hectóraetros,  es  decir,  700  metros; 

20'  Que  dada  vista  á  los  Sres.  Lacubé  y  Vigné  de  esta  última 
aseveración,  no  han  objetado  nada  á  ella,  pudiendo  por  consiguiente, 
tomarse  su  silencio  como  un  consentimiento  tácito  á  lo  afirmado 
por  el  mandatario  del  Poder  Ejecutivo  Nacional;  y 

Considerando:  1"  Que  según  lo  prescribe  el  artículo  15  de  la  Ley 
Nacional  de  espropiacion  de  bienes,  de  fecha  13  de  Setiembre  de 
1866,  el  valor  de  los  bienes  debe  regularse  por  el  que  hubieran  te- 
nido si  la  obra  no  se  hubiese  ejecutado,  ni  aun  autorizado; 

2"  Que  dada  la  situación  del  terreno  á  espropiarse,  que  dista 
poco  mas  ó  menos  veinte  cuadras  de  la  plaza  principal  de  esta  ciu- 
dad, su  valor  tiene  que  aumentar  en  relación  del  que  se  ha  asignado 
á  los  terrenos  del  Zanjón  y  Contreras,  que  distan,  respectivamente, 
dos  y  una  legua  de  esta  ciudad; 

3"  Que  para  justipreciar  el  terreno,  debe  tenerse  en  vista:  1^  Si 
es  ó  nó  montuoso;  2"  si  es  ó  no  regable;  3"  si  está  cerca  ó  lejos  de 
la  ciudad;  4"*  si  es  ó  no  fértil; 

4"  Que  el  terreno  á  espropiarse  no  es  montuoso  sino  perfecta- 
mente desmontado  y  apto  para  el  cultivo; 

5^  Que  el  mismo,  es  perfectamente  regable,  teniendo  el  estableci- 
miento una  acequia,  como  lo  ha  constatado  la  inspección  ocular 
practicada; 

6'  Que,  como  queda  ya  establecido,  su  situación  es  ventajosa,  por 
cuanto  está  muy  próximo  á  esta  ciudad; 

7^  Que  su  fertilidad  se  ha  podido  percibir  al  practicarse  la  ins- 
pección ocular; 

8"  Que  todas  las  circunstancias  que  quedan  constatadas  contri- 
buyen á  valorizar  el  terreno  áespropiarse,  de  modo  que,  apreciando 
prudencialmente  el  valor  que  hubiera  alcanzado,  teniendo  en  vista 
la  disposición  citada  de  la  ley  de  espropiacion,  podemos  apreciar  la 
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cuadra  cuadrada  á  razón  de  230  pesos  ra/n  oro,  siendo  entendido 
que  este  valor  se  refiere  solo  al  terreno  desmontado  y  apto  para  el 
cultivo; 

9^  Que  como  ese  terreno  estaba  semi>rado  de  alfalfa,  con  arre- 
glo á  los  cálculos  que  hemos  hecho  en  casos  análo^íos,  fijaremos  en 
300  pesos  m/n  oro,  el  total  de  los  costos  de  producción  en  una  cua- 
dra superficial  de  alfalfa,  resultando  asi:  que  incluso  el  valor  del 
terreno  y  el  de  los  gastos  de  produccioucs,  se  obtieue  la  suma  do 
SoO  pesos  m/n  oro,  por  cuadra  cuadrada  de  terreno  alfalfado,  pu- 
diendo  descomponerse  la  referida  suma  de  300  pesos  m/n  del  modo 
que  sigue: 

Por  aradura,  acequias  regadoras  y  semi- 
llas de  alfalfa $  150  m/n 

Entablonamiento »    40    * 

Cercos  y  otros  gastos 

Imprevistos »     65     » 

Bonificación  del  terreno »     45     » 


/ 


$  300  m/u 


10*^  (Jue  por  lo  que  respecta  á  los  daños  y  perjuicios,  no  puede 
desconocerse  su  existencia,  la  que  proviene  de  las  )siguientes  cau- 
sas: 1*^  Del  fraccionamiento  del  terreno;  2*^  de  la  consiguiente  difi- 
cultad para  la  comunicación  de  amhas  fracciones;  3*^  de  la  dificul- 
tad para  los  riegos,  y  4'"^  de  la  destrucción  de  los  cercados; 

11^  Que  los  perjuicios  resultantes  de  los  motivos  espresados,  se 
aminoran  considerablemente  por  medio  de  los  pasos  á  nivel,  alcan- 
tarillas, cercados  y  demás  obras  complementarias  que  toma  á  su 
cargo  la  Dirección  de  las  obras  del  Ferrocarril; 

12^  Que,  por  lo  tanto,  si  bien  es  difícil  hacer  una  apreciación 
exacta  de  aquellos,  por  lo  menos,  dada  la  razón  consignada  en  el 
precedente  considerando,  debe  reconocerse  que  ellos  no  son  de  im- 
portancia; 
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13^  Que  en  consecuencia,  pueden  fijarse,  procediendo  prudencial 
y  equitativamente,  en  un  50  por  ciento  sobre  el  valor  asignado  á 
una  cuadra  cuadrada  de  terreno  alfalfado; 

14^  Que  suponiendo  que  la  ostensión  que  se  espropia  á  los  seño- 
res Lacubó  y  Vigné,  según  el  vigésimo  considerando,  es  de  sete- 
cientos metros  de  longitud,  por  veinte  y  tres  y  cuarenta  centímetros 
de  ancho,  resultaría  que  la  superficie  que  se  les  toma  es  de  diez  y 
seis  mil  trescientos  ochenta  metros  cuadrados,  menos  que  una  cua- 
dra, que  equivale  á  16,900  metros;  fijándose  á  esta  el  valor  de 
550  pesos  pesos  m/n,  resultaría  para  16,380,  la  suma  de  530  pe- 
sos m/n ; 

15^  y  último:  Que  en  caso  de  duda  acerca  de  la  avaluación  de 
bienes  y  daños  y  perjuicios,  debe  estarse  á  favor  del  espropiado,  en 
virtud  de  que  toda  espropiacion  es  odiosa,  aunque  sirva  un  interés 
público.  Por  estas  consideraciones  y  fundamentos,  fallo  que  debe 
abonarse  á  los  Señores  Emilio  Lacubé  y  Rene  Vigné  la  suma  de 
quinientos  treinta  pesos  nacionales  oro^  por  el  valor  del  terreno  que 
se  les  toma  para  la  vía  férrea^  más  el  cincuenta  por  ciento  sobre 
esta  cantidad,  que  son  265  pesos,  que  agregados  á  los  530,  valor  del 
terreno,  arrojan  un  total  de  setecientos  noventa  y  cinco  pesos  nacio- 
nales oro,  que  es  la  suma  que  el  mandatario  del  Poder  Ejecutivo  en- 
tregará á  los  Señores  Emilio  Lacubé  y  Rene  Vigné.  Hágase  saber 
con  el  original  y  arcliívese  este  espediente. 

P,  Olaechea  y  Alcor ta. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  27  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  sesenta  y  cinco,  declarándose  que,  en  atención  á  haber  sido 
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fiiada  por  el  Juzgado  mayor  suma  de  la  ofrecida  por  el  represen- 
tante del  Pisco,  son  de  cargo  de  la  Nación  las  costas  del  juicio,  de 
conformidad  con  el  articulo  diez  y  ocho  de  la  ley  de  trece  de  Se- 
tiembre de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis,  las  que  deben  limitarse  á 
las  costas  de  actuación  y  honorarios  de  los  peritos.  Repuestos  los 
sellos,  devuélvase. 

J.  B.  r.OROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPIUR. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 


tlAUSA  I^XXXIIl 


Don  Fernando  Bourdien,  contra  Don  Áureliano  Iluergo; 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.— Leí  Suprema  Corte  no  puede  conocer  en  instancia  de 
apelación  de  las  causas  de  menor  cuantía. 


Caso. — Lo  esplica  el 
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Fallo  cUü  «luez  de  Seoeion 


Buenos  Aires,  Julio  7  de  1884. 

Vistos;  y  teniendo  en  consideración: 

1°  Que  se^^uu  el  artículo  octavo,  título  J^,  ley  sobre  pa^^o  de  de- 
rechos procesales,  de  18()3,  las  partes  deben  pagar  las  costas  que 
hubieren  causado,  y  en  el  presente  caso  aparece  que  el  nombra - 
miento  de  Contador  ha  sido  hecho  á  solicitud  de  Üon  Aureiiano 
Huerico ; 

2°  Que  se  ha  establecido  ya  como  jurisprudencia  en  los  Tribuna- 
les Nacionales,  que  el  nombramiento  de  defensor,  peritos,  etc., 
cuando  intervinieren,  deben  ser  á  car^^^o  de  la  parte  á  que  favorez- 
can ó  que  persiga  el  juicio;  y 

3°  Finalmente,  que  de  lo  alegado  en  el  comparendo  verbal  resul- 
ta que  ha  habido  convenio  entre  el  perito  Bourdieu  y  el  Sr.  Iluergo, 
en  que  este  último  reconoce  los  honorarios  que  le  ha  reconocido  en 
el  juicio,  lo  que  importa  obligarse  á  su  pago. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando  que  Don  Aureiiano 
Iluergo  debe  pagar  al  contador  Bourdieu  la  cantidad  de  dos  rail 
pesos  m/c,  ó  su  equivalente  en  moneda  nacional,  reconocidos  on  el 
acta  de  foja  288.  Repóngase  el  sello,  notifiquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarmcin, 


Fallo  do  la  Supreíaa  €  lorie 

Buenos  Aires,  .luuio  27  de  18S5. 

Vistos:  no  escediendo  el  valor  que  se  disputa  la  cantidad  de  dos- 
cientos pesos  fuertes,  se  declara  improcedente  el  recurso  ínter- 
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puesto,  con  arre  .rio  á  lo  dispuesto  por  ol  artículo  cuarto  de  la  Ley 
de  Jurisdicción  y  Competencia  de  los  Tribunales  Nacionales;  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.— 
ULADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.  LASPIUlt 
— FEDKIUCO  IBARGÚREN. 


€:aitsa  i.xxxiv 


Don  Juan  LaragetlOj  contra  Don  Felipa  Maraña  Campora,  por 
datlos  y  perjmcios;  sobre  la  lista  de  testigos. 


Sumario. — Kl  auto  que  manda  tener  presente,  para  proveer  á  su 
tif^mpo,  las  observaciones  espuestas  sobre  los  defectos  contenidos 
on  la  lista  de  testigos,  es  inapelable. 

Caso.— En  la  causa  entre  Lava;j:etto  y  Maraña  Campera,  á  la  lista 
de  testiifos  presentada  por  Lavairetto,  observó  Maraña  Campera,  que 
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no  se  consignaba  en  ella  la  profesión  de  ios  mismos,  y  pidió  se  de- 
clarase  que  no  era  admisible  la  prueba  de  dichos  testigos. 

El  Juez  de  Sección  decretó  «á  su  tiempo  se  tendrá  presente». 

Apelada  esta  providencia,  se  dictó  el 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  27  de  1885. 

Vistos:  no  trayendo  gravamen  irreparable  el  auto  apelado  de  foja 
noventa  y  tres  vuelta,  se  declara  improcedente  el  recurso;  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO  FRÍAS.— S.  M.  LAS- 
PIÜR.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA   L.XXXV 


El  Fisco  Nacional,  contra  D.  Amadeo  Nuñez;  sobre  comiso 


Smnario,  —  El  esceso  no  tolerado  por  las  Ordenanzas  de  Aduana 
en  las  mercancías  que  se  manifiestan,  dá  lugar  á  la  pena  de  co- 
miso. 


Caso. ^El  empleado  don  Pedro  A.  Diaz,  denunció  que  don  Ama- 
deo Nuñez  había  manifestado  18  vigas  de  cedro,  con  543  metros 
cuadrados,  y  295  de  quebracho,  con  6055  metros  cuadrados,  resul- 
tando, según  medición  que  había  practicado,  que  en  los  primeros 
había  un  esceso  de  180  metros  cuadrados,  y  en  las  segundas  de 
1411  metros  cuadrados. 

El  medidor  don  Juan  Vicente  Alegre,  informó  que  10  vigas  de 
cedro  tenían  403  metros  cuadrados,  8,  que  habían  sido  entregadas, 
medían  338  metros  cuadrados,  y  las  295  de  quebracho,  tenían  6435 
metros  cuadrados. 


RESOLUCIÓN  DEL  ADMINISTRADOR  DE  ADUANA 


Buenos  Aires,  Abril  8  de  1884. 

Resultando  comprobado  el  esceso  denunciado,  con  arreglo  al  ar- 

T.  XIX  25 
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tículo  930  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  se  declara  caido  en  co- 
miso. 

Hágase  saber  y  fecho,  pase  á  Contaduría  para  su  liquidación  y 
ejecución  de  lo  dispuesto  por  el  artículo  1030  de  la  misma;  repo- 
niéndose los  sellos  por  el  empleado. 

/.  Luis  Amadeo. 

Apelada  esta  resolución,  el  Procurador  Fiscal  la  sostuvo,  recor- 
dando que  ante  el  Juzgado  Federal  no  eran  permitidas  diligencias 
de  prueba  en  estos  asuntos,  según  el  articulo  1070  de  las  Ordenan- 
zas de  Aduana,  y  el  fallo  103,  tomo  2^,  Serie  2^  de  la  Suprema 
Corte. 


Fallo  del  «lucz  Federal 


Buenos  Airea,  Agosto  28  de  1884. 

Y  vistos:  por  las  consideraciones  espuestas  por  el  Procurador 
Fiscal,  en  su  precedente  vista,  se  confirma  la  primera  resolución 
del  Administrador  de  Rentas,  corriente  á  f.  4.  En  su  consecuencia, 
repuestos  que  sean  los  sellos,  devuélvanse  los  autos  con  el  corres- 
pondiente oficio. 

Andrés  Ugarriza. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Airea,  Octubre  5  de  1884. 

Suprema  Corte : 

Las  irre¿^ularidades  cometidas  en  este  caso,  complican  su  resolu- 
ción, que  era,  por  otra  parte,  bien  sencilla. 
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1^  El  empleado  que  descubrió  el  esceso,  permitió  salieran  de  la 
Aduana  diez  de  las  diez  y  ocho  vigas  de  cedro,  en  que,  decia,  haber 
encontrado  notable  demasía.  De  ahí  la  dificultad  para  el  cómputo  de 
la  capacidad  de  las  diez  y  ocho  vigas. 

2^  El  Contador  Interventor,  en  vez  de  limitarse  á  conceder  la 
apelación,  única  cosa  que  se  le  pedia  y  á  que  era  llamado,  revoca 
mota  propio  la  resolución  del  Administrador,  su  superior  á  quien 
sustituía,  invocando  un  fundamento  completamente  falso.  El  admi- 
nistrador restablece  después,  y  con  toda  razón,  su  resolución  pri- 
mera. 

3^  Ordenada  la  verificación  de  la  medición  de  la  madera,  con  in- 
tervefwion  de  interesado,  esta  operación  aparece  solo  firmada  por  el 
medidor  de  la  Aduana,  cuando  debiera  estarlo  también  por  el  que 
representaba  á  la  parte  adversa. 

1**  La  primera  irregularidad  que  puede  fácilmente  salvarse,  adju- 
dicando á  las  diez  vigas  que  salieron  de  la  Aduana,  y  que  se  dicese 
cambiaron,  una  capacidad  proporcional  á  las  que  quedaron,  y  de 
cuya  autenticidad  no  hay  duda. 

2^  La  segunda  está  salvada  por  sí  misma,  y  en  manera  alguna 
puede  dar  lugar  á  la  nulidad  que  se  pretende.  Está  simplemente  ba- 
sada en  un  error  aritmético  manifiesto,  que  siempre  es  tiempo  de 
rectificar. 

3°  Para  salvar  la  tercera  y  última  irregularidad,  no  veo  otro  ca- 
mino sino  es  que  vuelva  V.  E.  esta  causa  al  Juzgado  de  su  proceden- 
cia para  que  la  reciba  á  prueba. 

Hánse  alegado,  por  parte  del  recurrente,  hechos  que,  probados, 
modificarían  la  sentencia,  puesto  que  de  ellos  resultaría  que  no 
existe  el  esceso  denunciado.  No  parece  probable  que  la  medición  se 
haya  hecho  en  un  sentido,  por  una  escala  inglesa,  y  en  otro,  caste- 
llana. Es  posible,  sin  embargo,  y  puesto  que  la  forma  del  medidor 
Amíco,  que  intervino  por  parte  del  interesado,  quita  para  éste  el  ca- 
rácter de  autenticidad  á  la  operación  del  medidor  de  la  Aduana,  no 
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encuentro  justo  se  le  prive  del  medio  de  restablecer  lo  que  sostiene 
ser  verdad. 

Pido,  en  consecuencia,  la  revocación  de  la  sentencia  recurrida,  al 
objeto  que  he  indicado. 

Eduardo  Costa, 


AUTO  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Buenos  Aires,  Junio  25  de  1885. 

Para  mejor  proveer,  líbrese  oficio  á  la  Oficina  de  In¿jenieros,  con 
copia  de  la  cuenta  de  medición  de  foja  diez  y  ocho  y  del  escrito  de 
foja  treinta  y  cinco,  para  que  informe  á  cuántos  metros  cuadrados 
ascienden  las  doscientas  noventa  y  cinco  vigas  á  que  se  refiere  di- 
cha cuenta,  con  arre^^o  al  sistema  métrico  decimal  adoptado  en  las 
Aduanas  de  la  República. 

/.  Domínguez. 


INFORME   DEL    DEPARTAMENTO   DE   INGENIEROS 


Buenos  Aires,  Junio  2  de  1885. 

Sf\  Secretario  de  la  Suprema  Corte  Nacional. 

En  contestación  del  oficio  de  fecha  27  del  mes  próximo  pasado, 
que  por  resolución  de  la  Suprema  Corle  de  Justicia,  recaida  en  la 
causa  seguida  por  don  Amadeo  Nuiíez  y  C^,  apelando  de  una  reso- 
lución de  la  Aduana,  ha  dirigido  V.  á  este  Departamento,  debo  ma- 
nifestarle lo  siguiente: 
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La  operación  que  se  pide,  es  la  siguiente:  3216  varas,  teniendo 
cada  una  0"'867  equivalen  á  2788'"272, 10  pulgadas  por  10  pulgadas, 
teniendo  cada  una  0"*02407  equivalen  á  una  superficie  de  0"'0579, 
de  manera  que  el  producto  de  2788"'272  por  0"'0579,  nos  da  161  me- 
tros 441,  es  decir,  161  metros  cúbicos  y  441  milésimos  de  metros 
cúbicos. 

Para  reducir  éstos  á  metros  cuadrados,  con  un  espesor  de  O"  025 
ó  sea  de  una  pulgada  inglesa,  se  tiene  que  multiplicar  por  cuarenta 
ó  dividir  por  25  los  161'"441,  lo  que  nos  dá  6457'"h64,  es  decir,  que 
295  vigas  con  3216  varas  de  largo  y  de  10  por  10  pulgadas  de  sec- 
ción, dan  (6487'"43)  seis  mil  cuatrocientos  cincuenta  y  siete  metros 
cuadrados  y  sesenta  y  cuatro  céntimos  de  metro  cuadrado,  con  un 
espesor  de  0"'025. 

Guillermo  Wliite. 


Fallo  de  la  Supreuia  €  lorie 

Buenos  Aires,  Julio  7  de  1H85. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  y  por  lo  que  resulta  del  informe  del 
Departamento  de  Ingenieros,  que  precede,  se  confirma  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  tres;  y  previa  reposición  de  sellos, 
devuélvase. 

J.  DOMINGIEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
— S.  M.  LASPIUR  -  FEDERICO  IBAR- 
(U'RKX. 
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CAUSA  I.XXXVI 


D,  Pedro  Labaqui  contra  D^  Gregoria  Mansilla,  D.  Juan  y  D,  Pastor 
Marañon,  por  cobro  de  pesos;  sobre  competencia. 


Sumario. — Las  demandas  cuya  importancia  escede  de  50()  pesos, 
aunque  correspondan  al  conocimiento  de  la  Justicia  de  Paz,  no  es- 
tán comprendidas  en  la  ley  de  3  de  Setiembre  de  1878. 


Caso. — Lo  esplica  el 


Fallo  del  Juc^z  de  Sc^ecioii 


Buenos  Aires,  Febrero  <>  de  1885. 

Vistos:  en  el  incidente  promovido  por  los  demandados,  sobre  in- 
competencia de  jurisdicción;  y  considerando: 

1°  Que  la  declinatoria  se  funda  en  que  la  deuda  porque  se  de- 
manda, no  escede  de  la  suma  de  veinte  mil  pesos  papel  moneda  de 
Buenos  Aires,  y  que,  por  lo  tanto,  corresponde  al  Juez  de  Paz  del 
domicilio  de  los  demandados  el  conocimiento  de  esta  causa,  con 
arreglo  á  la  ley  Provincial  de  1837,  asi  como  en  la  ley  nacional  de 
3  de  Setiembre  de  1878,  que  excluye  del  conocimiento  de  la  justicia 
federal,  las  causas  de  jurisdicción  concurrente,  que  no  esceden  de 
quinientos  pesos  fuertes. 
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¥  Que  no  se  desconoce,  que  toda  acción  que  judicialmente  de- 
duzca un  vecino  de  la  Capital  de  la  República,  contra  un  vecino  de 
la  Provincia,  es  de  competencia  de  la  justicia  federal,  como  se  ha 
declarado  por  resoluciones  de  los  Tribunales  Nacionales  y  Provin- 
ciales, y  por  lo  tanto,  es  indiscutible  el  derecho  que  ha  ejercitado  el 
demandante,  ocurriendo  ante  este  Juzgado. 

3^  Que  con  relación  á  la  cuantía  del  asunto,  basándose  la  juris- 
dicción federal  sobre  puntos  re;,ndos  por  la  Constitución  Nacional, 
este  Juzgado,  en  causas  anteriores,  ha  declarado  que,  aunque  el 
Congreso  haya  limitado  la  jurisdicción,  esa  ley  es  inconstitucional  y 
por  lo  tanto  existe  jurisprudencia  ante  este  Tribunal,  en  contra  de 
las  pretensiones  de  las  partes  demandadas. 

Por  estas  consideraciones,  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la  declina- 
toria de  foja. . .  y  mando  se  conteste  derechamente  la  demanda. 

Isidoro  Alharracin. 


Fnllf»  «le  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Julio  7  de  1885. 

Vistos:  Resultando  que  la  demanda  interpuesta  por  Don  Pedro 
Labaqui,  escede  de  la  cantidad  de  quinientos  pesos;  y  no  estando, 
por  lo  tanto,  comprendida  en  la  disposición  del  artículo  primero  de 
la  lev  de  tres  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  se 
confirma  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  dos.  Repón- 
/^anse  los  sellos  y  devuélvase. 

J.  DOMÍNGUEZ  —  ULADISLAO  frías. 
S.  M.  LASPIl'R.  —  FEDRICO  IRAR- 
GÚREN. 
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I 


CAUSA  I^XXXVII 


Charles  y  Skotte  contra  E.  Tornquist  y  C^  y  D.  Tomás  Nocetti;  sobre 

salarios  de  carga  y  estiva 

Sumario— V^  La  carga,  descarga  y  estiva  de  mercaderías  para  la 
exportación  á  bordo  de  buques,  pertenece  al  comercio  marítimo,  y 
el  conocimiento  de  las  causas  sobre  salarios  de  los  estivadores,  co- 
rresponde á  los  Tribunales  Federales. 

2^  Hecha  la  compra  de  las  mercancías  á  bordo,  y  convenido  que 
el  buque  que  las  contiene  atraque  al  costado  del  que  debe  expor- 
tarlas, el  mayor  gasto  que  puede  originarse  en  el  trasporte  de  un 
buque  á  otro  por  la  diferencia  del  tamaño  de  los  dos,  no  es  de  cuenta 
del  vendedor,  á  menos  de  convenio  especial. 

3*^  Tratándose  de  un  asunto  mayor  de  doscientos  pesos  fuertes,  la 
prueba  testimonial  es. inadmisible  si  no  existe  un  principio  de  prueba 
por  escrito. 


Caso.  —  Lo  esplica  el 


Fallo  del  «lucz  Federal 

Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1884. 

Vistos  estos  autos  de  los  cuales  resulta: 

r  Que  en  el  mes  de  Mayo  del  corriente  año  ocurrieron  al  Juz- 
gado los  señores  Charles  y  Skotte,  esponiendo:  que  hallándose  á 
bordo  del  vapor  «Palmbranch»,  ocupados  en  estivar  su  carga,  llegó 
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al  costado  la  barca  <  Teodora  »  como  con  seiscientas  toneladas 
de  trigo,  de  las  que  eran  cargadores  los  señores  R.  Tornquist  y 
C*,  para  ser  trasbordadas  al  vapor  y  no  pudiendo  hacerse  dicha  ope- 
ración en  las  condiciones  ordinarias  por  serla  «Teodora»  un  buque 
grande,  era  indispensable  aumentar  el  personal,  lo  que  comunicaron 
á  los  cargadores,  quienes  les  dijeron  que  no  eran  ellos  sino  don 
Tomás  Nocetti  quien  debia  arreglar  eso,  pues  él  debia  poner  la 
carga  al  costado  del  vapor  en  las  condiciones  de  costumbre,  propo- 
niéndoles que  fuesen  acompañados  de  uno  de  sus  dependientes  á  ver 
á  Nocetti;  que  entonces  éste  les  encargó  de  hacer  el  trabajo  autori- 
zándolos á  emplear  diez  hombres  en  ese  objeto;  pero  como  tenian 
motivos  para  desconfiar  de  él,  respecto  á  dificultades  que  les  pondria 
para  pagarles  su  trabajo  y  gastos,  hicieron  presente  al  empleado  de 
la  casa  de  Tornquist  y  C**^  que  no  se  encargarían  de  hacerlo  si  ésta 
no  se  obligaba  á  garantir  el  pago,  lo  que  fué  aceptado;  que  concluido 
así  el  arreglo  entraron  á  ejecutar  el  trabajo  y  gastos,  ascendiendo 
su  impórtenla  cantidad  do  «trescientos  ochenta  y  dos  pesos  con 
treinta  y  tres  centavos  moneda  nacional,  según  lo  expresa  la  cuenta 
presentada  á  f.  2,  que  les  era  adeudada  de  mancomum  por  Tornquist 
y  C*  y  Nocetti;  que  hoy  Nocetti  se  negaba  á  pagarles  y  Tornquist 
solo  ofrecia  pagar  la  mitad  de  la  cuenta,  reconociendo,  sin  embargo, 
que  el  trabajo  y  gastos  se  habían  hecho,  por  lo  que  venían  á  inter- 
poner formal  demanda  contra  ambos  conjuntamente  para  que  se  les 
condene  de  mancomum  y  solidariamente  á  pagar  la  cuenta  presen- 
tada y  las  costas  del  juicio. 

T  Que  Nocetti  con  tostó  á  f.  9  alegando  que  nada  de  lo  expuesto 
por  el  actor  á  su  respecto  era  exacto  y  suponiendo  que  sea  verdadero- 
el  trabajo  y  exacta  la  cuenta  que  cobran  no  tenian  contra  él  la  ac- 
ción que  deducen;  que  la  venta  del  trigo  que  hizo  á  Tornquist  y 
C*  fué  antes  que  estos  tuvieran  fletado  el  vapor  que  debia  expor- 
tarlo, ó  por  lo  menos,  antes  que  le  dijeran  cual  era,  de  manera,  que 
cuando  convino  hacer  atracar  la  «Teodora»  al  costado  del  vapor,  no 
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podia  conocer  la  relación  de  tamaño  entre  ambos,  no  pudíondo,  de 
consiguiente,  ser  culpable  del  trabajo  extraordinario  que  haya  te- 
nido que  hacerse  por  causa  de  esta  circunstancia,  habiendo  cum- 
plido acabadamente  con  las  obligaciones  que  le  imponía  su  convenio 
con  Tornquist  y  C%  con  hacer  atracar  la  «Teodora»  al  costado  del 
vapor;  que  era  incierto  que  el  trabajo  extraordinario  hubiese  sido 
en  su  beneficio,  pues  la  mayor  ó  menor  demora  no  le  hacia  perder 
ni  ganar  nada,  desde  que  tenia  estipulado  estadías  que  aquellos  le 
pagaron;  que  por  lo  demás,  no  le  constaba  la  verdad  de  la  cuenta 
acompañada,  teniendo  todo  derecho  para  ponerla  en  duda,  pues  el 
trigo  de  la  «Teodora»  consistía  en  siete  mil  seiscientas  veinte  y  ocho 
bolsas  y  no  era  creíble  que  para  el  trasborde  de  esta  carga  tuvieran 
que  emplearse,  como  extraordinarios,  otros  diez  hombres,  durante 
diez  y  siete  días,  agregando  que  era  dudosa  la  competeneia  del  Juz- 
gado para  conocer  en  esta  causa. 

3°  Que  los  señores  Tornquist  y  C*^  contestaron  la  demanda  (f.  2o) 
manifestando  que  era  exacto  que  los  señores  Charles  y  Skotte  habían 
practicado  algunos  trabajos  para  el  trasborde  de  la  carga  de  la  «Teo- 
dora»,  pero  ignoraban  sí  esos  trabajos  eran  los  mismos  que  deta- 
llaban en  la  cuenta  que  se  acompaña,  siendo  verdadera  la  relación 
hecha  en  la  demanda,  en  cuanto  á  las  causas  que  dieron  lugar  á  los 
trabajos  extraordinarios  de  trasborde,  habiendo  sido  hechos  por 
cuenta  de  Nocetti,  que  teniendo  la  obligación  de  poner  la  carga  al 
costado  del  vapor  en  las  condiciones  de  costumbre,  la  enviaron  en 
la  «Teodora»  que  por  su  tamaño  no  permitía  hacer  el  trasbordo  sin 
gastos  extraordinarios;  que  todo  aquel  que  compra  mercaderías  á 
bordo  para  exportar,  puestas  á  bordo  ó  al  costado  del  buque,  se  en- 
tiende por  las  costumbres  del  comercio  que  no  le  corresponde  pagar 
gasto  alguno,  pues  los  ordinarios  de  trasbordo  y  estiva  son  por 
cuenta  del  buque;  que  no  les  habia  sido  posible  averiguar  si  era 
exacto  que  uno  de  sus  dependientes  hubiese  ofrecido  la  garantía  de 
la  casa  en  caso  de  que  no  pagase  Nocetti,  por  haber  fallecido  dicho 
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empleado;  pero  creen  que  los  demandantes  deben  haber  padecido 
error  á  este  respecto,  y  que  además,  ese  empleado  no  estaba  autori- 
zado para  ofrecerla. 

4^  Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba,  para  que  se  justifique: 
1**  que  los  demandantes  fueron  autorizados  por  don  Tomás  Nocetti 
para  efectuar  el  trabajo  extraordinario  que  reclaman;  2^  que  em- 
plearon diez  hombres  durante  diez  y  siete  dias;  3°  cuál  es  el  salario 
corriente  de  éstos;  4'^  las  obligaciones  contraidas  por  Nocetti  como 
vendedor  para  con  Tornquist  y  C%  comprador  del  trigo  y  en  su  de- 
fecto, el  uso  del  puerto;  o^  la  garantía  ofrecida  por  Tornquist  y  C^ 

5^  Que  con  posterioridad  á  este  auto,  la  cuestión  fué  transada 
entre  los  demandantes  Tornquist  y  C*^,  quienes  les  abonaron  la 
suma  reclamada  y  además  veinte  y  cinco  pesos  moneda  nacional, 
para  indemnizarle  en  parte  sus  gastos  judiciales,  comprometiéndose 
el  representante  de  los  demandantes  á  seguir  el  juicio  contra  No- 
cetti, en  subrogación  de  Tornquist  y  C%  que  á  su  vez  quedaban  sub- 
rogados en  los  derechos  de  aquellos  por  el  pago,  si  Nocetti  preten- 
dia  cobrarles  costas. 

(f  Que  Nocetti  presentó,  con  tal  motivo,  el  escrito  de  foja  38  ma- 
nifestando, que  si  los  señores  Charles  y  Skotte  pretendían  dar  por 
concluido  el  juicio  y  archivar  el  expediente,  debía  condenárseles  en 
las  costas  que  le  habían  causado,  pues  la  transacción  de  que  hacían 
mérito  importaba  un  desistimiento  de  la  acción  deducida,  pudiendo, 
en  caso  contrario,  llevarla  adelante,  por  lo  que  el  Juzgado  dictó  el 
auto  de  f.  37,  aprobando  la  transacción  entre  aquellos  y  Tornquist 
y  C%  mandando  continuar  el  juicio  solo  con  Nocetti. 

T  Que  durante  el  término  legal,  se  ha  producido,  por  parte  del 
actor,  las  posiciones  de  f.  42  absueltas  por  Nocetti,  sin  resultado  fa- 
vorable á  las  pretensiones  de  aquellos  y  las  declaraciones  de  foja  66 
á  f.  7S  y  por  parte  del  demandado,  las  posiciones  de  f.  5S,  absueltas 
por  Tornquist  y  C'\  en  las  que  reconoce  esplícitamentc  el  memorán- 
dum de  f.  53  é  indirectamente  la  carta  de  f.  54. 
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Y  considerando;  Primero:  Que  la  primera  cuestión  que  el  Juzgado 
debe  resolver  es  la  de  su  competencia  para  entender  en  esta  causa, 
pues  aunque  no  ha  sido  propuesta  como  tal,  sino  bajo  la  forma  de 
una  duda,  lo  que  es  de  todo  punto  irregular,  máxime  cuando  la  de- 
manda fué  admitida  por  el  Juez,  lo  que  implica  declararla  de  su 
competencia  y  la  parte  es  dirigida  por  letrado  que  en  caso  de  creer 
lo  contrario  debió  alegarlo  en  la  forma  que  la  ley  designa,  debe,  no 
obstante,  definirse  claramente,  puesto  que  siendo  la  justicia  federal 
restringida  á  los  casos  expresamente  determinados  en  la  ley,  la  in- 
competencia entrañaría  la  nulidad  de  los  procedimientos  y  del  fallo 
definitivo. 

Segundo:  Que  nadie  ha  pretendido  que  el  fuero  federal  proceda 
en  este  caso  por  razón  de  las  personas,  sino  por  razón  de  la  materia 
y  bajo  este  punto  de  vista  es  indiscutible  que  el  caso  cae  bajo  la 
competencia  del  Juzgado,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  articulo 
104,  inciso  9°  de  la  ley  de  lo  de  Diciembre  de  1886,  pues  se  trata 
de  salario  de  gente  de  mar,  como  son  los  estivadores,  ó  en  términos 
generales,  de  actos  ó  convenciones  concernientes  al  comercio  marí- 
timo, como  es  el  trabajo  de  carga  y  descarga  de  mercaderías  para 
la  exportación  á  bordo  de  buques,  y  de  su  estiva. 

Tercero:  Que  el  fundamento  capital  de  la  acción  deducida  contra 
Nocetti  consiste,  según  los  demandantes,  en  la  autorización  que 
dicen  les  dio  expresamente  para  emplear  como  extraordinarios  diez 
hombres  mas  en  los  trabajos  de  trasborde  de  la  barca  «Teodora)»  al 
vapor  «Palmbrach»  y  en  el  hecho,  se^run  Tornquist  y  C\  de  no  ha- 
berse sujetado  á  la  costumbre  comercial  de  esto  puerto,  enviando  la 
carga  en  un  buque,  rolativamenie  demasiado  grande,  lo  que  exigió 
un  trabajo  estraordinario  para  el  trasborde. 

Cuarto:  Que  para  probar  la  autorización  solo  se  ha  producido  la 
declaración  de  un  testigo  (Baerwindt,  f.  63  vuelta)  quien  dice,  que 
en  su  presencia,  la  dio  Nocetti  á  Charles  y  Skotte,  para  mandar 
cuantos  hombres  fuesen  necesarios,  lo  que  de  ningún  modo  puede 
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admitirse  como  prueba  jurídica  del  hecho,  tanto  por  su  sin<.mlaridad 
según  lo  dispuesto  en  la  ley  32,  titulo  16,  part.  3**,  cuanto  porque  se 
trata  de  actos  convencionales  generadores  de  obligaciones  cuyo  va- 
lor podía  esceder  de  doscientos  pesos,  en  los  que  es  indispensable 
para  su  comprobación,  por  lo  menos,  un  principio  do  prueba  escrita. 

Quinto:  Que  ni  por  declaraciones,  ni  por  ningún  otro  medio  de 
prueba,  se  ha  establecido  cuál  sea  el  uso  ó  costumbre  comercial  de 
plaza,  en  cuanto  al  tamaño  ó  capacidad  de  las  embarcaciones  en 
que  el  vendedor  de  mercaderías  á  bordo  para  la  exportación  debe 
enviarlas  al  costado  de  los  buques  mayores,  resultando,  entre  tanto, 
del  memorándum  presentado  á  f.  53,  que  la  casa  de  Tornquist  y  C% 
compradora  del  trigo,  sabia  que  estaba  á  bordo  de  la  «Teodora»,  y 
ásu  pedido,  hecho  sin  reserva  ni  restricciones  de  ninguna  clase  fué 
enviada  al  costado  del  «Palmbrach^. 

Sesto:  Que  tampoco  se  ha  producido  prueba  alguna  para  estable- 
cer el  alcance  de  las  obligaciones  contraidas  por  Nocetti  como  ven- 
dedor del  trigo,  debiendo  presumirse  que  han  entendido  sujetarse 
á  las  que  son  de  uso  corriente  en  plaza,  no  habiéndose  demostrado 
por  ninguna  prueba  legal  que  éste  imponga  al  vendedor  de  merca- 
derías á  bordo  la  obligación  de  emplear  personal  extraordinario, 
fuera  del  que  habilualmente  tienen  las  embarcaciones  conductoras. 

Séptimo:  Que  desde  luego,  no  aparece  qué  interés  podía  tener  No- 
cetti en  el  empleo  de  ese  persoaal  extraordinario,  cuando  por  una 
parte  habiendo  concedido  á  Tornquist  y  C  diez  días  de  estadías, 
según  se  expresa  en  la  carta  que  en  copia  corre  á  f.  34,  tenia  ase- 
gurado el  pago  de  las  sobreestadías  que  pudieran  ocurrir;  y  por  otra 
parte,  no  existiendo  entre  él  y  el  capitán  del  «Palmbrach»  ninguna 
relación  de  derecho,  tampoco  le  incumbía  responsabilidad  alguna 
por  la  mayor  demora  que  se  infiriese  ¿  este  buque. 

Octavo:  Que  de  consiguiente,  Nocetti  ni  aún  puede  ser  pasible  de 
la  acción  que  ejercitan  los  demandantes,  en  ausencia  de  convencio- 
nes ó  de  uso  comercial  del  punto  de  vista  del  beneficio  obtenido. 
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por  aquel  axioma  jurídico  que  á  nadie  le  es  licito  euriquecerse  á 
costa  agena;  porque  se  acaba  de  demostrar  que  no  era  él  quien  po- 
dia  tener  interés  en  reportar  beneficios  con  la  prontitud  en  el  tras- 
borde, sino  la  casa  de  Tornquist  y  C%  que  vencidas  las  estadías  de 
la  «Teodora»,  liabria  tenido  que  pairar  sobreestad  ¡as  y  seijfura  mente 
también  al  «Palmbracb». 

Noveno:  Que  las  conclusiones  precedentes  no  se  modifican  por  el 
liedlo,  que  puede  admitirse  como  cierto,  deque  el  trabajo  extraordi- 
nario que  demandan  los  actores  fué  ori'rinado  por  no  poder  atracar 
la  «Teodora?  á  todas  partes  del  «Palmbrach»,  pues  esta  circunstan- 
cia ba  podido  y  debido  ser  prevista  por  los  compradores  del  tríu'o, 
desde  que  sabían  que  estaba  en  este  buque,  y  no  por  el  vendedor  que 
ignoraba,  hasta  ese  momento,  el  buque  al  cual  debía  atracar,  y  de 
consiguiente,  tomada  en  consideración  para  la  fijación  del  precio 
y  de  las  estadías  que  podían  acordarse,  sea  para  hacer  materia  de 
estipulación  esplícita,  la  obli:j:acion  del  vendedor  de  aumentar  el 
personal  empleado  en  el  trasbordo. 

Décimo:  Que  la  transacción  de  que  antes  se  ha  hecho  mérito,  ha 
desinteresado  por  completo  en  este  juicio  á  la  casa  de  Tornquist  y 
C*,  de  manera  que  no  hay  para  qué  entrar  á  discutir  la  responsabi- 
lidad subsidiaria  que  se  atribuye  á  esta  casa,  á  lo  que  se  agrega, 
que  el  hecho  de  haber  pagado  la  suma  demandada,  con  más  una 
cantidad  por  vía  de  indemnización  de  gastos  judiciales,  implica 
hasta  cierto  punto  un  reconocimiento  de  la  obligación  principal  y 
directa,  ó  por  lo  menos,  que  los  servicios  que  se  demandan  han  sido 
en  beneficio  de  la  casa. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  del  alegato  de  f.  80,  fallo 
absolviendo  á  don  Tomás  Nocetti  de  la  demanda  interpuesta  á  f.  4, 
con  costas  á  los  actores. 

Notifíquese  original. 

Virgilio  Te  din. 
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Fallfi  <le  la  í^upreiua  C<«»i*le 

Buenos  Aires,  Julio  7  de  188b. 

Vistos:  Por  siis  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  noventa  y  ocho  y  previa  reposición  de  sellos  devuél- 
vase. 

J.  DOMÍNGUEZ. —  ULADISLAO  FRIAS.— 
S.  M.  LASPHJR.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 
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CAISA  LXXXVIÍ! 


Criminal,  contra  Juan  A.  Garda,  por  Iwmicidio,  cometido  en  el 
fuerte  «General  Áchai>;  sobre  competencia. 

Sumario,— FA  conocimiento  de  los  crímenes  comelidos  en  fuertes 
argentinos  corresponde  al  Juez  Nacional  mas  inmediato  al  lucrar 
del  hecho. 


Caso, — La  autoridad  militar  del  fuerte  «General  Acha»,  remitió 
al  Ministerio  dé  la  Guerra,  el  sumario  levantado  contra  Juan  A. 
Garcia,  por  homicidio  cometido  en  la  persona  de  Ruperto  Orellano, 
en  el  territorio  de  su  jurisdicción. 

De  acuerdo  con  el  dictamen  del  Auditor  de  Guerra,  el  sumario 
fué  pasado  al  Juez  Federal  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  que  lo 
devolvió,  fundándose  en  que  el  hecho  hahia  sido  cometido  en  terri- 
torio nacional,  y  correspondia  su  conocimiento  al  Juez  de  Paz,  con 
arreglo  á  la  ley  de  18  de  Octubre  de  1872,  artículo  8. 


DICTAMEN  DEL  AUDITOR  DE  GUERRA 


Buenos  Aires,  Noviembre  2^  de  1884. 

Exmo.  Señor: 
La  ley  de  18  de  Octubre  de  1872,  estableció  un  Gobierno  en  el 
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territorio  del  Chaco,  creando  en  él  diversas  autoridades;  Goberna- 
dor, Secretario,  Juez  de  Paz,  Municipalidades  y  otros,  marcándoles 
sus  respectivas  funciones;  entre  las  que  daba  jurisdicción  á  los  Jue- 
ces de  Paz,  para  entender  en  los  asuntos  civiles,  mercantiles  y  cri- 
minales, con  apelación  al  Juez  de  Sección  de  la  Provincia  inmediata. 
—  Articulo  6^,  citado  por  el  Procurador  Seccional  y  tenido  como 
fundamento  de  la  resolución  del  Señor  Juez  de  la  Sección  de  Buenos 
Aires. 

Pero  esa  ley  es  puramente  para  el  territorio  del  Chaco;  «mientras 
no  se  dicte  la  ley  general  para  la  administración  y  gobierno  de  los 
territorios  nacionales».  Articulo  primero  de  la  misma,  subsistente 
aún,  pues  no  se  ha  dictado  todavía  la  ley  á  que  se  refiere. 

Dada  su  particularidad,  no  es  aplicable  á  otros  territorios  que  ni 
aun  estaban  en  esa  fecha,  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  bajo  la  au- 
toridad de  la  Nación. 

Debe,  por  lo  tanto,  con  arreglo  al  artículo  tercero,  inciso  cuarto, 
de  la  ley  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  citado  en  mi  dictamen 
anterior,  devolverse  este  al  Juzgado  de  Sección,  para  que  se  sirva 
revocar  su  auto,  declarándose  incompetente,  y  si  lo  mantuviere,  se 
.sirva  tenerlo  por  apelado,  remitiéndolo  á  la  Suprema  Corte,  para 
que  resuelva  sobre  dicha  cuestión. 

Beccar. 


DICTAMEN  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Diciembre  11  de  1884. 

Seíior  Ministro  ; 

La  ley  de  J8  de  Octubre  de  1872, colocólos  territorios  nacionales 
de  la  Patagonia,  en  las  mismas  condiciones  que  los  del  Chaco.  La 

T.    XIX  2> 
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jurisdicción  en  el  presente  caso,  correspondería  entonces  al  Juez  de 
Paz  del  territorio  á  que  pertenezca  el  lugar  donde  ha  tenido  lugar 
el  hecho,  y  el  Sr.  Juez  de  Sección  estaría  en  su  derecho  al  declinar 
su  conocimiento.  Falta,  empero,  saber  si  este  territorio  está  organi- 
zado, siquiera  en  su  primera  forma  rudimentaria;  es  decir,  si  ha  sa- 
lido del  gobierno  de  los  Comisarios,  constituyendo  su  Justicia  de 
Paz. 

Este  dato  es  importante,  no  porque  sea  este  el  momento  de  de- 
cidir la  competencia,  sino  para  saber  si  deben  ó  no  ser  remitidos 
estos  antecedentes  al  Juez  de  Paz,  si  lo  hubiere  nombrado. 

La  competencia  á  que  dá  lugar  la  resolución  del  Juzgado  Fede- 
ral, os  del  resorte  esclusivo  de  la  Corte  Suprema,  y  debe  venti- 
larse entre  los  mismos  jueces  en  ella  interesados,  no  siendo  parte 
V.  E.  para  interponer  apelación  de  sus  juicios,  buenos  ó  malos. 

Sírvase  V.  E.  pedir  informe  al  Ministerio  del  Interior,  acerca  de 
las  condiciones  en  que  se  encuentra  la  organización  del  territorio, 
á  que  pertenece  el  fuerte  *  General  Acha  ». 

Si  resultase  hallarse  en  ejercicio  el  Juzgado  de  Paz,  deberá  ser  re- 
mitido á  su  conocimiento  este  sumario;  sino,  corresponderá  devol- 
verlo al  Juzgado  de  Sección,  en  virtud  del  artículo  de  la  ley  de  ju- 
risdicción y  competencia,  que  sirve  de  base  á  la  sentencia  del  Juz- 
gado. 

Eduardo  Costa. 


NOTA  DEL  MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


A  S.  E.  el  Sr,  Ministro  de  Guerra  y  Marina : 

Se  devuelve  al  Miuísterio  de  V.  E.,  en  la  fecha,  el  espediente  se- 
guido contra  I).  Juan  Antonio  García,  por  homicidio,  y  manifiesto 
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á  V.  E.  que  el  fuorle  «General  Acha»,  no  pertenece  ni  á  la  Goberna- 
ción del  Chaco  ni  á  la  de  Pataiconia,  y  que  en  este  fuerte  no  existe 
mas  autoridad  dependiente  de  este  Ministerio,  que  la  del  Juez  de 
Polícia,  que  funciona  con  las  atribuciones  señaladas  por  el  acuerdo 
de  10  de  Diciembre  del  año  pasado,  creando  esos  Juzi^ados  de  Po- 
licía. Se  adjunta  á  V,  B.  una  copia  le:^alizada  de  dicho  acuerdo.  Asi, 
pues,  la  autoridad  competente  para  entender  en  causas  criminales, 
es  la  del  Juz-xado  de  Sección  de  la  Provincia  mas  próximo,. hasta 
tanto  no  se  or^^anice  definitivamente  la  Gobernación  de  la  Pampa 
Central,  á  la  que  pertenece  el  fuerte  «General  Achas  por  la  ley  nú- 
mero 1532,  de  Octubre  próximo  pasado. 
Aprovecho  la  oportunidad  para  saludar  á  V.  E.  respetuosamente. 

BERNAKÜO  DE  IRIGOYEN. 


ACUERDO   DEL   P.    E.    NACIONAL,    ESTABLECIENDO    LAS   AUTORIDADES    EN 

EL   TERRITORIO   DE    LA   PAMPA 

Buenos  Ain-s.  Diciembre  10  de  1883. 

Habiéndose  sometido  al  H.  Conirreso,  un  proyecto  de  ley  sobre  or- 
f^anizacion  de  los  territorios  nacionales,  y  considerando  que  es  in- 
dispensable establecer  provisoriamente,  hasta  que  aquel  proyecto 
sea  considerado,  autoridades  en  el  territorio  de  la  Pampa,  cuya  po- 
blación aumenta  notablemente  y  se  encuentra  destituida  de  me- 
dios para  la  conservación  del  orden  y  re^^^ularizacion  de  sus  actos 

El  Presidente  de  la  República,  en  acuerdo  de  Ministros 

DECRETA : 

ArL  i". — Mientras  el  H.  Conj^reso  sancione  la  ley  de  organiza- 
ción de  los  territorios  nacionales,  la  Policía  de  cada  una  de  las 
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veinte  secciones  en  que  se  halla  dividido  el  territorio  de  la  Pampa, 
estará  á  cargo  de  un  funcionario  que  se  denominará  Juez  de  Policía 
de  la  Sección. 

Art.  2\— Los  Jueces  de  Policía  dependerán  directamefnte  del  Mi- 
nisterio del  Interior,  serán  nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo  y 
desempeñarán  gratuitamente  sus  funciones. 

Arl.  íV. — Los  funcionarios  referidos  durarán  un  ailo  en  el  ejerci- 
cio de  sus  (unciones,  pudiendo  ser  reelegidos. 

Son  condiciones  para  su  nombramiento:  I*"  ser  ciudadanos  mayo- 
res de  edad;  2^  tener  domicilio  en  la  Sección;  y  3*"  saber  leer  y  es- 
cribir. 

Art.  4^— Corresponde  á  los  Jueces  de  Policía:  1"  conocer  y  resol- 
ver en  materia  de  contravenciones,  aplicando  las  multas  que  las 
ordenanzas,  disposiciones  administrativas  ó  leyes  establezcan;  2^ 
Prevenir  los  delitos,  arrestar  á  los  delincuentes  y  someterlos  á  los 
Jueces  respectivos,  hacer  guardar  el  orden  y  la  tranquilidad  y  ga- 
rantir las  seguridades  y  la  propiedad  de  los  habitantes  de  la  Sec- 
ción; 3''  Aplicar  multas  de  1  hasta  20  pesos  y  arrestar  de  1  á  o  dias 
por  desórdenes  ú  otras  contravenciones;  4"  Espedir  guias  y  certifi- 
cados para  la  estraccion  y  venta  de  ganados,  abrir  y  llevar  los  re- 
gistros necesarios  para  la  anotación  de  esas  operaciones  y  auto- 
rizar, á  falta  de  Escribano  Público,  los  contratos  en  que  sean 
solicitados. 

Art.  5". — Los  Jueces  de  Policía  darán  cumplimiento  á  las  comi- 
siones que  les  sean  conferidas  por  el  Ministerio  del  Interior  y  por 
los  Jueces  de  Sección,  y  en  caso  de  dudas,  consultarán  las  resolu- 
ciones ó  medidas  que  deban  adoptar. 

Art.  6^ — Los  Jueces  de  Policía  residirán  en  la  Sección  donde 
deben  prestar  sus  servicios;  no  podrán  ausentarse  sin  licencia  del 
Ministerio  del  Interior  y  propondrán  á  este  las  medidas  que  consi- 
deren convenientes  para  el  orden  y  buena  administración  en  sus 
respectivas  Secciones. 
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Art.  7". — Dése  cuenta  al  H.  Congreso,  en  las  primeras  sesiones 
del  año  próximo,  délo  dispuesto  en  el  presente  decreto. 
Art.  8^ — Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  R.  N. 

ROCA. 

BERNARDO  DE  IRIGOYEN.—  EDUARDO 
WILDE.— V.  DE  LA  PLAZA.  —  BEN- 
JAMÍN VICTORICA. 

Devuelto  el  espediente  al  Juez  Federal  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  este  lo  pasó  en  vista  al  Procurador  Fiscal. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  FISCAL 

Buenos  Aires,  Enero  lí5  de  1885. 


Señor  Juez: 


La  ley  número  1832,  promulgada  el  16  de  Octui)re  de  1884,  ha 
dividido  los  territorios  nacionales,  creando  gobernaciones  para 
cada  uno  de  ellos,  su  municipalidad,  su  administración  de  justicia, 
etcétera,  y  contiene  una  serie  de  disposiciones  complementarias  y 
de  detalle  á  los  fines  de  ella,  entre  las  que  se  encuentran  las  que 
determinan  la  jurisdicción  y  competencia  de  los  Jueces  Letrados  y 
Jueces  de  Paz  que  deben  establecerse. 

A  juicio  del  Procurador  Fiscal,  esta  ley  ha  organizado  definitiva- 
mente los  territorios  nacionales,  y  en  virtud  de  sus  prescripciones, 
las  causas  civiles,  comerciales  y  criminales,  de  estos  territorios, 
tienen  que  ventilarse  ante  los  funcionarios  que  ella  crea  y  resol- 
verse por  ellos,  en  cuyo  caso  se  encuentra  la  que  motiva  este  espe- 
diente. 

Pero  como  los  Juzgados  aún  no  están  instalados  en  el  territorio 
de  la  Pampa,  que  comprende  el  fuerte  «General  Acha»,  no  existe 
en  el  hecho  administración  de  justicia. 
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En  esta  situación  y  teniendo  presente  la  proximidad  del  superior, 
soy  de  opinión,  que  si  V.  S.  insistiere  en  su  resolución  de  incompe- 
tencia, se  sirva  elevar  en  consulta  los  autos  á  la  Suprema  Corte,  á 
fin  de  que  resuelva  lo  que  corresponda. 

José  A.  Víale. 


ALTO  DEL  JUEZ  DE  SECCIOiN 

Buenos  Aires,  Enero  21  de  1885. 

De  conformidad  con  la  precedente  vista  del  Sr.  Procurador  Fiscal, 
liá^^ase  como  se  pide,  y  elévese  el  espediente  á  la  Suprema  Corte 
Federal,  con  el  oficio  de  estilo. 

Albarracin. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Febrero  1°  de  1885. 

Suprema  Corte: 

El  procedimiento  del  Sr.  Juez,  no  es  correcto  en  este  caso. 

Por  su  primer  auto,  declinó  el  conocimiento  de  esta  causa,  que 
ordenaba  pasar  al  Juzgado  de  Paz  del  territorio  de  la  Patagonia,  á 
que  perteneciera  el  lugar  del  delito. 

De  las  diligencias  obradas  después,  resulta  que  este  Juez  de  Paz, 
que  debía  nombrarse,  ya  en  virtud  de  la  ley  del  72,  ya  en  ejecución 
de  la  ley  definitiva  de  los  territorios  nacionales,  recientemente  san- 
cionada, no  se  ha  nombrado  aún,  sin  que  se  advierta  pronto  su 
nombramiento. 

El  Señor  Juez  de  Sección  debió  entonces  afirmar  ó  declinar  su 
jurisdicción.  En  vez  de  esto,  consulta  á  V.  E.  Pero  los  jueces  no  pro- 
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ceden  por  consultas;  resuelven,  según  su  ciencia  y  conciencia,  y  sus 
fallos  no  vienen  á  V.  E.  de  otra  manera  que  por  vía  de  apelación. 

Sírvase  V.  E.  volver  estos  antecedentes  al  Sr.  Juez,  para  que  pro- 
ceda con  arreglo  á  derecho. 

Eduardo  Costa. 


AUTO  DE   LA  SUPREMA  CORTE 


Buei^os  Aires,  Febrero  7  de  1885. 

Como  dice  el  Señor  Procurador  General,  en  su  precedente  vista, 
devuélvase  este  espediente  al  Juez  de  Sección,  para  que  proceda  con 
arreglo  á  derecho. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ 
— ULADISLAO  frías  — S.  M.  LAS- 
PIUR.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  FISCAL 


Buenos  Aires,  Febrero  24  de  lS8o. 

Señor  Juez: 

La  jurisdicción  y  competencia  de  los  Jueces  nace  de  las  leyes,  y 
no  puede  ejercitarse  sino  dentro  de  los  limites  que  ellas  marcan,  y 
como  consecuencia  lógica,  cuando  una  ley  dispone  que  tales  causas 
dehen  ser  resueltas  por  funcionarios  que  ella  indica,  ningún  otro 
puede  ni  debe  arrogarse  su  consentimiento. 

Si  los  Tribunales  ó  Jueces  encargados  de  administrar  justicia  en 
un  territorio  nacional  no  están  nombrados,  esta  circunstancia  no 
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confiere  á  favor  de  otros  la  atriltucion  de  entender  en  las  causas  de 
la  competencia  de  aquellos,  á  menos  que  así  lo  disponga  le  ley. 

En  virtud  de  la  ley  n^  1532,  que  ha  or/j^anizado  definitivamente 
los  territorios  nacionales,  esta  causa  tiene  que  ser  juzgada  por  los 
funcionarios  que  ella  establece,  y  no  hay  precepto  alguno  del  que 
resulte  que  V.  S.  tiene  competencia  en  razón  de  no  haberse  hecho 
los  nombramientos. 

En  cuanto  á  la  consulta  hecha  á  lá  Suprema  Corte,  la  que  no  ha 
sido  acordada  por  este  alto  Tribunal,  recordaré,  que  la  solicité  en 
vista  de  la  proximidad,  como  entonces  lo  espuse,  y  con  el  propósito 
de  que  se  obtuviera  una  resolución  breve,  como  lo  requiere  la  na- 
turaleza de  los  asuntos  criminales.  No  ha  sido  pues,  un  olvido  de 
las  Leyes  de  Procedimientos. 

Pienso,  pues,  que  V.  S.  debe  insistir  declarándose  incompetente, 
remitiendo  el  espediente  al  Ministerio  de  su  procedencia. 

José  A.  Viale. 


Fallo  del  «I iiez  de  Seceiou 

Buenos  Aires,  Febrero  26  de  1885. 

De  conformidad  con  la  vista  fiscal  precedente,  y  con  inclusión  de 
la  misma,  hágase  como  se  pide. 

Alharracin, 


VISTA  DEL  SEi\OR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Julio  8  de  1885. 

Suprema  Corte : 

Después  de  lo  espuesto  por  el  Sr.  Ministro  del  Interior  en  su  co- 
municación de  foja  20,  no  puede  ponerse  en  duda  que  el  conoci- 
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miento  de  esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  por  ser  el  mas  inmediato. 

Dice  el  Sr.  Procurador  Fiscal,  en  la  vista  cuyas  conclusiones  acepta 
el  Sr.  Juez  de  Sección,  al  declararse  por  segunda  vez  incompetente, 
que  la  jurisdicción  nace  de  la  ley,  y  que  cuando  los  Jueces  de  un  te- 
rritorio no  están  nombrados,  esta  circunstancia  no  atribuye  á  otros 
la  jurisdicción  que  á  aquellos  corresponde. 

El  principio  general  que  domina  en  esta  materia,  es  que  los  deli- 
tos no  pueden  ni  deben  quedar  impunes.  Cuando  se  comete  un  cri- 
men en  lugar  donde  no  existen  jueces,  es  una  regla  del  derecho  co- 
mún, que  su  conocimiento  corresponde  á  la  justicia  del  territorio 
mas  cercano  ó  adyacente. 

Consecuente  con  este  principio,  nuestra  ley  atribuye  jurisdicción 
para  reconocer  de  los  crímenes  cometidos  en  los  rios,  islas  y  puertos 
argentinos,  al  Juez  mas  inmediato  del  lugar  del  hecho. 

Por  analogía,  esta  disposición  es  perfectamente  aplicable  á  los 
territorios  nacionales. 

De  otra  manera  resultaría  que  los  crímenes  cometidos  en  ellos,  el 
presente,  por  ejemplo,  quedarían  impunes  si^  por  falta  de  población 
ó  por  un  evento  cualquiera,  no  se  organizaran  con  autoridades  pro- 
pias: quedando  así  sus  habitantes  privados  de  la  protección  de  la  jus- 
ticia, y  á  defender  personalmente  por  la  violencia  sus  bienes  y  su  vida, 
según  las  palabras  de  mi  antesesor  el  Dr.  Pico,  en  la  causa  cuarenta 
y  tres,  tomo  (T*,  serie  2*'^. 

Pido  á  V.  E.  se  sirva  volver  esta  causa  al  Juzgado  de  Sección, 
con  recomendación  expresa  de  que  le*  preste  atención  especial, 
por  cuanto  háse  perdido  ya  un  año  en  esta  estéril  cuestión  compe- 
tencia. 

Eduardo  Costa. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Julio  11  de  1885. 

Vistos  en  el  acuerdo:  De  conformidad  con  el  Sr.  Procurador  Ge- 
neral, se  declara  que  el  Juez  de  Sección  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  es  el  competente  para  conocer  en  esta  causa.  Remítasele,  en 
consecuencia,  este  espediente  y  comuniqúese  por  oficio  esta  resolu- 
ción al  Poder  Ejecutivo. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRIAS. 
—  S.  M.  LASPIUR.  —  FEDRICO  IBAR- 
GÚREN. 


CIAUlSA  I.XXXIX 


i).  Juan  Walter,  contra  Melara  y  Marti,  por  cobro  de  estadías; 

sobre  rechazo  de  documentos 


Sumario.  —  La  póliza  de  fletamento  debe  acompañarse  á  la  de- 
manda por  estadías;  pero  cuando  no  se  ha  acompañado  por  hallarse 
en  poder  del  traductor,  habiéndose  asi  manifestado  y  ofrecido  pre- 
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sentarla  una  vez  traducida,  no  puede  ser  rechazada  por  ser  tardía 
su  presentación  en  juicio. 


Caso, — Don  Juan  Walter  demanda  por  estadías  á  los  señores  Me- 
lara y  Martí,  manifestando  que  no  acompañaba  el  contrato  de  neta- 
mente por  haberlo  mandado  traducir,  y  que  lo  presentará  en  cuatro 
días  mas. 

Los  demandados  pidieron  el  rechazo  de  la  demanda  por  no  ha- 
berse acompañado  á  ella  ejemplar  alguno  del  conocimiento,  in- 
vocando el  artículo  1211  del  Código  de  Comercio  y  la  jurisprudencia 
contenida  en  los  fallos  contenidos  en  el  Tomo  2°,  serie  2*,  pág.  229 
y  tomo  12,  serie  2*,  pág.  62o,  y  tomo  1°,  serie  2*,  página  289. 

El  demandante  presentó  luego  la  póliza  de  fletamento  traducida, 
á  cuya  admisión  se  opusieron  los  demandados,  invocando  el  articulo 
10  de  la  ley  de  Procedimientos,  y  el  haber  sido  ya  contestada  la 
demanda. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Febrero  U  de  1884. 

Autos  y  vistos.  Por  las  consideraciones  aducidas  en  el  presente 
escrito  y  atento  lo  dispuesto  en  la  segunda  parte  del  artículo  10  de 
la  Ley  Nacional  de  Enjuiciamiento,  devuélvase  el  contrato  acompa- 
ñado á  f.  38,  sin  perjuicio  de  que  en  oportunidad  el  Juzgado  pueda 
ordenar  su  agregación,  siempre  que  lo  considere  necesario  para  me- 
jor proveer,  y  corra  la  causa  en  su  estado. 

Virgilio  M.Tedin. 
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Fallo  de  la  ISiipreina  Clorte 

Buenos  Aires,  Julio  11  do  lhtí5. 

Y  vistos:  habiendo  el  demandante  hecho  relación  del  contenido 
déla  póliza  de  fletamento  y  manifestado  no  poder  acompaílarla  con 
la  demanda,  por  haberla  dado  á  traducir  y  hallarse  aún  en  poder 
del  traductor,  ofreciendo  presentarla  en  cuatro  dias  mas,  ha  cum- 
plido sustancialmente  con  lo  prescripto  en  el  articulo  diez  de  la  ley 
de  Procedimientos;  no  pudiendo,  en  su  consecuencia,  dejárselo  de 
admitir  en  los  autos  por  haber  sido  presentada  después  de  estar 
contestada  la  demanda,  y  mucho  menos,  cuando  los  demandados 
como  consignatarios  de  la  carga,  debian  tener  en  su  poder  un  ejem- 
plar de  ella. 

Por  estos  fundamentos,  se  reconoce  el  auto  apelado  de  foja  cua- 
renta y  siete  vuelta  y  se  ordena  agregar  á  los  autos  la  póliza  de  fie- 
lamento  de  que  se  hace  mérito  en  el  escrito  de  demanda,  de  foja  dos; 
y  devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  D0ML\GUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 

S.   M.    LASPIl'R.  —  FEDERICO    IBAU- 
GÚREN. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  381 


<:ai>ía  xc: 


Don  Bernardo  Bordes,  contra  E,  Norton  y  C";  por  daños  y  perjuicios 

y  derolucion  de  cantidad  de  pesos 


Sumario. — ^  No  probándose  el  hecho  invocado  como  causa  gene- 
radora de  los  daños  y  perjuicios,  no  puede  admitirse  la  demanda  en 
que  se  pide  su  indemnización. 

^  Un  vale  otor^rado  por  flete,  en  términos  absolutos,  prueba  que 
el  flete  debido  ha  sido  pairado  por  entero,  máxime  si  la  casa  que  le 
espide  acostumbra  cobrar  los  fletes  con  anticipación. 

3^  Lo  exigido  y  pagado  de  más  sobre  la  suma  indicada  por  el 
vale,  debe  ser  devuelto  con  intereses  desde  el  dia  del  pago. 

Caso.— Lo  esplica  el 


Fallo  del  «I uez  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  17  de  1684. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  don  Alejandro  Sempastous,  en  re- 
presentación de  don  Bernardo  Bordes,  contra  los  señores  E.  Norton 


1 


382  FALLOS   DE   LA    Sl'PRKMA    CORTE 

y  C\  agentes  en  esta  Capital  de  la  compañía  de  nave-racíon  «Liver- 
pool, Brazil  and  River  Píate  Steamer»,  por  indemnización  de  danos 
y  perjuicios  y  repetición  de  pai^^o  indebido. 

Resulta:  1^  Que  el  demandante  funda  su  acción  en  que  á  princi- 
pios del  mes  de  Mayo  de  1882  contrató  en  esta  ciudad,  con  dichos 
señores  Norton  y  C*,  el  trasporte  de  10  alpacas  desde  el  Rosario  de 
Santa  Fé  hasta  Buenos  Aires,  en  el  vapor  «Ruhens»,  debiendo  ser 
trasladadas  en  este  puerto  al  «Hevelius»  para  ser  conducidas  al  de 
Amberes;  que  efectuada  esa  estipulación,  vino  con  sus  alpacas  á 
Buenos  Aires,  y  creyendo  que  seria  fielmente  cumplida,  sedirijióaf 
«Rubens»  para  preparar  el  trasbordo,  pero  allí  se  le  contestó  que 
esto  no  se  hacia  sin  orden  escrita  del  asreate;  que  hizo  cuánto  re- 
clamo le  fué  posible,  sin  resultado  alguno,  hasta  que  el  capitán  le 
dijo,  á  las  once  de  la  noche,  que  no  se  afliu'iera  pues  bahía  pensado 
el  asunto  y  los  animales  estaban  mejor  en  el  «Rúbeas*  que  en  el 
«Hevelius»,  donde  no  era  posible  que  vayan,  pues  estaba  lleno  de 
pasaderos,  zarpando  una  hora  después  el  «Rubens»;  que  este  cam- 
bio de  vapores,  verdaderamente  desastroso,  fué  causa:  primero,  de 
que  tuviera  que  comprar  en  Montevideo,  dos  fardos  mas  de  pasto, 
pues  habia  calculado  este  para  veinte  y  dos  dias,  que  era  la  dura- 
ción del  viaje  del  «Hevelius»  y  se  le  avisó  que  el  «Rubens»  tardaria 
83,  y  algo  más  en  San  Vicente;  secundo,  que  las  alpacas  enflaque- 
cieron, perdieron  su  buen  aspecto  después  de  cuarenta  y  un  dias  de 
viaje,  teniendo  al  venderlas  que  resignarse  á  perder  cuatrocientos 
setenta  pesos  fuertes  por  el  menor  valor  de  los  animales;  tercero^ 
que  muriera  á  los  treinta  y  seis  dias  de  viaje,  uno  de  los  animales^ 
estimado  en  123  pesos,  y  por  último,  que  después  de  todo  esto, 
cuando  pretendia  desembarcar  los  animales  y  equipaje,  no  se  lo 
permitió  el  capitán,  mientras  no  pagase  189  pesos  74  centavos  fuer- 
tes, por  haberlo  asi  dispuesto  Norton  y  Compañía,  suma  que  no  es- 
taba obligado  á  pagar,  pues  habia  anticipado  en  esta  ciudad  el  flete 
convenido,  que  era  de  tres  libras  esterlinas. 
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2^  Que  á  í.  95  conlestaron  la  demanda  los  señores  Norton  y  C%  ale- 
gando en  su  defensa,  que  ninguna  acción  entre  el  capitán  y  los  car- 
gadores es  admisible  en  juicio  sino  se  acompaíla  un  ejemplar  del 
conocimiento  original;  que  en  el  caso  actual,  el  demandante  Bordes 
embarcó  en  el  Rosario,  en  el  vapor  «Rubens»  y  con  destino  á  Am- 
beres,  diez  y  seis  animales,  conviniéndose  en  que  pagana  cinco  li- 
bras esterlinas  por  cabeza,  que  después  manifestó  el  deseo  de  trasbor- 
dar aqui  sus  animales  al  vapor  «Heveliusn  que  dcbia  salir  para  el 
mismo  destino,  por  cuya  razón  figura  el  nombre  de  este  en  el  recibo 
presentado,  no  teniendo  sin  embargo  el  alcance  que  se  le  quiere 
dar;  que  no  es  exacto  que  la  compañía  se  hubiese  obligado  á  hacer 
el  trasporte  de  esos  animales  en  el  «llevelius»,  trasbordándolos  del 
«Rubens»  en  que  venían  del  Rosario,  pues  el  recibo  mencionado  no 
dice  que  hubiese  tomado  á  su  cargo  semejante  operación,  sieqdo  de 
ia  incumbencia  del  cargador,  llegado  el  caso,  tomar  todas  las  medi- 
das necesarias  al  efecto  y  hacer  las  protestas  necesarias  si  hubiese 
habido,  como  falsamente  lo  afirma,  negativa  ó  resistencia,  por  parte 
del  Capitán  del  «Rubens»,  á  entregar  aqui  sus  animales,  síi^nificando 
su  inacción  que  no  quiso  hacer  el  trasbordo;  que  admitiendo  por  vía 
de  discusión  que  la  acción  de  Bordes  fuese  proceilonte,  el  trasporte, 
en  las  condiciones  en  que  se  hizo,  no  ha  podido  causarle  perjuicios, 
pues  el  «íRubens»  y  el  «Hoveliusj»  tienen^  con  corta  diferencia,  la 
misma  marcha,  salieron  de  este  puerto  con  muy  pequeño  intervalo, 
y  ambos  buques  hicieron  el  viaje  sin  accidente  extraordinario;  de 
modo  que  la  alpaca  que  murió  en  el  «Rubens»  habría  muerto  lo 
mismo  en  el  «Hevelius»;  que  si  le  escaseó  el  alimento,  culpa  fué  del 
que  las  conducía;  pero,  en  todo  caso,  ningún  mal  ha  ocurrido  á  las 
alpacas  por  esa  causa,  por  la  facilidad  para  proveerse  de  él  en  los 
puertos  de  escala,  de  modo,  que  juzgando  la  cuestión  en  equidad, 
para  el  trasporte  que  le  dá  origen,  lo  mismo  es  un  buque  que  otro; 
qne  en  cualquiera  de  los  dos  esos  animales  habrían  llegado  en  el 
mismo  estado,  pues  es  natural  que  sufran  con  la  navegación,  de  lo 
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cual  no  es  responsable  el  buque,  lo  mismo  que  si  por  esa  causa  la 
especulación  no  ha  dado  los  resultados  que  se  esperaban. 

3"  Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba  por  el  auto  de  f.  UO,  ha- 
biéndose producido  por  parte  del  actor  la  protesta  de  f.  118,  formu- 
lada por  Bordes  en  la  ciudad  de  Amberes  contra  la  compafíia  de- 
mandada, las  posiciones  absueltas  por  Norton  y  C%  á  f.  13,  y  las 
declaraciones  de  los  testigos  Posseron,  de  f.  133,  y  Fouchon,  de  í.  134 
y  por  la  parte  demandada,  el  conocimiento  de  f.  137  y  la  declara- 
ción de  f.  132  y  133. 

Y  considerando:  1^  Que  de  acuerdo  con  lo  resuelto  en  el  primer 
punto  del  auto  de  prueba,  f.  110,  el  actor  ha  debido  justificar  el  con- 
trato de  fletamento  para  el  trasporte  de  las  diez  y  seis  alpacas,  en 
los  términos  indicados  por  él  en  la  demanda,  estoes,  con  la  cláusula 
expresa  de  que  una  vez  llegados  á  esta  ciudad  dcbian  ser  traslada- 
dadas  al  vapor  «Hevelius»,  pues  la  falta  de  cumplimiento  á  esta 
condición,  que  él  imputa  á  la  Compañía  demandada,  es  la  causa  ge- 
neradora de  los  perjuicios  cuyo  resarcimiento  solicita. 

!á°  Que  la  única  prueba  presentada  con  ese  propósito,  consiste  en 
un  simple  vale,  f.  13,  por  cuarenta  y  ocho  libras  esterlinas,  flete 
sobre  diez  y  seis  animales  hasta  Amberes  por  el  vapor  «Ilevelius», 
otorgado  por  la  casa  de  Norton  y  C\  documento  que  no  reviste  nin- 
guno de  los  caracteres  indispensables  para  ser  un  contrato,  de 
modo  que  sus  enunciaciones  no  pueden  servir  para  determinar  la 
naturaleza  y  extensión  de  obligaciones  y  condiciones  impuestas  á 
ambas  partes  en  el  contrato  de  fletamento,  de  que  han  debido  ser 
objeto  las  diez  y  seis  alpacas. 

3^  Que  si  bien  es  cierto  que  ese  documento  contiene  la  expresión 
«por  vapor  Hevelius»,  lo  que  podria  hacer  presumir  que  el  buque 
fletado  fué  éste,  esto  no  pasa  de  una  simple  presunción,  que  aparte 
de  esplicarse  satisfactoriamente  por  el  hecho  de  que  Bordes  hubiese 
anunciado  á  la  Compañía,  al  pagar  las  48  libras,  su  intención  de 
trasbordar  los  animales  al  «Hevelius»  está  contradicha  por  el  hecho 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  385 

de  haber  salido  desde  el  Rosario  en  el  vapor  < Rubens»  y  por  el  cono- 
cimiento original  de  f.  187,  presentado  por  Norton  y  C^  cuya  au- 
tenticidad no  ha  contestado  el  demandado,  el  cual  indica  que  este 
último  fué  el  vapor  fletado  para  conducirlas  hasta  Amberes. 

4°  Que  aparte  de  las  consideraciones  espuestas,  para  que  fuera 
procedente  una  acción  de  daños  y  perjuicios,  era  necesario  que  Bor- 
des hubiese  justificado  que  expresamente  convino  con  la  Compañía 
el  trasbordo  al  «Hevelius»  en  vista  de  circunstancias  especiales  de 
este  buque  para  el  mejor  éxito  de  su  especulación,  lo  que  ni  remo- 
tamente puede  inferirse  del  documento  de  que  se  hace  mérito,  no 
habiendo  ninguna  otra  prueba  que  haga  siquiera  verosímil  ese 
hecho.  • 

8°  Que  además,  el  conocimiento  presentado  por  Norton,  bajo  el 
cual  seguramente  vinieron  las  alpacas  desde  el  Rosario,  confiere  á 
la  Compañia  demandada  el  derecho  de  sustituir  ó  trasbordarlas  mer- 
caderías antes  del  principio  ó  en  cualquier  período  del  viaje,  lo  que 
implica  que  aquella  tiene  la  facultad  de  hacer  el  transporte  en  cual- 
quiera desús  vapores,  siendo  necesario,  para  limitarle  en  cada  caso, 
una  cláusula  expresa,  según  se  ha  dicho  antes,  que  fijamente  im- 
ponga á  la  Compañia  la  obligación  de  hacer  el  transporte  en  deter- 
minado vapor. 

6^  Que  en  vista  de  la  ausencia  de  prueba  á  este>especlo,  por  parte 
del  demandante,  todo  lo  mas  que  puede  admitirse  es  lo  que  se  de- 
duce de  lo  confesado  por  Norton  al  absolverla  2*  posición  del  pliego 
de  f.  129,  esto  es,  que  al  embarcarse  las  alpacas  en  el  «Rubens»,  con- 
vino Bordes  con  la  compañia  trasportadora  en  que  le  seria  permitido 
el  trasbordo  al  «  Hevelius  *  en  el  caso  de  que  llegase  á  tiempo  y 
fuera  posible  efectuarse  la  operación,  circunstancias  ambas  que  ha 
debido  demostrar  el  demandante  y  probarla  negativa  ó  resistencia 
del  Capitán  de  este  buque  á  recibirlas,  prueba  que  no  se  ha  produ- 
cido legalmente,  pues  ningún  valor  tiene,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  ley  2",  titulo  1(5,  parte  3%  la  declaración  del  testigo  Fouchonpor 
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medio  del  caal  se  ha  tratado  de  probar  que  Bordes  hizo  cuanta  dili- 
gencia le  fué  posible  ante  el  Capitán  del  «Rubens»  para  obtener  el 
trasbordo  (2^  pregunta  del  interrogatorio  de  f.  134);  pues  si  bien 
afirma  que  le  consta  el  hecho,  su  conocimiento  le  viene  de  conver- 
saciones que  oyó  á  unos  estivadores  franceses,  quienes  la  oyeron  á 
los  capitanes  del  «Rubens»  y  «Hevelius»  que  hablaban  en  inglés^ 
idioma  que  el  testigo  no  entendía. 

8^  Que  aun  admitiendo  que  las  alpacas  llegaron  á  tiempo  para 
trasbordarse  y  que  esta  operación  era  posible,  la  posición  del  de- 
mandante no  es  nada  favorable,  desde  que  ni  del  documento  de  f.  15, 
ni  de  ningún  otro  antecedente  resulta  que  la  compañía  hubiese  to- 
mado á  su  cargóla  obligación  de  hacer  el  trasbordo  pudiendo  indu- 
cirse, desde  luego,  el  poco  interés  de  aquél  en  realizarla,  del  hecho 
de  no  haber  tenido  embarcación  alguna  disponible,  siendo  esta  la 
mejor  prueba  que  había  podido  presentar  de  que  hizo  cuanto  estuvo 
de  su  parle  para  ejecutar  el  trasbordo. 

ÍT  Que  las  precedentes  consideraciones  bastan  para  demostrar 
que  la  Compañía  á  quien  representa  Norton,  no  ha  violado  ningún 
derecho  en  sus  relaciones  contractuales  con  el  demandante,  con  oca- 
sión del  transporte  de  las  alpacas,  de  modo  que  es  inútil  examinar 
si  el  tíHeveliusí»  era  mas  rápido  que  el  «Rubens»  y  que  á  causa  del 
largo  tiempo  empleado  por  éste  en  su  viaje,  fué  preciso  aumentar 
la  provisión  de  forrajes  y  murió  una  de  las  alpacas. 

10  Que  en  cuanto  á  la  repetición  de  32  libras,  que  dice  Bordes  le 
fueron  exigidas  de  mas,  indebidamente,  en  Amberes,  su  fundamento 
preciso  consiste  en  que  el  precio  del  transporte  fué  convenido  á  ra- 
zón de  3  libras  esterlinas  por  cada  animal,  hecho  que  sin  embargo 
no  aparece  probado  de  ninguna  manera  legal,  pues  sobre  este  ca- 
pitulo toda  la  prueba  del  demandante  consiste  en  el  documento  de 
f.  15,  al  que,  como  se  ha  demostrado  antes,  no  puede  dársele  mas 
alcance  que  el  de  constatarla  entrega  de  una  cantidad  porfíete,  sin 
que  de  su  testo  pueda  inferirse  que  sea  total  ó  parcial,  cuya  entrega 
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tiene  su  origen  en  una  convención  que  no  es  ni  puede  ser  compro- 
bada por  ese  documento,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1185  y 
1186  del  Código  de  Comercio. 

11  Que  entre  tanto,  la  compañía  demandada  ha  presentado  el  co- 
nocimiento de  f.  137,  en  que  aparece  que  el  precio  fijado  era  de  5 
libras,  y  si  bien  el  mismo  confiesa  que  no  fué  recojido  por  Bordes, 
por  no  estar  conforme  con  ese  flete,  el  hecho  de  haber  asimismo 
trasportado  las  alpacas,  demuestra  que  tácitamente  se  conforman  con 
él,  á  lo  que  se  agrega,  que  por  medio  de  las  declaraciones  de  f.  152 
y  153  se  ha  probado  que  las  condiciones  usuales  de  la  empresa  para 
el  transporte  de  animales  son  las  mismas  establecidas  en  el  conocí- 
miento  de  f.  137  para  las  alpacas  de  Bordes. 

Por  estos  fundamentos:  fallo  absolviendo  á  los  señores  Norton 
y  C%  en  su  calidad  de  agentes  ó  representantes  de  la  Compañía  de 
navegación  «Liverpool,  Brazil,  and  River  Píate  Steamer»,  de  la  de- 
manda interpuesta  á  f. . .  imponiendo  á  su  respecto  perpetuo  silen- 
cio al  actor,  quien  deberá  pagar  las  costas  del  juicio. 

Virgilio  Tedin, 


Falle»  «It^  la  Suprema  Oirtt'^ 

Buenos  Aires,  Julio  16  de  1885. 

Y  vistos:  Resulta  qae  la  demanda  interpuesta  por  don  Alejandro 
Sempastous,  en  representación  de  D.  Bernardo  Bordes,  contra  los 
señores  E.  Norton  y  Compañía,  tiene  por  objeto: 

Primero,  La  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  que  el  deman- 
dante afirma  haber  sufrido  por  no  haber  cumplido  los  demandados 
las  condiciones  del  contrato  que  celebraron  para  conducir  hasta 
Amberes  diez  y  seis  alpacas  en  el  vapor  «Hevelius». 
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Segundo.  La  devolución  de  treinta  y  dos  libras  esterlinas  que  al 
llegar  á  aquel  punto  le  hicieran  pagar  indebidamente  por  resto  del 
flete,  cuando  éste  había  sido  pagado  ya  con  anticipación  én  el  puerto 
de  Buenos  Aires. 

Y  considerando; 

Primero.  Que  el  hecho  invocado  por  el  demandante,  como  causa 
generadora  de  los  daños  y  perjuicios  que  reclama,  no  se  ha  probado 
en  autos;  pues  la  única  prueba  producida  para  establecer  que  los 
demandados  se  obligaron  á  conducir  las  alpacas  en  el  vapor  «Heve- 
lius»  y  no  en  el  «Rubens»,  consiste  en  la  referencia  que  al  primero 
de  dichos  vapores  se  hace  en  el  documento  de  foja  quince,  y  esta  re- 
ferencia  en  un  documento  que  no  tiene  por  objeto  consignar  las 
obligaciones  recíprocas  de  las  parles,  no  es  una  prueba  suficiente  de 
lo  estipulado  por  éstas,  como  lo  demuestra  satisfactoriamente  el  Juez 
aguo  en  la  sentencia  ha  apelado. 

Segundo.  Que  no  sucede  lo  mismo  en  cuanto  al  segundo  punto  de 
la  demanda;  pues  él  resulta  debidamente  comprobado  en  los  autos. 
En  efecto,  el  citado  documento  de  foja  quince,  destinado  á  hacer 
constar  el  pago  del  flete,  dice  textualmente:  «vale  por  cuarenta  y 
»  ocho  libras  esterlinas,  flete  sobre  diez  v  seis  animales  hasta  Am- 
»  beres  por  el  vapor  Hevelius>».  Los  términos  absolutos  en  que  este 
vale  se  halla  concebido,  la  práctica  observada  por  la  casa  Norton  y 
Compañía  de  cobrar  anticipadamente  el  importe  del  flete,  según  lo 
confiesa,  á  foja  ciento  treinta  vuelta,  absolviendo  la  séptima  pre- 
gunta de  las  posiciones  de  foja  ciento  veinte  y  nueve,  el  haber  pre- 
venido al  demandante,  cuando  este  trató  de  trasbordar  las  alpacas 
del  vapor  «Rubens»  al  «Ilevelius»,  que  tenia  que  pagar  con  antici- 
pación el  flete  (cuarta  pregunta  de  dichas  posiciones),  y  el  hecho, 
también  confesado  por  Norton,  al  contestar  á  la  décima  pregunta 
de  sus  mismas  posiciones,  de  haber  antes  contratado  viajes  á  razón 
de  tres  libras  esterlinas  por  cada  animal.,  demuestra  de  una  manera 
concluyente  que  las  cuarenta  y  ocho  libras,  á  que  dicho  documento 
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se  refiere,  se  dieron  en  pago  total  del  flete  por  la  conducción  hasta 
Amberes  de  sus  diez  y  seis  alpacas. 

Tercero.  Que  el  conocimiento  de  foja  ciento  treinta  y  siete,  sus- 
crito solamente  por  Norton  y  Compañía,  no  es  el  de  los  animales 
embarcados  por  Bordes,  sino  por  Thompson  y  Compañía,  y  por  con- 
siguiente, no  puede  establecerse  que  el  precio  de  cinco  libras  con- 
venido con  éste,  sea  también  el  convenido  con  aquel,  sobre  todo, 
cuando  la  presunción  que  resultaría  contra  Bordes,  de  las  declara- 
ciones de  foja  ciento  cincuenta  y  dos  vuelta  y  foja  ciento  cincuenta 
y  tres,  sobre  que  las  condiciones  contenidas  en  dicho  conocimiento 
son  las  usuales  de  la  empresa  para  el  transporte  de  animales,  está 
destruida  por  la  confesión  del  mismo  Norton  de  haber  contratado 
otros  viajes  por  solo  tres  libras,  y  por  los  términos  del  vale  de  foja 
quince,  en  el  que  no  se  encuentra  una  sola  expresión  de  la  cual 
puede  deducirse  que  las  cuarenta  y  ocho  libras  pagadas  por  el  flete 
hasta  Amberes,  sobre  diez  y  seis  animales,  sea  solamente  una  parte 
de  dicho  flete,  y  mucho  menos  puede  suponerse  esto,  cuando  la  prác- 
tica de  la  empresa,  según  ella  misma  lo  confiesa,  es  cobrar  antici- 
padamente la  totalidad  de  éste. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  ochenta  y  una,  en  cuanto  absuelve  á  Norton  y  Compañía  de 
los  daños  y  perjuicios  demandados  por  Bordes,  y  se  revoca  en  lo  de- 
más, declarándose,  en  su  consecuencia,  que  los  demandados  deben 
devolver  al  demandante  las  treinta  y  dos  libras  esterlinas  que  se 
hicieron  pagar  en  Amberes  por  resto  del  flete,  después  de  haberse 
pagado  este  anticipadamente  en  el  puerto  de  Buenos  Aires,  con  los 
intereses,  á  estilo  del  Banco,  desde  la  fecha  de  los  protestos  de  foja 
ciento  veinte  y  uno;  y  devuélvase,  previa  reposición  de  sellos.  Noti- 
fiquese  con  el  original. 

ULADISLAO  frías.  —  S.   M.   LASPIUR. 
— FEDERICO  IBARGl  REN. 
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D*  V enuncia  Gmvara  de  Borda  y  I)^  Acacia  Borda  de  Borda,  con- 
tra la  empresa  del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario,  por 
espropiacion;  sobre  falta  de  personería  y  defecto  legal  en  la  de- 
manda. 


Sumario.— i^  La  escepcion  de  falta  de  personería,  no  puede  fun- 
darse en  la  falta  de  derecho  del  actor,  ni  en  el  hecho  de  no  haberse 
acompañado  á  la  demanda  los  documentos  que  la  instruyen. 

2°  El  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  puede 
oponerse  en  el  solo  caso  en  que  se  haya  faltado  á  las  prescripciones 
del  articulo  57  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 


Caso, — Se  comprende  leyendo  el 
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Fallo  del  «luez  de  Sección 


Buenos  Aires,  Marzo  9  de  1885. 

Y  vistos:  en  el  incidente  promovido  por  el  representante  de  la 
empresa  del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario,  en  el  juicio  de 
espropiacion,  seguido  por  el  Doctor  Gregorio  Garcia  Vieyra,  en  re- 
presentación de  los  herederos  de  Borda,  sobre  falta  de  personalidad 
por  no  haberse  acompañado  con  ella  los  títulos  de  propiedad  de  los 
campos  espropiados,  y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda, por  no  hallarse  precisados  el  área  á  espropiarse  y  el  precio 
de  la  indemnización  que  se  solicita. 

Y  considerando:  1^  Que  en  cuanto  á  la  personalidad,  este  Juz- 
gado ha  fallado  en  la  fecha,  en  causa  entre  los  mismos  apoderados, 
y  en  el  espediente  de  D.  Faustino  Guevara,  contra  la  empresa  del 
Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario:  « 1°  Que  según  el  artículo 
72  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  no  son  admisibles  escepciones  pe- 
rentorias, y  solo  las  dilatorias  á  que  se  refiere  el  artículo  73  si- 
guíente,  y  en  el  caso,  no  puede  estimarse  sino  como  perentoria  la  de 
que  Guevara  no  fuera  dueño  ó  no  tuviera  derecho  á  pedir  la  indem- 
nización del  campo  á  espropiarse,  en  cuyo  caso  debió  hacerse  valer 
con  la  contestación  á  la  demanda  y  no  antes,  de  conformidad  al  ar- 
ticulo 85  de  la  ley  de  Enjuiciamiento;  2^  Que  se  ha  alegado  por  la 
parte  de  la  empresa  del  Ferro-Carril,  que  la  falta  de  personalidad 
acusada  estriba  en  que  el  demandante  Guevara  no  ha  acompañado 
con  la  demanda  los  títulos  que  lo  acreditan  propietario  ó  dueño  del 
campo  á  espropiarse,  y  este  caso  de  exhibición  de  títulos  ó  docu- 
mentos se  halla  reglamentado  por  el  artículo  10  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento, que  espresamente  dispone  que  no  presentándose  títulos 
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con  la  demanda,  no  podrán  después  presentarse  en  la  estación  de 
prueba,  pero,  en  manera  alguna,  que  esto  sea  im  obstáculo  para  en- 
trar en  la  demanda  ó  autorice  una  articulación  dilatoria;  3^  Que  se 
halla  declarado  por  la  Suprema  Corte,  interpretando  el  articnlo  10 
mencionado,  que  no  funda  una  escepcion  dilatoria  el  hecho  de  no 
acompañarse  con  la  demanda  los  documentos  que  deben  instruirla 
(Tallos  de  la  Suprema  Corte,  contenidos  en  la  pág.  162,  tomo  7°,  se- 
rie 2^  y  página  313,  tomo  13  de  la  misma  serie);  4°  Que  de  confor- 
midad á  estos  principios,  se  halla  declarado  igualmente  por  la  Su- 
prema Corte,  que  l£(  falta  de  personería  ó  personalidad,  fundada 
sobre  la  falta  del  derecho  que  gestiona  el  actor,  no  es  dilatoria,  y  sí 
perentoria,  según  se  contiene  en  la  pág.  342  del  tomo  10  de  la  2^ 
serie  de  sus  fallos». 

2*^  Que  estas  consideraciones  son  exactamente  al  caso  ocurrente. 

3^  Que  en  cuanto  al  defecto  legal  de  la  demanda,  debe  tenerse  en 
cuenta  que  la  Suprema  Corte,  interpretando  el  inciso  4^  del  articulo 
73  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  ha  fallado  que  no  hay  defecto  legal 
en  la  demanda,  cuando  el  demandante  ha  llenado  en  su  escrito  las 
prescripciones  del  artículo  57  de  la  ley  de  Enjuiciamiento;  y  en  el 
presente  caso,  no  invoca  el  demandado  que  se  halla  faltado  á  nin- 
guna de  esas  prescripciones:  y  antes,  por  el  contrario,  pretende  que 
hay  defecto  legal  en  la  demanda,  porque  no  se  ha  precisado  el  área, 
la  indemnización  ó  precio,  condiciones  ó  estremos  que  no  se  encuen- 
tran requeridos  en  el  mencionado  articulo. 

4^  Que  lejos  de  eso,  según  sentencia  de  la  Suprema  Corte,  conte- 
nida en  la  página  182  del  tomo  12  de  la  serie  2^  de  sus  Fallos,  no 
hay  mas  defecto  legal  en  la  demanda  que  cuando  los  hechos  en  que 
se  funda  no  están  claramente  relacionados,  y  en  el  caso  ocurrente, 
nada  se  ha  objetado  sobre  este  punto;  y  por  el  contrario,  teniendo 
en  consideración  lo  dispuesto  en  el  artículo  15  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamtento,  debe  estimarse  que  esta  pretensión  es  contra  ley,  porque 
según  el  mencionado  artículo,  basta  para  la  validez  de  una  senten- 
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cia  que  se  fijen  las  bases  de  la  liquidación,  tratándose  de  daños  é 
indemnizaciones,  y  es  de  este  caso  que  se  trata;  y  aunque  el  deman- 
dante no  ha  fijado  el  área,  ni  el  precio  de  la  indemnización,  sino  en 
una  acta  anterior  á  la  contestación  á  la  demanda,  y  no  fué  notifi- 
cada la  empresa  hasta  después  de  contestada,  que  allí  (en  ella)  se 
fijan  puntos  bastantes  para  que  el  Juez  pueda  resolver  de  confor- 
midad al  artículo  15  citado. 

5°  Que  según  el  artículo  (f*  de  la  ley  de  Espropiacion  de  1866  en 
el  caso  de  no  haber  advenimiento  entre  la  Empresa  y  el  espropiado, 
éste  solo  tiene  derecho  á  demandar  á  la  empresa  por  la  indemniza- 
ción que  resulte  acordada  por  peritos,  en  cuanto  al  precio  y  área 
que  se  ocupa,  y  en  este  sentido,  pidiendo,  como  ha  pedido  la  parte 
de  Borda,  se  ha  conformado  á  las  leyes  especiales  que  rijen  el  caso 
y  que  son  las  aplicables. 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  del  alegato  del  acta  de 
foja...  fallo:  no  haciendo  lugar  á  las  escepciones  deducidas  de  falta 
de  personalidad  y  defecto  legal  en  la  demanda,  con  costas,  y  ordeno 
que  sigan  los  autos  según  su  estado.  Notifíquesc  original  y  repón- 
ganse los  sellos. 

Isidoro  Albarracin, 


Fallo  de  la  Suprcuia  Corte 


Buenos  Aires,  Julio  16  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  once,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.    DOMÍNGUEZ.  —ÜLADISLAO  frías. —  S. 
M.  LASPIl'R. —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA  xi:ii 


La  empresa  del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario,  contra 

I),  Juan  P,  Juanto;  sobre  espropiacion 

Sumario. — El  propietario  que  no  acepta  la  reconstrucción  de  una 
pared  comprendida  en  la  parte  espropiada,  tiene  derecho  á  pedir 
que  se  le  pague  su  valor. 


Caso.— Lo  esplica  el 


Fallo  del  «luez  de  Seeelon 


Bosarío,  Febrero  7  de  1885. 

Autos  y  vistos:  Considerando,  respecto  del  terreno,  que  la  suma 
de  cuatrocientos  pesos  por  cuadra  cuadrada,  que  indica  el  perito  de 
la  empresa,  es  un  valor  razonable,  si  se  tiene  en  cuéntala  ubicación 
de  dicho  terreno;  que  respecto  á  la  destrucción  de  la  pared  ava- 
lltAdt  por  el  perito  de  Juanto  en  la  snma  de  mil  quinientos  setenta  y 
cinco  pesos  m/n,  no  habría  justicia  en  mandarla  abonar  á  la  em- 
presa, puesto  que  ésta  se  encuentra  dispuesta  á  su  refacción  en  me- 
jores ó  iguales  condiciones  que  la  existente,  colocándola  en  la  nueva 
linea  que  cierre  la  propiedad  del  demandado;  y  considerando,  res- 
pecto á  la  destrucción  de  árboles  frutales,  cuyo  justiprecio  equita- 
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tivo  se  encuentra  minuciosamente  detallado  por  el  perito  de  Juanto, 
en  su  informe  de  fojas...  especificación  que  presenta  una  base  mas 
segura  de  apreciación  que  la  hecha  en  conjunto  y  sin  ningún  de- 
talle, por  el  perito  de  la  empresa  en  su  informe  de  fojas...  Por  estas 
y  otras  consideraciones  que  se  omiten,  fallo:  que  la  empresa  debe 
abonar  á  D.  Juan  P.  Juanto,  la  suma  de  novecientos  noventa  y  nueve 
pesos  nacionales  de  curso  legal,  por  toda  indemnización,  debiendo 
la  parte  de  la  Empresa  trasladar  la  pared  á  destruirse  á  la  nueva 
linea  que  cierre  la  propiedad  del  espropiado,  y  éste  estender  las  es- 
crituras á  favor  de  aquella,  dándole  la  posesión  definitiva  del  área 
espropiada.  Líbrese  la  orden  respectiva  al  Banco,  para  entrega  á 
cuenta,  de  la  suma  consignada,  con  costas  á  la  empresa,  en  virtud 
del  articulo  18  de  la  ley  de  la  materia.  Notifiquese  con  el  original  y 
repónganse  los  sellos. 

G.  Escalera  y  Zuviria. 


Fallo  de  la  Suprema  Corle 

Buenos  Aires,  Julio  16  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  nueve,  en  cuanto  fija  el  precio  del  terreno  y  plantaciones  espro- 
piadas;  y  considerando,  que  el  propietario  tiene  derecho  á  que  se  le 
pague  la  pared,  puesto  que  no  acepta  que  sea  reconstruida  en  la 
nueva  linea,  se  revoca  en  esta  parte  dicha  sentencia,  y  se  declara 
que  el  valor  de  aquella,  debe  ser  abonado  por  la  empresa,  previo 
justiprecio  de  peritos.  Repónganse  los  sellos  y  devuélvase. 

J.  DOMÍNGUEZ. —  CLADISLAO  frías. — 
S.  M.  LASPIUR  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 
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cuya  existencia  están  ambas  partes  conformes,  y  solo  están  en  des- 
acuerdo en  cuanto  al  precio  convenido  por  el  servicio  que  el  actor 
debió  prestar,  en  cuanto  á  si  el  servicio  fué  becho  con  arre;^lo  al  con- 
venio, de  manera  que  pudiese  exii^ir  el  pago  de  su  salario,  en  cuanto 
aciertos  gastos  que  dicho  Reyes  dice  que  hizo  cuando  desempeñaba 
la  comisión,  que  se  le  confió,  y  cuanto  á  la  cuenta  de  fletes  que  ei 
mismo  Reyes  cobra  por  muías  de  su  propiedad,  de  que  se  sirvió 
desempeñando  su  encargo. 

Considerando  que  Briones  se  recibió  del  ganado  comprado  por 
Reyes,  declarando  terminado  el  compromiso  que  éste  tenia  res- 
pecto  de  dicho  negocio,  según  consta  en  la  carta  de  foja  treinta, 
reconocida  como  suya  por  Briones,  lo. que  importa  indudablemente 
reconocer  que  dicho  Reyes  habia  cumplido  ya  por  su  parle  el  con- 
trato de  locación  de  servicios,  y  le  daba  á  éste,  por  consiguiente, 
el  derecho  de  exigir  que  Briones  le  cumpliese  en  lo  que  le  corres- 
pondía. 

Considerando  que  si  Reyes  perjudicó  á  Briones,  por  no  observar 
estrictamente  las  instrucciones  que  recibió,  solo  puede  Briones,  pro- 
bando los  perjuicios  y  la  culpa  de  Reyes,  exigirá  este  la  reparación 
de  esos  perjuicios,  pero  no  invocarlos  para  resistir  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  que  contrajo. 

Considerando  que  Reyes  no  ha  rendido  prueba  bastante  de  los 
términos  del  convenio  por  él  sostenidos,  pues  no  es  bastante  la 
que  ha  producido  respecto  á  la  práctica  que  se  observa  en  negocios 
de  este  género,  en  cuyo  caso,  debe  estarse  á  lo  confesado  por  el 
demandado. 

Considerando  que  Briones  ha  confesado  haber  convenido  pagar 
á  Reyes  un  peso  boliviano  por  cada  vaca  que  le  entregase  de  las 
que  comprara,  y  que  recibió  en  San  Antonio  ciento  treinta  va- 
cas. 

Considerando  que  según  la  misma  confesión  de  Briones,  la  con- 
ducción de  las  vacas  debia  hacerse  con  los  elementos  de  Reyes,  y 
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en  ese  caso  este  último  debe  cargar  con  los  gastos  hechos  en  man- 
tención de  sus  propias  muías. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  esta  causa  declarando  que  don 
José  Briones  debe  pagar  á  D.  Pedro  Reyes  la  suma  de  de  ciento 
treinta  pesos  bolivianos  ó  su  equivalente  en  moneda  de  ley,  como 
comisión  de  compra  de  los  animales  antes  referidos,  y  absolvién- 
dolo de  los  demás  cargos  de  la  demanda,  sin  costas.  Notifíqnese 
con  el  original. 

Carlos  Doncel. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Airea,  ,lulio  18  de  1885. 

Y  vistos,  resulta:  qae  D.  Pedro  Reyes,  ha  demandado  á  1).  José 
Briones,  por  el  pago  de  cuatrocientos  veinte  y  ocho  pesos  fuertes, 
procedentes  de  su  comisión  y  gastos  hechos  en  el  desempeño  del 
encargo  que  le  hizo  de  comprarle  ciento  noventa  y  dos  vacas  de 
la  Provincia  de  Córdoba. 

Dice:  que  la  comisión  convenida  era  de  doce  reales  fuertes  por 
cada  vaca,  y  que  para  dar  cumplimiento  á  su  cometido,  ha  tenido 
que  gastar,  además,  en  el  flete  de  quince  muías,  á  razón  de  seis  pe- 
sos fuertes  cada  una,  en  el  salario  de  un  peón,  veinte  pesos  fuertes,  y 
cuarenta  bolivianos,  ó  sean  treinta  pesos  fuertes  en  pastos,  for- 
mando todo  ello  la  cantidad  de  cuatrocientos  veinte  y  ocho  pesos 
fuertes,  que  debe  pagarle  Briones,  con  los  intereses. 

El  demandado,  contesta:  que  solo  le  prometió  un  peso  boliviano 
de  comisión  por  cada  vaca  que  le  entregase,  con  la  condición  deque 
las  traería  con  sus  propios  elementos;  que  Reyes  no  cumplió  lo  re- 
lativo á  la  clase  de  ganado;  pues  ciento  treinta  vacas  quedaron  en 
San  Luis,  siendo  imposible  arrearlas  por  su  estado  de  flacura;  que 
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no  habiendo  cumplido  las  condiciones  estipuladas  en  el  contrato  ver- 
bal, no  tenia  derecho  á  remuneración  alguna,  debiendo,  en  su  con- 
secuencia, rechazarse  la  demanda,  con  costas. 

Y  considerando: 

Primero:  Que  el  demandado  está  de  acuerdo  en  reconocer  la 
existencia  del  mandato,  disintiendo  solamente  en  cuanto  al  monto 
de  la  remuneración  convenida,  y  al  pago  de  los  gastos  causados  en 
su  ejecución ; 

Segundo:  Que  no  habiéndose  probado  en  autos  cuáles  fueran  las 
condiciones  estipuladas  al  respecto,  debe  estarse,  en  cuanto  á  la 
remuneración,  á  la  que  se  acostumbra  pagar  por  esta  clase  de  ser- 
vicios en  el  lugar  donde  se  celebró  el  contrato,  según  lo  dispone 
el  artículo  mil  seiscientos  veinte  y  siete  del  Código  Civil,  y  en 
cuanto  á  los  gastos,  á  lo  que  la  ley  prescribe  á  falta  de  convención 
expresa ; 

Tercero:  Que  por  las  declaraciones  de  fojas  treinta  y  siete,  cua- 
renta y  una  y  cuarenta  y  una  vuelta,  resulta  comprobado:  que  en  San 
Juan,  lugar  del  contrato,  se  acostumbra  pagar  á  los  que  se  encar- 
gan de  comprar  ganado  y  conducirlo  desde  la  Provincia  de  Córdoba, 
una  comisión  de  doce  reales  fuertes  por  cabeza,  siendo  esta,  por 
consiguiente,  la  remuneración  que  el  demandado  debe  pagar  al  de- 
mandante, porcada  una.de  las  ciento  treinta  vacas  que  confiesa 
haberle  sido  entregadas  por  éste. 

Cuarto:  Que  resulta  igualmente  probado,  por  las  declaraciones 
citadas  y  por  las  que  corren  á  fojas  treinta  y  seis,  treinta  y  nueve 
vuelta  y  cuarenta,  que  el  demandante  tuvo  que  emplear  quince  mu- 
las  y  un  peón  para  el  arreo  del  ganado,  importando  el  flete  de  cada 
una  de  ellas  seis  pesos  bolivianos,  y  el  salario  y  mantención  del 
peón,  diez  y  seis,  agregándose  á  esto  la  cantidad  de  cuarenta  pesos 
bolivianos,  que  según  las  declaraciones  de  fojas  treinta  y  nueve 
vuelta  y  cuarenta,  se  gastó  en  la  compra  de  un  potrero  de  pasto  para 
alimentar  el  ganado; 
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Quinto:  Que,  según  los  artículos  mil  novecientos  cuarenta  y  ocho 
mil  novecientos  cuarenta  y  nueve  del  Código  Civil,  el  mandante 
debe  anticipar  al  mandatario,  si  éste  lo  pidiere,  las  cantidades  ne- 
cesarias para  la  ejecución  del  mandato,  y  si  el  mandatario  las  hu- 
biese anticipado,  debe  reembolsárselas,  como  cuando  el  negocio  no 
le  haya  resultado  favorable  y  aunque  los  gastos  le  parezcan  exce- 
sivos, con  tal  que  no  pueda  imputarse  falta  alguna  al  mandatario. 

S^s^o.'Queen  el  presente  caso,  no  se  ha  probado  falta  alguna 
contra  éste.  Por  el  contrario,  la  carta  de  foja  treinta,  que  le  fué 
dirigida  por  el  demandado,  y  á  la  cual  éste  reconoce,  al  absolver 
la  tercera  pregunta  de  las  posiciones  de  foja  treinta  y  una,  demues- 
tra que  desempeñó  satisfactoriamente  el  mandato  que  le  fué  confe- 
rido; pues  por  ella  se  dan  por  terminados  sus  compromisos,  reci- 
biéndose el  ganado  sin  protesta  ni  observación  alguna. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
cincuenta  y  siete,  y  se  condena,  en  sus  consecuencias,  al  demandado 
don  José  Briones,  al  pago  de  ciento  noventa  y  cinco  pesos  fuertes 
de  comisión  y  ciento  cuarenta  y  seis  pesos  bolivianos  por  los  gastos 
en  la  ejecución  del  mandato  que  confirió  al  demandante  don  Pedro 
Reyes,  y  sus  intereses  respectivos,  á  estilo  de  Banco,  desde  la  fecha 
de  la  demanda;  y  devuélvase,  previa  reposición  de  sellos.  Notifí- 
quese  con  el  original. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ILADISLAO  FRÍAS.— 
S.  31.  LASPirR.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 
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CAISA  XCIV 


D.  Famtino  Guevara^  contra  la  empresa  del  Ferro-Carril  de  Buenos 
Aires  y  Rosario,  por  espropiacion;  sobre  falta  de  personería 


Sumario, — El  hecho  de  no  acompañarse  á  la  demanda  los  docu- 
mentos que  deben  instruirla,  y  la  falla  de  derecho  que  se  opone  al 
actor  para  deducirla,  no  pueden  fundar  la  excepción  de  falta  de 
personería. 


Caso.— Lo  refiere  el 


Fallo  del  «Ittez  de  Sección 


Buenos  Aires,  Marzo  í)  de  1885. 

Y  vistos:  en  el  incidente  promovido  por  el  representante  de  la 
empresa  del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario,  en  el  juicio  de 
espropiacion  seguido  por  el  Dr.  García  Vieyra,  en  representación  do 
D.  Faustino  Guevara,  sobre  falta  de  personería  en  la  demanda,  por 
no  haberse  acompailado  con  ella  los  títulos  de  propiedades  de  los 
campos  espropiados. 

Y  considerando:  r  Que  según  el  artículo  72  de  la  ley  de  Enjui- 
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ciamiento,  no  son  admisibles  excepciones  perenlorias  y  solo  las  dila- 
torias á  que  se  refiere  el  articulo  73  siguiente;  y  en  el  caso  no  pue- 
de estimarse  sino  como  perentoria  la  de  que.Guevara  no  fuera  dueño 
ó  no  tuviera  derecho  á  pedir  la  indemnización  del  campo  á  espro- 
piarse^  en  cuyo  caso  debió  hacerse  valer  con  la  contestación  á  la 
demanda,  y  no  antes^  de  conformidad  al  articulo  85  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento; 

T  Que  se  ha  alegado  por  la  parte  de  la  empresa  del  Ferro-Ca- 
rril, que  la  falta  de  personalidad  acusada,  estriba  en  que  el  deman- 
dante Guevara  no  ha  acompañado  con  la  demanda  los  títulos  que 
lo  acreditan  propietario  ó  dueño  del  campo  á  espropiarse,  y  este 
caso  de  exhibición  de  títulos  ó  documentos,  se  halla  reglamentada 
por  el  artículo  10  de  la  ley  de  enjuiciamiento,  que  espresamente 
dispone  que  no  presentándose  títulos  con  la  demanda,  no  podrán 
después  presentarse  en  la  estación  de  prueba;  pero  en  manera  al- 
guna, que  esto  sea  un  obstáculo  para  entrar  en  la  demanda,  ó  auto- 
rice una  articulación  dilatoria; 

3**  Que  se  halla  declarado  por  la  Suprema  Corte,  interpretando  el 
articulo  10  mencionado,  que  no  funda  una  excepción  dilatoria  el 
hecho  de  no  acompañarse  con  la  demanda  los  documentos  que  de- 
ben instruirla  (Fallos  de  la  Suprema  Corte  contenidos  en  la  pág.  1G2, 
tomo  7^  serie  2^  y  en  la  pág.  313  del  tomo  13  de  la  misma  serie); 

4^  Que  de  conformidad  á  estos  principios,  se  halla  declarado 
igualmente  por  la  misma  Suprema  Corte,  que  la  falta  de  personería 
ó  personalidad,  fundada  sobre  la  falta  de  derecho  que  gestiona  el 
actor,  no  es  dilatoria  y  sí  perentoria,  según  se  contiene  en  la  pági- 
na 342  del  tomo  10  de  la  2^  serie  de  sus  Fallos. 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  del  alegato  de  foja . . ., 
fallo,  no  haciendo  lugar  á  la  excepción  deducida,  con  costas,  y  or- 
deno, en  consecuencia,  que  sigan  los  autos  según  su  estado.  Noti- 
fiquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 
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Fall»>  de  la  Suprcina  Corte 

Buenos  Aires,  Julio  25  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  trece,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  S.    M.    LASPIUR.  —  FEDERICO 
IBARGÜREN. 


CAISA  XCV 


D.  Saturniíw  Romano,  con  D,  Manuel  Carrasco,  por  interdicto 
posesorio;  sobre  consulta  del  juez  de  la  causa 


Sumario. — La  Suprema  Corte  no  puede  resolver  consultas  de  los 
Jueces  inferiores,  con  respecto  á  las  causas  sometidas  á  su  resolu- 
ción.   

Caso, — El  Juez  de  Sección  de  la  Provincia  de  Tucuman,  consultó 
á  la  Suprema  Corte,  si,  en  la  causa  de  D.  Saturnino  Remado,  con 
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D.  Manuel  Carrasco,  sobre  interdicto,  en  que  habia  que  verificar 
una  inspección  ocular,  á  la  cual  no  podía  asistir  por  su  enfermedad^ 
podia  designar  de  la  lista  de  letrados,  un  juez  ad  hoc. 


VISTA  DEL  SENOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Julio  24  de  1885. 

Suprema  Corte: 

En  otra  oportunidad  he  dicho  á  V.  E.  que  no  es  su  misión  resol- 
ver consultas  de  los  jueces  inferiores,  con  respecto  á  las  causas  so- 
metidas á  su  decisión.  Deben  ellos  resolver,  según  su  ciencia  y  con- 
ciencia, y  de  sus  resoluciones  conocerá  esta  Corte  en  la  única  forma 
que  la  ley  autoriza  en  tales  casos,  por  via  de  apelación  si  se  inter- 
pusiere. 

Sírvase  V.  E.  hacerlo  así  saber  al  Señor  Juez  de  Sección  de  Tu- 
cuman. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  $$iipreiiia  Corte 

Buenos  Aires,  Julio  28  de  1885. 

De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Señor  Procurador 
General,  se  declara  que  el  Juez  de  Sección  debe  proceder  con  arre- 
glo á  derecho,  concediendo,  en  su  caso,  los  recursos  que  se  inter- 
pongan por  las  partes;  y  avísese  en  contestación,  con  trascripción 
de  esta  resolución  y  del  dictamen  del  Señor  Procurador  General. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA  x<:vi 


/>.  Elmo  Acevedo;  sobre  recurso  de  habeas  corpus 


Sumario.— ?Á  Senado  Nacional  no  es  auloridad  competente  para 
juzgar  el  delito  de  desacato  previsto  y  penado  por  la  ley  nacional 
penal  de  14  de  Setiembre  de  1863,  y  ordenar  la  prisión  de  la  per- 
sona á  la  que  se  atribuye. 


Caso, — Lo  explica  el 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Agosto  1"  de  1885. 

Vistos  en  el  acuerdo:  Con  fecha  quince  del  mes  de  Julio,  ocurrió 
ante  esta  Suprema  Corte  Don  Eliseo  Acevedo,  exponiendo:  que  ha- 
bia  sido  constituido  en  prisión  por  orden  de  la  Honorable  Cámara 
de  Senadores,  á  causa  de  un  articulo  publicado  en  el  diario  El  De- 
bate, del  cual  era  director  el  recurrente;  que  el  Senado  habia  pro- 
cedido sin  jurisdicción  al  ordenar  su  arresto;  y  que  por  lo  tanto,  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  veinte  de  la  ley  sobre  jurisdic- 
ción y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  pedia  que  se  le 
mandase  poner  en  libertad.  El  señor  Procurador  General,  á  quien  se 
confirió  vista  de  este  recurso,  lo  apoyó  en  todas  sus  partes;  y  ha- 
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bíéndose  pedido  informe  al  Senado  á  los  efectos  de  la  mencionada 
ley,  esa  Honorable  Cámara  lo  espidió  remitiendo  los  antecedentes 
del  caso,  de  los  cuales  resulta,  entre  otras  cosas,  lo  siguiente: 

Primero:  Que  en  sesión  de  catorce  de  Julio  último,  el  señor  Se- 
nador Zapata  denunció  como  injurioso  contra  él  un  articulo  publi- 
cado en  el  diario  El  Debate,  del  siete  de  dicho  mes,  en  el  que  se 
aseguraba  que  el  móvil  que  le  habia  guiado  al  presentar  el  proyecto 
por  el  que  se  acuerda  una  prima  de  cuarenta  mil  pesos  al  que  in- 
troduzca el  salmón  en  los  rios  de  la  República  en  condiciones  de 
esplotacion  mercantil,  era  dividirse  la  prima  ofrecida  con  un  alto 
funcionario  público,  y  que  en  virtud  de  esa  denuncia  el  Senado 
adoptó  una  resolución  en  cuyo  articulo  primero  se  dice: 

«El  Jefe  de  Policía  de  la  Capital,  constituirá  en  arresto  inmedia- 
tamente á  la  disposición  del  Senado  al  Director  del  diario  El  Debate, 
por  el  articulo  fecha  siete  del  presente  mes,  en  que  se  dice: 

«Que  un  miembro  del  Congreso  y  en  sociedad  con  un  alto  funcio- 
nario, presentó  un  proyecto  para  proteger  la  introducción  del  salmón 
en  los  rios  de  la  República,  y  dividirse  la  prima  acordada». 

Segundo:  Que  por  decreto  de  diez  y  seis  de  Julio,  la  misma  Ho- 
norable Cámara  dispuso  que  la  Comisión  Judicial  nombrada  por  re- 
solución anterior,  diese  al  director  del  diario  El  Debate  el  término 
de  tres  dias  para  que  ante  ella  presentase  los  descargos  que  tuviese 
sobre  el  desacato  porque  se  le  juzga. 

Tercero:  Que  en  la  sesión  de  quince  de  Julio,  el  presidente  de  la 
Comisión  Judicial  hizo  saber  al  detenido  que  la  causa  de  su  deten- 
ción era  haber  encontrado  el  Senado  que  en  el  articulo  publicado 
en  El  Debate^  fecha  siete  de  dicho  mes,  bajo  el  título  de  atalivUmo 
piscívoro,  habia  un  desacato  á  la  autoridad,  resolviendo  que  fuese  él 
detenido  y  que  se  esclareciera  por  la  Comisión  el  hecho  denunciado; 
oyendo  todo  lo  concerniente  á  este  asunto. 

La  causa,  pues,  de  la  prisión  ha  sido  uno  de  los  hechos  previstos 
y  penados  como  desacato,  por  la  ley  penal  de  catorce  de  Setiembre 
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de  1863,  en  su  artículo  treinta,  inciso  segundo;  y  la  Corte  está  Ha- 
.  mada  á  resolver  si  la  Cámara  de  Senadores  es  competente  para  juz- 
gar ese  hecho,  y  de  consiguiente,  para  constituir  en  prisión  al  cul- 
pable. 

Es  precisamente  el  caso  que,  al  fallar  en  1877  el  del  editor  de' 
Porteño,  reservó  la  Corte  expresamente  diciendo  que  no  estaba  en- 
tonces sometido  á  su  consideración. 

Al  calificar  la  ley  el  hecho  como  desacato  y  designar  la  pena  con 
que  debe  ser  castigado,  entendió  sin  duda  ninguna  someterlo  á  la 
jurisdicción  de  los  tribunales  ordinarios,  como  todos  los  demás  de- 
litos que  ella  comprende. 

Siendo  esto  asi,  es  evidente  que  uña  sola  de  las  Cámaras  no  puede 
reasumir  por  acto  exclusivamente  suyo,  una  facultad  que  quedó  con- 
ferida al  Poder  Judicial  en  virtud  de  una  sanción  lejislativa  á  que 
concurrieron,  como  á  la  formación  de  todas  las  leyes,  las  desramas 
del  Congreso  y  el  Poder  Ejecutivo. 

En  consecuencia,  la  Corte  declara,  de  conformidad  con  el  dicta- 
men del  señor  Procurador  General,  que  la  prisión  de  don  Eliceo 
Acevedo,  no  ha  emanado  de  autoridad  competente;  y  ordena,  por 
tanto,  en  cumplimiento  del  artículo  veinte  de  la  ley  de  jurisdicción 
y  competencia,  antes  mencionada,  cuya  constitucionalidad  no  se  ha 
puesto  en  cuestión  hasta  el  presente,  que  sea  puesto  inmediatamente 
en  libertad. 

Hágase  saber  con  el  original,  líbrese  la  orden  correspondiente  al 
Jefe  de  Policía  y  comuniqúese  por  oficio  á  la  Honorable  Cámara  de 
Senadores. 

J.  DOMÍNGUEZ. —  ULADISLAO  FRÍAS.— 

(en  disidencia).  —  Federico  ibar- 

GÚREN. 


I 
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DISIDENCIA 

El  articulo  cien  de  la  Constitución,  dispone  cuales  son  las  causas 
cuyo  conocimiento  y  decisión  corresponde  á  la  Corte  Suprema  y  á 
los  tribunales  inferiores  de  la  Nación,  y  el  ciento  uno  que:  «En  estos 
casos,  la  Corte  Suprema  ejercerá  jurisdicción  por  apelación  según 
las  reglas  y  escepciones  que  prescriba  el  Congreso;  pero  en  todos 
los  asuntos  concernientes  á  embajadores,  ministros  y  cónsules  es- 
trangeros,  y  en  los  que  una  provincia  fuese  parte,  la  ejercerá  origi- 
naria y  esclusivamente. 

El  seíior  Acevedo  ha  interpuesto  directamente  su  recurso  ante  la 
Corte,  pidiendo  se  decrete  su  inmediata  libertad,  por  hallarse  dete- 
nido por  orden  de  autoridad  incompetente,  con  violación  de  las  ga- 
rantías que  consagra  el  artículo  diez  y  ocho  de  la  Constitución;  y  es 
evidente  que  este  asunto,  bajo  cualquier  aspecto  que  se  le  considere, 
no  está  comprendido  en  ninguno  de  los  únicos  casos  en  que  la 
ley  fundamental  acuerda  á  la  Corte  Suprema  jurisdicción  origi- 
naria. 

El  artículo  veinte,  que  se  invoca,  de  la  ley  de  caforce  de  Setiem- 
bre de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  tampoco  se  la  da  espresa- 
mente,  y  bien  puede  interpretarse  que  la  facultad  que  le  confiere, 
de  investigar,  á  instancia  del  interesado,  sus  parientes  ó  amigos, 
sobre  el  origen  de  la  prisión,  ha  de  ejercitarla  solamente  en  virtud 
de  la  jurisdicción  por  apelación. 

Pero  suponiendo  que  no  pueda  suscitarse  duda  alguna  á  este  res- 
pecto, y  que  la  ley  conceda  efectivamente  á  la  Corte  Suprema  juris- 
dicción originaria  en  los  casos  de  «babeas  corpus»,  entonces  la  ley 
en  esa  parte  seria  inconstitucional. 

Crear  de  ese  modo,  esto  es,  por  ley  un  nuevo  caso  de  jurisdicción 
originaria  en  la  Suprema  Corte,  es  reformar  la  Constitución  por  el 
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Congreso,  sin  los  requisitos  y  no  por  la  autoridad  que  ella  deter- 
mina,—  una  convención,  —  infringiéndola  por  lo  mismo  y  produ- 
ciendo en  consecuencia  un  acto  legislativo,  sin  valor  ni  efecto,  que 
los  tribunales  no  pueden  aplicar  en  los  casos  particulares  que  seso- 
metan  á  su  conocimiento,  puesto  que  su  deber,  ante  todo,  es  obser- 
var la  Constitución. 

La  doctrina  seguida  constantemente  en  los  Estados  Unidos,  apo- 
yada en  la  constitución,  que  es  idéntica  á  la  Constitución  Nacional, 
en  los  puntos  de  que  se  trata,  asi  como  en  leyes  análogas  á  las  nues- 
tras, y  en  decisiones  de  la  Suprema  Corte;— ha  establecido  también 
allí,  que  ella  puede  espedir  mandamientos  de  «babeas  corpus»,  pero 
solo  en  ejercicio  de  la  jurisdicción  por  apelación,  y  que  la  ley  ó  el 
Congreso  no  puede  estender  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema 
Corte  á  ningunos  otros  casos  que  los  espresamente  definidos  por  la 
Constitución  (Abbot  National  Digest,  tomo  segundo,  articulo  «ba- 
beas Corpus»,  números  once  y  doce,  y  tomo  quinto,  artículo  «Suprema 
Court»,  número  once). 

Por  estos  fundamentos,  soy  de  opinión  que  la  Suprema  Corte  ca- 
rece en  este  caso  de  jurisdicción  originaria,  y  que  así  debe  decla- 
rarlo, ordenando  que  el  recurrente  ocurra  donde  corresponda. 

ÜLADisLAO  Frías. 


k 
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ciAUSA  xc:vii 


D.  Jorge  Pintos,  contra  D.  Demetrio  Sosa,  por  desalojo,  y  D.  Emilio 
Genoiid,  contra  D.  Jorge  Pintos,  por  interdicto  de  retener;  sobre 
consulta  del  Jiiez  de  Paz  del  Baradero  respecto  á  las  órdenes  con- 
tradictorias,  recibidas  del  Juez  Federal  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires  y  del  Juez  de  í^  Instancia  del  Departamento  del  Norte 
de  dicha  Provincia, 


Sumario, — La  Suprema  Corte  no  puede  resolver,  por  vía  de  con- 
sulta, una  contienda  de  competencia,  que  no  se  somete  á  su  conoci- 


miento en  forma  legal. 


Caso.  —  El  Juez  de  Paz  del  Baradero  recibió  las  siguientes  ór- 
denes: 


Buenos  Aires,  Mayo  22  de  1885. 

Al  Señor  Juez  de  Paz  del  Baradero, 

El  infrascrito,  Juez  Federal  suplente  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  se  dirije  á  Vd.  á  solicitud  de  D.  Jorge  Pintos,  con  el  fin  de 
que  intime  á  D.  Demetrio  Sosa  y  á  todos  los  demás  que  ocupan  el 
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campo  que  éste  haya  ocupado  en  ese  Partido,  el  desalojo  dentro  de 
diez  dias  después  de  notificados;  y  en  caso  de  no  verificar  el  des- 
alojo, procederá  Vd.  al  lanzamiento  en  la  forma  de  estilo,  haciendo 
uso  de  la  fuerza  pública,  ya  sea  contra  dicho  Sosa  ó  contra  los  que 
tengan  títulos  de  éste,  ó  terceros  que  se  hayan  introducido  sin  su 
consentimiento,  haciendo  entrega  de  la  posesión  á  D.  Jorge  Barbich, 
en  caso  de  no  comparecer  personalmente  á  recibirla  el  espresado 
Sr.  Pintos.  Diligenciado  que  sea  el  presente,  sírvase  el  Sr.  Juez  de 
Paz  mandar  devolverlo. 
Dios  guarde  á  Vd. 

/.  Rayces. 


San  Nicolás,  Mayo  23  de  1885. 

Al  Señor  Juez  de  Paz  del  Bar  adero, 

A  petición  de  D.  Joaquín  Maldonado,  apoderado  de  D.  Emilio  Ge- 
noud,  se  hace  saber  á  Vd.  que  no  debe  autorizar  innovación  alguna 
en  la  posesión  de  Genoud,  y  que  si  la  fracción  de  campo  que  ocupa 
D.  Demetrio  Sosa  forma  parte  del  que  posee  dicho  Genoud,  debe 
abstenerse  de  dar  cumplimiento  á  mandatos  de  otras  autoridades 
judiciales,  que  tengan  por  objeto  privar  á  Sosa  de  tal  posesión,  dando 
cuenta  inmediatamente  á  este  Juzgado. 

Dios  guarde  á  Vd. 

F.  M.  Igarzabal. 

Siendo  dichas  órdenes  contradictorias,  elevó  las  mismas  en  con- 
sulta á  la  Suprema  Corte  de  la  Provincia,  para  que  le  indicara  á  cuál 
debía  obedecer. 

La  Suprema  Corle  de  la  Provincia  remitió  los  antecedentes  á  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  dictando  el  siguiente: 
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AUTO 


La  Plata,  Julio  15  de  1885. 

No  siendo  obli^^^atorio  para  el  Juez  de  Sección  la  resolución  que 
esta  Corte  pudiera  dictar  en  este  caso,  y  tratándose  de  un  conflicto 
de  jurisdicción  entre  una  autoridad  de  Provincia  y  una  Nacional, 
cuya  resolución  correspondería  en  todo  caso  á  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  de  la  Nación,  remítansele  estos  antecedentes  á  los  efectos 
que  hubiera  lugar  y  avísese  al  Juez  de  Paz,  al  de  lo  Civil  del  Norte 
y  al  de  Sección. 

KIER.  —  LANGENHEIM.  —  PASSO.  — 
JORGE.  —ISLA, 

Ante  mí:  Miguel  Esteres. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Julio  31  de  1885. 

Las  órdenes  contradictorias  que  ha  recibido  el  Juez  de  Paz  del 
Baradero,  revelan  claramente  un  conflicto  de  jurisdicción  entre  los 
jueces  que  las  han  espedido.  Este  conflicto  ha  debido  ser  traído  á 
V.  E.  por  alguno  de  los  medios  que  la  ley  establece,  es  decir,  por 
apelación  de  las  partes,  ó  por  la  remisión  de  los  antecedentes  por 
los  mismos  jueces,  no  por  vía  de  consulta.  Es  la  misión  de  los  Jue- 
ces resolver  los  casos  sometidos  á  su  decisión,  según  su  ciencia  y 
conciencia,  no  pedir  á  otros,  si  bien  sean  superiores,  les  marquen 
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el  camino  que  deban  seguir,  pues  ello  importada  privará  las  parles 
de  los  recursos  legales^  y  escusar  las  responsabilidades  inherentes 
á  los  puestos  públicos,  muy  especialmente,  á  los  encargados  de  ad- 
ministrar justicia. 

El  Juez  de  Paz  del  Baradero,  ha  debido  cumplir  una  ú  otra  de  las 
órdenes  que  recibía,  ó  no  cumplir  ninguna,  lo  que  parecía  mas  ra- 
cional, avisándolo  á  los  jueces  respectivos.  El  conflicto  se  hubiera 
suscitado  entonces,  si  uno  no  reconocía  mejor  derecho  en  el  otro,  y 
hubiera  venido  á  V.  E.  por  el  camino  natural  y  mas  corto. 

Lo  que,  por  lo  tanto,  corresponde  es  volver  estos  antecedentes  ai 
Juzgado  de  su  procedencia,  para  que  proceda  con  arreglo  á  dere- 
cho. Sírvase  V.  E.  así  ordenarlo, 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  Suprema  Glorie 

Buenos  Aires,  Agosto  <>  de  1885. 

No  viniendo  la  contienda  de  competencia  en  la  forma  prescrita  en 
el  Título  Sesto  de  la  Ley  de  Procedimientos,  y  no  pudiendo  esta 
Corte  resolverla  por  vía  de  consulta;  de  conformidad  con  el  dicta- 
men del  Señor  Procurador  General,  hágase  así  saber,  con  trascrip- 
ción de  dicho  dictamen,  al  Juez  de  Sección  y  al  de  Primera  Instan- 
cia de  San  Nicolás,  para  que  procedan  con  arreglo  á  derecho;  y 
avísese  en  contestación  á  la  Excelentísima  Corte  Suprema  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  ILAUISLAO    FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 
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c:ausa  xcviii 


D,  Gaspar  Tahoada,  contra  D,  Agatónico  Acuñan  doña  Tomasa  P.  de 
Paz  y  D,  Domingo  Paz,  por  reivindicación;  sobre  competencia. 


Sumario,— Vara  establecer  la  jurisdicción  originaria  de  la  Su- 
prema Corte,  no  basta  que  una  Provincia  tenga  interés  en  la  causa; 
es  indispensable  que  figure  en  los  autos  como  parte. 


Caso, — Se  comprende  leyendo  el 


Fallo  del  Jíuez  de  Sección 

Santiago,  Enero  16  de  1885. 

Resultando  de  la  esposicion  de  hechos,  que  hace  el  Doctor  Don 

Manuel  Argafíaráz,  como  apoderado  de  D.  Gaspar  Tabeada,  que  en 

* 

la  causa  que  inicia,  se  tendrá  necesariamente  que  juzgar  sobre  la 
validez  ó  nulidad  de  actos  de  los  Tribunales  Provinciales;  pues 
afirma  que  su  mandante  compró  al  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia 
las  tierras  cuya  reivindicación  solicita,  por  haber  sido  declaradas 
fiscales  por  los  Tribunales  de  la  Provincia,  y  que  después  se  vendie- 
ron como  de  propiedad  particular; 


i 
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Considerando:  •  que  los  Tribunales  Federales  no  son  competentes 
para  conocer  de  los  procedimientos  de  los  de  la  Provincia;  pudiendo 
solo  llevarse  á  conocimiento  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacio- 
nal, en  los  casos  espresados  en  el  articulo  14,  de  la  ley  de  Jurisdic- 
ción y  Competencia.  Resultando  claramente  de  la  demanda,  que  no 
es  competente  este  Juzgado  para  conocer  de  ella,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 3^  titulo  1"  de  la  ley  de  Procedimientos  Nacionales  de  14  de 
Setiembre  de  1863,  no  se  hace  lugar  á  lo  solicitado;  debiendo  ocu- 
rrir donde  corresponda.  Hágase  saber. 

P.  Olaechea  y  Alcorta. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Julio  31  de  1885. 

Suprema  Corte: 

El  interés  que  la  Provincia  de  Santiago  pueda  tener  en  esta  cansa, 
no  es  bastante  á  traer  su  conocimiento  á  V.  E.,  pues,  es  bien  sabido 
que  es  indispensable  que  una  Provincia  figure  en  los  autos  como 
parte^  para  establecer  la  jurisdicción  originaria  de  esta  Corte,  en  el 
sentido  de  la  Constitución  (Serie  1%  tomo  8*^,  página  136). 

Sírvase  V.  E.  revocar  la  sentencia  apelada,  al  efecto  de  que  el  Juz- 
gado de  Sección  prosiga  sus  procedimientos. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Agosto  O  de  1885. 


Vistos:  No  apareciendo  como  parte  en  estos  autos  la  Provin- 
cia de  Santiago  del  Estero,  de  conformidad  con  lo  espuesto    y 
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pedido  por  el  Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se 
revoca  el  auto  apelado  de  foja  trece  vuelta,  y  se  declara  en  conse- 
cuencia, que  el  Juez  de  Sección  de  la  Provincia  de  Santiago  es  com- 
petente para  conocer  en  este  asunto.  Previa  reposición  de  sellos, 
devuélvase. 

J.  DOMÍNGUEZ.— ULADISLAO  frías.— 
FEDERICO  IBARGUREN. 


c:ausa  xc:ix 


D.  Augusto  Piard,  contra  D.  Juan  fí.  Fourcade;  sobre  infracción  de 

la  ley  de  patentes  de  invención. 


Sumario.  —  El  espendio  de  objetos  patentados,  en  perjuicio  del 
concesionario  de  la  patente,  no  constituye  delito,  si  no  se  prueba 
qiio  se  ha  verificado  á  sabiendas. 


Caso.  —  Lo  esplica  el 

T.  XIX  2Í^) 
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i 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Noviembre  29  de  1884. 

Y  vistos,  estos  autos  iniciados  por  demanda  de  D.  Augusto  Piard, 
contra  D.  Juan  B.  Fourcade,  por  defraudación  desús  derechos  como 
patentado,  por  poner  en  venta  en  su  casa  de  negocio,  Chacabuco 
n^  176^  escobas  iguales  en  un  todo  á  las  patentadas  á  su  favor,  las 
que  llevan  ademas  el  nombre  de  su  casa;  y 

Considerando:  1^  Que  entablada  la  demanda  contra  Fourcade,  ha 
negado  los  hechos  en  que  aquella  se  funda,  sosteniendo  que  las  se- 
senta y  ocho  escobas  encontradas  en  su  casa  con  la  forma  de  las 
fabricadas  por  Piard  y  con  su  nombre,  habían  sido  compradas  á 
D.  Antonio  González,  ignorando  Fourcade  la  procedencia  de  estas, 
ni  aun  si  Piard  tenia  ú  no  patente  de  invención; 

2®  Que  recibida  la  causa  á  prueba  sobre  los  tres  puntos  que  se- 
ñala el  auto  de  foja  34,  se  ha  producido  por  el  demandado  la  que 
resulta  de  las  declaraciones  de  los  testigos  Pedro  Lacana,  foja  48, 
Luis  Laboire,  foja  50,  Pedro  Carmanze,  foja  52,  Juan  Deliei,  foja  54, 
y  Antonio  González,  foja  69  vuelta ;  y  por  la  del  demandante,  las 
posiciones  absueltas  á  foja  59  y  las  declaraciones  de  los  testigos 
Luis  Lhez,  foja  72  y  Domingo  Lalane,  foja  73  vuelta; 

3*^  Que  de  estos  antecedentes  y  demás  de  los  autos,  resulta  evi- 
denciado que  las  escobas  en  cuestión,  si  bien  son  iguales  á  las  pa- 
tentadas á  favor  de  Piard,  no  han  sido  fabricadas  por  Fourcade,  en 
cuya  casa  no  se  pudo  constatar  la  existencia  de  ningún  instrumento 
con  el  que  pudiera  haberse  hincho  la  fabricación  y  se  ha  justificado 
ademas  la  procedencia  de  ellas  por  compra  hecha  á  Antonio  Gon- 
zález, quien  ha  reconocido  por  cierta  la  referencia  que  se  hacia  á 
éJ,  y  por  las  demás  declaraciones  arriba  espresadas; 
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4^  Que  tampoco  ha  podido  la  defensa  dejar  claramente  estable- 
cido que  las  precitadas  escobas  hayan  sido  fabricadas  por  el  mismo 
patentado  Augusto  Piard,  pues  si  bien  Antonio  González  asevera 
haber  sido  compradas  las  escobas  para  la  Cárcel  Correccional  en 
casa  de  los  agentes  de  Piard,  aquellos  declaran  á  fojas  72  y  73,  que 
solo  vendieron,  con  el  destino  indicado,  una  docena  á  M  Videla  y  C% 
declaración  de  Luis  Lhez  y  Domingo  Lalane; 

5^  Que  no  pudiendo  atribuirse  la  fabricación  al  demandado,  no 
apareciendo  que  las  escobas  son  de  legitima  procedencia,  el  caso 
en  cuestión  no  está  regido  por  el  articulo  53  de  la  ley  de  Patentes 
de  invención,  sino  por  el  54,  que  se  refiere  á  la  venta,  esposicion, 
introducción  y  comunicación  del  invento,  exigiendo  un  elemento 
mas,  para  constituir  el  delito,  á  saber,  que  estos  hechos  sean  ejecu- 
tados á  sabiendas;  y 

G^  Que  en  el  caso  presente,  no  se  ha  probado  ni  aun  alegado  por 
la  demanda,  que  J.  B.  Fourcade  procediese  á  sabiendas  de  la  falsi- 
ficación y  con  el  objeto  de  cooperar  á  ella. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  absolviendo  á  don  J.  B.  Fourcade, 
de  la  demanda  entablada  contra  él  por  I).  Augusto  Piard,  por  de- 
fraudación de  sus  derechos  como  patentado,  siendo  á  cargo  de  éste 
último  las  costas  del  juicio.  FiU  su  consecuencia,  levántese  el  em- 
bargo decretado  á  foja...  devolviéndose  los  objetos  á  Fourcade.  Há- 
gase saber  y  repónganse  los  sellos,  notificándose  con  el  original. 

Andrés  ligar  riza. 


Fallo  de  la  Suprema  C/orte 


Buenos  Aires,  Agosto  t>  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto  ape- 
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lado  de  foja  noventa  y  tres;  y  previa  reposición  de  sellos,  devuél- 
vanse. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 


<:ausa  <: 


Peixoto,  Morales  y  C^,  contra  la  Compañía  <^  Lloyd  Argentino  ^  por 
averias  y  constitución  de  Tribunal  arbitral;  sobre  falta  de  copias 
y  documentos  y  fianza  de  arraigo. 


Sumario,  —  l^  Probada  la  entrega  délas  copias,  la  falta  de  docu- 
mentos acompañados  á  la  demanda  no  autoriza  á  demorar  la  cons- 
titución del  Tribunal  arbitral. 

2^  La  fianza  de  arraigo  que  el  demandante  se  reconoce  en  el  de- 
ber de  prestar,  debe  otorgarse  previamente. 


Caso. — Lo  esplica  el 

Fallo  del  «Juez  Federal 

Buenos  Aires,  Mayo  2  de  1885. 

Vistos:  considerando:  I^  Que  la  empresa  del  «Lloyd  Argentino» 
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ha  rehusado  comparecer  al  juicio  verbal  á  que  fué  convocada  para 
constituir  ei  Tribunal  Arbitral  que  debe  conocer  en  las  cuestiones 
procedentes  del  choque  de  un  buque  de  su  propiedad  con  la  polacra 
española  ^Marina»,  fundándose  en  que  no  se  le  ha  pasado  copia 
del  poder  que  invoca  el  señor  Morales  para  representar  á  los  seño- 
res Peixoto  y  Madero,  de  Montevideo,  de  la  protesta  que  se  dice 
formulada  por  el  capitán  de  la  polacra,  ni  del  conocimiento  que  acre- 
dita la  propiedad  del  cargamento;  como  también  que  aquellos  son 
extranjeros  sin  domicilio  en  el  país,  por  lo  que  ante  todo  deben 
arraigar  el  juicio. 

2^  Que  la  nota  de  f.  9  demuestra  que  han  entregado  al  represen- 
tante del  « Lloyd  *  las  copias,  tanto  del  escrito  de  f.  7  como  de  los 
demás  documentos  con  que  se  ha  instruido  la  gestión  iniciada  por 
la  casa  Peixoto  y  Morales. 

3*^  Que  la  no  presentación  de  documentos  que  apoyen  el  derecho 
del  demandante,  no  autoriza  para  formar  artículo  dilatorio  de  in- 
contestacion,  cuando  hay  acciones  deducidas  en  forma;  y  con  menos 
razón,  por  consiguiente,  puede  autorizar  á  hacerlo  cuando  simple- 
mente se  trata  de  constituir  el  Tribunal  ante  el  cual  se  han  de  de- 
ducir esas  acciones,  lo  que  demuestra  que  por  este  capítulo  es  infun- 
dada la  resistencia  de  la  empresa  á  comparecer  al  juicio. 

4^  Que  además,  el  demandante,  para  obviar  toda  dificultad,  ha 
presentado  un  ejemplar  del  conocimiento  exigido  por  aquella,  como 
asimismo  ha  ofrecido  la  fianza  de  arraigo  necesaria,  para  hacer 
desaparecer  el  obstáculo  procedente  de  su  calidad  de  extrangero  no 
domiciliado. 

Por  estos  fundamentos,  el  Juzgado  resuelve  que  comparezcan  las 
partes  al  juicio  verbal  decretado,  el  dia  Martes  cinco  del  corriente 
á  las  dos  de  la  tarde.  Notifíquese  con  el  original. 

Virgilio  Tedin, 
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Fallo  de  la  Suprema  Clortc 

Buenos  Aires,  Agosto  13  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  veinte  y  siete  vuelta,  con  declaración  de  que  debe 
otorgarse  previamente  la  fianza  de  arraigo;  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ÜLADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 


CAUSA  <:i 


D.  Nicolás  Mancino,  contra  Rirolta,  Carhoni  y  C^,  por  estadías;  sobre 

costas  de  un  articulo  ds  incompetencia. 


Sumario.  Las  costas  causadas  con  motivo  de  una  escepcion  de  in- 
competencia justificada  por  los  autos  y  reconocida  por  el  deman- 
dante,  deben  ser  de  cargo  de  éste. 


Caso.  Lo  esplica  el 
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Fallo  del  Juez  de  Sección 


Buenos  Aires,  Enero  17  de  1885. 

Vistos:  En  el  incidente  de  reconsideración  promovido  entre  los 
señores  A.  Rivolta,  Carboni  y  C%  y  don  Nicolás  Mancino,  y  de  que 
resulta: 

1^  Que  habiéndose  dicho  por  los  demandados,  de  incompetencia 
de  este  juzgado  para  entender  en  esta  causa,  se  corrió  traslado  al 
demandante  y  evacuádolo,  dice:  que  aun  cuando  se  cree  con  dere- 
cho á  sostener  la  competencia  no  tiene  sin  embargo  inconveniente 
á  que  entienda  el  Juez  de  la  Capital,  prorogándole  su  jurisdicción. 

2^  que  en  vista  de  esta  solicitud  ó  manifestación,  se  dictó  el  auto 
de  f.  21,  recurrido  en  cuanto  á  las  costas. 

Y  considerando: 

1^  Que  el  auto  mencionado  nada  resuelve  sobre  el  artículo  de 
incompetencia  deducida  y  por  tanto,  para  demandar  las  costas, 
seria  necesario  que  las  partes  no  tuvieran  el  derecho  de  pedir  ó 
fuera  temerario  que  pidiese  la  prorogacion  de  jurisdicción  ó  que 
esta  solicitud  hubiera  dado  motivo  á  una  oposición. 

2^  Que  la  reposición  que  se  pide  en  cuanto  á  las  costas  se  basa  en 
la  inteligencia  de  que  ha  habido  desistimiento  de  parte  de  los  de- 
mandantes, cuando  lo  contrario  consta  de  los  mismos  términos  del 
escrito  donde  recayó  la  providencia  reclamada  y  donde  se  repite 
con  insistencia  que  se  trata  de  prorogacion  de  jurisdicción  y  no  se 
reconoce  de  ninguna  manera  la  incompetencia  alegada. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  reposición 
solicitada  y  se  concede  en  relación  la  apelación  interpuesta,  debiendo 
elevarse  los  autos  en  la  forma  de  estilo. 

Isidoro  Alharracin, 
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Fallo  de  la  Suprema  Copte 

Buenos  Aires,  Agosto  13  de  1885. 

Vistos:  habiendo  el  demandante  reconocido  la  jurisdiccioa  del 
Juez  Federal  de  la  Capital,  que  es  el  del  lugar  del  contrato  y  del  do- 
micilio del  demandado,  y  no  siendo  justo  hacer  pesar  sobre  éste  las 
costas  de  la  escepcion  de  incompetencia  á  que  dio  lugar  la  demanda 
que  aquel  interpuso  ante  el  Juez  Federal  de  la  Provincia,  se  reforma 
el  auto  apelado  de  foja  veintiuna,  declarándose  que  las  costas  causa- 
das con  motivo  de  dicha  escepcion,  son  á  cargo  del  demandante.  Y 
devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  DOMÍNGUEZ.  — ÜLADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO   IBARGÚREN. 
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CAUSA  CU 


Criminal,  contra  Juan  M,  Lara  y  Abel  Ordoñez,  por  sustracción  de 

dineros  públicos;  sobre  términos 


Sumario,— En  las  causas  criminales,  en  que  por  enfermedad  del 
defensor,  se  procede  al  nombramiento  de  otro  en  su  reemplazo, 
deben  concederse  á  éste  los  términos  legales,  á  contarse  desde  la 
aceptación  del  cargo. 

Ca^. — Se  comprende  leyendo  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Mayo  19  de  1885. 

Atentos  los  motivos  espuestos  por  esta  parte,  háse  nombrado 
el  nuevo  defensor  propuesto,  en  reemplazo  del  doctor  D.  Luis  V.  Vá- 
rela, y  teniendo  en  consideración  que  recien  se  ha  presentado  á  so- 
licitar el  nombramiento  de  nuevo  defensor,  cuando  se  halla  vencido 
con  exceso  el  término  legal  para  presentar  la  defensa,  y  en  vísperas 
de  vencerse  el  nuevo  término  de  tres  días  que  por  equidad  y  con 
denegación  de  toda  otra  próroga  se  le  concedió,  habiéndose  tomado 
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para  ello  en  cuenta  la  causal  que  se  espresa  meramente  de  la  en- 
fermedad del  primer  defensor  Dr.  Várela;  y  considerando,  además, 
que  los  términos  que  se  conceden  después  de  acusada  la  rebeldía 
son  fatales  é  improrogables,  según  se  ha  declarado  por  la  Suprema 
Corte  en  la  causa  CXXVII  de  sus  Fallos,  segunda  serie,  entiéndase 
la  defensa  y  ullerioridades  del  juicio,  con  el  nuevo  defensor  pro- 
puesto, quien,  previa  la  aceptación  del  cargo  en  forma  ante  el  Se- 
cretario, deberá  espedirse  dentro  del  ultimo  término  señalado  en 
el  auto  de  foja  26o  vuelta,  debiendo  serle  imputable  á  la  parte  si  no 
le  fuera  posible  hacerle  dentro  del  mismo. 

Ugarriza. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires^  Agosto  13  de  1885. 

Vistos:  Atenta  la  naturaleza  de  la  causa,  y  habiendo  manifestado 
en  la  diligencia  de  foja  doscientos  setenta  y  cuatro,  el  defensor  úl- 
timamente nombrado,  serle  necesario  todo  el  término  legal,  se  re- 
voca el  auto  de  foja  doscientos  setenta  y  dos  vuelta,  en  la  parte 
apelada,  declarándose  que  debe  concedérsele  dicho  término  á  con- 
tar desde  la  aceptación  del  cargo,  y  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
FEDERICO  IBARGÚRCN. 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  427 


i:ausa  c:iii 


I).  Julián  Ortiz,  contra  D,  Ernesto  Carrere;  sobre  nombramiento 

de  administrador 


Sumario, — No  desconociéndose  por  el  socio  administrador  que  su 
administración  produce  mal  resultado,  procede  el  nombramiento  de 
administrador  provisorio. 


Coso.— I).  Julián  Ortiz,  demandó  á  su  socio  industrial,  D.  Ernesto 
Carrere,  para  que  se  nombrara  una  persona  que  dirigiera  los  tra- 
bajos del  establecimiento  social  de  pasto  y  alfalfa,  alegando  que  Ca- 
rrere no  enfardelaba  el  pasto  cuando  era  necesario,  no  hacia  los 
cortes  de  alfalfa  cuando  era  tiempo,  y  no  hacia  nada  con  buen  re- 
sultado. 

El  Juez  llamó  á  las  parles  á  comparendo,  en  el  que  Carrere  se  li- 
mitó á  negar  el  derecho  de  nombrar  nuevo  administrador,  y  en 
vista  de  lo  prescrito  por  el  artículo  1684,  Código  Civil,  nombró  ad- 
ministrador provisorio  á  D.  Claudino  Rodríguez. 

Apelado  este  decreto,  fué  confirmado  por  el  siguiente 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Apjosto  18  de  1885. 

Vistos:  No  habiéndose  negado  por  el  apelante  los  hechos  alega- 
dos en  la  demanda,  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado,  inserto  en  el  acta  de  foja  primera;  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.— ULADISLAO  FRÍAS. 
FEDERICO  IBARGÚREN. 


CIAUSA  c:iv 


D,  Warren  Lowe,  contra  D,  Eduardo  Gutiérrez^  por  desalojo ;  sobre 

competencia 


Sumario,— En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  la  demanda 
deducida  ante  un  juez  ordinario  incompetente,  puede,  no  habiendo 
sido  contestada,  interponerse  ante  los  tribunales  federales. 


Caso, — Lo  esplica  el  siguiente 
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Fallo  del  Juez  Federal 

Buenos  Aires,  Junio  12  de  1885. 

Vistos  y  resultando:  i"*  Que  demandado  D.  Eduardo  Gutiérrez, 
ciudadano  argentino,  por  D.  Warren  Lowe,  estrangero,  por  resci- 
sión de  un  contrato  de  locación,  de  la  casa  ubicada  en  la  Avenida 
Alvear,  n°  544,  y  desalojo  de  la  misma  en  el  término  legal,  el  de- 
mandado ha  opuesto,  en  el  escrito  de  foja  18,  la  excepción  de  in- 
competencia de  este  Juzgado. 

2^  Que  dicha  excepción,  solo  se  funda  en  que  se  trata  de  un  asunto 
de  jurisdicción  concurrente,  que  por  voluntad  de  las  partes  ha  sido 
radicado  ante  la  justicia  de  paz. 

3**  Que  el  actor  sostiene  (en  el  escrito  de  foja  11),  ser  inexacto, 
que  la  cuestión  esté  radicada  ante  los  tribunales  ordinarios,  pues  lo 
que  ha  ocurrido  allí  es  que  demandado  Gutiérrez  por  cobro  de  al- 
quileres y  desalojo,  ante  el  Juez  de  Paz  de  la  Sección  17,  éste  falló 
una  excepción  de  incompetencia  opuesta  por  Gutiérrez,  y  llevados 
los  autos  en  apelación  ante  el  Señor  Juez  Dr.  Basualdo,  éste  resol- 
vió que  se  devolviera  el  espediente  al  Juzgado  de  su  procedencia, 
para  la  prosecución  del  juicio  por  cobro  de  alquileres,  y  que  en 
cuanto  al  desalojo,  ocurriera  el  acior  á  donde  correspondía,  com- 
probada, como  quedaba,  la  existencia  de  un  contrato  escrito. 

Y  considerando: 

Primero:  Que  la  diferente  nacionalidad  de  las  partes  está  acredi- 
tada en  el  caso  presente,  por  la  declaración  de  dos  testigos,  según 
consta  de  las  diligencias  de  foja  3  vuelta,  y  no  ha  sido  desconocida 
por  el  demandado; 

Segundo:  Que  de  consiguiente,  la  demanda  iniciada  cae  bajo  la 
jurisdicción  del  Juzgado  Federal,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el 
inciso  2^  del  articulo  104  de  la  ley  de  15  de  Diciembre  de  1881,  so- 
bre organización  de  los  Tribunales  de  la  Capital; 
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Tercero:  Que  aunque  por  el  artículo  10  de  la  misma  ley,  son  de 
la  competencia  de  los  Jueces  de  Paz,  las  demandas  de  desalojo,  cual- 
quiera que  sea  la  importancia  del  alquiler,  el  mismo  establece  la 
limitación  á  los  casos  en  que  no  medie  contrato  escrito; 

Cuarto:  Que  en  el  caso  siib-judíce  se  lia  presentado  contrato  es- 
crito por  el  mismo  demandante  y  su  autenticidad  no  se  ha  puesto 
en  duda  por  el  locatario,  de  manera  que  es  fuera  de  duda  que  se 
trata  de  un  caso,  exceptuado  de  la  competencia  de  la  justicia  de 
paz; 

Quinto:  Que  la  misma  parte  do  Gutiérrez,  reconoce  en  su  escrito 
de  foja  8,  que  la  cuestión  se  halla  en  estado  de  demanda  no  contes- 
tada aún,  lo  que  hace  innecesario  traer  el  espediente  se:^^uido  ante 
el  Juez  de  Paz  de  la  Sección  17,  para  comprobar  la  exactitud  délas 
referencias  hechas  por  el  demandante,  puesto  que  en  ese  estado, 
éste  puede  licitamente  retirarla  y  ocurrir  á  la  autoridad  que  consi- 
dere competente,  pues  solo  después  de  trabado  el  pleito  por  la  litis- 
contestacion,  queda  radicado  en  la-jurisdicción  ante  la  cual  fuéini- 
•  ciado,  como  uniformemente  lo  enseñan  todos  los  prácticos. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  no  haciendo  luufar,  con  costas,  á  la 
excepción  opuesta  á  foja  8,  y  contéstese  la  demanda  en  el  término 
de  ley.  Repónganse  las  fojas  y  notifíquese  original. 

Virgilio  Tedin, 


Fallo  tle  la  Nuprenia  Clorie 

Buenos  Aires,  Agosto  18  de  ISbo. 

V'istos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  diez  y  siete;  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. 

FEDERICO  IBARGÜREN. 
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CAl SA  CV 


Don  José  González  Bonorino,  contra  la  empresa  del  ferro-carril  de 
Buenos  Aires  y  Rosario,  por  cobro  de  pesos;  sobre  recusación. 


Sumario. — El  juicio  emitido  en  auto  anterior,  sobre  un  punto  que 
forma  el  fondo  de  la  cuestión,  es  causa  legal  de  recusación. 


Caso. — En  la  causa  seguida  entre  D.  Juan  A.  Mamberto,  y  el  ferro- 
carril de  Buenos  Aires  y  Rosario,  sobre  expropiación,  el  perito 
D.  José  González  Bonorino,  presentó  su  cuenta  de  honorarios,  y  ale- 
gando que  no  habia  sido  observada,  pidió  contra  la  empresa  del 
ferro-carril  el  pago,  por  vía  de  apremio,  con  arreglo  al  articulo  6, 
de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1803,  sobre  arancel. 

El  Juez  de  Sección  proveyó  de  conformidad. 

La  empresa  del  ferro-carril,  interpuso  los  recursos  de  revocato- 
ria y  apelación,  fundándose  en  que  la  cuenta  de  Bonorino  no  se 
ajusta  al  articulo  5^  de  la  ley  citada,  que  concede  á  los  peritos  cua- 
tro pesos  por  cada  dia  de  trabajo,  y  en  que  puede  no  ser  de  cargo 
de  la  empresa,  según  sea  el  resultado  del  juicio. 
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AUTO  DEL  JUEZ  FEDERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  O  de  18S5. 

Visto  este  incidente,  sobre  cobro  de  honorarios  del  perito  don 
José  González  Bonorino,  contra  la  Empresa  del  ferro-carril  de  Bue- 
nos Aires  y  Rosario,  y  considerando:  1°  Que  el  auto  de  solvendo  no 
es  apelable,  según  sentencia  de  la  Suprema  Corte,  contenida  en  la 
página  130,  lomo  6,  serie  2^  de  sus  fallos,  y  por  lo  mismo  queda  im- 
plícitamente condenado  todo  otro  recurso  contra  el  auto  mencio- 
nado; 

2^  Que  aunque  fuera  revocable  ese  auto,  las  razones  que  se  adu- 
cen, ó  sea  que  los  peritos  solo  pueden  cobrar  como  maestros  mayo- 
res á  razón  de  cuatro  pesos  fuertes  por  dia,  se  encuentran  plena- 
mente desvirtuadas  en  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte,  que  corre 
en  la  página  407,  tomo  12,  serie  2^  de  sus  fallos; 

3"  Que  se  halla  declarado  igualmente  por  la  Suprema  Corte,  in- 
terpretando el  artículo  205  de  la  Ley  Nacional  de  Enjuiciamiento, 
que  del  auto  revocatario  ó  confirmatorio  sobre  solicitudes  de  repo- 
sición, no  puede  interponerse  recurso  alguno. 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  del  escrito  de  foja  7,  no 
ha  lugar,  con  costas,  ni  á  la  revocatoria,  ni  á  la  apelación  que  en 
subsidio  se  interpone.  Hágase  saber  original  y  repónganse  los 
sellos. 

hidoro  Áibarracin, 


La  empresa  opuso  escepciones,  fundada  una  en  lo  dispuesto  por 
el  artículo  5  citado  y  recusó  al  juez  por  haber  emitido  opinión  al 
respecto. 
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Fallo  dol  Jiioz  Fodoral 


Buenos  Aires,  Febrero  24  de  1885. 

Autos  y  vistos:  En  el  incidente  de  recusación,  promovido  por  el 
representante  de  la  empresa  del  ferro-carril  de  Buenos  Aires  y  Ro- 
sario: 

Y  considerando: 

Primero:  Que  los  Jueces  Seccionales  no  pueden  ser  recusados  sino 
por  las  causales  que  se  enumeran  en  el  titulo  3^  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Nacional;  y  en  el  caso  de  que  no  estén  especificadas  ó  re- 
conocidas en  esa  ley,  las  causales  de  la  recusación,  está  obligado  á 
desecharlas  de  plano  y  proseguir  el  juicio,  artículos  31  y  32  de  la 
mencionada  Ley  de  Enjuiciamiento; 

Segundo:  Que  entre  estas  causales  de  recusación  no  se  encuentra 
la  de  que  el  juez  hubiese  fallado  sobre  causas  análogas  ó  que  hubiese 

■ 

fallado  ó  prejuzgado  en  actos  oficiales,  pues  en  el  mencionado  inciso 
se  habla  solo  de  la  opinión  del  juez,  ó  sea  de  su  criterio  individual 
y  no  como  funcionario  y  con  vista  de  autos,  y  asi  se  halla  recono- 
cido por  la  Suprema  Corte  en  el  fallo  que  corre  á  foja  263  del  to- 
mo 9^  serie  2*  de  sus  Fallos,  y  es  jurisprudencia  en  este  Juzgado; 

Tercero:  Que  no  es  tampoco  exacto  que  este  Juzgado  se  haya  pro- 
nunciado de  oficio  sobre  la  interpretación  del  articulo  5°  del  título  2*^ 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento;  puesto  que  lo  ha  hecho  á  solicitud  del 
mismo  demandado  y  sin  emitir  juicio  personal  por  parte  del  juez, 
sino  referencias  á  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte,  lo  que  establece 
que  el  Juzgado  no  ha  procedido  espontáneamente,  ni  ha  comprome- 
tido opinión  al  respecto. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  recusación 
deducida,  y  en  su  virtud  y  de  conformidad  á  los  artículos  citados  y 

T.  XIX  80 
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al  artículo  271  de  la  Ley  de  Procedimientos,  ordeno  que  se  corra  el 
traslado  al  demandante,  de  la  excepción  deducida.  Notiííquese  ori- 
trinal  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin, 


Fallo  do  la  Siipreiiia  (^orlo 

Buenos  Aires,  Agosto  20  de  1885. 

Vistos  en  el  acuerdo:  Resultando  de  los  autos  traídos  á  la  vista, 
que  una  de  las  escepciones  opuestas  por  la  empresa  del  ferro-carril 
de  Buenos  Aires  y  Rosario,  contra  la  ejecución  por  cobro  de  hono- 
rarios, deducida  por  D.  José  González  Bonorino,  se  funda  en  el  ar- 
tículo quinto  de  la  ley  sobre  arancel,  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
tres.  Y  considerando:  que  en  el  auto  de  foja  diez  vuelta,  ha  mani- 
festado el  Juez  de  Sección  no  ser  aplicable  á  este  caso  dicho  artí- 
culo, juzgando  de  esta  manera  anticipadamente  sobre  el  fondo  de  la 
cuestión,  y  que  esta  causal  de  recusación  se  halla  comprendida  en 
el  inciso  séptimo  del  artículo  cuarenta  y  tres  de  la  Ley  de  Procedi- 
mientos. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  diez  y 
ocho  vuelta,  y  en  su  consecuencia,  se  admite  la  recusación  inter- 
puesta,  debiendo  el  Juez  de  Sección  pasar  los  autos  al  juez  suplente 
que  corresponda;  y  devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  DOMÍNGUEZ  —  ULADISLAO  FRL\S. 
—  FEDERICO  IBARGLREN. 
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CAl'SA  CVI 


El  Fisco  Nacional,  contra  I).  José  Bernardo  Contreras,  por  exprO' 

piacion;  sobre  nombramiento  de  peritos. 


Sumario.  — l^  El  auto  de  prueba  en  el  juicio  de  expropiación,  no 
importa  nulidad  en  el  procedimiento. 

^  El  nombramiento  de  otros  peritos,  cuando  los  primeros  no  han 
clasificado  bien  el  valor  de  la  cosa  expropiada  y  los  perjuicios,  es 
facultativo  del  juez. 


Caso.  —  En  la  expropiación  de  un  terreno  para  el  ferro-carril  An- 
dino, en  el  departamento  de  «Desamparados»,  perteneciente  h 
D.  José  B.  Contreras,  se  nombraron  peritos,  que  tasaron  en^^loboel 
valor  del  terreno  y  las  indemnizaciones,  en  la  suma  de  'J0,G23  S 
09  es.  m/n. 

El  representante  del  Gobierno  Nacional,  reclamó  de  esa  pericia, 
y  en  vista  del  desacuerdo  entre  las  partes  y  el  Procurador  fiscal  es- 
pecial, el  juez  abrió  la  causa  á  prueba. 

Contreras  pidió  revocatoria  del  auto;  el  juez  no  hizo  lugar  á  la 
revocatoria,  y  á  petición  del  Fiscal  especial,  llamó  á  las  partes  á 
comparendo  por  considerar  necesaria  la  estimación  pericial  de  los 
perjuicios. 
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Contreras  entabló  recurso  de  apelación  de  esta  providencia,  y  de 
nulidad  del  procedimiento  desde  el  auto  abriendo  la  causa  á  prueba. 


Fallo  (lo  l<i  Siiproiiia  CÜorte 

Buenos  Airea,  Agosto  20  de  1885. 

Visto  el  recurso  de  nulidad  y  apelación  deducido  contra  el  auto 
de  foja  diez  y  nueve,  por  el  cual  se  ordena,  á  solicitud  del  Fiscal 
ad  hoc,  practicar  algunas  diligencias  de  prueba,  y  se  convoca  á  las 
partes  á  un  comparendo  para  nombrar  peritos  que  fijen  los  perjui- 
cios causados  por  las  expropiaciones.  Y  resultando:  que  la  nulidad 
se  funda  en  haber  el  juez  a  quo  ordinarizado  este  juicio,  que  es  por  su 
naturaleza  sumario,  recibiéndolo  á  prueba;  y  la  apelación,  en  que  se 
obliga  á  las  partes  á  hacer  gastos  innecesarios  en  nuevos  peritos 
que  fijen  los  perjuicios  que  están  fijados  ya  por  los  que  se  nombra- 
ron de  común  acuerdo  al  iniciarse  el  juicio. 

Y  considerando: 

Primero:  Que  el  recurso  de  nulidad  solo  puede  interponerse  con- 
tra las  sentencias  definitivas  de  los  jueces  de  sección  (artículo  dos- 
cientos treinta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Procedimientos); 

Segundo:  Que  cuando  se  funda,  como  en  el  presente  caso,  en  vi- 
cios del  procedimiento,  el  defecto  debe  ser  tal  que  por  espresa  dis- 
posición de  derecho  anule  las  actuaciones  (artículo  doscientos  treinta 
y  tres  de  la  ley  citada); 

Tercero:  Que  en  ninguno  de  estos  casos  se  encuentra  el  auto  re- 
currido; pues  es  puramente  interlocutorio  y  no  existe  disposición 
alguna  que  prohiba,  bajo  pena  de  nulidad,  el  recibirse  á  prueba  el 
juicio  sumario  sobre  expropiación  de  bienes; 

Cuarto:  Que  tampoco  resulta  justificado  el  recurso  de  apelación; 
pues  habiéndose  avaluado  la  propiedad,  no  por  su  valor  real,  sino 
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en  consideración  á  los  perjuicios  causados  por  la  expropiación,  en- 
globándose estos  en  aquel,  según  resulta  del  informe  de  los  peritos 
de  foja  seis  y  de  las  explicaciones  dadas  en  el  acta  de  foja  once,  y 
siendo  necesario  fijar  separadamente  dicho  valor  y  el  monto  de  los 
perjuicios,  sin  lo  cual  no  es  posible  apreciar  el  mérito  de  uno  y  otros, 
la  diligencia  pedida  con  este  fin  por  el  fiscal  ad  hoc  y  ordenada  por 
el  auto  recurrido,  es  indispensable,  y  ha  podido  pedirla  no  sola- 
mente cualquiera  de  las  partes,  sino  ordenarla  de  oficio  el  juez,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  ciento  cincuenta  y  dos  de  la 
Ley  de  Procedimientos. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado 
de  foja  diez  y  nueve.  Notifíquese  con  el  original,  y  satisfechas  las 
costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  üLADISlAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 


i 
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CAISA  CVII 


D,  Juan  Bautista  Bancalari  y  C%  contra  I),  Carlos  Mortéo  y  hermanos; 

sobre  averias. 


Sumario.  —  No  probado  el  contrato  de  que  procede  la  acción  de- 
ducida, ésta  debe  ser  rechazada. 


Caso. — Lo  esplica  el 


Falle»  áiú  Mu^'i.  FcHlfM*al 


Buenos  Aires,  Enero  19  de  1885. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  B.  Bancalari  y  C%  contra 
Mortéo  hermanos,  por  cobro  de  averías,  de  los  que  resulta: 

1°  Que  Bancalari  se  presentó  á  foja  6  de  estos  autos,  contra  Mor- 
téo hermanos,  por  cobro  de  la  suma  de  nueve  mil  cuarenta  y  nueve 
pesos  déla  antigua  moneda  de  Buenos  Aires,  procedentes  de  la  ave- 
ria de  quinientos  fardos  de  lana,  en  San  Nicolás  de  los  Arroyos,  des- 
embarcados de  á  bordo  del  vapor  inglés  «Arírentino»,  acompañando 
los  justificativos  corrientes  de  fojas  una  á  cuatro  inclusive; 
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T  Que  á  foja  74,  en  la  contestación  á  la  demanda,  pide  el  repre- 
sentante de  Mortéo  hermanos,  que  se  rechace  la  demanda,  con  cos- 
tas, pues  para  que  ésta  fuera  procedente,  sería  indispensable  que  sus 
representados  huhiesen  recibido  del  demandante  el  cometido  de 
embarcar  en, alguna  de  sus  lanchas  fardos  de  lana  para  condu- 
cir á  bordo  de  algún  buque,  ó  ya  para  transportarlos  á  tierra;  que 
sería  también  necesario,  después  de  llenar  ese  primer  requisito,  que 
los  fardos  hubiesen  recibido  averia  á  bordo  de  la  lancha,  no  por  he- 
cho de  fuerza  mayor  imprevisto  ó  inevitable,  sino  por  actos  li  omi- 
siones imputables  al  lanchero;  niega  haber  embarcado  los  deman- 
dados, los  fardos  que  se  dicen  averiados,  por  orden  ni  por  mandato, 
ni  en  virtud  de  contrato  celebrado  con  el  demandante,  ni  á  nombre 
de  éste  por  interpósita  persona.  Que  el  Sr.  Smith,  agente  del  vapor 
«Argentino»,  contrató  con  Mortéo  hermanos,  la  conducción  á  bordo 
de  ese  buque  de  unos  cincuenta  fardos  de  lana,  y  el  embarco  se  hizo 
mediante  la  exigencia  de  Smith,  salvando  las  lanchas  toda  respon- 
sabilidad por  siniestros  de  mar  á  causa  del  fuerte  viento  que  rei- 
naba, y  de  estar  ya  próxima  la  noclie,  quedando  á  bordo  esos  fardos, 
sin  hacer  ningún  reclamo  el  Sr.  Smith,  que  fué  quien  hizo  hacer  el 
embarque,  y  de  quien  recibieron  el  pago  del  flete;  que  niega,  por 
consiguiente,  al  Sr.  Bancalari  todo  derecho  á  reclamo,  como  tam- 
bién la  eficacia  que  el  demandante  atribuye  á  los  comprobantes  que 
acompaña  á  su  demanda,  para  justificar  las  averias,  pues  lo  hizo 
fuera  de  los  plazos  y  prescripciones  de  la  ley;  sostiene  que  á  la  fe- 
cha en  que  se  han  deducido  las  acciones,  éstas  estarían  prescriptas 
por  haberse  deducido  fuera  délos  plazos  del  artículo  175  del  Código 
de  Comercio; 

3^  üue  á  foja  77  se  llamó  autos,  y  á  foja  78  se  mandó  recibir  la 
causa  á  prueba,  fijándose  los  puntos  siguientes:  1°  Sobre  si  Mortéo 
hermanos,  recibieron  ó  nó  el  cometido  de  embarcar  los  fardos  de 
lana  que  se  dicen  averiados;  T  Si  la  avería  es  ó  nó  imputable  á  los 
demandados,  por  su  descuido  ó  culpa;  3°  Sobre  si  éstos  cargaron 
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los  fardos  de  lana  sin  responsabilidad  por  su  parle;  4^  Importancia 
de  la  avería  y  si  el  reclamo  se  hizo  en  tiempo; 

4°  Oiiecomoconstadeautos,  no  se  ha  producido  prueba  alguna. 

Y  considerando: 

Primero:  Que  deducida  la  demanda  y  negado  por  los  denianda- 
dos  que  hubieran  habido  entre  ellos  y  el  demandante  vínculos  de 
derecho  convencionales  ó  por  ministerio  de  la  ley  en  el  transporte 
en  lanchas  de  la  car^^a  do  aquel,  era  deber  del  actor  justificar  ese 
contrato  ó  relación  de  derecho  como  fundamento  de  su  demanda,  y 
lejos  de  hacerlo,  puesto  que  no  ha  rendido  prueba  alguna,  no  ha  im- 
pugnado la  aseveración  de  los  demandados  de  que  la  mencionada 
carga  le  fué  confiada  por  el  consignatario  Sraith  y  que  con  él  se  en- 
tendieron para  el  pago  del  flete,  de  que  resulta  que  el  acto  porque  se 
persigue  indemnización,  es  de  un  contrato  entre  terceros  (Serie  2*, 
tomo  4^  página  364,  Fallos  de  la  Suprema  Corte); 

Segundo:  Que  aunque  resultara  probado  que  los  lancheros  supie- 
ron, en  el  momento  de  cargar,  (lo  que  niegan),  que  la  carga  que  iban 
á  transportar  era  del  Sr.  Bancalari,  esto  en  nada  les  obligaba  directa 
y  personalmente  á  ese  señor,  pues  que  los  comisionistas  como  los 
consignatarios  ó  agentes  de  vapor,  obran  en  nombre  propio  y  así  se 
desprende  del  sentido  de  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte,  que  co- 
rre en  la  página  209,  tomo  2^  Serie  2*^  de  sus  fallos,  pues  si  el  lan- 
chero no  tiene  derecho  de  ir  contra  el  dueño  de  la  carga  cuando  ha 
tratado  con  el  consignatario  del  buque  para  la  descarga,  por  la 
misma  razón,  tampoco  el  dueño  de  la  carga  puede  tenerlo  para 
demandarlo  al  lanchero  que  ha  tratado  la  carga  con  el  agente  del 
buque. 

Por  estas  consideraciones  y  de.  conformidad  á  la  ley  1%  título  14, 
Partida  3%  fallo  absolviendo  de  la  presente  demanda  á  los  señores 
Mortéo  hermanos,  con  costas  al  demandante.  Notifíquese  con  el 
original  y  repónganse  los  sellos. 

hidoro  Albarracin. 
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Fallo  do  la  Suprema  (¡orto 

Buenos  Aires,  Agosto  25  de  1885. 

Vistos:  No  habiéndose  probado  en  autos  que  los  demandantes  ce- 
lebraron con  el  demandado  el  contrato  de  que  procede  la  acción 
deducida;  pues  el  ser  propietarios  de  las  mercaderías  conducidas  á 
bordo  del  vapor  inglés  «Argentino»,  no  es  un  hecho  del  cual  se  de- 
duzca necesariamente  que  ellos  contrataron  su  conducción;  y  resul- 
tando, por  el  contrario,  que  el  consignatario  de  dicho  vapor  fué 
quien  pagó  el  flete  por  el  transporte  de  ellas,  lo  cual  hace  presumir 
que  fué  con  éste  y  nó  con  aquellos  con  quien  se  celebró  dicho  con- 
trato, según  lo  afirma  el  demandado:  se  confirma,  por  sus  funda- 
mentos, la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  sesenta  y  dos,  con  cos- 
tas. Y  satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.    DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAISA  CVIII 


D.  Feliciano  Salinas,  contra  1).  Miguel  J.  Marin;  sobre  interdicto  de 

recobrar  la  posesión. 


Sumario.— Ei  interdicto  de  recobrar  debe  ser  rechazado,  si  no  se 
acreditan  por  pruebas  válidas  y  legales,  los  hechos  de  la  posesión 
anual  t  de  la  violencia. 


Cmso. — Lo  esplica  el 


Fallo  (lol  Jiioz  Fodoral 

Buenos  Aires,  Mayo  2<>    de  1885. 

Vistos  estos  autos,  iniciados  por  D.  Félix  M.  Brizuela,  en  repre- 
sentación deD.  Feliciano  Salinas,  contra  D  Miguel  F.  Marin,  dedu- 
ciendo interdicto  de  recobrar  la  posesión  de  un  terreno  en  el  par- 
tido de  Lincoln. 

Resulta:  1^  Que  Brizuela  se  presentó  á  foja  1),  diciendo  que  su  re- 
presentado era  propietario  y  se  encontraba  en  posesión  de  una 
quinta  y  un  solar  con  poblaciones  de  material  en  la  colonia  <íCon- 
cordia»,  del  partido  de  Lincoln,  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y 
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que  liabia  sido  turbado  en  su  posesión  por  I).  Miguel  F.  Marin, 
quien  personalmente  hai)ia  hecho  desalojar  auno  de  sus  encargados 
la  población  que  ocupaba,  y  por  medio  de  la  autoridad  local  al 
otro; 

2°  üue  citado  á  juicio  verbal,  como  lo  prescribe  el  artículo  332  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento,  el  demandado  manifestó  que  Salinas  era 
antecesor  de  I)"^  Casimira  Martinez  en  la  propiedad  de  los  terrenos 
en  cuestión  y  que  esta  se  los  vendió  posteriormente  á  Marin,  por  lo 
que  aíjuel  debia  ser  citado  de  eviccion:  Que  la  posesión  de  los  te- 
rrenos le  fué  dada  en  forma  por  la  vendedora  y  desalojados  por  los* 
ocupantes,  sin  resistencia  alguna,  á  excepción  de  un  seiior  Salinas, 
á  quien  le  permitió  que  quedase  en  el  campo  por  un  poco  de  tiempo, 
y  que  no  consiguiendo  que  éste  desalojase,  recurrió  á  la  autoridad 
local  para  hacerlo  salir; 

3^  Oue  en  el  mismo  acto,  la  parte  de  Marin  presentó  como  prueba 
de  sus  afirmaciones  los  testimonios  agregados  de  foja  13  á  foja  20, 
pidiendo  se  trajese  el  espediente  seiruido  por  él  contra  la  sucesión 
de  D'^  Casimira  Martínez,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato.  La 
parte  de  Salinas  manifestó  que  no  tenía  mas  pruebas  para  acreditar 
los  estremos  de  su  demanda  que  las  que  había  presentado  con  su 
primer  escrito. 

Y  considerando: 

Primero:  Que  según  el  artículo  328  de  la  Ley  Nacional  de  Enjui- 
ciamiento, el  actor  ha  del)ído  justificar  la  tenencia  ó  posesión  de  la 
cosa  en  el  momento  del  despojo  y  que  efectivamente  ha  sido  despo- 
jado de  ella,  designando  los  hechos  constitutivos  de  la  violencia; 

Segundo:  (Jue  además  do  estos  requisitos,  es  indispensable,  para 
la  procedencia  de  las  acciones  posesorias,  que  la  posesión  del  que 
las  ejercita,  tenga  por  lo  menos  el  tiempo  de  un  ano  sin  los  vicios 
de  precaria,  clandestina  ó  violenta,  de  acuerdo  con  lo  que  dispone 
el  artículo  2473  del  Código  Civil ; 

Tercero:  Que  en  el  acto  del  juicio  verbal,  ninguna  prueba  ha  pro- 
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ducido  el  demandante,  para  justificar  los  estremos  indicados,  ha- 
biendo, por  el  contrario,  manifestado  espresamente  que  no  tenia 
mas  pruebas  para  apoyar  su  acción,  que  esos  testimonios  de  decla- 
ración, presentados  á  foja  3,  con  su  escrito  de  demanda; 

Cuarto:  Que  esta  misma  es  deficiente  en  cuanto  no  se  espresa 
cuando  han  tenido  lugar  los  actos  que  motivan  el  interdicto,  ni 
claramente  en  qué  consisten  estos,  trasluciéndose  del  mismo  escrito 
citado,  que  uno  de  los  ocupantes  del  terreno  ha  sido  desalojado  con 
intervención  de  la  autoridad  local  competente,  lo  que  hace  presu- 
*  mir  la  existencia  de  un  juicio  concluido,  del  cual  es  manifiestamente 
temerario  buscar  reparación  por  medio  de  un  interdicto  deducido 
ante  otra  autoridad; 

Quinto:  Que  los  testimonios  de  declaraciones,  presentados  por  el 
actor,  carecen  absolutamente  de  valor  legal,  pues  aparece  que  han 
sido  presentados  ante  el  Juez  de  Paz  del  Bragado,  que  ni  siquiera 
es  el  Juez  del  lugar  donde  se  han  producido  los  actos  de  despojo, 
debiendo  serlo  ante  el  mismo  que  conoce  del  interdicto,  de  acuerdo 
con  lo  que  prescribe  el  artículo  333  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento; 

Sexto:  Que  aparte  de  estas  circunstancias,  aparecen  violadas  en  el 
examen  de  los  testigos  todas  las  reglas  legales,  destinadas  á  asegu- 
rar, en  cuanto  es  posible,  la  fidelidad  de  los  testimonios,  pues  no 
consta  siquiera  que  hayan  sido  interrogados  sobre  ninguno  de  los 
requisitos  enumerados  en  el  artículo  107  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento, de  modo,  que  aun  cuando  fuere  competente  el  Juez  ante 
quien  se  han  producido,  serian  de  ningún  valor  sus  declaraciones, 
á  lo  que  se  agrega  que  se  han  prestado  sin  citación  de  la  parte  de 
Marín  y  que  recaen  sobre  hechos  indeterminados; 

Séptimo:  Que  el  titulo  de  propiedad  exhibido  no  suple  la  prueba 
prescrita  en  estos  casos,  pues  precisamente  se  trata  de  justificar 
hechos  que  importan  un  desconocimiento  de  los  derechos  inheren- 
tes al  dominio,  á  los  cuales  únicamente  debe  concretarse  el  fallo  del 
Juez  en  el  interdicto. 
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Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la  ley 
1%  titulo  14,  partida  3^  fallo  rechazando  la  demanda  interpuesta 
por  Brizuela,  contra  D.  Mi^ruel  F.  Marin,  á  nombre  de  I).  Feliciano 
Salinas,  á  quien  condeno  al  pago  de  todas  las  costas  del  juicio.  No- 
tifíquese  original. 

Virgilio  M.  Tedin, 


Fallo  íU"  la  Siiproiiia  C^orlc 


Buenos  Aires,  A^^osto  25  de  ISSo. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  veintinueve,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 
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caí  SA  CIX 


Ih  Antonio  Vahangiávomo,  contra  la  Muña ipaUdad  del  Pilar ^  por 
cumplimiento  de  contrato;  sobre  condenación  en  costaa. 


Sumario.  —  La  demanda  por  curuplímionto  de  contrato,  que  ha 
sido  rechazada,  por  haberse  debido  previamente  pedir  la  escritura- 
ción de  él,  no  puede  considerarse  temeraria. 


Caso.  —  En  la  demanda  de  1).  Antonio  Valsaniriácomo,  contra  la 
Municipalidad  del  l^ilar,  para  que  esta  fuera  condenada  á  cumplir 
un  contrato  de  obras,  se  dictó  el  sigiente 


Fallo  <lol  Jiinz  Foíleral 


Buenos  Aires,  Junio  7  de  188.'. 

Y  vistos  nuevamente  estos  autos,  seguidos  por  1).  Antonio  Val- 
san.ííiá(!omo,  contra  la  Municipalidad  del  Pilar,  sobre  cumplimiento 
de  un  contrato,  resulta: 

P  Que  Valsangiácomo,  demandó  á  la  Municipalidad  del  Pilar, 
por  cumplimiento  de  un  contrato,  para  la  construcción  de  una  pirá- 
mide, cuyo  plano  se  halla  á  foja  21:  a«rreL'^ando  que  licchos  los  es- 
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tudios  necesarios  y  presentando  el  plano  de  la  obra,  la  Municipali- 
dad le  ordenó  suspendiese  sus  trabajos,  cuando  á  más  de  esos 
estudios  necesarios,  tenia  ya  comprados  en  esta  Capital  los  mate- 
riales de  ornato  proyectados,  entre  los  que  figura  una  estatua  de 
algún  valor; 

T  Que  corrido  traslado  de  la  demanda  á  la  Municipalidad  del 
Pilar,  esta,  evacuándola  á  foja  32,  dice  que  no  está  obligada  á  cum- 
plir ese  contrato:  Primero:  porque  el  acta  en  que  se  proyectóla 
erección  de  la  pirámide,  no  fué  firmada  por  el  Presidente  ni  por  el 
Secretario  de  la  Municipalidad,  porque  no  fué  aprobada  por  la 
Corporación  en  la  sesión  inmediata,  requisito  indispensable,  pues 
por  medio  de  esa  aprobación  se  legalizan  y  dan  efecto  á  las  deci- 
siones de  los  cuerpos  colegiados;  Seiíundo:  porque  para  tener  de- 
recbo  el  actor  á  demandar,  debia  liaber  acreditado  que  la  pirámide 
habia  sido  construida  y  entregada  á  la  Municipalidad  antes  del 
4°  de  Octubre  de  1880,  resultando  de  los  términos  de  la  demanda 
que  no  se  ba  colocado  ningún  ladrillo  y  finalmente:  Tercero, 
porque  el  contrato  que  quiere  hacerse  valer,  no  está  firmado  por  el 
fiador. 

3^  Que  corrido  traslado  á  Valsangiácomo  de  este  escrito  y  docu- 
mentos acompañados,  espuso:  que  nada  tiene  que  ver  con  que  el 
acta  se  haya  ó  no  firmado,  habiendo  suscrito  el  contrato,  que  para 
él  es  la  única  ley  á  que  debe  sujetarse,  y  por  lo  que  se  dice  con  de- 
recho á  exigir  su  cumplimiento.  (Jue  en  cuanto  al  fiador,  este  fué 
propuesto  y  aceptado  por  la  Municipalidad,  y  que  es  de  responsabi- 
lidad reconocida, 

Y  considerando: 

Primero:  Que  según  los  términos  de  la  demanda  y  contestación, 
solo  hubo  una  promesa  de  contrato,  que  dado  el  caso  de  que  se  hu- 
biese hecho  con  las  formalidades  debidas,  solo  daria  al  actor  dere- 
cho para  pedir  su  reducción  á  escritura  pública  (articules  1185  y 
il87,  Código  Civil); 
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Segundo:  Que  también  resulta,  que  el  actor  ha  dado  esa  inteligen- 
cia á  sus  derechos  y  obligaciones,  desde  que  consta  de  sus  propias 
confesiones  que  no  hizo  ningún  trabajo  material  para  llevar  adelante 
la  obra,  no  siendo,  por  otra  parte,  admisible  la  razón  que  dádeqne 
no  lo  hizo  por  que  se  lo  impidieron,  desde  que  ha  debido  acreditar 
que  esa  orden  se  le  dio  y  esta  debió  ser  por  escrito ; 

Tercero:  Que  por  consiguiente,  no  procede  la  demanda  en  la 
forma  establecida,  porque  no  se  trata  de  nn  contrato  verificado  con 
las  formalidades  que  debieron  darle  existencia  legal,  seguido  de  la 
consumación  por  parte  de  Valsangiácomo. 

Por  estas  consideraciones:  fallo  absolviendo  de  esta  demanda  á 
la  Municipalidad  del  Pilar,  promovida  por  D.  Antonio  Valsangiá- 
como, sin  especial  condenación  en  costas.  Hágase  saber  original  y 
repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 

La  Municipalidad  apeló  del  fallo  anterior,  en  la  parte  relativa  á 
las  costas,  para  que  Valsangiácomo,  fuera  condenado  en  ellas. 


Fallo  (lo  In  Suproiiia  (^<u»l<» 


Buenos  Aires,  Agosto  20  de  1885. 

Vistos;  no  encontrando  la  Corte  que  ha  habido  malicia  y  temeri- 
dad en  la  demanda,  confirma  la  sentencia  de  foja  sesenta  en  la  parte 
apelada.  Repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGIREN. 
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CAUSA  c:x 


I),  Juan  Amumtegui,  contra  D^  Carmen  S.  de  Funes;  sobre  rebeldía 

y  deserción  de  recursos 


Sumario, — Es  jurisprudencia  adoptada  por  la  Suprema  Corte,  no 
declarar  desierto  el  recurso  cuando  el  escrito  de  rebeldía  se  pre- 
senta á  su  acuerdo  en  la  misma  audiencia  que  el  de  espresion  de 
agravios. 


Caso.—  En  la  causa  del  Sr.  Amusatej^^ui,  contra  la  Sra.  Funes,  el 
apelante  mejoró  el  recurso,  y  presentó  escrito  de  espresion  de  agra- 
vios, después  de  los  nueve  dias  legales,  en  día  en  que  la  Suprema 
Corte  no  tiene  sesión. 

Ese  mismo  dia,  y  antes  de  presentarse  dicho  escrito,  el  apelado 
presentó  el  de  rebeldía,  pidiendo  se  declarara  desierto  el  recurso. 

Al  dia  siguiente,  el  Secretario  sometió  al  acuerdo  los  dos  escri- 
tos, y  la  Suprema  Corte  los  proveyó  confiriendo  traslado  de  la  es- 
presion de  agravios. 

El  apelado  reclamó,  insistiendo  en  la  deserción  del  recurso  por 
haberse  producido  la  rebeldía. 

T.   XIX  31 
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Fallo  de  la  Suprema  C/orte 

Buenos  Aii^es,  Agosto  29  de  1885. 

Vislos,  y  considerando:  Que  el  artículo  doscientos  diez  y  siete  de 
la  Ley  de  Procedimientos,  tiene  por  objeto  evitar  que  el  apelante 
prolongue  el  pleito,  sin  consentimiento  de  la  parte  contraria; 

Que  la  presentación  del  escrito  de  rebeldia  por  estar  vencido  el 
término  para  expresar  agravios,  no  produce  ipso  fado  el  efecto  de 
quedar  desierto  el  recurso  de  apelación,  porque  es  necesaria  provi- 
dencia judicial  que  así  lo  declare,  como  sucede  en  la  gestión  de  cual- 
quier otro  derecho  ante  los  tribunales  de  justicia,  y  puede  haber 
casos  en  que  exista  justa  causa  para  no  hacer  lugar  á  la  rebeldia. 

Que,  de  consiguiente,  cuando  el  apelante  expresa  agravios,  des- 
pués del  término  señalado  para  ello,  y  se  presenta  su  escrito  á  la 
Corte,  junto  con  el  de  rebeldia,  en  la  audiencia  correspondiente  se- 
gún su  reglamento,  que  las  partes  conocen,  dictado  en  virtud  de 
una  autorización  constitucional,  y  mediando  solo  diferencia  de  po- 
cas horas  y  tal  vez  minutos  éntrela  presentación  de  ambos  escritos 
en  la  secretaria:  será  el  motivo  de  la  disposición  de  la  ley,  y  no  po- 
dría esta  aplicarse  sin  injusticia,  ó  cuando  menos,  sin  una  mani- 
fiesta falta  de  equidad. 

Por  estos  fundamentos,  y  en  conformidad  á  la  jurisprudencia  que 
sobre  este  punto  se  sigue  en  la  Corte  desde  hace  muchos  años,  se 
declara  no  haber  lugar  á  la  revocación  del  auto  de  foja  ciento 
ochenta  y  seis  vuelta,  que  se  solicita  en  el  escrito  de  foja  ciento  no- 
venta v  ocho;  V  estése  á  lo  mandado. 

J.  DOMINGIEZ — ÜLADISLAO  FRÍAS 

FEDKRico  iBARorREN  (Eu  disi- 
dencia). 
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DISIDENCIA 


Vistos,  y  considerando:  Que  por  el  artículo  doscientos  diez  y  siete 
de  la  Ley  de  Procedimientos,  se  dispone:  que  si  el  apelante  no  ex- 
presase agravios  en  el  término  competente,  con  una  sola  reheldia  se 
declarará  desierto  el  recurso  v  se  devolverán  los  autos: 

Que  de  estos  y  del  cslvíxo  puesto  por  el  Secretario  al  escrito  do 
foja  ciento  ochenta  y  ocho,  y  al  de  rel)eldia,  corriente  á  foja  ciento 
ochenta  y  seis,  resulta:  que  vencido  el  término  competente,  y  tres 
horas  después  de  haherse  acusado  la  reheldia,  se  presentó  recien  el 
escrito  de  espresion  de  a^rravios; 

Que  en  tal  caso  y  atento  los  términos  preceptivos  del  articulo  ci- 
tado, es  deher  de  la  Suprema  Corte  declarar  desierta  la  apelación, 
sin  consideración  alguna  á  la  presentación  simultánea,  en  el 
acuerdo,  de  los  escritos  referidos;  pues  la  reheldia  acusada  oportu- 
namente, produce  sus  efectos  desde  el  momento  de  su  presentación 
en  Secretaría,  aun  cuando  no  haya  recaído  sohre  ella  ninguna  pro- 
videncia, puesto  que  esta  no  puede  ser  otra  que  la  prescrita  en  el 
artículo  mencionado. 

Forestes  fundamentos,  se  revoca  el  auto  de  foja  ciento  ochenta  y 
seis  vuelta,  y  en  su  consecuencia,  se  declara  desierto  el  recurso  de 
apelación,  siendo  las  costas  de  esta  instancia  á  cargo  del  apelante, 
y  devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos. 

FEDERICO  IBARGÚREN. 
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c.aijíi^a  <:xi 


De  competencia  negativa,  entre  el  Juez  Federal  y  el  del  Crimen  de 
Tucuman,  en  la  causa  contra  Carlos  Bravo  sobre  falsificación  de 
un  cheque  girado  contra  el  Banco  Nacional, 


Sumario. —  El  Banco  Nacional  no  pertenece  á  la  administración 
de  la  Nación,  y  la  falsificación  de  una  libranza  contra  él,  es  un  de- 
lito que  cae  bajo  la  jurisdicción  de  los  tribunales  ordinarios. 


Caso.  —  D.  José  Lindor  Velazquez,  denunció  que  un  dependiente 
suyo,  llamado  Carlos  Bravo,  le  habia  robado  la  suma  de  2019  $  33 
centavos  m/n,  falsificando  un  ctieque  contra  la  cuenta  corriente  de 
dicho  Velazquez,  en  el  Banco  Nacional. 

Se  instruyó  el  correspondiente  sumario  en  la  Policia,  y  se  pasó  al 
Juez  del  Crimen  de  Tucuman. 


ALTO  DEL  JUEZ  DEL  CRIMEN 


Tucuman,  Mayo  2  de  1885. 


Vistos,  y  considerando:  Que  el  presunto  delincuente  Juan  Carlos 
Bravo,  falsificando  la  firma  de  su  patrón,  giró  un  cheque  contra  el 
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Banco  Nacional  y  lo  cobró  en  persona,  poniendo  al  reverso  del 
mismo  la  firma  de  Alfredo  Vievra; 

Que  se  trata  de  un  delito  que  se  ha  producido  ó  consumado  en  el 
recinto  del  Banco  Nacional,  puesto  que  solo  después  de  escrita  la 
firma  al  reverso  del  cheque  para  recibir  el  dinero,  el  delito  quedó 
consumado; 

Que  respecto  de  crímenes  cometidos  en  lugares  en  que  el  Go- 
bierno Nacional  tiene  esclusiva  jurisdicción,  corresponde  su  juzga- 
miento á  los  Jueces  de  Sección,  según  la  disposición  contenida  en 
el  inciso  4**  del  artículo  3*^  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863: 
mayormente  cuando  la  disposición  citada  comprende  los  crímenes 
de  toda  especie  que  se  cometan  en  los  lugares  enunciados. 

Por  estos  fundamentos,  declárase  incompetente  este  Juzgado  para 
conocer  y  resolver  en  la  presente  causa  criminal,  debiendo,  en  con- 
secuencia, pasarse  estos  autos  al  Juzgado  de  Sección  á  cargo  del 
Dr.  Vallejo,  con  el  oficio  correspondiente,  comunicándole  que  el 
presunto  reo  Bravo,  se  encuentra  preso  en  esta  cárcel  á  su  disposi- 
ción. 

Tristan  Sobo. 


ACTO  DEL  JUEZ  DE  SECCIÓN 


Tueuman,  Julio  V  d^  1885. 

Autos  y  vistos:  Considerando,  que  el  presente  sumario  ha  tenidD 
origen  en  el  Departamento  de  Policía,  en  una  acusación  ó  denuncia 
de  D.  José  Lindor  Velazquez,  contra  D.  Carlos  Bravo,  de  haberle  ro- 
bado la  cantidad  de  dos  mil  diez  y  nueve  pesos  treinta  y  cinco  cen- 
tavos moneda  nacional,  falsificando  un  cheque  contra  la  cuenta  co- 
rriente de  Velazquez,  el  cual  le  fué  abonado  en  el  Banco  Nacional; 
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Considerando,  que  ni  Velazquez  ni  Bravo,  jüfozan  de  fuero  nacio- 
nal, para  poder  traer  la  causa  ante  este  Juz^^ado;  ñique  tampoco  la 
materia  de  ella  produce  dicho  fuero;  y  por  último,,  que  el  Banco  Xa- 
cioual  no  es  parte  en  la  cuestión  y  no  fiürura  en  ella,  sino  como  un 
accidente; 

Considerando,  que  el  Juzu^ado  no  acepta  la  aplicación  que  el 
Sr.  Juez  del  Crimen  hace  para  el  caso  del  inciso  4**  del  articulo  3^ 
de  la  Ley  de  Jurisdicción:  «Los  crímenes  de  toda  especie  que  se  co- 
metan en  lugares  donde  el  Gobierno  Nacional  tenga  absoluta  y  es- 
clusiva  jurisdicción,  serán  juzí^^ados  por  los  Jueces  de  Sección  allí 
existentes»;  porque  el  Gobierno  Nacional  no  tiene  absoluta  y  esclu- 
siva  jurisdicción  sobre  el  Banco,  pues  que  no  pertenece  á  la  admi- 
nistración de  la  Nación,  como  pudiera  serlo  una  oficina  de  Correos, 
de  Telégrafos  ú  otra  semejante,  directamente  dependiente  de  la  ad- 
ministración de  la  Nación,  regida  por  empleados  que  ella  nombra 
y  que  ella  paga,  y  que  son  solo  ante  ella  responsables  por  sus  actos; 
caracteres  de  que  carece  una  oficina  del  Banco  Nacional. 

Por  estos  fundamentos,  este  Juzgado  se  declara  incompetente:  ea 
consecuencia,  envíese  al  Sr.  Juez  del  Crimen,  copia  autorizada  de 
este  auto,  é  invítesele  por  nota,  para  el  caso  de  insistir  en  su  auto 
de  2  de  Mayo,  á  firmar  con  el  infrascripto  una  nota  colectiva,  que 
se  dirigirá  á  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  enviándole  con 
ella  estos  autos,  para  la  resolución  de  aquel  Supremo  Tribunal,  á 
quien  corresponde  dirimir  la  presente  contienda. 

Benigno  Valíejo. 
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VISTA  DEL  SENOll  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  «lulio  31  de  188'?. 

Suprema  Corte: 

El  hecho  punible  en  este  caso,  es  la  falsificación  de  la  firma  del 
depositante,  no  del  cheque.  Y  es  este  un  delito  común,  que  no  inte- 
resa al  Banco  Nacional,  sino  en  la  medida  que  á  todos  interesa  la 
causa  universal  de  la  moral. 

Esta  falsificación  se  hd  perpetrado,  sin  duda  alguna,  fuera  del 
recinto  del  Banco,  pues  puede  bien  asegurarse  que  el  procesado  lle- 
vara ya  preparado  el  instrumento  del  fraude  al  ir  á  recibir  el  dinero. 
Es  por  tanto,  innecesario  analizar  el  fundamento  en  que  el  Sr.  Juez 
del  Crimen  de  Tucuman  se  apoya  al  declinar  la  competencia. 

Encuentro  perfectamente  justificada  la  declinatoria  del  Juzgado 
de  Sección,  que  pido  á  V.  E.  se  sirva  confirmar. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  $^iipreina  Corte 

Buenos  Aires,  Setiembre  1**  de  lb85. 

Vistos:  Por  los  fundamentos  del  auto  del  Juez  de  Sección,  co- 
rriente á  foja  veinte  vuelta,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pe- 
dido por  el  Señor  Procurador  General,  se  declara  que  el  Juez  del 
Crimen  de  la  Provincia  de  Tucuman,  es  el  competente  para  conocer 
en  esta  causa.  En  consecuencia,  remitánsele  los  autos,  y  comuni- 
qúese al  Juez  de  Sección. 

J.    DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAU^^A  c:xii 


El  Fisco  Nacional,  contra  D.  Tristan  Guiñazú;  sobre  espropiacion. 


Sumario. — 1**  En  la  indemnización  por  expropiación,  debe  in- 
cluirse á  mas  del  precio  del  terreno,  el  valor  de  los  muros  que  se 
inutilicen,  el  de  los  perjuicios  que  se  causen  por  el  fraccionamiento, 
y  los  intereses  de  la  mayor  suma  que  se  mande  abonar  sobre  la  con- 
signada, desde  el  dia  de  la  ocupación. 

^  No  debe  incluirse  partida  alguna  como  indemnización  de  los 
gravámenes  que  la  ley  de  ferro-carriles  impone  á  las  propiedades 
contiguas  á  la  linea. 


Caso, — Lo  esplica  el 


Fallo  del  «luez  de  Seceion 


Mendoza,  Enero  31  de  18S5. 

Vistos:  estos  autos  seguidos  entre  el  Procurador  Fiscal  Nacional 
de  esta  Sección,  de  una  parte,  y  D.  Tristan  Guiñazú,  de  la  otra,  so- 
bre espropiacion  de  una  fracción  de  terreno  de  propiedad  del  úl- 
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timo,  contigua,  calle  de  por  medio,  á  la  estación  Central  del  ferro- 
carril Andino,  en  esta  ciudad,  y  necesaria  á  los  trabajos  de  prolon- 
gación del  mismo,  resulta  de  ellos: 

1*  Que  no  habiendo  los  demandados  podido  acordarse  sobre  el 
precio  é  indemnizaciones  debidas  para  tal  espropiacion,  convinieron 
en  el  nombramiento  de  un  perito,  con  cuyo  dictamen  el  Juzgado 
pudiera  resolver  al  respecto; 

2^  One  presentada  por  el  perito  su  avaluación,  ha  sido  ella  im- 
pugnada por  ambas  partes,  en  lo  relativo;  1°  A  la  partida  referente 
al  precio  del  terreno  por  hectárea,  que  el  perito  partiendo  pura- 
mente de  la  renta  ó  producción  posible  de  la  propiedad,  fija  en  mil 
ochenta  y  siete  pesos  cuarenta  y  cuatro  centavos  moneda  nacional 
por  hectárea,  sosteniendo  el  Fiscal  que  debe  reducirse  á  quinientos 
pesos,  y  el  demandada,  elevarse  á  dos  mil  quinientos,  modificando 
después  su  petición  en  el  sentido  de  que  esta  sutaa  se  eleve  á  cuatro 
mil  quinientos;  2^  A  la  partida  referente  á  algunos  muros  ó  tapias 
divisorios  existentes  dentro  de  lo  espropiado,  que  el  perito  aprecia 
á  razón  de  ciento  cincuenta  centavos  el  metro  lineal,  sosteniendo  el 
Fiscal  que  no  son  de  abono,  y  el  demandado,  que  deben  serle  satis- 
fechas según  el  precio  de  tasación,  observando  además,  que  el  pe- 
rito ha  omitido  avaluar  la  totalidad  de  esas  tapias,  equivocándose 
en  su  estension,  que  es  mayor  de  la  que  aquel  menciona,  y  que  de- 
ben serle  también  abonadas  otras  que  quedan  fuera  de  lo  espro- 
piado, pero  que  le  resultan  del  todo  inútiles  en  la  nueva  forma  en 
que  por  consecuencia  de  la  espropiacion  queda  su  propiedad;  3^  A 
la  partida  de  quinientos  cincuenta  y  seis  pesos  noventa  y  seis  cen- 
tavos m/n,  que  el  perito  asigna  como  indemnización  de  los  gravá- 
menes que  imponen  á  las  propiedades  contiguas  á  las  líneas  férreas 
los  artículos  9,  10  y  H  déla  Ley  Nacional  de  ferro-carriles  de  18  de 
Setiembre  de  1872,  que  el  Fiscal  sostiene  no  ser  de  abono  por  la  ad- 
ministración; y  4''  A  la  partida  referente  al  valor  de  perjuicios  oca- 
sionados por  el  fraccionamiento  de  la  propiedad  y  gastos  para  esta- 
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blecer  un  nuevo  sistema  dereuadío,  que  el  perito  fija  en  la  suma  de 
doscientos  pesos  moneda  nacional,  y  que  el  demandado  estima  en  nó 
menos  de  rail  quinientos; 

3"  Que  asimismo,  lia  reclamado  el  demandado  le  sean  abonados 
los  intereses  correspondientes  al  mayor  valor  que  se  le  mande  in- 
demnizar, a  contar  desde  el  dia  en  que  la  dirección  de  las  obras  del 
ferrocarril  ocupó  su  propiedad  por  autorización  del  Juzgado. 

Y  considerando  por  loque  respecta  al  precio  del  terreno  por  hec- 
tárea: 

Primero:  Que  son  de  estricta  aplicación  al  presente  caso  las  con- 
sideraciones aducidas  y  decisión  adoptada  sobre  tal  punto  en  el  es- 
pediente número  1294,  seguido  por  causa  análoga  al  presente,  entre 
el  representante  del  Fisco  Nacional  y  doíia  Angela  V.  de  Moyano  y 
D.  Juan  Tícente  Videla,  resuelto  en  esta  fecha,  á  cuya  prueba  y  su 
resultado  se  refiere  el  demandado,  en  su  mérito  de  foja. . .  y  de 
cuyo  fallo  el  Secretario  agregará  copia  legalizada  á  los  presentes 
autos; 

Segundo:  Que  puede  aún  agregarse  á  lo  allí  espuesto,  el  antece- 
dente que  arroja  la  declaración  del  testigo  D.  Waldo  Rodríguez, 
foja  Gl  vuelta  de  estos  autos,  en  relación  especialmente  al  precio  de 
los  terrenos  alfalfados,  por  el  ailo  ochenta  y  uno,  y  precio  del  pas- 
taje de  su  finca,  hasta  el  año  ochenta  y  dos. 

Considerando,  en  cuanto  al  valor  de  los  muros,  objeto  de  la  se- 
gunda observación  contra  la  tasación  pericial: 

Tercero:  Que  no  hay  por  qué  dudar  que  ellos  sean  de  legítimo 
abono,  pues  es  obligación  de  la  administración  el  pago  de  los  terre- 
nos en  el  estado  en  que  ellos  se  hallen  y  su  indemnización  procede, 
como  procede  la  de  los  cultivos,  plantaciones  ú  obras  cualesquiera 
que  existan  en  los  terrenos  por  expropiarse,  siendo  de  práctica, 
además,  en  las  expropiaciones  que  se  han  llevado  hasta  aquí  á  cabo 
por  el  comisionado  del  Gobierno,  el  abono  de  tales  muros; 

Cuarto:  Que  en  cuanto  á  su  valor,  precisamente  no  se  ha  dedu- 
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cido  observación  alguna  al  fijado  por  el  perito,  que  es  el  mismo  acep- 
tado por  las  partes  para  los  muros  de  cerramiento; 

Quinto:  Que  en  cuanto  á  su  estension,  fijada  por  el  perito  en  ciento 
cinco  metros  lineales,  no  aparece  justificado  que  dentro  de  lo  ex- 
propiado haya  existido  una  mayor  cantidad  que  la  avaluada,  y  por  lo 
que  respecta  á  los  existentes  fuera  de  lo  expropiado,  pueden  sola- 
mente considerarse  como  inutilizados  para  el  demandado  y  de 
abono,  de  consiiruiente  por  la  administración,  los  trescientos  treinta 
y  un  metros  que  se  mencionan  á  foja  75  vuelta,  que  le  será  induda- 
blemente necesario  demoler  para  mejor  utilizar,  sin  inconveniente, 
la  pequeña  fracción  que  deja  aislada  uno  de  esos  muros  y  sobre 
todo,  para  apravechar  del  callejón  que  queda  contiguo  al  otro,  que 
sin  duda  es  inútil  en  la  forma  en  que  ha  quedado  la  propiedad  por 
causa  de  la  expropiación. 

Considerando,  en  cuanto  á  la  partida  relativa  al  valor  de  los  gra- 
vámenes, impuestos  por  la  Ley  de  ferro-carriles,  sobre  la  propiedad 
del  demandado: 

Sexto:  Oue  las  disposiciones  aludidas  de  dicha  ley,  no  constituyen 
de  su  naturaleza  una  desmembración  de  la  propiedad,  ni  un  tras- 
paso de  ella  al  Estado,  ni  en  rigor  ni  técnicamente,  una  verdadera 
restricción  ó  servidumbre  impuesta  al  derecho  de  propiedad,  sino 
solo  y  en  realidad  una  reglamentación  general,  uniforme  y  perma- 
nente de  su  modo  de  existencia  y  ejercicio,  ó  sea  el  régimen  común 
y  normal  de  tal  derecho,  no  siendo  como  no  es  él,  ¡limitado,  ni  pu- 
diendo  ejercerse  sin  consideración  á  los  daños  que  del  modo  de 
usarlo  pueden  resultar  á  terceros; 

Séptimo:  Que  á  menos  de  una  disposición  especial  de  la  ley,  no  es 
debida  asi  indemnización  perlas  trabas  ó  restricciones  que  ellas 
imponen,  si  de  tales  pueden  calificarse,  como  no  se  debe  por  la  res- 
tricción á  cualquiera  clase  de  trabajo  ó  industria  contraria  á  las 
buenas  costumbres,  á  la  seguridad  ó  á  la  salubridad  públicas  ó  á 
otro  interés  análogos  de  carácter  general; 
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Octavo:  Que  so»  ejemplos  de  este  género,  la  obligación  de  repa- 
rar ó  demoler  los  edificios  ruinosos,  de  edificar  en  tal  ó  cual  sen- 
tido, según  los  reglamentos  de  policía  urbana,  de  dejar  un  espacio 
libre  á  la  orilla  de  los  ríos  que  sirvan  á  la  comunicación  por  agua, 
etcétera; 

Noveno:  Que  los  gravámenes  aludidos  por  el  perito,  no  son  tam- 
poco una  consecuencia  de  la  expropiación,  pues  la  ley  los  impone  á 
todas  las  propiedades  en  general,  colindantes  con  vías  férreas; 

Décimo:  Finalmente,  que  estas  conclusiones  derivan  de  la  ley 
misma  de  ferro-carriles,  pues  por  su  articulo  13,  solo  acuerda  indem- 
nización en  el  caso  especial  de  que  algunas  de  las  obras  indicadas 
en  sus  artículos  9,  10  y  11,  existan  ya  al  tiempo  de  construirse  un 
ferro-carril,  y  deque  las  empresas  constructoras  quieran  destruir- 
las, lo  cual  importa  negarlo  en  todos  los  demás. 

Considerando,  en  cuanto  al  valor  de  los  perjuicios  objeto  de  la 
cuarta  observación: 

Undécimo:  Que  él  está  bien  fijado,  á  juicio  del  infrascripto,  por  la 
apreciación  pericial,  contra  la  cual  nada  se  ba  justificado. 

Considerando,  finalmente,  en  cuanto  á  los  intereses  deman- 
dados: 

Duodécimo:  Que  tal  demanda  es  igualmente  justa  como  una  com- 
pensación por  el  retardo  del  pago  del  mayor  valor  que  se  manda 
indemnizar  al  espropiado,  sobre  lo  consignado  por  la  administra- 
ción, para  detener  la  ocupación  de  su  propiedad. 

Por  tanto,  definitivamente  juzgando,  declaro: 

1°  Que  debe  abonarse  al  demandado,  D.  Tristan  Guiñazii,  como 
justo  precio  del  valor  de  los  doce  mil  novecientos  sesenta  y  cinco 
metros  de  terreno  de  que  es  espropiado,  la  suma  de  setecientos 
ochenta  pesos  moneda  nacional  por  hectárea; 

2^  Que  debe  ser  igualmente  indemnizado  del  valor  de  los  cua- 
trocientos treinta  y  seis  metros  de  muros  á  que  se  refiere  el  conside- 
rando 5^  á  razón  de  cincuenta  centavos  moneda  nacional  el  metro; 
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3^  Que  debe  eliminarse,  por  no  ser  de  abono,  la  cuarta  partida 
de  la  operación  pericial,  valor  de  quinientos  cincuenta  y  seis  pesos 
noventa  y  seis  centavos  moneda  nacional,  por  razón  de  ^avámenes 
leirales; 

4^  Que  el  demandado  debe  ser  indemnizado  de  los  gastos  del 
nuevo  regadío  y  perjuicios  por  el  fraccionamiento  de  su  finca,  según 
la  avaluación  pericial,  ósea  con  la  suma  de  doscientos  pesos  moneda 
nacional; 

5*^  Que  debe  ser  cubierto  igualmente  de  los  intereses  correspon- 
dientes á  la  mayor  suma  que  se  le  manda  abonar  sobre  la  consig- 
nada por  parte  del  Fisco,  desde  el  dia  en  que  fué  ocupada  su  propie- 
dad hasta  el  del  pago,  arreglados  por  loque  cobra  el  Banco  Nacional 
de  esta  ciudad  por  adelantos  en  cuenta  corriente;  y 

6^  Finalmente,  que  debe  ser  también  indemnizado,  de  los  gastos 
de  papel  sellado  y  honorarios  del  perito,  conforme  á  la  disposición 
del  artículo  18  de  la  ley  de  7  de  Setiembre  de  1866.  Hágase  saber 
con  el  original. 

C,  de  la  Torre,. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Setiembre  3  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
ciento  doce;  y  previa  reposición  de  sellos,  devuélvase. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 


APÉNDICE 


Habiéndose  omitido  en  la  Cansa  XCVÍ,  publicar  la  Vista  del  Seíwr 
Procurador  General,  se  saira  la  omisión  insertándola  aqui  : 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCUKADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Julio  21  de  1S85. 

Suprema  Corte: 

La  cuestión  en  estos  casos,  lia  dicho  V.  E.  en  la  causa  de  D.  Lino 
de  la  Torre,  se  reduce  á  invest¡;j:ar  el  origen  de  la  prisión,  y  si  la 
autoridad  que  la  ordenó  es  ó  nó  competente. 

Contestó  que  nó,  en  el  presente,  sin  vacilar. 

Las  íaculudes  que  la  Constitución  confiere  á  cada  una  de  las  Cá- 
maras, separadamente,  estoes,  fuera  de  su  capacidad  lejislativa,  son 
bien  conocidas,  y  limitadas  á  dos:  á  dictar  su  reglamento;  á  corre-' 
jir  ó  remover  á  cualquiera  de  sus  miembros,  artículo  38. 

La  interpretación  mas  lata  de  estas  facultades,  no  encontraría,  ni 
en  su  letra  ni  en  su  espíritu,  la  de  traer  á  juicio  á  personas  estrañas 
por  actos  cometidos  fuera  del  recinto  de  sus  sesiones. 

Se  concibe  que  el  reglamento,  cuyo  obleto  principal,  sino  único,  es 
garantir  el  eíercicio  regular  de  las  funciones  de  una  asamblea,  pre- 
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vea  y  castit^ue  todo  acto  que  las  perturbe;  pero  nó  que  estienda  su 
jurisdicción  sobre  hccbosy  personas,  que  si  bien  pueden  ser  judicia- 
bles  ante  sus  jueces  naturales,  en  nada  alteran  el  orden  regular  de 
las  sesiones. 

A  falta  de  una  declaración  espresa,  se  bace  derivar  esta  facultad 
de  castigar  los  desacatos  contra  el  Poder  Legislativo,  de  los  llama- 
dos poderes  implícitos,  ¡uberentes  á  toda  autoridad  para  garantir 
su  mismo  ejercicio  y  su  propia  conservación. 

Admitiendo  que  las  Cámaras  tengan  estos  poderes  en  la  mas  am- 
plia latitud,  no  se  negará  que  ellos  dejan  de  existir  como  tales,  desde 
el  momento  en  que  hayan  sidoespresamente  atribuidos  por  la  ley  á 
otro  departamento  de  la  administración. 

Si  el  Congreso,  no  yá  una  Cámara,  ha  especificado  los  actos  que 
considera  ofensivos  á  su  dignidad  y  atentatorios  á  la  seguridad  de 
sus  miembros,  determinando  á  la  vez  su  penalidad,  es  innecesario 
ocurrir  en  busca  de  reparación  á  los  poderes  implícitos. 

Y  es  este,  precisamente,  el  caso  que  ocupa  la  atención  de  V.  E. 

El  Sr.  Acevedo  ha  publicado  un  artículo,  que  se  dice,  y  no  trepido 
en  creer,  calumnioso  contra  el  Sr.  Zapata,  con  motivo  de  un  pro- 
yecto que  presentó  al  Senado,  del  que  forma  parte. 

El  hecho  está  previsto  y  castigado  por  la  ley  de  la  Justicia  Na- 
cional: 'i  Cometen  desacato  contra  las  autoridades,  dice  el  articulo  30 
de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  los  que  calumnian^  insultan  ó 
amenazan  á  algún  Diputad/)  ó  Senador,  por  las  opiniones  manifesta- 
das en  las  Cámaras ». 

í  Si  el  desacato  consiste  en  la  perturbación  del  orden  de  las  sesiones, 
continúa  el  artículo  31,  la  pena  será  la  prisión  de  uno  á  cuatro  me- 
ses». El  artículo  siguiente  estiende  á  doce  este  término  cuando  la 
calumnia  ó  el  insulto  fuese  grave. 

Llamo  la  atención  de  V.  E.,  muy  especialmente,  sobre  estas  últi- 
tiraas  disposiciones. 

Las  Cámaras  se  han  desprendido  de  la  facultad  de  castigar  los  des- 
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acalos  cometidos  dentro  de  su  mismo  recinto,  la  misma  perturba- 
ción de  sus  sesiones,  ¿cómo  es  posihie  pretender,  entonces,  que  se 
hayan  reservado  la  de  castigar  los  perpetrados  fuera? 

Se  ha  dicho  que  la  ley  citada  es  «un  Códi'^o  abreviado  de  delitos 
nacionales,  pero  nó  de  jurisdicción,  y  que  nada  obstarla  á  que  las 
penas  allí  espresadas  fueran  de  la  competencia  de  las  Cámaras». 

Basta  leer  el  encabezamiento  de  estas  leyes  para  poner  de  mani- 
fiesto lo  contrario.  «L^y,  dice,  designando  los  crímenes  cuyo  juzga- 
miento compete  á  los  Tribunales  Nacionales,  y  estableciendo  su  pena- 
lidad*. 

Consideraciones  de  otro  t^énero  demuestran  que  esta  calificación 
no  ha  sido  inconsciente  ó  arbitraria. 

Se  ha  visto  que  la  ley  estiende  la  penalidad  hasta  doce  meses  de 
prisión.  Los  mas  decididos  sostenedores  de  las  facultades  ó  priviie- 
gios  de  las  Cámaras,  reconocen  que  su  poder  termina  con  sus  sesio- 
nes, ¿cómo  podrían,  entonces,  aplicar  aquella  pena? 

Sancionada  apenas  la  ley  del  63,  ocurrió  el  memorable  caso  del 
mayor  Calvete.  Este  oficial  publicó  un  articulo  en  que  ofrecía  dela- 
ti^Mzos  al  Senador  Pinero.  El  hecho  fué  llevado  á  conocimiento  del 
Senado,  y  dio  lugar  á  una  larga  é  ilustrada  discusión,  en  que  toma- 
ron pártelos  hombres  mas  notables  del  país,  el  l)r.  D.  V.  Alsina,  el 
Dr.  Rawson,  el  Dr.  Elizalde,  el  Sr.  D.  F.  Frías.  La  discusión  versó  es- 
clusivamente  sobre  si  debía  requerirse  al  Procurador  Fiscal  ocur- 
riera á  la  Justicia  Nacional,  ó  pasar  á  la  orden  del  día,  por  no  ser 
justiciables  los  delitos  de  imprenta.  No  obstante  la  indignación  que 
la  gravedad  del  insulto  inspiraba,  no  se  discutió,  ni  se  propuso,  ín- 
cidentalmente  siquiera,  que  el  delincuente  fuera  traído  á  la  barra 
del  Senado  para  ser  juzgado  y  castigado  como  merecía. 

La  idea  primitiva  prevaleció.  La  causa  fué  remitida  á  la  justicia, 
dejando  de  esta  manera  un  precedente  que,  por  las  circunstancias 
que  á  establecerlo  concurrieron,  importa  la  interpretación  mas  au- 
téntica de  la  ley  que  pudiera  desearse. 

T.  XIX  32 
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Esta  Corte,  revocando  la  seuteiidia  del  Juzgado  de  Sección,  que  se 
declaró  incoinpelenle,  bajo  el  fundamento  de  que  la  Constitución  pro- 
hihia  toda  jurisdicción  en  materias  de  imprenta,  dio  á  ia  vez  solu- 
ción á  la  cuestión  que  liabia  motivado  las  apasionadas  discusiones 
del  Senado.  La  inmunidad  de  la  Constitución  en  mátenos  de  imprenta, 
dijo  V.  R.»  de  ningún  modo  se  estiende  á  aquellos  delitos  que,  aunque 
cometidos  por  medio  de  la  prensa,  son  violaciones  de  la  Comtitucion 
Nacional,  ó  atentados  contra  el  orden  establecido  por  ella^  y  puesto 
bajo  el  amparo  de  las  autoridades  que  ha  creada  para  su  defensa. 

Han  dicho  también,  que  las  facultades  que  ia  ley  confia  á  los  Tri- 
bunales Nacionales  para  juzgar  los  desacatos,  son  concurrentes  con 
la  que  á  cada  Cámara  corresponde  en  virtud  de  sus  poderes  implí- 
citos. 

Es  esta  una  aserción  que  no  reposa  en  fundamento  alguno  y  cuya 
falta  de  seriedad  es  fácil  demostrar. 

Al  conferir  el  Congreso,  es  decir,  ambas  Cámaras,  la  jurisdicción 
que  la  ley  de  Setiembre  atribuye  á  los  Tribunales  de  la  Nación,  se 
desprendió  de  la  que  cada  uno  tenia  ó  podía  tener  en  virtud  de  los 
poderos  implícitos;  y  no  es  posible  sostener  que  pueda  una,  separa- 
damente, reasumirla  sin  consentimiento  de  la  otra,  porque  ello  im- 
portaría la  violación  de  un  compromiso,  y  la  anulación  de  una  ley, 
por  la  acción  de  una  sola  de  las  partes  que  á  su  sanción  concur- 
rieron. 

No  se  esplica  ni  concibe,  por  otra  parte,  semejante  concurrencia 
entre  una  jurisdicción  que  nace  de  la  ley  y  otra  cuyo  origen  in- 
cierto, solo  tiene  por  base  deducciones  más  ó  menos  lógicas  de  otros 
poderos  también  dudosos  é  indefinidos. 

Aquí  debiera  terminar.  Cuando  la  ley  de  la  Nación,  clara  y  noto- 
riamente estatuye  so!)re  un  caso,  es  escusado  y  hasta  cierto  punto 
deprimente  de  la  soberanía,  buscar  una  solución  en  lejislaciones  ó 
doctrinas  de  países  estrangeros,  por  grandes  é  ilustrados  que  sean. 

La  ley  del  63  determina,  de  la  manera  mas  palpable  é  inequí- 
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voca,  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  en  estos  casos  de 
desacato.  V.  E.^  último  intérprete,  asi  lo  ha  declarado  en  el  caso  de 
Calvete  espresamente,  y  por  excepción,  en  el  de  la  Torre,  pues  que 
el  fundamento  principal  de  su  fallo  fué  que  la  violación  del  secreto 
no  era  un  delito  previsto  en  aquella  ley,  lo  que  significaba  escluir 
la  competencia  de  la  Cáncsara,  en  los  casos  comprendidos  en  ella. 

De  todo  esto  clara  y  lógicamente  se  desprende  que  la  Cámara  de 
Senadores  no  tiene  la  jurisdicción  que  se  atribuyo  en  este  caso,  y 
por  mas  evidentes  que  fueran  los  privilegios  de  que  go/an  los  par- 
lamentos en  las  naciones  estranireras,  no  alcanzarían  á  conferir  al 
nuestro  una  competencia  de  que  por  la  ley  nacional  carece. 

No  obstante  esto,  y  aunque  solo  sea  por  vía  de  argumentación  y 
en  honor  de  nuestra  propia  lejislacion,  voy  á  permitirme  demostrar 
que,  en  el  estado  actual  de  la  ciencia,  los  privilegios  parlamenta- 
rios, á  que  se  dá  tanta  importancia,  están  muy  lejos  de  tener  el  al- 
cance que  se  les  atribuye;  y  que  por  el  contrario,  todo  induce  á 
pensar  que  quedarán  con  el  tiempo  limitados  al  ré.imen  interno;  á 
aquello  que  sea  estrictamente  necesario  para  asegurar  el  orden  y 
el  decoro  dentro  del  recinto  de  las  Asambleas  deliberantes. 

El  derecho  á  la  propia  conservación,  $elf-preservation,  es  el  origen 
de  los  privilegios  parlamentarios,  y  la  razón  de  su  existencia,  en  el 
sentir  de  sus  sostenedores. 

Todo  poder,  se  dice,  correrla  peligro  de  desapareiíer  sino  tuviera 
en  sí  mismo  medios  de  defensa.  f)e  ahí  la  necesidad  de  que  las 
Asambleas  Legislativas  estén  munidas  de  elementos  propios,  inde- 
pendientes de  toda  otra  autoridad,  para  garantir  el  ejercicio  regular 
de  sus  deliberaciones,  y  la  independencia  de  sus  miembros. 

No  puede  negarse  que  este  razonamiento  seduce,  á  primera  vista; 
ni  menos,  que  cuenta  en  su  apoyo  con  la  autoridad  de  muchos  y 
muy  acreditados  tratadistas:  Rawl,  Ensink,  May,  Cooley,  Wilson, 
Kent,  Story,  etc. 

Helos  recorrido  en  gran  número.  Todos  reproducen  la  misma  ar- 
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guraentacion;  ninguno  la  profundiza.  Todos  aceptan  como  un  axioma, 
sin  detenerse  á  analizarlo,  que  la  misma  existencia  del  régimen  re- 
presentativo estaría  comprometida,  si  las  Cámaras  no  tuvieran  el 
derecho  de  juzgar  y  castigar,  por  sí  mismas,  á  los  que  alentan  con- 
tra sus  inmunidades,  dentro  ó  fuera  del  recinto  de  sus  sesiones. 
Apenas  sí  alguno,  como  Story,  no  por  cierto  el  menos  autorizado, 
avanza  que  se7ia  dificil  conciliar  estas  facultades  judiciarias  con  el 
derecho  que  la  Constitución  garante  á  todo  ciudadano  de  no  ser  obli- 
gado á  comparecer  sino  ante  sus  jueces  naturales.  Traducción  de 
Calvo;  página  325,  tomo  1°. 

Paréccme  que  valia  la  pena  de  no  pasar  tan  lijeramente  sobre 
punto  tan  capital. 

p]n  el  estado  de  la  sociedad  en  nuestros  dias,  ¿es  tan  indispensa- 
ble este  poder  que  los  parlamentos  no  puedan  existir  sin  él?  Me  in- 
clino á  creer  que  nó. 

Si  lo  fuera  para  el  Poder  Lejislativo,  lo  seria  igualmente  para  el 
Ejecutivo  y  para  el  Judicial;  y  ni  el  uno,  ni  el  otro  de  estos  últimos, 
lo  tiene,  ni  lo  pretendo,  ni  siente  amenazada  su  existencia  por  su 
falta.  Cuando  amaino  de  los  miembros  del  Poder  Ejecutivo  ó  del  Ju- 
dicial encuentra  que  debe  pedir  reparación  por  ofensas  inferidas 
fuera  del  lu-^ar  en  que  ejercen  sus  funciones,  ocurre  á  los  jueces, 
cuya  misión  esclusiva  es  administrar  justicia.  Y  es,  en  todo  caso,  el 
Poder  Lejislativo  el  que  con  menos  razón  pudiera  violar  la  admira- 
ble armonía  de  nuestras  instituciones,  puesto  que  en  su  mano  está 
dictar  las  leyes  que  encuentre  necesarias  para  garantir  la  libertad 
de  sus  deliberaciones. 

No  niego  que,  en  la  amplia  esfera  de  sus  atribuciones  lejislativas, 
pueda  el  Poder  Lejislativo  depositar  legítimamente  la  facultad  de 
hacer  práctica  esta  libertad  en  cada  una  de  las  Cámaras,  en  ambas 
reunidas,  ó  en  alguna  comisión  especial.  Niego  sí  que  no  fuera  esto 
un  desconocimiento,  ó  siquiera  una  desviación  del  principio  funda- 
mental en  que  reposan  nuestras  instituciones,  que  solo  una  absoluta 
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imposibilidad  de  arbitrar  otros  medios,  podria  justificar  como  en  los 
juicios  politices. 

Y  tal  imposibilidad  no  existe. 

Basta  confiar  el  desagravio  al  poder  encar^^ado  por  su  misión  na- 
tural de  contener  á  cada  uno  en  el  límite  de  sus  deberes.  La  eficacia 
de  la  reparación  por  los  Tribunales  ordinarios  podrá  ser  en  algo 
desvirtuada  por  la  lentitud  inherente  á  los  procedimientos  judicia- 
les; sus  efectos  serán,  empero,  mas  saludables  y  repercutirán  más 
lejos,  por  cuanto  no  es  el  ofendido  el  mismo  que  casti;?a. 

Se  observará  que  la  acción  de  la  justicia  será  siempre  menos 
interesada  y  diligente.  Es  esto  natural;  pero  es  fácil  contestar  que 
seria  inferir  una  ofensa  gratuita  á  los  magistrados  que  representan 
al  Poder  Judicial,  suponer  que  su  negligencia  ó  su  falta  de  celo  lle- 
gue al  estremo  de  comprometer  la  existencia  de  los  otros  poderes. 

Podrá,  por  último,  observarse  que  en  tienpos  de  grandes  agita- 
ciones políticas  la  justicia  será  impotente  para  garantir  las  inmuni- 
dades parlamentarias,  y  que  es  entonces  necesaria  una  acción  mas 
rápida  y  eficaz.  La  contestación  es  obvia:  Guando  los  que  disponen 
de  la  fuerza  aspiran  á  suprimir  las  libertades  y  concretar  todos  los 
poderes  en  su  mano,  poco  se  cuidan  de  tales  privilegios;  proceden 
como  Crorawell  con  el  largo  Parlamento;  como  Napoleón,  el  18  bru- 
mario,  ó  como  Rosas,  la  noche  del  28  de  Junio. 

Antes  de  pasar  á  otro  orden  de  consideraciones,  séame  permitido 
reivindicar  para  nuestro  Parlamento  el  honor  de  una  iniciativa 
saludable. 

La  ley  del  tí3,  tantas  veces  citada,  al  definir  el  delito,  establecer 
la  pena,  determinar  el  juez,  respetando  el  principio  sagrado  de  la 
división  de  los  poderes,  y  haciendo  cesar  el  arbitrario,  inseparable 
de  toda  facultad  implícita  é  indefinida,  es  la  ley  que  Jefferson  echaba 
de  menos,  y  que  no  han  dictado  hasta  ahora  los  Estados  Unidos. 
Ella  marca  un  progreso  de  que  debemos  felicitarnos,  y  que  no  es 
permitido  abandonar. 
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No  obstante  que,  en  presencia  de  la  ley  espresa,  la  cuestión  pre- 
sente no  tiene  para  nosotros  mayor  importancia,  antes  de  terminar 
voy  á  permitirme  todavía  algunas  breves  consideraciones  mas,  para 
demostrar  que,  como  antes  dijo,  estos  privijeí^^ios  no  tienen  tampoco 
el  alcance  que  se  les  atribuye  on  los  mismos  pueblos  en  que  tuvieron 
origen. 

Por  poco  que  se  medite  sobre  la  materia,  se  percibe  que,  masque 
la  necesidad  déla  propia  conservación,  es  el  ejemplo  del  parlamento 
de  In  ílaterra,  el  que  los  ha  inspirado  y  generalizado. 

En  honor  del  pueblo  inglés,  debe  con  toda  verdad  decirse  que  á 
su  noble  ejemplo  debe  el  mundo  el  réjimen  representativo.  Mien- 
tras los  llamados  parlamentos  ó  Cortes  de  Justicia,  de  Francia  te- 
nian  por  única  misión  re,^istrar,  ó  tomar  nota  de  los  decretos  do 
sus  reyes,  el  parlamento  de  Inglaterra  discutia  leyes,  acordaba  ó 
negaba  los  subsidios  ó  impuestos  que  se  le  pedia,  juzgaba  y  conde- 
naba á  los  mismos  reyes. 

En  lo9  dias  ajitados  ^e  los  Tudor,  de  los  Sluart,  eran  sin  duda 
necesarios,  ó  de  un  valor  inestimable  los  privilegios  que  garantían 

« 

la  liliertad,  y  no  pocas  veces  la  vida  de  los  legisladores.  No  es 
posible  sostener  empero,  quesean  hoy  igualmente  necesarios  ó  vi- 
tales. El  honor  y  las  inmunidades  de  las  Asaml)leas  Lejislativas  re- 
posan en  la  actualidad  en  la  opinión  pública  y  en  la  ley,  sin  nece- 
sidad de  privilegios,  que  por  respetables  que  sean,  no  son  al  fin 
sino  una  escepcion  á  la  igualdad,  que  es  ante  todo  la  ley  de  la  hu- 
manidad. 

Otra  consideración  esplica  la  existencia  de  estos  privilegios  en 
el  Parlamento  Inglés.  Es  bien  sabido  que  en  su  oríjen,  único  y  om- 
nipotente, fué  una  Corte  de  Justicia.  Al  dividirse  en  dos  Cámaras,  las 
funciones  judiciales  quedaron  en  la  de  los  Lores,  reservándose  la 
de  los  Comunes  la  necesaria  para  garantir  sus  inmunidades.  Esto 
esplica  como,  sin  violencia,  sin  derogación  de  la  ley  común,  el  parla- 
mento \ug\és  juzga  y  caUiga  los  desacatos,  procediendo  como  Juez. 
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Las  naoiones  que  aceptaron  el  sistema  represeiUalivoá  imitación 
de  la  Inirlaterra,  tomaron  por  modelo  su  parlamento,  sí  híen  no 
aceptaron  su  omnipotencia,  limitando,  por  el  contrarío,  mediante 
constituciones  superiores  á  los  poderes  lejislativos  ordinarios,  las 
facultades  del  Poder  Lejíslativo.  A!  mismo  tiempo,  llevados  por  el 
justo  presti^no  de  aquel  parlamento,  incorporaron  ásus  tradiciones, 
ya  que  no  á  la  ley  escrita,  los  privile'^ios  en  cuestión,  sin  advertir 
que  ellos  estahan  en  abierta  oposición  con  la  división  de  los  póde- 
nos, base  fundamental  en  que  reposa  el  mecanismo  del  ^^.^obierno 
que  establecían. 

En  la  misma  In^Materra,  la  opinión  reacciona  visiblemente. 

En  varios  casos  llevados  en  apelación  recientemente,  en  1841, 
1858  y  1866,  los  mas  eminentes  de  aquella  nación  han  declarado  que 
solo  el  parlamento  goza  de  estos  privilei^nos;  que  el  poder  de  casti- 
gar el  desacato  cometido  fuera  de  la  presencia  de  la  Asamblea,  no  es 
inherente  á  las  lejíslaturus  locales,  Burdett,  v.  Abbot,  14  East,  137, 
Beaumont,  v.  Barret,  1.  Moore's  P.  G.  C,  76. 

«En  ctianto  á  las  legislaturas  locales,  dijo  el  juez  Parke,  en  uno  de 
estos  casos,  admitiendo  que  tengan  el  derecho  de  ocurrir  á  la  ley 
rom  un  para  asegurar  el  libre  ejercicio  de  sus  funciones,  el  poder  de 
castigar  el  desacato  contra  su  autoridad,  conociendo  del  hecho  y  apli- 
cando la  pena,  á  manera  de  Tribunal,  sin  responsabilidad  para  con 
la  parte  acusada  no  es  en  maneka  alguna  esengl\l  para  ninguna 
asamblea  al  objeto  de  asegurar  el  libre  ejercicio  de  sus  deliberaciones. 

m 

Todas  estas  funciones  pueden  bien  ser  desempeñadas,  sin  este  poder 
de  escepcion,  por  los  tril)unales  ordinarios». 

En  el  caso  mas  reciente  de  Doyle,  versus  Falconer,  el  Consejo  pri- 
vado de  la  Reina  hizo  la  si^^uiente  declaración: 

*fjOs  privilegios  de  la  Cámara  de  los  Comunes,  de  los  que  es  uno  el 
de  castigar  los  desacatos  contra  su  autoridad^  le  pertenecen  en  virtud 
de  la  Le\  et  consuetudo  Parlamenti,  qu£  es  una  ley  especial  é  inlie- 
rente  á  las  dos  Cámaras  del  Parlamento  del  Reino  Unido,  Es  necesa- 
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rio  distinguir  entre  el  poder  de  castigar  el  desacato,  que  es  un  poder 
judicial,  y  el  poder  para  remover  las  obstrucciones  que  puedan  emba- 
razar las  deliberaciones  ó  la  acción  de  una  asamblea  lejislativa,  que 
es  necesario  para  su  propia  conservación.  Si  un  miembro  de  una 
asamblea  se  Imce  culpable  de  una  conducta  desordenada  en  las  sesio- 
nas, puede  ser  removido  ó  espulsado  temporalmente;  pero,  hay  gran 
diferencia  entre  estos  poderes  y  el  poder  judicial  de  imponer  penas  por 
la  ofensa.  El  mismo  principio  es  aplicable,  á  fortiori,  á  las  obstruc- 
ciones por  personas  estrañas.  Siempre  que  la  perturbación  del  orden 
fuese  seria,  ó  en  caso  de  otros  delitos,  debe  ocurrirse  á  los  Tribunales 
ordinarios^.  Paschal,  edición  de  1882,  paisanas  354  á  356. 

Escaso  encarecer  la  importancia  de  estas  declaraciones  emana- 
das de  las  mas  altas  eminencias  de  la  Cámara  del  Reino  Unido, 
Lord,  Broügham,  Lord  Lyndhursl,  Lor  Campbell,  Erskine,  Lushinn^- 
ton,  Parke,  ele.  Ellas  prueban  que  los  privilegios  que  han  motivado 
esta  cuestión,  son  una  especialidad  del  Parlamento  Inglés,  y  que,  en 
el  concepto  de  los  hombres  mas  competentes,  no  son  inherentes  á 
las  Asambleas  Legislativas,  ni  indispensables  á  su  existencia,  como 
se  pretende. 

En  los  Estados  Unidos  adviértese  tamí)ien  la  misma  tendencia  á 
limitar  estos  privilegios  á  lo  estriclamente  necesario  ai  desempeño 
de  las  funciones  legislativas.  Los  casos  de  babeas  corpas  se  sueden 
con  frecuencia.  He  recordado  la  opinión  de  Story,  no  inferior  á 
ninguna.  Paschal,  la  mas  reciente  man¡festa(;¡on  de  la  opinión  rei- 
nante, al  dar  cuenta  de  las  decisiones  de  los  Tribunales  de  Ingla- 
/erra  que  he  citado,  las  clasifica  de  un  gran  caso  en  favor  de  la 
libertad.  La  última  sentencia  de  la  Corte  Suprema,  en  el  caso  de 
Kilbour,  V.  Thompson,  hace  una  mención  especial,  lar/a  y  deta- 
llada, de  aípiellas  decisiones,  que  analiza  con  especial  esmero  y  en- 
comio. Sus  fundamentos  visiblemente  pesan  en  el  ánimo  de  la  Corte 
al  declarar  ilegal  la  prisión  de  Kilbour,  ordenada  por  la  Cámara  de 
Diputados.  Examina  el  caso  de  Anderson,  v.  üuan,  que  ha  hecho  ju- 
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risprudencia  por  cincuenta  años,  y  encuentra  que  nada  ha  resuelto, 
por  cuanto  en  él  no  se  especificó  la  causa  de  la  prisión,  y,  en  prin- 
cipio general,  no  puede  negarse  que  las  Cámaras  tengan  la  facultad 
de  castigar  los  desacatos.  En  una  palabra,  en  el  espirítu  que  ins- 
piró aquella  importante  decisión,  se  advierte  una  marcada  tenden- 
cia á  limitar  los  privilegios  á  lo  mas  estrictamense  indispensable: 
en  las  declaraciones  de  testigos,  que  era  el  punto  swA/ae/ic^  á  los 
casos  de  elecciones,  de  juicios  políticos,  y  aquellos  en  que  la  juris- 
dicción del  Congreso  es  esclusiva,  y  no  puede  ser  ejercida  por  los 
otros  poderes. 

En  atención  á  la  urgencia  del  caso,  y  á  la  conveniencia  de  no  dis- 
traer demasiado  la  atención  de  esta  Corte  de  sus  numerosas  y  deli- 
cadas tareas,  terminaré  pidiendo  á  V'.  E.  se  sirva  decretar  la  inme- 
diata libertad  del  recurrente. 

Eduardo  Costa. 
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CAUSA  XIX 

D.  José  E.  Garzón,  contra  los  Sres.  Joulet  y  Arnujio,  por  cum- 
plimiento de  un  contrato:  sobre  competencia  y  litis-pendencia. 

Sumario,  —  1"  Es  válido  el  testimonio  del  socio,  que  no  lo  es 
en  el  negocio  en  que  declara. 

¥  Es  fuero  competente  y  preferido  al  del  domicilio  del  de- 
mandado, el  del  lugar  de  la  ejecución  del  contrato 

3^  El  lugar  donde  debe  ejecutarse  el  contrato,  es  el  que  re- 
sulta de  la  voluntad  espresa  ó  presunta  de  las  parles. 

¥"  El  contrato  por  el  cual  se  dá  comisión  de  comprar  una 
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Págiuas 

cosa  eirun  punto,  para  ser  entregada  y  vendida  con  ventaja  en 
otro,  se  cumple  entregando  la  cosa  en  este  último  punto. 

5"  No  procede  la  excepción  de  litis-pendencia,  cuando  el  pleito 
pendiente  en  que  se  funda  no  puede  producir  excepción  de  cosa 
juzgada  en  el  que  se  promueve H 


CAUSA  XX 

D.  José  M.  Crespo,  contra  D.  Carlos  Castagno,  por  excepción 
de  litis-pendencia;  sobre  costas. 

Sumario,  —  El  que  entabla  la  acción  petitoria,  durante  el  jui- 
cio posesorio,  en  que  es  demandado,  debe  ser  condenado  en  las 
costas  que  se  causen,  por  ser  la  demanda  contra  espresa  dispo- 
sición de  lev 24 


CAUSA  XXI 

D.  Tristan  A.  Malbran,  contra  D.  Antonio  Marechal,  por  co- 
bro de  pesos;  sobre  incompetencia. 

Sumario. — El  estrangero  demandado  por  un  argentino,  ante 
los  Tribunales  Federales,  no  tiene  derecho  para  declinarla  ju- 
risdicción de  estos 28 


CAUSA  XXII 

Contra  Guillermo  Saths,  subdito  del  Imperio  Alemán;  sobre 
extradición. 

Sumario.  —  1^  Los  estrangeros  gozan  en  el  territorio  ar- 
gentino de  garantías  especiales  de  libertad  y  seguridad,  y  de 
todos  los  derechos  civiles  del  ciudadano,  y,  como  este,  no  pue- 
den ser  penados  sin  juicio  previo  fundado  en  ley  anterior  al  he- 
cho del  proceso. 

2°  No  existiendo  tratado  internacional,  ó  ley  especial  del 
Congreso,  el  Gobierno  Argentino  no  puede  entregar  á  ninguna 
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persona  que  se  encuentre  en  el  territorio  de  la  Nación,  por  acu- 
sación de  haber  cometido  un  crimen  ó  dtlito  en  país  estran- 
gero,  y  haber  fugado  de  su  patria  para  evitar  la  prisión  ó  la 
pena  de  la  ley 31 

CAUSA  XXIII 

D.  Constantino  Grand,  contra  la  Municipalidad  de  la  Capital; 
sobre  expropiación. 

Sumario. — Sacado  el  juicio  de  expropiación  del  conocimiento 
de  los  Tribunales,  por  acuerdo  de  los  interesados,  para  fijar  el 
valor  de  la  indemnización  por  medio  de  peritos  en  via  admi- 
nistrativa, no  procede  el  reclamo  sobre  aumento  de  dicho  valor, 
una  vez  fijado  por  la  mayoría  de  los  peritos 45 

CAUSA  XXIV 

D.  Raimundo  Reguera,  contra  D.  Manuel  M.  de  Fontes;  sobre 
cobro  de  costas. 

Sumario.  —  El  procurador  no  está  obligado  á  pagar  las  cos- 
tas de  la  parte  contraria,  en  que  hubiese  sido  condenado  su 
principal 47 

CAUSA  XXV 

D.  Felipe  Correa,  contra  D.  Federico  Mallmann;  sobre  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  —  No  procede  la  acción  de  daños  y  perjuicios,  por 
los  procedentes  de  la  insolvencia  de  su  deudor,  contra  el  ter- 
cero que  no  resulla  responsable  de  esa  insolvencia 32 

CAUSA  XXVI 

Criminal,  por  falsificación  de  documentos;  sobre  su  devolu- 
ción en  caso  de  sobreseimiento. 
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Sumario,  — ÍÍQ  debe  devolverse  ai  interesado  los  documentos 
falsificados,  por  haberse  sobreseído  en  el  proceso  de  falsifica- 
ción, por  razón  de  no  resultar  el  autor  de  ella 58 


CAUSA  XXVII 

El  Fisco  Nacional,  contra  D.  Juan  B.  Ga¿;rlioIo;  sobre  contra- 
bando. 

Sumario,  —  Habilitado  un  local,  con  conocimiento  del  pro- 
pietario, para  depósito  de  mercaderías  que  deben  el  impuesto 
de  Aduana,  y  probada  la  estraccion  de  estas  sin  permiso  y  sin 
pagar  derechos  con  el  conocimiento  é  intervención  del  mismo 
propietario;  éste  debe  ser  penado  con  multa  de  un  valor  igual 
al  de  las  mercaderías  estraidas 60 


CAUSA  XXVIII 

D.  José  Catoni,  contra  Portalis  Fréres  y  Carbonnier;  sobre 
cobro  de  lanchaje  y  estadías. 

Sumario,  —  1°  El  contrato  de  transporte  en  lanchas  y  la  obli- 
gación de  pagar  estadías  por  lo  demora,  no  es  necesario  que 
se  prueben  por  contrato  escrito. 

2*^  En  caso  de  divergencia  sobre  el  quantum  del  precio  con- 
venido y  del  importe  de  las  estadías,  debe  estarse  á  la  tarifa  y 
á  las  prácticas  del  puerto; y  resultando  que  el  que  se  cobra  es 
menos  del  que  establecen  estas,  debe  mandarse  pagar 66 

CAUSA  XXIX 

D.  Heraldo  Eckell,  contra  la  empresa  del  Ferro-Carril  del 
Sud,  por  cobro  de  salvataje;  sobre  competencia. 

Sumario.  —  El  conocimiento  de  los  casos  de  salvamento  si- 
multáneo de  buque  y  carga,  corresponde  á  un  mismo  Juez,  y  re- 
conocida la  competencia  de  éste  respecto  del  buque,  no  puede 
serle  negada  respecto  del  salvamento  do  la  carga 75 
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CAUSA  XXX 

Páginas 

Varios  comerciantes  estangeros,  contra  D.  Samuel  Palacios  y 
Compañía,  por  inconstítucionalidad  de  un  decreto  reglamen- 
tando una  ley  de  impuestos;  sobre  incompetencia. 

Sumario.  —  1°  Corresponde  al  fuero  federal,  toda  demanda 
por  causa  civil  que  un  estrangero  inicie  contra  un  ciudadano 
argentino,  aunque  existan  ciudadanos  argentinos  que  tengan  el 
mismo  interés  que  el  estrangero,  y  la  resolución  que  recaiga  en 
la  demanda  puede  aprovecharles  por  implicancia. 

^  Por  mas  inmediato  que  sea  el  interés  que  una  Provincia 
tenga  en  una  causa,  si  ella  no  es  parte  directa  en  el  juicio,  no 
procede  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte 78 


CAUSA  XXXI 

I).  Mariano  Lalli  y  D.  Julián  Mondalunis.  contra  D.  Samuel 
Palacios  y  C*.  por  devolución  de  pago  indebido;  sobre  incom- 
petencia, defecto  legal  en  la  demanda  y  falta  de  personería. 

Sumario, — I*"  Corresponde  al  fuero  federal,  por  razón  de  ma- 
teria, la  causa  sobre  inconstitucionalidad  de  un  impuesto  creado 
por  leyes  provinciales. 

2°  A  los  efectos  del  fuero,  solo  se  considera  parte  en  el  juicio 
las  personas  cuya  representación  asume  el  apoderado,  prescin- 
diendo de  las  otras  que  han  intervenido  en  el  otorgamiento  del 
poder. 

3"  No  procede  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte 
por  el  interés  que  en  una  causa  tenga  una  Provincia,  si  ésta  no 
parte  directa  en  el  juicio. 

it^  No  tiene  defecto  la  demanda  en  que  se  determina  la  peti- 
ción, se  enumeran  los  hechos  y  se  formula  una  acción  precisa. 

o*"  La  falta  de  derecho  en  el  demandante,  no  autoriza  la  ex- 
cepción dilatoria  de  falla  de  personería. 

6°  El  poder  para  pedir  se  declare  inconstitucional  una  ley  de 
impuesto,  comprende  la  facultad  de  pedir  la  devolución  de  lo 
pagado  por  esa  causa 93 
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CAUSA  XXXII 

Pág-tnas 

Ei  Banco  Nacional,  en  recurso  contra  ia  senteimia  de  gradua- 
ción, dictada  en  el  concurso  de  D.  Melchor  G.  Rom. 

Sumario. — 1°  Puesta  en  cuestión  la  inteligencia  de  la  ley  de 
creación  del  Banco  Nacional,  que  es  ley  del  Congreso,  de  la  re- 
solución dada  en  contra  del  derecho  pretendido  por  éste,  por 
el  Tribunal  Superior  de  la  Capital,  procede  el  recurso  á  la  Su- 
prema Corte. 

2^  El  Banco  Nacional  no  puede  estar  en  el  mismo  grado  que 
el  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  si  el  crédito  de  este  es  ante- 
rior en  fecha HO 

CAUSA  XXXIII 

D,  Teófilo  Meyer  y  C*,  contra  D.  Andrés  Mieli;  sobre  falsifi- 
cación de  marca  de  fábrica. 

Sumario. — No  son  sujetos  á  penas  los  espejidedores  de  mer- 
caderías con  marca  falsificada,  que  indican  de  quien  las  hubie- 
ron, y  contra  los  cuales  no  se  prueba  el  dolo  ó  la  complicidad 
para  favorecer  la  falsificación 112 

CAUSA  XXXIV 

D.  Enrique  Durand,  contra  D.  José  E.  Casco;  sobre  cobro  de 
pesos. 

Sumario.— i""  Reconocida  como  suya  la  firma  puesta  al  pié  de 
vales  por  una  suma  de  dinero,  el  firmante  tiene  que  pagar  su 
importe. 

2°  Si  para  eximirse  del  pago  opone  que  aquellos  son  sin 
causa,  ó  que  le  han  sido  sustraídos,  á  él  corresponde  probares- 
tas  excepciones 117 

CAUSA  XXXV 
D*^  Saturnina  Ruiz  M.  de  Mamberto,  contra  la  empresa  del 
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I  *:i  crinas 

Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  al  Rosario,  por  expropiación;  so- 
bre apelación; 

SumarifL  —  En  los  juicios  de  expropiación,  la  apelación  pro- 
cede solo  en  relación 12o 

CAUSA  XXX  VI 

Storni  hermanos,  contra  el  Capitán  del  buque  «Barca  do 
La^os  por  daños  y  perjuicios;  sobre  nombramiento  de  Juez  Fe- 
deral ad  hoc. 

Sumario. — En  los  casos  de  impedimento  del  Juez  Federal  de 
una  sección,  debe  pasar  el  conocimiento  de  las  causas  á  cada 
uno  de  los  abo<rados  incluidos  en  la  nómina  hecha  por  la  Su- 
prema Corte,  según  el  orden  en  que  se  hallan  nombrados,  de- 
biendo completarse  el  turno  antes  de  volver  á  pasar  al  primero 
de  la  lista , 126 

CAUSA  XXXVII 

D.  Antonio  Urraco,  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé,  por  rei- 
vindicación; sobre  recurso  de  revisión. 

Sumario.— ^''  Es  la  parte  dispositiva  de  una  sentencia  laque 
constituye  el  fallo,  v  nó  sus  considerandos. 

2"  Siendo  esta  arreglada  á  la  demanda,  y  siendo  además 
inexacto  que  en  los  considerandos  se  haya  establecido  lo  que  se 
invoca  como  fundamento  del  recurso  de  revisión,  éste  debe  ser 
rechazado  con  costas 129 

CAUSA  XXXVIII 

D.  José  Arregui,  contra  D.  Serapio  Juárez  y  D.  Pascacio  Pardo; 
sobre  reivindicación  de  hacienda. 

Sumario.  —  El  que  posee  do  buena  fé  bienes  semovientes,  no 
puede  ser  demandado  por  acción  de  reivindicación,  no  siendo 
aquellos  perdidos  ó  robados;  ni  puede  intentar  esa  acción  el 
que  está  obligado  á  entregarlos  en  virtud  de  un  acto  ilícito 132 
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CAUSA  XXXIX 

D.  Andrés  Noya,  contra  D.  Florencio  Reina  y  D.  Salustiauo 
Quiroz;  sobre  interdicto  de  amparo. 

Sumario. — Para  que  procedan  los  interdictos  posesorios,  no 
basta  probar  el  derecho  de  poseer;  es  esencial  que  se  pruebe  el 
hecho  de  la  posesión 137 

CAUSA  XL 

D.  Carlos  S.  Jones,  capitán  del  ^Patriota»,  contra  Miguel  Don 
Dodero,  capitán  del  «Providenza»,  y  otros;  sobre  cobro  de  sala- 
rio, por  salvamento  del  buque  y  carga. 

Sumario.  —  i^  Los  servicios  prestados  por  un  buque  á  otro, 
que  no  han  tenido  por  objeto  el  reponerlo  á  flote  y  conducirlo 
á  buen  puerto,  ni  salvarlo  ó  salvar  la  carga,  sino  simplemente 
haber  acudido  al  llamado  de  auxilio,  á  causa  de  varadura,  ha- 
ber estado  á  su  disposición  por  cualquier  evento,  y  haber  ayu- 
dado á  levar  el  ancla,  no  pueden  clasificarse  como  servicios  de 
asistencia  y  salvamento. 

2^  La  ocultación  de  un  documento  sustancial,  por  parte  del 

actor,  prueba  su  temeridad  y  le  somete  al  cargo  de  las  costas 
procesales 143 

CAUSA  XLI 

D.  Leopoldo  Mancini,  contra  D.  Victorino  Maciel,  pof  des- 
alojo; sobre  competencia. 

Sumario.  —  1**  La  demanda  por  desalojo  de  un  campo,  enta- 
blada por  el  comprador,  no  es  incidente,  ni  consecuencia  del 
pleito  fenecido  que  el  demandado  sostuvo  contra  el  causante, 
sobre  nulidad  de  su  título. 

2"  Siendo  estrangero  el  demandante,  y  argentino  el  deman- 
dado, la  justicia  federal  es  competente  para  entender  en  la  de- 
manda     151 
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CAUSA  XLII 

Páginas 

D.  Manuel  Cavia,  contra  D.  Juan  B.  Parodi  y  D.  Ángel  Bruzzo; 
sobre  reivindicación  y  pago  de  mejoras. 

Sumario.  —  1^  La  posesión  de  un  terreno  á  consecuencia  de 
venta  hecha  por  la  Municipalidad,  como  de  terreno  valdio,  con 
los  trámites  legales,  debe  considerarse  como  posesión  de 
buena  íé. 

2®  El  poseedor  de  buena  fé  tiene  derecho  para  que  se  le  in- 
demnicen las  mejoras  estimadas  por  peritos  y  retener  el  terreno, 
mientras  se  le  abone  su  valor  por  el  propietario. 

3**  Los  frutos  percibidos  desde  la  notificación  de  la  demanda 
de  reivindicación,  pertenecen  al  propietario 156 

CAUSA  XLIII 

Guiñazú  y  C*,  contra  el  Gerente  del  Ferro-Carril  Central 
Norte,  por  averías;  sobre  competencia. 

Sumafio. — Las  administraciones  de  ferro-carriles  nacionales, 
son  demandables  ante  la  justicia  federal,  sin  necesidad  de  la 
venia  previa  del  Congreso 160 

CAUSA  XLIV 

D.  Carlos  Leive,  capitán  de  la  barca  «W.  Rohl»,  contra  M. 
Forester  y  C*;  sobre  pago  de  sobreestadias. 

Sumario,  —  1^  El  término  de  las  estadías  debe  contarse,  no 
desde  el  día  en  que  el  buque  da  entrada  al  puerto,  sino  desde  el 
en  que  queda  espedito  para  principiar  las  operaciones  de  des- 
carga, á  menos  que  se  pruebe  por  el  capitán  que  la  demora  en 
quedar  espedito  es  imputable  á  los  consignatarios  de  la  carga. 

2^  En  el  cómputo  de  los  días  hábiles,  deben  entrar  las  frac- 
ciones de  dias,  según  resulta  de  la  estadística  que  forma  la  Pre- 
fectura marítima,  sin  otra  reducción. 

3°  De  los  dias  hábiles,  debe  descontarse  los  empleados  para 
lastrar  el  buque,  durante  los  cuales  se  suspenda  la  descarga  en 
el  interés  del  mismo 163 
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CAUSA  XLV 

Página» 

I).  Emilio  Comas  y  D.  Enrique  Munteis,  contra  D.  Teófilo  Ro- 
cha, Administrador  de  Rentas  Nacionales  de  Monte  Caseros;  so- 
bre desembarco  de  mercaderias. 

Sumario. —  La  manifestación  del  Sr.  Procurador  General,  de 
no  adherirse  al  recurso  deducido  por  el  Procurador  Fiscal,  im- 
porta un  desistimiento  por  parte  del  Fisco 170 

CArSA  XLVI 

D.  Pedro  J:  López,  contra  la  empresa  del  Ferro-Carril  de 
Buenos  Aires  y  Rosario,  por  expropiación;  sobre  pruebas  en  la 
excepción  de  defecto  legal  de  la  demanda. 

Sumario.—  P  El  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda, debe  resultar  de  la  demanda  misma,  y  no  de  pruebas 
estrañas  á  ella. 

2^  La  prueba  de  posiciones,  ofrecida  por  el  escepcionado  para 
combatir  la  escepcion,  es  impertinente. 

3^  En  los  juicios  de  expropiación  debe  precederse  sumaria- 
mente y  resolver  las  articulaciones  en  el  mismo  juicio  verbal  en 
que  se  originan 173 

CAUSA  XLVII 

D.  Antonio  Alric,  contra  D.  Dámaso  Aguilera;  sobre  reivindi- 
cación de  un  campo. 

Sumario.  —  1*^  En  la  confusión  de  límites,  la  acción  que  com- 
pete al  colindante,  para  recuperar  el  terreno  de  su  propiedad, 
es  la  reivindicatoría. 

2^  Contra  esta  acción,  no  puede  oponerse  la  excepción  de 
prescripción 176 

CAUSA  XLVIII 

D.  Nicasio  Oroño,  contra  D.  José  R.  Aldao,  por  rendición  de 
cuentas;  sobre  pruebas. 
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Sumario,  —  El  reconocimiento  de  carias  que  se  presenten  en 
juicio  después  del  término  probatorio,  no  puede  ser  admitido 
sino  en  forma  de  posiciones 182 

CAUSA  XLIX 

D.  Ramón  Quiro^a  y  D.  Alfredo  Demarchi,  contra  la  empresa 
del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario,  por  espropiacion; 
sobre  falta  de  personería  y  defecto  en  la  demanda. 

Sumario. — 1*^  Presentándose  en  autos  los  poderes  cuya  falta 
fué  observada,  cesa  la  escepcion  de  falta  de  personería  por  di- 
cha causa. 

2^  La  no  presentación  de  títulos,  no  constituye  defecto  legal 
en  el  modo  de  proponer  la  demanda 184 

CAUSA  L 

D.  Casimiro  Ferrer  contra  la  empresa  del  Ferro-Carril  de  Bue- 
nos Aires  y  Rosario,  por  expropiación;  sobre  entrega  de  precio. 

Sumario. — El  expropiado  debe  acreditar  su  propiedad  con  el 
titulo  correspondiente,  antes  de  recibir  el  precio  de  la  expro- 
piación    188 

CAUSA  LI 

D.  Juan  0.  Morse,  capitar)  del  vapor  «Pingo»,  contra  D.  Juan 
Marenco,  patrón  del  pailebot  « ítalo-Oriental »,  por  nulidad  de  un 
laudo;  sobre  competencia. 

Sumario. — Corresponde  á  los  Jueces  de  Sección  el  conoci- 
miento de  los  recursos  contra  los  laudos  arbitrales  dictados  en 
asuntos  de  su  competencia  — 190 

CAUSA  LII 

Criminal,  contra  Antonio  Mármol,  por  delito  de  falsedad  y 
tentativa  de  apropiación  de  dineros  públicos. 
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Sumario,  —  El  reo  de  falsedad  y  tentativa  de  apropiación  de 
dineros  públicos,  tiene  la  pena  de  trabajos  forzados  de  uno  á 
tres  anos,  y  multa  de  cien  á  mil  pesos 193 


CAUSA  Lili 

D*  Erciiia  Zavalía  de  Coret,  contra  D.  Antonio  Fragueiro; 
sobre  cobro  de  pesos. 

Sumario. — El  mandatario  respoade  personalmente  de  lo  que 
ha  recibido  en  virtud  del  mandato  por  medio  de  sustituto,  á 
menos  que  éste  haya  sido  aceptado  por  el  mandante 199 


CAUSA  LIV 

D.  Belisario  Ahumada,  en  tercería,  contra  D.  Rizerio  Molina 
y  D.  Manuel  V.  Salas,  sobro  mejor  derecho. 

Sutnario.  —  La  hipoteca  otorgada  á  favor  de  un  acreedor  en 
fraude  de  otro,  no  dá  á  aquel  mejor  derecho  para  ser  pagado 
con  el  precio  de  la  cosa  hipotecada,  antes  que  éste 202 

CAUSA  LV 

El  Fisco  Nacional,  contra  I).  Pedro  San  Gormes;  sobre  expro- 
piación. 

Sumario.— i^  En  las  expropiaciones  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica, el  valor  de  los  bienes  debe  regularse  por  el  que  hubieran 
tenido  si  la  obra  no  hubiese  sido  ejecutada,  ni  autorizada. 

2^  Las  costas  del  juicio,  consistentes  en  las  de  actuación  y  en 
el  honorario  de  los  peritos,  son  de  cargo  de  la  parte  expro- 
piante   205 

CAUSA  LVI 

José  Benci  y  C",  contra  D.  Abel  del  Corro;  sobre  devolución 
de  pago  indebido. 
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P:ÍKÍnau 

Sumario. — Es  indebido  el  pago  de  un  impuesto  declarado  in- 
constitucional por  fallo  de  la  Suprema  Corte 219 

CAUSA  LVII 

José  Benci  y  C%  contra  D.  Abrahan  Medina;  sobre  devolución 
de  pago  indebido. 

Sumario.— Es  indebido  el  pago  hecho  por  un  impuesto  decla- 
rado inconstitucional  por  la  Suprema  Corte 222 

CAUSA  LVIII 

I).  Juan  R.  Lascano,  contra  D.  Luis  María  Arzac  y  D^  Rosa 
Gutiérrez  de  Arzac,  sobre  rescisión  de  contrato  y  daños  y  per- 
juicios. 

Sumario. — 1**  Siendo  incierta  la  causa  que  motiva  la  de  de- 
manda de  rescisión  de  un  contrato,  del)e  esta  ser  rechazada. 

2^  La  falta  de  cumplimiento  de  una  obligación,  impone  el 
deber  de  resarcir  los  perjuicios  que  por  dicha  falta  se  hayan 
causado. 

3^  De  los  fallos  de  la  Suprema  Corte  pronunciados  en  grado 
de  apelación,  no  se  admite  el  recurso  de  revisión 226 

CAUSA  LIX 

D.  Carlos  Casado,  contra  la  empresa  del  gas  del  Rosario,  por 
interdicto;  sobre  condenación  en  costas. 

Sumario. — El  que  entabla  interdicto  por  una  turbación  que 
se  refiere  á  un  terreno  distinto  del  que  pretende  ser  de  su  pro- 
piedad, es  litigante  temerario,  y  responsable  de  las  costas  y  da- 
ños y  perjuicios 236 

CAUSA  LX 

D.  Manuel  Z.  Giménez,  contra  D.  Jocobo  Martin,  por  cumpli- 
miento de  un  convenio;  sobre  nulidad. 
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P.í  íiiias 

Sumario. — 1^  El  Juez  Federal  puede  declararse  incompetente 
de  oficio  en  las  causas  que  no  le  corresponden,  y  anular  todo 
lo  obrado. 

2^  No  habiendo  el  demandado  declinado  de  jurisdicción,  no 
debe  condenarse  en  costas  al  demandante 239 

CAUSA  LXI 

D.  Carlos  Casado,  contra  la  empresa  del  gas  del  Rosario,  por 
interdicto;  sobre  recusación  y  apercibimiento. 

Sumario.— l^  El  auto  desechando  la  recusación  por  no  ser 
fundada  en  causa  especificada  por  la  ley,  es  inapelable. 

2^  Es  deber  de  los  Jueces  correjir  las  faltas  de  respeto  contra 
su  dignidad,  y  hacer  guardar  en  los  juicios  la  moderación  y  el 
decoro  debido 241 

CAUSA  LXII 

D.  Agustín  Nazarre,  contra  D.  Francisco  Abal,  por  cesación 
de  condominio;  sobre  competencia. 

Sumario. — El  juicio  para  fijación  de  límites  y  cesación  de 
condominio,  es  un  juicio  de  deslinde;  y  no  pertenece  á  la  juris- 
dicción federal,  sino  cuando  surja  la  contenciosa,  siendo  las  par- 
les de  diversa  nacionalidad  ó  vecindad 244 

CAUSA  LXIII 

D.  José  C.  Soto,  contra  el  Banco  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires;  sobre  infracción  de  la  ley  de  monedas. 

Sumario. — I""  El  término  de  treinta  días  fijado  en  el  artículo 
14  de  la  ley  de  unidad  monetaria,  de  5  de  Noviembre  de  4881, 
se  refiere  á  la  emisión  y  no  á  la  circulación  de  billetes  menores 
de  un  peso,  emitidos  antes  de  dicho  término. 

2^  La  publicación  á  que  se  refiere  el  artículo  lo  de  dicha  lej, 
es  facultativa  y  no  imperativa. 

3'  Todo  estatuto  penal,  tiene  interpretación  restrictiva. . . .  250 
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CAUSA  LXIV 

Drysdale  y  C",  contra  D.  Nícasio  Oroño;  por  cobro  ejecutivo 
de  pesos. 

Sumario, — 1^  El  argentino  demandado  por  un  estrangero, 
ante  la  justicia  federal,  no  puede  alegar  incompetencia  de  esta. 

¥  El  embargo  de  los  bienes  ejecutados,  decretado  en  otro 
juicio,  no  constituye  litis  pendencia 2oS 

CAUSA  LXV 

D.  Francisco  Ovejero,  contra  el  Dr.  D.  Manuel  J.  Navarro;  so- 
bre inhibitoria  para  conocer  en  una  demanda  entablada  contra 
él  por  daños  y  perjuicios. 

Sumario. — La  demanda  contra  un  Recaudador  de  Rentas 
Nacionales,  por  hechos  que  no  tienen  relación  con  la  percep- 
ción de  la  renta  y  el  servicio  público,  no  está  comprendida  en 
la  disposición  del  artículo  6  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  sobre  jurisdicción  federal 2S8 

CACSA  LXVl 

La  empresa  del  ferro-carril  del  Este  Argentino,  contra  el 
Fisco  Nacional,  por  cobro  de  pesos;  sobre  incompetencia  y  nu- 
lidad. 

Sumario, — 1*^  Las  cuestiones  entre  el  Gobierno  Nacional  y  la 
empresa  del  Ferro-carril  del  Este  Argentino,  deben  someterse 
á  la  decisión  de  arbitros. 

2*^  Lo  obrado  ante  el  Juez  Federal,  debe  servir  á  los  arbi- 
tros de  antecedente  para  formar  su  juicio 261 

,    CAUSA  LXVII 

El  Banco  Nacional,  contra  López  y  C*,  por  cobro  de  pesos; 
sobre  exención  del  uso  de  papel  sellado  en  sus  gestiones  judi- 
ciales. 

T.  XIX  8-1 
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Páginas 

Sumario. — El  Banco  Nacional  no  está  exento  del  uso  de  pa- 
pel sellado  en  sus  gestiones  judiciales 266 

CAUSA  LXVIIl 

Los  herederos  Linera  Melian,  contra  Bunge  y  C%  por  reivin- 
dicación de  un  campo;  sobre  próroga  del  término  para  alegar 
de  bien  probado. 

Sumario.— E\  auto  negando  próroga  del  término  para  alegar, 
no  es  apelable 269 

CAUSA  LXIX 

El  Fisco  Nacional,  contra  1).  Robustiano  Vieyra;  sobre  expro- 
piación. 

Sumario,— l^  En  la  espropiacion  de  terrenos  de  alfalfa,  debe 
tenerse  presente  para  la  avaluación,  la  ubicación,  regabilidad, 
fertilidad  y  montuosidad  del  terreno,  y  los  costos  del  cultivo. 

?*  Respecto  de  los  perjuicios,  debe  tenerse  presente  el  frac- 
cionamiento del  terreno,  la  dificultad  del  riego  y  de  la  comuni- 
cación entre  las  dos  fracciones,  y  el  cercado  que  se  destruye. 

3^  Cuando  el  tribunal  fija  en  mayor  suma  de  la  ofrecida  por 
el  Fisco,  el  valor  de  la  expropiación,  las  costas  de  actuación  y 
los  honorarios  de  los  peritos  son  de  cargo  de  la  Nación.  ......  270 

CAUSA  LXX 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  Federal  de  Entre 
Ríos  y  el  de  1*  Instancia  en  lo  Civil  de  la  Concepción  del  Uru- 
guay, en  la  causa  seguida  por  D.  Mariano  Unzué  contra  D.  Gui- 
llermo Seekamp,  por  daños  y  perjuicios. 

Sumario,— En  las  acciones  civiles  que  na  argentino  deduce 
contra  un  estrangero,  ó  un  vecino  de  otra  Provincia,  ante  el 
Juzgado  Federal,  es  éste  el  que  debe  conocer  en  ellas,  y  no  el 
Juez  local  ante  quien  el  demandado  entable  contienda  de  com- 
petencia   276 
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CAUSA  LXXI 

D"^  Saturnina  Ruiz  Moreno  de  Mamberto,  contra  la  empresa 
del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario;  sobre  expropiación. 

Sumario,  —  Cuando  la  avaluación  de  los  peritos  esrede  de  la 
suma  exigida  por  el  expropiado,  debe  tomarse  como  justo  pre- 
cio el  pedido  por  éste 282 

CAUSA  LXXII 

Offroy  y  C*,  contra  D.  José  Portuguez,  por  cobro  de  pesos,  so- 
bre prueba  ultramarina. 

Sumario. — El  demandante  tiene  derecho  para  producir  prue- 
bas y  obtener  el  término  estraordinario  para  las  que  oportuna- 
mente ofrece  producir  fuera  de  la  República 284 

CACSA  LXXIII 

Campos  y  Valdés,  en  terceria  de  dominio,  contra  Don  Gui- 
llermo Treloar  y  Valdez  y  Larrahona;  sobre  desembargo  de 
minas. 

Sumario.  —  1*^  Las  minas  con  sus  útiles  y  frutos,  deducidas 
las  costas,  quedan  afectadas  al  pago  de  las  cantidades  suminis- 
tradas para  su  beneficio. 

2^  El  tercero  á  quien  pasan  con  este  gravamen,  no  puede  pe- 
dir se  alce  el  embargo  trabado  en  la  ejecución  del  aviador  con- 
tra el  causante  de  aquel;  máxime  si  este  tercero,  siendo  una 
sociedad,  ha  reconocido  en  el  contrato  social  la  existencia  del 
crédito  que  ha  fundado  la  ejecución. 

3""  El  embargo  de  minas,  que  no  causa  la  paralización  de  sus 
trabajos,  ó  que  la  causa  sin  culpa  del  ejecutante,  no  puede  dar 
lugar  á  reclamos 287 

CAUSA  LXXIV 
Don  José  M.  Torres,  en  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  Don 
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Juan  Amusategui,  contra  ia  esposa  é  hijos  de  Don  Daniel  Fu- 
nes, por  desistimiento  de  compra;  sobre  apelación. 

Sumario.  —  1°  Las  disposiciones  relativas  á  la  apelación  de 
los  autos  que  recaen  en  el  juicio  ejecutivo,  no  son  aplicables  al 
que  se  dicte  sobre  la  compra  de  los  bienes  ejecutados,  hecha 
por  un  tercero,  ó  su  desistimiento. 

¥  Si  este  auto  causa  í,Tavámen  irreparable,  es  procedente  la 
apelación  que  de  él  se  interponga 302 

CAUSA  LXXV 

El  Fisco  Nacional,  contra  Don  N.  Pitoin,  por  omisión  en  un 
manifiesto  del  vapor  «Equateur»;  sobre  incompetencia. 

Sumario. — 1°  El  Juez  de  Sección  es  incompetente  para  cono- 
cer en  primera  instancia  de  las  infracciones  de  las  Ordenanzas 
de  Aduana,  que  se  refieren  á  mercancías  que  se  hallan  bajo  la 
jurisdicción  de  la  Aduana. 

2^  En  las  mercancías  conducidas  por  los  paquetes  á  vapor, 
las  mercaderías  son  sustituidas  por  la  responsabilidad  personal 
de  los  agentes  ó  armadores  del  buque,  y  mientras  ésta  subsista 
debe  entenderse  que  las  mercancías  continúan  bajo  la  jurisdic- 
ción de  la  x4duana 306 


CAUSA  LXXVI 

Don  Ricardo  Valdez,  contra  Don  Teodoro  Schroder;  sobre 
<;umpIimiento  de  una  transacción. 

Sumario. — Estando  conformes  las  partes  en  el  modo  de  cum- 
plir lo  estipulado,  por  medio  del  nombramiento  de  peritos,  así 
debe  mandarse 310 

CAUSA  LXXVII 

D.  Juan  Grasso,  contra  los  Sres.  Rodríguez,  Abella  y  G\  por 
cobro  de  pesos;  sobre  falta  de  jurisdicción. 
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Sumario.— í^  La  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  para 
conocer  en  grado  de  apelación  en  asuntos  menores  de  doscien- 
tos pesos  fuertes. 

2°  El  recurso  de  revisión,  solo  procede  en  los  casos  de  juris- 
dicción originaria  de  la  Suprema  Corte 318 

CAUSA  LXXVIII 

La  Compañía  «Union  Telefónica  del  Rio  de  la  Plata»,  contra 
D.  Horacio  Woodwell  y  D.  Juan  Trant,  por  cobro  de  mercan- 
cías; sobre  litis-pendencia,  personería  y  modo  de  proponer  la 
demanda. 

Sumario.— í^  La  demanda  interpuesta  ante  el  Juez  cuya  in- 
competencia ha  alegado  el  demandado  y  reconoce  el  deman- 
dante, no  puede  fundar  la  excepción  de  litis-pendencia,  contra 
igual  demanda  presentada  al  Juez  reconocido  por  ambas  par- 
tes como  competente. 

i^  La  falta  de  derecho  para  accionar,  no  autoriza  la  excep- 
ción de  falta  de  personería. 

3°  El  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  re- 
sulta solo  de  la  omisión  de  alguno  de  los  requisitos  indicados 
por  el  artículo  37  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos 320 

CAUSA  LXXLX 

D.  Patricio  Tejo  y  Stewart  y  C*,  contra  el  Gobierno  de  la  Pro- 
vincia de  Entre  Ríos;  sobre  cobro  de  pesos. 

Sumario. — La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  de  demandas 
contra  las  Provincias  por  deudas  anteriores  en  fecha  á  la  Cons- 
titución Nacional 326 


CAUSA  LXXX 

L).  José  M.  González  Velez,  contra  la  Provincia  de  Entre  Rios; 
por  danos  y  perjuicios. 
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Sumario,  —  La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  de  deman- 
das contra  las  Provincias  por  deudas  anteriores  á  la  Constitu- 
ción Nacional 331 

CAUSA  LXXXI 

El  Fisco  Nacional,  contra  la  Sociedad  «The  Argentine  Sugar 
and  Faetones  Limited»;  sobre  expropiación. 

Sumario.  —  1^  En  el  avalúo  de  terrenos  sujetos  á  expropia- 
ción, debe  tenerse  en  cuenta  su  calidad  y  el  valor  que  hubiesen 
tenido  si  no  se  hubiese  autorizado  la  obra  que  causa  la  expro- 
piación. 

2^  En  el  de  los  daños  y  perjuicios,  debe  considerarse  su  frac- 
cionamiento, la  desviación  de  los  canales  de  irrigación,  la  difi- 
cultad de  los  transportes,  y  el  valor  de  los  cercados  destruidos.  332 

CAUSA  LXXXII 

El  Fisco  Nacional,  contra  I).  Emilio  Lacubé  y  D.  Rene  Vigné: 
sobre  expropiación. 

Swwiano.— Cuando  el  Juzgado  fija  á  favor  del  expropiado  ma- 
yor suma  de  la  ofrecida  por  el  representante  del  Fisco,  son  de 
cargo  de  la  Nación  las  costas  de  actuación  y  los  honorarios  de 
los  peritos 342 

CAUSA  LXXXIII 

Don  Fernando  Bourdieu,  contra  Don  Aureliano  Huergo;  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario. — La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  en  instancia 
de  apelación,  de  las  causas  de  menor  cuantía 349 

CAUSA  LXXXIV 

Don  Juan  Lavagetto,  contra  Don  Felipe  Maraña  Campora,  por 
daños  y  perjuicios;  sobre  la  lista  de  testigos. 
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Sumario.— El  auto  que  manda  tener  presente,  para  proveerá 
su  tiempo,  las  observaciones  espuestas  sobre  los  defectos  conte- 
nidos en  la  lista  de  testigos,  es  inapelable 351 


CAUSA  LXXXV 

El  Fisco  Nacional,  contra  D.  Amadeo  Nuilez;  sobre  comiso. 

Sumario.  —  El  exceso  no  tolerado  por  las  Ordenanzas  de 
Aduana  en  las  mercancías  que  se  manifiestan,  dá  lugar  á  la 
pena  de  comiso 353 


CAUSA  LXXXVI 

D.  Pedro  Labaqui,  contra  D*  Gregoria  Mansilla,  D.  Juan  y 
D.  Pastor  Marañen,  por  cobro  de  pesos;  sobre  competencia. 

Sumario. — Las  demandas  cuya  importancia  escede  de  500  pe- 
es, aunque  correspondan  al  conocimiento  de  la  Justicia  de 
Paz,  no  están  comprendidas  en  la  ley  de  3  de  Setiembre  de  1878.  358 


CAUSA  LXXXVII 

Charles  y  Skotte,  contra  E.  Tornquist  y  C*  y  D.  Tomás  No- 
cetti;  sobre  salarios  de  carga  y  estiva. 

Sumario.  —  1®  La  carga,  descarga  y  estiva  de  mercaderías 
para  la  exportación  á  bordo  de  buques,  pertenece  al  comercio 
marítimo,  y  el  conocimiento  de  las  causas  sobre  salarios  de  los 
estivadores,  pertenece  á  los  Tribunales  Federales. 

2°  Hecha  la  compra  de  mercancías  á  bordo,  y  convenido  que 
el  buque  que  las  contiene  atraque  al  costado  del  que  debe  es- 
portarlas, el  mayor  gasto  que  puede  originarse  en  el  trasporte 
de  un  buque  á  otro,  por  la  diferencia  del  tamaño  de  los  dos,  no 
es  de  cuenta  del  vendedor,  á  menos  de  convenio  especial. 

3°  Tratándose  de  un  asunto  mayor  de  doscientos  fuertes,  la 
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prueba  testimonial  es  inadmisible  si  no  existe  un  principio  de 
prueba  por  escrito 360 


CAUSA  LXXXVIII 

Criminal  contra  Juan  A.  Garcia,  por  homicidio,  cometido  en 
el  fuerte  «General  Acha» ;  sobre  competencia. 

Sumario.— El  conocimiento  de  los  crímenes  cometidos  en 
fuertes  argentinos,  corresponde  al  Jíiez  Nacional  mas  inmediato 
al  lugar  del  hecho 368 


CALSA  LXXXIX 

Don  Juan  Walter,  contra  Melara  y  Martí,  por  cobro  de  esta- 
días; sobre  rechazo  de  documentos. 

Sumario. — La  póliza  de  flelamento  debe  acompañarse  á  la 
demanda  por  estadías;  pero  cuando  no  se  ha  acompañado  por 
hallarse  en  poder  del  traductor,  habiéndose  así  manifestado  y 
ofrecido  presentarla  una  vez  traducida,  no  puede  ser  recha- 
zada por  ser  tardía  su  presentación  en  juicio 378 


CAUSA  XC 

Don  Bernardo  Bordes,  contra  E.  Norton  y  C*;  por  daños  y 
perjuicios  y  devolución  de  cantidad  de  pesos. 

Sumario. — P  No  probándose  el  hecho  invocado  como  causa 
generadora  de  los  daños  y  perjuicios,  no  puede  admitirse  la  de- 
manda en  que  se  pide  su  indemnización. 

2°  ün  vale  otorgado  por  flete,  en  términos  absolutos,  prueba 
que  el  flete  debido  ha  sido  pagado  por  entero,  máxime  si  la 
casa  que  le  espide  acostumbra  á  cpbrar  los  fletes  con  anticipa- 
ción. 

3^  Lo  exigido  y  pagado  de  mas  sobre  la  suma  indicada  por 
el  vale,  debe  ser  devuelto  con  intereses  desde  el  día  del  pago..  381 
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D*  Venancia  Guevara  de  Borda  y  D*  Acacia  Borda  de  Borda, 
contra  la  empresa  del  Ferro-carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario, 
por  expropiación;  sobre  falta  de  personería  y  defecto  legal  en 
la  demanda. 

Sumario.— {^  La  excepción  de  falta  de  personería,  no  puede 
fundarse  en  la  falta  de  derecho  del  actor,  ni  en  el  heclio  de  no 
haberse  acompañado  á  la  demanda  los  documentos  que  le  ins- 
truyen. 

"¿^  El  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda, 
puede  oponerse  en  el  solo  caso  en  que  se  haya  faltado  á  la  pres- 
cripción del  artículo  57  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 390 

CAUSA  XCII 

La  empresa  del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  y  Rosario,  con- 
tra D.  Juan  P.  Juanto;  sobre  expropiación. 

Sumario. — El  propietario  que  no.  acepta  la  reconstrucción  de 
una  pared  comprendida  en  la  parte  expropiada,  tiene  derecho 
á  pedir  que  se  le  pague  su  valor 394 

CAUSA  XCIII 

Don  Pedro  Reyes,  contra  D.  José  Briones;  sobre  cobro  de  co- 
misión y  gastos. 

Sumario. — Estando  conformes  las  partes  respecto  de  la  exis- 
tencia del  mandato  y  no  respecto  del  monto  de  la  remuneración 
y  pago  de  gastos,  á  falta  de  pruebas,  debe  estarse  á  la  costum- 
bre del  lugar  donde  se  celebró  el  contrato,  en  cuanto  h  la  re- 
muneración, en  cuanto  á  los  gastos,  á  lo  que  la  ley  prescribe..  396 

CAUSA  XCIV 

D.  Faustino  Guevara,  contra  la  empresa  del  Ferro-Carril  de 
Buenos  Aires  y  Rosario,  por  expropiación ;  sobre  falta  de  per- 
sonería. 
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Sumario. — El  hecho  de  no  acompañarse  á  la  demanda  los  do- 
cumentos que  deben  instruirla,  y  la  falta  de  derecho  que  se 
opone  al  actor  para  deducirla,  no  pueden  fundar  la  excepción 
de  falta  de  personería 402 


CAUSA  XCV 

D.  Saturnino  Romano,  con  D.Manuel  Carrasco,  por  interdicto 
posesorio;  sobre  consulta  del  juez  de  la  causa. 

Sumario. — La  Suprema  Corte  no  puede  resolver  consultas  de 
los  jueces  inferiores,  con  respecto  á  las  causas  sometidas  á  su 
resolución 404 


CAUSA    XCVI 

D.  Eliseo  Acevedo;  sobre  recurso  de  íiabeas  corpm. 

Sumario. — El  Senado  Nacional  no  es  autoridad  competente 
para  juzgar  el  delito  de  desacato,  previsto  y  penado  por  la  ley 
nacional  penal  de  14  de  Setiembre  de  1883,  y  ordenar  la  pri- 
sión de  la  persona  á  la  que  se  le  atribuye 406 


CAUSA  XCVII 

D.  Jorge  Pintos,  contra  D.  Demetrio  Sosa,  por  desalojo,  y 
D.  Emilio  Genoud,  contra  D.  Jorge  Pintos,  por  interdicto  de  re- 
tener; sobre  consulla  del  Juez  de  Paz  del  Baradero  respecto  á 
las  órdenes  contradictorias,  recibidas  del  Juez  Federal  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires  y  del  Juez  de  1*  Instancia  del  De- 
partamento del  Norte  de  dicha  Provincia. 

Sumario-^Lsi  Suprema  Corte  no  puede  resolver,  por  via  de 
consulta,  una  contienda  de  competencia,  que  no  se  somete  á  su 
conocimiento  en  forma  legal 411 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  499 

CAUSA  XCVIII 

D.  Gaspar  Taboada,  contra  D.  Agatónico  Acuna,  doña  To- 
masa P.  de  Paz  y  I).  Domingo  Paz,  por  reivindicación ;  sobre 
competencia. 

Sumatio.  —  Para  establecer  la  jurisdicción  originaria  de  la 
Suprema  Corte,  no  basta  que  una  provincia  tenga  interesen  la 
cansa,  es  indispensable  que  figure  en  los  autos  como  parte 415 


CAUSA  XCIX 

D.  Augusto  Piard,  contra  D.  Juan  B.  Fourcade;  sobre  infrac- 
ción de  la  ley  de  patentes  de  invención. 

Sumario.  —  El  espendio  de  objetos  patentados,  en  perjuicio 
del  concesionario  de  la  patente,  no  constituye  delito,  si  no  se 
prueba  que  se  ha  verificado  á  sabiendas 417 


CAUSA  C 

Peixoto,  Morales  y  C^  contra  la  Compañía  cLIoyd  Argentino», 
por  averias  y  constitución  de  Tribunal  arbitral;  sobre  falta  de 
copias  y  documentos  y  fianza  de  arraigo. 

Sumario.  —  1^  Probada  la  entrega  de  las  copias,  la  falta  de 
documentos  acompañados  á  la  demanda  no  autoriza  á  demorar 
la  constitución  del  Tribunal  arbitral. 

2°  La  fianza  de  arraigo  que  el  demandante  se  reconoce  en 
'  el  deber  de  prestar,  debe  otorgarse  previamente 420 


CAUSA  CI 

D.  Nicolás  Mancino,  contra  Rivolta,  Carboni  y  C%  por  esta 
dias;  sobre  costas  de  un  artículo  de  incompetencia. 
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Sumario,  —  Las  costas  causadas  con  motivo  de  una  escepcion 
de  incompetencia  justificada  por  los  autos  y  reconocida  por  el 
demandante,  deben  ser  de  cargo  de  éste 422 

CAUSA  CU 

Criminial,  contra  Juan  M.  Lara  y  Abel  Ordoñez,  por  sustrac- 
ción de  dineros  públicos;  sobre  términos. 

Sumario,  —  En  las  causas  criminales,  en  que  por  enfermedad 
del  defensor,  se  procede  al  nombramiento  de  otro  en  su  reem- 
plazo, deben  concederse  á  este  los  términos  legales,  á  contarse 
desde  la  aceptación  del  cargo 425 

CAUSA  CIII 

D.  Julián  Ortiz,  contra  D.  Ernesto  Carrero;  sobre  nombra- 
miento de  administrador. 

Sumario,  —  No  desconociéndose  por  el  socio  administrador 
que  su  administración  produce  mal  resultado,  procede  el  nom- 
bramiento de  administrador  provisorio 427 

CAUSA  CIV 

D.  Warren  Lowe,  contra  D.  Eduardo  Gutiérrez,  por  desalojo; 
sobre  competencia 

Sumario,  —  En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  la  de- 
manda deducida  ante  un  juez  ordinario  incompetente,  puede, 
no  habiendo  sido  contestada,  interponerse  ante  los  tribunales 
federales 128 


CAUSA  CV 

D.  José  González  Bonorino,  contra  la  empresa  del  ferro- 
carril de  Buenos  Aires  y  Rosario,  por  cobro  de  pesos;  sobre 
recusación. 
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Sumario.  —  El  juicio  emitido  en  auto  anterior,  sobre  un 
punto  que  forma  el  fondo  de  la  cuestión,  es  causa  legal  de  recu- 
sación    431 

CAUSA  CVI 

El  Fisco  Nacional,  contra  D.  José  Bernardo  Contreras,  por 
espropiacion;  sobre  nombramiento  de  peritos. 

Sumario. — 1^  El  auto  de  prueba  en  el  juicio  de  expropiación, 
no  importa  nulidad  en  el  procedimiento. 

2^  El  nombramiento  de  otros  peritos,  cuando  los  primeros  no 
han  clasificado  bien  el  valor  de  la  cosa  expropiada  y  los  perjui- 
cios, es  facultativo  del  juez 433 

CAUSA  CVII 

D.  Juan  Bautista  Bancalari  y  C*,  contra  D.  Carlos  Morteoy 
hermanos;  sobre  averías. 

Sumario.  —  No  probado  el  contrato  de  que  procede  la  acción 
deducida,  esta  debe  ser  rechazada 438 

CAUSA  CVIII 

D.  Feliciano  Salinas,  contra  D.  3Iiguel  J.  Marin;  sobre  inter- 
dicto de  recobrar  la  posesión. 

Sumario.  —  El  interdicto  de  recobrar  debe  ser  rechazado,  si 
no  se  acreditan  por  pruebas  válidas  y  legales;  los  hechos  de  la 
posesión  anual  y  de  la  violencia 442 

CAUSA  CIX 

D.  Antonio  Valsangiácomo,  contraía  Municipalidad  del  Pilar, 
por  cumplimiento  de  contrato;  sobre  condenación  en  costas. 

Sumario.  —  La  demanda  por  cumplimiento  de  contrato,  que 
ha  sido  rechazada,  por  haberse  debido  previamente  pedir  la  es- 
crituración de  él,  no  puede  considerarse  temeraria 446 
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D.  Juan  Amusátegui,  contra  D^  Carmen  S.  ^de  Funes;  sobre 
rebeldía  v  disercion  de  recurso. 

Sumario,  —  Es  jurisprudencia  adoptada  por  la  Suprema  Corte, 
no  declarar  desierto  el  recurso  cuando  el  escrito  de  rebeldía 
se  presenta  á  su  acuerdo  en  la  misma  audiencia  que  el  de  es- 
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2^  No  debe  incluirse  partida  alguna  como  indemnización  de 
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Incomtitucionaliáad  de  impuesto  provincial,  —  Véase  Fuero  Federal. 
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Jueces  de  Sección.— Corresponde  á  ellos,  el  conocimiento  de  los  re- 
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mites y  la  cesación  de  condominio;  y  no  pertenece  á  la  ju- 
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rrsdiccion  federal,  sínó  cuando  surje  la  contienda,  siendo 
(asparles  de  diversa  nacionalidad  ó  vecindad.  Página 244. 

Juicio  de  expropiación. — Sacado  del  conocimiento  de  los  Tribunales, 
por  acuerdo  de  los  interesados,  para  fijar  el  valor  de  la 
indemnización  por  medio  de  peritos,  en  via  administrativa, 
no  procede  el  reclamo  sobre  aumento  de  dicho  valor,  una 
vez  fijado  por  la  mayoría  de  los  peritos.  Página  4o. 

Juicio  ejecutivo. — Véase  Apelación;  Auto  apelable. 

Juicio  posesorio,  —  El  que  entabla  en  él  acción  petitoria,  durante  el 
juicio  posesorio  en  que  es  demandado,  debe  ser  condenado 
en  los  costos  que  se  causen,  por  ser  la  demanda  contra 
expresa  disposición  de  la  ley.  Página  24. 

Juicios  de  expropiación.  —  En  ellos,  la  apelación  procede  solo  en  re- 
lación. Página  123. 

Juicios  de  expropiación. — En  ellos  debe  precederse  sumariamente,  y 
resolverse  las  articulaciones  en  el  mismo  juicio  verbal  en 
que  se  originan.  Página  173. 

Jurisdicción  concurrente. — En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente, 
la  demanda  deducida  ante  un  Juez  ordinario  incompetente, 
puede,  no  habiendo  sido  contestada,  interponerse  ante  los 
Tribunales  Federales.  Página  428. 

Jurisdicción  federal. — Véase  Juicio  de  deslinda. 

Jurisdicción  originaria.  —  La  de  la  Suprema  Corte  no  procede,  por 
mas  inmediato  que  sea  el  interés  que  una  Provincia  tenga 
en  una  causa,  si  ella  no  es  parte  directa  en  el  juicio.  Pági- 
nas 79  V  93. 

Jurisdicción  originaria.  —  Para  establecer  la  de  la  Suprema  Corte, 
no  basta  que  una  Provincia  tenga  interés  en  la  causa:  es 
indispensable  que  figure  en  los  autos  como  parte.  Pá- 
gina 41o. 

Justicia  Federal.—Es  competente  para  entender  en  la  demanda, 
siendo  estrangero  el  demandante  y  argentino  el  deman- 
dado. Página  151. 

Justicia  Federal. — Véase  Argentino. 
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Laudos  arbitrales. — Véase  Jueces  de  Sección. 

Ley  de  moneda.— Y ésíse  Término  y  Publicación. 

Litigante  temerario.— Lo  es,  el  que  entabla  interdicto  por  una  tur- 
bación que  se  refiere  á  un  terreno  distinto  del  que  pre- 
tende ser  de  su  propiedad;  y  es  responsable  de  las  costas, 
daños  y  perjuicios.  Página  236. 

Litis  pendencia. — No  procede  esta  escepcion,  cuando  el  pleito  pen- 
diente en  que  se  funda,  no  puede  producir  escepcion  de 
cosa  juzgada  en  el  que  se  promueve.  Página  12. 

Litis  pendencia.— Lh  demanda  interpuesta  ante  Juez  cuya  incompe- 
tencia ha  alegado  el  demandado  y  reconoce  el  deman- 
dante, no  puede  fundar  la  escepcion  de  litis  pendencia, 
contra  igual  demanda  presentada  ante  el  Juez  reconocido 
por  ambas  partes  como  competente.  Página  320. 

Litis  pendencia. — Véase  Embargo. 


M 


Mandatario.  —  Responde  personalmente  de  lo  que  ha  recibido,  en 
virtud  del  mandato  por  medio  de  sustituto,  á  menos  que 
éste  haya  sido  aceptado  por  el  mandante.  Página  199. 

Mandato. — Estando  conformes  las  partes  respecto  de  su  existencia 
pero  no  respecto  del  monto  de  la  remuneración  y  pago  de 
gastos,  á  falta  de  prueba  debe  estarse  á  la  costumbre  del 
lugar  donde  se  celebró  el  contrato,  en  cuanto  á  la  remu- 
neración; y  en  cuanto  á  los  gastos,  á  lo  que  la  ley  pres- 
cribe. Página  396. 

Mercaderias  falsificadas. — Véase  Pena. 

Minas. — Las  minas  con  sus  útiles  y  frutos,  deducidas  las  costas, 
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quedan  afectadas  al  pago  de  las  cantidades  suministradas 
para  su  beneficio;  y  el  tercero  á  quien  pasan  con  este  gra- 
vamen, no  puede  pedir  se  alce  el  embarf^o  trabado  en  la 
ejecución  del  aviador  contra  el  causante  de  aquel;  máxime 
si  este  tercero,  siendo  una  sociedad,  ha  reconocido  en  el 
contrato  social  la  existencia  del  crédito  que  ha  fundado  la 
ejecución.  Página  287. 

Minas. — El  embargo  de  ellas  que  no  causa  la  paralización  de  sus 
trabajos,  ó  que  la  causa  sin  culpa  del  ejecutante,  no  puede 
dar  lugar  á  reclamos.  Página  288. 

AM^a.— Habilitado  un  local  con  conocimiento  del  propietario,  para 
depósito  de  mercaderías  que  deben  el  impuesto  de  Aduana, 
y  probada  la  estraccion  de  éstas  sin  permiso  y  sin  pagar 
derechos,  con  el  conocimiento  é  intervención  del  mismo 
propietario,  éste  debe  ser  penado  con  multa  de  un  valor 
igual  al  de  las  mercaderías  estraidas.  Página  60. 


o 


Objetos  patentados,  —  Su  espendio,  en  perjuicio  del  concesionario  de 
la  patente,  no  constituye  delito,  si  no  se  prueba  que  se  ha 
verificado  á  sabiendas.  Página  417. 

Obligación, — Véase  Perjuicios. 


Pago  indebido, — Lo  es,  el  de  un  impuesto  declarado  inconstitucional 

por  fallo  de  la  Suprema  Corte.  Páginas  219  y  222. 
Papel  Sellado, — Véase  Banco  Nacional, 
Parte  dispositiva, — Véase  Sentencia, 
Patente.— y édise  Objetos  patentados, 
Pena,—^o  son  sujetos  á  pena,  los  expendedores  de  mercaderías  con 
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marca  falsificada,  que  indican  de  quien  las  luil)íeron,  y 
contra  los  cuales  no  se  prueba  el  dolo,  ó  la  complicidad 
para  favorecer  la  falsificación.  Página  112. 

Peritos. — Estando  conforme  las  partes  en  el  modo  de  cumplir  lo  es- 
tipulado, por  medio  del  nombramiento  de  peritos,  asi  debe 
mandarse.  Página  310. 

Perjuicios. — La  falta  de  cumplimiento  de  una  obligación,  impone  el 
deber  de  resarcir  los  perjuicios  que  por  dicha  falta  se  hayan 
causado.  Página  226. 

Perjuicios. — Para  fijarlos  en  la  expropiación  de  terrenos  de  alfalfa, 
debe  tenerse  presente  el  fraccionamiento,  la  dificultad  del 
riego  y  de  la  comunicación  entre  las  fracciones  y  el  cer- 
cado que  se  destruye.  Página  270. 

Personería. — Presentándose  en  autos  los  poderes  cuya  falta  fué  ob- 
servada, cesa  la  excepción  de  falta  de  personería  por  dicha 
causa.  Página  184. 

Personería. — Véase  Demandante. 

Poder. — Rl  que  autoriza  á  pedir  que  se  declare  inconstitucional  una 
ley  de  impuesto,  comprende  la  facultad  de  pedir  la  devo- 
lución de  lo  pagado  por  esa  causa.  Página  93. 

Póliza  de  fletamento. — Debe  acompañarse  á  la  demanda  por  estadías; 
pero  cuando  no  se  ha  acompañado  por  hallarse  en  poder 
del  traductor,  habiéndose  asi  manifestado  y  ofrecido  pre- 
sentarla una  vez  traducida,  no  puede  ser  rechazada  por 
ser  tardía  su  presentación  en  juicio.  Página  378. 

Poseedor  de  buena  fe. — Tiene  derecho  para  que  se  le  indemnicen  las 
mejoras  estimadas  por  peritos,  y  retener  el  terreqo,  mien- 
tras se  le  abone  su  valor  por  el  propietario.  Página  156. 

Posesión  de  buena  fé. — Se  considera  tal  la  de  un  terreno,  á  conse- 
cuencia de  venta  hecha  por  la  Municipalidad,  como  de  te- 
rreno baldío,  con  los  trámites  legales.  Página  156. 

Posiciones.— Las  ofrecidas  por  el  excepcionado,  para  combatir  la  ex- 
cepción de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda, es  impertinente.  Página  173. 

Posiciones. — Véase  Reconocimiento  de  cartas. 

Procurador. — No  está  obligado  á  pagar  las  costas  de  la  parte  con- 
traria en  que  hubiese  sido  condenado  su  principal.  Pá- 
gina 47. 
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Procurador  Generaí.—Su  manifestación  de  no  adherirse  al  recurso 
deducido  por  el  Procurador  Fiscal,  importa  un  desistimiento 
por  parte  del  Fisco.  Página  170. 

Propietario, — Los  frutos  percibidos  desde  la  notificación  de  la  de- 
manda de  reivindicación,  pertenecen  al  propietario.  Pá- 
gina 157. 

Provincias, — La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  de  demandas 
contra  ellas  por  deudas  anteriores  en  fecha  á  la  Constitu- 
ción Nacional.  Páginas  32G  y  331. 

Publicación, — Aquella  á  qne  se  refiere  el  artículo  15  de  la  ley  de 
moneda,  es  facultativa  y  no  imperativa.  Página  250. 

Prueba  testimonial, — Es  inadmisil)le  si  no  existe  un  principio  de 
prueba  por  escrito,  tratándose  de  un  asunto  mayor  de  dos- 
cientos pesos  fuertes.  Página  360. 


K 


Recaudador  de  rentas,  —  La  demanda  contra  él,  por  hechos  que  no 
tienen  relación  con  la  percepción  de  la  renta  y  el  servicio 
público,  no  está  comprendida  en  la  disposición  del  articulo 
6  de  la  Ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  sobre  ¡urisdicion 
Federal.  Página  258. 

Reconocimiento  de  cartas, — El  reconocimiento  de  las  cartas  que  se 
presenten  en  juicio  después  del  término  probatorio,  no 
puede  ser  admitido  sino  en  forma  de  posiciones.  Página 
182. 

Recurso. — Es  jurisprudencia  adoptada  por  la  Suprema  Corte,  no  de- 
clarar desierto  el  recurso,  cuando  el  escrito  de  rebeldía  se 
presenta  á  su  acuerdo  en  la  misma  audiencia  que  el  de  ex- 
presión de  agravios.  Página  449. 

Recurso  á  la  Suprema  Corte, — Puesta  en  cuestión  la  inteligencia  de 
la  ley  de  creación  del  Banco  Nacional,  que  es  lev  del  Con- 
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greso,  de  la  resolución  dada  por  el  Tribunal  Superior  de 
la  Capital,  en  contra  del  derecho  pretendido  por  dicho 
Banco,  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte.  Página 

no. 

Recurso  de  rms/ow. —No  se  admite  de  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte 
pronunciados  en  grado  do  apelación.  Página  226. 

Recurso  de  rerision. — Solo  procede  en  los  casos  de  jurisdicción  ori- 
ginaria de  la  Suprema  Corte.  Página  313. 

Recurso  de  revisión. — Véase  Sentencia. 

Recusación.— Es  causa  legal  de  ella,  el  juicio  emitido  en  auto  ante- 
rior, sobre  un  punto  que  forma  el  fondo  de  la  cuestión. 
Página  431. 

Recusación,  —  Y ésíse  Auto  inapelable. 

Reo.~E\  de  falsedad  y  tentativa  de  apropiación  de  dineros  públicos 
tiene  la  pena  de  trabajos  forzados  de  uno  á  tres  anos  y 
multa  de  cien  á  mil  pesos.  Página.  193. 

Rescisión  de  contrato. — Siendo  incierta  la  causa  que  motiva  la  de- 
manda sobre  decisión  de  un  contrato,  debe  esta  ser  recha- 
zada. Página  226. 


s 


Salvamento. — El  conocimiento  de  los  casos  de  salvamento  simultá- 
neo de  buque  y  carga,  corresponde  á  un  mismo  juez,  y  re- 
conocida la  competencia  de  este,  respecto  del  buque;  no 
puede  serle  negada  respecto  del  salvamento  de  la  carga, 
agina  /o. 

Senado  Nacional. — No  es  autoridad  competente  para  juzgar  el  de- 
lito de  desacato  previsto  y  penado  por  la  ley  nacional  pe- 
nal de  14  de  Setiembre  de  Í863,  y  ordenar  la  prisión  de  la 
persona  á  la  que  se  atriliuye.  Página  406. 
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Sentencia. — Su  parte  dispositiva  es  la  que  constituye  el  fallo,  y  no 
sus  considerandos.  Página  129. 

Sentencia, — Siendo  arreglada  á  la  demanda,  y  siendo  ademas  in- 
exacto  que  en  los  considerandos  se  haya  establecido  lo  que 
se  invoca  como  fundamento  del  recurso  de  revisión,  este 
debe  ser  rechazado  con  costas.  Pái^ina  12í). 

Senicios, — No  pueden  clasificarse  como  de  asistencia  y  salvamento, 
los  prestados  por  un  buque  á  otro,  que  no  han  tenido  por 
objeto  el  reponerlo  á  flote  y  conducirlo  á  buen  puerto,  ni 
salvarlo  ó  salvar  la  carga;  sino  simplemente  haber  acudido 
al  llamado  de  auxilio,  á  causa  de  varadura,  haber  estado 
á  su  disposición  por  cualquier  evento,  y  haber  ayudado  á 
levar  el  ancla.  Página  143. 

Socio. — Su  testimonio  es  válido  cuando  no  es  socio  en  el  negocio  en 
que  declara.  Página  11. 

Suprema  Corte. — Carece  de  jurisdicción  para  conocer  en  grado  de 
apelación,  en  asuntos  menores  de  doscientos  pesos  fuertes. 
Páginas  315  y  349. 

Suprema  Corte. — No  puede  conocer  de  demandas  contra  las  Provin- 
cias, por  deudas  anteriores  en  fecha  á  la  Constitución  Na- 
cional. Páirinas  320  v  331. 

Suprema  Corte. — No  puede  resolver  consultas  de  los  jueces  inferio- 
res, con  respecto  á  las  causas  sometidas  á  su  resolución. 
Página  404. 

Suprema  Corte.— yo  puede  resolver,  por  via  de  consulla,  una  con- 
tienda de  compet??ncia  que  no  se  somete  á  su  conocimiento 
en  forma  legal.  Página  411. 

Suprema  Corte. — Véase  jurisdicción  originaria. 


Tarifa. — Debe  estarse  á  ella  y  á  las  prácticas  del  puerto,  en  los  con- 
tratos de  trasporte  en  lanchas,  cuando  hay  divergencia 
so[>re  el  precio  convenido  y  el  importe  de  las  estadías;  y 
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resultando  que  lo  que  se  cobra,  es  menos  que  lo  que  aqué- 
llas establecen,  debe  mandarse  pagar.  Página  66. 

Término. — El  de  treinta  días,  fijado  en  el  artículo  14  de  la  Ley  de 
unidad  monetaria,  de  3  de  Noviembre  de  1881,  se  refiere 
á  la  emisión  y  no  á  la  circulación  de  billetes  menores  de 
un  peso,  emitidos  antes  de  dicho  término.  Página  230. 

Término  para  alegar. — Véase  Auto  apelable. 

Terrenos  de  alfalfa. — En  su  expropiación  debe  tenerse  presente, 
para  la  avaluación,  la  ubicación,  re:^^abilidad,  fertilidad  y 
montuosidad  del  terreno  v  los  costos  del  cultivo.  Página 
270. 

Testigos. — Véase  Auto  inapelable. 

Testimonio.— Yé^se  Socio. 

Transporte  en  lanchas.— Este  contrato,  y  la  obligación  de  pagar  es- 
tadías por  la  demora,  no  es  necesario  que  se  prueben  por 
escrito.  Página  66. 

Tribunal  arbitral. — Probada  la  entrega  de  las  copias,  la  falta  de  do- 
cumentos acompañados  á  la  demanda,  no  autoriza  á  de- 
morar la  constitución  del  Tribunal  arbitral.  Página  420. 

Tribunales  Federales. — No  puede  declinar  su  jurisdicción,  el  estran- 
gero  demandado  ante  ellos  por  un  argentino.  Página  28. 
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